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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
11043 Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo a distancia.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El trabajo a distancia, entendido como trabajo que se realiza fuera de los 
establecimientos y centros habituales de la empresa y del que el teletrabajo es una 
subespecie que implica la prestación de servicios con nuevas tecnologías, ha sido objeto 
de regulación tanto en el ámbito interno como en el ámbito comunitario e internacional.

En el ámbito comunitario, la Confederación Europea de Sindicatos (CES), la Unión de 
Confederaciones de la Industria y de Empresarios de Europa (UNICE), la Unión Europea 
del Artesanado y de la Pequeña y Mediana Empresa (UNICE/UEAPME) y el Centro 
Europeo de la Empresa Pública (CEEP), firmaron, ya en el año 2002, el Acuerdo Marco 
Europeo sobre Teletrabajo, suscrito por los interlocutores sociales europeos en julio 
de 2002 y revisado en 2009, a fin de dar más seguridad a los teletrabajadores y las 
teletrabajadoras por cuenta ajena en la UE. Este Acuerdo entendió esta modalidad del 
trabajo a distancia como un medio para modernizar la organización del trabajo para las 
empresas y organizaciones de servicios públicos, y para dar una mayor autonomía en la 
realización de sus tareas a las personas trabajadoras.

El objeto del Acuerdo era elaborar un marco general a escala europea sobre las 
condiciones laborales de teletrabajadoras y teletrabajadores y compaginar las necesidades 
de flexibilidad y seguridad que son comunes a estos y a las empresas. El Acuerdo otorga 
a las personas trabajadoras a distancia la misma protección global que a las que ejercen 
sus actividades en los locales de la empresa.

En dicho Acuerdo se define el teletrabajo como una forma de organización o de 
realización del trabajo utilizando las tecnologías de la información, en el marco de un 
contrato o de una relación laboral, en la que un trabajo que también habría podido 
realizarse en los locales de la empresa, se ejecuta habitualmente fuera de estos.

En el Acuerdo se resaltan varios ámbitos clave, en los que es preciso tener en cuenta 
las peculiaridades del teletrabajo. En particular, este acuerdo se refiere especialmente el 
carácter voluntario del teletrabajo; la igualdad de derechos de las personas teletrabajadoras 
en relación a las que desarrollan su actividad en el establecimiento de la empresa, con una 
mención expresa a su derecho a la formación y la carrera profesional, o al pleno ejercicio 
de sus derechos colectivos; la dotación de equipos; la seguridad y la salud, especificando 
la aplicación íntegra de la normativa europea sobre la materia y la responsabilidad 
empresarial correspondiente; la gestión de la organización del trabajo por parte de la 
persona teletrabajadora, en el marco de la legislación y convenios colectivos aplicables.

Asimismo, la Organización Internacional del Trabajo reguló, en su Convenio nº 177 y 
en la Recomendación n.º 184, el trabajo a domicilio, entendiendo que esta modalidad se 
produce cuando se realiza la actividad laboral en el domicilio de la persona trabajadora o 
en otro local que esta escoja, distinto de los locales de trabajo de la empresa, a cambio de 
una remuneración y con el fin de elaborar un producto o prestar un servicio conforme a las 
especificaciones de la misma.

En el ámbito de la normativa interna española, la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas 
urgentes para la reforma del mercado laboral, modificó la ordenación del tradicional trabajo 
a domicilio para dar acogida al trabajo a distancia basado en el uso intensivo de las nuevas 
tecnologías. La exposición de motivos de dicha ley reconocía el teletrabajo como una 
particular forma de organización del trabajo que encaja perfectamente en el modelo 
productivo y económico, al favorecer la flexibilidad de las empresas en la organización del cv
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trabajo, incrementar las oportunidades de empleo y optimizar la relación entre tiempo de 
trabajo y vida personal y familiar. De acuerdo con esta modificación, el trabajo a distancia 
está definido en el artículo 13 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, como aquel en que «la 
prestación de la actividad laboral se realice de manera preponderante en el domicilio del 
trabajador o en el lugar libremente elegido por este de modo alternativo a su desarrollo 
presencial en el centro de trabajo de la empresa».

Además, el trabajo a distancia es fundamental para favorecer el asentamiento y la 
fijación de población en el medio rural, tal y como se señala en las Directrices Generales 
de la Estrategia Nacional frente al Reto Demográfico, aprobadas por Consejo de Ministros 
el 29 de marzo de 2019. Esta norma ha de servir para hacer factible la oportunidad de 
revertir la despoblación, de acuerdo con las características de los territorios que sufren el 
declive demográfico, como zonas rurales y remotas, o pequeños municipios.

El artículo 13 del Estatuto de los Trabajadores resulta insuficiente para aplicarlo a las 
peculiaridades del teletrabajo, que requiere no solo de una prestación laboral que se 
desarrolle preferentemente fuera de los locales de la empresa, sino también de un uso 
intensivo de las nuevas tecnologías informáticas y de la comunicación.

Por su parte, el Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para 
garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo 
y la ocupación, modificó el artículo 34.8 del Estatuto de los Trabajadores, anticipándose al 
contenido de la Directiva 2019/1158 (UE) del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a la 
conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores y 
por la que se deroga la Directiva UE 2010/18 del Consejo, en la cual se establece un 
auténtico derecho a la conciliación de la vida laboral y familiar a través del uso de las 
formas flexibles de trabajo, incluidas la fórmulas de trabajo a distancia.

En la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, se establecen por primera vez de manera expresa, y 
recogiendo la jurisprudencia nacional, comunitaria e internacional, un conjunto de derechos 
relacionados con el uso de dispositivos en el ámbito laboral como son, entre otros, el 
derecho a la intimidad y uso de dispositivos digitales en el ámbito laboral y el derecho a la 
desconexión digital.

El artículo 5 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, establece 
el carácter preferente del trabajo a distancia frente a otras medidas en relación con el 
empleo, debiendo la empresa adoptar las medidas oportunas si ello es técnica y 
razonablemente posible y si el esfuerzo de adaptación necesario resulta proporcionado, 
tratándose de una norma excepcional y de vigencia limitada.

II

La expansión de la pandemia y las necesarias medidas de contención han alterado de 
forma abrupta la evolución económica global, con caídas pronunciadas en la actividad y en 
el empleo. Aun cuando la pandemia remita, se prevé una caída acusada del Producto 
Interior Bruto (PIB), dependiendo las tasas de crecimiento y las posibilidades de 
recuperación de la propia evolución de la pandemia y la eventualidad de los rebrotes.

El PIB de la economía española ha sufrido la mayor contracción intertrimestral de su 
historia, siendo el impacto de esta crisis especialmente acusado sobre el empleo, con una 
fuerte reducción de las afiliaciones a la Seguridad Social y una utilización masiva de los 
expedientes temporales de regulación de empleo.

Pero además de lo anterior, la mayor parte del ajuste está recayendo sobre el colectivo 
de las personas con contrato temporal, y dentro de estas, sobre las trabajadoras y 
trabajadores jóvenes.

La incidencia tanto geográfica como sectorial ha sido muy heterogénea, siendo más 
negativa en los servicios que en las manufacturas, siendo un dato estable en el tiempo que 
en estos sectores o las denominadas «industrias sociales», mujeres y menores de 35 años 
están sobrerrepresentados, alcanzado porcentajes que superan el cuarenta por cierto. cv
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Desde primeros de mayo, en un contexto de mayor control de la pandemia, la 
implementación progresiva del Plan de Desescalada se ha traducido en una reactivación 
gradual de la economía, y todas las proyecciones apuntan a una contracción muy acusada 
en el año 2020, seguida de un repunte sustancial en el año 2021.

En todo caso, se mantiene una elevada incertidumbre que depende de la evolución de 
la pandemia y el ritmo al que la actividad recupere cierta normalidad, el daño que pueda 
haberse producido en el tejido productivo y el potencial de crecimiento.

En suma, a los retos que ya se planteaban en el ámbito laboral español (tasas de 
temporalidad, riesgo de pobreza salarial, precariedad laboral y una fuerte segmentación), 
se suman nuevos desafíos que obligan a afrontar los cambios post-COVID-19 en los 
procesos de globalización y digitalización, y el uso de fórmulas eficaces de incremento de 
productividad que aumenten la calidad en el empleo y reduzcan la existencia de brechas 
salariales y profesionales.

De otro lado, la crisis sanitaria ha hecho que el trabajo a distancia se mostrara como 
el mecanismo más eficaz para asegurar el mantenimiento de la actividad durante la 
pandemia y para garantizar la prevención frente al contagio. Durante la crisis sanitaria no 
solo se ha reforzado la tendencia a la normalización del trabajo a distancia que ya se 
anticipaba con anterioridad a la misma, sino que incluso su utilización se ha llegado a 
configurar como preferente.

En algunos países las cifras reflejan claramente esta preferencia de uso: por ejemplo, 
en Finlandia durante la pandemia el uso del teletrabajo alcanzó el sesenta por ciento. 
Asimismo, en países como Francia, Portugal o Italia, el uso del trabajo a distancia se 
configuró con cierto grado de obligatoriedad o de preferencia frente a otras formas de 
actuación empresarial durante la pandemia. Según la encuesta de Eurofound «Living, 
working and COVID-19», casi cuatro de cada diez personas trabajadoras (un treinta y siete 
por ciento) empezaron a teletrabajar a causa de la pandemia (un treinta por ciento en 
España). Esto ha contribuido a que el número de horas trabajadas haya disminuido menos 
en aquellos países en que el teletrabajo ha aumentado en mayor proporción. De forma 
similar, en una encuesta a PYMES realizada por CEPYME, se asume el teletrabajo como 
la medida estrella para afrontar la crisis del coronavirus, en un cuarenta y seis por ciento 
de los casos.

En suma, las tecnologías de la comunicación han constituido una herramienta clave 
para reducir el impacto de las medidas de contención y restricciones a la actividad 
productiva, lo cual favorece a personas trabajadoras y empresas, hace posibles empresas 
eficientes y con una alta especialización, permite la aceleración económica de las zonas 
rurales e incrementa las posibilidades de empleo.

La situación descrita de contracción del PIB, la tasa de desempleo, la incertidumbre 
acerca de la evolución de la pandemia, la retroalimentación de estos factores de 
incertidumbre sobre los riesgos y debilidades estructurales del mercado de trabajo español, 
la salvaguarda de los derechos y obligaciones referidos en nuestro ordenamiento laboral, 
hacen necesario potenciar de una manera ordenada, urgente y con garantías el uso del 
trabajo a distancia.

III

El trabajo a distancia, en su concepción clásica de trabajo a domicilio, como aquel que 
se realiza fuera del centro de trabajo habitual y sin el control directo por parte de la 
empresa y vinculado a sectores y ámbitos geográficos muy concretos, se ha visto superado 
por la realidad de un nuevo marco de relaciones y un impacto severo de las nuevas 
tecnologías.

En la actualidad, más que trabajo a domicilio lo que existe es un trabajo remoto y 
flexible, que permite que el trabajo se realice en nuevos entornos que no requieren la 
presencia de la persona trabajadora en el centro de trabajo.

Esta virtualización de las relaciones laborales desvincula o deslocaliza a la persona 
trabajadora de un lugar y un tiempo concretos, lo que sin duda trae consigo notables 
ventajas, entre otras, mayor flexibilidad en la gestión de los tiempos de trabajo y los cv
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descansos; mayores posibilidades, en algunos casos, de una autoorganización, con 
consecuencias positivas, en estos supuestos, para la conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral; reducción de costes en las oficinas y ahorro de costes en los 
desplazamientos; productividad y racionalización de horarios; fijación de población en el 
territorio, especialmente en las áreas rurales; compromiso y experiencia de la persona 
empleada; atracción y retención de talento o reducción del absentismo.

La figura del teletrabajo como forma de trabajo a distancia está cogiendo auge frente 
a la organización empresarial tradicional, lo que sin duda trae consigo prácticas novedosas 
y más flexibles, lo que estimula cambios organizativos en las empresas y fortalece la 
formación y empleabilidad de las personas trabajadoras. Asimismo, disminuye la 
contaminación en tanto decrece el número de desplazamientos y el uso de los vehículos 
privados y, potencialmente, tendrá efectos positivos en la emisión de gases con efectos 
invernadero al procurar una mayor eficiencia en el consumo de energía de las empresas.

Sin embargo, también presenta posibles inconvenientes: protección de datos, brechas 
de seguridad, tecnoestrés, horario continuo, fatiga informática, conectividad digital 
permanente, mayor aislamiento laboral, pérdida de la identidad corporativa, deficiencias en 
el intercambio de información entre las personas que trabajan presencialmente y aquellas 
que lo hacen de manera exclusiva a distancia, dificultades asociadas a la falta de servicios 
básicos en el territorio, como la conectividad digital o servicios para la conciliación laboral 
y familiar, o traslado a la persona trabajadora de costes de la actividad productiva sin 
compensación alguna, entre otros.

El teletrabajo se ha instalado en nuestro país como respuesta a las restricciones y 
medidas de contención de la pandemia aún vigentes, en un contexto legal caracterizado 
por la casi total ausencia de regulación específica. La generalización del teletrabajo en 
España, que trae su causa en las medidas adoptadas por las autoridades competentes 
para contener y frenar la expansión de la pandemia, se ha traducido en una suerte de 
desequilibrio de derechos y obligaciones entre empresas y personas trabajadoras, cuando 
menos. Se requiere de una norma que ayude a las partes empresarial y trabajadora a 
trasladar el carácter tuitivo del derecho del trabajo a la nueva realidad que se ha visto 
acelerada exponencialmente, como consecuencia de circunstancias exógenas e 
imprevisibles para los sindicatos, las patronales, las empresas, las personas trabajadoras 
y para el propio Gobierno.

En definitiva, la extensión y normalización del trabajo a distancia sin un marco legal 
suficiente que permita establecer las certezas y garantías necesarias puede distorsionar el 
marco de las relaciones laborales, y afecta a condiciones que se incorporan como 
esenciales de acuerdo con nuestro marco constitucional y legislativo (artículo 35 de la 
Constitución Española y el Estatuto de los Trabajadores) y el acervo de normas 
internacionales, comunitarias y nacionales que integran «un suelo social mínimo» (entre 
otras, Recomendación 2017/761, de 26 de abril Pilar Social europeo de derechos sociales, 
capítulo II, Directiva 2003/88/ CE, de 4 de noviembre de 2003, Carta Social Europea, 
hecha en Turín de 18 de octubre de 1961, ratificada por Instrumento de 29 de abril de 1980, 
la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía 
de los derechos digitales, la Directiva Marco 89/391/CEE del Consejo, de 12 de junio 
de 1989, relativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de 
la salud de los trabajadores en el trabajo y el propio texto refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores).

IV

El objetivo es proporcionar una regulación suficiente, transversal e integrada en una 
norma sustantiva única que dé respuestas a diversas necesidades, equilibrando el uso de 
estas nuevas formas de prestación de trabajo por cuenta ajena y las ventajas que suponen 
para empresas y personas trabajadoras, de un lado, y un marco de derechos que 
satisfagan, entre otros, los principios sobre su carácter voluntario y reversible, el principio 
de igualdad de trato en las condiciones profesionales, en especial la retribución incluida la 
compensación de gastos, la promoción y la formación profesional, el ejercicio de derechos cv
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colectivos, los tiempos máximos de trabajo y los tiempos mínimos de descanso, la igualdad 
de oportunidades en el territorio, la distribución flexible del tiempo de trabajo, así como los 
aspectos preventivos relacionados básicamente con la fatiga física y mental, el uso de 
pantallas de visualización de datos y los riesgos de aislamiento.

Es necesario, por tanto, llenar el vacío normativo que existe, igualando el tratamiento 
jurídico en los aspectos más importantes de esta forma de organización del trabajo, 
acudiendo en la medida necesaria a la negociación colectiva, que se considera instrumento 
imprescindible para completar la normativa aplicable en cada uno de los sectores 
específicos, estableciendo criterios propios.

Esta norma es, además, fruto de la concertación social, de un dilatado proceso de 
reflexión y debate compartidos que, tras más tres meses, ha conseguido culminar en el 
Acuerdo de Trabajo a Distancia (ATD), que asegura el justo equilibrio de la regulación del 
trabajo a distancia y, que, sin duda, determinará su perdurabilidad en el tiempo, como sucede 
con todos aquellos cambios que afectan al ámbito laboral y vienen de la mano del consenso.

Esta regulación básica, que se entiende necesaria con un alcance general cualquiera 
que sea el sector profesional, desarrolla, como ejes de la misma, tres aspectos mínimos, 
que ya aparecen recogidos en el citado Acuerdo Marco Europeo sobre Teletrabajo, en el 
acervo comunitario –entre otras, directivas sobre condiciones mínimas de seguridad y 
salud, sobre tiempo de trabajo y previsibilidad y transparencia en las condiciones de 
trabajo– o en el ordenamiento estatutario que es el marco personal y material en el que se 
desarrolla.

En primer lugar, su definición, que supera el concepto del artículo 13 del Estatuto de 
los Trabajadores e introduce los ingredientes necesarios de especificación.

Lo relevante a los efectos de prever una mayor protección es el carácter regular de 
esta forma de prestación, garantizándose la necesaria flexibilidad en su uso, que se 
acomodará a las distintas circunstancias e intereses concurrentes de empresas y personas 
trabajadoras, huyendo de cualquier concepción rígida, pero proporcionando la necesaria 
seguridad jurídica, resultando de aplicación a toda forma de trabajo en la que concurran 
las condiciones previstas en el artículo 1.1 del Estatuto de los Trabajadores.

En segundo lugar, su carácter voluntario para la persona trabajadora y la empresa, 
debiendo adoptarse mediante un acuerdo por escrito que deberá recoger todas las 
informaciones escritas pertinentes, incluidas las especificidades que derivan del trabajo a 
distancia y que permiten garantizar con claridad y transparencia el contenido de sus 
elementos esenciales, más allá de que puedan deducirse de la normativa laboral de 
carácter general.

De esta manera, esta modalidad de organización o prestación de la actividad laboral 
no resulta de los poderes de dirección y organización empresariales, ni de la figura de la 
modificación sustancial de condiciones de trabajo –artículo 41 del Estatuto de los 
Trabajadores– sino que es una opción voluntaria para ambas partes.

La norma establece ciertas limitaciones en relación con supuestos concretos, como los 
menores y los contratos formativos. En el primer caso, la vulnerabilidad, las necesidades 
de formación y descanso y la especial susceptibilidad a los riesgos vinculados con esta 
forma específica de organización (fatiga física y mental, aislamiento, problemas de 
seguridad y de acoso en el trabajo) aconsejan que en dicho colectivo, de acuerdo con las 
exigencias de la normativa existente, artículos 6.2 del Estatuto de los Trabajadores y 27 de 
la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, se establezcan 
limitaciones que garanticen un mínimo de tiempo de presencia en los mencionados 
acuerdos de trabajo a distancia.

Respecto de los contratos formativos, igual que ocurre en relación con otros aspectos 
e incidencias de su régimen jurídico, exigen las cautelas y limitaciones necesarias para 
garantizar el cumplimiento de su objeto, ya sea la práctica profesional adecuada al nivel de 
estudios cursado, ya la obtención de una cualificación profesional, bajo la adecuada y 
suficiente supervisión de la empresa.

En tercer lugar, y en lo que respecta a sus condiciones de trabajo, las personas que 
desarrollan trabajo a distancia se beneficiarán de los mismos derechos que los 

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
11

04
3

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

5



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 253	 Miércoles 23 de septiembre de 2020	 Sec. I.   Pág. 79934

garantizados por la legislación y los convenios colectivos aplicables a las personas 
comparables que trabajen o, de existir, trabajasen, en los locales de la empresa, sin que 
dicha modalidad de organización suponga cambio alguno en el estatus jurídico de la 
persona trabajadora, ni constituya causa justificativa por sí misma para modificar las 
condiciones laborales ni para extinguir la relación de trabajo. No obstante, teniendo en 
cuenta las peculiaridades del trabajo a distancia, el real decreto-ley recoge aspectos 
complementarios, que resultan necesarios precisamente para garantizar que se mantiene 
el mismo nivel de protección.

Así, elementos como la entrega e instalación de equipos y medios necesarios para el 
desarrollo del trabajo a distancia, los costes asociados a su uso y mantenimiento, el 
ejercicio de acciones formativas adecuadas y específicas, la identidad de acceso, de trato 
y conocimiento puntual en las oportunidades de promoción profesional, la instalación de 
medios de control y vigilancia, la correcta aplicación de las medidas de seguridad y salud, 
las limitaciones al acceso del lugar de trabajo cuando coincide con el domicilio de la 
persona trabajadora, la organización del tiempo de trabajo, incluidas la flexibilidad, los 
periodos de disponibilidad y el adecuado registro, la vinculación necesaria a un centro de 
trabajo, etc., son condiciones esenciales que deben figurar de manera expresa sin perjuicio 
de la legislación estatutaria y de los convenios colectivos aplicables.

En este apartado ocupan un lugar destacado los derechos de las personas trabajadoras 
relacionadas con el derecho a la intimidad y el uso de dispositivos digitales en el ámbito 
laboral, protección de datos y derecho a la desconexión digital de acuerdo con lo previsto 
en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales y el. Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos.

Asimismo, se entiende necesario establecer en la medida precisa las facultades de 
control y organización que corresponden a la empresa, para garantizar un uso y 
conservación adecuados de los equipamientos entregados, las limitaciones de uso 
personal de los equipos y conexiones, el cumplimiento por la persona trabajadora de sus 
obligaciones y deberes laborales y las instrucciones necesarias para preservar a la 
empresa frente a posibles brechas de seguridad.

Existen, además, entre otros aspectos destacables, una marcada atención al necesario 
papel de la negociación colectiva en el ámbito del trabajo a distancia, con llamadas 
expresas del real decreto-ley a la hora de definir las tareas y actividades susceptibles de 
trabajo a distancia, los criterios de preferencia en el acceso a esta modalidad, el ejercicio 
de la reversibilidad, los distintos derechos de contenido económico asociados a esta forma 
de prestación y organización, el contenido del acuerdo e incluso los porcentajes de trabajo 
a distancia a los efectos de definir en sectores profesionales específicos lo que se 
considera trabajo a distancia regular.

V

Por otra parte, se introduce a través de este real decreto-ley una reforma imprescindible 
y es que la puesta en marcha de los procedimientos de reconocimiento de la prestación no 
contributiva de Ingreso Mínimo Vital, regulada en el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de 
mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital, ha hecho evidente la necesidad de 
modificar con urgencia algunos de sus preceptos con la finalidad de dar cobertura al mayor 
número de personas en el menor tiempo posible.

Así, se llevan a cabo mejoras en la redacción del texto que han de repercutir 
positivamente en agilizar el acceso a la misma, aumentando las competencias del Instituto 
Nacional de la Seguridad Social para llevar a cabo el reconocimiento de oficio de la 
prestación económica transitoria de ingreso mínimo vital durante 2020, o habilitando la 
base de coordinación padronal del INE para la confirmación de las solicitudes cuando 
coincidan los datos aportados por el solicitante de la prestación. En esta misma línea, el 
certificado de empadronamiento no requerirá el consentimiento de las personas 
empadronadas en el mismo domicilio que el solicitante, al tiempo que se contempla una cv
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fase previa de admisión vinculada exclusivamente a la situación de vulnerabilidad 
económica. Y mención especial merece la supresión de ser demandante de empleo, que 
pasa a configurarse como una obligación de los beneficiarios sin perjuicio de la previsión 
de excepciones.

Por otro lado, ante la complejidad en la tramitación de la prestación, y en aras de 
garantizar el acceso a la protección, se modifica la Disposición transitoria segunda para 
ampliar el periodo de efecto retroactivo allí previsto. Así, las solicitudes que se hubieran 
presentado antes del 1 de enero de 2021 verán, en su caso, reconocida la prestación con 
efectos del 1 de junio del presente año.

En el actual escenario de contención y prevención del COVID-19 tan urgente y 
necesario es atajar la epidemia y evitar su propagación para proteger la salud pública, 
como también lo es adoptar medidas de contenido económico y social para afrontar sus 
consecuencias en la ciudadanía, en particular, en los colectivos más vulnerables. En esta 
línea de razonamiento, y dentro del juicio político o de oportunidad que corresponde al 
Gobierno en los términos que establece la doctrina constitucional (STC 61/2018), se 
considera imprescindible introducir el conjunto de modificaciones de la regulación del 
ingreso mínimo vital que esta norma contiene con el fin de reforzar la agilidad del 
procedimiento a través del cual se reconoce esta prestación, reforzar la seguridad jurídica 
y corregir las disfuncionalidades detectadas en los meses de vigencia, logrando así que 
las personas y unidades de convivencia en situación de vulnerabilidad económica puedan 
acceder a la prestación cuanto antes. A la vista de ello, puede considerarse concurrente el 
presupuesto de extraordinaria y urgente necesidad que el artículo 86 de la Constitución 
exige para la aprobación de un decreto-ley.

VI

El presente real decreto-ley se estructura en cuatro capítulos, veintidós artículos, siete 
disposiciones adicionales, cuatro disposiciones transitorias y catorce disposiciones finales, 
acompañándose de un anexo.

La totalidad de los capítulos de la norma, así como las disposiciones adicionales primera 
y segunda, las disposiciones transitorias primera, segunda y tercera, y las disposiciones 
finales primera, segunda y tercera provienen del Acuerdo sobre Trabajo a Distancia.

En el capítulo I, dedicado a las disposiciones generales, se establece el ámbito 
personal de aplicación, incluyendo toda forma de trabajo en la que concurran las 
condiciones previstas en el artículo 1.1 del Estatuto de los Trabajadores, las definiciones 
de trabajo a distancia, teletrabajo y trabajo presencial a los efectos de este real decreto-
ley, limitaciones, así como los principios de igualdad de trato y oportunidades y no 
discriminación, recogiendo aspectos concretos para hacer efectivo estos principios, 
teniendo en cuenta las especificidades que puede conllevar el trabajo a distancia en las 
condiciones de trabajo.

El capítulo II del real decreto-ley se ocupa del acuerdo de trabajo a distancia, de las 
obligaciones formales vinculadas al mismo, subrayando su carácter voluntario para ambas 
partes, la adopción expresa de un acuerdo escrito con un contenido mínimo, ya de manera 
inicial o ya sobrevenida, la no afectación al estatus laboral de la persona trabajadora, el 
ejercicio de la reversibilidad, el carácter acordado de las modificaciones del acuerdo y la 
ordenación de las prioridades de acceso, así como la remisión a la negociación colectiva 
en el procedimiento y criterios que deben de seguirse, debiéndose evitar la perpetuación 
de roles de género y fomentando la corresponsabilidad entre mujeres y hombres.

En su capítulo III, el real decreto-ley desarrolla la igualdad de derechos proclamada en 
el capítulo I, mediante la mención de las especiales precauciones a tener en cuenta respecto 
de los derechos laborales, cuando sean predicables en relación con las personas que llevan 
a cabo trabajo a distancia, estructurándose en torno a las siguientes secciones: derechos 
vinculados a la carrera profesional, derechos relativos a la dotación y mantenimiento de 
medios y al abono y compensación de gastos, derechos con repercusión en el tiempo 
de trabajo, derecho a la prevención de riesgos laborales, derechos relacionados con el uso 
de medios digitales y los derechos colectivos de las personas que trabajan a distancia. cv
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En su capítulo IV, el real decreto-ley se refiere de manera específica a las facultades 
de organización, dirección y control empresarial en el trabajo a distancia, incluyendo la 
protección de datos y seguridad de la información, el cumplimiento por la persona 
trabajadora de sus obligaciones y deberes laborales y las instrucciones necesarias para 
preservar a la empresa frente a posibles brechas de seguridad.

Las disposiciones adicionales primera y segunda provienen del Acuerdo sobre Trabajo 
a Distancia, se refieren de manera respectiva al trabajo a distancia en la negociación 
colectiva y la regulación del trabajo a distancia para el personal laboral al servicio de las 
Administraciones Públicas.

La disposición adicional tercera prevé la prórroga del artículo 6 del Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, en el que se regula el Plan MECUIDA, que permanecerá 
vigente hasta el 31 de enero de 2021, de conformidad con lo dispuesto en la disposición 
final décima del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y en el artículo 15 del Real 
Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la 
economía y el empleo.

La disposición adicional cuarta confiere la consideración como contingencia profesional 
derivada de accidente de trabajo a las enfermedades padecidas por el personal que presta 
servicio en centros sanitarios o socio-sanitarios como consecuencia del contagio del virus 
SARS-CoV2 durante el estado de alarma.

La disposición adicional quinta se refiere a los convenios de colaboración entre las 
entidades gestoras de la Seguridad Social, las comunidades autónomas y el Instituto 
Nacional de Gestión Sanitaria para el control y seguimiento de la incapacidad temporal.

La disposición adicional sexta regula el régimen fiscal aplicable a la final de la «UEFA 
Women’s Champions League 2020», teniendo en cuenta que el hecho de que fueran 
elegidas por la UEFA las ciudades de Bilbao y San Sebastián para albergar en ellas la final 
de la «UEFA Women’s Champions League 2020» requiere la regulación de un régimen 
fiscal específico.

Por otra parte, a través de la disposición adicional séptima, se mantiene hasta el 31 de 
octubre de 2020 la aplicación de un tipo del cero por ciento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido a las entregas interiores, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de 
material sanitario para combatir la COVID-19, cuyos destinatarios sean entidades públicas, 
sin ánimo de lucro y centros hospitalarios, que, hasta el 31 de julio de 2020, estuvo 
regulada en el artículo 8 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. De esta forma, se extiende su 
plazo de vigencia para garantizar la respuesta del sistema sanitario en la segunda fase de 
control de la pandemia una vez ya iniciado el periodo de nueva normalidad. También se 
actualiza, con efectos desde la entrada en vigor del citado Real Decreto-ley 15/2020, la 
relación de bienes a los que es de aplicación esta medida, que se recoge en el Anexo de 
este real decreto-ley. A estos efectos, los sujetos pasivos efectuarán, en su caso, conforme 
a la normativa del Impuesto, la rectificación del Impuesto sobre el Valor Añadido repercutido 
o satisfecho con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley.

La disposición transitoria primera que proviene del Acuerdo sobre Trabajo a Distancia, 
de la norma tiene un doble objetivo. Por un lado, garantizar que este real decreto-ley no 
pueda instrumentalizarse para mermar derechos reconocidos a las personas trabajadoras 
que prestasen servicios a distancia con anterioridad a su entrada en vigor. Por otro, cubrir 
los posibles vacíos regulatorios respectos de las relaciones laborales que ya se prestasen 
conforme a dicha modalidad con carácter previo.

Las disposiciones transitorias segunda y tercera, que también provienen del Acuerdo 
de Trabajo a Distancia, prevén, respectivamente, un régimen transitorio respecto del 
personal descrito en la adicional segunda y el régimen transitorio del trabajo a distancia 
adoptado con carácter excepcional por aplicación del artículo 5 del Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo.

La disposición transitoria cuarta establece el régimen aplicable a los procedimientos 
para el reconocimiento del ingreso mínimo vital iniciados antes de la entrada en vigor del 
presente real decreto-ley en los que no se haya dictado resolución expresa.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
11

04
3

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

8



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 253	 Miércoles 23 de septiembre de 2020	 Sec. I.   Pág. 79937

Las disposiciones finales primera a tercera recogen las modificaciones legislativas 
derivadas del Acuerdo Sobre Trabajo a Distancia.

La disposición final primera modifica el apartado 1 del artículo 7 el texto refundido de la 
Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, a efectos de especificar la infracción referida al 
incumplimiento de la obligación de formalizar el acuerdo de trabajo a distancia en los 
términos y con los requisitos previstos en el real decreto-ley o el convenio colectivo aplicable.

La disposición final segunda establece un procedimiento judicial especial, mediante la 
introducción de un nuevo artículo, el 138 bis, a la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora 
de la jurisdicción social, aplicable a las reclamaciones relacionadas con derecho de 
acceso, reversión y modificación del trabajo a distancia.

A través de la disposición final tercera se introducen en el texto del Estatuto de los 
Trabajadores aquellas modificaciones necesarias conforme a lo recogido en el presente 
real decreto-ley, en los artículos 13, 23.1 a) y 37.8 de dicha norma legal.

En la disposición final cuarta, se modifica el artículo 54 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, para incluir entre los créditos considerados 
ampliables, los destinados al sistema de protección por cese de actividad.

La disposición final quinta incorpora una medida sobre la acreditación de la identidad 
para obtener certificados electrónicos, mediante la modificación de la Ley 59/2003, de 19 
de diciembre, de firma electrónica. En el ámbito de la identificación de solicitantes de 
certificados electrónicos cualificados, el Reglamento (UE) 910/2014, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los 
servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior y por el 
que se deroga la Directiva 1999/93/CE, contempla en su artículo 24.1 d) la posibilidad de 
que tal verificación se realice utilizando otros métodos de identificación reconocidos a 
escala nacional que aporten una seguridad equivalente en términos de fiabilidad a la 
presencia física. Como consecuencia, resulta precisa una regulación específica en nuestro 
Derecho nacional de los exigentes requisitos organizativos y de seguridad aplicables a tales 
métodos. A tal fin, procede atribuir al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital, departamento competente para la regulación de los servicios electrónicos de 
confianza, la habilitación para la determinación de tales condiciones y requisitos.

Por otra parte, las disposiciones finales sexta y séptima abordan la modificación 
puntual de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego y de la Ley 3/2013, de 4 
de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia, 
respectivamente. Las competencias que en materia de juego tenía atribuidas el Ministerio 
de Hacienda, han sido atribuidas al Ministerio de Consumo, en virtud de los artículos 2 y 4 
del Real Decreto 495/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Consumo y se modifica el Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, 
por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales, 
salvo el análisis y definición de la política global en materia tributaria, la propuesta, 
elaboración e interpretación del régimen tributario y la gestión y liquidación de las tasas 
derivadas de la gestión administrativa del juego según dispone el artículo 2.1.f) del Real 
Decreto 689/2020, de 21 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Hacienda y se modifica el Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que 
se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales. Por ello es 
necesario modificar la disposición transitoria primera de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de 
regulación del juego, y las disposiciones adicionales segunda y décima de la Ley 3/2013, 
de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia 
para indicar que las competencias relacionadas con la gestión y recaudación de las tasas 
derivadas de la gestión administrativa del juego serán ejercidas por la Agencia Estatal de 
la Administración Tributaria.

La disposición final octava modifica la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector 
ferroviario, introduciendo una nueva disposición adicional vigésima primera, que habilita al 
Director de la Agencia Estatal de Seguridad Ferroviaria, en el marco de sus competencias 
y bajo ciertas condiciones, para conceder, en el ámbito de la seguridad operacional 
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ferroviaria sujeta a normativa nacional, exenciones específicas cuando se produzcan 
circunstancias urgentes imprevistas o necesidades operacionales urgentes. De este modo 
se permiten medidas excepcionales de las que se derive una recuperación escalonada 
que evite el colapso y permita la recuperación de la normalidad en el sector, de manera 
similar a lo que ha sucedido con las medidas excepcionales adoptadas como consecuencia 
de la situación de emergencia derivada del COVID-19.

En la disposición final novena, se incluye una modificación específica de la 
Ley  39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, a efectos de ampliar el plazo de entrada en vigor de las 
previsiones de la disposición final séptima de la referida norma, en lo relativo al registro 
electrónico de apoderamientos, el registro electrónico, el registro de empleados públicos 
habilitados, el punto de acceso general electrónico de la Administración y el archivo 
electrónico; ante la dificultad de concluir los procesos de adaptación necesarios antes 
del 2 de octubre de 2020, que es el plazo fijado actualmente, se amplía hasta el 2 de abril 
de 2021, fecha a partir de la cual producirán efectos las previsiones sobre tales materias.

La disposición final décima modifica el artículo quinto del Real Decreto-ley 6/2020, 
de 10 de marzo, por el que se adoptan determinadas medidas urgentes en el ámbito 
económico y para la protección de la salud pública, referido a la consideración excepcional 
como situación asimilada a accidente de trabajo de los periodos de aislamiento, contagio 
o restricción en las salidas del municipio donde tengan el domicilio o su centro de trabajo 
las personas trabajadoras como consecuencia del virus COVID-19.

La disposición final undécima se ocupa de la modificación del Real Decreto-
ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital, antes reseñada.

La disposición final duodécima modifica el Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de 
medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo, en la parte que 
regula el programa de ayudas a la adquisición de vehículos para la renovación del parque 
circulante, con criterios de sostenibilidad y sociales, el Programa RENOVE, con el fin de 
aclarar el procedimiento de pago, realizar determinadas modificaciones en materia 
presupuestaria, y habilitar a la entidad colaboradora que gestione el programa a distribuir 
los fondos a los beneficiarios.

La disposición final decimotercera establece el título competencial, correspondiendo a 
la disposición final decimocuarta señalar la fecha de su entrada en vigor.

VII

Como tiene reiteradamente declarado el Tribunal Constitucional (así, STC 61/2018, 
de 7 de junio, FJ 5), la adecuada fiscalización del recurso al decreto-ley requiere el análisis 
de dos aspectos desde la perspectiva constitucional: por un lado, la presentación explícita 
y razonada de los motivos que han sido tenidos en cuenta por el Gobierno en su aprobación 
(SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 
de octubre, FJ 3, y 137/2003, de 3 de julio, FJ 4) y, por otro lado, la existencia de una 
necesaria conexión entre la situación de urgencia definida y la medida concreta adoptada 
para subvenir a ella (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 182/1997, de 20 de octubre, 
FJ 3, y 137/2003, de 3 de julio, FJ 4).

En cuanto a la definición de la situación de urgencia, se ha precisado que no es 
necesario que tal definición expresa de la extraordinaria y urgente necesidad haya de 
contenerse siempre en el propio real decreto-ley, sino que tal presupuesto cabe deducirlo 
igualmente de una pluralidad de elementos. El examen de la concurrencia del presupuesto 
habilitante de la «extraordinaria y urgente necesidad» siempre se ha de llevar a cabo 
mediante la valoración conjunta de todos aquellos factores que determinaron al Gobierno 
a dictar la disposición legal excepcional y que son, básicamente, los que quedan reflejados 
en la exposición de motivos de la norma, y en el propio expediente de elaboración de la 
misma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 4; 182/1997, de 28 de octubre, FJ 4; 11/2002, 
de 17 de enero, FJ 4, y 137/2003, de 3 de julio, FJ 3).

En cuanto a la segunda dimensión del presupuesto habilitante de la legislación de 
urgencia, concebida como conexión de sentido entre la situación de necesidad definida y cv
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las medidas que en el real decreto-ley se adoptan, generalmente, se ha venido admitiendo 
el uso del decreto-ley en situaciones que se han calificado como «coyunturas económicas 
problemáticas», para cuyo tratamiento representa un instrumento constitucionalmente 
lícito, en tanto que pertinente y adecuado para la consecución del fin que justifica la 
legislación de urgencia, que no es otro que subvenir a «situaciones concretas de los 
objetivos gubernamentales que por razones difíciles de prever requieran una acción 
normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el 
procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes» (SSTC 31/2011, 
de 17 de marzo, FJ 4; 137/2011, de 14 de septiembre, FJ 6, y 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8).

Finalmente, ha de advertirse que el hecho de que se considere una reforma estructural 
no impide, por sí sola, la utilización de la figura del decreto-ley, pues, y esto es particularmente 
pertinente en el supuesto que se analiza, el posible carácter estructural del problema que se 
pretende atajar no excluye que dicho problema pueda convertirse en un momento dado en 
un supuesto de extraordinaria y urgente necesidad, que justifique la aprobación de un 
decreto-ley, lo que deberá ser determinado atendiendo a las circunstancias concurrentes en 
cada caso (STC 137/2011, FJ 6; reiterado en SSTC 183/2014, FJ 5; 47/2015, FJ 5, 
y 139/2016, FJ 3).

La suma de todos los factores que se explican- la grave incidencia de la pandemia en 
el empleo y en la recuperación económica con altos grados de incertidumbre causados por 
los «rebrotes», la necesidad de procurar una ordenación segura, general y eficaz que evite 
mermas de derechos o situaciones de inseguridad- y que integran el supuesto descrito en 
el artículo 86.1 de la Constitución Española, requieren como se expone en la motivación 
de este real decreto-ley, una regulación completa y suficiente, basada a partes iguales en 
la protección de los derechos de las personas trabajadoras, y en la certeza y seguridad 
para las empresas, con la participación de la negociación colectiva que aporte los 
ingredientes necesarios de flexibilidad.

Además, la protección y la certeza de los trabajadores es especialmente urgente y 
necesaria en el caso de las situaciones de trabajo a distancia implantadas excepcionalmente 
conforme al artículo 5 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, para las cuales, se 
requiere la adopción inmediata de este real decreto-ley, con las salvedades establecidas 
en la disposición transitoria tercera.

VIII

Con esta norma se avanza en el cumplimiento de la meta 8.5 de la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible, es decir, lograr el empleo pleno y productivo y el trabajo decente 
para todas las mujeres y los hombres, incluidos los jóvenes y las personas con 
discapacidad, así como la igualdad de remuneración por trabajo de igual valor; y de las 
metas 8.4 y 11.6 de la Agenda 2030, relativas a la mejora progresiva de la producción y el 
consumo eficientes, procurando desvincular el crecimiento económico de la degradación 
del medio ambiente; y a la reducción del impacto ambiental negativo per cápita de ciudad.

Este real decreto-ley cumple con los principios de buena regulación exigibles conforme 
al artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas. Tal y como se pone de manifiesto en la motivación y los 
objetivos la norma está llamada a proporcionar una regulación adecuada y suficiente de 
los diferentes aspectos que singularizan la prestación del trabajo a distancia y para lo cual 
no basta con la aplicación de los preceptos vigentes, dejándolo a la autonomía de las 
partes, lo que podría conllevar situaciones de desprotección, desigualdad y 
desconocimiento de derechos básicos dada la situación de asimetría y el espacio y medios 
particulares en los que se desarrolla el trabajo a distancia.

Es eficaz y proporcional, ya que regula los aspectos imprescindibles para posibilitar el 
cumplimiento de dicho objetivo, aspectos que han sido puestos de manifiesto, entre otros, 
por el Acuerdo Marco Europeo sobre Teletrabajo de 2002. Cumple también con el principio 
de transparencia, ya que identifica claramente su propósito y se ofrece una explicación 
completa de su contenido en las diferentes fases de su tramitación.
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Ha sido sometido a los trámites de audiencia e información públicas, y de manera 
específica, a la previa consulta de las organizaciones sindicales y patronales más 
representativas, habiéndose acordado en Consejo de Ministros su tramitación urgente, 
todo ello sin perjuicio de que tales trámites no resulten preceptivos para la tramitación y 
aprobación de decretos-leyes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26.11 de la 
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª y 13.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias exclusivas en las 
materias de legislación laboral; así como de bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica.

Durante su tramitación se ha recabado el dictamen del Consejo Económico y Social.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Trabajo y Economía Social, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 22 de septiembre de 2020,

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.

Las relaciones de trabajo a las que resultará de aplicación el presente real decreto-ley 
serán aquellas en las que concurran las condiciones descritas en el artículo 1.1 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, que se desarrollen a distancia con carácter regular.

Se entenderá que es regular el trabajo a distancia que se preste, en un periodo de 
referencia de tres meses, un mínimo del treinta por ciento de la jornada, o el porcentaje 
proporcional equivalente en función de la duración del contrato de trabajo.

Artículo 2.  Definiciones.

A los efectos de lo establecido en este real decreto-ley, se entenderá por:

a)  «trabajo a distancia»: forma de organización del trabajo o de realización de la 
actividad laboral conforme a la cual esta se presta en el domicilio de la persona trabajadora 
o en el lugar elegido por esta, durante toda su jornada o parte de ella, con carácter regular.

b)  «teletrabajo»: aquel trabajo a distancia que se lleva a cabo mediante el uso 
exclusivo o prevalente de medios y sistemas informáticos, telemáticos y de 
telecomunicación.

c)  «trabajo presencial»: aquel trabajo que se presta en el centro de trabajo o en el 
lugar determinado por la empresa.

Artículo 3.  Limitaciones en el trabajo a distancia.

En los contratos de trabajo celebrados con menores y en los contratos en prácticas y 
para la formación y el aprendizaje, solo cabrá un acuerdo de trabajo a distancia que 
garantice, como mínimo, un porcentaje del cincuenta por ciento de prestación de servicios 
presencial, sin perjuicio del desarrollo telemático, en su caso, de la formación teórica 
vinculada a estos últimos.

Artículo 4.  Igualdad de trato y de oportunidades y no discriminación.

1.  Las personas que desarrollan trabajo a distancia tendrán los mismos derechos que 
hubieran ostentado si prestasen servicios en el centro de trabajo de la empresa, salvo 
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aquellos que sean inherentes a la realización de la prestación laboral en el mismo de manera 
presencial, y no podrán sufrir perjuicio en ninguna de sus condiciones laborales, incluyendo 
retribución, estabilidad en el empleo, tiempo de trabajo, formación y promoción profesional.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, las personas que desarrollan total o 
parcialmente trabajo a distancia tendrán derecho a percibir, como mínimo, la retribución 
total establecida conforme a su grupo profesional, nivel, puesto y funciones, así como los 
complementos establecidos para las personas trabajadoras que solo prestan servicios de 
forma presencial, particularmente aquellos vinculados a las condiciones personales, los 
resultados de la empresa o las características del puesto de trabajo.

2.  Las personas que desarrollan trabajo a distancia no podrán sufrir perjuicio alguno 
ni modificación en las condiciones pactadas, en particular en materia de tiempo de trabajo 
o de retribución, por las dificultades, técnicas u otras no imputables a la persona 
trabajadora, que eventualmente pudieran producirse, sobre todo en caso de teletrabajo.

3.  Las empresas están obligadas a evitar cualquier discriminación, directa o indirecta, 
particularmente por razón de sexo, de las personas trabajadoras que prestan servicios a 
distancia.

Igualmente, las empresas están obligadas a tener en cuenta a las personas 
teletrabajadoras o trabajadoras a distancia y sus características laborales en el diagnóstico, 
implementación, aplicación, seguimiento y evaluación de medidas y planes de igualdad.

4.  De conformidad con lo previsto en la normativa aplicable, las empresas deberán 
tener en cuenta las particularidades del trabajo a distancia, especialmente del teletrabajo, 
en la configuración y aplicación de medidas contra el acoso sexual, acoso por razón de 
sexo, acoso por causa discriminatoria y acoso laboral.

En la elaboración de medidas para la protección de las víctimas de violencia de género, 
deberán tenerse especialmente en cuenta, dentro de la capacidad de actuación 
empresarial en este ámbito, las posibles consecuencias y particularidades de esta forma 
de prestación de servicios en aras a la protección y garantía de derechos sociolaborales 
de estas personas.

5.  Las personas que realizan trabajo a distancia tienen los mismos derechos que las 
personas trabajadoras presenciales en materia de conciliación y corresponsabilidad, 
incluyendo el derecho de adaptación a la jornada establecido en el artículo 34.8 del Estatuto 
de los Trabajadores, a fin de que no interfiera el trabajo con la vida personal y familiar.

CAPÍTULO II

El acuerdo de trabajo a distancia

Sección 1.ª  Voluntariedad del trabajo a distancia

Artículo 5.  Voluntariedad del trabajo a distancia y acuerdo de trabajo a distancia.

1.  El trabajo a distancia será voluntario para la persona trabajadora y para la 
empleadora y requerirá la firma del acuerdo de trabajo a distancia regulado en este real 
decreto-ley, que podrá formar parte del contrato inicial o realizarse en un momento 
posterior, sin que pueda ser impuesto en aplicación del artículo 41 del Estatuto de los 
Trabajadores, todo ello sin perjuicio del derecho al trabajo a distancia que pueda reconocer 
la legislación o la negociación colectiva.

2.  La negativa de la persona trabajadora a trabajar a distancia, el ejercicio de la 
reversibilidad al trabajo presencial y las dificultades para el desarrollo adecuado de la actividad 
laboral a distancia que estén exclusivamente relacionadas con el cambio de una prestación 
presencial a otra que incluya trabajo a distancia, no serán causas justificativas de la extinción 
de la relación laboral ni de la modificación sustancial de las condiciones de trabajo.

3.  La decisión de trabajar a distancia desde una modalidad de trabajo presencial será 
reversible para la empresa y la persona trabajadora. El ejercicio de esta reversibilidad 
podrá ejercerse en los términos establecidos en la negociación colectiva o, en su defecto, 
en los fijados en el acuerdo de trabajo a distancia al que se refiere el artículo 7. cv
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Sección 2.ª  El acuerdo de trabajo a distancia

Artículo 6.  Obligaciones formales del acuerdo de trabajo a distancia.

1.  El acuerdo de trabajo a distancia deberá realizarse por escrito. Este acuerdo podrá 
estar incorporado al contrato de trabajo inicial o realizarse en un momento posterior, pero 
en todo caso deberá formalizarse antes de que se inicie el trabajo a distancia.

2.  La empresa deberá entregar a la representación legal de las personas trabajadoras 
una copia de todos los acuerdos de trabajo a distancia que se realicen y de sus 
actualizaciones, excluyendo aquellos datos que, de acuerdo con la Ley Orgánica 1/1982, 
de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y 
a la propia imagen, pudieran afectar a la intimidad personal, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 8.4 del Estatuto de los Trabajadores. El tratamiento de la información 
facilitada estará sometido a los principios y garantías previstos en la normativa aplicable 
en materia de protección de datos.

Esta copia se entregará por la empresa, en un plazo no superior a diez días desde su 
formalización, a la representación legal de las personas trabajadoras, que la firmarán a 
efectos de acreditar que se ha producido la entrega.

Posteriormente, dicha copia se enviará a la oficina de empleo. Cuando no exista 
representación legal de las personas trabajadoras también deberá formalizarse copia 
básica y remitirse a la oficina de empleo.

Artículo 7.  Contenido del acuerdo de trabajo a distancia.

Será contenido mínimo obligatorio del acuerdo de trabajo a distancia, sin perjuicio de 
la regulación recogida al respecto en los convenios o acuerdos colectivos, el siguiente:

a)  Inventario de los medios, equipos y herramientas que exige el desarrollo del 
trabajo a distancia concertado, incluidos los consumibles y los elementos muebles, así 
como de la vida útil o periodo máximo para la renovación de estos.

b)  Enumeración de los gastos que pudiera tener la persona trabajadora por el hecho 
de prestar servicios a distancia, así como forma de cuantificación de la compensación que 
obligatoriamente debe abonar la empresa y momento y forma para realizar la misma, que 
se corresponderá, de existir, con la previsión recogida en el convenio o acuerdo colectivo 
de aplicación.

c)  Horario de trabajo de la persona trabajadora y dentro de él, en su caso, reglas de 
disponibilidad.

d)  Porcentaje y distribución entre trabajo presencial y trabajo a distancia, en su caso.
e)  Centro de trabajo de la empresa al que queda adscrita la persona trabajadora a 

distancia y donde, en su caso, desarrollará la parte de la jornada de trabajo presencial.
f)  Lugar de trabajo a distancia elegido por la persona trabajadora para el desarrollo 

del trabajo a distancia.
g)  Duración de plazos de preaviso para el ejercicio de las situaciones de 

reversibilidad, en su caso.
h)  Medios de control empresarial de la actividad.
i)  Procedimiento a seguir en el caso de producirse dificultades técnicas que impidan 

el normal desarrollo del trabajo a distancia.
j)  Instrucciones dictadas por la empresa, con la participación de la representación 

legal de las personas trabajadoras, en materia de protección de datos, específicamente 
aplicables en el trabajo a distancia.

k)  Instrucciones dictadas por la empresa, previa información a la representación legal 
de las personas trabajadoras, sobre seguridad de la información, específicamente 
aplicables en el trabajo a distancia.

l)  Duración del acuerdo de trabajo a distancia.
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Artículo 8.  Modificación del acuerdo de trabajo a distancia y ordenación de prioridades.

1.  La modificación de las condiciones establecidas en el acuerdo de trabajo a 
distancia, incluido el porcentaje de presencialidad, deberá ser objeto de acuerdo entre la 
empresa y la persona trabajadora, formalizándose por escrito con carácter previo a su 
aplicación. Esta modificación será puesta en conocimiento de la representación legal de 
las personas trabajadoras.

2.  Las personas que realizan trabajo a distancia desde el inicio de la relación laboral 
durante la totalidad de su jornada, tendrán prioridad para ocupar puestos de trabajo que se 
realizan total o parcialmente de manera presencial. A estos efectos, la empresa informará a 
estas personas que trabajan a distancia y a la representación legal de las personas 
trabajadoras de los puestos de trabajo vacantes de carácter presencial que se produzcan.

3.  Los convenios o acuerdos colectivos podrán establecer los mecanismos y criterios 
por los que la persona que desarrolla trabajo presencial puede pasar a trabajo a distancia 
o viceversa, así como preferencias vinculadas a determinadas circunstancias, como las 
relacionadas con la formación, la promoción y estabilidad en el empleo de personas con 
diversidad funcional o con riesgos específicos, la existencia de pluriempleo o pluriactividad 
o la concurrencia de determinadas circunstancias personales o familiares, así como la 
ordenación de las prioridades establecidas en el presente real decreto-ley.

En el diseño de estos mecanismos se deberá evitar la perpetuación de roles y 
estereotipos de género y se deberá tener en cuenta el fomento de la corresponsabilidad 
entre mujeres y hombres, debiendo ser objeto de diagnóstico y tratamiento por parte del 
plan de igualdad que, en su caso, corresponda aplicar en la empresa.

CAPÍTULO III

Derechos de las personas trabajadoras a distancia

Sección 1.ª  Derecho a la carrera profesional

Artículo 9.  Derecho a la formación.

1.  Las empresas deberán adoptar las medidas necesarias para garantizar la 
participación efectiva en las acciones formativas de las personas que trabajan a distancia, 
en términos equivalentes a las de las personas que prestan servicios en el centro de 
trabajo de la empresa, debiendo atender el desarrollo de estas acciones, en lo posible, a 
las características de su prestación de servicios a distancia.

2.  La empresa deberá garantizar a las personas que trabajan a distancia la formación 
necesaria para el adecuado desarrollo de su actividad tanto al momento de formalizar el 
acuerdo de trabajo a distancia como cuando se produzcan cambios en los medios o 
tecnologías utilizadas.

Artículo 10.  Derecho a la promoción profesional.

Las personas que trabajan a distancia tendrán derecho, en los mismos términos que 
las que prestan servicios de forma presencial, a la promoción profesional, debiendo la 
empresa informar a aquellas, de manera expresa y por escrito, de las posibilidades de 
ascenso que se produzcan, ya se trate de puestos de desarrollo presencial o a distancia.
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Sección 2.ª  Derechos relativos a la dotación y mantenimiento de medios y al abono 
y compensación de gastos

Artículo 11.  Derecho a la dotación suficiente y mantenimiento de medios, equipos y 
herramientas.

1.  Las personas que trabajan a distancia tendrán derecho a la dotación y 
mantenimiento adecuado por parte de la empresa de todos los medios, equipos y 
herramientas necesarios para el desarrollo de la actividad, de conformidad con el inventario 
incorporado en el acuerdo referido en el artículo 7 y con los términos establecidos, en su 
caso, en el convenio o acuerdo colectivo de aplicación.

2.  Asimismo, se garantizará la atención precisa en el caso de dificultades técnicas, 
especialmente en el caso de teletrabajo.

Artículo 12.  El derecho al abono y compensación de gastos.

1.  El desarrollo del trabajo a distancia deberá ser sufragado o compensado por la 
empresa, y no podrá suponer la asunción por parte de la persona trabajadora de gastos 
relacionados con los equipos, herramientas y medios vinculados al desarrollo de su 
actividad laboral.

2.  Los convenios o acuerdos colectivos podrán establecer el mecanismo para la 
determinación, y compensación o abono de estos gastos.

Sección 3.ª  Derechos con repercusión en el tiempo de trabajo

Artículo 13.  Derecho al horario flexible en los términos del acuerdo.

De conformidad con los términos establecidos en el acuerdo de trabajo a distancia y la 
negociación colectiva, respetando los tiempos de disponibilidad obligatoria y la normativa 
sobre tiempo de trabajo y descanso, la persona que desarrolla trabajo a distancia podrá 
flexibilizar el horario de prestación de servicios establecido.

Artículo 14.  Derecho al registro horario adecuado.

El sistema de registro horario que se regula en el artículo 34.9 del Estatuto de los 
Trabajadores, de conformidad con lo establecido en la negociación colectiva, deberá 
reflejar fielmente el tiempo que la persona trabajadora que realiza trabajo a distancia 
dedica a la actividad laboral, sin perjuicio de la flexibilidad horaria, y deberá incluir, entre 
otros, el momento de inicio y finalización de la jornada.

Sección 4.ª  Derecho a la prevención de riesgos laborales

Artículo 15.  Aplicación de la normativa preventiva en el trabajo a distancia.

Las personas que trabajan a distancia tienen derecho a una adecuada protección en 
materia de seguridad y salud en el trabajo, de conformidad con lo establecido en la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, y su normativa de desarrollo.

Artículo 16.  Evaluación de riesgos y planificación de la actividad preventiva.

1.  La evaluación de riesgos y la planificación de la actividad preventiva del trabajo a 
distancia deberán tener en cuenta los riesgos característicos de esta modalidad de trabajo, 
poniendo especial atención en los factores psicosociales, ergonómicos y organizativos. En 
particular, deberá tenerse en cuenta la distribución de la jornada, los tiempos de 
disponibilidad y la garantía de los descansos y desconexiones durante la jornada.
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La evaluación de riesgos únicamente debe alcanzar a la zona habilitada para la 
prestación de servicios, no extendiéndose al resto de zonas de la vivienda o del lugar 
elegido para el desarrollo del trabajo a distancia.

2.  La empresa deberá obtener toda la información acerca de los riesgos a los que 
está expuesta la persona que trabaja a distancia mediante una metodología que ofrezca 
confianza respecto de sus resultados, y prever las medidas de protección que resulten 
más adecuadas en cada caso.

Cuando la obtención de dicha información exigiera la visita por parte de quien tuviera 
competencias en materia preventiva al lugar en el que, conforme a lo recogido en el 
acuerdo al que se refiere el artículo 7, se desarrolla el trabajo a distancia, deberá emitirse 
informe escrito que justifique dicho extremo que se entregará a la persona trabajadora y a 
las delegadas y delegados de prevención.

La referida visita requerirá, en cualquier caso, el permiso de la persona trabajadora, de 
tratarse de su domicilio o del de una tercera persona física.

De no concederse dicho permiso, el desarrollo de la actividad preventiva por parte de 
la empresa podrá efectuarse en base a la determinación de los riesgos que se derive de la 
información recabada de la persona trabajadora según las instrucciones del servicio de 
prevención.

Sección 5.ª  Derechos relacionados con el uso de medios digitales.

Artículo 17.  Derecho a la intimidad y a la protección de datos.

1.  La utilización de los medios telemáticos y el control de la prestación laboral mediante 
dispositivos automáticos garantizará adecuadamente el derecho a la intimidad y a la 
protección de datos, en los términos previstos en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 
de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, de acuerdo con los 
principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad de los medios utilizados.

2.  La empresa no podrá exigir la instalación de programas o aplicaciones en 
dispositivos propiedad de la persona trabajadora, ni la utilización de estos dispositivos en 
el desarrollo del trabajo a distancia.

3.  Las empresas deberán establecer criterios de utilización de los dispositivos 
digitales respetando en todo caso los estándares mínimos de protección de su intimidad 
de acuerdo con los usos sociales y los derechos reconocidos legal y constitucionalmente. 
En su elaboración deberá participar la representación legal de las personas trabajadoras.

Los convenios o acuerdos colectivos podrán especificar los términos dentro de los 
cuales las personas trabajadoras pueden hacer uso por motivos personales de los equipos 
informáticos puestos a su disposición por parte de la empresa para el desarrollo del trabajo 
a distancia, teniendo en cuenta los usos sociales de dichos medios y las particularidades 
del trabajo a distancia.

Artículo 18.  Derecho a la desconexión digital.

1.  Las personas que trabajan a distancia, particularmente en teletrabajo, tienen 
derecho a la desconexión digital fuera de su horario de trabajo en los términos establecidos 
en el artículo 88 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

El deber empresarial de garantizar la desconexión conlleva una limitación del uso de 
los medios tecnológicos de comunicación empresarial y de trabajo durante los periodos de 
descanso, así como el respeto a la duración máxima de la jornada y a cualesquiera límites 
y precauciones en materia de jornada que dispongan la normativa legal o convencional 
aplicables.

2.  La empresa, previa audiencia de la representación legal de las personas 
trabajadoras, elaborará una política interna dirigida a personas trabajadoras, incluidas los 
que ocupen puestos directivos, en la que definirán las modalidades de ejercicio del 
derecho a la desconexión y las acciones de formación y de sensibilización del personal 
sobre un uso razonable de las herramientas tecnológicas que evite el riesgo de fatiga 
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informática. En particular, se preservará el derecho a la desconexión digital en los 
supuestos de realización total o parcial del trabajo a distancia, así como en el domicilio de 
la persona empleada vinculado al uso con fines laborales de herramientas tecnológicas.

Los convenios o acuerdos colectivos de trabajo podrán establecer los medios y 
medidas adecuadas para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la desconexión en 
el trabajo a distancia y la organización adecuada de la jornada de forma que sea compatible 
con la garantía de tiempos de descanso.

Sección 6.ª  Derechos colectivos

Artículo 19.  Derechos colectivos de las personas que trabajan a distancia.

1.  Las personas trabajadoras a distancia tendrán derecho a ejercitar sus derechos de 
naturaleza colectiva con el mismo contenido y alcance que el resto de las personas 
trabajadoras del centro al que están adscritas.

A estos efectos, la negociación colectiva podrá establecer las condiciones para 
garantizar el ejercicio de los derechos colectivos de las personas trabajadoras a distancia, 
en atención a las singularidades de su prestación, con respeto pleno al principio de 
igualdad de trato y de oportunidades entre la persona trabajadora a distancia y la que 
desempeñe tareas en el establecimiento de la empresa.

2.  La empresa deberá suministrar a la representación legal de las personas 
trabajadoras los elementos precisos para el desarrollo de su actividad representativa, 
entre ellos, el acceso a las comunicaciones y direcciones electrónicas de uso en la 
empresa y la implantación del tablón virtual, cuando sea compatible con la forma de 
prestación del trabajo a distancia.

Deberá asegurarse que no existen obstáculos para la comunicación entre las personas 
trabajadoras a distancia y sus representantes legales, así como con el resto de personas 
trabajadoras.

3.  Deberá garantizarse que las personas trabajadoras a distancia pueden participar 
de manera efectiva en las actividades organizadas o convocadas por su representación 
legal o por el resto de las personas trabajadoras en defensa de sus intereses laborales, en 
particular, su participación efectiva presencial para el ejercicio del derecho a voto en las 
elecciones a representantes legales.

CAPÍTULO IV

Facultades de organización, dirección y control empresarial en el trabajo a distancia

Artículo 20.  Protección de datos y seguridad de la información.

1.  Las personas trabajadoras, en el desarrollo del trabajo a distancia, deberán cumplir 
las instrucciones que haya establecido la empresa en el marco de la legislación sobre 
protección de datos, previa participación de la representación legal de las personas 
trabajadoras.

2.  Las personas trabajadoras deberán cumplir las instrucciones sobre seguridad de 
la información específicamente fijadas por la empresa, previa información a su 
representación legal, en el ámbito del trabajo a distancia.

Artículo 21.  Condiciones e instrucciones de uso y conservación de equipos o útiles 
informáticos.

Las personas trabajadoras deberán cumplir las condiciones e instrucciones de uso y 
conservación establecidas en la empresa en relación con los equipos o útiles informáticos, 
dentro de los términos que, en su caso, se establezcan en la negociación colectiva.
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Artículo 22.  Facultades de control empresarial.

La empresa podrá adoptar las medidas que estime más oportunas de vigilancia y 
control para verificar el cumplimiento por la persona trabajadora de sus obligaciones y 
deberes laborales, incluida la utilización de medios telemáticos, guardando en su adopción 
y aplicación la consideración debida a su dignidad y teniendo en cuenta, en su caso, la 
capacidad real de los trabajadores con discapacidad.

Disposición adicional primera.  El trabajo a distancia en la negociación colectiva.

1.  Los convenios o acuerdos colectivos podrán establecer, en atención a la 
especificidad de la actividad concreta de su ámbito, la identificación de los puestos de 
trabajo y funciones susceptibles de ser realizados a través del trabajo a distancia, las 
condiciones de acceso y desarrollo de la actividad laboral mediante esta modalidad, la 
duración máxima del trabajo a distancia, así como contenidos adicionales en el acuerdo de 
trabajo a distancia y cuantas otras cuestiones se consideren necesario regular.

2.  Los convenios o acuerdos colectivos podrán regular una jornada mínima presencial 
en el trabajo a distancia, el ejercicio de la reversibilidad al trabajo en los locales de la 
empresa, un porcentaje o periodo de referencia inferiores a los fijados en el presente real 
decreto-ley a los efectos de calificar como «regular» esta modalidad de ejecución de la 
actividad laboral, un porcentaje de trabajo presencial de los contratos formativos diferente 
al previsto en el mismo, siempre que no se celebren con menores de edad, así como las 
posibles circunstancias extraordinarias de modulación del derecho a la desconexión.

Disposición adicional segunda.  Personal laboral al servicio de las Administraciones 
Públicas.

Las previsiones contenidas en el presente real decreto-ley no serán de aplicación al 
personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas, que se regirá en esta materia 
por su normativa específica.

Disposición adicional tercera.  Prórroga de la vigencia del artículo 6 del Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19.

El artículo 6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en el que se regula el 
Plan MECUIDA, permanecerá vigente hasta el 31 de enero de 2021.

Disposición adicional cuarta.  Consideración como contingencia profesional derivada de 
accidente de trabajo a las enfermedades padecidas por el personal que presta servicio 
en centros sanitarios o socio-sanitarios como consecuencia del contagio del virus 
SARS-CoV2 durante el estado de alarma.

1.  Desde la declaración de la pandemia internacional por la Organización Mundial de 
la Salud y hasta que las autoridades sanitarias levanten todas las medidas de prevención 
adoptadas para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, las 
prestaciones de Seguridad Social que cause el personal que presta servicios en centros 
sanitarios o socio-sanitarios, inscritos en los registros correspondientes, y que en el 
ejercicio de su profesión, hayan contraído el virus SARS-CoV2 por haber estado expuesto 
a ese riesgo específico durante la prestación de servicios sanitarios y socio-sanitarios, 
cuando así se acredite por los servicios de Prevención de Riesgos laborales y Salud 
Laboral, se considerarán derivadas de accidente de trabajo, al entender cumplidos los 
requisitos exigidos en el artículo 156.2.e) del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

2.  El contagio y padecimiento de la enfermedad se acreditará mediante el 
correspondiente parte de accidente de trabajo que deberá haberse expedido dentro del 
mismo periodo de referencia.
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3.  En los casos de fallecimiento, se considerará que la causa es accidente de trabajo 
siempre que el fallecimiento se haya producido dentro de los cinco años siguientes al 
contagio de la enfermedad y derivado de la misma, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 217.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

Disposición adicional quinta.  Convenios de colaboración entre las entidades gestoras de 
la Seguridad Social, las comunidades autónomas y el Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria para el control y seguimiento de la incapacidad temporal.

En los convenios de colaboración que formalicen las entidades gestoras de la 
Seguridad Social con las comunidades autónomas y con el Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria para el control y seguimiento de la incapacidad temporal podrá preverse el 
anticipo de hasta la cuantía total del importe previsto en el respectivo convenio para la 
financiación de las actuaciones a desarrollar por las comunidades autónomas y por el 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.

A estos efectos, con carácter previo a la formalización de los convenios a que se 
refiere el párrafo anterior, se requerirá la autorización del Consejo de Ministros. Con esta 
finalidad, el titular del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, previo 
informe del Ministerio de Hacienda, elevará la oportuna propuesta al Consejo de Ministros.

No será de aplicación, para el caso exclusivo de estos convenios, lo dispuesto en el 
apartado 1 del artículo 47 de la Ley General Presupuestaria, en lo que se refiere a la 
necesidad de iniciar la ejecución del gasto en el propio ejercicio en el que se adquiere el 
compromiso del gasto.

Disposición adicional sexta.  Régimen fiscal aplicable a la final de la «UEFA Women’s 
Champions League 2020».

Uno.  Régimen fiscal de la entidad organizadora de la final de la «UEFA Women’s 
Champions League 2020» y de los equipos participantes:

Las personas jurídicas residentes en territorio español constituidas con motivo de la 
final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» por la entidad organizadora o por 
los equipos participantes estarán exentas del Impuesto sobre Sociedades por las rentas 
obtenidas durante la celebración del acontecimiento y en la medida en que estén 
directamente relacionadas con su participación en él.

Lo establecido en el párrafo anterior se aplicará igualmente en el Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes a los establecimientos permanentes que la entidad organizadora 
de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» o los equipos participantes 
constituyan en España con motivo del acontecimiento por las rentas obtenidas durante su 
celebración y en la medida que estén directamente relacionadas con su participación en él.

Estarán exentas las rentas obtenidas sin establecimiento permanente por la entidad 
organizadora de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» o los equipos 
participantes, generadas con motivo de la celebración de la final de la «UEFA Women’s 
Champions League 2020» y en la medida en que estén directamente relacionadas con su 
participación en aquella.

Dos.  Régimen fiscal de las personas físicas que presten servicios a la entidad 
organizadora o a los equipos participantes:

1.  No se considerarán obtenidas en España las rentas que perciban las personas 
físicas que no sean residentes en España, por los servicios que presten a la entidad 
organizadora o a los equipos participantes, generadas con motivo de la celebración de la 
final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» y en la medida en que estén 
directamente relacionadas con su participación en aquella.

2.  Las personas físicas que adquieran la condición de contribuyentes por el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas como consecuencia de su desplazamiento a 
territorio español con motivo de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» 
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podrán optar por tributar por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes, en los términos 
y condiciones previstos en el artículo 93 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de 
los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Tres.  Régimen aduanero y tributario aplicable a las mercancías que se importen para 
afectarlas al desarrollo y celebración de la final de la «UEFA Women’s Champions 
League 2020»:

1.  Con carácter general, el régimen aduanero aplicable a las mercancías que se 
importen para su utilización en la celebración y desarrollo de la final de la «UEFA Women’s 
Champions League 2020» será el que resulte de las disposiciones contenidas en el 
Reglamento (UE) n.º 952/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de octubre 
de 2013, por el que se establece el Código Aduanero de la Unión, y demás legislación 
aduanera de aplicación.

2.  Sin perjuicio de lo anterior y con arreglo al artículo 251 del Código Aduanero de la 
Unión y al artículo 7 del Convenio relativo a la Importación Temporal, hecho en Estambul 
el 26 de junio de 1990, las mercancías a que se refiere el número 1 de este apartado que 
se vinculen al régimen aduanero de importación temporal podrán permanecer al amparo 
de dicho régimen por un plazo máximo de 24 meses desde su vinculación al mismo, que, 
en todo caso, expirará, a más tardar, el 31 de diciembre del año siguiente al de la 
finalización de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020».

3.  Se autoriza al Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria para que adopte las medidas necesarias para la 
ejecución de lo dispuesto en este apartado tres.

Cuatro.  Impuesto sobre el Valor Añadido:

1.  Por excepción a lo dispuesto en el número 2.º del artículo 119 bis de la Ley 37/1992, 
de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, no se exigirá el requisito de 
reciprocidad en la devolución a empresarios o profesionales no establecidos en la 
Comunidad que soporten o satisfagan cuotas del Impuesto como consecuencia de la 
realización de operaciones relacionadas con la celebración de la final de la «UEFA 
Women’s Champions League 2020».

2.  Por excepción de lo establecido en el número 7.º del apartado uno del artículo 164 
de la Ley 37/1992, cuando se trate de empresarios o profesionales no establecidos en la 
Comunidad, Canarias, Ceuta o Melilla, o en un Estado con el que existan instrumentos de 
asistencia mutua análogos a los instituidos en la Comunidad, no será necesario que 
nombren un representante a efectos del cumplimiento de las obligaciones impuestas en 
dicha Ley.

3.  Los empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del 
Impuesto que tengan la condición de sujetos pasivos y que soporten o satisfagan cuotas 
como consecuencia de la realización de operaciones relacionadas con la final de la «UEFA 
Women’s Champions League 2020» tendrán derecho a la devolución de dichas cuotas al 
término de cada periodo de liquidación.

Para dichos empresarios o profesionales, el período de liquidación coincidirá con el 
mes natural, debiendo presentar sus declaraciones-liquidaciones durante los 20 primeros 
días naturales del mes siguiente al periodo de liquidación. Sin embargo, las declaraciones-
liquidaciones correspondientes al último período del año deberán presentarse durante los 
treinta primeros días naturales del mes de enero.

Lo establecido en el párrafo anterior no determinará la obligación para dichos 
empresarios o profesionales de la llevanza de los Libros Registro del Impuesto a través de 
la Sede Electrónica de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, a que se refiere el 
artículo 62.6 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real 
Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.
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Lo dispuesto en este número será igualmente aplicable a la entidad organizadora del 
acontecimiento, a los equipos participantes y a las personas jurídicas a que se refiere el 
número 1 anterior.

No obstante, cuando se trate de empresarios o profesionales no establecidos en los 
que concurran los requisitos previstos en los artículos 119 o 119 bis de la Ley 37/1992, 
de 28 de diciembre, la devolución de las cuotas soportadas se efectuará conforme al 
procedimiento establecido en dichos artículos y en los artículos 31 y 31 bis del Reglamento 
del Impuesto, aprobado por el Real Decreto 1624/1992.

4.  Respecto a las operaciones relacionadas con los bienes vinculados al régimen de 
importación temporal con exención total de derechos, a que se alude en el apartado tres 
anterior, resultará aplicable lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley del Impuesto.

5.  El plazo a que se refiere el párrafo g) del apartado 3 del artículo 9 de la Ley del 
Impuesto será, en relación con los bienes que se utilicen temporalmente en la celebración 
y desarrollo de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020», el previsto en el 
número 2 del apartado tres anterior.

6.  La regla establecida en el apartado dos del artículo 70 de la Ley del Impuesto no 
resultará aplicable a los servicios del número 1 de este apartado cuando sean prestados 
por las personas jurídicas residentes en España constituidas con motivo del acontecimiento 
por la entidad organizadora de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» 
por los equipos participantes y estén en relación con la organización, la promoción o el 
apoyo de dicho acontecimiento.

Disposición adicional séptima.  Tipo impositivo aplicable del Impuesto sobre el Valor 
Añadido a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de bienes 
necesarios para combatir los efectos del COVID-19.

Con efectos desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 
medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo, y vigencia hasta 
el 31 de octubre de 2020, se aplicará el tipo del 0 por ciento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido a las entregas de bienes, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de 
bienes referidos en el Anexo de este real decreto-ley cuyos destinatarios sean entidades 
de Derecho Público, clínicas o centros hospitalarios, o entidades privadas de carácter 
social a que se refiere el apartado tres del artículo 20 de la Ley 37/1992, de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. Estas operaciones se documentarán en 
factura como operaciones exentas.

Disposición transitoria primera.  Situaciones de trabajo a distancia existentes a la entrada 
en vigor del real decreto-ley.

1.  Este real decreto-ley será íntegramente aplicable a las relaciones de trabajo 
vigentes y que estuvieran reguladas, con anterioridad a su publicación, por convenios o 
acuerdos colectivos sobre condiciones de prestación de servicios a distancia, desde el 
momento en el que estos pierdan su vigencia.

En caso de que los convenios o acuerdos referidos en el apartado anterior no prevean un 
plazo de duración, esta norma resultará de aplicación íntegramente una vez transcurrido un 
año desde su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», salvo que las partes firmantes de 
estos acuerden expresamente un plazo superior, que como máximo podrá ser de tres años.

2.  En ningún caso la aplicación de este real decreto-ley podrá tener como 
consecuencia la compensación, absorción o desaparición de cualesquiera derechos o 
condiciones más beneficiosas que vinieran disfrutando las personas que prestasen con 
carácter previo sus servicios a distancia que se reflejarán en el acuerdo de trabajo a 
distancia, de conformidad con lo previsto en el artículo 7.

3.  El acuerdo de trabajo a distancia regulado en la sección segunda del capítulo II de 
este real decreto-ley deberá formalizarse en el plazo de tres meses desde que el presente 
real decreto-ley resulte de aplicación a la relación laboral concreta. En idéntico plazo 
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deberán efectuarse adaptaciones o modificaciones de los acuerdos de trabajo a distancia 
de carácter individual vigentes a la fecha de publicación de este real decreto-ley, no 
derivados de convenios o acuerdos colectivos.

Disposición transitoria segunda.  Personal laboral al servicio de las Administraciones 
Públicas.

Hasta que se apruebe la normativa prevista en la disposición adicional segunda, se 
mantendrá en vigor para el personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas lo 
previsto por el artículo 13 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores en 
la redacción vigente antes de la entrada en vigor del presente real decreto-ley.

Disposición transitoria tercera.  Trabajo a distancia como medida de contención sanitaria 
derivada de la COVID-19.

Al trabajo a distancia implantado excepcionalmente en aplicación del artículo 5 del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, o como consecuencia de las medidas de 
contención sanitaria derivadas de la COVID-19, y mientras estas se mantengan, le seguirá 
resultando de aplicación la normativa laboral ordinaria.

En todo caso, las empresas estarán obligadas a dotar de los medios, equipos, 
herramientas y consumibles que exige el desarrollo del trabajo a distancia, así como al 
mantenimiento que resulte necesario.

En su caso, la negociación colectiva establecerá la forma de compensación de los 
gastos derivados para la persona trabajadora de esta forma de trabajo a distancia, si 
existieran y no hubieran sido ya compensados.

Disposición transitoria cuarta.  Procedimientos para el reconocimiento del ingreso mínimo 
vital iniciados antes de la entrada en vigor del presente real decreto-ley en los que no 
se haya dictado resolución expresa.

A los procedimientos para el reconocimiento del ingreso mínimo vital en los que no se 
hubiera dictado resolución expresa a la fecha de entrada en vigor del presente real 
decreto-ley, les será de aplicación lo que a continuación se establece.

1.  El plazo para resolver y notificar será el de seis meses previsto en el artículo 25.3 
del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo 
vital, aun cuando a la fecha de entrada en vigor del presente real decreto-ley hayan 
transcurrido tres meses desde la presentación de la solicitud. A tal efecto, el 
periodo transcurrido sin haberse dictado resolución expresa será tenido en cuenta para el 
cómputo de los seis meses establecidos en el citado artículo 25.3.

2.  Con independencia del estado en que se encuentre el procedimiento para el 
reconocimiento de la prestación económica del ingreso mínimo vital a la entrada en vigor 
de esta disposición transitoria, se comprobará el cumplimiento por los interesados de la 
condición de vulnerabilidad establecida en el artículo 7.1.b) del Real Decreto-ley 20/2020, 
de 29 de mayo, como requisito necesario para poder continuar su tramitación. En el 
supuesto de que no quedara acreditado dicho requisito, se dictará resolución declarando 
la imposibilidad de continuar la tramitación del procedimiento.

Frente a esta resolución, se podrá interponer reclamación administrativa previa en 
materia de prestaciones de Seguridad Social, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 71 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, y cuyo 
objeto se limitará a conocer sobre la posibilidad de seguir el procedimiento, en razón del 
cumplimiento del requisito de vulnerabilidad establecido en el citado artículo 7.1.b), por lo 
que la estimación de la reclamación previa tendrá como único efecto, permitir seguir la 
tramitación administrativa.

La continuación del procedimiento no obstará a la desestimación de la solicitud si la 
entidad gestora efectuara nuevas comprobaciones que determinaran el incumplimiento del 
requisito de vulnerabilidad previsto en el indicado artículo 7.1.b). cv
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Disposición final primera.  Modificación del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 
de agosto.

Se modifica el apartado 1 del artículo 7 del texto refundido de la Ley sobre Infracciones 
y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 
agosto, con la siguiente redacción:

«1.  No formalizar por escrito el contrato de trabajo, cuando este requisito sea 
exigible o lo haya solicitado la persona trabajadora, o no formalizar el acuerdo de 
trabajo a distancia en los términos y con los requisitos legal y convencionalmente 
previstos.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora 
de la jurisdicción social.

La Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social queda modificada 
del siguiente modo:

Uno.  Se modifica el título de la sección 4.ª del capítulo V del Título II del libro 
segundo, con la siguiente redacción:

«Sección 4.ª  Movilidad geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones 
de trabajo, trabajo a distancia, suspensión del contrato y reducción de jornada por 
causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza 
mayor.»

Dos.  Se incorpora un nuevo artículo 138 bis, con la siguiente redacción:

«Artículo 138 bis.  Tramitación en reclamaciones sobre acceso, reversión y 
modificación del trabajo a distancia.

1.  El procedimiento para las reclamaciones sobre acceso, reversión y 
modificación del trabajo a distancia se regirá por las siguientes reglas:

a)  La persona trabajadora dispondrá de un plazo de veinte días hábiles, a 
partir de que la empresa le comunique su negativa o su disconformidad con la 
propuesta realizada por la persona trabajadora, para presentar demanda ante el 
Juzgado de lo Social.

b)  El órgano jurisdiccional podrá recabar informe urgente de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, remitiéndole copia de la demanda y documentos que la 
acompañen. El informe versará sobre la negativa o la disconformidad comunicada 
por la empresa respecto de la propuesta realizada por la persona trabajadora y 
demás circunstancias concurrentes.

c)  El procedimiento será urgente y se le dará tramitación preferente. El acto de 
la vista habrá de señalarse dentro de los cinco días siguientes al de la admisión de 
la demanda. La sentencia se dictará en el plazo de tres días. Contra la misma no 
procederá recurso, salvo cuando se haya acumulado pretensión de resarcimiento 
de perjuicios que por su cuantía pudiera dar lugar a recurso de suplicación, en cuyo 
caso el pronunciamiento será ejecutivo desde que se dicte la sentencia.

2.  Cuando la causa de la reclamación en materia de trabajo a distancia esté 
relacionada con el ejercicio de los derechos de conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral, reconocidos legal o convencionalmente, se regirá por el 
procedimiento establecido en el artículo 139.»
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Disposición final tercera.  Modificación del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre.

El texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real 
Decreto 2/2015, de 23 de octubre, queda modificado del siguiente modo:

Uno.  Se modifica el artículo 13 que queda redactado como sigue:

«Artículo 13.  Trabajo a distancia.

Las personas trabajadoras podrán prestar trabajo a distancia en los términos 
previstos en el Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo a distancia.»

Dos.  Se modifica la letra a) del apartado 1 del artículo 23 con la siguiente redacción:

«a)  Al disfrute de los permisos necesarios para concurrir a exámenes, así 
como a una preferencia a elegir turno de trabajo y a acceder al trabajo a distancia, 
si tal es el régimen instaurado en la empresa, y el puesto o funciones son 
compatibles con esta forma de realización del trabajo, cuando curse con regularidad 
estudios para la obtención de un título académico o profesional.»

Tres.  Se modifica el apartado 8 del artículo 37 con la siguiente redacción:

«8.  Las personas trabajadoras que tengan la consideración de víctimas de 
violencia de género o de víctimas del terrorismo tendrán derecho, para hacer 
efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, a la reducción de 
la jornada de trabajo con disminución proporcional del salario o a la reordenación 
del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del 
horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que se utilicen 
en la empresa. También tendrán derecho a realizar su trabajo total o parcialmente a 
distancia o a dejar de hacerlo si este fuera el sistema establecido, siempre en ambos 
casos que esta modalidad de prestación de servicios sea compatible con el puesto 
y funciones desarrolladas por la persona.

Estos derechos se podrán ejercitar en los términos que para estos supuestos 
concretos se establezcan en los convenios colectivos o en los acuerdos entre la 
empresa y los representantes legales de las personas trabajadoras, o conforme al 
acuerdo entre la empresa y las personas trabajadoras afectadas. En su defecto, la 
concreción de estos derechos corresponderá a estas, siendo de aplicación las 
reglas establecidas en el apartado anterior, incluidas las relativas a la resolución de 
discrepancias.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria.

Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y vigencia indefinida se 
añade un nuevo párrafo h), al apartado 2 del artículo 54 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, con la siguiente redacción:

«h)  Los destinados al sistema de protección por cese de actividad.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma 
electrónica.

Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 13 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, 
de firma electrónica, con el siguiente tenor:

«6.  Por Orden de la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital se determinarán las condiciones y requisitos técnicos 
aplicables a la verificación de la identidad y, si procede, otros atributos específicos 
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de la persona solicitante de un certificado cualificado, mediante otros métodos de 
identificación que aporten una seguridad equivalente en términos de fiabilidad a la 
presencia física.»

Disposición final sexta.  Modificación de la disposición transitoria primera de la 
Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego.

Se modifica el primer párrafo de la disposición transitoria primera de la Ley 13/2011, 
de 27 de mayo, de regulación del juego, que queda redactado del siguiente modo:

«Las competencias previstas para la Comisión Nacional del Juego serán 
ejercidas por la Dirección General de Ordenación del Juego, del Ministerio de 
Consumo, salvo las relacionadas con la gestión y recaudación de las tasas a las que 
se refiere el artículo 49 de esta Ley, que serán ejercidas por la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria.»

Disposición final séptima.  Modificación de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la 
Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia.

La Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y 
de la Competencia, queda modificada como sigue:

Uno.  El apartado 3 de la disposición adicional segunda, queda redactado del 
siguiente modo:

«3.  Las referencias contenidas en cualquier norma del ordenamiento jurídico a 
la Comisión Nacional del Juego se entenderán realizadas a la Dirección General de 
Ordenación del Juego del Ministerio de Consumo que la sustituye y asume sus 
competencias, en los términos previstos en la disposición adicional décima.»

Dos.  La disposición adicional décima queda redactada del siguiente modo:

«Disposición adicional décima.  Funciones que asumen la Dirección General de 
Ordenación del Juego del Ministerio de Consumo y la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria en materia de juego.

La Dirección General de Ordenación del Juego del Ministerio de Consumo asumirá 
el objeto, funciones y competencias que la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación 
del juego, atribuye a la extinta Comisión Nacional del Juego, salvo las relacionadas con 
la gestión y recaudación de las tasas a las que se refiere el artículo 49 de dicha ley, que 
serán ejercidas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.»

Disposición final octava.  Modificación de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector 
ferroviario.

Se modifica la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector ferroviario, para añadir 
una nueva disposición adicional vigésima primera del siguiente tenor:

«Disposición adicional vigésima primera.  Exenciones en materia operacional 
ferroviaria en situaciones de emergencia.

Se habilita a la persona titular de la Dirección de la Agencia Estatal de Seguridad 
Ferroviaria, en el marco de sus competencias, para conceder de oficio a los titulares 
o solicitantes de licencias, certificados, habilitaciones o autorizaciones, exenciones 
específicas al cumplimiento de la normativa aplicable en materia operacional 
ferroviaria en los ámbitos no regulados por la normativa de la Unión Europea, 
cuando se produzcan circunstancias urgentes imprevistas o necesidades operativas 
urgentes, siempre que se cumplan todas las condiciones siguientes:

a)  Que no sea posible hacer frente a esas circunstancias o necesidades de 
forma adecuada cumpliendo los requisitos aplicables; cv
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b)  Que se garantice la seguridad en caso necesario mediante la aplicación de 
las correspondientes medidas de mitigación;

c)  Que se mitigue cualquier posible distorsión de las condiciones del mercado 
como consecuencia de la concesión de la exención en la medida de lo posible,

d)  Que el alcance y la duración de la exención estén limitados a lo que resulte 
estrictamente necesario y que esta se aplique sin ocasionar discriminación.

Asimismo, dichas exenciones se podrán emitir, si se cumplen todas las 
condiciones mencionadas en el párrafo anterior, previa solicitud de los interesados 
en la que se motive adecuadamente su cumplimiento, se especifiquen las 
circunstancias urgentes imprevistas o las necesidades operativas urgentes y que 
incluya, por parte del solicitante, las medidas de mitigación que permitan establecer 
un nivel de seguridad operacional equivalente.»

Disposición final novena.  Modificación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Se modifica la disposición final séptima de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que queda 
redactada como sigue:

«Disposición final séptima.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al año de su publicación en el “Boletín Oficial 
del Estado”.

No obstante, las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, 
registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso 
general electrónico de la Administración y archivo único electrónico producirán 
efectos a partir del día 2 de abril de 2021.»

Disposición final décima.  Modificación del Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por 
el que se adoptan determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la 
protección de la salud pública.

El artículo quinto del Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan 
determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la protección de la salud 
pública, queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo quinto.  Consideración excepcional como situación asimilada a accidente 
de trabajo de los periodos de aislamiento, contagio o restricción en las salidas 
del municipio donde tengan el domicilio o su centro de trabajo las personas 
trabajadoras como consecuencia del virus COVID-19.

1.  Al objeto de proteger la salud pública, se considerarán, con carácter 
excepcional, situación asimilada a accidente de trabajo, exclusivamente para la 
prestación económica de incapacidad temporal del sistema de Seguridad Social, 
aquellos periodos de aislamiento o contagio de las personas trabajadoras 
provocados por el virus COVID-19, salvo que se pruebe que el contagio de la 
enfermedad se ha contraído con causa exclusiva en la realización del trabajo en los 
términos que señala el artículo 156 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, en cuyo caso será calificada como accidente de trabajo.

Con el mismo carácter excepcional, con efectos desde el inicio de la situación 
de restricción de la salida o entrada a un municipio, y mediante el correspondiente 
parte de baja, se extenderá esta protección a aquellos trabajadores que se vean 
obligados a desplazarse de localidad para prestar servicios en las actividades no 
afectadas por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por cv
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el COVID-19, siempre que por la autoridad competente se haya acordado restringir 
la salida, o la entrada, de personas del municipio donde dichos trabajadores tengan 
su domicilio, o donde la empresa tenga su centro de trabajo en el caso de que el 
trabajador tenga su domicilio en otro municipio, y les haya sido denegada de forma 
expresa la posibilidad de desplazarse por la autoridad competente, no puedan 
realizar su trabajo de forma telemática por causas no imputables a la empresa para 
la que prestan sus servicios o al propio trabajador y no tengan derecho a percibir 
ninguna otra prestación pública.

La acreditación del acuerdo de restricción de la población donde el trabajador 
tiene su domicilio o la empresa su centro de trabajo, y la denegación de la posibilidad 
de desplazamiento se realizará mediante certificación expedida por el ayuntamiento 
del domicilio o, en su caso, por el del centro de trabajo afectado por la restricción 
ante el correspondiente órgano del servicio público de salud.

De igual forma, la imposibilidad de realización del trabajo de forma telemática se 
acreditará mediante una certificación de la empresa o una declaración responsable 
en el caso de los trabajadores por cuenta propia ante el mismo órgano del servicio 
público de salud.

En el supuesto de trabajadores por cuenta ajena que tuvieran el domicilio en 
distinto municipio al del centro de trabajo, además de lo previsto en el párrafo 
anterior, se requerirá acreditar:

a)  El domicilio del trabajador mediante el correspondiente certificado de 
empadronamiento.

b)  Que el trabajador desarrolla su trabajo en el centro sito en el municipio 
afectado por la restricción, mediante la correspondiente certificación de la empresa.

c)  Que la empresa no ha procedido al cierre del centro de trabajo, mediante la 
correspondiente certificación de la empresa.

2.  La duración de esta prestación excepcional vendrá determinada por el parte 
de baja y la correspondiente alta.

Siempre que por la autoridad competente se haya acordado, con anterioridad a 
la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, restringir las salidas 
o las entradas del municipio donde tengan el domicilio o en el que tenga el centro de 
trabajo la empresa en que prestan sus servicios, de tratarse de las personas 
trabajadoras por cuenta ajena a las que se refiere el artículo 1 del Real Decreto-ley 
10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso retribuido recuperable 
para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios 
esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la 
lucha contra el COVID-19, se expedirá un parte de baja con efectos desde la fecha 
de inicio de la restricción y un parte de alta con efectos de 29 de marzo de 2020.

De tratarse de trabajadores por cuenta propia o autónomos, cuando la restricción 
adoptada con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, restringiera su salida del municipio donde tengan su domicilio o, teniendo 
su domicilio en otro, vieran restringida la entrada en el municipio impidiéndoles 
totalmente la realización de su actividad, el derecho a la prestación comenzará con 
el parte de baja desde la fecha de inicio de la restricción y durará hasta la fecha de 
finalización de la misma, no pudiendo, en ningún caso, durar más allá de la fecha de 
finalización del estado de alarma.

Este subsidio por incapacidad temporal es incompatible con los salarios que se 
hubieren percibido así como con el derecho a cualquier otra prestación económica 
de la Seguridad Social, incluida la incapacidad temporal por contingencias comunes 
o profesionales. En estos supuestos se percibirá la prestación de la Seguridad social 
distinta al subsidio previsto en el presente artículo.

A efectos de lo previsto en el párrafo anterior, el trabajador deberá presentar 
ante el correspondiente órgano del servicio público de salud, certificación de la 
empresa acreditativa de la no percepción de salarios.
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3.  Podrá causar derecho a esta prestación la persona trabajadora por cuenta 
propia o ajena que se encuentre en la fecha del hecho causante en situación de alta 
en cualquiera de los regímenes de Seguridad Social.

4.  La fecha hecho causante será la fecha en la que se acuerde el aislamiento, 
restricción o enfermedad del trabajador, sin perjuicio de que el parte de baja se 
expida con posterioridad a esa fecha.»

Disposición final undécima.  Modificación del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, 
por el que se establece el ingreso mínimo vital.

Uno.  Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 7, que pasan a tener la siguiente 
redacción:

«Artículo 7.  Requisitos de acceso.

1.  Todas las personas beneficiarias, estén o no integradas en una unidad de 
convivencia, deberán cumplir los siguientes requisitos:

a)  Tener residencia legal y efectiva en España y haberla tenido de forma 
continuada e ininterrumpida durante al menos el año inmediatamente anterior a la 
fecha de presentación de la solicitud. No se exigirá este plazo respecto de:

1.º  Los menores incorporados a la unidad de convivencia por nacimiento, 
adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente.

2.º  Las personas víctimas de trata de seres humanos y de explotación sexual
3.º  Las mujeres víctimas de violencia de género.

A efectos del mantenimiento del derecho a esta prestación, se entenderá que 
una persona tiene su residencia habitual en España aun cuando haya tenido 
estancias en el extranjero, siempre que estas no superen los noventa días naturales 
a lo largo de cada año natural o cuando la ausencia del territorio español esté 
motivada por causas de enfermedad debidamente justificadas.

b)  Encontrarse en situación de vulnerabilidad económica por carecer de rentas, 
ingresos o patrimonio suficientes, en los términos establecidos en el artículo 8.

c)  Haber solicitado las pensiones y prestaciones públicas vigentes que se 
determinen reglamentariamente, a las que pudieran tener derecho. En todo caso, 
quedan exceptuados los salarios sociales, rentas mínimas de inserción o ayudas 
análogas de asistencia social concedidas por las comunidades autónomas.

2.  Las personas beneficiarias a las que se refiere el artículo 4.1.b), que sean 
menores de 30 años en la fecha de la solicitud, deberán haber tenido residencia 
legal y efectiva en España, y haber vivido de forma independiente, durante al menos 
los tres años inmediatamente anteriores a la indicada fecha.

Se entenderá que una persona ha vivido de forma independiente siempre que 
acredite que su domicilio ha sido distinto al de sus progenitores, tutores o 
acogedores durante los tres años inmediatamente anteriores a la solicitud, y en 
dicho periodo hubiere permanecido durante al menos doce meses, continuados o 
no, en situación de alta en cualquiera de los regímenes que integran el sistema de 
la Seguridad Social, incluido el de Clases Pasivas del Estado, o en una mutualidad 
de previsión social alternativa al Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.

Este requisito no se exigirá a las personas que por ser víctimas de violencia de 
género hayan abandonado su domicilio habitual, a las que hayan iniciado los 
trámites de separación o divorcio o a las que se encuentren en otras circunstancias 
que puedan determinarse reglamentariamente.»
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Dos.  Se modifican los apartados 4, 5, 6 y 7, y se introduce un nuevo apartado 8 en el 
artículo 19, con la siguiente redacción:

«4.  La existencia de la unidad de convivencia se acreditará con el libro de 
familia, certificado del registro civil, y con los datos obrantes en los Padrones 
municipales relativos a los inscritos en la misma vivienda. A estos efectos el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social tendrá acceso a la base de datos de coordinación 
de los Padrones municipales del Instituto Nacional de Estadística para la 
confirmación de los requisitos exigidos.

No obstante, cuando de la misma no pueda deducirse la coincidencia con los 
datos que se hayan hecho constar en la solicitud de la prestación se solicitará la 
aportación del correspondiente certificado de empadronamiento, histórico y colectivo 
del período requerido en cada supuesto, referidos a los domicilios donde residen o 
han residido los miembros de la unidad de convivencia, expedido por el Ayuntamiento 
en virtud de lo establecido en el artículo 83.3 del Reglamento de Población y 
Demarcación Territorial de las Entidades Locales.

Tanto los datos obtenidos del Instituto Nacional de Estadística como, en su 
caso, el certificado de empadronamiento citado, servirán igualmente para acreditar 
la existencia de la unidad de convivencia a que se refiere el artículo 6.2.c) o de que 
el solicitante a que se refiere el artículo 4.1.b) vive solo o compartiendo domicilio con 
una unidad de convivencia de la que no forma parte.

A los efectos de los datos relativos al Padrón municipal de conformidad con lo 
previsto en los párrafos anteriores, no se requerirá el consentimiento de las personas 
empadronadas en el domicilio del solicitante.

La existencia de pareja de hecho se acreditará mediante certificación de la 
inscripción en alguno de los registros específicos existentes en las comunidades 
autónomas o ayuntamientos del lugar de residencia o documento público en el que 
conste la constitución de dicha pareja. Tanto la mencionada inscripción como la 
formalización del correspondiente documento público deberán haberse producido 
con una antelación mínima de dos años con respecto a la fecha de la solicitud de la 
prestación.

El inicio de los trámites de separación o divorcio, o su existencia, se acreditará 
con la presentación de la demanda o con la correspondiente resolución judicial.

5.  La acreditación de haber vivido de forma independiente respecto a los 
progenitores, tutores o acogedores, durante al menos tres años conforme lo previsto 
en el artículo 7.2, se efectuará mediante los datos facilitados por el Instituto Nacional 
de Estadística o, en su caso, el certificado de empadronamiento histórico y colectivo 
en el que consten todas las personas empadronadas en el domicilio del solicitante 
durante dicho periodo, de conformidad con lo previsto en el apartado 4.

A los efectos de los datos relativos al padrón municipal de conformidad con lo 
previsto en el apartado anterior, no se requerirá el consentimiento de las personas 
empadronadas en el domicilio del solicitante.

6.  La condición de víctima de violencia de género se acreditará por cualquiera 
de los medios establecidos en el artículo 23 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

La condición de víctima de trata de seres humanos y de explotación sexual se 
acreditará a través de un informe emitido por los servicios públicos encargados de 
la atención integral a estas víctimas o por los servicios sociales, así como por 
cualquier otro medio de acreditación que se determine reglamentariamente.

7.  Los requisitos de ingresos y patrimonio establecidos en el presente real 
decreto-ley, para el acceso y mantenimiento de la prestación económica de ingreso 
mínimo vital, se realizará por la entidad gestora conforme a la información que se 
recabe por medios telemáticos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y 
en las Haciendas Tributarias Forales de Navarra y de los territorios históricos del 
País Vasco. A tales efectos, se tomará como referencia la información que conste en 
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esas Haciendas Públicas respecto del ejercicio anterior a aquel en el que se realiza 
esa actividad de reconocimiento o control, o en su defecto, la información que 
conste más actualizada en dichas administraciones públicas.

En su solicitud, cada interesado autorizará expresamente a la administración 
que tramita su solicitud para que recabe sus datos tributarios de la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria, de los órganos competentes de las comunidades 
autónomas, de la Hacienda Foral de Navarra o diputaciones forales del País Vasco 
y de la Dirección General del Catastro Inmobiliario, conforme al artículo 95.1.k) de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria o, en su caso, en la normativa 
foral aplicable.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de la cesión de 
datos tributarios legalmente prevista con ocasión de la colaboración en el 
descubrimiento de fraudes en la obtención y disfrute de prestaciones a la Seguridad 
Social de apartado 1.c) del citado artículo 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria o, en su caso, en la normativa foral aplicable.

8.  En ningún caso será exigible al solicitante la acreditación de hechos, datos 
o circunstancias que la Administración de la Seguridad Social deba conocer por sí 
misma, tales como la situación del beneficiario en relación con el sistema de la 
Seguridad Social; o la percepción por los miembros de la unidad de convivencia de 
otra prestación económica que conste en el Registro de Prestaciones Sociales 
Públicas.»

Tres.  Se modifica el artículo 25 que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 25.  Tramitación.

1.  Una vez recibida la solicitud de la prestación, el órgano competente, con 
carácter previo a la admisión de la misma, procederá a comprobar si los beneficiarios 
que vivan solos o formando parte de una unidad de convivencia, en función de los 
datos declarados en la solicitud presentada, cumplen el requisito de vulnerabilidad 
previsto en el artículo 7.1.b).

Frente a la resolución de inadmisión, que deberá ser dictada en el plazo de 30 
días, se podrá interponer reclamación administrativa previa en materia de 
prestaciones de Seguridad Social, de acuerdo con lo establecido en el artículo 71 de 
la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, y cuyo objeto 
se limitará a conocer sobre la causa de inadmisión.

La admisión de la solicitud no obstará a su desestimación si, durante la 
instrucción del procedimiento, la entidad gestora efectuara nuevas comprobaciones 
que determinaran el incumplimiento del requisito de vulnerabilidad previsto en el 
artículo 7.1.b).

2.  Admitida a trámite la solicitud, procederá iniciar la instrucción del 
procedimiento administrativo en orden a comprobar el cumplimiento de los requisitos 
determinantes del reconocimiento de la prestación.

3.  El Instituto Nacional de la Seguridad Social procederá a dictar resolución, y 
a notificar la misma a la persona solicitante, en el plazo máximo de seis meses 
desde la fecha de entrada en su registro de la solicitud.

Transcurrido dicho plazo sin que se hubiera notificado resolución expresa, se 
entenderá desestimada.

4.  En el supuesto de que con posterioridad a la solicitud el interesado no 
hubiera aportado la documentación a que se hubiera obligado en la declaración 
responsable prevista en el artículo 24.2, con carácter previo a dictar resolución la 
entidad gestora le requerirá a tal efecto. En este caso, quedará suspendido el 
procedimiento durante el plazo máximo de tres meses. Si transcurrido dicho plazo 
no hubiere presentado la documentación requerida, se producirá la caducidad del 
procedimiento.»
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Cuatro.  Se modifica el artículo 33, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 33.  Obligaciones de las personas beneficiarias.

1.  Las personas titulares del ingreso mínimo vital estarán sujetas durante el 
tiempo de percepción de la prestación a las siguientes obligaciones:

a)  Proporcionar la documentación e información precisa en orden a la 
acreditación de los requisitos y la conservación de la prestación, así como para 
garantizar la recepción de notificaciones y comunicaciones.

b)  Comunicar cualquier cambio o situación que pudiera dar lugar a la 
modificación, suspensión o extinción de la prestación, en el plazo de treinta días 
naturales desde que estos se produzcan.

c)  Comunicar cualquier cambio de domicilio o de situación en el Padrón 
municipal que afecte personalmente a dichos titulares o a cualquier otro miembro 
que forme parte de la unidad de convivencia, en el plazo de treinta días naturales 
desde que se produzcan.

d)  Reintegrar el importe de las prestaciones indebidamente percibidas.
e)  Comunicar a la entidad gestora, con carácter previo, las salidas al 

extranjero, tanto del titular como de los miembros de la unidad de convivencia, por 
un período, continuado o no, superior a noventa días naturales durante cada año 
natural, así como, en su caso, justificar la ausencia del territorio español de 
conformidad con lo previsto en el último párrafo del artículo 7.1.a).

f)  Presentar anualmente declaración correspondiente al Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.

g)  Si no están trabajando y son personas mayores de edad o menores 
emancipadas, acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la notificación de la 
resolución por la que se concede la prestación, que figuran inscritas como 
demandantes de empleo, salvo en los siguientes supuestos:

1.º  Estar cursando estudios reglados y ser menor de 28 años. En su caso, el 
plazo de seis meses para acreditar la inscripción como demandante de empleo se 
iniciará en la fecha en que el beneficiario cumpla 28 años edad.

2.º  Tener suscrito el convenio especial regulado en el Real Decreto 615/2007, 
de 11 de mayo, por el que se regula la Seguridad Social de los cuidadores de las 
personas en situación de dependencia.

3.º  Estar percibiendo una pensión contributiva de incapacidad permanente en 
grado de absoluta o gran invalidez, una pensión de invalidez no contributiva o una 
pensión de jubilación contributiva o haber cumplido los 65 años de edad.

4.º  Estar afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 65 por 
ciento.

5.º  Tener reconocida una situación de dependencia, conforme a lo dispuesto 
en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y 
Atención a las personas en situación de dependencia.

La situación de demandante de empleo quedará acreditada con el documento 
expedido al efecto por la administración competente o mediante el acceso por parte 
de la entidad gestora a través de los medios electrónicos habilitados al efecto.

h)  En caso de compatibilizar la prestación del ingreso mínimo vital con las rentas 
del trabajo o la actividad económica conforme con lo previsto en el artículo 8.4, cumplir 
las condiciones establecidas para el acceso y mantenimiento de dicha compatibilidad.

i)  Participar en las estrategias de inclusión que promueva el Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, previstas en el artículo 28.1, en los 
términos que se establezcan.

j)  Cualquier otra obligación que pueda establecerse reglamentariamente.
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2.  Las personas integrantes de la unidad de convivencia estarán obligadas a:

a)  Comunicar el fallecimiento del titular.
b)  Poner en conocimiento de la administración cualquier hecho que distorsione 

el fin de la prestación otorgada.
c)  Presentar anualmente declaración correspondiente al Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas.
d)  Cumplir las obligaciones que el apartado anterior impone al titular y este, 

cualquiera que sea el motivo, no lleva a cabo.
e)  Si no están trabajando y son mayores de edad o menores emancipados, 

acreditar, dentro de los seis meses siguientes a la notificación de la resolución por 
la que se concede la prestación, que figuran inscritas como demandantes de 
empleo, con las mismas salvedades y modo de acreditación que las señaladas en 
el apartado anterior para las personas titulares.

f)  En caso de compatibilizar la prestación del ingreso mínimo vital con las 
rentas del trabajo o la actividad económica conforme con lo previsto en el artículo 
8.4, cumplir las condiciones establecidas para el acceso y mantenimiento de dicha 
compatibilidad.

g)  Participar en las estrategias de inclusión que promueva el Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, previstas en el artículo 28.1, en los 
términos que se establezcan.

h)  Cumplir cualquier otra obligación que pueda establecerse reglamentariamente.»

Cinco.  Se modifica la disposición transitoria primera, que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«Disposición transitoria primera.  Prestaciones económicas transitorias de ingreso 
mínimo vital hasta el 31 de diciembre de 2021.

1.  El Instituto Nacional de la Seguridad Social reconocerá durante 2020 la 
prestación transitoria de ingreso mínimo vital a los actuales beneficiarios de la 
asignación económica por hijo o menor a cargo del sistema de la Seguridad Social 
que, a fecha de entrada en vigor del presente real decreto-ley, reúnan los requisitos 
que se exponen en los apartados siguientes, siempre que el importe de la prestación 
transitoria de ingreso mínimo vital sea igual o superior al importe de la asignación 
económica que viniera percibiendo.

2.  Los requisitos para percibir la prestación transitoria serán los siguientes:

a)  Ser beneficiario de la asignación económica por hijo o menor a cargo sin 
discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento.

b)  Formar parte de una unidad de convivencia constituida exclusivamente por 
el beneficiario de una asignación económica por hijo o menor a cargo sin 
discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento, el otro progenitor en caso 
de convivencia, y los hijos o menores a cargo causantes de dicha asignación por 
hijo a cargo.

c)  Encontrarse la unidad de convivencia referida en el apartado anterior, en 
situación de vulnerabilidad económica por carecer de patrimonio, rentas o ingresos 
suficientes, en los términos establecidos en el artículo 8 del presente real decreto-ley.

d)  Que la asignación económica que se perciba, o la suma de todas ellas en el 
supuesto que sean varias las asignaciones, sea inferior al importe de la prestación 
de ingreso mínimo vital.

3.  El Instituto Nacional de la Seguridad Social reconocerá, asimismo, la prestación 
transitoria de ingreso mínimo vital, cuando concurran los siguientes requisitos:

a)  Ser beneficiario de la asignación económica por hijo o menor a cargo sin 
discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento.
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b)  Cuando el número total de convivientes que consta en las bases de datos 
de población disponible que el Instituto Nacional de Estadística cede periódicamente 
a dicha Agencia Estatal de Administración Tributaria para fines de estudio y análisis, 
sea mayor que el número de integrantes de la unidad de convivencia prevista en el 
apartado 2.b), a los exclusivos efectos de lo previsto en el presente apartado 3, la 
unidad de convivencia estará constituida únicamente por el beneficiario de una 
asignación económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad o con discapacidad 
inferior al 33 por ciento, el otro progenitor en caso de convivencia, y los hijos o 
menores a cargo causantes de dicha asignación por hijo a cargo.

c)  Encontrarse la unidad de convivencia referida en el apartado anterior, en 
situación de vulnerabilidad económica por carecer de patrimonio, rentas o ingresos 
suficientes, en los términos establecidos en el artículo 8 del presente real decreto-ley.

Siempre que, además, la suma de las rentas e ingresos del total de convivientes 
no supere la cuantía mensual de la renta garantizada que les correspondería en el 
caso de que de constituyeran una unidad de convivencia, en los términos 
establecidos en el presente Real Decreto-ley.

d)  Que la asignación económica por hijo o menor a cargo del sistema de la 
Seguridad Social que se perciba, o la suma de todas ellas en el supuesto que sean 
varias las asignaciones, sea inferior al importe de la prestación transitoria establecida 
en este apartado.

4.  A los exclusivos efectos de la comprobación del cumplimiento de lo previsto 
en la letra b) del apartado 2 y en la letra b) y segundo párrafo de la c) del apartado 3, 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria, previa autorización del Instituto 
Nacional de Estadística, cederá, sin consentimiento de los interesados, la 
información relativa a la agrupación de las personas en los hogares que consta en 
las bases de datos de población disponible que el Instituto Nacional de Estadística 
cede periódicamente a dicha Agencia Estatal de Administración Tributaria para fines 
de estudio y análisis. Dicha información solo será utilizada por la Secretaría General 
de Objetivos y Políticas de Inclusión y Previsión Social del Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, para realizar las actuaciones necesarias que 
permitan determinar los beneficiarios con derecho a prestaciones de ingreso mínimo 
vital en los términos establecidos en esta disposición transitoria.

5.  A los exclusivos efectos de la comprobación del cumplimiento de lo 
establecido en los apartados 2.c) y 3.c) el Instituto Nacional de la Seguridad Social 
solicitará a la Agencia Estatal de Administración Tributaria y esta le remitirá la 
información estrictamente necesaria relativa a ingresos y patrimonio de las unidades 
de convivencia previstas en los apartados 2.b) y 3.b), que permitan determinar los 
beneficiarios con derecho a prestaciones de ingreso mínimo vital en los términos 
establecidos en esta disposición transitoria. Dicha información solo será utilizada 
para la finalidad indicada y el procedimiento de intercambio de información entre la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria y el Instituto Nacional de la Seguridad 
Social sin necesidad de recabar el consentimiento de los interesados.

6.  En los supuestos en que las unidades de convivencia descritas en los 
apartados 2.b) y 3.b) tuvieran su domicilio en la Comunidad Foral de Navarra o la 
del País Vasco, la referencia a la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
realizada en el párrafo anterior se entenderá referida a las Haciendas Tributarias 
Forales de Navarra y de los territorios históricos del País Vasco, respectivamente. 
En estos supuestos, el reconocimiento de las prestaciones quedará supeditada a la 
remisión, por parte de las Haciendas Tributarias forales correspondientes, de la 
información necesaria para poder llevarlo a cabo.

7.  Las prestaciones transitorias de ingreso mínimo vital serán incompatibles 
con la asignación económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad o con 
discapacidad inferior al 33 por ciento, quedando esta suspendida durante la vigencia 
de aquellas.
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8.  El Instituto Nacional de la Seguridad Social notificará a los beneficiarios que 
cumplan los requisitos exigidos en los apartados 2 y 3 de esta disposición transitoria 
la resolución en la que se reconozca el derecho a la prestación transitoria 
correspondiente, y el derecho de opción entre el percibo de esta prestación y la 
asignación económica por hijo o menor a cargo que viniera percibiendo.

9.  En el plazo de treinta días naturales a contar desde la notificación de la 
resolución de la prestación transitoria correspondiente, el interesado podrá ejercitar 
su derecho de opción por seguir manteniendo la asignación económica por hijo o 
menor a cargo. Dicha opción surtirá efectos desde la fecha de efectos económicos 
de la prestación transitoria correspondiente, procediéndose, en su caso, a la 
correspondiente regularización económica.

En el supuesto de que no se ejercite el derecho de opción dentro del plazo 
señalado se entenderá que opta por percibir la prestación transitoria que corresponda.

10.  Si, una vez reconocido el derecho a la prestación transitoria, la unidad de 
convivencia se modificara, se aplicará lo previsto en el presente real decreto-ley, en 
cuanto a la obligación de comunicación, cumplimiento de requisitos, y revisión de la 
prestación.

En cualquier caso, la cuantía de la prestación transitoria se actualizará con 
efectos del día 1 de enero de 2021, tomando como referencia los ingresos anuales 
computables del ejercicio anterior. Cuando la variación de los ingresos anuales 
computables del ejercicio anterior motivara la extinción de la prestación, esta surtirá 
igualmente efectos a partir del día 1 de enero del año siguiente a aquel al que 
correspondan dichos ingresos. En otro caso, se reanudará el percibo de la 
asignación económica por hijo o menor a cargo, siempre que se mantengan los 
requisitos para ser beneficiario de esta prestación.

El derecho a la prestación transitoria se extinguirá a partir de la fecha de la 
resolución de la solicitud de la prestación de ingreso mínimo vital o, en su caso, en 
la fecha de sus efectos económicos si esta fuera posterior. En el supuesto de que la 
fecha de efectos económicos fuera anterior y la cuantía de la prestación de ingreso 
mínimo vital fuera superior a la de la prestación transitoria se procederá, en su caso, 
a la correspondiente regularización.

11.  A partir del 1 de enero de 2022 la prestación transitoria devendrá en la 
prestación de ingreso mínimo vital, siempre que se reúnan los requisitos establecidos 
en el presente real decreto-ley y el interesado aporte antes del 31 de diciembre 
de 2021 la documentación que a tal efecto le sea requerida por el Instituto Nacional 
de la Seguridad Social.

Para la determinación de la situación de vulnerabilidad se tendrá en cuenta el 
patrimonio, renta e ingresos de todos los miembros que integran la unidad de 
convivencia configurada en los términos previstos en el artículo 6 de esta norma.

En otro caso, se reanudará el percibo de la asignación económica por hijo o 
menor a cargo, siempre que se mantengan los requisitos para ser beneficiario de 
esta prestación.

12.  Los beneficiarios de la asignación económica por hijo o menor a cargo, del 
sistema de la Seguridad Social, a los que no les hubiera sido notificada la resolución 
de reconocimiento de ninguna de las prestaciones transitorias, y cumplieran los 
requisitos previstos en el apartado 2 o 3 de esta disposición transitoria, podrán 
solicitar su reconocimiento ante el Instituto Nacional de la Seguridad Social. La 
prestación se reconocerá, en su caso, con efectos desde la fecha de entrada en 
vigor del presente real decreto-ley, siempre que se presente hasta el 31 de diciembre 
de 2020. En otro caso, los efectos económicos serán del día primero del mes 
siguiente a la presentación de la solicitud.

13.  Asimismo, el Instituto Nacional de la Seguridad Social podrá, hasta el 31 
de diciembre de 2020, reconocer la prestación de ingreso mínimo vital a aquellas 
personas beneficiarias de alguna de las distintas rentas de inserción o básicas 
establecidas por las comunidades autónomas. Para ello, las comunidades 
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autónomas, si han obtenido la conformidad para la remisión de los datos de sus 
beneficiarios al Instituto Nacional de la Seguridad Social a efectos del reconocimiento 
de la prestación, comunicaran al referido Instituto, a través de los protocolos 
telemáticos de intercambio de información habilitados al efecto, los datos necesarios 
para la identificación de los potenciales beneficiarios, que deberá incluir un 
certificado emitido por la correspondiente comunidad autónoma acreditativo de la 
constitución de una unidad de convivencia conforme establece el artículo 6 y del 
cumplimiento de los requisitos a que se refieren los artículos 4, 5 y el artículo 7 del 
presente real decreto-ley; así como de que se encuentran en su poder toda la 
documentación que pruebe el cumplimiento de dichos requisitos, a excepción de la 
vulnerabilidad económica a la que se refiere el artículo 8 del presente real decreto-
ley, que será analizada por el Instituto Nacional de la Seguridad Social. Este 
certificado será suficiente para que dicha entidad gestora considere cumplidos 
dichos requisitos, sin perjuicio de la obligación de las Comunidades Autónomas de 
remitir al referido Instituto toda la documentación en el plazo máximo de seis meses 
a contar desde el 1 de enero de 2021 o cuando la solicite para la resolución de 
cualquier reclamación.

En el supuesto de que se emitiese un certificado conformando la documentación 
y se reconociese una prestación que, posteriormente, fuera declarada indebida y no 
fuese posible recuperar el importe abonado, los perjuicios ocasionados serán a 
cargo de la comunidad autónoma certificadora.

Los expedientes resueltos por el Instituto Nacional de la Seguridad Social se 
comunicarán a las comunidades autónomas a través de los protocolos informáticos 
establecidos.

14.  Para la aplicación de esta disposición se podrán comenzar a realizar las 
operaciones técnicas necesarias para la puesta en marcha de la prestación desde 
el 29 de mayo de 2020 de conformidad con lo previsto en el artículo 11.1 del 
presente real decreto-ley.»

Seis.  Se modifica la disposición transitoria segunda, que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«Disposición transitoria segunda.  Presentación de solicitudes.

Las solicitudes de acceso a la prestación económica podrán presentarse a partir 
del día 15 de junio de 2020. Si la solicitud se presenta antes del 1 de enero de 2021, 
los efectos económicos se retrotraerán al día 1 de junio de 2020 siempre que, en 
esta fecha, se acrediten todos los requisitos para su acceso. En caso de no cumplir 
los requisitos en la referida fecha los efectos económicos se fijarán el día primero 
del mes siguiente a aquel en que se cumplan los requisitos.

Si la solicitud se presenta después del 31 de diciembre de 2020, los efectos 
económicos se fijarán el día primero del mes siguiente a la presentación de la solicitud, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 11.1 del presente real decreto-ley.»

Disposición final duodécima.  Modificación del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de 
medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo.

Se modifica el Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo, en los siguientes términos:

Uno.  Se modifica el apartado 1 del artículo 44, que queda redactado como sigue:

«1.  Para la gestión de las subvenciones podrán intervenir una o varias 
entidades colaboradoras que deberán cumplir los requisitos y las obligaciones y 
desempeñar las funciones establecidas en los artículos 13 y 15 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, y será seleccionada con observancia a lo dispuesto en el 
artículo 16 de dicha Ley. En caso de seleccionar entidad colaboradora, podrán 
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actuar como tal únicamente las entidades públicas empresariales y las sociedades 
mercantiles estatales. La entidad colaboradora entregará y distribuirá los fondos 
presupuestarios de los pagos a los beneficiarios.»

Dos.  Se modifica el apartado 4 del artículo 46, que queda redactado como sigue:

«4.  Con posterioridad al dictado de la resolución de concesión, se procederá 
al pago de la ayuda al beneficiario por una cuantía que deberá coincidir con el 
indicado en la solicitud. Los pagos se realizarán mediante transferencia a una 
cuenta bancaria indicada por el beneficiario en el cuestionario de solicitud.»

Tres.  Se modifica la letra d) del artículo 47, que queda redactado como sigue:

«d)  El beneficiario de la ayuda deberá mantener la titularidad del vehículo y su 
matriculación en España al menos durante dos años desde el momento de la 
concesión de la subvención, excepto para operaciones de renting, para las que el 
contrato de arrendamiento deberá establecer una duración mínima de dos años 
desde la fecha de su entrada en vigor y su formalización tendrá fecha igual o 
posterior al 15 de junio de 2020.»

Cuatro.  Se modifica la disposición adicional primera, que queda redactada como sigue:

«Se aprueba la concesión de un crédito extraordinario por importe total de 250 
millones de euros en el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, distribuido por 
aplicaciones presupuestarias como se indica:

20.09.422B.772. “A empresas privadas. Plan Renove, dentro del Plan de impulso 
de la cadena de valor de la Industria de la Automoción”. 38 millones de euros.

20.09.422B.782. “A familias e instituciones sin fines de lucro. Plan Renove, 
dentro del Plan de impulso de la cadena de valor de la Industria de la 
Automoción”. 212 millones de euros.

La financiación del crédito extraordinario se realizará de conformidad con el 
artículo 46 de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado 
para 2018.

Con la aprobación de este real decreto-ley se otorga la autorización a que se 
refieren el artículo 10.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 58.a) de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria los remanentes de crédito que, a la finalización 
del presente ejercicio, se registren en las dos aplicaciones presupuestarias 
señaladas podrán ser incorporados a los créditos del ejercicio 2021.»

Disposición final decimotercera.  Título competencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1. 7.ª y 13.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias exclusivas en las 
materias de legislación laboral; así como de bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica.
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Disposición final decimocuarta.  Entrada en vigor.

1.  El presente real decreto-ley entrará en vigor a los 20 días de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado», sin perjuicio de lo establecido en su disposición adicional séptima.

2.  No obstante, las disposiciones adicionales tercera, cuarta, quinta y sexta, la 
disposición transitoria cuarta, así como las disposiciones finales cuarta, quinta, octava, 
novena, décima, undécima y duodécima entrarán en vigor el mismo día de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 22 de septiembre de 2020.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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ANEXO

Relación de bienes a los que se refiere la disposición adicional séptima

Nombre del producto Descripción del bien/producto Código NC

1 Dispositivos médicos.

Respiradores para cuidados intensivos y subintensivos. ex 9019 20 00

Ventiladores (aparatos para la respiración artificial).
Divisores de flujo.

ex 9019 20 00
ex 9019 20

Otros aparatos de oxigenoterapia, incluidas las tiendas de 
oxígeno. ex 9019 20 00

Oxigenación por membrana extracorpórea. ex 9019 20 00

2 Monitores. Monitores multiparámetro, incluyendo versiones portátiles.

ex 8528 52 91

ex 8528 52 99

ex 8528 59 00
ex 8528 52 10

3 Bombas.

–  Bombas peristálticas para nutrición externa.
–  Bombas infusión medicamentos.
–  Bombas de succión.

ex 9018 90 50

ex 9018 90 84

ex 8413 81 00

Sondas de aspiración. ex 9018 90 50

4 Tubos.
Tubos endotraqueales;.

ex 9018 90 60

ex 9019 20 00

Tubos estériles. ex 3917 21 10
a ex 3917 39 00

5 Cascos. Cascos ventilación mecánica no invasiva CPAP/NIV;. ex 9019 20 00

6 Mascarillas para ventilación no 
invasiva (NIV).

Mascarillas de rostro completo y orononasales para ventilación 
no invasiva. ex 9019 20 00

7 Sistemas/máquinas de succión.
Sistemas de succión. ex 9019 20 00

Máquinas de succión eléctrica. ex 9019 20 00
ex 8543 70 90

8 Humidificadores. Humidificadores.

ex 8415

ex 8509 80 00

ex 8479 89 97

9 Laringoscopios. Laringoscopios. ex 9018 90 20

10 Suministros médicos fungibles.

–  Kits de intubación.
–  Tijeras laparoscópicas. ex 9018 90

Jeringas, con o sin aguja. ex 9018 31

Agujas metálicas tubulares y agujas para suturas. ex 9018 32

Agujas, catéteres, cánulas. ex 9018 39

Kits de acceso vascular. ex 9018 90 84
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Nombre del producto Descripción del bien/producto Código NC

11
Estaciones de monitorización Aparatos 
de monitorización de pacientes – 
Aparatos de electrodiagnóstico.

Estaciones centrales de monitorización para cuidados intensivos.
Oxímetros de pulso.

ex 9018 90
ex 9018 19

–  Dispositivos de monitorización de pacientes.
–  Aparatos de electrodiagnóstico.

ex 9018 19 10
ex 9018 19 90

12 Escáner de ultrasonido portátil. Escáner de ultrasonido portátil. ex 9018 12 00

13 Electrocardiógrafos. Electrocardiógrafos. ex 9018 11 00

14 Sistemas de tomografía 
computerizada/escáneres. Sistemas de tomografía computerizada. ex 9022 12,

ex 9022 14 00

15 Mascarillas.

–  Mascarillas faciales textiles, sin filtro reemplazable ni piezas 
mecánicas, incluidas las mascarillas quirúrgicas y las mascarillas 
faciales desechables fabricadas con material textil no tejido..
–  Mascarillas faciales FFP2 y FFP3.

ex 6307 90 10
ex 6307 90 98

Mascarillas quirúrgicas de papel.
ex 4818 90 10

ex 4818 90 90

Máscaras de gas con piezas mecánicas o filtros reemplazables 
para la protección contra agentes biológicos. También incluye 
máscaras que incorporen protección ocular o escudos faciales.

ex 9020 00 00

16 Guantes.

Guantes de plástico. ex 3926 20 00

Guantes de goma quirúrgicos. 4015 11 00

Otros guantes de goma. ex 4015 19 00

Guantes de calcetería impregnados o cubiertos de plástico o 
goma. ex 6116 10

Guantes textiles distintos a los de calcetería. ex 6216 00

17 Protecciones faciales.
–  Protectores faciales desechables y reutilizables.
–  Protectores faciales de plástico (que cubran una superficie 
mayor que la ocular).

ex 3926 20 00
ex 3926 90 97

18 Gafas. Gagas de protección grandes y pequeñas (googles). ex 9004 90 10
ex 9004 90 90
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Nombre del producto Descripción del bien/producto Código NC

19

Monos.
Batas impermeables –diversos 
tipos– diferentes tamaños.
Prendas de protección para uso 
quirúrgico/médico de fieltro o tela sin 
tejer, incluso impregnadas, recubiertas, 
revestidas o laminadas (tejidos de las 
partidas 56.02 o 56.03).

Ropa (incluyendo guantes, mitones y manoplas) multiuso, de 
goma vulcanizada. ex 4015 90 00

Prendas de vestir. ex 3926 20 00

Ropa y accesorios. ex 4818 50 00

Prendas de vestir confeccionadas con tejido de punto de las 
partidas 5903, 5906 o 5907.

ex 6113 00 10
ex 6113 00 90

Otras prendas con tejido de calcetería. 6114

Prendas de vestir de protección para uso quirúrgico/médico 
hechas con fieltro o tela sin tejer, impregnadas o no, recubiertas, 
revestidas o laminadas (tejidos de las partidas 56.02 o 56.03). 
Incluya las prendas de materiales no tejidos («spun-bonded»).

ex 6210 10

Otras prendas de vestir de protección hechas con tejidos 
cauchutados o impregnados, recubiertos, revestidos o laminados 
(tejidos de las partidas 59.03, 59.06 o 59.07)-.

ex 6210 20

ex 6210 30

ex 6210 40

ex 6210 50

20 Cobertores de calzado/calzas. Cobertores de calzado/calzas.

ex 3926 90 97

ex 4818 90

ex 6307 90 98

21 Gorros.

Gorras de picos. ex 6505 00 30

Gorros y otras protecciones para la cabeza y redecillas de 
cualquier material. ex 6505 00 90

Los restantes gorros y protecciones para la cabeza, forrados/
ajustados o no. ex 6506

22 Termómetros.

Termómetros de líquido para lectura directa.
Incluye los termómetros clínicos estándar de «mercurio en 
vidrio».

ex 9025 11 20

ex 9025 11 80

Termómetros digitales, o termómetros infrarrojos para medición 
sobre la frente. ex 9025 19 00

23 Jabón para el lavado de manos.

Jabón y productos orgánicos tensioactivos y preparados para el 
lavado de manos (jabón de tocador).

ex 3401 11 00

ex 3401 19 00

Jabón y productos orgánicos tensioactivos.
Jabón en otras formas.

ex 3401 20 10

ex 3401 20 90

Agentes orgánicos tensioactivos (distintos del jabón) – 
Catiónicos. ex 3402 12

Productos y preparaciones orgánicos tensioactivos para el 
lavado de la piel, en forma de líquido o crema y preparados para 
la venta al por menor, que contengan jabón o no.

ex 3401 30 00

24 Dispensadores de desinfectante para 
manos instalables en pared.

Dispensadores de desinfectante para manos instalables en 
pared. ex 8479 89 97
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Nombre del producto Descripción del bien/producto Código NC

25 Solución hidroalcohólica en litros.

2207 10: sin desnaturalizar, con Vol. alcohol etílico del 80% o 
más. ex 2207 10 00

2207 20: desnaturalizado, de cualquier concentración. ex 2207 20 00

2208 90: sin desnaturalizar, con Vol. Inferior al 80% de alcohol 
etílico.

ex 2208 90 91

ex 2208 90 99

26

Peróxido de hidrógeno al 3% en litros..
Peróxido de hidrógeno incorporado a 
preparados desinfectantes para la 
limpieza de superficies.

Peróxido de hidrógeno, solidificado o no con urea.
ex 2847 00 00

Peróxido de hidrógeno a granel.

Desinfectante para manos.
ex 3808 94

Otros preparados desinfectantes.

27 Transportines de emergencia.
Transporte para personas con discapacidad (sillas de ruedas). ex 8713

Camillas y carritos para el traslado de pacientes dentro de los 
hospitales o clínicas. ex 9402 90 00

28 Extractores ARN. Extractores ARN. 9027 80

29
Kits de pruebas para el COVID-19 / 
Instrumental y aparatos utilizados en 
las pruebas diagnósticas.

–  Kits de prueba diagnóstica del Coronavirus.
–  Reactivos de diagnóstico basados en reacciones 
inmunológicas.
–  Equipo de hisopos y medio de transporte viral.

ex 3002 13 00
ex 3002 14 00
ex 3002 15 00
ex 3002 90 90

ex 3821 00

Reactivos de diagnóstico basados en la reacción en cadena de 
la polimerasa (PCR) prueba del ácido nucleico. ex 3822 00 00

Instrumental utilizado en los laboratorios clínicos para el 
diagnóstico in vitro. ex 9027 80 80

Kits para muestras. ex 9018 90
ex 9027 80

30 Hisopos. Guata, gasa, vendas, bastoncillos de algodón y artículos 
similares.

ex 3005 90 10

ex 3005 90 99

31 Material para la instalación de 
hospitales de campaña.

Camas hospitalarias. ex 9402 90 00

Carpas/tiendas de campaña. ex 6306 22 00,
ex 6306 29 00

Carpas/tiendas de campaña de plástico. ex 3926 90 97

32 Medicinas.

–  Peróxido de hidrógeno con presentación de medicamento.
Paracetamol.
–  Hidroxicloroquina/cloroquina.
–  Lopinavir/Ritonavir – Remdesivir.
–  Tocilizumab.
–  Ruxolitinib.

ex 3003 90 00
ex 3004 90 00
ex 2924 29 70
ex 2933 49 90
ex 3003 60 00
ex 3004 60 00
ex 2933 59 95
ex 2934 10 00
ex 2934 99 90
ex 3002 13 00
ex 3002 14 00
ex 3002 15 00
ex 2933 59 95

33 Esterilizadores médicos, quirúrgicos o 
de laboratorio. Esterilizadores médicos, quirúrgicos o de laboratorio. ex 8419 20 00

ex 8419 90 15
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Nombre del producto Descripción del bien/producto Código NC

34 1- propanol (alcohol propílico) y 2 – 
propanol (alcohol isopropílico).

1- propanol (alcohol propílico) y 2 – propanol (alcohol 
isopropílico). ex 2905 12 00

35

Éteres, éteres-alcoholes, éteres 
fenoles, éteres-alcohol-fenoles, 
peróxidos de alcohol, otros peróxidos, 
peróxidos de cetona.

Éteres, éteres-alcoholes, éteres fenoles, éteres-alcohol-fenoles, 
peróxidos de alcohol, otros peróxidos, peróxidos de cetona. ex 2909

36 Ácido fórmico. Ácido fórmico (y sales derivadas). ex 2915 11 00
ex 2915 12 00

37 Ácido salicílico. Ácido salicílico y sales derivadas. ex 2918 21 00

38

Paños de un solo uso hechos de 
tejidos de la partida 5603, del tipo 
utilizado durante los procedimientos 
quirúrgicos.

Paños de un solo uso hechos de tejidos de la partida 5603, del 
tipo utilizado durante los procedimientos quirúrgicos. 6307 90 92

39
Telas no tejidas, estén o no 
impregnadas, recubiertas, revestidas o 
laminadas.

Telas no tejidas, estén o no impregnadas, recubiertas, revestidas 
o laminadas.

ex 5603 11 10
a

ex 5603 94 90

40
Artículos de uso quirúrgico, médico o 
higiénico, no destinados a la venta al 
por menor.

Cobertores de cama de papel. ex 4818 90

41 Cristalería de laboratorio, higiénica o 
farmacéutica.

Cristalería de laboratorio, higiénica o farmacéutica, tanto si están 
calibrados o graduados o no.

ex 7017 10 00

ex 7017 20 00

ex 7017 90 00

42 Fluxímetro, flujómetro de tubo Thorpe 
para suministrar oxígeno 0-15 L/min.

El flujómetro de tubo Thorpe está compuesto de puertos de 
entrada y salida, un regulador, una válvula y un tubo de medición 
cónico transparente. Sirve para conectarlo con varias fuentes de 
gases médicos, como un sistema centralizado, cilindros 
(bombonas), concentradores o compresores. Versiones de 
fluxímetro (flujómetro) ordinario (absoluto, no compensado) y de 
presión compensada, adecuadas para rangos de flujo 
específicos.

ex 9026 80 20
ex 9026 80 80
ex 9026 10 21
ex 9026 10 81

43 Detector de CO2 colorimétrico de 
espiración.

Tamaño compatible con el tubo endotraqueal de niños y adulto. 
De un solo uso. ex 9027 80

44 Película o placas de rayos X.
Plana sensibilizada y sin impresionar. ex 3701 10 00

En rollos.
Sensibilizada y sin impresionar. ex 3702 10 00
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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
11415 Real Decreto-ley 29/2020, de 29 de septiembre, de medidas urgentes en 

materia de teletrabajo en las Administraciones Públicas y de recursos 
humanos en el Sistema Nacional de Salud para hacer frente a la crisis 
sanitaria ocasionada por la COVID-19.

I

La situación de crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19 ha obligado durante estos 
últimos meses a las diferentes Administraciones Públicas a dedicar todos sus medios 
personales y materiales a garantizar su funcionamiento, la prestación de los servicios 
públicos por sus empleados de forma no presencial y el ejercicio de los derechos de la 
ciudadanía y empresas.

Las medidas contenidas en esta norma tienen la finalidad de asegurar el normal 
funcionamiento de las Administraciones Públicas, impulsando nuevas formas de 
organización y estructuración del trabajo de las empleadas y empleados públicos para el 
mejor servicio a los intereses generales que tienen encomendado.

Por lo tanto, es ineludible abordar, con carácter inmediato, la regulación básica del 
teletrabajo en las Administraciones Públicas y la adaptación de estas a la administración 
digital.

Por otro lado, la imprevisibilidad, magnitud e impacto de esta crisis sanitaria obligan a 
acometer una serie de medidas excepcionales en materia de recursos humanos con el 
objetivo de reforzar el Sistema Nacional de Salud en todo el territorio nacional, ampliando 
las posibilidades de contratación de profesionales por parte de las comunidades 
autónomas. Se trata de medidas de refuerzo de un Sistema Nacional de Salud que se 
encuentra sometido en el momento actual a una importante sobrecarga y presión 
asistencial, por lo que su aprobación es urgente e impostergable.

II

El teletrabajo, entendido como modalidad preferente de trabajo a distancia que se 
realiza fuera de los establecimientos y centros habituales de la Administración, para la 
prestación de servicios mediante el uso de nuevas tecnologías, ha sido objeto de 
regulación tanto en el contexto europeo como a nivel nacional y autonómico y local.

En el contexto comunitario, la Confederación Europea de Sindicatos (CES), la Unión 
de Confederaciones de la Industria y de Empresarios de Europa (UNICE), la Unión 
Europea del Artesanado y de la Pequeña y Mediana Empresa (UNICE/UEAPME) y el 
Centro Europeo de la Empresa Pública (CEEP) firmaron, ya en el año 2002, el Acuerdo 
Marco Europeo sobre Teletrabajo, suscrito por los interlocutores sociales europeos en julio 
de 2002 y revisado en 2009, a fin de dar más seguridad a las personas acogidas a 
teletrabajo por cuenta ajena en la Unión Europea.

Este acuerdo partió de la concepción del teletrabajo como un medio para modernizar 
la organización del trabajo para las empresas y organizaciones prestadoras de servicios 
públicos, así como para dar una mayor autonomía a las personas trabajadoras en la 
realización de sus tareas.

Siguiendo la senda abierta por este Acuerdo Marco Europeo sobre Teletrabajo y a la 
vista de lo experimentado en el ámbito de la empresa privada, comenzaron a aprobarse 
diversas normativas reguladoras de esta modalidad de trabajo a distancia por distintas 
Administraciones Públicas.

En lo que respecta al ámbito estatal, las primeras previsiones relativas al teletrabajo 
fueron introducidas por la Orden APU/1981/2006, de 21 de junio, por la que se promueve cv
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la implantación de programas piloto de teletrabajo en los departamentos ministeriales. A 
continuación se publicó el Manual para la implantación de programas piloto de teletrabajo 
en la Administración General del Estado, cuyo principal objetivo era el de servir de guía 
para los distintos departamentos ministeriales y organismos públicos a la hora de diseñar 
e implementar sus programas piloto de teletrabajo.

Un año después, se procedería a la aprobación de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, ya derogada, en cuya 
disposición final sexta se incluía una habilitación para la regulación del teletrabajo en la 
Administración General del Estado.

Con posterioridad, en el Acuerdo Gobierno-Sindicatos de 25 de septiembre de 2009, 
en el apartado 1.1 relativo a la «Modernización y nuevas tecnologías», como desarrollo de 
la medida general destinada a «Impulsar la buena administración, la calidad y la eficacia 
de los servicios públicos», se incluyeron dos previsiones sobre esta materia: una de ellas 
referida al conjunto de Administraciones Públicas y otra a la Administración General del 
Estado.

Por su parte, el II Plan para la Igualdad entre mujeres y hombres en la Administración 
General del Estado y en sus organismos públicos, aprobado por el Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 20 de noviembre de 2015, prevé en su eje 4 el fomento de la inclusión de 
medidas de carácter transversal para toda la Administración General del Estado en lo que 
respecta al tiempo de trabajo, la conciliación y la corresponsabilidad de la vida personal, 
familiar y laboral. En particular y como medida para el logro de este objetivo, se llevará a 
cabo el «desarrollo de experiencias de trabajo en red y mediante la utilización de las 
nuevas tecnologías, en el ámbito de la Administración General del Estado y sus organismos 
públicos, con el fin de favorecer la conciliación y una mejor organización y racionalización 
del tiempo de trabajo».

Cabe destacar igualmente que en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, se regula conforme 
al mandato contenido en el artículo 18.4 de la Constitución Española y recogiendo la 
jurisprudencia nacional, comunitaria e internacional, un conjunto de derechos relacionados 
con el uso de dispositivos digitales en el ámbito laboral como son, entre otros, los derechos 
digitales en la negociación colectiva, el derecho a la intimidad y uso de dispositivos 
digitales en el ámbito laboral y el derecho a la desconexión digital.

En cuanto al ámbito autonómico y local, tras los iniciales programas piloto, se fue 
impulsando desde 2012 la regulación del teletrabajo para la prestación de servicios en sus 
ámbitos.

Sin embargo, la implantación del teletrabajo y su uso efectivo en las Administraciones 
Públicas no ha sido, en la práctica, mayoritaria hasta fechas recientes. Su introducción en 
el ámbito público se ha visto verdaderamente acelerada a partir de marzo de este año, 
ante las extremas y excepcionales circunstancias organizativas y funcionales a que abocó 
la crisis epidemiológica por la COVID-19 a todas las Administraciones Públicas.

La urgencia y la excepcionalidad de la situación exigieron la implementación de 
soluciones temporales, tanto para las administraciones que disponían de regulación al 
respecto, como, en especial, para quienes carecían de ella, con la finalidad de conjugar la 
necesaria continuidad de la actividad administrativa con el cumplimiento de las medidas 
sanitarias de contención vigentes en el contexto de la emergencia pandémica.

Así, en el marco y ámbito del estado de alarma decretado por Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación 
de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, se procedió a la aprobación de normas por 
las cuales se implantaba de forma generalizada el teletrabajo en las distintas 
Administraciones Públicas, si bien con carácter excepcional y temporal.

Desde primeros de mayo, ya en un contexto de mayor control de la pandemia, la 
implementación del Plan para la Transición hacia una Nueva Normalidad lleva a la progresiva 
desescalada y la adaptación del conjunto de la sociedad a esta nueva coyuntura.

En ese sentido, el uso del teletrabajo ofrece importantes ventajas con potencial para 
reducir la expansión de la COVID-19, al posibilitar el uso de medios tecnológicos para 
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realizar tareas a distancia o de manera virtual, sin necesidad de la presencia física en las 
dependencias durante la jornada laboral. La crisis epidemiológica ha mostrado el 
teletrabajo como el instrumento organizativo más eficaz para mantener la actividad y 
prestación de servicios públicos, garantizando a la vez la prevención frente al contagio.

Durante la crisis sanitaria no solo se ha reforzado la tendencia a la normalización del 
teletrabajo que ya se anticipaba con anterioridad a la misma, sino que incluso su utilización 
se ha llegado a configurar como preferente, como se hiciera en el artículo quinto del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19.

De esta manera, las tecnologías de la información y comunicación han constituido una 
herramienta clave para reducir el impacto de las medidas de contención y restricciones en 
el trabajo de las empleadas y empleados públicos en el contexto de incertidumbre, al 
tiempo que sienta las bases de una forma de organización de la prestación de servicios 
flexible y adaptable a cualesquiera circunstancias que se puedan dar en el futuro.

El texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, es el instrumento normativo más 
oportuno para la introducción de unas reglas que sirvan de base común para el desarrollo 
de la figura en todas las Administraciones Públicas, al tratarse de una norma básica que 
establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo 
público y que contiene los elementos comunes al conjunto del personal funcionario de 
todas las Administraciones Públicas, así como las normas legales específicas aplicables al 
personal laboral a su servicio.

La figura del teletrabajo, más allá de la urgente necesidad organizativa actual, 
constituye una oportunidad para la introducción de cambios en las formas de organización 
del trabajo que redunden en la mejora de la prestación de los servicios públicos, en el 
bienestar de las empleadas y los empleados públicos, en los objetivos de desarrollo 
sostenible de la Agenda 2030 y en una administración más abierta y participativa. Supone 
el fomento del uso de las nuevas tecnologías de la información y el desarrollo de la 
administración digital, con las consiguientes ventajas tanto para las empleadas y 
empleados públicos, como para la administración y la sociedad en general.

III

Se regula con carácter básico la prestación del servicio a distancia mediante 
teletrabajo, fomentando así el uso de las nuevas tecnologías de la información y el 
desarrollo de la administración digital con las consiguientes ventajas tanto para las 
empleadas y empleados públicos, como para la administración y la sociedad en general. 
Entre otras, cabe destacar la reducción del tiempo en desplazamientos, la sostenibilidad 
ambiental o la mejora de la conciliación del desarrollo profesional con la vida personal y 
familiar, respetando en todo caso los principios de transparencia, igualdad entre mujeres y 
hombres y la corresponsabilidad y manteniéndose los derechos correspondientes, tales 
como el derecho a la intimidad o la desconexión digital y prestando una especial atención 
a los deberes en materia de confidencialidad y protección de datos.

Además, el teletrabajo no podrá suponer ningún incumplimiento de la jornada y el 
horario que corresponda en cada caso y de la normativa en materia de protección de datos 
de carácter personal.

Requisito previo será la valoración del carácter susceptible de poder realizarse 
mediante teletrabajo de las tareas asignadas al puesto, la correspondiente evaluación y 
planificación preventiva, así como la formación en competencias digitales necesarias para 
la prestación del servicio.

En cualquier caso, la prestación de servicio a distancia mediante la modalidad de 
teletrabajo no será considerada como ordinaria. La diversa naturaleza de los servicios a la 
ciudadanía que las distintas Administraciones Públicas tienen encomendados, y en aras a 
garantizar la prestación de los mismos, hace necesario determinar que la prestación de 
servicios en la modalidad de teletrabajo no pueda ser absoluta. Será en cada ámbito y en la 
normativa reguladora que a tal efecto se dicte por cada administración competente donde se cv
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determine el porcentaje de la prestación de servicios que puede desarrollarse por esta nueva 
modalidad, de tal manera que se combine la presencialidad y el teletrabajo en el régimen 
que se establezca. Se garantiza en todo caso la atención directa presencial a la ciudadanía.

IV

El objeto es, por tanto, configurar un marco normativo básico, tanto desde la 
perspectiva del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, como desde el punto de 
vista más específico de los derechos y deberes de los empleados públicos, suficiente para 
que todas las Administraciones Públicas puedan desarrollar sus instrumentos normativos 
propios reguladores del teletrabajo en sus Administraciones Públicas, en uso de sus 
potestades de autoorganización y considerando también la competencia estatal sobre la 
legislación laboral en el caso del personal laboral.

En la reunión de la Conferencia Sectorial de Administración Pública del pasado 11 de 
junio se acordó elaborar una propuesta para la reforma del texto refundido del Estatuto 
Básico del Empleado Público, a cuyo fin se celebraron varias reuniones de la Comisión de 
Coordinación del Empleo Público.

La propuesta resultante fue igualmente objeto de negociación con los agentes sociales, 
informada por la Conferencia Sectorial de Administración Pública en su reunión de 21 de 
septiembre de 2020 y ratificada a continuación mediante acuerdo de la Mesa General de 
Negociación de las Administraciones Públicas cuyo objeto de negociación son las 
condiciones de trabajo laborales que resulten susceptibles de regulación estatal con 
carácter de norma básica, sin perjuicio de los acuerdos a que puedan llegar las 
comunidades autónomas en su correspondiente ámbito territorial en virtud de sus 
competencias exclusivas y compartidas en materia de Función Pública.

La redacción contenida en este real decreto-ley es fruto del diálogo fluido entre las 
distintas Administraciones Públicas y las organizaciones sindicales, ejemplo de 
cogobernanza en una administración pública multinivel.

El presente real decreto-ley introduce un nuevo artículo 47 bis en el texto refundido de 
la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, en el capítulo V del título III, relativo a la 
jornada de trabajo, permisos y vacaciones.

Se define, en primer lugar, el teletrabajo como aquella modalidad de prestación de 
servicios a distancia en la que el contenido competencial del puesto de trabajo puede 
desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio lo permitan, fuera de las dependencias 
de la Administración, mediante el uso de tecnologías de la información y comunicación.

Se establece expresamente que, en todo caso, el teletrabajo deberá contribuir a una 
mejor organización del trabajo a través de la identificación de objetivos y la evaluación de 
su cumplimiento. Al tratarse de la regulación de una modalidad de trabajo y flexibilización 
de la organización de carácter estructural para las Administraciones Públicas ha de servir 
para la mejor consecución de los objetivos de la administración en su servicio a los 
intereses generales.

Como tal, sin perjuicio de su voluntariedad, su utilización deberá venir supeditada a 
que se garantice la prestación de los servicios públicos y, en todo caso, habrá de 
asegurarse el cumplimiento de las necesidades del servicio.

En ese sentido, se establece igualmente que la prestación del servicio a través de esta 
modalidad de trabajo habrá de ser expresamente autorizada, a través de criterios objetivos 
para el acceso y será compatible con la modalidad presencial que seguirá siendo la 
modalidad ordinaria de trabajo.

El personal que preste servicios mediante esta modalidad tendrá los mismos deberes 
y derechos que el resto de empleadas y empleados públicos, debiendo la administración 
proporcionar y mantener los medios tecnológicos necesarios para la actividad.

En todo caso, el desempeño concreto de la actividad por teletrabajo se realizará en los 
términos de las normas de cada Administración Pública, siendo objeto de negociación 
colectiva en cada ámbito. Las Administraciones Públicas que deban adaptar su normativa 
de teletrabajo a lo previsto en este real decreto-ley dispondrán de un plazo de seis meses 
a contar desde la entrada en vigor del mismo. cv
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Por otra parte, este real decreto-ley en su artículo 2 introduce la posibilidad de que las 
comunidades autónomas y el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria puedan contratar 
personas que, contando con el grado, licenciatura o diplomatura correspondiente, carezcan 
del título de Especialista reconocido en España, para realizar funciones propias de una 
especialidad, en dos supuestos. En primer lugar, en el caso de profesionales sanitarios 
que hayan realizado las pruebas selectivas de formación sanitaria especializada de la 
convocatoria 2019/2020 y que, habiendo superado la puntuación mínima en el ejercicio, no 
hayan resultado adjudicatarios de plaza. En segundo lugar, en el caso de profesionales 
sanitarios que cuenten con un título de Especialista obtenido en un Estado no miembro de 
la Unión Europea, siempre que el Comité de evaluación haya emitido el informe-propuesta 
regulado en el artículo 8.b), c) o d) del Real Decreto 459/2010, de 16 de abril.

Por otro lado, en el artículo 3, se regula con carácter excepcional y transitorio la 
prestación de servicios del personal médico y de enfermería estatutario, laboral y 
funcionario como consecuencia de la pandemia provocada por la COVID-19, atendiéndose 
al tiempo a aquellas unidades con déficit de profesionales siempre que quede garantizada 
la asistencia a sus unidades de origen.

De este modo, se pretende permitir que se puedan realizar adscripciones de personal 
dentro de un mismo centro hospitalario, de un centro hospitalario a centros de atención 
primaria de su área, de este tipo de centros a hospitales y hospitales de campaña y entre 
otros centros, servicios, instituciones o establecimientos sanitarios públicos, con el fin de 
disponer del mayor número posible de profesionales.

También se regula en este precepto la posibilidad de que las comunidades autónomas 
puedan adscribir a su personal funcionario de cuerpos o categorías para los que se exigiera 
para su ingreso el título de Licenciatura, Grado o Diplomatura en Medicina o Enfermería a 
otros dispositivos asistenciales, en las mismas condiciones que los anteriores supuestos.

Asimismo, el real decreto-ley modifica el artículo 22 de la Ley 44/2003, de 21 de 
noviembre, estableciendo la posibilidad de que las personas que participen en las pruebas 
selectivas de Formación Sanitaria Especializada, se relacionen obligatoriamente a través 
de medios electrónicos, cuando así se prevea en la correspondiente convocatoria anual y 
en los términos que ésta establezca. Se habilita esta posibilidad, al amparo del artículo 12 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, tanto por las características del colectivo al que se dirige la 
convocatoria, como por la actual situación de pandemia.

Así, las personas que participan en las pruebas selectivas de Formación Sanitaria 
Especializada pertenecen a un colectivo de profesionales que reúnen una sobrada 
capacidad técnica y profesional y, que también será exigible para la actividad profesional 
que en su momento desarrollarán, que incluye el uso de tecnologías de la información. 
Además, la realización de determinados trámites por vía electrónica, en lugar de 
presencialmente, contribuye a reducir situaciones susceptibles de producir aglomeraciones, 
que deben evitarse especialmente en el contexto actual de crisis sanitaria provocada por 
la pandemia por COVID-19 y en particular tratándose de profesionales sanitarios, colectivo 
respecto del cual se deben extremar las precauciones.

Sin perjuicio de todo lo anterior, el uso de medios electrónicos supondrá una mayor 
agilización de la tramitación de las pruebas selectivas y facilitará la accesibilidad de las 
personas aspirantes, que podrán realizar las gestiones necesarias desde cualquier lugar y 
hora, dentro de los plazos previstos en la convocatoria.

V

El artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar reales decretos-leyes «en 
caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de 
las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que, tal 
como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de cv
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febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3, y 189/2005, de 7 julio, 
F. 3; 68/2007, F. 10, y 137/2011, F. 7), el fin que justifica la legislación de urgencia sea subvenir 
a una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de 
prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la 
vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, 
máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no depende del Gobierno.

Asimismo, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar la medidas que se incluyen 
este real decreto-ley se inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al 
Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3); y esta 
decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades políticas de actuación 
(STC, de 30 de enero de 2019, Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019); en este 
caso medidas dirigidas a incrementar la eficiencia en el funcionamiento del empleo público.

La adecuada fiscalización del recurso al decreto-ley requiere el análisis de dos 
aspectos desde la perspectiva constitucional: por un lado, la presentación explícita y 
razonada de los motivos que han sido tenidos en cuenta por el Gobierno en su aprobación 
(SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 de 
octubre, FJ 3, y 137/2003, de 3 de julio, FJ 4); y, por otro lado, la existencia de una 
necesaria conexión entre la situación de urgencia definida y la medida concreta adoptada 
para subvenir a ella (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3, 
y 137/2003, de 3 de julio, FJ 4).

En cuanto a la definición de la situación de urgencia, se ha precisado que no es 
necesario que tal definición expresa de la extraordinaria y urgente necesidad haya de 
contenerse siempre en el propio real decreto-ley, sino que tal presupuesto cabe deducirlo 
igualmente de una pluralidad de elementos. El examen de la concurrencia del presupuesto 
habilitante de la «extraordinaria y urgente necesidad» siempre se ha de llevar a cabo 
mediante la valoración conjunta de todos aquellos factores que determinaron al Gobierno 
a dictar la disposición legal excepcional y que son, básicamente, los que quedan reflejados 
en la exposición de motivos de la norma, y en el propio expediente de elaboración de la 
misma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 4; 182/1997, de 28 de octubre, FJ 4; 11/2002, 
de 17 de enero, FJ 4, y 137/2003, de 3 de julio, FJ 3).

En cuanto a la segunda dimensión del presupuesto habilitante de la legislación de 
urgencia, concebida como conexión de sentido entre la situación de necesidad definida y 
las medidas que en el real decreto-ley se adoptan, el hecho de que se considere una 
reforma estructural no impide, por sí sola, la utilización de la figura del decreto-ley; pues, y 
esto es particularmente pertinente en el supuesto que se analiza, el posible carácter 
estructural del problema que se pretende atajar no excluye que dicho problema pueda 
convertirse en un momento dado en un supuesto de extraordinaria y urgente necesidad, 
como ha ocurrido en el caso que nos ocupa tras la obligatoria generalización del teletrabajo 
en las Administraciones Públicas por causa del impacto de la pandemia por COVID-19, 
para cuyo tratamiento representa un instrumento constitucionalmente lícito, en tanto que 
pertinente y adecuado para la consecución del fin que justifica la legislación de urgencia, 
que no es otro que subvenir a «situaciones concretas de los objetivos gubernamentales 
que por razones difíciles de prever requieran una acción normativa inmediata en un plazo 
más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la 
tramitación parlamentaria de las leyes» (SSTC 31/2011, de 17 de marzo, FJ 4; 137/2011, 
de 14 de septiembre, FJ 6, y 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8).

Por otro lado, en relación con las medidas de refuerzo de personal del Sistema 
Nacional de Salud, existe una obvia conexión entre la situación de necesidad definida y las 
medidas que en el real decreto-ley se adoptan, pues estas tienen por objetivo aliviar la 
presión a la que se encuentra sometido el Sistema Nacional de Salud, a causa de la crisis 
sanitaria derivada del COVID-19, ofreciendo a las comunidades autónomas la posibilidad 
de aumentar las posibilidades de contratación para que dispongan del mayor número 
posible de profesionales con el fin de garantizar un adecuado servicio a la ciudadanía.

En suma, en las medidas que se adoptan en el presente real decreto-ley concurren las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad previstas en el artículo 86 de la 
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Constitución, considerando, por otra parte, que los objetivos que se pretenden alcanzar con 
el mismo no pueden conseguirse a través de la tramitación de una ley por el procedimiento 
de urgencia, y sin que este real decreto-ley constituya un supuesto de uso abusivo o 
arbitrario de este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 100/2012, 
de 8 de mayo, FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5).

Asimismo, debe señalarse que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de las Constitución Española, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.

Este real decreto-ley responde a los principios de buena regulación de necesidad, 
eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, de conformidad 
con el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.

A estos efectos, se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad 
y eficacia, dado el interés general en que se fundamentan las medidas que se establecen, 
siendo el real decreto-ley el instrumento más inmediato para garantizar su consecución. La 
norma es acorde con el principio de proporcionalidad, al contener la regulación 
imprescindible para la consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente, 
se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento 
jurídico. En cuanto al principio de transparencia, la norma está exenta de los trámites de 
consulta pública, audiencia e información pública que no son aplicables a la tramitación y 
aprobación de decretos-leyes. Por último, en relación con el principio de eficiencia, este 
real decreto-ley no impone cargas administrativas para los ciudadanos.

Por tanto, en las medidas que se adoptan, concurren, por su naturaleza y finalidad, las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución 
Española como presupuestos habilitantes para la aprobación de un real decreto-ley.

Este real decreto-ley se dicta al amparo del artículo 149.1.7.ª y 18.ª de la Constitución 
Española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación 
laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas; y en 
materia de bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del régimen 
estatutario de sus funcionarios.

Asimismo, los artículos 2 y 3 se dictan al amparo del artículo 149.1.16.ª y 30.ª de la 
Constitución Española, que atribuyen al Estado, respectivamente, la competencia 
exclusiva en materia de bases y coordinación general de la sanidad y en materia de 
regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la 
Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes 
públicos en esta materia.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución 
Española, a propuesta de la Ministra de Política Territorial y Función Pública, de la Ministra 
de Hacienda y del Ministro de Sanidad, y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 29 de septiembre de 2020,

DISPONGO:

Artículo 1.  Modificación del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre.

Se introduce un nuevo artículo 47 bis en el texto refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 47 bis.  Teletrabajo.

1.  Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a 
distancia en la que el contenido competencial del puesto de trabajo puede cv
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desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio lo permitan, fuera de las 
dependencias de la Administración, mediante el uso de tecnologías de la información 
y comunicación.

2.  La prestación del servicio mediante teletrabajo habrá de ser expresamente 
autorizada y será compatible con la modalidad presencial. En todo caso, tendrá 
carácter voluntario y reversible salvo en supuestos excepcionales debidamente 
justificados. Se realizará en los términos de las normas que se dicten en desarrollo 
de este Estatuto, que serán objeto de negociación colectiva en el ámbito 
correspondiente y contemplarán criterios objetivos en el acceso a esta modalidad de 
prestación de servicio.

El teletrabajo deberá contribuir a una mejor organización del trabajo a través de 
la identificación de objetivos y la evaluación de su cumplimiento.

3.  El personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá los mismos 
deberes y derechos, individuales y colectivos, recogidos en el presente Estatuto que 
el resto del personal que preste sus servicios en modalidad presencial, incluyendo 
la normativa de prevención de riesgos laborales que resulte aplicable, salvo aquellos 
que sean inherentes a la realización de la prestación del servicio de manera 
presencial.

4.  La Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen 
en esta modalidad, los medios tecnológicos necesarios para su actividad.

5.  El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas se regirá, en 
materia de teletrabajo, por lo previsto en el presente Estatuto y por sus normas de 
desarrollo.»

Artículo 2.  Medidas de contratación excepcional de personal facultativo y no facultativo.

1.  Se autoriza con carácter excepcional y transitorio la contratación por las 
comunidades autónomas y el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria de aquellas personas 
con grado, licenciatura o diplomatura que carecen aún del título de Especialista reconocido 
en España, para la realización de funciones propias de una especialidad, del siguiente 
modo:

a)  Podrán ser contratados bajo la modalidad contractual prevista en el Real 
Decreto 1146/2006, de 6 de octubre, por el que se regula la relación laboral especial de 
residencia para la formación de especialistas en Ciencias de la Salud, los profesionales de 
cualquier titulación que realizaron las pruebas selectivas 2019/2020 de formación sanitaria 
especializada y que, habiendo superado la puntuación mínima en el ejercicio, no resultaron 
adjudicatarios de plaza.

En caso de que se trate de personas extranjeras, resultará de aplicación lo previsto en 
el artículo 43 del Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social, tras su reforma por la Ley Orgánica 2/2009, de 11 de 
diciembre, aun cuando no hubiesen obtenido dicha plaza.

b)  Podrán ser contratados los profesionales sanitarios con título de Especialista 
obtenido en Estados no miembros de la Unión Europea incluidos en el ámbito de aplicación 
del Real Decreto 459/2010, de 16 de abril, por el que se regulan las condiciones para el 
reconocimiento de efectos profesionales a títulos extranjeros de Especialista en Ciencias 
de la Salud, siempre que el Comité de Evaluación les haya emitido el informe-propuesta 
regulado en el artículo 8.b), c) o d) del Real Decreto 459/2010, de 16 de abril.

El periodo de servicios prestados será tenido en cuenta para el reconocimiento de 
efectos profesionales del título de Especialista.

2.  El contrato que se suscriba permitirá el desempeño de la actividad asistencial y 
podrá prolongarse hasta doce meses prorrogables por sucesivos períodos de tres meses.
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Artículo 3.  Prestación excepcional de servicios del personal médico y de enfermería 
estatutario, laboral y funcionario.

1.  De forma excepcional y transitoria, la comunidad autónoma correspondiente podrá 
destinar al personal estatutario de enfermería y médico facultativo especialista de área de 
cualquier especialidad, dentro de su centro hospitalario, a unidades asistenciales de otra 
especialidad distinta de la suya cuando el número de profesionales de dichas unidades no 
sea suficiente, como consecuencia de la pandemia por COVID-19, para la atención de los 
pacientes de dichas áreas y siempre que quede garantizada la asistencia sanitaria de sus 
unidades asistenciales de origen.

2.  Igualmente, cada comunidad autónoma podrá acordar que el personal de 
enfermería y médico especialista estatutario que preste servicios en centros hospitalarios 
pase a prestar servicios en los centros de atención primaria de su área de influencia para 
realizar las funciones propias del personal médico de atención primaria, de forma 
excepcional y transitoria, por insuficiencia de personal médico de atención primaria, como 
consecuencia de la pandemia por COVID-19, siempre que quede garantizada la atención 
sanitaria en sus unidades de origen.

3.  La comunidad autónoma correspondiente también podrá destinar al personal 
estatutario de la categoría de enfermería, médico/a o pediatra de atención primaria, de forma 
excepcional y transitoria, a prestar servicios en sus hospitales de referencia o a hospitales 
de campaña, si las necesidades motivadas por la pandemia por COVID-19 así lo demandan, 
siempre que quede garantizada la asistencia sanitaria en su centro de salud de origen.

4.  Asimismo, cada comunidad autónoma podrá destinar al personal funcionario 
autonómico de los cuerpos o categorías para los que se exigiera para su ingreso el título 
de Licenciatura, Grado o Diplomatura en Medicina o Enfermería, de forma excepcional y 
transitoria y de manera motivada por la insuficiencia de personal médico o de enfermería 
a causa de la pandemia por COVID-19, a cualquier dispositivo asistencial del Sistema 
Nacional de Salud, dentro de su provincia de destino.

5.  Asimismo, cada comunidad autónoma podrá destinar al personal enfermero o 
médico laboral que preste servicios en centros, servicios, instituciones o establecimientos 
sanitarios de carácter público, de forma excepcional y transitoria, a causa de la insuficiencia 
de personal médico provocada por la pandemia por COVID-19, a cualquier dispositivo 
asistencial del Sistema Nacional de Salud, dentro de su provincia de destino.

6.  La adscripción del personal enumerado en los párrafos 1 a 5 a las unidades con 
deficiencia en materia de recursos humanos se mantendrá en tanto subsista la insuficiencia 
de personal médico en las mismas y, como máximo, durante la vigencia de este artículo, 
de acuerdo con la disposición final cuarta.

7.  El personal afectado tendrá derecho a las indemnizaciones por razón de servicio 
que fije la normativa vigente, cuando corresponda.

8.  En el ámbito de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, corresponderá a la 
administración sanitaria competente la realización de las adscripciones a las que se 
refieren los apartados 1 a 5, a las que también les será de aplicación lo previsto en los 
apartados 6 y 7 de este artículo.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de 
ordenación de las profesiones sanitarias.

Se modifica el apartado 1 del artículo 22 de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de 
ordenación de las profesiones sanitarias, que queda redactado en los siguientes términos:

«1.  El acceso a la formación sanitaria especializada se efectuará a través de 
una convocatoria anual de carácter nacional. Las personas que participen en las 
pruebas selectivas deberán relacionarse obligatoriamente con la Administración a 
través de medios electrónicos, cuando así se prevea en la referida convocatoria y 
en los términos que ésta establezca, en relación con los trámites de cumplimentación 
y presentación de solicitudes, aportación de documentación y pago de tasas, así 
como en la fase de adjudicación de plazas.» cv
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Disposición final segunda.  Adaptación de normas.

Las Administraciones Públicas que deban adaptar su normativa de teletrabajo a lo 
previsto en este real decreto-Ley dispondrán de un plazo de seis meses a contar desde la 
entrada en vigor del mismo.

Disposición final tercera.  Título competencial.

1.  El artículo 1 de este real decreto-ley se dicta al amparo del artículo 149.1.7.ª y 18.ª 
de la Constitución Española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia 
de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades 
Autónomas; y bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen 
estatutario de sus funcionarios.

2.  Por su parte, los artículos 2 y 3 se dictan al amparo del artículo 149.1.16.ª y 30.ª 
de la Constitución Española, que atribuyen al Estado, respectivamente, la competencia 
exclusiva en materia de bases y coordinación general de la sanidad y en materia de 
regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la 
Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes 
públicos en esta materia.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor y vigencia

1.  Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

2.  Las medidas incluidas en los artículos 2 y 3 del presente real decreto-ley resultarán 
de aplicación por un plazo inicial de doce meses a partir de su entrada en vigor, pudiendo 
ser prorrogadas por decisión de la persona titular del Ministerio de Sanidad por sucesivos 
periodos de tres meses o inferiores en función de las necesidades organizativas y 
asistenciales derivadas de la evolución de la crisis sanitaria.

Dado en Madrid, el 29 de septiembre de 2020.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
11416 Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales en 

defensa del empleo.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La persistencia de los efectos negativos sobre las empresas y el empleo de la situación 
de emergencia sanitaria causada por la Covid-19 exige mantener las medidas 
excepcionales previstas en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
en sus artículos 22 y 23, relativos a las suspensiones y reducciones de jornada por causa 
de fuerza mayor y causas económicas, técnicas, organizativas y de producción vinculadas 
con la COVID-19, así como las medidas extraordinarias vinculadas a las mismas en 
materia de protección por desempleo y cotizaciones.

La posible evolución de la pandemia y el ritmo al que la actividad recupere la total 
normalidad, el daño que pueda haberse producido en el tejido productivo y el potencial de 
crecimiento, son circunstancias a tener en cuenta.

Las medidas laborales tomadas desde el inicio de esta crisis debido a las medidas de 
confinamiento y restricciones que se adoptaron para hacer frente a la emergencia sanitaria 
provocada por la COVID-19, se han traducido en una menor caída del empleo que la que 
cabía esperar ante la reducción del PIB, atendiendo a la relación existente entre ambas 
cifras en periodos precedentes de crisis.

Toda la normativa adoptada por causa del COVID-19, cuyo pilar o eje fundamental 
está constituido por las medidas de flexibilidad interna, ha tenido y tiene como objetivo 
estabilizar el empleo, evitar la destrucción de puestos de trabajo y de la capacidad 
productiva del tejido empresarial y flexibilizar los mecanismos precisos, evitando cargas 
adicionales innecesarias. Todo ello, además, acompasado con la capacidad de respuesta 
necesaria ante las medidas preventivas necesarias y las decisiones, especialmente en 
materia sanitaria, que pudieran ser acordadas, en su caso, por las autoridades 
competentes.

El primer Acuerdo Social en Defensa del Empleo alcanzado entre los agentes sociales 
y el Gobierno el día 8 de mayo de 2020, que se convirtió en el Real Decreto-ley 18/2020, 
de 12 de mayo, de medidas sociales en defensa del empleo, expresaba ese objetivo: 
facilitar la transición de las empresas de una situación de repliegue e hibernación a una 
situación de restablecimiento gradual y paulatino, diferenciado por sectores y zonas 
geográficas, pero permitiendo a un tiempo, a través de un mecanismo de flexibilidad 
inédito en nuestro ordenamiento jurídico laboral, el mantenimiento de una situación con 
capacidad de respuesta ágil y adecuada que permitiese la reversión y evitasen impactos 
desproporcionados e irreversibles en la actividad económica y el empleo.

El posterior Acuerdo que cristalizó en el Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de 
medidas sociales de reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo y de 
competitividad del sector industrial, asumía idénticos presupuestos y objetivos.

Este real decreto-ley, producto del tercer Acuerdo Social en Defensa del Empleo entre 
agentes sociales y Gobierno (III ASDE), impulsa de nuevo la adopción de medidas ante la 
crisis sanitaria para amortiguar los efectos socioeconómicos provocados por la pandemia 
y seguir salvaguardando el empleo, e incluye, asimismo, los mecanismos necesarios para 
ofrecer una protección que se adecue a diferentes escenarios y entornos de crisis, ya sea 
por la diferente afectación del sector de actividad, por el grado de impacto que en 
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determinadas circunstancias pueden provocar las decisiones adoptadas por razones 
sanitarias, o por el tránsito a causas de naturaleza distinta que fundamenten el 
mantenimiento de las medidas de suspensión o reducción de jornada.

II

El propósito por tanto de este Real Decreto-ley es defender el empleo y garantizar la 
viabilidad futura de las empresas cubriendo diferentes objetivos.

Inicialmente, prorrogar la aplicación de las medidas excepcionales previstas en el 
artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, cuya 
vigencia estaba previsto que terminase el 30 de septiembre de 2020, así como del 
procedimiento especial regulado en el artículo 23 de dicha norma, dada la persistencia de 
los factores que llevaron a su adopción y los efectos socioeconómicos que la emergencia 
sanitaria sigue causando en la actividad de las empresas y en los contratos de trabajo.

Por otro lado, prever nuevas medidas de suspensión y reducción de jornada causadas 
por impedimentos o limitaciones en el desarrollo de la actividad de las empresas, como 
consecuencia de medidas restrictivas o de contención adoptadas por las autoridades 
competentes.

Presenta también como objetivo prorrogar todas aquellas medidas complementarias 
de protección del empleo que se entienden precisas para garantizar la necesaria 
estabilidad, evitando despidos y destrucción de puestos de trabajo, previstas en los 
artículos 2 y 5 del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan 
medidas complementarias, en el ámbito laboral los efectos causados por el COVID-19, 
y en la disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en la 
redacción dada por el Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de medidas sociales en 
defensa del empleo.

Asimismo, resulta necesario atender de manera adecuada el diferente impacto que la 
crisis provocada por la pandemia está causando en diferentes sectores productivos más 
directamente vinculados con los factores asociados a los riesgos epidemiológicos de 
la COVID-19. Se incluyen en este apartado las empresas pertenecientes a sectores con 
una elevada tasa de cobertura por expedientes de regulación temporal de empleo y una 
reducida tasa de recuperación de actividad por su clasificación en un código concreto de 
la Clasificación Nacional de Actividades Económicas, así como aquellas otras que forman 
parte de la cadena de valor de las anteriores o que presentan una dependencia económica 
acusada de las mismas por su volumen de operaciones o el tipo de actividad desarrollada.

Este concepto de empresa resulta de aquellas que, desde el principio de la crisis 
sanitaria hasta la fecha, no han llegado a recuperar a las personas trabajadoras reguladas 
en porcentajes significativos (menos del 65 por ciento de personas trabajadoras 
recuperadas de los expedientes de regulación desempleo) y que además pertenecen a 
sectores específicos (más del 15 por ciento de personas reguladas del total de afiladas al 
régimen general en un CNAE concreto).

III

La pandemia generada por el COVID-19 se está prolongando mucho más y con mayor 
intensidad de lo esperado y cabe prever incluso la necesidad de suspender nuevamente 
determinadas actividades. La situación de los trabajadores autónomos, al frente de 
pequeñas y medianas empresas, es especialmente grave, ya que vieron interrumpida su 
actividad debido a las medidas de contención de la pandemia decretadas por el Gobierno 
y quedaron suprimidos sus ingresos e incluso muchos de aquellos que no se vieron 
obligados suspender la actividad, o la han reanudado después del estado de alarma, han 
visto reducida su facturación por la contracción de la demanda y las limitaciones impuestas 
a causa del COVID-19, sin que su situación a día de hoy haya mejorado sustancialmente 
para una buena parte de los trabajadores autónomos.
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El Gobierno ha establecido desde la declaración del estado de alarma por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, medidas excepcionales en materia de seguridad social 
en favor de los trabajadores autónomos más afectados por las consecuencias de la crisis 
del COVID-19, pero el 30 de septiembre finaliza el plazo previsto para las últimas medidas 
adoptadas, que son la exención en la cotización regulada en el artículo 8 del Real Decreto-
ley 24/2020, de 26 de junio, así como la prestación especial por cese de actividad prevista 
en el artículo 9 del mismo real decreto-ley, por lo que se hace preciso adoptar nuevas 
medidas en favor de los trabajadores autónomos que, a pesar de haberse beneficiado 
de las anteriores, siguen sufriendo los efectos económicos generados por la crisis 
del  COVID-19, sin que el tiempo transcurrido haya mejorado su facturación y los 
rendimientos de su actividad.

Las nuevas medidas que se ha considerado conveniente adoptar y que se establecen 
en los artículos trece y catorce, así como en la disposición adicional cuarta, consisten en 
garantizar unos ingresos a aquellos trabajadores que se ven afectados por la suspensión 
de la actividad en virtud de resolución administrativa, aquellos otros que no tienen acceso 
a una prestación ordinaria de cese, así como a los trabajadores autónomos de temporada 
que ven reducida su actividad, al tiempo que se mantiene hasta el 31 de enero de 2021 la 
prestación especial por cese de actividad prevista en el artículo 9 del Real Decreto-
ley 24/2020, de 26 de junio, para aquellos autónomos que la hayan percibido durante el 
tercer trimestre de 2020 y mantengan las condiciones para su percepción en el cuarto 
trimestre, y en facilitar el acceso a la misma prestación a aquellos otros autónomos que, 
habiendo percibido la prestación extraordinaria por cese de actividad hasta el 30 de junio, 
no percibieron la prestación regulada en el artículo 9 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 
de junio, pero acreditan en el cuarto trimestre las condiciones exigidas por dicho artículo 
para obtener el derecho a la misma. La prestación también en este caso se podrá percibir 
hasta el 31 de enero de 2021.

Se considera que las razones aducidas justifican sobradamente el recurso a su 
aprobación mediante real decreto-ley, ya que la urgente necesidad de paliar en materia de 
seguridad social las consecuencias para los trabajadores autónomos de la crisis económica 
producida por el COVID-19, no admite la demora que supondría su tramitación mediante 
un proyecto de ley, por lo que es conforme con las previsiones del artículo 86 de la 
Constitución.

Además, y con la finalidad de llevar a cabo una valoración de las medidas ahora 
adoptadas, se ha considerado necesario encomendar a la Comisión de seguimiento de las 
medidas de apoyo para la recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en 
el ámbito de la Seguridad, constituida al aparado de la disposición adicional sexta del Real 
Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y 
protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, el seguimiento y 
evaluación de las medidas que se establecen en este real decreto-ley.

IV

La estructura del presente Real Decreto-ley responde a tres títulos, catorce artículos, 
ocho disposiciones adicionales, una disposición transitoria única y siete disposiciones 
finales, acompañándose de un anexo.

El III Acuerdo Social en Defensa del Empleo queda recogido en el Título I, que se 
refleja en dos capítulos y en las tres primeras disposiciones adicionales.

El capítulo I se refiere a los expedientes de regulación temporal de empleo vinculados 
a la COVID-19 y las medidas extraordinarias.

El artículo 1 incluye la prórroga automática de todos los expedientes de regulación 
temporal de empleo basados en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, vigentes y aplicables a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley.

El artículo 2 desarrolla previsiones específicas respecto de aquellas medidas 
temporales de regulación de empleo –suspensiones y reducciones– vinculadas de manera 
directa con impedimentos de la actividad, o con limitaciones en el desarrollo de la actividad 
normalizada de las empresas, cualquiera que sea el sector al que pertenezcan y causadas cv
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por nuevas medidas de restricción o contención sanitaria adoptadas por autoridades 
españolas o extranjeras, en el primer caso, o que sean consecuencia de decisiones y 
medidas adoptadas por autoridades españolas, en el segundo.

Incluye este artículo 2 medidas específicas en materia de cotización consistentes en 
diferentes porcentajes de exoneración en las cuotas a la Seguridad Social.

El artículo 3 prorroga la aplicación del artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
de marzo a los procedimientos de regulación temporal de empleo basados en causas 
económicas, técnicas, organizativas y de producción vinculados con la COVID-19 e 
iniciados tras la entrada en vigor del presente real decreto, con idéntico alcance y régimen 
jurídico que el previsto en el artículo 2 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, con la 
única especialidad de la prórroga de los expedientes que finalicen a partir de la entrada en 
vigor de este real decreto-ley, y añade la posibilidad de prorrogar estos expedientes 
siempre que exista acuerdo para ello en el periodo de consultas.

El artículo 4 reitera los límites en relación con el reparto de beneficios y la exigencia de 
transparencia fiscal ya recogidos en el artículo 5 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de 
junio, aplicándolos a las empresas incluidas en el artículo 1.

Como cierre y complemento de las medidas extraordinarias descritas, el título I vincula 
los beneficios previstos en materia de cotizaciones a la Seguridad Social a la salvaguarda 
de empleo, estableciéndose para las empresas beneficiadas por las medidas en materia 
de cotización un nuevo periodo de compromiso de mantenimiento del empleo. Además, 
prorroga la vigencia de los artículos 2 y 5 del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, 
relativos a las medidas extraordinarias para la protección del empleo y a la interrupción del 
cómputo de la duración máxima de los contratos temporales.

El capítulo II, por su parte, recoge un conjunto de medidas extraordinarias para la 
protección por desempleo de las personas trabajadoras, incluida la prestación 
extraordinaria por fin de campaña para personas con contrato fijo discontinuo, personas 
incluidas en expedientes de regulación de empleo que no sean beneficiarias de 
prestaciones por desempleo, compatibilidad de las prestaciones y compensación 
económica en determinados supuestos de trabajo tiempo parcial.

Dentro del III ASDE se integran, así mismo, las disposiciones adicionales primera, 
segunda y tercera y la disposición transitoria única.

La disposición adicional primera establece un régimen específico en materia de 
beneficios en las cotizaciones a la Seguridad Social para aquellas empresas pertenecientes 
a sectores con una elevada tasa de cobertura por expedientes de regulación temporal de 
empleo y una reducida tasa de recuperación de actividad.

Además, se establece la posibilidad de que determinadas empresas dependientes 
indirectamente o integrantes de la cadena de valor de las anteriores puedan acreditar ante 
la autoridad laboral dicha condición y acceder a los mismos beneficios en materia de 
cotizaciones.

La disposición adicional segunda prevé la Comisión de Seguimiento tripartita laboral, 
integrada por el Ministerio de Trabajo y Economía social, el Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones y por la Confederación Española de Organizaciones 
Empresariales (CEOE), la Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa 
(CEPYME), Comisiones Obreras (CC.OO.) y la Unión General de Trabajadores (UGT), y 
que tendrá como funciones, entre otras, la valoración de las medidas recogidas en el 
presente real decreto-ley así como el análisis de las eventuales medidas futuras para la 
protección del empleo y del tejido productivo.

La disposición adicional tercera establece, por su parte, que las personas trabajadoras 
que se encuentren en situación de suspensión de contrato o de reducción de jornada como 
consecuencia de un expediente de regulación temporal de empleo de los referidos en esta 
norma, tendrán la consideración de colectivo prioritario para el acceso a las iniciativas de 
formación del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral.

La disposición transitoria única prorroga expresamente la vigencia de aquellos 
expedientes autorizados de conformidad con la disposición adicional 1.ª 2 del Real 
Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio.
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El título II se dedica a las medidas de apoyo a los trabajadores autónomos. El 
artículo 13 regula una nueva prestación extraordinaria por cese de actividad de forma 
similar a la introducida por el artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, para 
su aplicación durante el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, en favor de aquellos autónomos que se vean obligados a suspender totalmente 
sus actividades en virtud de la resolución que pueda adoptarse al respecto, prestación que 
se mantendría desde el día siguiente a la adopción de la medida de cierre de la actividad 
hasta el último día del mes siguiente en que se acuerde el levantamiento de la misma, e 
introduce la posibilidad de acceder a esta prestación a aquellos trabajadores autónomos 
que no siendo afectado por el cierre de su actividad ven reducido sus ingresos y no tienen 
acceso a la prestación de cese de actividad regulada en el del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 
de octubre.

El artículo 14 establece una prestación extraordinaria de cese de actividad para los 
trabajadores de temporada que desarrollen su actividad entre los meses de junio a 
diciembre de 2020 siguiendo la línea marcada en el artículo 10 del Real Decreto-
ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección 
del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial.

La disposición adicional cuarta regula una prórroga de las prestaciones ya causadas 
al amparo del artículo 9 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales 
de reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del 
sector industrial y extiende el derecho a esta prestación hasta el 31 de enero a aquellos 
trabajadores autónomos en los que concurra los requisitos para su acceso en el cuarto 
trimestre del año en curso.

La disposición adicional quinta encomienda, a la Comisión de seguimiento de las 
medidas de apoyo para la recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en 
el ámbito de la Seguridad, constituida al aparado de la disposición adicional sexta del Real 
Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y 
protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, el seguimiento y 
evaluación de las medidas que se establecen en este real decreto-ley.

Las disposiciones adicionales sexta y séptima se refieren al derecho a la percepción 
del bono social por parte de determinados colectivos en situación de vulnerabilidad 
económica y a las consecuencias de la aplicación indebida de este derecho. Se configura 
una nueva categorización de consumidor vulnerable, a los efectos de la percepción del 
bono social de electricidad y la protección especial frente a la interrupción del suministro, 
para aquellas unidades familiares en las que alguno de sus miembros se encuentre en 
situación de desempleo, Expediente Temporal de Regulación de Empleo (ERTE), o haya 
visto reducida su jornada por motivo de cuidados, en caso de ser empresario, u otras 
circunstancias similares que supongan una pérdida sustancial de ingresos, de manera que 
los ingresos totales se encuentren por debajo de unos determinados umbrales. La 
percepción del bono social bajo esta nueva modalidad tendrá una duración limitada, hasta 
el 30 de junio de 2021, pudiendo a partir del entonces solicitarse el bono social bajo el 
resto de supuestos regulados en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre.

La disposición adicional octava establece una bonificación del pago de los derechos 
arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e inscripción de la 
novación del préstamo, leasing y renting que incluya la moratoria señalada en los 
artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio de 2020. Esta moratoria 
supone una continuación a otras anteriores establecidas desde el inicio del Estado de 
Alarma para aliviar la situación de liquidez de las empresas y autónomos afectadas por la 
crisis de la COVID-19.

Por otra parte, la disposición final primera modifica la disposición adicional quinta de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada por el Real Decreto de 14 de septiembre 
de 1882, con la finalidad de que las resoluciones judiciales firmes por la comisión de un 
delito doloso de homicidio en cualquiera de sus formas, en que la víctima fuera ascendiente, 
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descendiente, hermano, cónyuge o excónyuge del investigado, o estuviera o hubiese 
estado ligada a él por una relación de afectividad análoga a la conyugal tengan su reflejo 
a la hora de reconocer la prestación de ingreso mínimo vital.

Asimismo, la disposición final segunda prevé la modificación del número 30 del 
artículo  45.I.B) del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo  1/1993, de 24 de septiembre, declarando exentas del impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados las escrituras de 
formalización de las moratorias de préstamos y créditos hipotecarios y de arrendamientos, 
préstamos, leasing y renting sin garantía hipotecaria que se produzcan en aplicación de la 
moratoria hipotecaria para el sector turístico, y de la moratoria para el sector del transporte 
público de mercancías y discrecional de viajeros en autobús.

La disposición final tercera introduce modificaciones en la regulación de las 
prestaciones familiares de la Seguridad Social, en su modalidad no contributiva, prevista 
en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

La disposición final cuarta modifica el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19, a fin de ampliar hasta el 31 de enero de 2021 el plazo 
máximo de suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para 
hogares vulnerables sin alternativa habitacional; además, se extiende hasta el 31 de enero 
de 2021 la posibilidad de solicitar la moratoria o condonación parcial de la renta, cuando el 
arrendador sea un gran tenedor o entidad pública, en los términos establecidos en dicho 
real decreto-ley; y se amplían hasta esa misma fecha del 31 de enero de 2021 los contratos 
de arrendamiento de vivienda que pueden acogerse a la prórroga extraordinaria de seis 
meses, en los mismos términos y condiciones del contrato en vigor, siempre que el 
propietario, persona física, no haya comunicado la necesidad de la vivienda para sí, en 
cumplimiento de los plazos y condiciones establecidos en el artículo 9.3 de la Ley 29/1994, 
de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos.

Por otra parte, la disposición final quinta prevé una modificación del Ingreso Mínimo 
Vital. En concreto, a través de este real decreto-ley se completa la reforma iniciada con el 
Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo a distancia, publicado el 
pasado 23 de septiembre, que se presenta como imprescindible en la puesta en marcha 
de los procedimientos de reconocimiento de la prestación no contributiva de Ingreso 
Mínimo Vital, regulada en el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se 
establece el ingreso mínimo vital, garantizándose con esta reforma que quedan corregidos 
aquellos puntos oscuros de la norma que provocaban inseguridad jurídica y aquellos otros 
que obligaban a desestimar el reconocimiento de las prestaciones, causando la 
desprotección de aquellos que son acreedores de la misma.

Al mismo tiempo se completa la mejora en la redacción del texto que permite una 
mejor comprensión de la población, lo que repercute positivamente en agilizar el acceso a 
la misma, facilitando la tramitación de la prestación.

Por otro lado y a través de la modificación de la disposición transitoria tercera se 
corrige la necesidad de otorgar la prestación a aquellos que, como consecuencia de la 
crisis sanitaria provocada por el COVID-19, ven o van a ver afectado sus ingresos de 
forma inmediata en el año en curso, obligando al Gobierno a hacer frente, no solo durante 
el año 2020 sino también durante el año 2021, a una realidad que se nos impone como 
necesaria, anticipándonos así a la protección de aquellos, que si bien antes de la crisis 
sanitarias no estaban en situación de vulnerabilidad, tras la misma se han visto abocados 
a unas condiciones que ni ellos mismo hubieran podido prever.

Por ello se considera imprescindible introducir el conjunto de modificaciones de la 
regulación del ingreso mínimo vital que esta norma contiene con el fin de reforzar 
la agilidad del procedimiento a través del cual se reconoce esta prestación, reforzar la 
seguridad jurídica y completar las disfuncionalidades detectadas en los meses de vigencia, 
logrando así que las personas y unidades de convivencia en situación de vulnerabilidad 
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económica puedan acceder a la prestación cuanto antes. A la vista de ello, puede 
considerarse concurrente el presupuesto de extraordinaria y urgente necesidad que el 
artículo 86 de la Constitución exige para la aprobación de un decreto-ley.

Para completar las necesidades puesta en evidencia durante el tiempo de vigencia de 
la prestación de Ingreso Mínimo Vital y garantizar una mayor protección, se lleva a cabo la 
modificación del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, dando nueva redacción a determinados 
artículos destinados a regular las prestaciones familiares de la Seguridad Social, 
corrigiendo de esta manera los inconvenientes ocasionados con la reforma llevada a cabo 
con el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo.

Por último, las disposiciones finales sexta y séptima recogen el título competencial y la 
entrada en vigor del real decreto-ley, respectivamente.

V

Respecto del supuesto habilitante de extraordinaria y urgente necesidad establecido 
en el artículo 86.1 CE, el contenido del real decreto-ley se fundamenta en motivos 
objetivos, de oportunidad política y extraordinaria urgencia que requieren su aprobación 
inmediata, entre otros la situación grave y excepcional que persiste como consecuencia de 
la situación de crisis sanitaria provocada por el COVID-19, lo que hace indispensable dar 
una respuesta adecuada a las necesidades que se plantean en el ámbito laboral.

El artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar reales decretos-leyes «en 
caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de 
las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye, de esta forma, un instrumento constitucionalmente lícito, 
siempre que, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional 
(sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de 
julio, F. 3, y 189/2005, de 7 julio, F. 3; 68/2007, F. 10, y 137/2011, F. 7), el fin que justifica 
la legislación de urgencia sea subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos 
gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una acción normativa 
inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento 
de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación 
de dicho procedimiento no depende del Gobierno.

En definitiva, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar el presente real 
decreto-ley se inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno 
(SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta 
decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades políticas de actuación (STC, 
de 30 de enero de 2019, Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas 
en dar una respuesta adecuada que permita restablecer el funcionamiento normal de la 
actividad económica y productiva de las empresas, la necesaria seguridad jurídica y la 
protección de los colectivos que pudieran resultar vulnerables ante la concurrencia de la 
situación descrita y que se definen por su condición extraordinaria y urgente.

Todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la 
presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 
182/1997, de 20 de octubre, FJ 3), existiendo la necesaria conexión entre la situación de 
urgencia expuesta y la medida concreta adoptada para subvenir a ella, sin que constituya 
un supuesto de uso abusivo o arbitrario del referido instrumento constitucional.

En suma, en las medidas que se adoptan en el presente real decreto-ley concurren las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad previstas en el artículo 86 de la 
Constitución, considerando, por otra parte, que los objetivos que se pretenden alcanzar 
con el mismo no pueden conseguirse a través de la tramitación de una ley por el 
procedimiento de urgencia.
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Asimismo, debe señalarse que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de las Constitución Española, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1. 7.ª, 8.ª, 
13.ª, 17.ª y 25.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias 
exclusivas en las materias de legislación laboral; de legislación civil y sobre ordenación de 
los registros e instrumentos públicos; de bases y coordinación de la planificación general 
de la actividad económica; de legislación básica y régimen económico de la Seguridad 
Social; así como de bases del régimen energético.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Trabajo y Economía Social y del 
Ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 29 de septiembre de 2020,

DISPONGO:

TÍTULO I

III Acuerdo Social en Defensa del Empleo

CAPÍTULO I

De los expedientes de regulación temporal de empleo vinculados a la COVID-19 
y sus medidas extraordinarias

Artículo 1.  Prórroga de los expedientes de regulación temporal de empleo basados en las 
causas recogidas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19.

Los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes, basados en el artículo 22 
del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, se prorrogarán automáticamente hasta el 31 
de enero de 2021.

Artículo 2.  Expedientes de regulación temporal de empleo por impedimento o limitaciones 
de actividad.

1.  Las empresas y entidades de cualquier sector o actividad que vean impedido el 
desarrollo de su actividad en alguno de sus centros de trabajo, como consecuencia de 
nuevas restricciones o medidas de contención sanitaria adoptadas, a partir del 1 de 
octubre de 2020, por autoridades españolas o extranjeras, podrán beneficiarse, respecto 
de las personas trabajadoras que tengan sus actividades suspendidas, en los centros 
afectados, por los periodos y porcentajes de jornada afectados por la suspensión, de los 
porcentajes de exoneración previstos a continuación, previa autorización de un expediente 
de regulación temporal de empleo, en base a lo previsto en el artículo 47.3 del Estatuto de 
los Trabajadores, cuya duración quedará restringida a la de las nuevas medidas de 
impedimento referidas:

a)  El 100 % de la aportación empresarial devengada durante el periodo de cierre, y 
hasta el 31 de enero de 2021, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta 
personas trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad 
Social a 29 de febrero de 2020.

b)  Si en esa fecha la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas trabajadoras 
o asimiladas a las mismas en situación de alta, la exención alcanzará el 90 % de la 
aportación empresarial durante el periodo de cierre y hasta el 31 de enero de 2021. cv
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En este caso, la exoneración se aplicará al abono de la aportación empresarial prevista 
en el artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a las cuotas 
por conceptos de recaudación conjunta.

2.  Las empresas y entidades de cualquier sector o actividad que vean limitado el 
desarrollo normalizado de su actividad a consecuencia de decisiones o medidas adoptadas 
por las autoridades españolas, podrán beneficiarse, desde la entrada en vigor del presente 
real decreto-ley y en los centros afectados, previa autorización de un expediente de 
regulación temporal de empleo de fuerza mayor por limitaciones, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 47.3 del Estatuto de los Trabajadores, de los porcentajes de 
exoneración siguientes:

a)  Respecto de las personas trabajadoras de estas empresas que tengan sus 
actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de jornada afectados por la 
suspensión, la exención respecto de la aportación empresarial devengada en los meses de 
octubre, noviembre, diciembre de 2020 y enero de 2021, alcanzará el 100 %, 90 %, 85 % 
y 80 %, respectivamente, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta personas 
trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de 
febrero de 2020.

b)  Respecto de las personas trabajadoras de estas empresas que tengan sus 
actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de jornada afectados por la 
suspensión, la exención respecto de la aportación empresarial devengada en los meses de 
octubre, noviembre, diciembre de 2020 y enero de 2021, alcanzará el 90 %, 80 %, 75 % 
y 70 %, respectivamente, cuando la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas 
trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de 
febrero de 2020.

En este caso, la exoneración se aplicará al abono de la aportación empresarial prevista 
en el artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a las cuotas 
por conceptos de recaudación conjunta.

3.  Las exenciones en la cotización se aplicarán por la Tesorería General de la 
Seguridad Social a instancia de la empresa, previa comunicación de la identificación de las 
personas trabajadoras y periodo de la suspensión o reducción de jornada, y previa 
presentación de declaración responsable, respecto de cada código de cuenta de cotización 
y mes de devengo. Esta declaración hará referencia tanto a la existencia como al 
mantenimiento de la vigencia de los expedientes de regulación temporal de empleo y al 
cumplimiento de los requisitos establecidos para la aplicación de estas exenciones. En 
concreto y, en cualquier caso, la declaración hará referencia a haber obtenido la 
correspondiente resolución de la autoridad laboral emitida de forma expresa o por silencio 
administrativo.

Para que la exención resulte de aplicación las declaraciones responsables se deberán 
presentar antes de solicitarse el cálculo de la liquidación de cuotas correspondiente al 
periodo de devengo de cuotas sobre el que tengan efectos dichas declaraciones.

La renuncia expresa al expediente de regulación temporal de empleo determina la 
finalización de estas exenciones desde la fecha de efectos de dicha renuncia. Las 
empresas deberán comunicar a la Tesorería General de la Seguridad Social, así como a la 
autoridad laboral que hubiese dictado la resolución expresa o tácita en el mismo, esta 
renuncia expresa al expediente de regulación de empleo.

La presentación de las declaraciones responsables y la renuncia a las que se refiere 
este artículo se deberá realizar a través del Sistema de remisión electrónica de datos en el 
ámbito de la Seguridad Social (Sistema RED), regulado en la Orden ESS/484/2013, de 26 
de marzo.

4.  A los efectos del control de estas exenciones de cuotas, será suficiente la 
verificación de que el Servicio Público de Empleo Estatal, o en su caso, el Instituto Social 
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de la Marina, proceda al reconocimiento de la correspondiente prestación por desempleo 
por el periodo de suspensión o reducción de jornada de que se trate, con las 
particularidades a las que se refiere el apartado 5 del artículo 8 de este real decreto-ley.

No obstante, en el caso de las personas trabajadoras a las que no se haya reconocido 
la prestación por desempleo será suficiente la verificación del mantenimiento de la persona 
trabajadora en la situación asimilada a la de alta a la que se refiere el artículo 10.

El Servicio Público de Empleo Estatal y, en su caso, el Instituto Social de la Marina, 
proporcionarán a la Tesorería General de la Seguridad Social la información de las 
prestaciones de desempleo reconocidas a las personas trabajadoras incluidas en los 
expedientes de regulación temporal de empleo a los que se refieren los apartados 1 y 2. 
A tal efecto, la Tesorería General de la Seguridad Social podrá establecer los sistemas de 
comunicación necesarios con el Servicio Público de Empleo Estatal para el contraste con 
sus bases de datos de los periodos de disfrute de las prestaciones por desempleo.

5.  Las exenciones en la cotización a que se refiere este artículo no tendrán efectos 
para las personas trabajadoras, manteniéndose la consideración del periodo en que se 
apliquen como efectivamente cotizado a todos los efectos, sin que resulte de aplicación lo 
establecido en el apartado 1 del artículo 20 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social.

6.  Las exenciones reguladas en este artículo serán a cargo de los presupuestos de 
la Seguridad Social, de las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, del Servicio 
Público de Empleo Estatal y del Fondo de Garantía Salarial, respecto a las aportaciones 
que financien las prestaciones cubiertas por cada uno de ellos.

7.  Las exenciones previstas en los apartados 1 y 2 se aplicarán, respecto de las 
personas trabajadoras que tengan sus actividades suspendidas, y de los periodos y 
porcentajes de jornada afectados por la suspensión, al abono de la aportación empresarial 
prevista en el artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a 
las cuotas por conceptos de recaudación conjunta.

Artículo 3.  Procedimientos de suspensión y reducción de jornada por causas económicas, 
técnicas, organizativas y de producción vinculadas a la COVID-19.

1.  A los procedimientos de regulación temporal de empleo basados en causas 
económicas, técnicas, organizativas y de producción vinculadas a la Covid-19 iniciados 
tras la entrada en vigor del presente real decreto-ley y hasta el 31 de enero de 2021, les 
resultará de aplicación el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, con las 
especialidades recogidas en este precepto.

2.  La tramitación de estos expedientes podrá iniciarse mientras esté vigente un 
expediente de regulación temporal de empleo de los referidos en el artículo 1.

3.  Cuando el expediente de regulación temporal de empleo por causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción vinculadas a la COVID-19 se inicie tras la 
finalización de un expediente de regulación temporal de empleo basado en la causa 
prevista en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, la fecha de efectos 
de aquel se retrotraerá a la fecha de finalización de este.

4.  Los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes a la fecha de entrada 
en vigor del presente real decreto-ley seguirán siendo aplicables en los términos previstos 
en la comunicación final de la empresa y hasta el término referido en la misma.

No obstante, cabrá la prórroga de un expediente que finalice durante la vigencia del 
presente real decreto-ley, en los términos previstos en este apartado, siempre que se 
alcance acuerdo para ello en el periodo de consultas.

Esta prórroga deberá ser tramitada ante la autoridad laboral receptora de la 
comunicación final del expediente inicial, de acuerdo con el procedimiento previsto en el 
Real Decreto 1483/2012, de 29 de octubre, con las especialidades a las que hace 
referencia el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.
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Artículo 4.  Límites relacionados con reparto de dividendos y transparencia fiscal.

1.  Los límites para la tramitación de expedientes de regulación temporal de empleo 
respecto de las empresas y entidades que tengan su domicilio fiscal en países o territorios 
calificados como paraísos fiscales, así como los establecidos en relación al reparto de 
dividendos para empresas y sociedades acogidas a determinadas medidas de regulación 
temporal de empleo, recogidas en el artículo 5 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de 
junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo y 
de competitividad del sector industrial, seguirán vigentes en los términos establecidos en 
dicho precepto.

2.  Estos límites resultarán aplicables a todos los expedientes autorizados en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 2 de esta norma, desde su entrada en vigor.

Artículo 5.  Salvaguarda del empleo.

1.  Los compromisos de mantenimiento del empleo regulados en la disposición 
adicional sexta del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y en el artículo 6 del Real 
Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y 
protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, se mantendrán 
vigentes en los términos previstos en dichos preceptos y por los plazos recogidos en estos.

2.  Las empresas que, conforme a lo previsto en esta norma, reciban exoneraciones 
en las cuotas a la Seguridad Social, quedarán comprometidas, en base a la aplicación de 
dichas medidas excepcionales, a un nuevo periodo de seis meses de salvaguarda del 
empleo, cuyo contenido, requisitos y cómputo se efectuará en los términos establecidos en 
la disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

No obstante, si la empresa estuviese afectada por un compromiso de mantenimiento 
del empleo previamente adquirido en virtud de los preceptos a los que se refiere el 
apartado 1, el inicio del periodo previsto en este apartado se producirá cuando aquel haya 
terminado.

Artículo 6.  Prórroga de los artículos 2 y 5 del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, 
por el que se adoptan medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los 
efectos derivados del COVID-19.

Los artículos 2 y 5 del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, permanecerán 
vigentes hasta el 31 de enero de 2021.

Artículo 7.  Horas extraordinarias y nuevas externalizaciones de la actividad durante la 
aplicación de los expedientes de regulación temporal de empleo regulados en esta 
norma.

No podrán realizarse horas extraordinarias, establecerse nuevas externalizaciones de 
la actividad, ni concertarse nuevas contrataciones, sean directas o indirectas, durante la 
aplicación de los expedientes de regulación temporal de empleo a los que se refiere este 
artículo.

Esta prohibición podrá ser exceptuada en el supuesto en que las personas reguladas 
y que prestan servicios en el centro de trabajo afectado por las nuevas contrataciones, 
directas o indirectas, o externalizaciones, no puedan, por formación, capacitación u otras 
razones objetivas y justificadas, desarrollar las funciones encomendadas a aquellas, previa 
información al respecto por parte de la empresa a la representación legal de las personas 
trabajadoras.

Estas acciones podrán constituir infracciones de la empresa afectada, en virtud de 
expediente incoado al efecto, en su caso, por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
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CAPÍTULO II

De las medidas extraordinarias de protección de las personas trabajadoras

Artículo 8.  Medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo.

1.  Las medidas de protección por desempleo previstas en los apartados 1.a), 2 y al 5 
del artículo 25 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, resultarán aplicables hasta 
el 31 de enero de 2021 a las personas afectadas por los expedientes de regulación 
temporal de empleo regulados en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
de marzo, y a los referidos en el artículo 2 de la presente norma y en la disposición 
adicional primera del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio.

Las medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo reguladas en el 
artículo 25.6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, resultarán aplicables hasta 
el 31 de diciembre de 2020.

2.  Las empresas afectadas por las prórrogas reguladas en el artículo 1 y aquellas 
que estén aplicando un expediente de regulación temporal de empleo basado en el 
artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, a fecha de entrada en vigor de la 
presente norma, deberán formular una nueva solicitud colectiva de prestaciones por 
desempleo, en los términos regulados en el párrafo anterior, antes del día 20 de octubre 
de 2020.

Las empresas que desafecten a alguna o a todas las personas trabajadoras, deberán 
comunicar a la Entidad Gestora la baja en la prestación de quienes dejen de estar 
afectadas por las medidas de suspensión o reducción con carácter previo a su efectividad.

Las empresas que decidan renunciar con carácter total y definitivo al expediente de 
regulación temporal de empleo deberán igualmente efectuar la comunicación referida.

3.  En el caso de procedimientos de regulación temporal de empleo por las causas 
previstas en el artículo 23 del Real Decreto ley 8/2020, de 17 de marzo, en los que la 
decisión empresarial se comunique a la Autoridad Laboral tras la entrada en vigor del 
presente real decreto-ley, la empresa deberá formular solicitud colectiva de prestaciones 
por desempleo, en representación de las personas trabajadoras, en el modelo establecido 
al efecto en la página web o sede electrónica del SEPE. El plazo para la presentación de 
esta solicitud será el establecido en el artículo 268 del texto refundido de la Ley General 
de Seguridad Social.

A las personas trabajadoras afectadas por estos nuevos expedite les serán de 
aplicación las medidas previstas en el artículo 25.1 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 7 de este artículo.

La duración de la prestación reconocida se extenderá como máximo hasta el 31 de 
enero de 2021.

4.  La cuantía de la prestación por desempleo reconocida a las personas trabajadoras 
afectadas por los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada 
referidos en este real decreto-ley, se determinará aplicando, a la base reguladora de la 
relación laboral afectada por el expediente, el porcentaje del 70 por ciento hasta el 31 de 
enero de 2021, sin perjuicio de la aplicación de las cuantías máximas y mínimas previstas 
en el artículo 270.3 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

5.  En los casos previstos en los apartados 1 y 2, a efectos de la regularización de las 
prestaciones por desempleo, cuando durante un mes natural se alternen periodos de 
actividad y de inactividad, así como en los supuestos de reducción de la jornada habitual, 
y en los casos en los que se combinen ambos, días de inactividad y días en reducción de 
jornada, la empresa deberá comunicar a mes vencido, a través de la comunicación de 
periodos de actividad de la aplicación certific@2, la información sobre los días trabajados 
en el mes natural anterior.

En el caso de los días trabajados en reducción de jornada, las horas trabajadas se 
convertirán en días completos equivalentes de actividad. Para ello se dividirá el número 
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total de horas trabajadas en el mes entre el número de horas que constituyesen la 
jornada habitual de la persona trabajadora con carácter previo a la aplicación de la 
reducción de jornada.

6.  La comunicación prevista en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de la 
obligación de la empresa de comunicar a la Entidad Gestora, con carácter previo, las bajas 
y las variaciones de las medidas de suspensión y reducción de jornada, en los términos 
legalmente establecidos. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social tendrá dichos datos 
a su disposición.

7.  La medida prevista en el artículo 25.1.b) del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, se mantendrá vigente hasta el 30 de septiembre de 2020.

La reducción de las prestaciones consumidas a partir del 1 de octubre de 2020 en los 
expedientes de regulación temporal de empleo en los que hasta ahora se aplicaba dicha 
medida, no obstante, no afectará a las nuevas prestaciones que se inicien a partir del 1 de 
octubre de 2026.

Sin perjuicio de lo previsto en los párrafos precedentes, con el objetivo proteger a las 
personas afectadas en sus empleos por la crisis, especialmente a las más vulnerables, no 
se computarán en ningún momento como consumidas las prestaciones por desempleo 
disfrutadas, durante los expedientes referidos en el apartado 1 de este artículo, por 
aquellas que accedan a un nuevo derecho, antes del 1 de enero de 2022, como 
consecuencia de la finalización de un contrato de duración determinada o de un despido, 
individual o colectivo, por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, o 
un despido por cualquier causa declarado improcedente.

Artículo 9.  Prestación extraordinaria para personas con contrato fijo discontinuo o que 
realicen trabajos fijos y periódicos que se repitan en fechas ciertas.

1.  La prestación extraordinaria se reconocerá a las personas trabajadoras con 
contrato fijo discontinuo y a aquellas que realizan trabajos fijos y periódicos que se repiten 
en fechas ciertas que hayan estado afectadas, durante todo o parte del último periodo 
teórico de actividad, por un expediente de regulación temporal de empleo basado en las 
causas recogidas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
cuando dejen de estar afectados por el expediente de regulación temporal de empleo por 
alcanzarse la fecha en que hubiera finalizado el periodo de actividad.

2.  Igualmente la prestación extraordinaria se reconocerá a las personas trabajadoras 
con contrato fijo discontinuo y a aquellas que realizan trabajos fijos y periódicos que se 
repiten en fechas ciertas que, por haberse encontrado en alguno de los supuestos 
previstos en las letras b) a d) del artículo 25.6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, hayan sido beneficiarias de cualquiera de estas medidas, siempre que, una vez 
agotadas, continúen desempleadas y sin derecho a percibir prestaciones por desempleo 
de nivel contributivo ni asistencial, o las agoten antes del día 31 de enero de 2021.

3.  El reconocimiento de esta prestación, para las personas incluidas en el apartado 1, 
exigirá la presentación por parte de la empresa de una solicitud colectiva de prestaciones 
extraordinarias, que incluirá a todas las personas con contrato fijo discontinuo o para la 
realización de trabajos fijos y periódicos que se repitan en fechas ciertas que dejen de 
estar afectadas por el expediente de regulación temporal de empleo.

Cuando se trate de supuestos del apartado 2, serán las propias personas trabajadoras 
afectadas quienes deberán solicitar la prestación extraordinaria regulada en este artículo.

4.  El plazo para la presentación de esta solicitud será el establecido en el artículo 268 
del texto refundido de la Ley General de Seguridad Social con carácter general. Para las 
situaciones producidas antes de la fecha de entrada en vigor de esta norma el plazo será 
de 15 días desde la entrada en vigor de este real decreto-ley.

5.  La duración de esta prestación extraordinaria se extenderá desde la finalización de 
la medida prevista en el artículo 25.6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de la 
que se haya sido beneficiario, hasta el 31 de enero de 2021. No obstante, la prestación 
podrá interrumpirse por la reincorporación temporal de la persona trabajadora a su 
actividad, debiendo en este caso la empresa comunicar a la Entidad Gestora la baja de la cv
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persona trabajadora en la prestación extraordinaria. Será la persona trabajadora la 
obligada a comunicar su baja a la entidad gestora si inicia un trabajo por cuenta propia o 
por cuenta ajena en empresa distinta de aquella con la que tiene suscrito el contrato fijo 
discontinuo. En todos los casos, la prestación extraordinaria podrá reanudarse previa 
solicitud de la persona trabajadora que acredite el cese involuntario en el trabajo por 
cuenta propia o encontrarse nuevamente en situación legal de desempleo, siempre que 
aquella se presente antes del día 31 de enero de 2021.

Esta prestación será compatible con el trabajo por cuenta ajena a tiempo parcial que 
se mantenga en la fecha del nacimiento del derecho o que se adquiera con posterioridad, 
previa deducción en su importe de la parte proporcional al tiempo trabajado.

6.  Esta prestación se abonará por periodos mensuales y en idéntica cuantía que la 
última prestación contributiva por desempleo que la persona afectada hubiera percibido o, 
en su caso, la cuantía mínima de la prestación contributiva.

Artículo 10.  Personas trabajadoras incluidas en expedientes de regulación temporal de 
empleo que no sean beneficiarias de prestaciones de desempleo.

1.  Las personas trabajadoras incluidas en los expedientes de regulación temporal de 
empleo a los que se refieren el artículo 2 y la disposición adicional primera de este real 
decreto-ley que no resulten beneficiarias de prestaciones de desempleo durante los 
periodos de suspensión de contratos o reducción de jornada y respecto de las que la 
empresa no está obligada al ingreso de la aportación empresarial a la que se refiere el 
artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, se considerarán 
en situación asimilada al alta durante dichos periodos, a los efectos de considerar estos 
como efectivamente cotizados.

2.  A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, la base de cotización a tener en 
cuenta durante los periodos de suspensión o reducción de jornada será el promedio de las 
bases de cotización de los seis meses inmediatamente anteriores al inicio de dichas 
situaciones.

3.  Lo establecido en esta disposición será aplicable, únicamente, durante los 
periodos de aplicación de las exenciones en la cotización contemplados en este real 
decreto-ley.

Artículo 11.  Compatibilidad de las prestaciones por desempleo con el trabajo a tiempo 
parcial en determinados supuestos.

A partir de la entrada en vigor del presente real decreto-ley, cuando las prestaciones 
por desempleo reconocidas en el ámbito de los expedientes de regulación temporal de 
empleo a los que se refieren los artículos 1, 2 y 3 y la disposición adicional primera del 
presente real decreto-ley se compatibilicen con la realización de un trabajo a tiempo parcial 
no afectado por medidas de suspensión, no se deducirá de la cuantía de la prestación la 
parte proporcional al tiempo trabajado.

Artículo 12.  Compensación económica en determinados supuestos de compatibilidad de 
la prestación contributiva por desempleo con el trabajo a tiempo parcial.

1.  Las personas beneficiarias de la prestación por desempleo regulada en el 
artículo  25.1 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, cuya 
cuantía se haya visto reducida en proporción al tiempo trabajado, en aplicación del 
artículo 282.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, por mantener 
en el momento del reconocimiento inicial una o varias relaciones laborales a tiempo parcial 
no afectadas por procedimientos de regulación temporal de empleo, tendrán derecho a 
percibir una compensación económica cuyo importe será equivalente a lo dejado 
de percibir por la deducción efectuada.
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2.  Dicha compensación se abonará en un solo pago previa solicitud del interesado 
formalizada en el modelo establecido al efecto. La solicitud se presentará necesariamente 
a través de la sede electrónica del SEPE, en el plazo que media desde la entrada en vigor 
de este real decreto-ley y hasta el día 30 de junio de 2021. La presentación de la solicitud 
fuera de este plazo implicará su denegación.

3.  El plazo máximo para que el Servicio Público de Empleo Estatal resuelva las 
solicitudes presentadas se extenderá hasta el día 31 de julio de 2021. Transcurrido dicho 
plazo sin que haya recaído resolución expresa, la persona solicitante podrá entender 
desestimada su solicitud.

TÍTULO II

Medidas de apoyo a los trabajadores autónomos

Artículo 13.  Prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores 
autónomos afectados por una suspensión temporal de toda la actividad como 
consecuencia de resolución de la autoridad competente como medida de contención 
de la propagación del virus COVID-19 y para aquellos trabajadores autónomos que no 
puedan causar derecho a la prestación ordinaria de cese de actividad prevista en la 
disposición adicional cuarta de este real decreto-ley o a la prestación de cese de 
actividad regulada en los artículos 327 y siguientes de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobada mediante Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

1.  A partir del 1 de octubre de 2020, los trabajadores autónomos que se vean 
obligados a suspender todas sus actividades como consecuencia de una resolución 
adoptada por la autoridad competente como medida de contención en la propagación del 
virus COVID-19, tendrán derecho a una prestación económica de cese de actividad de 
naturaleza extraordinaria en los términos y requisitos que se establecen a continuación.

a)  Son requisitos para causar derecho a esta prestación:

1.º  Estar afiliados y en alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, al menos 30 días naturales antes de la 
fecha de la resolución que acuerde el cese de actividad.

2.º  Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, 
si en la fecha de la suspensión de la actividad no se cumpliera este requisito, el órgano 
gestor invitará al pago al trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de 
treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto 
producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a la protección.

b)  La cuantía de la prestación será del 50 por ciento de la base mínima de cotización 
que corresponda por la actividad desarrollada.

Esta cantidad se incrementará en un 20 por ciento si el trabajador autónomo tiene 
reconocida la condición de miembro de una familia numerosa y los únicos ingresos de la 
unidad familiar o análoga durante ese periodo proceden de su actividad suspendida.

No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas unidas por vínculo 
familiar o unidad análoga de convivencia hasta el primer grado de parentesco por 
consanguinidad o afinidad, y dos o más miembros tengan derecho a esta prestación 
extraordinaria de cese de actividad, la cuantía de cada una de las prestaciones será del 40 
por ciento, no siendo de aplicación la previsión contemplada en el apartado anterior para 
familias numerosas.

c)  El derecho a la prestación nacerá desde el día siguiente a la adopción de la 
medida de cierre de actividad adoptada por la autoridad competente y finalizará el último 
día del mes en que se acuerde el levantamiento de la misma.

d)  Durante el tiempo que permanezca la actividad suspendida se mantendrá el alta 
en el régimen especial correspondiente quedando el trabajador autónomo exonerado de la cv
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obligación de cotizar. La exoneración del ingreso de las cuotas se extenderá desde el 
primer día del mes en el que se adopta la medida de cierre de actividad hasta el último día 
del mes siguiente al que se levante dicha medida.

El periodo durante el cual el trabajador autónomo esté exento de la obligación de 
cotizar se entenderá como cotizado y las cotizaciones que correspondan al mismo serán 
asumidas por las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente 
prestación.

La base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta 
prestación extraordinaria será en todo caso la establecida en el momento de inicio de 
dicha prestación.

La duración máxima y resto de condiciones de aplicación de las deducciones en la 
cotización a las que pueda tener derecho el trabajador beneficiario de esta prestación 
extraordinaria por cese en la actividad no se modificará por el percibo de esta última.

Las mutuas colaboradoras y el Instituto Social de la Marina, proporcionarán a la 
Tesorería General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los 
procedimientos que establezca esta última, para la aplicación de lo establecido en este 
apartado, tanto en el momento del reconocimiento provisional de la prestación como en la 
revisión posterior, conforme a lo establecido en la letra i).

e)  El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una retribución 
por el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, salvo que los ingresos del trabajo por 
cuenta ajena sean inferiores a 1,25 veces el importe del salario mínimo interprofesional; 
con el desempeño de otra actividad por cuenta propia; con la percepción de rendimientos 
procedentes de la sociedad cuyo actividad se haya visto afectada por el cierre; así como 
con la percepción de una prestación de Seguridad Social salvo aquella que el beneficiario 
viniera percibiendo por ser compatible con el desempeño de la actividad que desarrollaba.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será además 
incompatible con las ayudas por paralización de la flota.

f)  Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado 
por su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria, siempre que 
reúnan los requisitos establecidos en este apartado.

g)  La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

h)  El tiempo de percepción de la prestación no reducirá los periodos de prestación 
por cese de actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho en el futuro.

i)  El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo deberá solicitarse 
dentro de los primeros quince días siguientes a la entrada en vigor del acuerdo o resolución 
de cierre de actividad.

En el caso de que la solicitud se presente fuera del plazo establecido, el derecho a la 
prestación se iniciará el día de la solicitud. No obstante, el trabajador quedará exento de la 
obligación de cotizar desde el primer día del mes en el que la autoridad gubernativa haya 
determinado la prohibición de la actividad, si bien en ese caso el periodo anterior a la fecha 
de solicitud no se entenderá como cotizado, no asumiendo la cotización las entidades que 
cubran las respectivas prestaciones.

Las entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la solicitud 
presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la resolución provisional que 
sea procedente, estimando o desestimando el derecho. Finalizada la medida de cierre de 
actividad se procederá a revisar todas las resoluciones provisionales adoptadas. En el 
supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la prestación, se 
iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente percibidas, debiendo 
además en estos casos ingresar las cotizaciones correspondientes a todo el periodo de 
percepción indebida de la prestación, aplicándose el procedimiento de gestión recaudatoria 
del sistema de la Seguridad Social en todos sus términos.
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j)  En la solicitud de la prestación el interesado deberá comunicar a la mutua o a la 
entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar y si alguno 
de ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentas con 
alguno otro tipo de ingresos.

Junto con la solicitud se aportará una declaración jurada de los ingresos que se 
perciben, en su caso, como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, sin perjuicio de la 
obligación que asiste al perceptor de la prestación de presentar un certificado de empresa 
y la declaración de la renta a la entidad gestora de la prestación cuando así se le requiera.

2.  A partir del 1 de octubre de 2020, podrán acceder a una prestación económica de 
cese de actividad de naturaleza extraordinaria en los términos que se definen a 
continuación aquellos trabajadores autónomos que reúnen los requisitos establecidos en 
este apartado.

a)  Los requisitos que deben concurrir para causar derecho a la prestación son los 
siguientes:

1.º  Estar dado de alta y al corriente en el pago de las cotizaciones en el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar 
como trabajador por cuenta propia desde antes del 1 de abril de 2020.

No obstante, si en la fecha de la presentación de la solicitud no se cumpliera el 
requisito de estar al corriente en el pago de las cotizaciones, el órgano gestor invitará al 
pago al trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días naturales 
ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto producirá plenos efectos 
para la adquisición del derecho a la protección.

2.º  No tener derecho a la prestación de cese de actividad que se regula en la 
disposición adicional cuarta de esta norma o a la prestación de cese de actividad regulada 
en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por no 
reunir los requisitos de carencia exigidos en la norma.

3.º  No tener ingresos procedentes de la actividad por cuenta propia en el último 
trimestre del ejercicio 2020 superiores al salario mínimo interprofesional.

4.º  Sufrir, en el cuarto trimestre del 2020, una reducción en los ingresos de la 
actividad por cuenta propia de al menos el 50% en relación a los ingresos habidos en el 
primer trimestre del 2020.

Para el cálculo de la reducción de ingresos se tendrá en cuenta el periodo en alta en 
el primer trimestre del año 2020 y se comparará con la parte proporcional de los ingresos 
habidos en el cuarto trimestre por el mismo tiempo.

b)  La cuantía de la prestación será del 50 por ciento de la base mínima de cotización 
que corresponda por la actividad desarrollada.

No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas unidas por vínculo familiar 
o unidad análoga de convivencia hasta el primer grado de parentesco por consanguinidad o 
afinidad, y dos o más miembros tengan derecho a esta prestación extraordinaria de cese de 
actividad, la cuantía de cada una de las prestaciones será del 40 por ciento.

c)  Esta prestación extraordinaria por cese de actividad podrá comenzar a devengarse 
con efectos de 1 de octubre de 2020 y tendrá una duración máxima de 4 meses, siempre 
que la solicitud se presente dentro de los primeros quince días naturales de octubre. En 
caso contrario, los efectos quedan fijados en el primer día del mes siguiente al de la 
presentación de la solicitud y su duración no podrá exceder del 31 de enero de 2021.

d)  El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una retribución 
por el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, salvo que los ingresos del trabajo por 
cuenta ajena sean inferiores a 1,25 veces el importe del salario mínimo interprofesional; 
con el desempeño de otra actividad por cuenta propia; con la percepción de rendimientos 
procedentes de una sociedad; con la percepción de una prestación de Seguridad Social 
salvo aquella que el beneficiario viniera percibiendo por ser compatible con el desempeño 
de la actividad que desarrollaba. cv
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Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será además 
incompatible con las ayudas por paralización de la flota.

e)  Durante el tiempo de percepción de la prestación se mantendrá el alta en el 
régimen especial correspondiente quedando el trabajador autónomo exonerado de la 
obligación de cotizar.

El periodo durante el cual el trabajador autónomo esté exento de la obligación de cotizar 
se entenderá como cotizado y las cotizaciones que correspondan al mismo serán asumidas 
por las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.

La base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta 
prestación extraordinaria será en todo caso la establecida en el momento de inicio de 
dicha prestación.

La duración máxima y resto de condiciones de aplicación de las deducciones en la 
cotización a las que pueda tener derecho el trabajador beneficiario de esta prestación 
extraordinaria por cese en la actividad no se modificará por el percibo de esta última.

Las mutuas colaboradoras y el Instituto Social de la Marina, proporcionarán a la 
Tesorería General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los 
procedimientos que establezca esta última, para la aplicación de lo establecido en este 
apartado, tanto en el momento del reconocimiento provisional de la prestación como en la 
revisión posterior, conforme a lo establecido en los apartados i) y j).

f)  Los trabajadores autónomos que perciban esta prestación y no estuvieran 
cotizando por cese de actividad vendrán obligados a cotizar por este concepto a partir del 
mes siguiente en que finalice la percepción de la prestación.

g)  Se extinguirá el derecho a la esta prestación si durante la percepción de la misma 
concurren los requisitos para causar derecho a la prestación de cese de actividad 
contemplada en la disposición adicional cuarta de esta norma o a la prestación de cese de 
actividad regulada en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, 
sin perjuicio del derecho que asiste al interesado a solicitar la prestación correspondiente.

h)  Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado 
por su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria en los términos 
establecidos, siempre que reúnan los requisitos de este apartado.

i)  La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

Las entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la solicitud 
presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la resolución provisional que 
sea procedente, estimando o desestimando el derecho.

Junto con la solicitud se aportará una declaración jurada de los ingresos que se 
perciben, en su caso, como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, sin perjuicio de la 
obligación que asiste al perceptor de la prestación de presentar un certificado de empresa 
y la declaración de la renta a la entidad gestora de la prestación.

j)  A partir del 1 de marzo de 2021 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.

1.º  Para ello las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, siempre que tengan 
el consentimiento de los interesados, o el Instituto Social de la Marina recabaran del 
Ministerio de Hacienda los datos tributarios correspondientes al año 2020 de los 
trabajadores autónomos.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina 
no pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora:

Copia del modelo 390 de declaración resumen anual IVA del año 2020.
Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del año 2020.
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Declaración de la renta de las personas físicas o certificado de empresas donde 
consten las retribuciones percibidas por cuenta ajena.

Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

2.º  En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.

Para ello la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses 
o recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

k)  Al tiempo de solicitar la prestación, el interesado deberá comunicar a la mutua o a 
la entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar y si alguno 
de ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentan con 
algún otro tipo de ingresos.

l)  El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en 
este apartado podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 31 de enero de 2021, surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos percibidos durante el cuarto trimestre de 2020 
o la caída de la facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales establecidos en 
el apartado 2 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

Artículo 14.  Prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores de 
temporada.

1.  A los efectos de este precepto se consideran trabajadores de temporada aquellos 
trabajadores autónomos cuyo único trabajo a lo largo de los últimos dos años se hubiera 
desarrollado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen 
Especial de Trabajadores del Mar durante los meses de junio a diciembre.

Se considerará que el trabajador autónomo ha desarrollado un único trabajo durante 
los meses de junio a diciembre de 2018 y 2019 siempre que, de haber estado de alta en 
un régimen de seguridad social como trabajador por cuenta ajena, esta alta no supere 
los 120 días a lo largo de esos dos años.

2.  Serán requisitos para causar derecho a la prestación:

a)  Haber estado de alta y cotizado en el Régimen Especial de Trabajadores 
Autónomos o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar como trabajador por cuenta 
propia durante al menos cuatro meses en el periodo comprendido entre los meses de junio 
a diciembre de cada uno de los años 2018 y 2019.

b)  No haber estado en alta o asimilado al alta como trabajador por cuenta ajena en 
el régimen de Seguridad Social correspondiente más de 120 días durante el periodo 
comprendido entre el 1 de junio de 2018 y el 31 de julio de 2020.

c)  No haber desarrollado actividad ni haber estado dado en alta o asimilado al alta 
desde el 1 de marzo al 31 de mayo de 2020.

d)  No haber percibido prestación alguna del sistema de Seguridad Social durante los 
meses de enero a junio de 2020, salvo que la misma fuera compatible con el ejercicio de 
una actividad como trabajador autónomo. cv
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e)  No haber obtenido durante el año 2020 unos ingresos que superen los 23.275 
euros.

f)  Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, 
si no se cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo 
para que en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La 
regularización del descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a 
la protección.

3.  La cuantía de la prestación regulada en este artículo será el equivalente al 70 por 
ciento de la base mínima de cotización que corresponda por la actividad desempeñada en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores del Mar.

4.  La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en este artículo podrá 
comenzar a devengarse con efectos de 1 de octubre de 2020 y tendrá una duración 
máxima de 4 meses, siempre que la solicitud se presente dentro de los primeros quince 
días naturales de octubre. En caso contrario los efectos quedan fijados al día siguiente de 
la presentación de la solicitud.

5.  Durante la percepción de la prestación no existirá obligación de cotizar, 
permaneciendo el trabajador en situación de alta o asimilada al alta en el régimen de 
Seguridad Social correspondiente.

6.  Las cotizaciones por las que no exista obligación de cotizar serán asumidas por 
las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.

7.  Esta prestación será incompatible con el trabajo por cuenta ajena y con cualquier 
prestación de Seguridad Social que el beneficiario viniera percibiendo salvo que fuera 
compatible con el desempeño de la actividad como trabajador por cuenta propia. Asimismo 
será incompatible con el trabajo por cuenta propia y con la percepción de rendimientos 
procedentes de la sociedad cuya actividad se haya visto afectada por el cierre, cuando los 
ingresos que se perciban durante el año 2020 superen los 23.275 euros.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será incompatible 
además con la percepción de las ayudas por paralización de la flota.

8.  Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado 
por su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho, en las mismas condiciones, a esta prestación extraordinaria, 
siempre que reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

9.  La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

10.  El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo podrá solicitarse en 
cualquier momento durante el periodo comprendido entre la entrada en vigor de la norma 
y el mes de enero de 2021.

Los efectos de la solicitud son los determinados en el apartado 4.
Las entidades gestoras, de acuerdo con la solicitud presentada y los documentos en 

su caso aportados, dictará la resolución provisional que sea procedente, estimando o 
desestimando el derecho.

11.  A partir del 1 de marzo de 2021 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.

a)  Para ello las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, siempre que tengan 
el consentimiento de los interesados, o el Instituto Social de la Marina recabaran del 
Ministerio de Hacienda los datos tributarios correspondientes al segundo semestre del 
año 2020 de los trabajadores autónomos.
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Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina 
no pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora:

Copia del modelo 390 de declaración resumen anual IVA del año 2020.
Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del año 2020.

Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

b)  En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.

Para ello la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses 
o recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

12.  El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en 
este artículo podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 31 de diciembre de 2020, surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos que puede percibir por el ejercicio de la 
actividad durante el tiempo que puede causar derecho a ella superarán los umbrales 
establecidos en el apartado 2.e) con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

Disposición adicional primera.  Empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa 
de cobertura por expedientes de regulación temporal de empleo y una reducida tasa 
de recuperación de actividad.

Se consideran empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa de cobertura 
y una reducida tasa de recuperación de actividad aquellas que tengan expedientes de 
regulación temporal de empleo prorrogados automáticamente hasta el 31 de enero 
de 2021, conforme a lo establecido en el del artículo 1, y cuya actividad se clasifique en 
alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas –CNAE-09– 
previstos en el Anexo de la presente norma en el momento de su entrada en vigor.

También podrán acceder a las exoneraciones previstas en el apartado tercero de esta 
disposición adicional, las empresas que tengan expedientes de regulación temporal de 
empleo prorrogados automáticamente hasta el 31 de enero de 2021, conforme a lo 
establecido en el artículo 1, cuyo negocio dependa, indirectamente y en su mayoría, de las 
empresas a las que se refiere el apartado anterior, o que formen parte de la cadena de 
valor de estas, en los términos establecidos a continuación.

Se entenderá que son integrantes de la cadena de valor o dependientes indirectamente 
de las empresas a que se refiere el apartado 1, las empresas cuya facturación, durante el 
año 2019, se haya generado, al menos, en un cincuenta por ciento, en operaciones 
realizadas de forma directa con las incluidas en alguno de los códigos de la CNAE-09 
referidos en el anexo indicado, así como aquellas cuya actividad real dependa 
indirectamente de la desarrollada efectivamente por las empresas incluidas en dichos 
códigos CNAE-09. cv
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La solicitud de declaración de empresa dependiente o integrante de la cadena de valor 
deberá ser presentada entre los días 5 y 19 de octubre de 2020 y se tramitará y resolverá 
de acuerdo con el siguiente procedimiento:

a)  El procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa ante la autoridad 
laboral que hubiese dictado la resolución expresa o tácita del expediente de regulación 
temporal de empleo prorrogado, a la que se acompañará de un informe o memoria 
explicativa de la concurrencia, dentro del ámbito de dicho expediente, de las circunstancias 
previstas en el párrafo segundo de este apartado y, en su caso, de la correspondiente 
documentación acreditativa. La empresa deberá comunicar su solicitud a las personas 
trabajadoras y trasladar el informe anterior y la documentación acreditativa, en caso de 
existir, a la representación de estas.

b)  La resolución de la autoridad laboral se dictará en el plazo de cinco días a contar 
desde la presentación de la solicitud, previa solicitud de informe de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, y deberá limitarse a constatar la condición de empresa 
integrante de la cadena de valor o dependiente indirectamente, en los términos definidos 
por esta disposición adicional.

Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolución expresa, y sin perjuicio de 
obligación de dictar resolución conforme a la normativa de procedimiento administrativo, la 
empresa podrá entender estimada la solicitud presentada por silencio administrativo.

c)  El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se evacuará en el plazo 
improrrogable de cinco días.

En todo lo no previsto en este apartado resultarán de aplicación las normas sobre 
procedimiento contenidas en el Título II del Reglamento de los procedimientos de despido 
colectivo y de suspensión de contratos y reducción de jornada, aprobado por el Real 
Decreto 1483/2012, de 29 de octubre.

3.  Quedarán exoneradas entre el 1 de octubre de 2020 y el 31 de enero de 2021, del 
abono de la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad Social y por conceptos 
de recaudación conjunta, en los porcentajes y condiciones que se indican en el siguiente 
apartado, las siguientes empresas:

a)  Empresas a las que se prorrogue automáticamente el expediente de regulación 
temporal de empleo vigente, basados en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
de marzo, según lo establecido en el artículo 1.1, y que tengan la consideración de 
pertenecientes a sectores con una elevada tasa de cobertura por expedientes de 
regulación temporal de empleo y una reducida tasa de recuperación de actividad, según 
los apartados 1 y 2 de esta disposición adicional.

b)  Empresas a las que se refiere el artículo 3.3, que transiten desde un expediente de 
regulación temporal de empleo de fuerza mayor basado en las causas del artículo 22 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, a uno de causas económicas, técnicas, organizativas o 
de producción durante la vigencia de esta norma, cuya actividad se clasifique en alguno de los 
códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas –CNAE-09– previstos en el 
Anexo de la presente norma en el momento de su entrada en vigor.

c)  Empresas titulares de un expediente de regulación temporal de empleo basado en 
el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, a las que se refiere el 
artículo  4.2 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de 
reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector 
industrial, cuya actividad se clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional 
de Actividades Económicas –CNAE-09- previstos en el Anexo de la presente norma en el 
momento de su entrada en vigor.

d)  Empresas que, habiendo sido calificadas como dependientes o integrantes de la 
cadena de valor, transiten desde un expediente de regulación temporal de empleo por 
causas de fuerza mayor basado en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, a uno por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, conforme 
a lo establecido en el artículo 3.3.
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4.  Las empresas indicadas en el apartado anterior quedarán exoneradas, respecto 
de las personas trabajadoras afectadas por el expediente de regulación temporal de 
empleo que reinicien su actividad a partir del 1 de octubre de 2020, o que la hubieran 
reiniciado desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, en los 
términos de su artículo 4.2.a), y de los periodos y porcentajes de jornada trabajados a 
partir del 1 de octubre de 2020, y respecto de las personas trabajadoras que tengan sus 
actividades suspendidas entre el 1 de octubre de 2020 y el 31 de enero de 2021 y de los 
periodos y porcentajes de jornada afectados por la suspensión, en los porcentajes y 
condiciones que se indican a continuación:

a)  El 85 % de la aportación empresarial devengada en octubre, noviembre, diciembre 
de 2020 y enero de 2021, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta personas 
trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de 
febrero de 2020.

b)  El 75 % de la aportación empresarial devengada en octubre, noviembre, diciembre 
de 2020 y enero de 2021, cuando la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas 
trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta a 29 de febrero de 2020.

5.  Las exenciones reguladas en esta disposición adicional serán incompatibles con 
las medidas reguladas en el artículo 2 de la presente norma. Asimismo, les resultarán de 
aplicación los apartados 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 2 de este real decreto-ley.

6.  A efectos de lo establecido en esta disposición adicional, se considerará que el 
código de la CNAE-09 en que se clasifica la actividad de la empresa es el que resulte de 
aplicación para la determinación de los tipos de cotización para la cobertura de las 
contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales respecto de las 
liquidaciones de cuotas presentadas en septiembre de 2020, según lo establecido en la 
disposición adicional cuarta de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2007.

Disposición adicional segunda.  Comisión de Seguimiento Tripartita Laboral.

1.  La Comisión de Seguimiento tripartita laboral, estará integrada por el Ministerio de 
Trabajo y Economía social, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y por 
la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), la Confederación 
Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), Comisiones Obreras (CC.OO.) 
y la Unión General de Trabajadores (UGT), y tendrá como funciones, desde la entrada en 
vigor del presente real decreto-ley, la valoración de las medidas recogidas en este y de la 
evolución de la actividad económica y el empleo, así como el análisis de las eventuales 
medidas futuras para la protección del empleo y del tejido productivo.

2.  Para el desarrollo de dichas funciones, la Comisión se reunirá, con carácter 
ordinario, cada 15 días desde la entrada en vigor de la presente norma, previa convocatoria 
remitida al efecto por el Ministerio de Trabajo y Economía Social y, con carácter 
extraordinario, siempre que lo soliciten tres de las cuatro organizaciones integrantes de la 
misma.

Disposición adicional tercera.  Formación de las personas afectadas por expedientes de 
regulación temporal de empleo.

1.  Las personas trabajadoras que se encuentren en situación de suspensión de 
contrato o de reducción de jornada como consecuencia de un expediente de regulación 
temporal de empleo de los referidos en esta norma, tendrán la consideración de colectivo 
prioritario para el acceso a las iniciativas de formación del sistema de formación profesional 
para el empleo en el ámbito laboral.
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2.  Con este objetivo, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de esta 
norma, se adoptarán las siguientes medidas:

a)  Adaptación, para su flexibilización, de la normativa reguladora, particularmente la 
Orden TMS/368/2019, de 28 de marzo, por la que se desarrolla el Real Decreto 694/2017, 
de 3 de julio, por el que se desarrolla la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se 
regula el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral, en 
relación con la oferta formativa de las administraciones competentes y su financiación, y 
se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones públicas 
destinadas a su financiación.

b)  Integración de estas personas como colectivo prioritario en las bases reguladoras 
de las diferentes iniciativas de formación profesional para el empleo.

c)  Programación de planes específicos de formación adaptados a la realidad 
productiva de estas personas, con especial relevancia en aquellas iniciativas relacionadas 
con la adquisición de competencias para la transformación digital, así como en los planes 
de formación sectoriales e intersectoriales

Disposición adicional cuarta.  Derecho a la prestación de cese de actividad compatible 
con el trabajo por cuenta propia y prórroga de las prestaciones ya causadas al amparo 
del artículo 9 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de 
reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del 
sector industrial.

1.  Los trabajadores autónomos que vinieran percibiendo a la entrada en vigor de esta 
norma la prestación por cese de actividad prevista en el artículo 9 del Real Decreto-
ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección 
del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial podrán continuar 
percibiéndola hasta el 31 de enero de 2021, siempre que durante el cuarto trimestre del 
año 2020 mantengan los requisitos que se establecieron para su concesión.

Asimismo, los trabajadores autónomos que no hubieran percibido esta prestación 
durante el tercer trimestre de 2020 podrán solicitar la prestación por cese de actividad 
prevista en el artículo 327 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, siempre que concurran 
los requisitos establecidos en los apartados a), b), d) y e) del artículo 330.1 de la norma y 
hubieran percibido hasta el 30 de junio, la prestación extraordinaria por cese de actividad 
prevista en el artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

2.  El acceso a esta prórroga de la prestación o, en su caso, a la prestación exigirá 
acreditar una reducción en la facturación durante el cuarto trimestre del año 2020 de al 
menos el 75 por ciento en relación con el mismo periodo del año 2019, así como no haber 
obtenido durante el trimestre indicado de 2020 unos rendimientos netos superiores 
a 5.818,75 euros.

Para determinar el derecho a la prestación mensual se prorratearán los rendimientos 
netos del cuarto trimestre, no pudiendo exceder de 1.939,58 euros mensuales.

En el caso de los trabajadores autónomos que tengan uno o más trabajadores a su 
cargo, deberá acreditarse al tiempo de solicitar la prestación el cumplimiento de todas las 
obligaciones laborales y de Seguridad Social que tengan asumidas. Para ello emitirán una 
declaración responsable, pudiendo ser requeridos por las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o por la entidad gestora para que aporten los documentos precisos que 
acrediten este extremo.

3.  Esta prestación podrá percibirse como máximo hasta el 31 de enero de 2021, 
siempre que el trabajador tenga derecho a ella en los términos fijados en el artículo 338 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

Asimismo, percibirán esta prestación hasta el 31 de enero de 2021 aquellos 
trabajadores autónomos que a 31 de octubre vinieran percibiendo la prestación de cese de 
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actividad reconocida al amparo del artículo 9 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio 
y vean agotado su derecho al cese previsto en el citado precepto antes del 31 de diciembre 
de 2020, siempre que reúnan los requisitos exigidos al efecto.

A partir del 31 de enero de 2021 solo se podrá continuar percibiendo esta prestación 
de cese de actividad si concurren todos los requisitos del artículo 330 de la Ley General de 
la Seguridad Social.

4.  El reconocimiento a la prestación se llevará a cabo por las mutuas colaboradoras 
o el Instituto Social de la Marina con carácter provisional con efectos de 1 de octubre 
de 2020 si se solicita antes del 15 de octubre, o con efecto desde el día siguiente a la 
solicitud en otro caso, debiendo ser regularizada a partir del 1 de marzo de 2021.

5.  A partir del 1 de marzo de 2021, las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, 
siempre que tengan el consentimiento de los interesados otorgado en la solicitud, o el 
Instituto Social de la Marina recabaran del Ministerio de Hacienda los datos tributarios de 
los ejercicios 2019 y 2020 necesarios para el seguimiento y control de las prestaciones 
reconocidas.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina 
no pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días 
siguientes a su requerimiento:

Copia del modelo 303 de autoliquidación del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), 
correspondiente a las declaraciones del cuarto trimestre de los años 2019 y 2020.

Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del segundo y cuarto trimestre de 
los años 2019 y 2020, a los efectos de poder determinar lo que corresponde al cuarto 
trimestre de esos años.

Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria o cualquier otro medio de prueba que sirva para acreditar los 
ingresos exigidos en este precepto.

6.  Comprobados los datos por la entidad colaboradora o gestora competente para el 
reconocimiento de la prestación, se procederá a reclamar las prestaciones percibidas por 
aquellos trabajadores autónomos que superen los límites de ingresos establecidos en este 
precepto, o que no acrediten una reducción en la facturación durante el cuarto trimestre del 
año 2020 de al menos el 75 por ciento en relación con el mismo periodo del año 2019.

La entidad competente para la reclamación fijara la fecha de ingreso de las cantidades 
reclamadas que deberán hacerse sin intereses o recargo.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

7.  El trabajador autónomo, durante el tiempo que esté percibiendo la prestación, 
deberá ingresar en la Tesorería General de la Seguridad Social la totalidad de las 
cotizaciones aplicando los tipos vigentes a la base de cotización correspondiente.

La mutua colaboradora o, en su caso, el Instituto Social de la Marina, abonará al 
trabajador junto con la prestación por cese en la actividad, el importe de las cotizaciones 
por contingencias comunes que le hubiera correspondido ingresar de encontrarse el 
trabajador autónomo sin desarrollar actividad alguna, en aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 329 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

8.  En los supuestos de cese definitivo en la actividad con anterioridad al 31 de 
diciembre de 2020, los límites de los requisitos fijados en este apartado se tomaran de 
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manera proporcional al tiempo de la duración de la actividad, a estos efectos el cálculo se 
hará computándose en su integridad el mes en que se produzca la baja en el régimen de 
Seguridad Social en el que estuviera encuadrado.

9.  El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en 
este artículo podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 31 de enero de 2021, surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos percibidos durante el cuarto trimestre de 2020 
o la caída de la facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales establecidos en 
el apartado 2 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

10.  No obstante lo establecido en los apartados anteriores, la prestación de cese de 
actividad podrá ser compatible con el trabajo por cuenta ajena, siendo las condiciones 
aplicables en este supuesto las siguientes:

a)  Los ingresos netos procedentes del trabajo por cuenta propia y los ingresos 
procedentes del trabajo por cuenta ajena no podrá superar 2,2 veces el salario mínimo 
interprofesional. En la determinación de este cómputo, los ingresos procedentes del 
trabajo por cuenta ajena no superarán 1,25 veces el importe del salario mínimo 
interprofesional.

b)  La cuantía de la prestación será el 50% de la base de cotización mínima que le 
corresponda en función de la actividad.

c)  Junto con la solicitud se aportará una declaración jurada de los ingresos que se 
perciben como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, sin perjuicio de la obligación 
que asiste de presentar un certificado de empresa y la declaración de la renta a la entidad 
gestora de la prestación.

d)  Será de aplicación lo dispuesto en los apartados anteriores siempre que no 
contradigan lo dispuesto en este apartado.

Disposición adicional quinta.  Comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 
recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la 
Seguridad Social.

Se encomienda a la comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 
recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la Seguridad 
Social creada al amparo de lo dispuesto en la disposición adicional sexta del Real Decreto-
ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección 
del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, el seguimiento y evaluación 
de las medidas establecidas en los artículos 13 y 14, así como en la disposición adicional 
cuarta de esta norma.

Disposición adicional sexta.  Derecho a percepción del bono social por parte de 
determinados colectivos en situación de vulnerabilidad económica.

1.  Tendrán consideración de consumidores vulnerables en su vivienda habitual y en 
los términos recogidos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula 
la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los 
consumidores domésticos, los consumidores que acrediten según se establece en esta 
disposición adicional y presentando la correspondiente declaración responsable incluida 
en el modelo de solicitud, a partir de la fecha de entrada en vigor del presente real decreto 
ley, que el titular del punto de suministro, cumple los requisitos establecidos en el 
apartado 2 artículo de esta disposición adicional.
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Cuando el contrato de suministro de la vivienda habitual de un profesional por cuenta 
propia o autónomo esté a nombre de la persona jurídica, el bono social deberá solicitarse 
para la persona física, lo que implicará un cambio de titularidad del contrato de suministro.

2.  Para que un consumidor de energía eléctrica pueda ser considerado consumidor 
vulnerable a los efectos del presente artículo, este debe acreditar conforme al apartado 4, 
que el titular del punto de suministro, o alguno de los miembros de su unidad familiar, se 
encuentra en situación de desempleo, Expediente Temporal de Regulación de Empleo 
(ERTE), o ha visto reducida su jornada por motivo de cuidados, en caso de ser empresario, 
u otras circunstancias similares que supongan una pérdida sustancial de ingresos, no 
alcanzando por ello el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar, en 
el mes anterior al momento en que se presenta la solicitud del bono social completa, con 
toda la documentación requerida, las siguientes cantidades:

–  1,5 veces la doceava parte del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples 
(IPREM) de 14 pagas, en el caso de que no forme parte de una unidad familiar o no haya 
ningún menor en la unidad familiar;

–  2 veces la doceava parte del índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya un 
menor en la unidad familiar;

–  2,5 veces la doceava parte del índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya 
dos menores en la unidad familiar.

A estos efectos, se considera unidad familiar a la constituida conforme a lo dispuesto 
en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la 
Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Estos multiplicadores de renta respecto del índice IPREM de 14 pagas se 
incrementarán, en cada caso, en 0,5, siempre que concurra alguna de las siguientes 
circunstancias especiales:

a)  Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad familiar tenga 
discapacidad reconocida igual o superior al 33%.

b)  Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad familiar acredite la 
situación de violencia de género, conforme a lo establecido en la legislación vigente.

c)  Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad familiar tenga la 
condición de víctima de terrorismo, conforme a lo establecido en la legislación vigente.

d)  Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad familiar se encuentre 
en situación de dependencia reconocida de grado II o III, conforme a lo establecido en la 
legislación vigente.

e)  Que el consumidor acredite que la unidad familiar está integrada por un único 
progenitor y, al menos, un menor. A los únicos efectos de comprobación de esta 
circunstancia especial, el comercializador comprobará a través del libro de familia y del 
certificado de empadronamiento que no reside en la vivienda a cuyo suministro se 
encuentra ligado el bono social, un segundo progenitor.

3.  La condición de consumidor vulnerable definida en el apartado anterior y, por 
tanto, el derecho a percibir el bono social en los términos que corresponda, se extinguirá 
cuando dejen de concurrir las circunstancias referidas, estando obligado el consumidor a 
comunicar este hecho al comercializador de referencia en el plazo máximo de un mes.

En cualquier caso, la condición de consumidor vulnerable definida en el apartado 
anterior y, por tanto, el derecho a percibir el bono social en los términos que corresponda, 
se extinguirá con fecha 30 de junio de 2021, sin perjuicio de la posibilidad de acogerse a 
dicha condición en cualquier momento anterior o posterior a esa fecha al amparo del resto 
de supuestos previstos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre.

La empresa comercializadora de referencia estará obligada a indicar al consumidor, en 
la última factura que emita antes de la fecha prevista en el apartado anterior, la fecha de 
tal vencimiento, informando de que, una vez superado dicho plazo, el consumidor pasará 
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a ser facturado a PVPC por la misma comercializadora de referencia, e indicando la 
posibilidad de que el consumidor pueda, alternativamente, contratar su suministro con un 
comercializador en mercado libre.

4.  Para acreditar la condición de consumidor vulnerable definida en el apartado 
anterior y solicitar la percepción del bono social, el consumidor debe remitir a un 
comercializador de referencia, a través de la dirección de correo electrónico que aparezca 
en su página web, el modelo de solicitud y declaración responsable disponible en la página 
web del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico junto con la siguiente 
documentación acreditativa:

–  En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la 
entidad gestora de las prestaciones.

–  En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante 
certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de 
cese de actividad declarada por el interesado.

–  Copia del NIF o NIE del titular del punto de suministro y, en caso de que forme parte 
de una unidad familiar, copia del NIF o NIE de cada uno de los miembros para los que 
dicho documento sea obligatorio.

–  Certificado de empadronamiento en vigor, individual o conjunto, del titular del punto 
de suministro o de todos los miembros de la unidad familiar.

–  Libro de familia, en el caso de que exista unidad familiar.
–  Declaración responsable del solicitante relativa al cumplimiento de los requisitos 

exigidos en el apartado 2.

La comercializadora de referencia remitirá al titular del punto de suministro un correo 
electrónico de confirmación de recepción de la solicitud.

5.  Respecto de la tramitación de las solicitudes de percepción del bono social realizadas 
al amparo del presente artículo, se tendrán en cuenta las siguientes consideraciones:

a)  En el caso de que la solicitud fuera incompleta, el comercializador de referencia, 
en el plazo máximo de cinco días hábiles desde la recepción de la solicitud, se dirigirá al 
consumidor indicando la documentación acreditativa que le falta.

b)  Una vez recibida por el comercializador de referencia la solicitud del consumidor 
completa, acompañada de la documentación acreditativa, en el plazo máximo de cinco 
días hábiles, el comercializador de referencia debe comprobar que los requisitos son 
acreditados conforme se establece en el presente artículo, comunicando al consumidor 
mediante correo electrónico, o mediante canal telefónico si el consumidor ha optado por 
esta opción, el resultado de la evaluación.

Para la comprobación de la correcta acreditación de los requisitos establecidos en el 
presente artículo, el comercializador de referencia no requerirá la utilización de la 
plataforma informática disponible en la sede electrónica del Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico, a la que hace referencia el artículo 8 del Real 
Decreto 897/2017, de 6 de octubre.

c)  En el supuesto de que el resultado de la comprobación de la acreditación sea 
positivo y la solicitud de bono social suponga un cambio de comercializador, en el referido 
plazo de cinco días se deberá haber realizado el cambio de comercializador y la 
formalización del contrato a Precio Voluntario para el Pequeño Consumidor.

d)  El bono social se devengará a partir del primer día del ciclo de facturación en el que 
tenga lugar la recepción de la solicitud completa con la documentación acreditativa necesaria.

Disposición adicional séptima.  Consecuencias de la aplicación indebida del derecho a 
percepción del bono social por parte de determinados colectivos en situación de 
vulnerabilidad económica.

1.  El titular del contrato de suministro que se haya beneficiado del derecho a percibir 
el bono social por parte de determinados colectivos en situación de vulnerabilidad cv
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económica sin reunir los requisitos previstos en el apartado 2 de la disposición adicional 
sexta, será responsable de los daños y perjuicios que se hayan podido producir, así como 
de todos los gastos generados por la aplicación de estas medidas excepcionales, sin 
perjuicio de las responsabilidades de otro orden a que la conducta de los mismos pudiera 
dar lugar.

2.  El importe de los daños, perjuicios y gastos no podrá ser inferior al beneficio 
indebidamente obtenido por el titular del contrato de suministro por la aplicación de la 
norma, la cual incurrirá en responsabilidad, también, en los casos en los que, voluntaria y 
deliberadamente, busque situarse o mantenerse en los supuestos de vulnerabilidad 
económica con la finalidad de obtener la aplicación de las medidas reguladas por este real 
decreto-ley.

3.  La administración podrá recabar en cualquier momento toda la información 
acreditativa del cumplimiento de los requisitos, incluidos los de renta, correspondientes a 
todo el periodo durante el que se haya beneficiado del bono social.

Disposición adicional octava.  Bonificación del pago de aranceles notariales y del Registro 
de la Propiedad.

1.  Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e 
inscripción de la novación del préstamo, leasing y renting que incluya la moratoria señalada 
en los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio de 2020, serán 
satisfechos en todo caso por el acreedor y se bonificarán en un 50 por ciento en los 
siguientes términos:

a)  Por el otorgamiento de la escritura se devengará el mismo arancel que, para las 
escrituras de novación hipotecaria, se establece en la letra f) del apartado 1 del número 1 
del anexo I del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el 
arancel de los Notarios, reducidos al 50 por ciento, sin que se devengue cantidad alguna 
a partir del quinto folio de matriz y de copia, sea copia autorizada o copia simple. El arancel 
mínimo previsto será de 30 euros y el máximo de 75.

b)  Por la práctica de la inscripción se aplicará el arancel previsto para las novaciones 
modificativas en artículo 2.1.g) del Anexo I del Real Decreto 1427/1989, de 17 de 
noviembre, por el que se aprueba el Arancel de los Registradores. Al resultado se le 
aplicará una bonificación del 50 por ciento. El arancel mínimo previsto será de 24 euros y 
el máximo de 50 euros.

2.  Los derechos arancelarios notariales derivados de la intervención de pólizas en 
que se formalice, en su caso, la suspensión temporal de las obligaciones contractuales 
derivadas de todo préstamo, leasing y renting a los que se refieren los artículos 18 al 23 
del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio de 2020, serán los establecidos en el Decreto 
de 15 de diciembre de 1950 y se bonificarán en un 50 % con un límite mínimo de 25 euros 
y máximo de 50 euros, por todos los conceptos incluyendo sus copias y traslados.

Los derechos arancelarios de los registradores derivados de la constancia registral, en 
su caso, de la suspensión temporal de las obligaciones contractuales, a que se refieren los 
artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020, de 7 de julio de 2020, se minutarán de 
conformidad con el artículo 36.9.g de la Ordenanza aprobada por Orden de 19 de julio de 
1999, por la cantidad fija de 6 euros.

Disposición transitoria única.  Expedientes de regulación temporal de empleo basados en 
el apartado 2 de la disposición adicional primera del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 
de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del trabajo 
autónomo y de competitividad del sector industrial.

Los expedientes de regulación temporal de empleo autorizados en base a lo dispuesto 
en el apartado 2 de la disposición adicional primera del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 
de junio, se mantendrán vigentes en los términos recogidos en las correspondientes 
resoluciones estimatorias, expresas o por silencio. cv
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No obstante, desde el 1 de octubre de 2020, y hasta el 31 de enero de 2021, resultarán 
aplicables a dichos expedientes los porcentajes de exoneración previstos en el artículo 2.1 
de esta norma, así como los límites y la salvaguarda a la que hacen referencia los 
artículos 4.2 y 5.2.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada 
por el Real Decreto de 14 de septiembre de 1882.

Con efectos desde la entrada en vigor de este Real Decreto-ley y vigencia indefinida, se 
modifica la disposición adicional quinta de la Ley de Enjuiciamiento Criminal aprobada por 
el Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, que queda redactada del siguiente modo:

«Disposición adicional quinta.  Comunicación de actuaciones al Instituto Nacional 
de la Seguridad Social y al Instituto Social de la Marina.

Los Letrados de la Administración de Justicia de los juzgados y tribunales 
comunicarán al Instituto Nacional de la Seguridad Social y al Instituto Social de la 
Marina cualquier resolución judicial de la que se deriven indicios racionales de 
criminalidad por la comisión de un delito doloso de homicidio en cualquiera de sus 
formas, en que la víctima fuera ascendiente, descendiente, hermano, cónyuge o 
excónyuge del investigado, o estuviera o hubiese estado ligada a él por una relación 
de afectividad análoga a la conyugal. Asimismo, comunicarán a dichos organismos 
oficiales las resoluciones judiciales firmes que pongan fin a los procedimientos 
penales. Dichas comunicaciones se realizarán, a los efectos previstos en los 
artículos 231, 232, 233 y 234 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, en los 
artículos 37 bis y 37 ter del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril, y en los 
artículos 4, 5, 6, 7 y 10 del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se 
establece el ingreso mínimo vital.»

Disposición final segunda.  Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre.

Se modifica el número 30 del artículo 45.I.B) del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, que queda redactado del siguiente modo:

«30.  Las escrituras de formalización de las moratorias de préstamos y créditos 
hipotecarios y de arrendamientos, préstamos, leasing y renting sin garantía 
hipotecaria que se produzcan en aplicación de la moratoria hipotecaria para el 
sector turístico, regulada en los artículos 3 a 9 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 
de julio, de medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo, y 
de la moratoria para el sector del transporte público de mercancías y discrecional de 
viajeros en autobús, regulada en los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 
de 7 de julio, de medidas de reactivación económica para hacer frente al impacto 
del COVID-19 en los ámbitos de transportes y vivienda.»
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Disposición final tercera.  Modificación del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

Se modifica el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, de la siguiente forma:

Uno.  Se modifica el artículo 351, que queda redactado como sigue:

«Artículo 351.  Enumeración.

Las prestaciones familiares de la Seguridad Social, en su modalidad no 
contributiva, consistirán en:

a)  Una asignación económica por cada hijo menor de dieciocho años de edad 
y afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 33 por ciento, o 
mayor de dicha edad cuando el grado de discapacidad sea igual o superior al 65 por 
ciento, a cargo del beneficiario, cualquiera que sea la naturaleza legal de la filiación, 
así como por los menores a su cargo en régimen de acogimiento familiar permanente 
o guarda con fines de adopción, que cumplan los mismos requisitos.

El causante no perderá la condición de hijo o de menor a cargo por el mero 
hecho de realizar un trabajo lucrativo por cuenta propia o ajena siempre que 
continúe viviendo con el beneficiario de la prestación y que los ingresos anuales del 
causante, en concepto de rendimientos del trabajo, no superen el 100 por cien del 
salario mínimo interprofesional, también en cómputo anual.

Tal condición se mantendrá aunque la afiliación del causante como trabajador 
suponga su encuadramiento en un régimen de Seguridad Social distinto a aquel en 
el que esté afiliado el beneficiario de la prestación.

b)  Una prestación económica de pago único a tanto alzado por nacimiento o 
adopción de hijo, en supuestos de familias numerosas, monoparentales y en los 
casos de madres o padres con discapacidad.

c)  Una prestación económica de pago único por parto o adopción múltiples.»

Dos.  Se modifica el apartado 2 del artículo 352, que queda redactado como sigue:

«2.  Serán, asimismo, beneficiarios de la asignación que, en su caso y en razón 
de ellos, hubiera correspondido a sus padres:

a)  Los huérfanos de padre y madre, menores de dieciocho años y que sean 
personas con discapacidad en un grado igual o superior al 33 por ciento o mayores 
de dicha edad y que sean personas con discapacidad en un grado igual o superior 
al 65 por ciento.

b)  Quienes no sean huérfanos y hayan sido abandonados por sus padres, 
siempre que concurran en ellos las circunstancias señaladas en la letra a) del 
artículo 351 y no se encuentren en régimen de acogimiento familiar permanente o 
guarda con fines de adopción.

c)  Los hijos con discapacidad mayores de dieciocho años cuya capacidad no 
haya sido modificada judicialmente y conserven su capacidad de obrar serán 
beneficiarios de las asignaciones que en razón de ellos corresponderían a sus padres.»

Tres.  Se modifica el artículo 354, que queda redactado como sigue:

«Artículo 354.  Determinación del grado de discapacidad y de la necesidad del 
concurso de otra persona.

El grado de discapacidad, a efectos del reconocimiento de las asignaciones por 
hijo o menor a cargo, así como la situación de dependencia y la necesidad del 
concurso de otra persona a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior se 
determinarán mediante la aplicación del baremo aprobado por el Gobierno mediante 
real decreto.» cv
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Cuatro.  Se modifica el apartado 1 del artículo 355, que queda redactado como sigue:

«1.  Todo beneficiario estará obligado a declarar cuantas variaciones se 
produzcan en su familia, siempre que estas deban ser tenidas en cuenta a efectos 
del nacimiento, modificación o extinción del derecho.

En ningún caso será necesario acreditar documentalmente aquellos hechos o 
circunstancias, tales como el importe de las pensiones y subsidios, que la 
Administración de la Seguridad Social deba conocer por sí directamente.»

Cinco.  Se da nueva redacción al título de la Sección 3.ª del Capítulo I del Título VI, 
que queda redactado como sigue:

«Sección 3.ª  Prestación económica por nacimiento o adopción de hijo en 
supuestos de familias numerosas, monoparentales y de madres o padres con 
discapacidad.»

Seis.  Se modifica el artículo 357, que queda redactado como sigue:

«Artículo 357.  Prestación y beneficiarios.

1.  En los casos de nacimiento o adopción de hijo en España en una familia 
numerosa o que, con tal motivo, adquiera dicha condición, en una familia 
monoparental o en los supuestos de madres o padres que tengan reconocido un 
grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento se tendrá derecho a una 
prestación económica del sistema de la Seguridad Social en la cuantía y en las 
condiciones que se establecen en esta sección.

2.  A los efectos de la consideración como familia numerosa, se estará a lo 
dispuesto en la Ley de Protección a las Familias Numerosas.

Se entenderá por familia monoparental la constituida por un solo progenitor con el 
que convive el hijo nacido o adoptado y que constituye el sustentador único de la familia.

3.  A efectos de la consideración de beneficiario de la prestación, será necesario 
que el padre, la madre o, en su defecto, la persona que reglamentariamente se 
establezca, reúna los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 352.1 
y, además, no perciba ingresos anuales, de cualquier naturaleza, superiores a la 
cuantía que anualmente establezca la correspondiente Ley de Presupuestos 
Generales del Estado.

Dicha cuantía contemplará un incremento del 15 por ciento por cada hijo a 
cargo, a partir del segundo, este incluido.

A los exclusivos efectos de la determinación del límite de ingresos, se 
considerará a cargo el hijo menor de dieciocho años, o mayor de dicha edad 
afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 65 por ciento, así 
como por los menores a cargo en régimen de acogimiento familiar permanente o 
guarda con fines de adopción.

No obstante lo anterior, si se trata de personas que forman parte de familias 
numerosas de acuerdo con lo establecido en la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, 
de Protección a las Familias Numerosas, también tendrán derecho a la prestación 
si sus ingresos anuales no son superiores al importe que a tales efectos establezca 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado para los supuestos en que concurran 
tres hijos a cargo según la citada ley, incrementándose en la cuantía que igualmente 
establezca dicha Ley por cada hijo a partir del cuarto, este incluido.

En el supuesto de convivencia de ambos progenitores, si la suma de los ingresos 
percibidos por ambos superase los límites de ingresos establecidos en los párrafos 
anteriores, no se reconocerá la condición de beneficiario a ninguno de ellos.

Los límites de ingresos anuales a que se refiere este apartado se actualizarán 
anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, respecto de la cuantía 
establecida en el ejercicio anterior, al menos, en el mismo porcentaje que en dicha 
Ley se establezca como incremento general de las pensiones contributivas de la 
Seguridad Social.» cv
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Siete.  Se modifica el apartado 2 del artículo 358, que queda redactado como sigue:

«2.  En los casos en que los ingresos anuales percibidos, de cualquier 
naturaleza, superen el límite establecido en el artículo 357.3 pero sean inferiores al 
resultado de sumar a dicho límite el importe de la prestación, la cuantía de esta 
última será igual a la diferencia entre los ingresos percibidos por el beneficiario y el 
resultado de la indicada suma.

No se reconocerá la prestación en los supuestos en que la diferencia a que se 
refiere el párrafo anterior sea inferior al importe establecido en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado.»

Ocho.  Se modifica el artículo 359, que queda redactado como sigue:

«Artículo 359.  Beneficiarios.

Serán beneficiarios de la prestación económica por parto o adopción múltiples 
producidos en España las personas, padre o madre o, en su defecto, quien 
reglamentariamente se establezca, que reúna los requisitos establecidos en las 
letras a) y c) del artículo 352.1.

Se entenderá que existe parto o adopción múltiple cuando el número de nacidos 
o adoptados sea igual o superior a dos.»

Nueve.  Se modifica el apartado 3 del artículo 361, que queda redactado como sigue:

«3.  La percepción de las asignaciones económicas por hijo a cargo será 
incompatible con la condición, por parte del hijo, de pensionista de invalidez o 
jubilación en la modalidad no contributiva.»

Disposición final cuarta.  Modificación del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19.

Se modifica el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente 
al COVID-19, en los siguientes términos:

Uno.  El apartado 1 del artículo 1 queda redactado como sigue:

«1.  Una vez levantada la suspensión de todos los términos y plazos procesales 
por la finalización del estado de alarma, en la tramitación del procedimiento de 
desahucio regulado en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
derivado de contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a la Ley 29/1994, de 24 
de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en los que la persona arrendataria 
acredite ante el Juzgado encontrarse en una situación de vulnerabilidad social o 
económica sobrevenida como consecuencia de los efectos de la expansión del 
COVID-19, que le imposibilite encontrar una alternativa habitacional para sí y para 
las personas con las que conviva, esta circunstancia será comunicada por el Letrado 
de la Administración de Justicia a los servicios sociales competentes y se iniciará 
una suspensión extraordinaria del acto de lanzamiento. Si no estuviese señalado, 
por no haber transcurrido el plazo de diez días a que se refiere el artículo 440.3 o 
por no haberse celebrado la vista, se suspenderá dicho plazo o la celebración de la 
vista hasta que se adopten las medidas que los servicios sociales competentes 
estimen oportunas, por un periodo máximo hasta el 31 de enero de 2021.»
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Dos.  El artículo 2 queda redactado como sigue:

«Artículo 2.  Prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda 
habitual.

En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la Ley 29/1994, 
de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en los que, dentro del periodo 
comprendido desde la entrada en vigor de este real decreto-ley hasta el 31 de enero 
de 2021, finalice el periodo de prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1 o el 
periodo de prórroga tácita previsto en el artículo 10.1, ambos artículos de la referida 
Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, podrá aplicarse, 
previa solicitud del arrendatario, una prórroga extraordinaria del plazo del contrato 
de arrendamiento por un periodo máximo de seis meses, durante los cuales se 
seguirán aplicando los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. 
Esta solicitud de prórroga extraordinaria deberá ser aceptada por el arrendador, 
salvo que se hayan fijado otros términos o condiciones por acuerdo entre las partes, 
o en el caso de que el arrendador haya comunicado en los plazos y condiciones 
establecidos en el artículo 9.3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos, la necesidad de ocupar la vivienda arrendada para 
destinarla a vivienda permanente para sí o sus familiares en primer grado de 
consanguinidad o por adopción o para su cónyuge en los supuestos de sentencia 
firme de separación, divorcio o nulidad matrimonial.»

Tres.  El apartado 1 del artículo 4 queda redactado como sigue:

«1.  La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual suscrito al 
amparo de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que 
se encuentre en situación de vulnerabilidad económica, tal y como se define en el 
artículo siguiente, podrá solicitar de la persona arrendadora cuando esta sea una 
empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor, entendiendo por tal la 
persona física o jurídica que sea titular de más de diez inmuebles urbanos, 
excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida de más de 1.500 m2, 
hasta el 31 de enero de 2021, el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago 
de la renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total o parcial de la 
misma no se hubiera conseguido ya con carácter voluntario por acuerdo entre 
ambas partes.»

Disposición final quinta.  Modificación del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por 
el que se establece el ingreso mínimo vital.

Uno.  Se modifica el apartado 1 del artículo 4, que pasa a tener la siguiente redacción:

«1.  Podrán ser beneficiarias del ingreso mínimo vital:

a)  Las personas integrantes de una unidad de convivencia en los términos 
establecidos en este real decreto-ley.

b)  Las personas de al menos 23 años y menores de 65 años o mayores de 
dicha edad cuando no sean beneficiaros de pensión de jubilación, que viven solas, 
o que, compartiendo domicilio con una unidad de convivencia en los supuestos del 
párrafo primero del artículo 6.3, no se integran en la misma, siempre que concurran 
las siguientes circunstancias:

1.º  No estar unidas a otra por vínculo matrimonial o como pareja de hecho 
salvo las que hayan iniciado los trámites de separación o divorcio o las que se 
encuentren en otras circunstancias que puedan determinarse reglamentariamente, 
a las que no se les exigirá el cumplimiento de esta circunstancia.

2.º  No formar parte de otra unidad de convivencia, de conformidad con lo 
previsto en el presente real decreto-ley. cv
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No se exigirá el cumplimiento de los requisitos de edad, ni los previstos en los 
apartados 1.º y 2.º de esta letra, en los supuestos de mujeres víctimas de violencia 
de género o de trata de seres humanos y explotación sexual.»

Dos.  Se modifica el apartado 2 del artículo 5, que pasa a tener la siguiente redacción:

«2.  Las personas titulares, cuando estén integradas en una unidad de 
convivencia, deberán tener una edad mínima de 23 años, o ser mayores de edad o 
menores emancipados en caso de tener hijos o menores en régimen de guarda con 
fines de adopción o acogimiento familiar permanente.

En caso de no integrarse en una unidad de convivencia, la edad mínima de la 
persona titular será de 23 años, salvo en los supuestos de mujeres víctimas de 
violencia de género o víctimas de trata de seres humanos y explotación sexual, en 
los que se exigirá que la persona titular sea mayor de edad.»

Tres.  Se modifica el artículo 6, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 6.  Unidad de convivencia.

1.  Se considera unidad de convivencia la constituida por todas las personas 
que residan en un mismo domicilio y que estén unidas entre sí por vínculo 
matrimonial, como pareja de hecho o por vínculo hasta el segundo grado de 
consanguinidad, afinidad, adopción, y otras personas con las que convivan en virtud 
de guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente.

A efectos de lo establecido en este artículo, se considerará pareja de hecho la 
constituida con análoga relación de afectividad a la conyugal con al menos dos años 
de antelación, por quienes, no hallándose impedidos para contraer matrimonio, no 
tengan vínculo matrimonial con otra persona y hayan convivido de forma estable y 
notoria con carácter inmediato a la solicitud de la prestación y con una duración 
ininterrumpida no inferior a cinco años.

El fallecimiento de alguna de las personas que constituyen la unidad de 
convivencia no alterará la consideración de tal, aunque dicho fallecimiento suponga 
la pérdida, entre los supérstites, de los vínculos previstos en el apartado anterior.

2.  Como excepción al apartado anterior, también tendrán la consideración de 
unidad de convivencia a los efectos previstos en esta norma:

a)  La constituida por una persona víctima de violencia de género que haya 
abandonado su domicilio familiar habitual acompañada de sus hijos o menores en 
régimen de guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente y sus 
familiares hasta el segundo grado por consanguinidad, afinidad o adopción.

b)  La constituida por una persona acompañada de sus hijos o menores en 
régimen de guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente y sus 
familiares hasta el segundo grado por consanguinidad, afinidad o adopción, que 
haya iniciado los trámites de separación o divorcio.

c)  La formada por dos o más personas de al menos 23 años que, sin mantener 
entre sí una relación de las consignadas en este precepto, habiten en un mismo 
domicilio, cuando al menos una de ellas tenga una discapacidad valorada en un 
porcentaje igual o superior al 65 por ciento y no sea beneficiaria de pensión de 
invalidez no contributiva o de incapacidad permanente, o tenga más de 65 años y 
no sea beneficiaria de pensión de jubilación contributiva o no contributiva o se trate 
de persona declarada en situación de exclusión por el órgano competente de la 
correspondiente comunidad autónoma o entidad local, así como aquellas otras 
situaciones determinadas reglamentariamente en las que sea necesaria la 
convivencia en el mismo domicilio.

3.  En los casos en los que una persona comparta vivienda con una unidad de 
convivencia formada por personas con vínculos de parentesco o análogos, se 
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entenderá que no forma parte de esta a efectos de la prestación, considerándose la 
existencia de una unidad de convivencia constituida por los miembros de la familia 
o relación análoga por una parte, y de una persona beneficiaria individual por otra si 
esta reúne los requisitos del artículo 4.1.b).

Cuando varias personas sin vínculos de parentesco o análogos entre sí, 
compartan vivienda con una unidad de convivencia formada por personas con 
vínculos de parentesco o análogos, se considerará la existencia de dos unidades de 
convivencia, una formada por las personas que carecen de vínculo entre sí y 
cumplan los requisitos indicados en el apartado anterior y otra constituida por los 
miembros de la familia o relación análoga.

4.  Se considerará que no rompe la convivencia la separación transitoria por 
razón de estudios, trabajo, tratamiento médico, rehabilitación u otras causas 
similares.

A tal efecto, es requisito para la consideración de integrante de la unidad de 
convivencia la residencia efectiva, legal y continuada en España.

5.  En ningún caso una misma persona podrá formar parte de dos o más 
unidades de convivencia.

6.  Cuando se acredite, mediante título jurídico o mediante certificado de los 
servicios sociales que correspondan, el uso exclusivo de una determinada zona del 
domicilio por una unidad de convivencia integrada al menos por un menor o persona 
con discapacidad, dicha zona de uso exclusivo será considerada domicilio a los 
efectos previstos en este real decreto-ley.

7.  Si en virtud de un contrato queda acreditado el uso individualizado, por una 
persona sola o por una unidad de convivencia, de una habitación en establecimiento 
hotelero o similar, será considerado domicilio a los efectos previstos en esta norma.

Lo establecido en el párrafo anterior no será aplicable a los pactos o acuerdos 
entre los convivientes sobre el uso del domicilio o de determinadas zonas del 
mismo, sin contraprestación económica.»

Cuatro.  Se modifica el apartado 2 del artículo 7, que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«2.  Las personas beneficiarias a las que se refiere el artículo 4.1.b), que sean 
menores de 30 años en la fecha de la solicitud del ingreso mínimo vital, deberán 
acreditar haber vivido de forma independiente en España, durante al menos los tres 
años inmediatamente anteriores a la indicada fecha.

A los efectos del párrafo anterior, se entenderá que una persona ha vivido de 
forma independiente siempre que acredite que su domicilio ha sido distinto al de sus 
progenitores, tutores o acogedores durante los tres años inmediatamente anteriores 
a la solicitud, y en dicho periodo hubiere permanecido durante al menos doce 
meses, continuados o no, en situación de alta en cualquiera de los regímenes que 
integran el sistema de la Seguridad Social, incluido el de Clases Pasivas del Estado, 
o en una mutualidad de previsión social alternativa al Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.

Las personas beneficiarias a las que se refiere el artículo 4.1.b), que sean 
mayores de 30 años en la fecha de la solicitud, deberán acreditar que, durante el 
año inmediatamente anterior a dicha fecha, su domicilio en España ha sido distinto 
al de sus progenitores, tutores o acogedores.

Los requisitos previstos en los párrafos anteriores no se exigirán a las personas 
que por ser víctimas de violencia de género hayan abandonado su domicilio habitual, 
a las que hayan iniciado los trámites de separación o divorcio o a las que se 
encuentren en otras circunstancias que puedan determinarse reglamentariamente.»
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Cinco.  Se modifica el apartado 3 del artículo 8, que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«3.  No se apreciará que concurre este requisito cuando la persona beneficiaria 
individual sea titular de un patrimonio valorado, de acuerdo con los criterios que se 
contemplan en el artículo 18 de este real decreto-ley, en un importe igual o superior 
a tres veces la cuantía correspondiente de renta garantizada por el ingreso mínimo 
vital para una persona beneficiaria individual. En el caso de las unidades de 
convivencia, se entenderá que no concurre este requisito cuando sean titulares de 
un patrimonio valorado en un importe igual o superior a la cuantía resultante de 
aplicar la escala de incrementos que figura en el anexo II.

Igualmente quedarán excluidos del acceso al ingreso mínimo vital, 
independientemente de la valoración del patrimonio, las personas beneficiarias 
individuales o las personas que se integren en una unidad de convivencia en la que 
cualquiera de sus miembros sea administrador de derecho de una sociedad 
mercantil que no haya cesado en su actividad.»

Seis.  Se modifica el apartado 2 del artículo 10, que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«2.  A los efectos señalados en el apartado anterior, se considera renta 
garantizada:

a)  En el caso de una persona beneficiaria individual, la cuantía mensual de 
renta garantizada ascenderá al 100 por ciento del importe anual de las pensiones no 
contributivas fijada anualmente en la ley de presupuestos generales del estado, 
dividido por doce.

b)  En el caso de una unidad de convivencia la cuantía mensual de la letra a) 
se incrementará en un 30 por ciento por cada miembro adicional a partir del segundo 
hasta un máximo del 220 por ciento.

c)  A la cuantía mensual establecida en la letra b) se sumará un complemento 
de monoparentalidad equivalente a un 22 por ciento de la cuantía establecida en la 
letra a) en el supuesto de que la unidad de convivencia sea monoparental. A los 
efectos de determinar la cuantía de la prestación, se entenderá por unidad de 
convivencia monoparental la constituida por un solo adulto que conviva con uno o 
más descendientes hasta el segundo grado menores de edad sobre los que tenga 
la guarda y custodia exclusiva, o que conviva con uno o más menores en régimen 
de acogimiento familiar permanente o guarda con fines de adopción cuando se trata 
del único acogedor o guardador, o cuando el otro progenitor, guardador o acogedor 
se encuentre ingresado en prisión o en un centro hospitalario por un periodo 
ininterrumpido igual o superior a un año.

En el supuesto de que los descendientes o menores referidos en el párrafo 
anterior convivan exclusivamente con sus progenitores o, en su caso, con sus 
abuelos o guardadores o acogedores, se reconocerá el mismo complemento, 
cuando uno de estos tenga reconocido un grado 3 de dependencia, la incapacidad 
permanente absoluta o la gran invalidez. También se entenderá como unidad de 
convivencia monoparental, a efectos de la percepción del indicado complemento, la 
formada exclusivamente por una mujer que ha sufrido violencia de género, de 
acuerdo con la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección 
integral contra la violencia de género, y uno o más descendientes hasta el segundo 
grado, menores de edad, sobre los que tenga la guarda y custodia o, en su caso, 
uno o más menores en régimen de acogimiento familiar permanente o guarda con 
fines de adopción.»
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Siete.  Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 13, que pasan a tener la siguiente 
redacción:

«1.  El cambio en las circunstancias personales de la persona beneficiaria del 
ingreso mínimo vital, o de alguno de los miembros de la unidad de convivencia, 
podrá comportar la disminución o el aumento de la prestación económica mediante 
la revisión correspondiente por la entidad gestora.

2.  La modificación de las circunstancias personales tendrá efectos a partir del 
día primero del mes siguiente al de la fecha en que se hubiera producido el hecho 
causante de la modificación, siendo de aplicación lo dispuesto en el artículo 129 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.»

Ocho.  Se modifica el artículo 16, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 16.  Incompatibilidad del ingreso mínimo vital con la asignación por hijo o 
menor a cargo.

La percepción de la prestación de ingreso mínimo vital será incompatible con la 
percepción de la asignación económica por hijo o menor a cargo, sin discapacidad 
o con discapacidad inferior al 33 por ciento, cuando exista identidad de causantes o 
beneficiarios de esta.

En el supuesto de que la cuantía de la prestación de ingreso mínimo vital sea 
superior a la de la asignación económica por hijo o menor a cargo referida en el 
párrafo anterior, se reconocerá el derecho a la prestación de ingreso mínimo vital. 
Dicho reconocimiento extinguirá el derecho a la asignación por hijo o menor a cargo.

En el supuesto de que la cuantía de la prestación de ingreso mínimo vital sea 
inferior a la de la asignación económica por hijo o menor a cargo, y el interesado 
optara por la primera, su reconocimiento extinguirá el derecho a la asignación 
económica por hijo o menor a cargo. Si optara por la asignación económica por hijo 
o menor a cargo, se denegará por esta causa la solicitud de la prestación de ingreso 
mínimo vital.»

Nueve.  Se modifica el apartado 3 del artículo 34, que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«3.  Son infracciones graves:

a)  No proporcionar la documentación e información precisa en orden a la 
acreditación de los requisitos y la conservación de la prestación, así como para 
garantizar la recepción de notificaciones y comunicaciones, cuando de ello se 
hubiera derivado una percepción indebida, en cuantía mensual, inferior o igual al 50 
por ciento de la que le correspondería.

b)  No comunicar cualquier cambio o situación que pudiera dar lugar a la 
modificación, suspensión o extinción de la prestación, en el plazo de treinta días 
desde que estos se produzcan, cuando de ello se hubiera derivado una percepción 
indebida, en cuantía mensual, inferior o igual al 50 por ciento de la que le 
correspondería.

c)  La comisión de una tercera infracción leve, siempre que en un plazo de un 
año anterior hubiera sido sancionado por dos faltas leves del mismo tipo.

d)  El incumplimiento de la obligación de participar en las estrategias de 
inclusión que promueva el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, 
en los términos que se establezcan.

e)  El incumplimiento de las condiciones asociadas a la compatibilidad de la 
prestación del ingreso mínimo vital con las rentas del trabajo o la actividad 
económica conforme con lo previsto en el artículo 8.4.»
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Diez.  Se modifica el artículo 35, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 35.  Sanciones.

1.  Las sanciones por las infracciones tipificadas en el artículo anterior podrán 
imponerse en los grados de mínimo, medio y máximo.

La imposición de sanciones tendrá en cuenta la graduación de estas 
considerando, a tal fin, la culpabilidad, negligencia e intencionalidad de la persona 
infractora, así como la cuantía económica de la prestación económica indebidamente 
percibida.

2.  Las infracciones leves serán sancionadas con el apercibimiento de la 
persona infractora.

3.  Las infracciones graves se sancionarán con la pérdida de la prestación por 
un periodo de hasta tres meses.

Las infracciones graves se sancionarán en su grado mínimo con la pérdida de 
la prestación por un periodo de un mes, en su grado medio de dos meses y en su 
grado máximo de tres meses.

Cuando las infracciones diesen lugar a la extinción del derecho, la sanción 
consistirá en el deber de ingresar tres mensualidades de la prestación.

4.  Las infracciones muy graves se sancionarán con la pérdida de la prestación 
por un periodo de hasta seis meses.

Las infracciones muy graves se sancionarán en su grado mínimo con la pérdida 
de la prestación por un periodo de cuatro meses, en su grado medio de cinco meses 
y en su grado máximo de seis meses.

Cuando las infracciones diesen lugar a la extinción del derecho, la sanción 
consistirá en el deber de ingresar seis mensualidades de la prestación.

Cuando la infracción sea la prevista en el apartado 4.c) del artículo anterior, 
además de devolver el importe de la prestación indebidamente percibida durante el 
tiempo de estancia en el extranjero, los beneficiarios no podrán solicitar una nueva 
prestación durante un periodo de seis meses, a contar desde la fecha de la 
resolución por la que se imponga la sanción.

5.  Si dentro de las infracciones graves o muy graves, concurriese alguna de 
las siguientes actuaciones por parte de cualquier persona beneficiaria del ingreso 
mínimo vital:

a)  El falseamiento en la declaración de ingresos o patrimonio.
b)  La ocultación fraudulenta de cambios sustanciales que pudieran dar lugar a 

la modificación, suspensión o extinción de la prestación.
c)  Cualquier otra actuación o situación fraudulenta que de lugar al acceso 

indebido a la prestación, mantenimiento indebido del derecho a la prestación o 
aumento indebido de su importe.

Además de la correspondiente sanción y obligación de reintegro de las 
cantidades indebidamente percibidas, y sin perjuicio de las responsabilidades 
penales, civiles y administrativas a que hubiere lugar, el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social podrá decretar la extinción del derecho, así como la imposibilidad 
de que el sujeto infractor pueda resultar persona beneficiaria en los términos de esta 
norma por un periodo de dos años.

6.  Cuando el sujeto infractor haya sido sancionado por infracción muy grave, 
en virtud de resolución firme en vía administrativa, dentro de los cinco años 
anteriores a la comisión de una infracción muy grave, se extinguirá la prestación y 
acarreará la imposibilidad de que el sujeto infractor resulte persona beneficiaria en 
los términos de esta norma durante cinco años.

7.  Las sanciones a que se refiere este artículo se entienden sin perjuicio del 
reintegro de las cantidades indebidamente percibidas.»
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Once.  Se modifica la disposición transitoria tercera, que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«Disposición transitoria tercera.  Régimen excepcional aplicable a las solicitudes 
cursadas por situación de carencia de rentas.

Excepcionalmente y cuando no sean beneficiarios de prestaciones o subsidios 
de desempleo, y a los exclusivos efectos de cómputo de rentas, se podrán presentar 
solicitudes hasta 31 de diciembre de 2021 en aquellos supuestos de vulnerabilidad 
económica que se hayan producido durante el año en curso.

A efectos de acreditar provisionalmente el cumplimiento del requisito de rentas, 
se considerará la parte proporcional de los ingresos que haya tenido la unidad de 
convivencia durante el tiempo transcurrido en el año corriente, siempre y cuando no 
supere la mitad de los límites de patrimonio neto establecidos de forma general para 
las citadas unidades de convivencia y cuyos ingresos no superen en más del 50 por 
ciento de los límites establecidos para toda la unidad de convivencia, de conformidad 
con la información correspondiente al último ejercicio fiscal respecto del que las 
Administraciones Tributarias dispongan de información suficiente en los términos 
establecidos en el presente real decreto-ley. En este supuesto se podrá tomar como 
referencia de ingresos del año en curso, los datos obrantes en los ficheros y bases 
de datos de la seguridad social que permitan la verificación de dicha situación, o 
bien, y en su defecto, lo que figure en la declaración responsable.

En todo caso, en el año siguiente se procederá a la regularización de las 
cuantías abonadas en relación con los datos de promedio mensual del conjunto de 
ingresos y rentas anuales computables de la persona beneficiaria individual o del 
conjunto de miembros de la unidad de convivencia, correspondientes al ejercicio en 
el que se reconoció la prestación, de conformidad con la información de que 
dispongan las Administraciones Tributarias, dando lugar, en su caso, a las 
actuaciones previstas en el artículo 17 del real decreto-ley.»

Doce.  Se modifica la disposición transitoria séptima, que pasa a tener la siguiente 
redacción:

«Disposición transitoria séptima.  Integración de la asignación por hijo o menor a 
cargo en el ingreso mínimo vital.

A partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley, no podrán presentarse 
nuevas solicitudes para la asignación económica por hijo o menor a cargo sin 
discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento del sistema de la Seguridad 
Social, que quedará a extinguir, sin perjuicio de lo previsto en el párrafo tercero. No 
obstante, los beneficiarios de la prestación económica transitoria de ingreso mínimo 
vital que a 31 de diciembre de 2020 no cumplan los requisitos para ser beneficiarios 
del ingreso mínimo vital podrán ejercer el derecho de opción para volver a la 
asignación económica por hijo o menor a cargo del sistema de la Seguridad Social.

A la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, los beneficiarios de la 
asignación económica por cada hijo o menor a cargo sin discapacidad o con 
discapacidad inferior al 33 por ciento continuarán percibiendo dicha prestación hasta 
que dejen de concurrir los requisitos y proceda su extinción.

Las solicitudes presentadas con anterioridad a la entrada en vigor de esta norma 
se regirán por la norma vigente al tiempo de su presentación, excepto en relación con 
la actualización de los límites de ingresos anuales, para la cual se aplicarán las normas 
relativas a la prestación económica por nacimiento o adopción de hijo en supuestos de 
familias numerosas, monoparentales y de madres o padres con discapacidad.

Las solicitudes presentadas dentro de los treinta días naturales siguientes a la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, en las que se alegue la imposibilidad para 
su presentación en una fecha anterior, derivada de la suspensión de plazos 
administrativos establecida en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que cv
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se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, se considerarán presentadas en la fecha que la persona 
solicitante indique que quiso ejercer su derecho y se produjo dicha imposibilidad.»

Disposición final sexta.  Título competencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª, 8.ª, 
13.ª, 17.ª y 25.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias 
exclusivas en las materias de legislación laboral; de legislación civil y sobre ordenación de 
los registros e instrumentos públicos; de bases y coordinación de la planificación general 
de la actividad económica; de legislación básica y régimen económico de la Seguridad 
Social; así como de bases del régimen energético.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 29 de septiembre de 2020.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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ANEXO

CNAE-09 a los que pertenecen las empresas especialmente afectadas definidas en 
el apartado 2 de la disposición adicional primera

ID CNAE-09 CNAE-09 4 DÍGITOS

0710 Extracción de minerales de hierro.

2051 Fabricación de explosivos.

5813 Edición de periódicos.

2441 Producción de metales preciosos.

7912 Actividades de los operadores turísticos.

7911 Actividades de las agencias de viajes.

5110 Transporte aéreo de pasajeros.

1820 Reproducción de soportes grabados.

5122 Transporte espacial.

4624 Comercio al por mayor de cueros y pieles.

7735 Alquiler de medios de transporte aéreo.

7990 Otros servicios de reservas y actividades relacionadas con los mismos.

9004 Gestión de salas de espectáculos.

7729 Alquiler de otros efectos personales y artículos de uso doméstico.

9002 Actividades auxiliares a las artes escénicas.

4741 Comercio al por menor de ordenadores, equipos periféricos y programas informáticos en establecimientos 
especializados.

3220 Fabricación de instrumentos musicales.

3213 Fabricación de artículos de bisutería y artículos similares.

8230 Organización de convenciones y ferias de muestras.

7722 Alquiler de cintas de vídeo y discos.

5510 Hoteles y alojamientos similares.

3316 Reparación y mantenimiento aeronáutico y espacial.

1811 Artes gráficas y servicios relacionados con las mismas.

5520 Alojamientos turísticos y otros alojamientos de corta estancia.

4939 tipos de transporte terrestre de pasajeros n.c.o.p.

5030 Transporte de pasajeros por vías navegables interiores.

1812 Otras actividades de impresión y artes gráficas.

9001 Artes escénicas.

5914 Actividades de exhibición cinematográfica.

1393 Fabricación de alfombras y moquetas.

8219 Actividades de fotocopiado, preparación de documentos y otras actividades especializadas de oficina.

9321 Actividades de los parques de atracciones y los parques temáticos.
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ID CNAE-09 CNAE-09 4 DÍGITOS

2431 Estirado en frío.

5223 Actividades anexas al transporte aéreo.

3212 Fabricación de artículos de joyería y artículos similares.

5590 Otros alojamientos.

5010 Transporte marítimo de pasajeros.

7711 Alquiler de automóviles y vehículos de motor ligeros.

4932 Transporte por taxi.

2670 Fabricación de instrumentos de óptica y equipo fotográfico.

9601 Lavado y limpieza de prendas textiles y de piel.

9329 Otras actividades recreativas y de entretenimiento.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
11417 Real Decreto-ley 31/2020, de 29 de septiembre, por el que se adoptan 

medidas urgentes en el ámbito de la educación no universitaria.

I

La pandemia mundial derivada de la COVID-19, declarada por la Organización Mundial 
de la Salud el día 11 de marzo de 2020, ha tenido una especial incidencia en el sistema 
educativo, que empezó con la suspensión de la actividad educativa presencial en todos los 
ciclos, grados, cursos y niveles de enseñanza, establecida con carácter general por el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declaró el estado de alarma.

Desde ese momento, el Gobierno, a través del Ministerio de Educación y Formación 
Profesional, en coordinación con el Ministerio de Sanidad y con todas las administraciones 
educativas, ha desarrollado una intensa actividad. En un primer momento, al suspenderse 
la actividad docente presencial, se produjo una rápida movilización para facilitar acceso a 
materiales educativos on-line, crear plataformas, poner en servicio con RTVE un programa 
de televisión educativa de 5 horas diarias de emisiones o facilitar dispositivos donados por 
empresas. Al mismo tiempo, se publicaron las órdenes necesarias que flexibilizaban la 
duración y condiciones de realización del módulo profesional de formación en centros de 
trabajo, así como de los proyectos de formación profesional dual que condicionaban la 
titulación del alumnado de formación profesional.

El Ministerio de Educación y Formación Profesional potenció la coordinación con las 
comunidades autónomas, como administraciones con competencias educativas, con las 
que se han celebrado 21 reuniones (entre ellas, 7 Conferencias Sectoriales con todos los 
consejeros y consejeras de todas las comunidades), además de mantener un contacto 
permanente. El Gobierno tomó la iniciativa para proponer medidas como la continuidad del 
curso, la apuesta por la educación a distancia, el ajuste de las programaciones, así como 
de los mecanismos de evaluación, promoción y titulación para adaptarlos a la situación de 
docentes y estudiantes, así como la reapertura parcial en mayo de los centros escolares y 
la realización presencial de las pruebas para el acceso a la universidad y a las enseñanzas 
de formación profesional. Todas estas medidas se convirtieron en acuerdos vinculantes 
para las comunidades autónomas que las adoptaron, y que en ningún momento vieron 
modificadas sus competencias en educación.

En junio, el Gobierno propuso, y fueron acordadas por las comunidades autónomas, 
las medidas educativas para la organización del curso escolar 2020-2021, recogidas en un 
acuerdo de 14 puntos del 11 de junio de 2020. Igualmente, se trasladó a las 
administraciones educativas la Guía de medidas de prevención e higiene elaborada 
conjuntamente con el Ministerio de Sanidad, para el desarrollo de los protocolos 
autonómicos. Estas medidas se ajustaron y detallaron en la conferencia conjunta de 
Educación y Sanidad del 27 de agosto. Al mismo tiempo, el Gobierno ha movilizado 
recursos por más de 3.000 millones entre el Fondo COVID, la notable elevación de los 
créditos destinados a becas, el Programa «Educa en digital» de inversión en digitalización, 
en planes de refuerzo educativo como el PROA+, ReactivaFP, y el Plan de modernización 
de Formación Profesional.

En este momento, ante el comienzo efectivo del curso 2020-2021, la educación y el 
funcionamiento seguro de los centros educativos se han convertido en preocupaciones 
sociales prioritarias, que merecen una atención también prioritaria por parte de los poderes 
públicos, que deben dar respuesta a esta situación con rigor, mesura, responsabilidad y 
compromiso, siendo preciso desarrollar nuevas medidas excepcionales, y de carácter 
temporal.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
11

41
7

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

97



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 259	 Miércoles 30 de septiembre de 2020	 Sec. I.   Pág. 82213

Estas medidas han sido debatidas y consensuadas con las comunidades autónomas, 
como administraciones competentes en materia educativa, en el marco de la Conferencia 
Sectorial celebrada el 24 de septiembre de 2020, y vienen a responder a las preocupaciones 
expresadas por ellas.

II

La pandemia ha vuelto a poner de manifiesto el papel central y esencial que cumple el 
personal docente en el sistema educativo. Su entrega, compromiso y profesionalidad han 
sido fundamentales para mantener el servicio público de la educación en las difíciles 
condiciones del final del curso 2019-2020, y ahora en el comienzo del curso 2020-2021.

Las medidas de prevención y contención necesarias para el mantenimiento de la salud 
pública han obligado a retrasar la convocatoria de procedimientos selectivos para el 
ingreso a los cuerpos de funcionarios docentes, con la finalidad de asegurar el bienestar y 
la salud de los participantes, evitando situaciones de elevada confluencia de personal que 
pudieran favorecer la transmisión del virus. Por tanto, con carácter general, se ha 
pospuesto al año 2021 la convocatoria de procedimientos selectivos para el ingreso a los 
cuerpos de funcionarios docentes que imparten enseñanzas no universitarias.

Las medidas adoptadas para un comienzo y desarrollo seguro del curso 2020-2021 
obligan al refuerzo de las plantillas docentes, que deberán cubrirse, en muchos casos, de 
manera urgente con funcionarios interinos. En esta situación, para facilitar la efectiva 
cobertura de los puestos que sean necesarios, es preciso revisar de manera limitada y 
temporal, algunos requisitos de titulación para el ejercicio de la docencia, en concreto el 
máster que acredita la formación pedagógica y didáctica de posgrado.

El artículo 100.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, establece 
que, para ejercer la docencia en las diferentes enseñanzas reguladas en la misma, será 
necesario estar en posesión de las titulaciones académicas correspondientes y tener la 
formación pedagógica y didáctica que el Gobierno establezca para cada enseñanza. Por 
su parte, la disposición adicional novena de la misma ley, que establece los requisitos para 
el ingreso en los cuerpos de funcionarios docentes, exige estar en posesión de la formación 
pedagógica y didáctica a que se refiere el citado artículo 100.2, para el ingreso en el 
Cuerpo de Profesores de Enseñanza Secundaria, el Cuerpo de Profesores Técnicos de 
Formación Profesional, el Cuerpo de Profesores de Música y Artes Escénicas (excepto 
especialidades de Arte Dramático), el Cuerpo de Profesores de Artes Plásticas y Diseño y 
el Cuerpo de Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas. Tanto el artículo 100.2 como la 
disposición adicional novena de la Ley Orgánica de Educación, tienen carácter básico, 
pero no de ley orgánica, según especifican sus disposiciones finales quinta y séptima.

En desarrollo de lo anterior, el Real Decreto 1834/2008, de 8 de noviembre, por el que 
se definen las condiciones de formación para el ejercicio de la docencia en la educación 
secundaria obligatoria, el bachillerato, la formación profesional y las enseñanzas de 
régimen especial y se establecen las especialidades de los cuerpos docentes de 
enseñanza secundaria, regula la formación pedagógica y didáctica. Para ejercer la 
docencia en la educación secundaria obligatoria, el bachillerato, la formación profesional y 
la enseñanza de idiomas, será necesario estar en posesión de un título oficial de máster 
que acredite la formación pedagógica y didáctica de posgrado, de acuerdo con lo exigido 
por los artículos 94, 95 y 97 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. Para 
ello, será necesario que el correspondiente título de máster cumpla las condiciones 
incluidas en el Acuerdo de Consejo de Ministros, de 14 de diciembre de 2007, por el que 
se establecen las condiciones a las que deberán adecuarse los planes de estudios 
conducentes a la obtención de títulos que habiliten para el ejercicio de las profesiones 
reguladas de profesor de educación secundaria obligatoria y bachillerato, formación 
profesional y enseñanzas de idiomas y haya sido verificado de acuerdo con lo dispuesto 
en la Orden ECI/3858/2007, de 27 de diciembre, por la que se establecen los requisitos de 
verificación de los títulos universitarios oficiales que habiliten para el ejercicio de las 
profesiones de Profesor de Educación Secundaria Obligatoria y Bachillerato, Formación 
Profesional y Enseñanza de Idiomas. Asimismo, la Orden EDU/2645/2011, de 23 de cv

e:
 B

O
E

-A
-2

02
0-

11
41

7
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

98



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 259	 Miércoles 30 de septiembre de 2020	 Sec. I.   Pág. 82214

septiembre, establece la formación equivalente a la formación pedagógica y didáctica 
exigida para aquellas personas que estando en posesión de una titulación declarada 
equivalente a efectos de docencia no pueden realizar los estudios de máster.

No obstante, en la situación actual, en la cual los protocolos diseñados por el Gobierno 
y las administraciones educativas para la vuelta segura a la actividad académica obligan a 
reforzar de manera urgente las plantillas docentes, puede darse la situación de que, en 
determinados lugares o para determinadas materias, ámbitos o módulos, no se disponga 
de suficientes candidatos idóneos que estén en posesión del máster, o formación 
equivalente, que acredite la formación pedagógica y didáctica.

De manera excepcional, y limitada hasta la finalización del curso académico en el que 
las autoridades correspondientes determinen que han dejado de concurrir las 
circunstancias extraordinarias derivadas de la pandemia generada por la COVID-19 que 
motivaron su aprobación, se permite que las administraciones educativas puedan nombrar 
funcionarios interinos para los cuerpos de profesores de enseñanza secundaria, profesores 
técnicos de formación profesional, profesores de música y artes escénicas, profesores de 
artes plásticas y diseño y profesores de escuelas oficiales de idiomas, que no estén en 
posesión del máster, o formación equivalente, que acredite la formación pedagógica y 
didáctica de posgrado, para plazas adicionales derivadas de las medidas motivadas por la 
pandemia de la COVID-19, cuando no sea posible nombrar a candidatos que estén en 
posesión de dicho máster.

La vigencia del presente real decreto-ley queda vinculada, por lo tanto, a la duración 
de la situación excepcional derivada de la pandemia originada por la COVID-19, excepto 
lo dispuesto sobre la regulación de las evaluaciones finales de etapa, y sobre las 
convocatorias de estabilización del profesorado interino, que se agotarán cuando se 
cumplan las previsiones normativas que las justifican.

III

También en materia de personal, debe reiterarse el compromiso con el objetivo de 
disminuir la tasa de temporalidad en el empleo en el ámbito docente, a través de la futura 
convocatoria de las plazas ofertadas dentro del plan de estabilización del empleo temporal, 
objetivo que ha sido manifestado por todas las administraciones educativas en la reunión 
de la Conferencia Sectorial de Educación celebrada el pasado 25 de marzo de 2020.

La Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2017 
acometió el proceso de estabilización de empleo temporal en el sector público, en 
consonancia con el acuerdo firmado el 29 de marzo de 2017 por el Gobierno con las 
organizaciones sindicales. El apartado 6 del artículo 19.uno de dicha ley prevé una tasa de 
reposición adicional para estabilización de empleo temporal que incluiría hasta el 90 por 
ciento de las plazas que, estando dotadas presupuestariamente, hubieran estado 
ocupadas de forma temporal e ininterrumpidamente al menos en los tres años anteriores 
a 31 de diciembre de 2016. Las plazas resultantes debían incluirse en una oferta de 
empleo público que debía ser aprobada y publicada en el boletín oficial correspondiente 
antes de la finalización de los años 2017, 2018 y 2019, y las convocatorias debían 
publicarse en el plazo improrrogable de tres años desde la publicación de la oferta 
respectiva.

Por Real Decreto 84/2018, de 23 de febrero, se modificó el Real Decreto 276/2017, 
de 23 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de ingreso, accesos y adquisición 
de nuevas especialidades en los cuerpos docentes a que se refiere la Ley Orgánica 2/2006, 
de 3 de mayo, de Educación, introduciendo una nueva Disposición transitoria tercera, por 
la que se regulaban los procedimientos selectivos de ingreso que se realizaran en ejecución 
de las ofertas públicas de empleo que, al amparo de lo dispuesto en el artículo 19.uno.6 de 
la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para 2017, se 
aprobasen por las distintas Administraciones educativas y se publicasen en los respectivos 
«Diarios Oficiales» en los ejercicios 2017 a 2019.

Posteriormente, el artículo 19.uno.9 de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2018, además de mantener lo establecido en el cv

e:
 B

O
E

-A
-2

02
0-

11
41

7
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

99



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 259	 Miércoles 30 de septiembre de 2020	 Sec. I.   Pág. 82215

artículo 19.uno.6 de la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2017, autorizó una tasa adicional para la estabilización de empleo temporal. 
Dado que este artículo dice «además» de lo establecido en el artículo 19.uno.6 de la 
Ley 3/2017, resulta claro que no supone una derogación del mismo, sino que complementa 
el proceso que se inicia en 2017. Si bien la administración educativa no está 
específicamente mencionada, como lo están otros sectores y colectivos, ese precepto de 
la Ley 6/2018, de 3 de julio, termina con la genérica expresión «así como otros servicios 
públicos». Si en 2017 se destacaba específicamente a la administración educativa como 
beneficiaria del proceso de estabilización, y el precepto del 2018 es una extensión, o una 
adición de este proceso, no cabe duda de que debe extenderse a la administración 
educativa, que evidentemente constituye un servicio público, y además de naturaleza 
esencial. El carácter de «servicio público» de la educación, ya se declaró en la Ley 14/1970, 
de 4 de agosto, General de Educación y de Financiamiento de la Reforma Educativa, y en 
el ordenamiento jurídico vigente, con base en el artículo 27 de la Constitución, se 
estableció en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, 
y se consagra en el artículo 108.4 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

Finalmente, el artículo 11 del Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, por el que se 
aprueban medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la reactivación 
económica, amplía las habilitaciones para la ejecución de la oferta de empleo público y de 
los procesos de estabilización de empleo temporal. Por una parte, con carácter 
excepcional, la habilitación temporal para la ejecución de la oferta de empleo público y de 
los procesos de estabilización de empleo temporal previstos en el artículo 19.uno.9 de la 
Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, 
mediante la publicación de las correspondientes convocatorias de procesos selectivos 
regulada en el artículo 70.1 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, cuyo vencimiento se produzca en el ejercicio 2020, se entenderá prorrogada 
durante el ejercicio 2021. Por otra parte, se amplía hasta el 31 de diciembre de 2021, el 
plazo para aprobar y publicar en los respectivos diarios oficiales las ofertas de empleo 
público que articulen los procesos de estabilización de empleo temporal referidos. En los 
demás extremos estos procesos se atendrán a los requisitos y condiciones establecidos 
en cada una de las citadas leyes de presupuestos.

Por tanto, es necesario y urgente asegurar que las previsiones de la disposición 
transitoria tercera del Reglamento de ingreso, accesos y adquisición de nuevas 
especialidades en los cuerpos docentes a que se refiere la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de 
mayo, de Educación, aprobado por Real Decreto 276/2007, de 23 de febrero, se apliquen 
también a los procedimientos selectivos de ingreso que se realicen en ejecución de las 
ofertas públicas de empleo que, al amparo de lo dispuesto en el apartado 9 del 
artículo 19.uno de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2018, sean aprobadas por las distintas administraciones educativas y publicadas en 
los respectivos «Diarios Oficiales» hasta 2021, para garantizar la uniformidad y coherencia 
de ese proceso de estabilización.

IV

En materia de enseñanza no universitaria, se hace necesario asegurar unos niveles 
comunes de exigencia que garanticen la calidad de los títulos académicos, al tiempo que 
se da respuesta a las diferentes situaciones generadas por la pandemia. Para alcanzar 
ese objetivo resulta imprescindible realizar algunas adaptaciones que permitan a los 
estudiantes continuar desarrollando su proceso de aprendizaje.

Así, con el fin de facilitar la adaptación de las programaciones didácticas a las 
circunstancias derivadas de las decisiones que se adopten sobre presencialidad del 
alumnado en los centros, se otorga el carácter de orientativos a los estándares de 
aprendizaje evaluables. Se autoriza también la modificación de los criterios de evaluación 
y promoción para todos los cursos de educación primaria, secundaria obligatoria, 
bachillerato, y formación profesional, así como los criterios para la obtención del título de 
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graduado en Educación Secundaria Obligatoria, el título de Bachiller, y las titulaciones 
correspondientes a la formación profesional.

Se prevé igualmente la modificación de los criterios de evaluación, promoción y 
permanencia en las enseñanzas de idiomas, así como la adecuación de los principios 
básicos comunes de evaluación aplicables a las pruebas de certificación oficial de los 
niveles Intermedio B1, Intermedio B2, Avanzado C1, y Avanzado C2 de las enseñanzas de 
idiomas de régimen especial a las circunstancias excepcionales derivadas de la pandemia.

Asimismo, se suprimen las evaluaciones de final de etapa de educación primaria y 
secundaria obligatoria que, a partir del Real Decreto-ley 5/2016, de 9 de diciembre, han 
perdido todo efecto académico, teniendo únicamente un carácter muestral y finalidad 
diagnóstica, y respecto del calendario escolar, se considerarán días lectivos todos aquellos 
en los que se preste atención y apoyo educativo al alumnado, ya sea de forma presencial 
como a distancia.

V

Por otra parte, en estas circunstancias excepcionales, los centros privados no 
universitarios pueden encontrarse con dificultades, igualmente, para que sus ofertas de 
empleo puedan ser atendidas por las personas que reúnan los requisitos de formación 
pedagógica y didáctica a que se refiere el artículo 100.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 
de mayo, de Educación, o equivalente. Con objeto de asegurar la adecuada atención 
educativa a los alumnos, se permite excepcionalmente, que en estos centros privados no 
universitarios y solo durante el tiempo de duración de la pandemia provocada por la 
COVID-19, puedan impartir la docencia personas que cuenten con todos los requisitos 
exigidos excepto el de formación pedagógica y didáctica establecido en el artículo 100.2 
de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, o equivalente.

VI

En el ámbito de la formación profesional del sistema educativo, se establecen medidas 
excepcionales en materia de ordenación y organización de las enseñanzas, que serán de 
aplicación en aquellos casos en que resulte imposible su desarrollo con arreglo a la 
ordenación y organización previstas en la normativa básica del Estado. Desde la 
consideración de la importancia de la práctica en empresas de los estudiantes y su 
carácter irreemplazable, las actuales circunstancias pueden hacer inviable el desarrollo de 
este tipo de prácticas en determinados sectores y territorios. Corresponde, por ello, 
permitir, desde la normativa básica, una flexibilización que, solo en aquellos casos 
imprescindibles, permita finalizar sus estudios a los estudiantes. Así, se podrá autorizar la 
reducción excepcional del módulo de formación en centros de trabajo al mínimo exigido en 
los reales decretos que establecen cada título y sus enseñanzas mínimas. Asimismo, las 
administraciones educativas competentes podrán, cuando no exista alternativa viable, 
sustituir la estancia en empresas, propia de la formación en centros de trabajo, por una 
propuesta de actividades asociadas al entorno laboral.

Esta medida se hace extensible también a las enseñanzas artísticas y a las enseñanzas 
deportivas, con las adaptaciones adecuadas a sus respectivas características.

Por lo que se refiere a los certificados de profesionalidad de la formación profesional 
para el empleo, regulados por Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, también se 
establecen medidas excepcionales, durante el curso escolar 2020-2021, para la realización 
del módulo de formación práctica en centros de trabajo, cuando no sea posible la 
realización efectiva en un ámbito empresarial.

VII

El artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar decretos-leyes «en caso de 
extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos cv
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regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las comunidades autónomas ni al 
Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que, 
tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, 
de 4 de febrero, FJ. 5; 11/2002, de 17 de enero, FJ. 4, 137/2003, de 3 de julio, FJ. 3, 
y 189/2005, de 7 julio, F. 3; 68/2007, FJ. 10, y 137/2011, FJ. 7), el fin que justifica la 
legislación de urgencia sea subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos 
gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una acción normativa 
inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento 
de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación 
de dicho procedimiento no depende del Gobierno.

Debe quedar, por tanto, acreditada «la existencia de una necesaria conexión entre la 
situación de urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella 
(SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3, y 137/2003, de 3 
de julio, FJ 4)». La regulación que se propone está justificada por las circunstancias de 
extraordinaria y urgente necesidad que se han expuesto, que justifican la concurrencia de 
los requisitos constitucionales de extraordinaria y urgente necesidad, que habilitan al 
Gobierno para aprobar el presente real decreto-ley dentro del margen de apreciación que, 
en cuanto órgano de dirección política del Estado, le reconoce el artículo 86.1 de la 
Constitución (STC 142/2014, FJ 3 y STC 61/2018, FFJJ 4 y 7).

El presente real decreto-ley respeta los límites constitucionalmente establecidos para 
el uso de este instrumento normativo pues no afecta al ordenamiento de las instituciones 
básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en 
el título I de la Constitución, al régimen de las comunidades autónomas ni al Derecho 
electoral general.

Con este real decreto-ley se da respuesta a las aspiraciones de la comunidad 
educativa y a las demandas de los responsables de las diferentes administraciones 
educativas, para solucionar de forma urgente la situación de emergencia en el desarrollo 
de la actividad docente y educativa, que se ha producido como consecuencia de la 
pandemia originada por la COVID-19. No es posible recurrir a otros procedimientos 
normativos dado que ya se ha iniciado el curso escolar y las previsiones de evolución de 
la pandemia no permiten dilatar más en el tiempo la actuación del Gobierno, al que le 
compete el establecimiento de la normativa básica en materia educativa. Igualmente, la 
seguridad jurídica y la correcta prestación del servicio público educativo, exigen que las 
comunidades autónomas cuenten con la mayor celeridad posible, con el marco normativo 
básico a partir del cual realizar su ordenación y gestión de la actividad docente y educativa.

Estas razones justifican que se regulen los aspectos contenidos en este real decreto-
ley, con este instrumento normativo que es acorde constitucionalmente, y que constituyen 
parte de la normativa básica en el ámbito educativo no universitario, aunque en condiciones 
normales se habrían establecido bien a través de la ley o bien a través de otras 
disposiciones reglamentarias. Pero como ya se ha expuesto, su vigencia queda 
condicionada a la duración de la pandemia, y al mismo tiempo se respetan para el futuro 
el rango de las disposiciones que en este real decreto-ley se modifican.

VIII

Este real decreto-ley se adecua a los principios de buena regulación previstos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas.

De este modo, se cumple con el principio de necesidad que ha quedado plenamente 
justificado. Igualmente, se da cumplimiento a los principios de seguridad jurídica, 
proporcionalidad y eficacia, destacándose que las medidas que incorpora son congruentes 
con el ordenamiento jurídico e incorporan la mejor alternativa posible dada la situación de 
excepcionalidad al contener la regulación necesaria e imprescindible para la consecución 
de los objetivos previamente mencionados.
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En cuanto al principio de transparencia, dado que se trata de un real decreto-ley, su 
tramitación se encuentra exenta de consulta pública previa y de los trámites de audiencia 
e información públicas. Finalmente, respecto del principio de eficiencia, no se imponen 
más cargas que las estrictamente necesarias.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado la regulación de las condiciones básicas 
que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y el 
cumplimiento de los deberes constitucionales; del artículo 149.1.18.ª, que le atribuye las 
bases del régimen estatutario de los funcionarios y del artículo 149.1.30.ª, que le atribuye 
la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales y las normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la 
Constitución a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos 
en esta materia.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Educación y Formación Profesional, 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 29 de septiembre 
de 2020,

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito y vigencia.

1.  Las medidas que se aprueban en el presente real decreto-ley se refieren a las 
enseñanzas comprendidas en el artículo 3.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de 
Educación, excepto a la universitaria, así como a la formación profesional para el empleo 
asociada al sistema nacional de cualificaciones profesionales.

2.  Salvo lo dispuesto en los artículos 3 y 7, las medidas incluidas en este real decreto-
ley permanecerán vigentes hasta la finalización del curso académico en el que las 
autoridades correspondientes determinen que han dejado de concurrir las circunstancias 
extraordinarias derivadas de la pandemia generada por la COVID-19 que motivaron su 
aprobación.

CAPÍTULO II

Medidas en materia de personal docente no universitario

Artículo 2.  Exención temporal del requisito de formación pedagógica y didáctica de 
posgrado, o equivalente, para el nombramiento de funcionarios interinos nombrados 
con carácter excepcional para plazas necesarias para la atención docente originada 
por la pandemia de la COVID-19.

1.  Las administraciones educativas competentes determinarán las necesidades de 
nuevas plazas docentes en sus respectivos centros educativos, cuya cobertura resulte 
necesaria para el cumplimiento de las medidas aprobadas para responder a la pandemia 
de la COVID-19 y garantizar un desarrollo adecuado y seguro de la docencia. Esto 
supondrá la creación automática de dichas plazas, que se amortizarán al finalizar el curso 
en el que desaparezcan los motivos señalados de urgente necesidad que originaron su 
creación.

2.  Exclusivamente para la cobertura de las plazas a que se refiere el apartado 
anterior, si se agotaran las listas de personas aspirantes al desempeño de puestos en 
régimen de interinidad y, en su caso, las de demandantes de empleo, de quienes estén en 
posesión del título oficial de posgrado que acredite su formación pedagógica y didáctica, o cv
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formación equivalente, las administraciones educativas podrán nombrar con carácter 
excepcional, como funcionarios interinos para esas plazas originadas por la pandemia de 
la COVID-19, también a aquellos aspirantes a las especialidades demandadas que no 
cumplan en ese momento con el requisito de estar en posesión del título oficial de 
formación pedagógica y didáctica de posgrado, o equivalente, a que se refieren el 
artículo 100.2 y la disposición adicional novena de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, 
de Educación, el Real Decreto 1834/2008, de 8 de noviembre, y la Orden EDU/2645/2011, 
de 23 de septiembre.

Los aspirantes que no posean la formación pedagógica y didáctica de posgrado o 
equivalente exigida, deberán estar en posesión de todos los demás requisitos establecidos 
para el acceso a la docencia y su nombramiento, que tendrá un carácter excepcional, no 
podrá prolongarse, en ningún caso, más allá de la finalización del curso en el que las 
autoridades competentes determinen que han dejado de concurrir las circunstancias 
extraordinarias derivadas de la pandemia generada por la COVID-19, ni trasladarse a 
puestos o plazas diferentes de los determinados en el apartado 1 de este artículo.

3.  El régimen jurídico y económico de todos los funcionarios interinos, nombrados 
con carácter excepcional, para plazas necesarias para la atención docente originada por 
la pandemia de la COVID-19, a los que se refiere el apartado anterior, será equivalente al 
correspondiente a los funcionarios interinos. Los servicios prestados serán reconocidos a 
los efectos previstos en la Ley 70/1978, de 26 de diciembre, de reconocimiento de servicios 
previos en la Administración Pública, y en la normativa vigente para el ingreso en la función 
pública. No obstante, su eventual ingreso en la función pública docente exigirá el 
cumplimiento de todos los requisitos establecidos en la normativa aplicable, incluido estar 
en posesión del título oficial de posgrado de formación pedagógica y didáctica, o 
equivalente.

Artículo 3.  Procedimientos selectivos para estabilización de empleo temporal.

Los procedimientos selectivos de ingreso que se realicen en ejecución de las ofertas 
públicas de empleo que, al amparo de lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 19.uno de 
la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2017, y 
del apartado 9 del artículo 19.uno de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2018, sean aprobadas por las distintas Administraciones 
educativas y publicadas en los respectivos «Diarios Oficiales» en los ejercicios 2017 
a 2021, teniendo en cuenta la ampliación prevista en el artículo 11 del Real 
Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, por el que se aprueban medidas en materia de 
energía y en otros ámbitos para la reactivación económica, se ajustarán a los criterios 
establecidos en la disposición transitoria tercera del Reglamento de ingreso, accesos y 
adquisición de nuevas especialidades en los cuerpos docentes a que se refiere la Ley 
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, aprobado por Real Decreto 276/2007, 
de 23 de febrero, hasta la finalización de los procesos selectivos derivados de las ofertas 
públicas de empleo a que se refiere este artículo.

CAPÍTULO III

Medidas en materia de enseñanza no universitaria

Artículo 4.  Adaptación del currículo y de las programaciones didácticas.

Con el objeto de facilitar la elaboración de las programaciones didácticas, y su 
adaptación a las circunstancias derivadas de las decisiones sobre la presencialidad del 
alumnado en los centros, los estándares de aprendizaje evaluables, a los que se refieren 
los artículos 6 y 6 bis de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, tendrán 
carácter orientativo para los centros.
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Artículo 5.  Criterios de evaluación y promoción en Educación Primaria, Educación 
Secundaria Obligatoria y Bachillerato.

1.  Las administraciones educativas podrán autorizar la modificación de los criterios 
de evaluación previstos para cada curso, y en su caso materia, con el fin de valorar 
especialmente los aprendizajes más relevantes e imprescindibles para la continuidad del 
proceso educativo y la capacidad del alumnado para aprender por sí mismo y para trabajar 
en equipo, y en el caso del bachillerato, para aplicar los métodos de investigación 
apropiados.

2.  Los centros docentes, de acuerdo con lo regulado en su caso por las 
administraciones educativas, podrán modificar, de manera excepcional los criterios de 
promoción en todos los cursos de Educación Primaria, y de Educación Secundaria 
Obligatoria, así como en la correspondiente promoción de primero a segundo de 
Bachillerato. La repetición se considerará una medida de carácter excepcional que se 
adoptará, en todo caso, de manera colegiada por el equipo docente en función de la 
evolución académica del estudiante, globalmente considerada, sin que pueda ser la causa 
únicamente las posibles materias que pudieran quedar sin superar en la Educación 
Secundaria Obligatoria y en el Bachillerato.

Artículo 6.  Criterios para la titulación en la Educación Secundaria Obligatoria y en 
Bachillerato.

Los equipos docentes adoptarán las decisiones relativas a la obtención del título de 
acuerdo con lo regulado en su caso por las administraciones educativas, de forma 
colegiada, basándose para el de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria en la 
adquisición de los objetivos generales establecidos para la etapa y el desarrollo de las 
competencias, y en el de Bachiller, en la evolución del alumno o alumna en el conjunto de 
las materias, y su madurez académica en relación con los objetivos del Bachillerato y las 
competencias correspondientes. La decisión de titulación se adoptará garantizando la 
adquisición de los objetivos generales de la etapa de manera que permitan al alumno o 
alumna continuar su itinerario académico y, en consecuencia, no quedará supeditada a la 
no existencia de materias sin superar para el acceso a ambas titulaciones. En todo caso 
para la obtención del título de Bachiller será necesaria una calificación media igual o 
superior a la requerida para la superación de cada materia.

Artículo 7.  Supresión de las evaluaciones de final de etapa previstas en los artículos 21 
y 29 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

A partir del curso 2020-2021, y con vigencia indefinida, no se realizarán las siguientes 
evaluaciones finales:

a)  De Educación Primaria, recogida en el artículo 21 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 
de mayo y en el artículo 3 del Real Decreto-ley 5/2016, de 9 de diciembre, de medidas 
urgentes para la ampliación del calendario de implantación de la Ley Orgánica 8/2013, 
de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad educativa.

b)  De Educación Secundaria Obligatoria, establecida en el artículo 29 de la Ley 
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, y en el artículo 2 del Real Decreto-ley 5/2016, de 9 de 
diciembre, de medidas urgentes para la ampliación del calendario de implantación de la 
Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad educativa.

Artículo 8.  Cómputo del calendario escolar.

A efectos del límite de días lectivos en la enseñanza obligatoria, regulados en la 
disposición adicional quinta de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, se 
considerarán días lectivos todos aquellos en los que exista una atención y apoyo educativo 
al alumnado, tanto presencial como a distancia, hasta tanto se normalice la situación 
generada en la escolaridad como consecuencia de las necesidades derivadas de las 
medidas de contención sanitaria. cv
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Artículo 9.  Medidas en el ámbito de la formación profesional del sistema educativo.

1.  Las administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, podrán 
aplicar las medidas contenidas en el presente artículo, en aquellos ciclos formativos en 
que las circunstancias excepcionales derivadas de la pandemia originada por la COVID-19, 
no permitan contar con las empresas requeridas para la realización de la formación en 
centros de trabajo.

2.  Podrá determinarse la exención total o parcial del módulo profesional de formación 
en centros de trabajo por su correspondencia con la experiencia laboral, siempre que se 
acredite una experiencia correspondiente al trabajo a tiempo completo de seis meses, 
relacionada con los estudios profesionales respectivos.

3.  Se podrá autorizar la reducción excepcional del módulo de formación en centros 
de trabajo, al mínimo de horas determinadas en los reales decretos que establecen cada 
título y sus enseñanzas mínimas.

4.  Cuando no sea posible realizar la estancia en empresas, propia de la formación en 
centros de trabajo, por falta de empresas de acogida, podrá sustituirse dicha formación por 
una propuesta de actividades asociadas al entorno laboral, de acuerdo con lo siguiente:

a)  Podrá diseñarse por el centro educativo una propuesta de actividades asociadas 
al entorno laboral que se aproxime en la mayor medida posible a la realidad profesional.

b)  En los ciclos formativos de grado superior, podrá establecerse un módulo integrado 
que comprenda el módulo de proyecto y el módulo de formación en centros de trabajo, con 
una duración total de doscientas cuarenta y cinco horas, y cuya calificación se realizará de 
manera numérica respecto de la parte del módulo de proyecto, y como apto o no apto 
respecto de la parte del módulo de formación en centro de trabajo.

c)  En los currículos de formación profesional básica y en los ciclos formativos de 
grado medio podrá incorporarse un módulo de proyecto que integrará las actividades por 
las que se sustituya la formación en centros de trabajo, cuya evaluación será de apto o no 
apto.

5.  Podrán permitir el cambio de matrícula de modalidad dual a ordinaria, en aquellos 
casos en que no sea posible la continuidad del curso escolar en la misma modalidad 
formativa por cambios en la situación de la empresa. En todo caso, se garantizará el 
retorno a la modalidad dual en cuanto la situación de la empresa lo permitiera.

Artículo 10.  Criterios de evaluación, promoción y titulación en Formación Profesional.

Las administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, podrán aplicar las 
siguientes medidas para la evaluación, promoción y titulación en la Formación Profesional:

a)  Autorizar la modificación de los criterios de evaluación previstos para cada módulo 
profesional de acuerdo con las adaptaciones metodológicas que haya sido preciso realizar.

Asimismo, podrán autorizar mecanismos diferentes a los previstos para la realización 
de las evaluaciones en la oferta de modalidad a distancia.

b)  Adaptar, de manera excepcional, los criterios de promoción en todas las 
enseñanzas de Formación Profesional.

c)  Adaptar los criterios de titulación, atendiendo a principios generales de adquisición 
de la competencia general del título.

Artículo 11.  Medidas para las enseñanzas profesionales de Artes Plásticas y Diseño.

1.  Las administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, podrán 
aplicar las medidas contenidas en el artículo 9, también para los ciclos formativos de Artes 
Plásticas y Diseño en relación con la fase de formación práctica en empresas, estudios y 
talleres.

2.  En la aplicación de esas medidas, previstas para la sustitución de la formación 
práctica, cuando no sea posible su realización, se tendrán en cuenta las especificidades 
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de estas enseñanzas, tanto en los ciclos formativos de grado medio como en los ciclos 
formativos de grado superior, para lo que se podrán efectuar las adaptaciones que sean 
necesarias de lo dispuesto en el artículo 9.

Artículo 12.  Medidas para las enseñanzas artísticas superiores.

1.  En las enseñanzas superiores de danza, diseño, artes plásticas y conservación y 
restauración de bienes culturales, las administraciones educativas competentes podrán 
establecer que las prácticas externas se realicen de manera integrada con el trabajo fin de 
estudios o con alguna asignatura de perfil práctico perteneciente al bloque de materias 
obligatorias de especialidad. El número total de créditos ECTS asignado corresponderá a 
la suma de la asignación establecida para dichas prácticas, trabajo fin de estudios o 
materia en los Reales Decretos 632/2010, 633/2010, 634/2010 y 635/2010, de 14 de 
mayo, en los que se regulan las citadas enseñanzas artísticas.

2.  Asimismo, las administraciones educativas, en el ejercicio de sus competencias, 
podrán adaptar las medidas previstas en el apartado anterior a los planes de estudios 
que hubieran establecido en su respectivo ámbito territorial para las enseñanzas 
superiores de arte dramático y de música cuyos contenidos básicos se regulan en los 
Reales Decretos 630/2010 y 631/2010, de 14 de mayo.

Artículo 13.  Medidas para las enseñanzas deportivas.

1.  Las administraciones educativas, en el ámbito de sus competencias, podrán 
autorizar la reducción excepcional del módulo de formación práctica, al mínimo de horas 
determinadas en los reales decretos que establecen cada título y sus enseñanzas 
mínimas.

2.  Cuando no sea posible realizar la estancia en organizaciones deportivas o 
laborales propia de la formación práctica, podrá sustituirse dicha formación por una 
propuesta de actividades asociadas al entorno deportivo en el que se estén desarrollando 
los módulos prácticos de los correspondientes ciclos formativos.

Artículo 14.  Medidas para las enseñanzas de idiomas.

1.  Las administraciones educativas podrán adaptar para su ámbito territorial las 
condiciones en las que el alumnado matriculado en alguno de los niveles de las 
enseñanzas de idiomas pueda promocionar de un curso a otro dentro de dicho nivel, el 
acceso de un nivel al siguiente sin haber obtenido la certificación oficial correspondiente al 
nivel anterior, así como los criterios de permanencia establecidos.

2.  Para la obtención del certificado correspondiente a cada uno de los niveles 
intermedio y avanzado de las enseñanzas de idiomas será en todo caso necesaria la 
superación de la prueba a la que se refiere el Real Decreto 1/2019, de 11 de enero, por el 
que se establecen los principios básicos comunes de evaluación aplicables a las pruebas 
de certificación oficial de los niveles Intermedio B1, Intermedio B2, Avanzado C1, y 
Avanzado C2 de las enseñanzas de idiomas de régimen especial.

Sin perjuicio de lo anterior, las administraciones educativas podrán adaptar los criterios 
de evaluación recogidos en el artículo 4.4 del mencionado Real Decreto 1/2019, de 11 de 
enero, pero teniendo en cuenta que para obtener la certificación será necesario superar la 
prueba, para lo cual deberá obtenerse una puntuación mínima correspondiente al 
cincuenta por ciento de la puntuación total y una puntuación mínima del cincuenta por 
ciento en cada una de las cinco partes de las que consta dicha prueba.

3.  Del mismo modo, las administraciones educativas podrán arbitrar otras medidas 
de adecuación con respecto a la fecha y el número de convocatorias de pruebas de 
certificación que vayan a realizar para alumnado oficial y libre.
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CAPÍTULO IV

Medidas excepcionales sobre las condiciones de formación para la docencia 
en los centros privados no universitarios

Artículo 15.  Medidas excepcionales sobre las condiciones de formación en los centros 
privados.

1.  Cuando por la situación derivada de la pandemia provocada por la COVID-19, y 
para las materias, módulos o ámbitos para los que las ofertas de empleo que realicen los 
centros privados no puedan ser atendidas por personas que cuenten con la formación 
pedagógica y didáctica establecida en el artículo 100.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de 
mayo, de Educación, o con la formación equivalente exigida, podrán excepcionalmente 
impartir docencia las personas que reúnan los restantes requisitos exigidos, para la 
atención de las necesidades surgidas mientras dure esta situación.

2.  Desde el inicio del curso siguiente a aquel durante el cual las autoridades 
correspondientes hayan determinado que han dejado de concurrir las circunstancias 
extraordinarias derivadas de la pandemia generada por la COVID-19, la totalidad del 
profesorado que imparta docencia en los centros privados, deberá reunir íntegramente los 
requisitos y condiciones de formación para la docencia exigidos para los centros privados 
no universitarios en cada uno de sus niveles y etapas.

CAPÍTULO V

Medidas en materia de formación profesional para el empleo

Artículo 16.  Medidas en el ámbito de certificados de profesionalidad de la formación 
profesional para el empleo.

1.  Cuando no sea posible la realización efectiva en un ámbito empresarial del módulo 
de formación práctica en centros de trabajo de los Certificados de Profesionalidad, las 
administraciones competentes, previa solicitud de la entidad de formación, podrán autorizar 
a los centros que impartan estos Certificados de Profesionalidad a adoptar alguna de las 
siguientes medidas, de acuerdo con el orden de prioridad con el que figuran enunciadas:

a)  Sustituir el módulo de prácticas en centros de trabajo por el desempeño de un 
puesto de trabajo vinculado a las ocupaciones especificadas en la normativa reguladora 
del certificado de profesionalidad a que dicho módulo se adscribe.

b)  Ampliar el período para la realización del módulo de formación práctica en centros 
de trabajo.

c)  Realizar el módulo de prácticas en el propio centro de formación.
d)  Excepcionalmente, sustituir el módulo de prácticas en centros de trabajo por la 

realización de un proyecto vinculado a las actividades que, en el marco del citado módulo, 
debían desarrollarse en el entorno laboral.

2.  La evaluación y el seguimiento del módulo de formación práctica en centros de 
trabajo, cuya realización se efectúe de acuerdo a las letras a), c) o d) del apartado 1 de 
este artículo, no requerirá la colaboración del tutor designado por la empresa, y quedará 
recogida documentalmente mediante la calificación de apto o no apto por el tutor de este 
módulo que haya designado el centro de formación que imparta la acción formativa de 
certificados de profesionalidad en que tal módulo se integra.

Disposición final primera.  Salvaguardia del rango de ciertas disposiciones reglamentarias.

Las modificaciones que con posterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley, 
puedan realizarse respecto a las normas reglamentarias que son objeto de modificación 
por el mismo, podrán efectuarse por normas del mismo rango que las que se modifican en 
el presente real decreto-ley. cv
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Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario y ejecución.

Se habilita al Gobierno y a la Ministra de Educación y Formación Profesional, 
respectivamente, a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
ejecución de lo dispuesto en este real decreto-ley.

Disposición final tercera.  Título competencial.

Este real decreto-ley se dicta con carácter básico al amparo del artículo 149.1.1.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado la regulación de las condiciones básicas 
que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y el 
cumplimiento de los deberes constitucionales; del artículo 149.1.18.ª, que le atribuye las 
bases del régimen estatutario de los funcionarios sin perjuicio de las especialidades 
derivadas de la organización propia de las comunidades autónomas; y del 
artículo 149.1.30.ª, que le atribuye la regulación de las condiciones de obtención, 
expedición y homologación de títulos académicos y profesionales y las normas básicas 
para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución a fin de garantizar el cumplimiento de 
las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.

Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 29 de septiembre de 2020.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
10923 Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para 

hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la 

siguiente ley:

PREÁMBULO

I

El 14 de marzo de 2020, el Consejo de Ministros aprobó el Real Decreto 463/2020, por 
el que se declaró el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, en el que se incluyeron, entre otras medidas, limitaciones a 
la libertad de circulación de las personas, con los efectos que ello supone para ciudadanos, 
trabajadores y empresas. Específicamente, en el ámbito de la Administración de Justicia, 
se dispuso la suspensión de los términos y plazos procesales, con las solas excepciones 
necesarias para garantizar los derechos reconocidos a todas las personas en el artículo 24 
de la Constitución.

Para hacer frente a las posibles consecuencias de esas medidas, la Administración de 
Justicia tuvo que adaptarse, tanto desde el punto de vista de la adopción de los cambios 
normativos necesarios en las instituciones procesales como desde la perspectiva 
organizativa, y todo ello con el objetivo de alcanzar una progresiva reactivación del normal 
funcionamiento de los Juzgados y Tribunales.

En efecto, la Administración de Justicia sufrió una ralentización significativa como 
consecuencia de la crisis del COVID-19, por lo que se hizo necesario adoptar el Real 
Decreto-ley 16/2020 de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer 
frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia que tuvo por finalidad, 
entre otras, procurar una salida ágil a la acumulación de los procedimientos suspendidos 
por la declaración del estado de alarma cuando se produjera el levantamiento de la 
suspensión.

Asimismo, se adoptaron medidas en previsión del aumento de litigiosidad como 
consecuencia de las medidas extraordinarias adoptadas y de la propia coyuntura 
económica derivada de la crisis sanitaria.

En un Estado social y democrático de Derecho como en el que vivimos, todos los 
ciudadanos y ciudadanas tienen que participar del proceso de recuperación de las 
consecuencias de la crisis. La actual situación sanitaria tiene un impacto global, y acarreará 
efectos negativos en un amplio conjunto de colectivos sociales, si bien las consecuencias 
sociales y económicas afectarán más gravemente a los colectivos vulnerables.

Una vez superado el estado de alarma, la Administración de Justicia debe adaptarse 
durante los próximos meses a la nueva normalidad, tomando en consideración los 
derechos y las necesidades de la ciudadanía como usuaria del servicio público de la 
Justicia en ejercicio del derecho a la tutela judicial efectiva, y garantizar el derecho a la 
salud tanto de esta como del conjunto del personal y profesionales del sector de la Justicia. 
Junto a ello, y en relación con el aumento de litigiosidad previsto, la Administración de 
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Justicia debe prepararse no solo para dar respuesta a la misma, sino para erigirse en 
factor determinante en el proceso de recuperación económica.

Por ello, en un ejercicio conjunto de diálogo con todos los sectores implicados y 
búsqueda de amplios consensos parlamentarios, esta Ley introduce importantes mejoras 
respecto del Real Decreto-ley 16/2020, adaptando las medidas previstas en el mismo, 
ampliando en algunos casos los plazos para su aplicación e introduciendo nuevos 
aspectos en las mismas, como por ejemplo la puesta en marcha del Tablón Edictal 
Judicial Único para la publicación y consulta de resoluciones y comunicaciones cuando lo 
establezca la ley.

Asimismo, durante el tiempo que transcurra hasta rebasar esta nueva normalidad y 
contar con medidas efectivas contra la COVID-19, es imprescindible seguir adoptando 
medidas organizativas y tecnológicas necesarias para evitar situaciones de contagio. La 
Administración de Justicia, el personal que presta en ella sus servicios, los profesionales 
e incluso los ciudadanos, nos hemos adaptado con rapidez a los instrumentos tecnológicos 
existentes, habiéndose ampliado notablemente su dotación y optimizado su uso durante la 
pandemia. Esta crisis sanitaria nos ha hecho más conscientes de la necesidad de adaptar 
nuestra Justicia a la realidad digital, como medio de favorecer la proximidad, la agilidad y 
la sostenibilidad del servicio público, pero también como un medio para la protección de la 
salud.

Por ello en esta Ley se incluyen medidas de carácter organizativo para garantizar la 
distancia de seguridad en el desarrollo de las vistas y audiencias públicas, salvaguardando 
en determinados casos la presencialidad del investigado o acusado en el ámbito penal o 
las exploraciones médico forenses, y se fomentan medidas para incorporar las nuevas 
tecnologías a las actuaciones procesales y, en general, a las relaciones de los ciudadanos 
y ciudadanas con la Administración de Justicia, que eviten, en la medida de lo posible, 
excesivas concentraciones en las sedes judiciales.

II

La presente Ley se estructura en tres capítulos, que contienen un total de veintitrés 
artículos, siete disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, una disposición 
derogatoria y trece disposiciones finales.

El Capítulo I regula las medidas de carácter procesal para establecer la tramitación 
preferente de determinados procedimientos en el orden social, civil y contencioso-
administrativo directamente surgidos de la crisis sanitaria por la COVID-19, así como de 
aquellos que se han visto afectados por las consecuencias de la misma. Entre ellos cabe 
destacar la tramitación mediante la modalidad procesal de conflicto colectivo que reviste 
un carácter urgente y la tramitación preferente de la impugnación de expedientes de 
regulación temporal de empleo a que se refiere el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo.

En el Capítulo II se incluyen medidas en el ámbito concursal y societario. La crisis 
sanitaria del COVID-19 ha constituido un obstáculo adicional a la viabilidad de las 
empresas concursadas que puede determinar, bien la imposibilidad de suscribir o cumplir 
un convenio, abocando a las empresas a la liquidación, o bien una mayor dificultad de 
enajenar una unidad productiva que pudiera resultar viable. Es por ello que el Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptaron medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, extendió 
a estas empresas la posibilidad de acceder a un expediente de regulación temporal de 
empleo en los términos del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

A las medidas ya adoptadas en dicho Real Decreto-ley, se añaden en esta Ley otras, 
con una triple finalidad. En primer lugar, mantener la continuidad económica de las 
empresas, profesionales y autónomos que, con anterioridad a la entrada en vigor del 
estado de alarma, venían cumpliendo regularmente las obligaciones derivadas de un 
convenio, de un acuerdo extrajudicial de pagos o de un acuerdo de refinanciación 
homologado. Respecto de estos deudores, se aplaza el deber de solicitar la apertura de la cv
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fase de liquidación cuando, durante la vigencia del convenio, el deudor conozca la 
imposibilidad de cumplir los pagos comprometidos y las obligaciones contraídas con 
posterioridad a la aprobación de aquel; así mismo, se facilita la modificación del convenio 
o del acuerdo extrajudicial de pagos o del acuerdo de refinanciación homologado. 
Respecto de estos últimos se permite además la presentación de nueva solicitud sin 
necesidad de que transcurra un año desde la presentación de la anterior.

En segundo lugar, se trata de potenciar e incentivar la financiación de las empresas 
para atender sus necesidades transitorias de liquidez, calificando como créditos contra la 
masa, llegado el caso de liquidación, los créditos derivados de compromisos de 
financiación o de prestación de garantías a cargo de terceros, incluidas las personas 
especialmente relacionadas con el concursado, que figuraran en la propuesta de convenio 
o en la propuesta de modificación del ya aprobado por el juez. En este mismo sentido, con 
el fin de facilitar el crédito y la liquidez de la empresa, se califican como ordinarios los 
créditos de las personas especialmente vinculadas con el deudor en los concursos que 
pudieran declararse dentro de los dos años siguientes a la declaración del estado de 
alarma.

Por último, para evitar el previsible aumento de litigiosidad en relación con la 
tramitación de concursos de acreedores en los Juzgados de lo Mercantil y de Primera 
Instancia, se establecen una serie de normas de agilización del proceso concursal, como 
la no necesidad de celebración de vistas, la confesión de la insolvencia, la tramitación 
preferente de determinadas actuaciones tendentes a la protección de los derechos de los 
trabajadores, a mantener la continuidad de la empresa y a conservar el valor de bienes y 
derechos, así como la simplificación de determinados actos e incidentes (subastas, 
impugnación de inventario y listas de acreedores o aprobación de planes de liquidación).

Finalmente, dentro de este Capítulo II se establecen dos normas que tratan de atenuar 
temporal y excepcionalmente las consecuencias que tendría la aplicación en la actual 
situación de las normas generales sobre disolución de sociedades de capital y sobre 
declaración de concurso, de modo tal que se permita a las empresas ganar tiempo para 
poder reestructurar su deuda, conseguir liquidez y compensar pérdidas, ya sea por la 
recuperación de su actividad ordinaria o por el acceso al crédito o a las ayudas públicas. 
De esta forma, se amplía la suspensión del deber de solicitar la declaración de concurso 
de acreedores hasta el 31 de diciembre de 2020 y se prevé que a los efectos de la causa 
legal de disolución por pérdidas no se computen las del presente ejercicio.

Al hilo de lo anterior, en la disposición derogatoria se deroga el artículo 43 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19, que establecía la suspensión del 
deber de solicitar el concurso durante la vigencia del estado de alarma y preveía que los 
jueces no admitirían a trámite solicitudes de concurso necesario hasta transcurridos dos 
meses desde la finalización de dicho estado.

Se trata, en definitiva, de evitar declaraciones de concurso o apertura de la fase de 
liquidación respecto de empresas que pueden ser viables en condiciones generales de 
mercado (valor en funcionamiento superior al valor de liquidación), con la consiguiente 
destrucción de tejido productivo y de puestos de trabajo.

El Capítulo III regula medidas de carácter organizativo y tecnológico destinadas a seguir 
afrontando las consecuencias, ya expuestas, que ha tenido la crisis sobre la Administración 
de Justicia y ampliar la aplicación temporal de las mismas hasta el 20 de junio de 2021 
confiando en que entonces existan todas las garantías sanitarias contra la COVID-19.

Así, se establece la celebración de actos procesales preferentemente mediante la 
presencia telemática de los intervinientes para garantizar la protección de la salud de las 
personas y minimizar el riesgo de contagio, salvaguardando los derechos de todas las 
partes del proceso. No obstante, en el orden jurisdiccional penal, la celebración de juicios 
preferentemente mediante presencia telemática se exceptúa en los supuestos de 
procedimientos por delitos graves, o cuando cualquiera de las acusaciones interese la 
prisión provisional o se solicite pena de prisión superior a dos años, en los que la presencia 
física del acusado resulta necesaria.
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Igualmente, para atender a los mismos fines, se limita el acceso del público a todas las 
actuaciones orales atendiendo a las características de las salas de vistas. Se posibilita, 
así, el mantenimiento de las distancias de seguridad y se evitan las aglomeraciones y el 
trasiego de personas en las sedes judiciales cuando ello no resulte imprescindible.

Con la misma finalidad se establece un sistema de atención al público por 
videoconferencia, vía telefónica o a través del correo electrónico habilitado a tal efecto, de 
tal forma que se limita la atención presencial a los supuestos estrictamente necesarios y 
únicamente mediante cita previa.

La recuperación de la actividad ordinaria de las oficinas judiciales y fiscales requirió no 
dilatar el plazo de reincorporación tras el levantamiento de las principales restricciones y 
de esta forma establecer medidas que coadyuvaran a afrontar con el menor impacto 
posible el incremento de litigiosidad.

De este modo, se prevé la creación de unidades judiciales para el conocimiento de 
asuntos derivados del COVID-19 y se establece la posibilidad de que los letrados de la 
Administración de Justicia puedan, durante el periodo de prácticas, realizar funciones de 
sustitución o refuerzo, entre otras medidas. Con ello se pretende atender la urgente 
necesidad de regularizar la situación de juzgados y tribunales para hacer efectivo el 
derecho a la tutela judicial efectiva sin dilaciones indebidas.

Además, tal objetivo ha de compatibilizarse con la adecuada protección de la salud del 
personal de la Administración de Justicia, del resto de profesionales y de los particulares que 
acuden a sus sedes. Por ello, se precisan medidas que supongan la distribución temporal de 
la prestación de servicios por el personal de las oficinas judiciales, de forma que puedan 
cumplir con su horario habitual de forma sucesiva. Con tal objeto, se establecen jornadas de 
trabajo de mañana o tarde, evitando con ello la coincidencia de todo el personal en las 
mismas horas. El cumplimiento de ese horario por distinto personal al servicio de la 
Administración de Justicia, aun sin ampliación de jornada, permite, además, la celebración 
de juicios y vistas no solo en horario de mañana, sino también durante las tardes.

En la disposición final cuarta se modifica la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del 
uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia, 
facilitando el acceso remoto a las aplicaciones utilizadas para la gestión procesal, 
fomentando así el teletrabajo, y se modifica el sistema de identificación y firma reconocidos, 
disociando uno de otro, en los mismos términos que la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

En particular, facilitar el acceso remoto a las aplicaciones utilizadas para la gestión 
procesal, así como el acceso de los ciudadanos y ciudadanas a los servicios electrónicos en 
la Administración de Justicia, implicará que todos los órganos, oficinas judiciales y fiscalías 
se doten de los medios e instrumentos electrónicos y de los sistemas de información 
necesarios y suficientes para poder desarrollar su función eficientemente. Al mismo tiempo 
se realiza una unificación de la publicación de resoluciones y comunicaciones en el Tablón 
Edictal Judicial Único, que será publicado electrónicamente por la Agencia Estatal del Boletín 
Oficial del Estado, acabando con la dispersión en tablones de anuncios y distintos boletines 
oficiales, reforzando la simplicidad de este trámite y reforzando las garantías de las partes.

La disposición final quinta modifica y amplía la vacatio legis de la Ley 20/2011, de 21 de 
julio, del Registro Civil, hasta el 30 de abril de 2021. La actual coyuntura y la necesidad de 
concentrar los esfuerzos en la recuperación de la actividad en el Registro Civil impide 
abordar en estos momentos el cambio organizativo y de funcionamiento que requiere en tan 
corto periodo de tiempo por lo que resulta necesario ampliarlo para garantizar su adecuada 
y plena entrada en vigor. No obstante, se prevé su entrada en vigor para las oficinas 
consulares del Registro Civil el día 1 de octubre de 2020, aplicándose de forma progresiva.

Con la disposición final séptima se introduce una mejora técnica en la modificación del 
artículo 159.4, de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 
aprobada por el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo.

En las disposiciones finales octava y novena se amplía la posibilidad de disponibilidad 
de planes de pensiones para los trabajadores por cuenta propia o autónomos a los casos 
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en que, sin cesar en su actividad, hayan tenido una reducción de, al menos, el 75 por 
ciento en su facturación como consecuencia de la situación de crisis sanitaria.

La modificación se realiza mediante ajustes puntuales en la redacción de la disposición 
adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, para añadir al supuesto 
ya recogido de cese de actividad el nuevo de reducción de facturación en, al menos, un 75 
por ciento; la definición del supuesto de reducción de facturación se ajusta a la empleada 
en la nueva redacción dada por el Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, al artículo 17 
del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en relación con la prestación extraordinaria 
por cese de actividad. También se modifica el artículo 23 del Real Decreto-ley 15/2020, 
de 21 de abril, para concretar la justificación acreditativa de esta situación ante la entidad 
gestora de fondos de pensiones.

Sobre esta última cuestión cabe señalar que para justificar la reducción de la 
facturación se hace una remisión a lo ya previsto para la acreditación de ese volumen de 
facturación en la solicitud de prestación pública extraordinaria por cese de actividad del 
autónomo que incluye el mismo supuesto de reducción del 75 por ciento de la facturación. 
Con ello, la misma documentación servirá al trabajador autónomo para acreditar su 
circunstancia de reducción de facturación tanto en el caso de la prestación pública como 
en el de la disponibilidad de sus planes de pensiones.

Se mantienen todos los demás aspectos de la disponibilidad de planes de pensiones 
regulados en ambos reales decretos-leyes, referentes a la cuantía, vinculada a la pérdida 
de ingresos netos estimados, y al periodo de estado de alarma y un mes adicional.

Asimismo, la disposición final octava, teniendo en cuenta los efectos de la pandemia y 
la afectación en los ingresos de muchos hogares, amplía los plazos establecidos en los 
artículos 4 y 8 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente 
al COVID-19, para que el arrendatario de vivienda habitual pueda realizar la solicitud de 
aplazamiento temporal y extraordinario del pago de la renta. También se modifican 
determinados aspectos del artículo 9 con objeto de dar mayor agilidad a la tramitación de 
la línea de ayudas transitorias de financiación, de forma que pueda estar operativa para 
los arrendatarios en situación de vulnerabilidad en el plazo más breve posible.

CAPÍTULO I

Medidas procesales

Artículo 1.  Tramitación de la impugnación de expedientes de regulación temporal de empleo 
a que se refiere el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

1.  Se tramitarán conforme a la modalidad procesal de conflicto colectivo las 
demandas presentadas por los sujetos legitimados a los que se refiere el apartado 2 de 
este artículo, cuando versen sobre las suspensiones y reducciones de jornada adoptadas 
en aplicación de lo previsto en el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
y dichas medidas afecten a más de cinco trabajadores.

2.  Además de los sujetos legitimados conforme al artículo 154 de la Ley 36/2011, 
de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, estará igualmente legitimada para 
promover el citado procedimiento de conflicto colectivo la comisión representativa prevista 
en la normativa laboral dictada para paliar los efectos derivados del COVID-19 en relación 
con los expedientes de regulación temporal de empleo a que se refiere este artículo.

Artículo 2.  Tramitación preferente de determinados procedimientos.

1.  Hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive se tramitarán con preferencia los 
siguientes expedientes y procedimientos:

a)	 Los procesos o expedientes de jurisdicción voluntaria en los que se adopten las 
medidas a que se refiere el artículo 158 del Código Civil. cv
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b)	 En el orden jurisdiccional civil, los procesos derivados de la falta de 
reconocimiento por la entidad acreedora de la moratoria legal en las hipotecas de 
vivienda habitual y de inmuebles afectos a la actividad económica, los procesos 
derivados de cualesquiera reclamaciones que pudieran plantear los arrendatarios por 
falta de aplicación de la moratoria prevista legalmente o de la prórroga obligatoria del 
contrato, así como los procedimientos concursales de deudores que sean personas 
naturales.

c)	 En el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, los recursos que se 
interpongan contra los actos y resoluciones de las Administraciones públicas por los que 
se deniegue la aplicación de ayudas y medidas previstas legalmente para paliar los efectos 
económicos de la crisis sanitaria producida por el COVID-19.

d)	 En el orden jurisdiccional social, tendrán carácter urgente y preferente los 
procesos por despido o extinción de contrato, los derivados del procedimiento para 
declarar el deber y forma de recuperación de las horas de trabajo no prestadas durante 
el permiso retribuido previsto en el Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que 
se regula un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta 
ajena que no presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la 
población en el contexto de la lucha contra el COVID-19; los procedimientos por 
aplicación del plan MECUIDA del artículo 6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo; 
las denegaciones de prestaciones extraordinarias por cese de actividad previstas en el 
artículo 17 de dicho Real Decreto-ley 8/2020; los procedimientos para la impugnación 
individual, colectiva o de oficio de los expedientes de regulación temporal de empleo por 
las causas reguladas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo; los que se sustancien para hacer efectiva la modalidad de trabajo a distancia o 
la adecuación de las condiciones de trabajo previstas en el artículo 5 del mismo; las 
resoluciones denegatorias de solicitud del reconocimiento del derecho a la asistencia 
sanitaria, sin perjuicio del desarrollo reglamentario de la competencia de la jurisdicción 
contencioso-administrativa prevista por la disposición transitoria segunda del Real 
Decreto-ley 7/2018, de 27 de julio, sobre el acceso universal al Sistema Nacional de 
Salud, y las reclamaciones sobre condiciones de trabajo de funcionarios y personal 
laboral de las Administraciones públicas.

2.  Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio del carácter preferente 
que tengan reconocido otros procedimientos de acuerdo con las leyes procesales.

No obstante, en el orden jurisdiccional social, los procedimientos para la impugnación 
individual o colectiva de los expedientes de regulación temporal de empleo por las 
causas reguladas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo; 
los que se sustancien para hacer efectiva la modalidad de trabajo a distancia o la 
adecuación de las condiciones de trabajo previstas en el artículo 5 de este, las 
denegaciones extraordinarias por cese de actividad previstas en el artículo 17 de dicho 
Real Decreto-ley, las resoluciones denegatorias de solicitud del reconocimiento del 
derecho a la asistencia sanitaria, en los términos descritos en el apartado anterior, y los 
procedimientos para la aplicación del plan MECUIDA establecidos en el artículo 6 del 
mencionado Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, tendrán carácter urgente a todos 
los efectos y serán preferentes respecto de todos los que se tramiten en el juzgado, 
salvo los que tengan por objeto la tutela de los derechos fundamentales y libertades 
públicas.

3.  En materia de registro civil, se tramitarán de manera preferente las inscripciones 
de nacimientos, matrimonios y defunciones; la expedición de certificaciones, incluidas las 
de fe de vida y estado; los expedientes de matrimonio y celebración de bodas; y el trámite 
de jura en los expedientes de nacionalidad.
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CAPÍTULO II

Medidas concursales y societarias

Artículo 3.  Modificación del convenio concursal.

1.  Hasta el 14 de marzo de 2021 inclusive, el concursado podrá presentar propuesta 
de modificación del convenio que se encuentre en periodo de cumplimiento. A la solicitud 
deberá acompañar una relación de los créditos concursales que estuvieran pendientes de 
pago y de aquellos que, habiendo sido contraídos durante el periodo de cumplimiento del 
convenio, no hubieran sido satisfechos, un plan de viabilidad y un plan de pagos.

La propuesta de modificación se tramitará con arreglo a las mismas normas 
establecidas para la aprobación del convenio originario, si bien la tramitación será escrita 
cualquiera que sea el número de acreedores. Las mayorías del pasivo exigibles para la 
aceptación de la propuesta de modificación serán las mismas que las exigidas para la 
aceptación de la propuesta del convenio originario, cualquiera que sea el contenido de la 
modificación. En ningún caso la modificación afectará a los créditos devengados o 
contraídos durante el periodo de cumplimiento del convenio originario ni a los acreedores 
privilegiados a los que se hubiera extendido la eficacia del convenio o se hubieran adherido 
a él una vez aprobado, a menos que voten a favor o se adhieran expresamente a la 
propuesta de modificación.

2.  El juez dará traslado al concursado de cuantas solicitudes de declaración del 
incumplimiento del convenio se presenten por los acreedores hasta el 31 de octubre 
de 2020 inclusive, pero no las admitirá a trámite hasta que transcurran tres meses a contar 
desde que finalice ese plazo. Durante esos tres meses el concursado podrá presentar 
propuesta de modificación del convenio, que se tramitará con prioridad a la solicitud de 
declaración de incumplimiento.

3.  Las mismas reglas serán de aplicación a los acuerdos extrajudiciales de pago.

Artículo 4.  Aplazamiento del deber de solicitar la apertura de la fase de liquidación.

1.  Hasta el 14 de marzo de 2021 inclusive, el deudor no tendrá el deber de solicitar 
la liquidación de la masa activa cuando conozca la imposibilidad de cumplir con los pagos 
comprometidos o las obligaciones contraídas con posterioridad a la aprobación del 
convenio concursal, siempre que el deudor presente una propuesta de modificación del 
convenio y esta se admita a trámite dentro de dicho plazo. La propuesta de modificación 
del convenio se tramitará conforme a lo establecido en el artículo 3.1.

2.  Durante el plazo previsto en el apartado anterior, el juez no dictará auto abriendo 
la fase de liquidación aunque el acreedor acredite la existencia de alguno de los hechos 
que pueden fundamentar la declaración de concurso.

3.  En caso de incumplimiento del convenio aprobado o modificado dentro de los dos 
años a contar desde el 14 de marzo de 2020, tendrán la consideración de créditos contra 
la masa los créditos derivados de ingresos de tesorería en concepto de préstamos, 
créditos u otros negocios de análoga naturaleza que se hubieran concedido al concursado 
o derivados de garantías personales o reales constituidas a favor de este por cualquier 
persona, incluidas las que, según la ley, tengan la condición de personas especialmente 
relacionadas con él, siempre que en el convenio o en la modificación constase la identidad 
del obligado y la cuantía máxima de la financiación a conceder o de la garantía a constituir.

Artículo 5.  Acuerdos de refinanciación.

1.  Hasta el 14 de marzo de 2021 inclusive, el deudor que tuviera homologado un 
acuerdo de refinanciación podrá modificar el acuerdo que tuviera en vigor o alcanzar otro 
nuevo, aunque no haya transcurrido un año de la anterior homologación según lo dispuesto 
en el artículo 617 del Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley Concursal.
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2.  Hasta el 31 de octubre de 2020 inclusive, el juez dará traslado al deudor de 
cuantas solicitudes de declaración de incumplimiento del acuerdo de refinanciación se 
presenten por los acreedores, pero no las admitirá a trámite hasta que transcurra un mes 
a contar de dicha fecha. Durante ese mes el deudor podrá poner en conocimiento del 
juzgado competente para la declaración de concurso que ha iniciado o pretende iniciar 
negociaciones con acreedores para modificar el acuerdo que tuviera en vigor homologado 
o para alcanzar otro nuevo, aunque no hubiera transcurrido un año desde la anterior 
solicitud de homologación. Si dentro de los tres meses siguientes a la comunicación al 
juzgado, el deudor no hubiera alcanzado un acuerdo de modificación del que tuviera en 
vigor u otro nuevo, el juez admitirá a trámite las solicitudes de declaración de incumplimiento 
presentadas por los acreedores.

Artículo 6.  Régimen especial de la solicitud de declaración del concurso de acreedores.

1.  Hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive el deudor que se encuentre en estado 
de insolvencia no tendrá el deber de solicitar la declaración de concurso, haya o no 
comunicado al juzgado competente la apertura de negociaciones con los acreedores para 
alcanzar un acuerdo de refinanciación, un acuerdo extrajudicial de pagos o adhesiones a 
una propuesta anticipada de convenio.

2.  Hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive, los jueces no admitirán a trámite 
las solicitudes de concurso necesario que se hayan presentado desde el 14 de marzo 
de 2020. Si hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive el deudor hubiera presentado 
solicitud de concurso voluntario, se admitirá esta a trámite con preferencia, aunque 
fuera de fecha posterior a la solicitud de concurso necesario.

3.  Si hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive el deudor hubiera comunicado la 
apertura de negociaciones con los acreedores para alcanzar un acuerdo de refinanciación, 
un acuerdo extrajudicial de pagos o adhesiones a una propuesta anticipada de convenio, 
se estará al régimen general establecido por la ley. No obstante, en ese supuesto, el 
deudor no tendrá el deber de solicitar el concurso hasta que transcurran seis meses desde 
la comunicación.

Artículo 7.  Financiaciones y pagos por personas especialmente relacionadas con el 
deudor.

1.  En los concursos de acreedores que se declaren hasta el 14 de marzo de 2022 
inclusive, tendrán la consideración de créditos ordinarios, sin perjuicio de los privilegios 
que les pudieran corresponder, los derivados de ingresos de tesorería en concepto de 
préstamos, créditos u otros negocios de análoga naturaleza, que desde la declaración del 
estado de alarma le hubieran sido concedidos al deudor por quienes, según la ley, tengan 
la condición de personas especialmente relacionadas con él.

2.  En los concursos de acreedores que se declaren en el periodo indicado en el 
apartado anterior, tendrán la consideración de créditos ordinarios, sin perjuicio de los 
privilegios que les pudieran corresponder, aquellos en que se hubieran subrogado quienes 
según la ley tengan la condición de personas especialmente relacionadas con el deudor 
como consecuencia de los pagos de los créditos ordinarios o privilegiados realizados por 
cuenta de este, a partir de la declaración de ese estado.

Artículo 8.  Impugnación del inventario y de la lista de acreedores.

1.  Hasta el 14 de marzo de 2022 inclusive, en los incidentes que se incoen para 
resolver las impugnaciones del inventario y de la lista de acreedores, no será necesaria la 
celebración de vista, salvo que el juez del concurso resuelva otra cosa.

2.  La falta de contestación a la demanda por cualquiera de los demandados se 
considerará allanamiento, salvo que se trate de acreedores de derecho público.
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3.  Los medios de prueba de que intenten valerse las partes deberán acompañar 
necesariamente a la demanda incidental de impugnación y a las contestaciones que se 
presenten.

Artículo 9.  Tramitación preferente.

Hasta el 14 de marzo de 2021 inclusive, se tramitarán con carácter preferente:

a)	 Los incidentes concursales en materia laboral.
b)	 Las actuaciones orientadas a la enajenación de unidades productivas o a la venta 

en globo de los elementos del activo.
c)	 Las propuestas de convenio o de modificación de los que estuvieran en periodo de 

cumplimiento, así como los incidentes de oposición a la aprobación judicial del convenio.
d)	 Los incidentes concursales en materia de reintegración de la masa activa.
e)	 La admisión a trámite de la solicitud de homologación de un acuerdo de 

refinanciación o de la modificación del que estuviera vigente.
f)	 La adopción de medidas cautelares y, en general, cualesquiera otras que, a juicio 

del juez del concurso, puedan contribuir al mantenimiento y conservación de los bienes y 
derechos.

g)	 El concurso consecutivo de una persona natural en insolvencia actual, que carezca 
de masa activa y de la posibilidad de plantear un plan de pagos, instado por mediador, en 
el que conste lista de acreedores provisional, calificación fortuita y solicitud del beneficio 
de exoneración del pasivo insatisfecho, junto con declaración responsable por parte del 
deudor en la que manifieste que no dispone de ningún activo.

h)  El beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho.

Artículo 10.  Enajenación de la masa activa.

1.  En los concursos de acreedores que se declaren hasta el 14 de marzo de 2021 
inclusive y en los que se encuentren en tramitación a la fecha de entrada en vigor de la 
presente Ley, la subasta de bienes y derechos de la masa activa podrá realizarse bien 
mediante subasta, judicial o extrajudicial, bien mediante cualquier otro modo de realización 
autorizado por el juez de entre los previstos en el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de 
mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal. Con carácter 
preferente y siempre que fuere posible, la subasta se realizará de manera telemática.

2.  Si el juez, en cualquier estado del concurso, hubiera autorizado la realización 
directa de los bienes y derechos afectos a privilegio especial o la dación en pago o para 
pago de dichos bienes, se estará a los términos de la autorización.

Artículo 11.  Aprobación del plan de liquidación.

El letrado de la Administración de Justicia acordará de inmediato la puesta de 
manifiesto en la oficina del juzgado de los planes de liquidación ya presentados por la 
administración concursal a la entrada en vigor de la presente Ley. Una vez transcurrido el 
plazo legal para formular observaciones o propuestas de modificación, lo pondrá en 
conocimiento del juez del concurso quien deberá dictar auto de inmediato, en el que, 
según estime conveniente para el interés del concurso, aprobará el plan de liquidación con 
las modificaciones que estime necesarias u oportunas.

Artículo 12.  Agilización de la tramitación del acuerdo extrajudicial de pagos, concurso 
consecutivo y beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho.

Hasta el 14 de marzo de 2021 inclusive, se considerará que el acuerdo extrajudicial de 
pagos se ha intentado por el deudor sin éxito, si se acreditara que se han producido dos 
faltas de aceptación del mediador concursal para ser designado, a los efectos de iniciar 
concurso consecutivo, comunicándolo al juzgado.
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Artículo 13.  Suspensión de la causa de disolución por pérdidas.

1.  A los solos efectos de determinar la concurrencia de la causa de disolución prevista 
en el artículo 363.1.e) del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, no se tomarán en consideración 
las pérdidas del ejercicio 2020. Si en el resultado del ejercicio 2021 se apreciaran pérdidas 
que dejen reducido el patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad del capital social, 
deberá convocarse por los administradores o podrá solicitarse por cualquier socio en el 
plazo de dos meses a contar desde el cierre del ejercicio conforme al artículo 365 de la 
citada Ley, la celebración de junta general para proceder a la disolución de la sociedad, a 
no ser que se aumente o reduzca el capital en la medida suficiente.

2.  Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio del deber de solicitar 
la declaración de concurso de acuerdo con lo establecido en la presente Ley.

CAPÍTULO III

Medidas organizativas y tecnológicas

Artículo 14.  Celebración de actos procesales mediante presencia telemática.

1.  Hasta el 20 de junio de 2021 inclusive, constituido el juzgado o tribunal en su sede, 
los actos de juicio, comparecencias, declaraciones y vistas y, en general, todos los actos 
procesales, se realizarán preferentemente mediante presencia telemática, siempre que los 
juzgados, tribunales y fiscalías tengan a su disposición los medios técnicos necesarios 
para ello.

2.  No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en el orden jurisdiccional penal 
será necesaria la presencia física del acusado en los juicios por delito grave.

También se requerirá la presencia física del investigado o acusado, a petición propia o 
de su defensa letrada, en la audiencia prevista en el artículo 505 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal cuando cualquiera de las acusaciones interese su prisión provisional o en los 
juicios cuando alguna de las acusaciones solicite pena de prisión superior a los dos años, 
salvo que concurran causas justificadas o de fuerza mayor que lo impidan.

Cuando se disponga la presencia física del acusado o del investigado, será también 
necesaria la presencia física de su defensa letrada, a petición de esta o del propio acusado 
o investigado.

3.  Las deliberaciones de los tribunales tendrán lugar en régimen de presencia 
telemática cuando se cuente con los medios técnicos necesarios para ello.

4.  Lo dispuesto en el apartado primero será también aplicable a los actos que se 
practiquen en las fiscalías.

5.  Se adoptarán las medidas necesarias para asegurar que en el uso de métodos 
telemáticos se garantizan los derechos de todas las partes del proceso. En especial, 
deberá garantizarse en todo caso el derecho de defensa de los acusados e investigados 
en los procedimientos penales, en particular, el derecho a la asistencia letrada efectiva, a 
la interpretación y traducción y a la información y acceso a los expedientes judiciales.

6.  En los actos que se celebren mediante presencia telemática, el juez o letrado de 
la Administración de Justicia ante quien se celebren podrá decidir la asistencia presencial 
a la sede del juzgado o tribunal de los comparecientes que estime necesarios.

Artículo 15.  Acceso a las salas de vistas.

Con el fin de garantizar la protección de la salud de las personas, hasta el 20 de junio 
de 2021 inclusive, el órgano judicial ordenará, en atención a las características de las salas 
de vistas, el acceso del público a todas las actuaciones orales. Cuando se disponga de los 
medios materiales para ello, podrá acordar también la emisión de las vistas mediante 
sistemas de difusión telemática de la imagen y el sonido.
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Artículo 16.  Exploraciones médico-forenses y de los equipos psicosociales.

Hasta el 20 de junio de 2021 inclusive, los informes médico-forenses podrán realizarse 
basándose únicamente en la documentación médica existente a su disposición, que podrá 
ser requerida a centros sanitarios o a las personas afectadas para que sea remitida por 
medios telemáticos, siempre que ello fuere posible.

Del mismo modo podrán actuar los equipos psicosociales de menores y familia y las 
unidades de valoración integral de violencia sobre la mujer.

De oficio, o a requerimiento de cualquiera de las partes o del facultativo encargado, el 
juez podrá acordar que la exploración se realice de forma presencial.

Artículo 17.  Dispensa de la utilización de togas.

Hasta el 20 de junio de 2021 inclusive, las partes que asistan a actuaciones orales 
estarán dispensadas del uso de togas en las audiencias públicas.

Artículo 18.  Atención al público.

1.  Hasta el 20 de junio de 2021 inclusive, la atención al público en cualquier sede judicial 
o de la fiscalía se realizará por videoconferencia, por vía telefónica o a través del correo 
electrónico habilitado a tal efecto, que deberá ser objeto de publicación en la página web de la 
correspondiente Gerencia Territorial del Ministerio de Justicia o del órgano que determinen las 
Comunidades Autónomas con competencias en materia de Justicia, y que en el ámbito de la 
jurisdicción militar se encuentra publicado en la página web del Ministerio de Defensa en el 
enlace correspondiente. Todo ello siempre que sea posible en función de la naturaleza de la 
información requerida y, en todo caso, cumpliendo lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/2018, de 
5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

2.  Para aquellos casos en los que resulte imprescindible acudir a la sede judicial o de 
la fiscalía, será necesario para el público obtener previamente la correspondiente cita, de 
conformidad con los protocolos que al efecto establezcan las administraciones 
competentes, que deberán prever las particularidades de las comparecencias ante los 
juzgados en funciones de guardia y los juzgados de violencia sobre la mujer.

Artículo 19.  Órganos judiciales asociados al COVID-19.

1.  De conformidad con la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de 
Planta Judicial, el Ministerio de Justicia, previo informe del Consejo General del Poder 
Judicial y previa audiencia preceptiva de la Comunidad Autónoma afectada, podrá 
transformar los órganos judiciales que estén pendientes de entrada en funcionamiento en 
el momento de la entrada en vigor de la presente Ley en órganos judiciales que conozcan 
exclusivamente de procedimientos asociados al COVID-19.

2.  Se habilita al Ministerio de Justicia para que, oído el Consejo General del Poder 
Judicial, pueda anticipar la entrada en funcionamiento de los órganos judiciales 
correspondientes a la programación de 2020, pudiendo dedicarse todos o algunos de ellos 
con carácter exclusivo al conocimiento de procedimientos asociados al COVID-19.

Artículo 20.  Asignación preferente de jueces de adscripción territorial.

Los jueces de adscripción territorial por designación del Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia, podrán ejercer sus funciones jurisdiccionales, con carácter preferente, 
en órganos judiciales que conozcan de procedimientos asociados al COVID-19.

Artículo 21.  Actuaciones dentro de un mismo centro de destino.

1.  Hasta el 20 de junio de 2021 inclusive, los secretarios coordinadores provinciales 
podrán asignar a los letrados de la Administración de Justicia y demás funcionarios al 
servicio de la Administración de Justicia destinados en cualquiera de las unidades 
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procesales de apoyo directo a órganos judiciales, la realización de cualquiera de las 
funciones que, siendo propias del cuerpo al que pertenecen, estén atribuidas a 
cualesquiera otras unidades.

2.  En los partidos judiciales en que no se encuentren aprobadas las correspondientes 
relaciones de puestos de trabajo, la asignación de funciones, en el mismo periodo 
establecido en el apartado anterior, podrá realizarse entre el personal destinado en 
cualquier órgano unipersonal o colegiado.

3.  En la asignación que regulan los dos apartados anteriores se dará preferencia a los 
letrados de Administración de Justicia y demás personal al servicio de la Administración de 
Justicia que accedan voluntariamente y en ningún caso implicará variación de retribuciones.

La decisión de asignación se adoptará, en todo caso, mediante resolución motivada 
que se fundamentará en que la medida resulta imprescindible para garantizar la correcta 
prestación del servicio.

Asimismo, dicha asignación solo podrá realizarse entre unidades u órganos que 
radiquen en el mismo municipio y que pertenezcan al mismo orden jurisdiccional en el que 
el letrado o funcionario venga realizando su actividad profesional.

Artículo 22.  Jornada laboral.

1.  Hasta el 20 de junio de 2021 inclusive, se podrán establecer, para los letrados de la 
Administración de Justicia y para el resto de personal al servicio de la Administración de 
Justicia, jornadas de trabajo de mañana y tarde para todos los servicios y órganos 
jurisdiccionales, previa negociación colectiva con las organizaciones sindicales y respetando 
en todo caso las medidas de seguridad laboral y prevención de riesgos laborales.

2.  El Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas con competencias en 
materia de Justicia establecerán la distribución de la jornada y la fijación de los horarios de 
conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Artículo 23.  Sustitución y refuerzo de letrados de la Administración de Justicia en prácticas.

1.  Hasta el 20 de junio de 2021 inclusive las enseñanzas prácticas de los cursos de 
formación inicial del cuerpo de letrados de la Administración de Justicia a las que se refiere 
el artículo 24 del Estatuto del Organismo Autónomo Centro de Estudios Jurídicos, 
aprobado por Real Decreto 312/2019, de 26 de abril, podrán realizarse desempeñando 
labores de sustitución y refuerzo cuando así lo determine la Dirección del Centro 
garantizando el pleno cumplimiento de los objetivos formativos, teniendo preferencia sobre 
los letrados sustitutos en cualquier llamamiento para el ejercicio de tales funciones.

En ningún caso se podrá remover a un letrado sustituto en funciones para nombrar en 
su lugar a un letrado en prácticas.

2.  Los letrados de la Administración de Justicia que realicen las labores de sustitución 
y refuerzo conforme al apartado anterior ejercerán sus funciones con idéntica amplitud a 
la de los titulares y quedarán a disposición de la secretaría de gobierno correspondiente.

La persona titular de la secretaría de gobierno deberá elaborar un informe sobre la 
dedicación y rendimiento en el desempeño de sus funciones, que deberá remitir al Centro 
de Estudios Jurídicos para su evaluación.

3.  En todo caso, el Centro de Estudios Jurídicos garantizará la adecuada tutoría de 
las prácticas, a cuyo efecto las secretarías de gobierno prestarán la debida colaboración.

4.  Los letrados de la Administración de Justicia en prácticas que realicen labores de 
sustitución y refuerzo percibirán la totalidad de las retribuciones correspondientes al puesto 
de trabajo desempeñado, que serán abonadas por el Ministerio de Justicia.

Disposición adicional primera.  Ampliación de plazos en el ámbito del Registro Civil.

1.  En los expedientes de autorización para contraer matrimonio en los que hubiera 
recaído resolución estimatoria se concederá automáticamente un plazo hasta el 20 de 
junio de 2021 inclusive para la celebración del matrimonio.
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2.  Lo dispuesto en el apartado anterior se aplicará igualmente a aquellos expedientes 
en los que no hubiera transcurrido el plazo de un año desde la publicación de edictos, de 
su dispensa o de las diligencias sustitutorias que prevé el artículo 248 del Reglamento de 
la Ley del Registro Civil, aprobado por Decreto de 14 de noviembre de 1958.

Disposición adicional segunda.  Suspensión de la causa de disolución del artículo 96.1.e) 
de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Lo previsto en los artículos 96.1.e) y 96.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, no será de aplicación para las cuentas anuales 
aprobadas durante los ejercicios 2020, 2021 y 2022.

Disposición adicional tercera.  Adecuación de determinadas disposiciones a la jurisdicción 
militar.

1.  La referencia a los letrados de la Administración de Justicia recogida en el 
artículo 21 de la presente Ley deberá entenderse también referida a los secretarios 
relatores en el ámbito de la jurisdicción militar.

2.  Lo dispuesto en el artículo 14 no será de aplicación a los procesos penales militares.

Disposición adicional cuarta.  Actos de comunicación del Ministerio Fiscal.

Se suspende la aplicación de lo dispuesto en el artículo 151.2 de la Ley 1/2000, de 7 
de enero, de Enjuiciamiento Civil, en relación con los actos de comunicación del Ministerio 
Fiscal, hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive. Hasta dicha fecha, el plazo regulado en 
dicho artículo será de diez días naturales.

Disposición adicional quinta.  Creación de unidades judiciales.

El Gobierno, previa negociación con las Comunidades Autónomas en materia de Justicia, 
promoverá la creación de al menos cien nuevas unidades judiciales en un plazo de tres años, 
de las cuales al menos un tercio se crearán en el primer año, con la finalidad de adecuar la 
planta judicial a las necesidades derivadas de la crisis provocada por la COVID-19 y de 
garantizar a la ciudadanía la efectividad de la protección judicial de sus derechos. Para ello, el 
Gobierno dotará las partidas y transferencias presupuestarias necesarias y suficientes.

Disposición adicional sexta.  Indicaciones de las autoridades sanitarias.

Las medidas organizativas previstas en el Capítulo III se ejecutarán por el Ministerio 
de Justicia o las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias en medios 
materiales y personales al servicio de la Administración de Justicia, siguiendo las 
indicaciones que en cada momento establezcan las autoridades sanitarias, previa consulta 
al Consejo General del Poder Judicial y a la Fiscalía General del Estado, oídos los colegios 
profesionales y, cuando proceda, con la participación de las organizaciones sindicales.

Disposición adicional séptima.  Cambio extraordinario de las circunstancias contractuales.

El Gobierno presentará a las Comisiones de Justicia del Congreso de los Diputados y 
del Senado, en un plazo no superior a tres meses, un análisis y estudio sobre las 
posibilidades y opciones legales, incluidas las existentes en derecho comparado, de 
incorporar en el régimen jurídico de obligaciones y contratos la regla rebus sic stantibus. 
El estudio incluirá los datos disponibles más significativos sobre el impacto de la crisis 
derivada de la COVID-19 en los contratos privados.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio de las actuaciones procesales.

1.  Las normas de la presente Ley se aplicarán a todas las actuaciones procesales 
que se realicen a partir de su entrada en vigor, cualquiera que sea la fecha de iniciación 
del proceso en que aquellas se produzcan. cv
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2.  No obstante, las actuaciones procesales iniciadas conforme a lo previsto en los 
artículos 3 a 5 del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y 
organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, 
se regirán conforme a dichos artículos hasta su conclusión.

Disposición transitoria segunda.  Previsiones en materia de medidas organizativas y 
tecnológicas.

Las medidas contenidas en el Capítulo III de esta Ley serán de aplicación en todo el 
territorio nacional hasta el 20 de junio de 2021 inclusive. No obstante, si a dicha fecha se 
mantuviera la situación de crisis sanitaria, las medidas contenidas en el citado Capítulo III 
serán de aplicación en todo el territorio nacional hasta que el Gobierno declare de manera 
motivada y de acuerdo con la evidencia científica disponible, previo informe del Centro de 
Coordinación de Alertas y Emergencias Sanitarias, la finalización de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Disposición derogatoria única.

1.  Queda derogado el Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas 
procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración 
de Justicia.

2.  Queda derogado el artículo 43 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios 
Profesionales.

Se añade una nueva disposición adicional sexta a la Ley 2/1974, de 13 de febrero, 
sobre Colegios Profesionales, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional sexta.  Sesiones telemáticas.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, todos los órganos colegiados de 
las corporaciones colegiales se podrán constituir, convocar, celebrar sus sesiones, 
adoptar acuerdos y remitir actas tanto de forma presencial como a distancia, salvo 
que su reglamento interno recoja expresa y excepcionalmente lo contrario. En todo 
caso, estas previsiones podrán ser desarrolladas por los correspondientes 
reglamentos de régimen interno o normas estatutarias.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Se modifica la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa, en los siguientes términos:

Uno.  Se modifica el apartado 6 del artículo 8, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«6.  Conocerán también los Juzgados de lo Contencioso-administrativo de las 
autorizaciones para la entrada en domicilios y restantes lugares cuyo acceso 
requiera el consentimiento de su titular, siempre que ello proceda para la ejecución 
forzosa de actos de la administración pública, salvo que se trate de la ejecución de 
medidas de protección de menores acordadas por la Entidad Pública competente en 
la materia.

Asimismo, corresponderá a los Juzgados de lo Contencioso-administrativo la 
autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas con arreglo a la 
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legislación sanitaria que las autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias 
para la salud pública e impliquen limitación o restricción de derechos fundamentales 
cuando dichas medidas estén plasmadas en actos administrativos singulares que 
afecten únicamente a uno o varios particulares concretos e identificados de manera 
individualizada.

Además, los Juzgados de lo Contencioso-administrativo conocerán de las 
autorizaciones para la entrada e inspección de domicilios, locales, terrenos y medios 
de transporte que haya sido acordada por la Comisión Nacional de la Competencia, 
cuando, requiriendo dicho acceso e inspección el consentimiento de su titular, este 
se oponga a ello o exista riesgo de tal oposición.»

Dos.  Se modifica el artículo 10, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 10.  Competencias de las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los 
Tribunales Superiores de Justicia.

1.  Las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de 
Justicia conocerán en única instancia de los recursos que se deduzcan en relación con:

a)	 Los actos de las Entidades locales y de las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas, cuyo conocimiento no esté atribuido a los Juzgados de lo 
Contencioso-Administrativo.

b)	 Las disposiciones generales emanadas de las Comunidades Autónomas y 
de las Entidades locales.

c)	 Los actos y disposiciones de los órganos de gobierno de las asambleas 
legislativas de las Comunidades Autónomas, y de las instituciones autonómicas 
análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo, en materia de personal, 
administración y gestión patrimonial.

d)	 Los actos y resoluciones dictados por los Tribunales Económico-
Administrativos Regionales y Locales que pongan fin a la vía económico-
administrativa.

e)	 Las resoluciones dictadas por el Tribunal Económico-Administrativo Central 
en materia de tributos cedidos.

f)	 Los actos y disposiciones de las Juntas Electorales Provinciales y de 
Comunidades Autónomas, así como los recursos contencioso-electorales contra 
acuerdos de las Juntas Electorales sobre proclamación de electos y elección y 
proclamación de Presidentes de Corporaciones locales, en los términos de la 
legislación electoral.

g)	 Los convenios entre Administraciones públicas cuyas competencias se 
ejerzan en el ámbito territorial de la correspondiente Comunidad Autónoma.

h)	 La prohibición o la propuesta de modificación de reuniones previstas en la 
Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, Reguladora del Derecho de Reunión.

i)	 Los actos y resoluciones dictados por órganos de la Administración General 
del Estado cuya competencia se extienda a todo el territorio nacional y cuyo nivel 
orgánico sea inferior al de Ministro o Secretario de Estado en materias de personal, 
propiedades especiales y expropiación forzosa.

j)	 Los actos y resoluciones de los órganos de las Comunidades Autónomas 
competentes para la aplicación de la Ley de Defensa de la Competencia.

k)	 Las resoluciones dictadas por el órgano competente para la resolución de 
recursos en materia de contratación previsto en el artículo 311 de la Ley 30/2007, de 30 
de octubre, de Contratos del Sector Público, en relación con los contratos incluidos en 
el ámbito competencial de las Comunidades Autónomas o de las Corporaciones locales.

l)	 Las resoluciones dictadas por los Tribunales Administrativos Territoriales de 
Recursos Contractuales.

m)	 Cualesquiera otras actuaciones administrativas no atribuidas expresamente 
a la competencia de otros órganos de este orden jurisdiccional.
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2.  Conocerán, en segunda instancia, de las apelaciones promovidas contra 
sentencias y autos dictados por los Juzgados de lo Contencioso-administrativo, y de 
los correspondientes recursos de queja.

3.  También les corresponde, con arreglo a lo establecido en esta Ley, el 
conocimiento de los recursos de revisión contra las sentencias firmes de los 
Juzgados de lo Contencioso-administrativo.

4.  Conocerán de las cuestiones de competencia entre los Juzgados de lo 
Contencioso-administrativo con sede en la Comunidad Autónoma.

5.  Conocerán del recurso de casación para la unificación de doctrina previsto 
en el artículo 99.

6.  Conocerán del recurso de casación en interés de la ley previsto en el 
artículo 101.

7.  Conocerán de la solicitud de autorización al amparo del artículo 122 ter, 
cuando sea formulada por la autoridad de protección de datos de la Comunidad 
Autónoma respectiva.

8.  Conocerán de la autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas 
con arreglo a la legislación sanitaria que las autoridades sanitarias de ámbito distinto 
al estatal consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen la 
limitación o restricción de derechos fundamentales cuando sus destinatarios no 
estén identificados individualmente.»

Tres.  Se modifica el apartado 1 del artículo 11, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«1.  La Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional 
conocerá en única instancia:

a)	 De los recursos que se deduzcan en relación con las disposiciones 
generales y los actos de los Ministros y de los Secretarios de Estado en general y 
en materia de personal cuando se refieran al nacimiento o extinción de la relación 
de servicio de funcionarios de carrera. Asimismo conocerá de los recursos contra 
los actos de cualesquiera órganos centrales del Ministerio de Defensa referidos a 
ascensos, orden y antigüedad en el escalafonamiento y destinos.

b)	 De los recursos contra los actos de los Ministros y Secretarios de Estado 
cuando rectifiquen en vía de recurso o en procedimiento de fiscalización o de tutela los 
dictados por órganos o entes distintos con competencia en todo el territorio nacional.

c)	 De los recursos en relación con los convenios entre Administraciones 
públicas no atribuidos a los Tribunales Superiores de Justicia.

d)	 De los actos de naturaleza económico-administrativa dictados por el 
Ministro de Economía y Hacienda y por el Tribunal Económico-Administrativo 
Central, con excepción de lo dispuesto en el artículo 10.1.e).

e)	 De los recursos contra los actos dictados por la Comisión de Vigilancia de 
Actividades de Financiación del Terrorismo, y de la autorización de prórroga de los 
plazos de las medidas de dicha Comisión, conforme a lo previsto en la Ley de 
Prevención y Bloqueo de la Financiación del Terrorismo.

f)	 Las resoluciones dictadas por el Tribunal Administrativo Central de 
Recursos Contractuales, con excepción de lo dispuesto en el artículo 10.1.k).

g)	 De los recursos contra los actos del Banco de España, de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores y del FROB adoptados conforme a lo previsto en 
la Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y resolución de entidades de crédito 
y empresas de servicios de inversión.

h)	 De los recursos interpuestos por la Comisión Nacional de los Mercados y de 
la Competencia en defensa de la unidad de mercado.

i)	 De la autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas con 
arreglo a la legislación sanitaria que la autoridad sanitaria estatal considere urgentes 
y necesarias para la salud pública e impliquen la limitación o restricción de derechos 
fundamentales, cuando sus destinatarios no estén identificados individualmente.» cv
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Cuatro.  Se añade un nuevo artículo 122 quater, con el siguiente contenido:

«Artículo 122 quater.  Autorización o ratificación judicial de las medidas que las 
autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud pública e 
impliquen limitación o restricción de derechos fundamentales.

En la tramitación de las autorizaciones o ratificaciones a que se refieren los 
artículos 8.6, segundo párrafo, 10.8 y 11.1.i) de la presente Ley será parte el 
ministerio fiscal. Esta tramitación tendrá siempre carácter preferente y deberá 
resolverse en un plazo máximo de tres días naturales.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad 
Aérea.

Se modifica la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea, en los siguientes términos:

Uno.  Se añade un nuevo artículo 45 bis que queda redactado como sigue:

«Artículo 45 bis.  Infracciones en relación con la asistencia y compensación a los 
pasajeros.

1.  Constituye infracción grave el incumplimiento de las decisiones emitidas por 
la Agencia Estatal de Seguridad Aérea en relación con las reclamaciones de los 
pasajeros formuladas al amparo del Reglamento (CE) 261/2004, del Parlamento y 
del Consejo, de 11 de febrero de 2004, por el que se establecen normas comunes 
sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de 
embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos.

2.  Constituye infracción leve el cumplimiento tardío o defectuoso de las 
decisiones emitidas por la Agencia Estatal de Seguridad Aérea en relación con las 
reclamaciones de los pasajeros formuladas al amparo del Reglamento (CE) 261/2004, 
del Parlamento y del Consejo, de 11 de febrero de 2004, por el que se establecen 
normas comunes sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de 
denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos.

A estos efectos se considera que el cumplimiento es tardío o defectuoso cuando 
el mismo se efectúa una vez interpuesta demanda de ejecución por el pasajero ante 
el juzgado competente para conocer de la misma. A estos efectos, el juzgado 
competente notificará a la Agencia Estatal de Seguridad Aérea, a la vez que al 
pasajero y a la compañía aérea, el auto por el que despacha ejecución.»

Dos.  Se añade una nueva letra i) al apartado 1 del artículo 52, que queda redactada 
como sigue:

«i)  En las infracciones en relación con la asistencia y compensación a los 
pasajeros, a las compañías aéreas.»

Tres.  Se añade un nuevo artículo 62 bis, que queda redactado como sigue:

«Artículo 62 bis.  Especialidades de la iniciación de determinados procedimientos 
sancionadores.

La Agencia Estatal de Seguridad Aérea, a los efectos de dictar el acuerdo de 
inicio de los procedimientos sancionadores que instruya por infracciones previstas 
en esta Ley, podrá tomar como hechos que motivan su incoación los que constituyan 
antecedentes de la decisión adoptada en el procedimiento previsto en la disposición 
adicional segunda de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios 
en materia de consumo. Igualmente, se incorporarán en ese momento todas las 
actuaciones realizadas para dictar dicha decisión, sin necesidad de ningún trámite cv
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adicional. El procedimiento sancionador que se inicie de este modo no se 
suspenderá por la impugnación de la decisión por la compañía aérea.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso 
de las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia.

Se modifica la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la 
información y la comunicación en la Administración de Justicia, en los siguientes términos:

Uno.  Se modifica la letra f) del artículo 4.2, que queda redactada como sigue:

«f)  A utilizar los sistemas de identificación y firma establecidos en los artículos 9 
y 10 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas.»

Dos.  Se modifica la letra d) del artículo 6.2, que queda redactada como sigue:

«d)  A utilizar los sistemas de identificación y firma establecidos en los 
artículos 9 y 10 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, siempre que dicho sistema le identifique 
de forma unívoca como profesional para cualquier trámite electrónico con la 
Administración en los términos establecidos por las leyes procesales.

A tal efecto, el Consejo General o el superior correspondiente deberá poner a 
disposición de las oficinas judiciales los protocolos y sistemas de interconexión que 
permitan el acceso necesario por medios electrónicos al registro de profesionales 
colegiados ejercientes previsto en el artículo 10 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, 
sobre Colegios Profesionales, garantizando que en él consten sus datos 
profesionales, tales como número de colegiado, domicilio profesional, número de 
teléfono y dirección de correo electrónico.»

Tres.  Se añade un segundo párrafo al artículo 8 con la siguiente redacción:

«Las Administraciones competentes proporcionarán los medios seguros para 
que estos sistemas sean plenamente accesibles y operativos sin necesidad de que 
los usuarios se encuentren físicamente en las sedes de sus respectivos órganos, 
oficinas o fiscalías.»

Cuatro.  Se modifica la letra f) del apartado 2 del artículo 11, que queda redactada 
como sigue:

«f)  Un enlace al Tablón Edictal Judicial único, como medio de publicación y 
consulta de las resoluciones y comunicaciones que por disposición legal deban 
fijarse en el tablón de anuncios o edictos.»

Cinco.  Se modifica el artículo 35, que queda redactado como sigue:

«Artículo 35.  Comunicación edictal electrónica.

La publicación de resoluciones y comunicaciones que por disposición legal deban 
fijarse en tablón de anuncios, así como la publicación de los actos de comunicación 
procesal que deban ser objeto de inserción en el «Boletín Oficial del Estado», en el de 
la Comunidad Autónoma o en el de la provincia respectiva, serán sustituidas en todos 
los órdenes jurisdiccionales por su publicación en el Tablón Edictal Judicial único 
previsto en el artículo 236 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

El Tablón Edictal Judicial Único será publicado electrónicamente por la Agencia 
Estatal Boletín Oficial del Estado, en la forma en que se disponga reglamentariamente. 
A tal efecto, la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado pondrá a disposición de los 
juzgados y tribunales un sistema automatizado de remisión y gestión telemática que 
garantizará la celeridad en la publicación de los edictos, su correcta y fiel inserción, 
así como la identificación del órgano remitente.» cv
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Seis.  Se modifica la disposición adicional quinta, que queda con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional quinta.  Dotación de medios e instrumentos electrónicos y 
sistemas de información.

Las Administraciones competentes en materia de Justicia dotarán a todos los 
órganos, oficinas judiciales y fiscalías de los medios e instrumentos electrónicos y de 
los sistemas de información necesarios y suficientes para poder desarrollar su función 
eficientemente. Estos sistemas serán plenamente accesibles y operativos sin 
necesidad de que los usuarios se encuentren físicamente en las sedes de sus 
respectivos órganos, oficinas o fiscalías, con respeto a las políticas internas que 
garanticen el derecho a la desconexión digital recogido en el artículo 14.j.bis y en el 
artículo 88 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Asimismo, formarán 
a los integrantes de los mismos en el uso y utilización de dichos medios e instrumentos.»

Siete.  Se añade una nueva disposición adicional decimotercera con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional decimotercera.  Publicaciones en el Tablón Edictal Judicial 
Único.

Las publicaciones que, en cumplimiento de lo previsto en las leyes procesales, 
deban hacerse en el Tablón Edictal Judicial Único serán gratuitas en todo caso, sin 
que proceda contraprestación económica por parte de quienes la hayan solicitado.

Igualmente serán gratuitas las consultas en el tablón, así como las suscripciones 
que los ciudadanos puedan realizar en su sistema de alertas.»

Ocho.  Se añade una nueva disposición transitoria tercera con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria tercera.  Tablón Edictal Judicial Único.

La publicación de los edictos mediante el Tablón Edictal Judicial Único resultará 
de aplicación a partir del 1 de junio de 2021 tanto a los procedimientos que se 
inicien con posterioridad, como a los ya iniciados.»

Disposición final quinta.  Modificación de la disposición final décima de la Ley 20/2011, de 
21 de julio, del Registro Civil.

Se modifica la disposición final décima de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro 
Civil, que pasará a tener la siguiente redacción:

«Disposición final décima.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el 30 de abril de 2021, excepto las disposiciones 
adicionales séptima y octava y las disposiciones finales tercera y sexta, que entrarán en 
vigor al día siguiente de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”, y excepto los 
artículos 49.2 y 53 del mismo texto legal, que entrarán en vigor el día 30 de junio de 2017.

Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de la entrada en 
vigor el 15 de octubre de 2015 de los artículos 44, 45, 46, 47, 49.1 y 4, 64, 66 y 67.3, 
y la disposición adicional novena, en la redacción dada por el artículo 2 de la Ley 
19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma administrativa en el ámbito de la 
Administración de Justicia y del Registro Civil.

Asimismo, esta Ley entrará en vigor para las oficinas consulares del Registro 
Civil el día 1 de octubre de 2020, aplicándose de forma progresiva de conformidad 
con lo previsto en la disposición transitoria séptima y las disposiciones reglamentarias 
que se dicten al efecto.
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Hasta la completa entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno adoptará las 
medidas y los cambios normativos necesarios que afecten a la organización y 
funcionamiento de los Registros Civiles.»

Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de 
litigios en materia de consumo.

La disposición adicional segunda de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de 
litigios en materia de consumo, queda redactada como sigue:

«Disposición adicional segunda.  Las entidades de resolución alternativa en el 
ámbito de protección de los usuarios del transporte aéreo.

1.  Para la resolución alternativa de litigios en que resulten de aplicación los 
Reglamentos de la Unión Europea en materia de protección de los usuarios del 
transporte aéreo, será acreditada y notificada a la Comisión Europea una única 
entidad, que conocerá, con arreglo a lo establecido en esta disposición, de aquellos 
conflictos que afecten a todos los pasajeros, aunque no tengan la condición de 
consumidores y ya esté la compañía establecida en la Unión Europea o fuera de ella.

Las entidades a las que se hace referencia en el artículo 6.2 que den cobertura 
a reclamaciones de consumo de todos los sectores económicos, podrán conocer 
igualmente de este tipo de litigios en el ámbito de aplicación de esta Ley, siempre 
que ambas partes se hayan sometido voluntariamente a tales procedimientos.

2.  Por orden de la persona titular del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana, se regulará el procedimiento de resolución alternativa de los litigios 
mencionados en el párrafo primero del apartado anterior, que será de aceptación 
obligatoria y resultado vinculante para las compañías aéreas.

3.  La entidad acreditada pondrá fin al procedimiento anterior mediante decisión 
motivada. Transcurrido el plazo previsto en el artículo 20 de esta Ley sin que se 
haya notificado la decisión, se entenderá que la decisión es desestimatoria de la 
reclamación formulada por el pasajero.

El pasajero podrá retirarse en cualquier momento del procedimiento si no está 
satisfecho con su funcionamiento o tramitación, debiendo ser informado por la 
entidad acreditada de este extremo al inicio del procedimiento.

La decisión adoptada por la entidad acreditada podrá ser impugnada por parte 
de la compañía aérea, ante el juzgado de lo mercantil competente, cuando considere 
que la misma no es conforme a Derecho. Puesto que la decisión de la entidad 
acreditada no será vinculante para el pasajero, en todo caso se entenderá sin 
perjuicio de las acciones civiles que el pasajero tenga frente a la compañía aérea.

La impugnación de la decisión, mediante la formulación de la correspondiente 
demanda por la compañía, habrá de efectuarse dentro de los dos meses siguientes 
a su notificación o, en caso de que se haya solicitado corrección o aclaración, desde 
la notificación de la respuesta a esta solicitud, o desde la expiración del plazo de 
diez días desde que esta se efectuó sin que se haya notificado respuesta expresa. 
La demanda se tramitará por los cauces del juicio verbal.

El pasajero podrá no comparecer en el procedimiento judicial, entendiéndose 
que se remite a la decisión de la entidad acreditada. En este procedimiento nunca 
se impondrán las costas al pasajero.

4.  Sin perjuicio del derecho de la compañía aérea a impugnar la decisión de la 
entidad acreditada, transcurrido un mes desde que fuera emitida la decisión podrá 
solicitarse por el pasajero su ejecución ante el juzgado de lo mercantil competente. 
A estos efectos, la decisión, debidamente certificada por la entidad acreditada, 
tendrá la consideración de título ejecutivo extrajudicial, de conformidad con lo cv
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dispuesto en el numeral 9.º del apartado 2 del artículo 517 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil.

En todo caso, la compañía aérea remitirá a la entidad acreditada justificante del 
cumplimiento de la decisión tan pronto como esta se produzca, indicando si ha 
impugnado la decisión ante el juzgado competente.

5.  Hasta que entre en vigor la orden mencionada en el apartado 2, la Agencia 
Estatal de Seguridad Aérea deberá acomodar su funcionamiento y procedimiento a 
lo previsto en esta Ley con el fin de poder ser acreditada como entidad de resolución 
alternativa de litigios en materia de derechos de los usuarios del transporte aéreo.»

Disposición final séptima.  Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014.

Se modifican las letras d) y f) del artículo 159.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español 
las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014, que quedan redactadas del siguiente modo:

«d)  La oferta se presentará en un único sobre o archivo electrónico en los 
supuestos en que en el procedimiento no se contemplen criterios de adjudicación 
cuya cuantificación dependa de un juicio de valor. En caso contrario, la oferta se 
presentará en dos sobres o archivos electrónicos.

La apertura de los sobres o archivos electrónicos conteniendo la proposición se 
hará por el orden que proceda de conformidad con lo establecido en el artículo 145 
en función del método aplicable para valorar los criterios de adjudicación 
establecidos en los pliegos. La apertura se hará por la mesa de contratación a la 
que se refiere el apartado 6 del artículo 326 de la presente Ley.»

«f)  En todo caso, la valoración a la que se refiere la letra anterior deberá estar 
efectuada con anterioridad a la apertura del sobre o archivo electrónico que 
contenga la oferta evaluable a través de criterios cuantificables mediante la mera 
aplicación de fórmulas.

Tras la apertura del sobre o archivo electrónico y en la misma sesión la mesa 
procederá a:

1.º  Previa exclusión, en su caso, de las ofertas que no cumplan los 
requerimientos del pliego, evaluar y clasificar las ofertas.

2.º  Realizar la propuesta de adjudicación a favor del candidato con mejor 
puntuación.

3.º  Comprobar en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas 
que la empresa está debidamente constituida, el firmante de la proposición tiene 
poder bastante para formular la oferta, ostenta la solvencia económica, financiera y 
técnica o, en su caso la clasificación correspondiente y no está incursa en ninguna 
prohibición para contratar.

4.º  Requerir a la empresa que ha obtenido la mejor puntuación mediante 
comunicación electrónica para que constituya la garantía definitiva, así como para que 
aporte el compromiso al que se refiere el artículo 75.2 y la documentación justificativa 
de que dispone efectivamente de los medios que se hubiese comprometido a dedicar 
o adscribir a la ejecución del contrato conforme al artículo 76.2; y todo ello en el plazo 
de siete días hábiles a contar desde el envío de la comunicación.

En el caso de que la oferta del licitador que haya obtenido la mejor puntuación 
se presuma que es anormalmente baja por darse los supuestos previstos en el 
artículo 149, la mesa, realizadas las actuaciones recogidas en los puntos 1.º y 2.º 
anteriores, seguirá el procedimiento previsto en el citado artículo, si bien el plazo 
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máximo para que justifique su oferta el licitador no podrá superar los cinco días 
hábiles desde el envío de la correspondiente comunicación.

Presentada la garantía definitiva y, en los casos en que resulte preceptiva, 
previa fiscalización del compromiso del gasto por la Intervención en los términos 
previstos en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, en un 
plazo no superior a cinco días se procederá a adjudicar el contrato a favor del 
licitador propuesto como adjudicatario, procediéndose, una vez adjudicado el 
mismo, a su formalización.

En caso de que en el plazo otorgado al efecto el candidato propuesto como 
adjudicatario no presente la garantía definitiva, se efectuará propuesta de 
adjudicación a favor del siguiente candidato en puntuación, otorgándole el 
correspondiente plazo para constituir la citada garantía definitiva.

En el supuesto de que el empresario tenga que presentar cualquier otra 
documentación que no esté inscrita en el Registro de Licitadores, la misma se tendrá que 
aportar en el plazo de siete días hábiles establecido para presentar la garantía definitiva.»

Disposición final octava.  Modificación del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19.

Se modifica el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19, en los siguientes términos:

Uno.  El apartado 1 del artículo 4 queda redactado como sigue:

«1.  La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual suscrito al 
amparo de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que se 
encuentre en situación de vulnerabilidad económica, tal y como se define en el artículo 
siguiente, podrá solicitar de la persona arrendadora cuando esta sea una empresa o 
entidad pública de vivienda o un gran tenedor, entendiendo por tal la persona física o 
jurídica que sea titular de más de diez inmuebles urbanos, excluyendo garajes y 
trasteros, o una superficie construida de más de 1.500 m2, hasta el 30 de septiembre 
de 2020, el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la renta, siempre 
que dicho aplazamiento o la condonación total o parcial de la misma no se hubiera 
conseguido ya con carácter voluntario por acuerdo entre ambas partes.»

Dos.  El apartado 1 del artículo 8 queda redactado como sigue:

«1.  La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual suscrito al 
amparo de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que 
se encuentre en situación de vulnerabilidad económica, tal y como se define en el 
artículo 5, podrá solicitar de la persona arrendadora, cuando esta no sea ninguna de 
las comprendidas en el artículo 4, en el plazo de tres meses desde la entrada en 
vigor de este Real Decreto-ley y en los términos recogidos en los apartados 2 a 4 
siguientes, el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la renta, siempre 
que dicho aplazamiento o la condonación total o parcial de la misma no se hubiera 
acordado previamente entre ambas partes con carácter voluntario.»

Tres.  El artículo 9 queda redactado como sigue:

«Artículo 9.  Aprobación de una línea de avales para la cobertura por cuenta del 
Estado de la financiación a arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y 
económica como consecuencia de la expansión del COVID-19.

1.  Con objeto de proporcionar cobertura financiera para hacer frente a los gastos 
de vivienda por parte de los hogares que se encuentren en situaciones de vulnerabilidad 
social y económica como consecuencia de la expansión del COVID 19, se autoriza al cv
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Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana para que, mediante convenio con 
el Instituto de Crédito Oficial, por un plazo de hasta catorce años, se desarrolle una línea 
de avales con total cobertura del Estado, para que las entidades de crédito puedan 
ofrecer ayudas transitorias de financiación a las personas que se encuentren en la 
referida situación de vulnerabilidad, en forma de préstamo con un plazo de devolución 
de hasta seis años, prorrogable excepcionalmente por otros cuatro y sin que, en ningún 
caso, devengue ningún tipo de gastos e intereses para el solicitante.

2.  Las ayudas transitorias de financiación serán finalistas, debiendo dedicarse 
al pago de la renta del arrendamiento de vivienda habitual y podrán cubrir un importe 
máximo de seis mensualidades de renta.

3.  A estas ayudas transitorias de financiación podrán acceder todos aquellos 
arrendatarios que se encuentren en situación de vulnerabilidad sobrevenida como 
consecuencia de la expansión del COVID-19, de acuerdo con los criterios y 
requisitos que se definan a través de una Orden del Ministerio de Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana, que incluirán en todo caso, y como mínimo, las 
situaciones definidas en el artículo 5 del presente Real Decreto-ley. Dicha Orden no 
precisará desarrollo normativo posterior para su aplicación y cumplirá en todo caso 
con la normativa de la Unión Europea en materia de ayudas de Estado.

4.  La Orden del Ministerio de Transportes Movilidad y Agenda Urbana 
establecida en el apartado anterior no estará sujeta a la autorización del Consejo de 
Ministros, prevista en el artículo 10.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones.

5.  A los efectos de la aplicación de las ayudas transitorias de financiación, se 
establece que en el mismo acto de concesión del préstamo por parte de la entidad de 
crédito de conformidad con la regulación establecida, se entenderá concedida la 
subvención de gastos e intereses que conlleve dicho préstamo, por lo que no requerirá 
resolución de concesión del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. 
Las ayudas en la modalidad de subvención de tipo de interés se financiarán por el 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana con cargo a la aplicación 
presupuestaria 17.09.261N.481, “Bonificación de gastos e intereses por concesión de 
préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el COVID-19”. Este 
crédito tendrá la consideración de ampliable. La verificación del cumplimiento de los 
requisitos de los beneficiarios de la subvención se realizará “ex post” por el Ministerio 
de Transportes Movilidad y Agenda Urbana, conforme a la normativa de aplicación.

6.  El convenio del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana con 
el Instituto de Crédito Oficial al que se refiere el apartado 1 y la Orden del Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana referida en apartados anteriores, 
quedan exceptuados de la aplicación de lo dispuesto en los apartados Sexto y 
Séptimo del Acuerdo de Consejo de Ministros de 27 de diciembre de 2019, por el 
que se establecen los criterios de aplicación de la prórroga para 2020 de los 
Presupuestos Generales del Estado vigentes en el año 2019. Adicionalmente, al 
convenio le resultará de aplicación el régimen especial previsto en el artículo 39 del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.»

Cuatro.  La letra c) del apartado 1 de la disposición adicional vigésima queda redactada 
como sigue:

«c)  En el caso de los trabajadores por cuenta propia que hubieran estado 
previamente integrados en un régimen de la Seguridad Social como tales, o en un 
régimen de mutualismo alternativo a esta, y como consecuencia de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 hayan cesado en su actividad o cuando, sin 
haber cesado en su actividad, su facturación en el mes natural anterior al que se solicita 
la disponibilidad del plan de pensiones se haya reducido, al menos, en un 75 por ciento 
en relación con el promedio de facturación del semestre natural anterior, siempre que no 
se encuentren en alguno de los dos supuestos recogidos en los párrafos siguientes.
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En el caso de los trabajadores autónomos agrarios de producciones de carácter 
estacional incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia 
Agrario, así como los trabajadores de producciones pesqueras, marisqueras o de 
productos específicos de carácter estacional incluidos en el Régimen Especial de 
Trabajadores del Mar, cuando su facturación promedio en los meses de campaña de 
producción anteriores al que se solicita la prestación se vea reducida, al menos, en 
un 75 por ciento en relación con los mismos meses de la campaña del año anterior.

En el caso de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en alguno 
de los siguientes códigos de la CNAE 2009: 5912, 5915, 5916, 5920 y entre el 9001 
y el 9004 ambos incluidos, siempre que, no cesando en su actividad, su facturación 
en el mes natural anterior al que se solicita la prestación se vea reducida en al 
menos un 75 por ciento en relación con la efectuada en los doce meses anteriores.»

Disposición final novena.  Modificación del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 
medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo.

Se modifica el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo, en los siguientes términos:

Uno.  La letra c) del artículo 23.2 queda redactada como sigue:

«c)  En el supuesto de ser trabajador por cuenta propia que hubiera estado 
previamente integrado en un régimen de la Seguridad Social como tal, o en un 
régimen de mutualismo alternativo a esta, y haya cesado en su actividad o cuya 
facturación se haya reducido en un 75 por ciento como consecuencia del estado de 
alarma decretado por el Gobierno, se presentará, según corresponda:

1.º  El certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria 
o el órgano competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de 
la declaración de cese de actividad declarada por el interesado; o

2.º  La información contable que justifique la reducción de la facturación en los 
mismos términos que los establecidos en el artículo 17.10 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, para justificar la reducción de la facturación en la prestación 
extraordinaria por cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia afectados por 
la declaración del estado de alarma. Los trabajadores por cuenta propia que no estén 
obligados a llevar los libros que acrediten el volumen de actividad, deberán acreditar la 
reducción de la facturación por cualquier medio de prueba admitido en derecho.»

Dos.  La letra c) del artículo 23.3.1.º queda redactada como sigue:

«c)  En el supuesto de trabajadores por cuenta propia que hubieran estado 
previamente integrados en un régimen de la Seguridad Social como tal, o en un régimen 
de mutualismo alternativo a esta, y hayan cesado en su actividad o cuya facturación se 
haya reducido en un 75 por ciento como consecuencia del estado de alarma decretado 
por el Gobierno: los ingresos netos que se hayan dejado de percibir durante un periodo 
de cómputo máximo igual a la vigencia del estado de alarma más un mes adicional, 
estimados mediante la declaración anual del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas correspondiente al ejercicio anterior y, en su caso, el pago fraccionado del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y las autoliquidaciones del Impuesto 
sobre el Valor Añadido correspondientes al último trimestre.»

Disposición final décima.  Título competencial.

Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª, 5.ª, 6.ª, 8.ª, 13.ª 
y  18.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre la 
regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles 
en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales; 
Administración de Justicia; legislación mercantil; legislación procesal, sin perjuicio de las cv
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necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del 
derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas; legislación civil, sin perjuicio de la 
conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades Autónomas de los Derechos 
civiles, forales o especiales, allí donde existan, en particular, en materia de ordenación de 
los registros e instrumentos públicos; bases y coordinación de la planificación general de 
la actividad económica; y legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas.

Disposición final decimoprimera.  Intervención telemática de notarios y registradores.

El Gobierno remitirá a las Cortes Generales en el plazo más breve posible, no superior 
a nueve meses, un proyecto de ley, oídos el Consejo General del Notariado y el Colegio 
de Registradores de España, para habilitar la intervención telemática notarial y registral 
con el objetivo de facilitar la prestación de los servicios notariales y registrales sin 
necesidad de presencia física.

Disposición final decimosegunda.  Actuaciones telemáticas.

En colaboración con las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias 
en medios materiales y personales al servicio de la Administración de Justicia, el Consejo 
General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado, el Gobierno remitirá a las 
Cortes Generales un proyecto de ley que regule las normas para la celebración de actos 
procesales telemáticos, preservando en todo momento las garantías procesales previstas 
en el ordenamiento jurídico y el derecho de defensa de las partes.

Disposición final decimotercera.  Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta ley.

Madrid, 18 de septiembre de 2020.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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I. DISPOSICIONES GENERALES

CORTES GENERALES
10491 Resolución de 10 de septiembre de 2020, del Congreso de los Diputados, por 

la que se ordena la publicación del Acuerdo de derogación del Real Decreto-
ley 27/2020, de 4 de agosto, de medidas financieras, de carácter 
extraordinario y urgente, aplicables a las entidades locales.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, el Congreso 
de los Diputados, en su sesión del día de hoy, acordó derogar el Real Decreto-
ley 27/2020, de 4 de agosto, de medidas financieras, de carácter extraordinario y 
urgente, aplicables a las entidades locales, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» 
número 211, de 5 de agosto de 2020, y corrección de errores en el «Boletín Oficial del 
Estado» número 240, de 8 de septiembre de 2020.

Se ordena la publicación para general conocimiento.

Palacio del Congreso de los Diputados, 10 de septiembre de 2020.–La Presidenta 
del Congreso de los Diputados, Meritxell Batet Lamaña.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
10323 Corrección de errores del Real Decreto-ley 27/2020, de 4 de agosto, de 

medidas financieras, de carácter extraordinario y urgente, aplicables a las 
entidades locales.

Advertidos errores en el Real Decreto-ley 27/2020, de 4 de agosto, de medidas 
financieras, de carácter extraordinario y urgente, aplicables a las entidades locales, 
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 211, de 5 de agosto de 2020, se 
procede a efectuar las oportunas rectificaciones:

En la página 63723 se suprime el primer párrafo.
En la página 63732, en el artículo 1, segundo párrafo, donde dice: «… lo dispuesto 

en el apartado 3 del artículo 6 de este real decreto-ley.», debe decir: «... lo dispuesto en 
el apartado 3 del artículo 7 de este real decreto-ley.»

En la página 63735, en el artículo 4.3, novena línea, donde dice: «… reciclado y otras 
formas de valorización, así como…» debe decir: «… reciclado y otras formas de 
valorización de residuos, así como…».

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN
10367 Real Decreto 810/2020, de 8 de septiembre, por el que se modifican el Real 

Decreto 146/2019, de 15 de marzo, por el que se establecen las bases 
reguladoras de la concesión de subvenciones a entidades de mujeres rurales 
de ámbito nacional para la realización de actividades de especial interés para 
impulsar el papel de las mujeres en el desarrollo rural, el Real Decreto 
347/2019, de 17 de mayo, por el que se establecen las bases reguladoras 
para la concesión de subvenciones destinadas a programas plurirregionales 
de formación dirigidos a los profesionales del medio rural, y las Órdenes de 1 
de abril y 19 de septiembre de 2019, por las que se convocan las respectivas 
subvenciones para los ejercicios 2019 y 2020.

Las ayudas a la formación en el medio rural tienen por objetivo ampliar los 
conocimientos y las capacidades en el medio rural, permitiendo una nueva orientación al 
desarrollo de este ámbito. El objetivo de las políticas de desarrollo rural es optimizar la 
aplicación de los instrumentos de las políticas nacionales y europeas para mejorar las 
condiciones económicas, sociales y medioambientales de los territorios rurales.

El Real Decreto 146/2019, de 15 de marzo, por el que se establecen las bases 
reguladoras de la concesión de subvenciones a entidades de mujeres rurales de ámbito 
nacional para la realización de actividades de especial interés para impulsar el papel de 
las mujeres en el desarrollo rural, tiene por finalidad contribuir a la financiación de los 
costes de las actuaciones que las entidades asociativas de mujeres rurales de ámbito 
nacional vienen realizando como interlocutoras institucionales del diálogo permanente 
que se requiere para configurar una política de igualdad entre hombres y mujeres en el 
medio rural, así como de acciones específicas de especial interés para el Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación.

El objetivo de estas subvenciones es financiar la realización de actividades por parte 
de las entidades de mujeres rurales de ámbito nacional, que consisten en jornadas de 
carácter presencial orientadas a promover la incorporación de las mujeres a la actividad 
económica, con especial hincapié en las actividades agrarias y complementarias, 
fomentando de esta forma su participación en el desarrollo social y económico del medio 
rural.

Por otro lado, el Real Decreto 347/2019, de 17 de mayo, por el que se establecen las 
bases reguladoras para la concesión de subvenciones destinadas a programas 
plurirregionales de formación dirigidos a los profesionales del medio rural, tiene como 
finalidad establecer la oferta formativa con el fin de actualizar y fortalecer las 
competencias profesionales, asegurando así la adaptación permanente de los 
profesionales del medio rural a las exigencias del desarrollo sostenible del mismo, 
aumentando su competitividad y mejorando las oportunidades de empleo y trabajo.

Con la declaración del estado de alarma debido a la crisis sanitaria provocada por el 
COVID-19 por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se suspendió toda actividad 
educativa o de formación presencial en centros públicos y privados, manteniéndose la 
posibilidad de realizar actividades on-line y a distancia. Esta circunstancia ha afectado a 
las actuaciones objeto de las subvenciones que nos ocupan ya que están destinadas a 
financiar la realización de actividades de carácter presencial por parte de las entidades 
de mujeres rurales y entidades de profesionales del medio rural de ámbito nacional en 
distintos puntos de España.

Por otro lado, el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19, estableció en su artículo 54 medidas en materia de subvenciones y ayudas 
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públicas, que: «En los procedimientos de concesión de subvenciones, las órdenes y 
resoluciones de convocatoria y concesión de subvenciones y ayudas públicas previstas 
en el artículo 22.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
que ya hubieran sido otorgadas en el momento de la entrada en vigor del Real 
Decreto 463/2020 podrán ser modificadas para ampliar los plazos de ejecución de la 
actividad subvencionada y, en su caso, de justificación y comprobación de dicha 
ejecución, aunque no se hubiera contemplado en las correspondientes bases 
reguladores. A estos efectos, el órgano competente deberá justificar únicamente la 
imposibilidad de realizar la actividad subvencionada durante la vigencia del estado de 
alarma, así como la insuficiencia del plazo que reste tras su finalización para la 
realización de la actividad subvencionada o su justificación o comprobación».

I. Subvenciones a entidades de mujeres rurales de ámbito nacional para la realización 
de actividades de especial interés para impulsar el papel de las mujeres en el desarrollo 

rural

En el caso de las subvenciones a entidades de mujeres rurales de ámbito nacional, 
con el fin de posibilitar que las actuaciones aprobadas para 2020 en el marco de las 
presentes subvenciones puedan llevarse a cabo y minimizar los perjuicios que la 
situación epidemiológica actual puedan suponer a las entidades beneficiarias, se 
modifica el Real Decreto 146/2019, de 15 de marzo, por el que se establecen las bases 
reguladoras, y la orden de convocatoria correspondiente a 2020.

El objetivo de esta modificación es, en primer lugar, introducir un régimen con 
eficacia limitada al ejercicio 2020 en el real decreto con el fin de ampliar los plazos para 
la ejecución y justificación de las actuaciones, de modo que las entidades beneficiarias 
dispongan de más tiempo para realizar los proyectos ya aprobados para 2020, dando en 
consecuencia un tratamiento adecuado a la nueva realidad material. Igualmente, es 
necesario posibilitar la modificación de los proyectos ya aprobados para ajustarlos a este 
régimen transitorio, para lo que se concede un plazo de 15 días a partir de la publicación 
de este real decreto sin que ello conlleve en ningún caso la percepción de una cuantía 
mayor a la inicialmente concedida, ni contradecir la normativa básica o la normativa de la 
Unión Europea que pueda resultar de aplicación.

No obstante, a pesar de la ampliación mencionada en el párrafo anterior, resulta 
necesario a su vez flexibilizar de forma adicional las obligaciones de las entidades en 
cuanto al grado de ejecución de los proyectos y los requisitos establecidos para las 
jornadas, exclusivamente en este año 2020, ya que la imposibilidad de realizar las 
jornadas durante los últimos meses por las restricciones impuestas con motivo de la 
crisis sanitaria, ha imposibilitado el cumplimiento material de los objetivos previstos 
inicialmente y es necesario permitir que puedan adaptarse a las condiciones impuestas 
para hacer frente a la actual crisis sanitaria.

Por último, se modifica el real decreto para posibilitar la formación telemática y mixta 
en lo sucesivo, detallándose unas condiciones determinadas para su desarrollo, así 
como unos mecanismos de control para ejercer por la Administración y la definición de 
los correlativos gastos que pueden ser subvencionables, modificación que opera con 
vigencia indefinida.

II. Subvenciones a programas plurirregionales de formación dirigidos a los 
profesionales del medio rural

En el caso de las subvenciones destinadas a programas plurirregionales de 
formación dirigidos a los profesionales del medio rural, se introduce un régimen 
transitorio similar en el Real Decreto 347/2019, de 17 de mayo, para posibilitar la 
ejecución y justificación de la actividad, se permite asimismo de forma análoga la 
modificación de los programas formativos ya aprobados para ajustarlos al dicho régimen 
transitorio, y se flexibilizan las condiciones referidas al porcentaje de ejecución de la 
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misma, con el mismo fin de paliar las consecuencias derivadas del COVID-19, y 
asimismo se introducen mejoras generales para simplificar la aplicación de los 
procedimientos y actualizar su redacción.

Estas modificaciones afectarán de forma retroactiva tanto a las resoluciones ya 
aprobadas, como a las resoluciones en curso no resueltas siempre que resulten más 
favorables a los interesados.

Asimismo, se modifican las Órdenes de 1 de abril y 19 de septiembre de 2019 por las 
que se convocan las respectivas subvenciones para los ejercicios 2019 y 2020, con el fin 
de adaptarlas a las modificaciones operadas en las bases reguladoras respectivas.

A pesar de que dichas Órdenes de convocatoria constituyen actos administrativos 
carentes de contenido normativo, se ha estimado conveniente incluirlas en el presente 
proyecto, de carácter reglamentario, debido a dos consideraciones fundamentales. Por 
un lado, al entender que la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
ampara en su artículo 23.2.ª), si bien de forma excepcional, la aprobación de las bases 
reguladoras de subvenciones y su convocatoria en el mismo instrumento jurídico, y, por 
otro lado, para posibilitar una ágil tramitación que permita a las entidades beneficiarias 
conocer lo antes posible las disposiciones que regularán el régimen subvencional 
aplicable a sus proyectos o programas.

El presente proyecto se adecua a los principios de buena regulación a que se refiere 
el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, por cuanto es una regulación necesaria para 
lograr los fines señalados, proporcional en sus mecanismos y que garantiza la seguridad 
jurídica de sus destinatarios. En este sentido, la norma proyectada atiende a la 
necesidad de modificar la regulación actual para adaptarla a la actual situación 
provocada por la crisis sanitaria del COVID-19 y cumple con los principios de necesidad 
y eficacia, en el sentido enunciado en los párrafos anteriores, donde se explican la 
necesidad y fines perseguidos con su aprobación. Es acorde también con el principio de 
proporcionalidad, al ser el medio más adecuado para cumplir estos objetivos, y con el 
principio de seguridad jurídica dada su integración en el ordenamiento jurídico. Cumple, 
asimismo, con el principio de transparencia, ya que se han evacuado los trámites de 
audiencia e información públicas, y se identifica claramente su propósito.

El presente real decreto se dicta de conformidad con lo establecido en los artículos 
9.2 y concordantes de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y 
en su Reglamento, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.

En la elaboración de esta disposición se ha consultado a las comunidades 
autónomas y las entidades representativas de los sectores afectados, y las entidades 
más representativas de mujeres rurales.

De acuerdo con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 17.1 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, este real decreto se ha 
informado por la Abogacía del Estado y la Intervención Delegada de la Intervención 
General de la Administración del Estado en el Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación, con la 
aprobación previa de la Ministra de Política Territorial y Función Pública, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 8 de septiembre de 2020,

DISPONGO:

Artículo primero. Modificación del Real Decreto 146/2019, de 15 de marzo, por el que 
se establecen las bases reguladoras de la concesión de subvenciones a entidades 
de mujeres rurales de ámbito nacional para la realización de actividades de especial 
interés para impulsar el papel de las mujeres en el desarrollo rural.

El Real Decreto 146/2019, de 15 de marzo, por el que se establecen las bases 
reguladoras de la concesión de subvenciones a entidades de mujeres rurales de ámbito 
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nacional para la realización de actividades de especial interés para impulsar el papel de 
las mujeres en el desarrollo rural queda modificado como sigue:

Uno. El artículo 1 queda modificado como sigue:

1. La letra c) del apartado 2 del artículo 1 queda redactada como sigue:

«c) Difusión de la titularidad compartida de las explotaciones agrarias y las 
potencialidades de la agricultura familiar.»

2. El apartado 3 del artículo 1 queda redactado como sigue:

«3. Estas actividades específicas se articularán mediante un único proyecto 
por entidad, que consistirá en la organización de jornadas. Estos proyectos serán 
con vocación nacional y global. Las actividades podrán realizarse de forma 
presencial, telemática mediante la utilización “aula virtual”, o mixta (combinado de 
presencial y telemática). Se podrá optar por cualquiera de estas modalidades, 
según sea más conveniente para la organización de cada actividad.»

Dos. La definición de «asistente» del artículo 2 queda modificada como sigue, y se 
añade a continuación una nueva definición:

«Asistente: Persona que acude a la actividad que se desarrolle de forma 
presencial o que participa en las actividades que se impartan mediante “aula 
virtual”».

«Aula virtual: Entorno de aprendizaje donde ponente y asistentes interactúan, 
de forma concurrente y en tiempo real, a través de un sistema de comunicación 
telemático de carácter síncrono que permita llevar a cabo un proceso de 
intercambio de conocimientos, a fin de posibilitar el aprendizaje de las personas 
que participan en el aula.»

Tres. El artículo 5 queda modificado como sigue:

1. Los apartados a) e i) del artículo 5.3 quedan redactados como sigue:

«a) Sólo podrán subvencionarse los gastos de realización de actividades que 
tengan carácter presencial, telemático mediante “aula virtual” o mixto y cuya 
duración mínima sea de 4 horas lectivas, teóricas o prácticas, por día, en el caso 
de actividades presenciales o mixtas, y de 2 horas lectivas de duración mínima en 
las actividades telemáticas mediante “aula virtual” o en las que se impartan en 
centros educativos oficiales dirigidas a estudiantes.»

«i) Las actividades serán totalmente gratuitas para los asistentes y podrán 
ser subvencionables los gastos de desplazamiento y manutención derivados de la 
asistencia de las personas que asistan a las actividades de carácter presencial o 
mixtas (en la parte que sea presencial) previstas en estas bases reguladoras, 
teniendo en cuenta los límites establecidos en el Real Decreto 462/2002, de 24 de 
mayo, correspondientes como máximo al grupo 2 y en el artículo 7 y anexo II de 
estas bases reguladoras.»

2. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 5.

«4. Adicionalmente, la organización de las actividades mediante “aula virtual” 
deberá cumplir los siguientes requisitos:

a) Garantizar en todo momento que exista conectividad sincronizada entre 
ponentes y asistentes, así como la bidireccionalidad en las comunicaciones.

b) Contar con un registro de conexiones generado por la aplicación 
informática que sirva de soporte al aula virtual, en el que se identifique, para cada 
actividad realizada a través de este medio, los asistentes a la misma, así como sus 
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fechas y tiempos de conexión. Cuando ello no sea posible, la participación se 
podrá constatar mediante declaración responsable del asistente o, de forma 
excepcional, mediante cualquier medio que acredite el número e identidad de los 
asistentes, como capturas de pantalla realizadas durante la actividad.

c) Contar con un mecanismo que posibilite la conexión durante el tiempo de 
celebración del aula que pueda seguirse por los órganos de control, con el fin de 
realizar las actuaciones de seguimiento descritas en el artículo 17.

d) Poner a disposición de los asistentes en cada actividad un número de 
teléfono y una dirección de correo electrónico destinados a la resolución de dudas 
en el manejo e incidencias técnicas relacionadas con el aula virtual. Se 
proporcionará a ponentes y asistentes unas instrucciones de manejo relacionadas 
con el aula virtual, con anterioridad al desarrollo de la actividad.»

Cuatro. Los apartados c) y e) del artículo 13 quedan modificados como sigue:

«c) Incorporar, de modo visible, en el material didáctico, publicaciones, 
ponencias y demás documentos de promoción y publicidad de la actividad, ya sea 
producido en soporte físico o en formato digital, el logotipo oficial del Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación, que permita conocer el origen de la ayuda, tal y 
como se indicará en las correspondientes convocatorias.»

«e) Cumplir en tiempo y forma los requisitos que se establezcan en relación 
con los listados de asistencia en las actividades de carácter presencial, así como 
con los registros de conexión en las actividades desarrolladas mediante "aula 
virtual", las comunicaciones de inicio de las actividades y las demás condiciones 
que permitan un control efectivo y una adecuada pista de auditoría.»

Cinco. Los apartados 2 y 4 del artículo 17 quedan redactados como sigue:

«2. A efectos de realizar las comprobaciones previstas en el apartado 
anterior, se realizarán controles in situ de al menos el 5 % de las actividades de 
ámbito presencial realizadas por cada una de las entidades beneficiarias de la 
subvención, emitiéndose el acta de control correspondiente por personal 
designado por la Subdirección General de Dinamización del Medio Rural. El 
controlador elaborará un informe de control donde se podrán establecer 
recomendaciones a las incidencias observadas. Dicho informe de control se 
enviará al beneficiario de la subvención una vez realizado. Los hechos 
constatados durante los controles se tendrán en cuenta para determinar el 
cumplimiento en la ejecución de la actividad a los efectos previstos en el 
artículo 16 del presente real decreto.

Asimismo, se comprobará la ejecución de al menos el 5 % de las actividades 
que se desarrollen mediante "aula virtual" o mixtas. Con este objetivo se deberá 
poner a disposición de los órganos citados en el apartado 1, que tendrán la 
consideración de órganos de control a estos efectos, los medios necesarios para 
poder realizar la conexión durante la impartición de los contenidos de la jornada. 
Del mismo modo, el sistema técnico empleado deberá estar habilitado para 
generar registros de actividad, que se deberán facilitar a los órganos de control, 
con el fin de comprobar, una vez finalizada la actividad, los tiempos de conexión 
detallados de cada asistente y permitir una identificación de los mismos. El órgano 
de control elaborará un informe, con los mismos requisitos y efectos que los 
establecidos en el párrafo anterior.»

«4. A fin de posibilitar la realización de controles por la Administración 
General del Estado, las entidades beneficiarias deberán comunicar por cualquier 
medio que acredite su recepción, con una antelación mínima de diez días 
naturales al inicio de la actividad, a los servicios de la Administración General del 
Estado en el territorio en el caso de actividades de carácter presencial o 
telemáticas que puedan circunscribirse a una provincia o comunidad autónoma 
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concreta y a la Subdirección General de Dinamización del Medio Rural de la 
Dirección General de Desarrollo Rural, Innovación y Formación Agroalimentaria en 
todo caso, los datos que se relacionan a continuación:

a) Para actividades presenciales o mixtas (en la parte que sea presencial): el 
título de la actividad, localidad, provincia, dirección del local de celebración, 
fechas, horarios, objetivos, programa previsto, identificación de los ponentes y 
coordinador de la actividad y número de asistentes previstos.

b) Para actividades que se desarrollen mediante "aula virtual", se facilitarán, 
además de los datos mencionados en el párrafo a) de este apartado que sean 
posibles, los datos de conexión a dicha actividad, en los términos previstos en el 
segundo párrafo del apartado 2.

La falta, no justificada, de comunicación del inicio de una actividad en el plazo 
señalado en el párrafo anterior implicará que la correspondiente actividad se 
considere como no realizada, a los efectos del pago de la subvención que pudiera 
corresponderle.»

Seis. Se introducen las siguientes disposiciones transitorias primera y segunda.

«Disposición transitoria primera. Régimen transitorio retroactivo para la 
convocatoria 2020.

Durante el año 2020 se aplicarán las siguientes excepciones en lo relativo a 
las actividades y a los gastos subvencionables con el fin de paliar las 
consecuencias derivadas del COVID-19, tanto a las resoluciones de concesión 
recaídas en 2019 para su ejecución en 2020 como para las que resuelvan las 
eventuales reformulaciones al amparo de la disposición transitoria segunda de 
este real decreto, siempre que resulten favorables a los interesados.

1. En las actividades subvencionables recogidas en el artículo 1, en el 
año 2020 podrá incluirse, como parte del contenido, información relacionada con 
la situación y medidas aprobadas para paliar la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, esencialmente en el medio rural, prestando especial 
atención a las mujeres rurales.

2. Las actividades subvencionables durante el año 2020 consistirán en la 
celebración de jornadas. En el proyecto presentado por cada entidad solicitante, 
deberán abordarse algunos de los objetivos recogidos en el artículo 1.2.

3. En cuanto a las actividades subvencionables del artículo 5.3, regirán las 
siguientes reglas:

a) Sólo podrán subvencionarse los gastos de realización de actividades que 
tengan carácter presencial, telemático mediante “aula virtual” o mixto y cuya 
duración mínima sea de dos horas lectivas, teóricas o prácticas, por día.

b) Al menos el 60 % de las actividades programadas deberán realizarse de 
lunes a viernes no festivo. En caso de que la jornada sea de dos días, al menos 
uno de ellos será de lunes a viernes no festivo.

c) Los programas de las actividades podrán incluir, con carácter general, la 
realización de visitas de carácter técnico y/o actividades prácticas, en territorio 
nacional, cuya duración no será superior al 50 % del tiempo programado de horas 
lectivas totales.

d) El número de asistentes por actividad no podrá ser inferior a 10.
e) No será de aplicación el porcentaje máximo de mujeres mayores de 65 

años del apartado e) del artículo 5.3.
f) Al menos el 70 % de los asistentes del proyecto serán mujeres.
g) El gasto máximo por asistente y hora lectiva media de las jornadas del 

proyecto no podrá superar los 20 euros, en el cómputo global del proyecto. El 
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coste máximo se calculará multiplicando este valor de 20 euros por el número total 
de asistentes al proyecto y por las horas lectivas de duración media de las 
jornadas del proyecto.

h) A los efectos de cumplimiento del programa aprobado por resolución de 
concesión en la convocatoria correspondiente al ejercicio 2020, las actividades 
incluidas en el mismo podrán desarrollarse respetando los requisitos contenidos 
en este régimen transitorio, sin que sea necesario reformular dichos programas.

i) Las actividades serán totalmente gratuitas para los asistentes y podrán ser 
subvencionables los gastos de desplazamiento y manutención derivados de la 
asistencia de las personas que asistan a las actividades de carácter presencial o 
mixtas (en la parte que sea presencial) previstas en estas bases reguladoras, 
teniendo en cuenta los límites establecidos en el Real Decreto 462/2002, de 24 de 
mayo, correspondientes como máximo al grupo 2 y en el artículo 7 y anexo II de 
estas bases reguladoras.

4. En relación con las actividades que se desarrollen de forma presencial, se 
cumplirán, en todo caso, las normas que sean aplicables en materia de seguridad 
e higiene como protección frente al COVID-19.

5. En cuanto a la justificación de los gastos y pago, la entidad beneficiaria 
deberá presentar la justificación de la finalidad de la subvención y de los gastos y 
pagos realizados para cada una de las actividades de conformidad con las 
Instrucciones de justificación que, a tal efecto, se dicten por el Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación. El plazo de justificación finalizará el 20 de 
noviembre de la anualidad correspondiente a la justificación, a excepción de los 
supuestos en que se haya procedido al pago anticipado de la subvención de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 19 del presente real decreto, en cuyo 
caso el plazo de justificación finalizará el 31 de diciembre de la anualidad 
correspondiente a la justificación.

6. En cuanto a la graduación de los incumplimientos y la obligación de 
reintegro:

a) No serán de aplicación los porcentajes de ejecución del artículo 16.3.a) 
referentes a las horas lectivas y asistentes para el reintegro de la subvención 
cuando no se consiga la ejecución total de las actuaciones objeto de la ayuda de 
una actividad. En este caso, sólo le corresponderá la parte proporcional 
correspondiente a la actividad realizada, siempre y cuando se hayan cumplido los 
fines perseguidos con la concesión de la subvención y los requisitos establecidos 
en el artículo 5.

b) No será de aplicación el artículo 16.3.d).
c) No será de aplicación la solicitud del 100  % del reintegro en caso de no 

alcanzar al menos el 60 % de ejecución para cada anualidad del proyecto 
contemplada en el artículo 16.4 “in fine” ni la reducción del presupuesto del 20 %, 
cuando se desvíe de la puntuación inicial en más de 10 puntos y del 50 % cuando 
se desvíe en más de 20 puntos del artículo 16.5.

7. El carácter retroactivo de las actividades subvencionables según se 
encuentra descrito en el apartado 3 del artículo 17 se aplicará en la convocatoria 
del ejercicio 2020 a todas las actividades comprendidas en los proyectos que se 
realicen tanto de forma presencial como de forma telemática mediante aula virtual 
o mixta durante dicho ejercicio.

8. En relación con el cómputo de tres meses anterior a la fecha de 
realización de la primera actividad programada en el proyecto, aplicable a los 
gastos de personal referido en el párrafo a) del apartado 1 de la parte I del anexo 
II, las entidades beneficiarias podrán optar por sustituir el tiempo de vigencia del 
estado de alarma aprobado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
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sanitaria ocasionada por el COVID-19, y sus sucesivas prórrogas, por el tiempo 
inmediatamente anterior al mismo.

9. En cuanto a los gastos generales vinculados con la realización del 
proyecto, no será de aplicación durante 2020 el importe máximo previsto para los 
gastos generales vinculados a acciones concretas del apartado 4 de la parte I del 
anexo II. Además, en el cómputo del plazo previsto en dicho apartado, las 
entidades beneficiarias podrán optar por sustituir en dicho cómputo el tiempo de 
vigencia del estado de alarma aprobado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y sus sucesivas prórrogas, por el 
tiempo inmediatamente anterior al mismo.

10. En cuanto a los gastos relacionados con la organización del evento, no 
se aplicará el límite máximo previsto por asistente y hora lectiva media del 
proyecto del último párrafo del apartado 5 de la parte I del anexo II.

11. En cuanto a los gastos de publicidad y promoción subvencionables 
durante el año 2020 no se aplicará el importe máximo por asistente y hora lectiva 
media del proyecto del apartado 6 de la parte I del anexo II.

Disposición transitoria segunda. Adaptación de los proyectos que fueron 
aprobados por resolución de 2 de agosto de 2019 para el ejercicio 2020.

Las entidades beneficiarias a las que se les haya concedido una subvención 
mediante Resolución de 2 de agosto de 2019 del titular de la Dirección General de 
Desarrollo Rural, Innovación y Política Forestal para el ejercicio 2020, dictada al 
amparo de Orden de convocatoria aprobada el 1 de abril de 2019, podrán, si lo 
estimaran necesario, adaptar el proyecto aprobado mediante dicha resolución al 
contenido y requisitos establecidos en el presente real decreto. A estos efectos, 
las entidades dispondrán de un plazo de quince días a partir del día siguiente al de 
la publicación del Real Decreto 810/2020, de 8 de septiembre, para adaptar sus 
proyectos. El documento se dirigirá al titular del Departamento y se presentará en 
la forma prevista en el artículo 9 del presente real decreto.

Los proyectos adaptados no podrán conllevar en ningún caso la percepción de 
una cuantía mayor a la inicialmente concedida, ni contradecir la normativa básica 
o la normativa de la Unión Europea que pueda resultar de aplicación. Dichos 
proyectos se aprobarán mediante resolución del titular del Departamento u órgano 
en quien delegue, previa reunión de la comisión de valoración.»

Siete. Se incorpora una nueva disposición final quinta con el siguiente contenido, 
renumerándose la actual quinta como sexta:

«Disposición final quinta. Facultad de desarrollo reglamentario y modificación.

Se autoriza al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación a dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para el desarrollo reglamentario y ejecución del real 
decreto, así como para la modificación de sus anexos y de los plazos y criterios de 
selección contenidos en esta norma a fin de mantener su congruencia con el 
Derecho de la Unión Europea y la legislación interna.»

Ocho. La parte I del anexo II queda redactada como sigue:

«I. Gastos subvencionables

En la convocatoria serán subvencionables los siguientes gastos para los 
proyectos relacionados con las actividades previstas en el artículo 1 de este real 
decreto.
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Los límites establecidos a continuación se refieren a cada anualidad del 
proyecto:

1. Gastos de personal para la realización del proyecto. Serán considerados 
como tales:

a) Los gastos salariales derivados del personal técnico, incluido el personal 
técnico asesor o de mantenimiento de plataformas telemáticas, y/o administrativo 
contratado específicamente para la preparación y ejecución del proyecto y/o, 
parcialmente, los gastos salariales del personal técnico (expertos, gerentes y 
técnicos) y/o del personal administrativo de la entidad dedicados al diseño y 
desarrollo del proyecto subvencionado, que correspondan como máximo a los tres 
meses anteriores a la fecha de realización de la primera actividad programada en 
el proyecto.

Se admitirán como gastos salariales las indemnizaciones por fin de contrato 
del personal contratado específicamente para la preparación y ejecución del 
proyecto, que correspondan como máximo a los tres meses anteriores a la fecha 
de realización de la primera actividad programada en el proyecto.

Los gastos salariales de personal propio sólo serán subvencionables hasta el 
límite de las retribuciones fijadas como salario base más pagas extraordinarias 
para los correspondientes grupos profesionales en el Convenio Colectivo Único 
para el personal laboral de la Administración General del Estado (referidas a la 
duración máxima de la jornada general de trabajo de dicho colectivo, y para 
jornadas inferiores, se realizará el cálculo proporcional). El Convenio colectivo 
único debe operar también para el personal técnico o administrativo contratado 
específicamente para el proyecto. Si se supera el límite de retribuciones salariales 
antes indicado el importe imputable por la cotización de la Seguridad Social 
correspondiente a la empresa, será como máximo el que correspondería de haber 
percibido la retribución límite del correspondiente grupo de cotización. La 
convocatoria reflejará estos importes máximos.

b) La cuota empresarial de la Seguridad Social correspondiente a los gastos 
salariales anteriores. Se incluirán los gastos que la entidad debe pagar a la 
Seguridad Social por la persona trabajadora. Sólo se imputarán los gastos 
proporcionales según la dedicación al proyecto.

Deberá aportar las nóminas del personal propio, junto con los 
correspondientes justificantes de pago y los documentos acreditativos del ingreso 
de las retenciones del IRPF, así como el recibo de liquidación de cotizaciones 
(RLC) y la relación nominal de trabajadores (RNT) del mes o meses en que haya 
tenido lugar la preparación y realización de la actividad en cuestión, así como 
otros gastos originados por el trabajador a la empresa durante el ejercicio de las 
actividades subvencionadas.

En el caso de personal no dedicado en exclusiva al proyecto, además, se 
adjuntarán las horas imputadas al mismo. A tal efecto, se formalizará dicha 
imputación de jornada laboral a todas las actividades desarrolladas por 
trabajadores de tal naturaleza, mediante partes de trabajo semanales 
debidamente firmados por el trabajador durante el periodo de desarrollo de la 
actividad.

Deberán aportar el parte de vacaciones de los empleados de los que se 
solicita el pago de nóminas.

2. Gastos de desplazamiento, alojamiento y manutención del personal de la 
entidad o contratado para el proyecto, derivados de la preparación y ejecución del 
proyecto, de los ponentes y de los destinatarios de las actividades. Los gastos de 
desplazamiento, alojamiento y manutención estarán sujetos, cuando proceda, a lo 
dispuesto en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones 
por razón del servicio, y como máximo por los correspondientes al grupo 2 de 
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dicha norma, así como en la Resolución de 2 de enero de 2008, de la Secretaría 
de Estado de Hacienda y Presupuestos, por la que se dictan instrucciones en 
relación con las nóminas de los funcionarios incluidos en el ámbito de aplicación 
de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, en los términos de la disposición final cuarta de 
la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, y se 
actualizan para el año 2008 las cuantías de las retribuciones del personal a que se 
refieren los correspondientes artículos de la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado para dicho ejercicio, o en la normativa que los modifique o actualice.

Estos gastos únicamente podrán ser subvencionables si cumplen los requisitos 
siguientes:

a) Que sean necesarios y estén asociados a acciones concretas del proyecto 
subvencionado.

b) Que sean realizados por el personal técnico y administrativo bien sea 
personal de plantilla de la entidad o contratado para la preparación o ejecución del 
proyecto, o bien por los ponentes o por las personas asistentes.

No obstante, también podrán admitirse como subvencionables los gastos de 
desplazamiento, alojamiento y manutención realizados por el personal y junta 
directiva de la entidad beneficiaria, siempre que se justifique adecuadamente su 
presencia en la actividad correspondiente mediante un control de firmas. El 
importe máximo subvencionado también será de aplicación a las personas 
asistentes a las jornadas y a los ponentes. Los gastos totales de alojamiento y 
manutención no podrán superar para cada anualidad del proyecto el 40 % del 
presupuesto del proyecto para el año correspondiente.

2.1 Gastos de desplazamiento. En relación a los gastos de desplazamiento, 
se autorizarán los siguientes gastos de desplazamiento, que estén relacionados 
con la participación de la actividad: Gastos de desplazamiento en vehículo 
particular o de alquiler y gastos de desplazamiento en medios de transportes 
públicos colectivos, así como determinados gastos de taxi y aparcamiento.

Con carácter general, los desplazamientos se realizarán en transporte público, 
siendo excepcional el uso del vehículo particular, que solo debe ser autorizado si 
resulta más económico que el otro tipo de transporte, en cuyo caso la entidad 
deberá justificarlo.

En caso de desplazamiento en vehículo propio, la cuantía subvencionable será 
de 0,19 €/km recorrido de acuerdo con la Orden EHA/3771/2005, de 2 de 
diciembre, por la que se revisa la cuantía de los gastos de locomoción y de las 
dietas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

La totalidad de los viajes realizados en transporte público deberán serlo en 
clase turista sin ningún tipo de excepción siendo siempre en tarifa con 
restricciones para cambios y anulaciones.

También tendrán la consideración de gastos subvencionables los gastos de 
desplazamiento en taxi entre las estaciones de ferrocarril, autobuses, puertos y 
aeropuertos y el lugar de destino de la comisión o el lugar de la residencia oficial, 
según se trate de ida o regreso, respectivamente, siempre que estén relacionados 
con la participación en la actividad y siempre que los medios regulares de 
transporte resulten claramente inadecuados, lo que deberá acreditarse 
fehacientemente.

En lugar de los gastos de taxis a que se refiere el párrafo anterior, podrá ser 
subvencionable el gasto producido por aparcamiento del vehículo particular en las 
estaciones de ferrocarril, autobuses, puertos o aeropuertos, siempre que su 
duración sea igual o inferior a veinticuatro horas.

2.2 Gastos de alojamiento. El importe máximo imputable en concepto de 
alojamiento será de 65,97 euros por persona y día. Este gasto incluirá los gastos 
de desayuno, siempre que así se indique en la factura del hotel.
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2.3 Gastos de manutención. El importe máximo imputable en concepto de 
manutención será de media dieta (18,70 euros por persona), en concepto de 
almuerzo.

En caso de pernoctar, el importe máximo imputable en concepto de cena será 
de media dieta (18,70 euros por persona).

No se subvencionarán gastos de desplazamiento, alojamiento y manutención 
del personal de la entidad o contratado para el proyecto derivados de la 
preparación y ejecución del proyecto, de los ponentes y de los destinatarios de las 
actividades, en el caso de que dichas actividades se desarrollen mediante "aula 
virtual".

3. Gastos de ponentes. Se entiende como gastos de ponentes 
exclusivamente los de impartición de horas lectivas, tanto teóricas como prácticas. 
El importe máximo por ponente será de 100 euros por hora lectiva impartida. Las 
fracciones de hora se pagarán proporcionalmente.

En la memoria de solicitud deberá incluir un perfil general de los ponentes, que 
se valorará según los criterios que se establezcan en la convocatoria. En la 
justificación deberá aportar CV que permita verificar los elementos indicados en la 
solicitud, en lo que se refiere a experiencia y/o conocimientos mínimos en la 
materia impartida y/o en igualdad.

4. Gastos generales vinculados con la realización del proyecto. Serán 
subvencionables los gastos generales vinculados a acciones concretas del 
proyecto subvencionado, que se hayan efectuado como máximo en los tres meses 
anteriores a la fecha de realización de la primera actividad programada en el 
proyecto. Únicamente se considerarán subvencionables a estos efectos los gastos 
de luz, agua, teléfono, calefacción, correo, cuota de pago de Internet, fax, limpieza 
de locales, alquileres de oficinas, fotocopias, material de oficina y material fungible 
informático. Los gastos generales no superarán en cada anualidad del proyecto el 
importe de 1,5 euros por asistente y hora lectiva media del proyecto. (Para 
determinar el importe máximo por este concepto se tendrán en cuenta el número 
total de asistentes al proyecto y las horas lectivas de duración media de las 
jornadas del proyecto).

5. Gastos relacionados con la organización del evento. Se consideran gastos 
relacionados con la organización del evento: alquileres y limpieza de locales 
donde se vayan a llevar a cabo, alquiler de material audiovisual y montaje de 
stands.

No serán subvencionables los gastos de alquiler de locales y material 
audiovisual a personas o entidades vinculadas con la entidad beneficiaria, salvo 
que concurran las siguientes circunstancias:

1.ª Que la contratación se realice de acuerdo con las condiciones normales 
de mercado.

2.ª Que se obtenga la previa autorización del órgano concedente de la 
subvención.

Los gastos relacionados con la organización del evento no superarán en cada 
anualidad del proyecto el importe de 1,5 euros por asistente y hora lectiva media 
del proyecto. (Para determinar el importe máximo por este concepto se tendrán en 
cuenta (el número total de asistentes al proyecto y las horas lectivas de duración 
media de las jornadas del proyecto).

6. Gastos de publicidad y promoción del proyecto.

1.º Se considerarán gastos de publicidad y promoción del proyecto: 
Inserciones en las páginas web, cuñas radiofónicas, anuncios en prensa, folletos, 
libros y carteles.
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2.º Los gastos de publicidad y promoción subvencionables no superarán en 
cada anualidad del proyecto el importe de 1,5 euros por asistente y hora lectiva 
media del proyecto. (Para determinar el importe máximo por este concepto se 
tendrán en cuenta el número total de asistentes al proyecto y las horas lectivas de 
duración media de las jornadas del proyecto).

3.º No serán subvencionables las actividades de publicidad y promoción del 
proyecto con posterioridad a la actividad que se publicite o promocione.

7. Gastos de material didáctico. Se considerará gasto de material didáctico el 
entregado a las personas que asisten en las jornadas, ya sea en soporte físico o 
formato digital y que no esté dentro de los gastos previstos en el punto 6 de este 
mismo anexo. El importe máximo subvencionable no podrá superar para cada 
anualidad del proyecto los 3 euros por asistente.

8. Gastos de auditoría. Los gastos correspondientes al informe de auditoría 
al que se hace referencia en el apartado 3 del artículo 14 podrán ser incluidos 
dentro de los gastos subvencionables, hasta un máximo de 3.000 euros por 
entidad beneficiaria.

9. Gastos de garantías. Se incluyen como gastos subvencionables los gastos 
de garantía bancaria, correspondientes a la petición de avales. Se podrán 
subvencionar los gastos derivados de la constitución de garantías, con el límite 
del 2 por 100 del importe del anticipo concedido.

10. Gastos derivados de la realización de actividades por vía telemática. Se 
consideran gastos subvencionables el alquiler o contratación de servicios que 
ofrezcan soporte telemático para la realización de las jornadas mediante “aula 
virtual”, así como el mantenimiento de las plataformas tecnológicas necesarias 
para la organización de dichas jornadas.

También se consideran subvencionables los gastos de alojamiento web 
(hosting), así como de mantenimiento y actualización de páginas web.

11. Gastos de guardería. Se consideran subvencionables los gastos de 
guardería de asistentes con hijos menores de 4 años. Se justificará con la 
aportación del libro de familia y el recibo o justificante del gasto, hasta un importe 
máximo de 30 euros/día por asistente».

Artículo segundo. Modificación de la Orden de 1 de abril de 2019, por la que se 
convocan subvenciones destinadas a entidades de mujeres rurales de ámbito 
nacional para los ejercicios 2019 y 2020.

La Orden de 1 de abril de 2019, por la que se convocan subvenciones destinadas a 
entidades de mujeres rurales de ámbito nacional para los ejercicios 2019 y 2020, queda 
modificada como sigue:

Uno. Se añade un nuevo apartado 3 en el dispositivo primero, que queda redactado 
como sigue:

«3. Las actividades podrán incluir, como parte del contenido, información 
relacionada con la situación y medidas aprobadas para paliar la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, esencialmente en el medio rural, prestando 
especial atención a las mujeres rurales.»
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Dos. El dispositivo segundo queda redactado como sigue:

«Segundo. Beneficiarias y requisitos para solicitar la subvención.

1. Podrán ser beneficiarias de estas ayudas las entidades asociativas de 
mujeres rurales que cumplan los requisitos y condiciones siguientes, tal y como se 
indica en el artículo 3 del Real Decreto 146/2019, de 15 de marzo:

a) Estar legalmente constituidas como entidades asociativas de mujeres del 
medio rural.

b) Estar inscritas en el Registro Nacional de Asociaciones del Ministerio del 
Interior.

c) Tener expresamente consignado en su título constitutivo un ámbito de 
actuación estatal y realizar actividades en al menos tres comunidades autónomas.

d) Carecer de ánimo de lucro.
e) Hallarse al corriente de las obligaciones tributarias y frente a la Seguridad 

Social, tanto ellas como las organizaciones integradas en las mismas.
f) Tener entre sus actividades habituales la realización de proyectos para la 

promoción de las mujeres rurales.
g) Tener personalidad jurídica propia, capacidad de obrar y no encontrarse 

incursas en los supuestos contemplados en los apartados 2 y 3 del artículo 13 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y en el artículo 21 
del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, aprobado por Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio.

h) No haber sido sancionadas mediante resolución firme con la pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones conforme a la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones u otras leyes que así lo establezcan.

2. Las actividades subvencionables consistirán en la celebración de jornadas 
que deberán tratar sobre las temáticas que se especifican en el dispositivo primero 
de esta orden de convocatoria. Las actividades podrán realizarse de forma 
presencial, telemática mediante la utilización “aula virtual”, o mixta (combinado de 
presencial y telemática). Se podrá optar por cualquiera de estas modalidades, 
según sea más conveniente para la organización de cada actividad.

Estas actividades se articularán mediante un único proyecto por entidad, en el 
que deberán abordarse todas las temáticas indicadas en el dispositivo primero de 
esta orden y que incluirá las actuaciones a realizar en 2019 y 2020, desglosadas 
por anualidades.

3. Las actividades subvencionables deberán atender a los siguientes 
requisitos, que se recogen en el artículo 5 del Real Decreto 146/2019, de 15 de 
marzo:

a) Solo podrán subvencionarse los gastos de realización de actividades que 
tengan carácter presencial, telemático mediante “aula virtual” o mixto y cuya 
duración mínima sea de 2 horas lectivas, teóricas o prácticas, por día.

b) Al menos el 60 % de las actividades programadas deberán realizarse de 
lunes a viernes no festivo. En caso de que la jornada sea de dos días, al menos 
uno de ellos será de lunes a viernes no festivo.

c) Los programas de las actividades podrán incluir, con carácter general, la 
realización de visitas de carácter técnico y/o actividades prácticas, en territorio 
nacional, cuya duración no será superior al 50 % del tiempo programado de horas 
lectivas totales.

d) El número de asistentes por actividad no podrá ser inferior de 10.
e) En las actividades presenciales, las entidades solicitantes deberán aportar 

para cada jornada realizada el listado de firmas de los asistentes, que incluirá el 
DNI y la autorización expresa de los asistentes para que el órgano instructor 
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pueda verificar este dato. En caso de no aportarse esta autorización, se deberá 
aportar copia de los DNI de los asistentes.

f) Al menos el 70 % de las asistentes del proyecto serán mujeres.
g) El gasto máximo por asistente y hora lectiva media de las jornadas del 

proyecto no podrá superar los 20 euros, en el cómputo global a del proyecto. El 
coste máximo se calculará multiplicando este valor de 20 euros por el número total 
de asistentes al proyecto y por las horas lectivas de duración media de las 
jornadas del proyecto.

h) A los efectos de cumplimiento del programa que haya sido aprobado por 
resolución de concesión para la convocatoria del ejercicio 2020, las actividades 
incluidas en el mismo podrán desarrollarse respetando los requisitos contenidos 
en la disposición transitoria primera del Real Decreto 146/2019, de 15 de marzo, 
sin que sea necesario reformular dichos programas.

i) Las actividades serán totalmente gratuitas para los asistentes y podrán ser 
subvencionables los gastos de desplazamiento y manutención derivados de la 
asistencia de las personas que asistan a las actividades de carácter presencial o 
mixtas (en la parte que sea presencial) previstas en estas bases reguladoras, 
teniendo en cuenta los límites establecidos en el Real Decreto 462/2002, de 24 de 
mayo, correspondientes como máximo al grupo 2 y en el artículo 7 y anexo II de 
estas bases reguladoras.

4. En relación con las actividades que se desarrollen de forma presencial, 
todas las personas participantes cumplirán, en todo caso, las normas que sean 
aplicables en materia de seguridad e higiene como protección frente al COVID-19.

5. Adicionalmente, la organización de las actividades mediante "aula virtual" 
deberá cumplir los siguientes requisitos:

a) Garantizar en todo momento que exista conectividad sincronizada entre 
ponentes y asistentes, así como la bidireccionalidad en las comunicaciones.

b) Contar con un registro de conexiones generado por la aplicación 
informática que sirva de soporte al aula virtual, en el que se identifique, para cada 
actividad realizada a través de este medio, los asistentes a la misma, así como sus 
fechas y tiempos de conexión. Cuando ello no sea posible, la participación se 
podrá constatar mediante declaración responsable del asistente o, de forma 
excepcional, mediante cualquier medio que acredite el número e identidad de las 
personas que asistan a la actividad, como capturas de pantalla realizadas durante 
la actividad.

c) Contar con un mecanismo que posibilite la conexión durante el tiempo de 
celebración del aula que pueda seguirse por los órganos de control, con el fin de 
realizar las actuaciones de seguimiento descritas en el artículo 17.

d) Poner a disposición de los asistentes en cada actividad un número de 
teléfono y una dirección de correo electrónico destinados a la resolución de dudas 
en el manejo e incidencias técnicas relacionadas con el aula virtual. Proporcionar 
a ponentes y asistentes unas instrucciones de manejo relacionadas con el aula 
virtual, con anterioridad al desarrollo de la actividad.»

Tres. El dispositivo tercero queda modificado como sigue:

«Tercero. Periodo subvencionable.

1. Las actividades correspondientes a cada una de las anualidades podrán 
subvencionarse desde el 1 de enero hasta el 20 de noviembre del año 
correspondiente, a excepción de los supuestos en que se haya procedido al pago 
anticipado de la subvención de acuerdo con lo establecido en el artículo 19 del 
Real Decreto 146/2019, de 15 de marzo, en cuyo caso podrán subvencionarse 
hasta el 31 de diciembre de dicho año.
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Las actividades que se realicen en 2020 al amparo del régimen transitorio 
establecido para dicho ejercicio en las disposiciones transitorias primera y 
segunda del Real Decreto 146/2019, de 15 de marzo, podrán subvencionarse con 
carácter retroactivo desde el 1 de enero de 2020.

El pago de los gastos quedará condicionado a la inclusión de los solicitantes 
en la resolución definitiva estimatoria y siempre dentro del límite máximo 
presupuestario establecido para la concesión de estas ayudas, en el apartado 
duodécimo de esta orden.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 4 en el dispositivo sexto con la siguiente 
redacción:

«4. Cuando las bases reguladoras así lo prevean, la presentación de la 
solicitud de subvención implicará la autorización del solicitante para que el órgano 
concedente obtenga de forma directa la acreditación de las circunstancias 
previstas en los artículos 18 y 19 del Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, a través de 
certificados telemáticos, en cuyo caso el solicitante no deberá aportar las 
correspondientes certificaciones.

No obstante, el solicitante podrá denegar expresamente el consentimiento, 
debiendo aportar entonces las certificaciones del cumplimiento de las obligaciones 
tributarias y con la Seguridad Social en los términos previstos en los artículos 18 
y 19 del citado Reglamento General de Subvenciones.

Asimismo, cuando la cuantía de la subvención concedida no supere los 3.000 
euros por beneficiario, el solicitante podrá presentar declaración responsable de 
encontrarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y con la 
Seguridad Social, que sustituirá a la presentación de las correspondientes 
certificaciones.»

Quinto. Los apartados 1 y 2 del dispositivo décimo quedan redactados como sigue:

«1. La entidad beneficiaria deberá presentar para cada una de las 
anualidades la justificación de la finalidad de la subvención y de los gastos y 
pagos realizados para cada una de las actividades antes del 20 de noviembre del 
año correspondiente de conformidad con las Instrucciones de justificación que se 
dicten por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, a excepción de los 
supuestos en que se haya procedido al pago anticipado de la subvención de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 19 del presente real decreto, en cuyo 
caso el plazo de justificación finalizará el 31 de diciembre de la anualidad 
correspondiente a la justificación.

2. La programación de actividades de cada una de las anualidades deberá 
permitir que estas estén finalizadas y justificadas documentalmente antes de las 
fechas indicadas en el apartado anterior.»

Sexto. El apartado 3.a).1.º del dispositivo décimo queda redactado como sigue:

«1.º Para las actividades presenciales, el listado de firmas de las personas 
que asistan a las actividades realizadas, (que permita acreditar el cumplimiento de 
los requisitos establecidos en los puntos d) y f) del artículo 5 del Real 
Decreto 146/2019, de 15 de marzo). Para ello el listado de firmas deberá incluir la 
relación nominal de los asistentes, en la que se exprese su DNI y profesión, 
indicando si trabaja en el sector de la producción primaria de productos agrícolas o 
en otros sectores, y la autorización expresa de los asistentes para que el órgano 
instructor pueda verificar estos datos. En caso de no aportarse esta autorización, 
se deberá aportar copia de los DNI de los asistentes.

Para las actividades que se realicen mediante la modalidad telemática de 
«aula virtual», se deberá aportar la relación nominal de los asistentes en la que se 
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incluya la información que se indica en el párrafo anterior, acompañada de un 
registro de conexiones generado por la aplicación informática que sirva de soporte 
al aula virtual, en el que se identifique los asistentes a la misma, así como sus 
fechas y tiempos de conexión.

Cuando ello no sea posible, se deberá aportar las declaraciones responsables 
de la personas que asistan a la actividad o los medios que, de forma excepcional, 
acrediten el número e identidad de los asistentes, como capturas de pantalla 
realizadas durante la actividad.»

Artículo tercero. Modificación del Real Decreto 347/2019, de 17 de mayo, por el que se 
establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones destinadas a 
programas plurirregionales de formación dirigidos a los profesionales del medio rural.

El Real Decreto 347/2019, de 17 de mayo, por el que se establecen las bases 
reguladoras para la concesión de subvenciones destinadas a programas plurirregionales 
de formación dirigidos a los profesionales del medio rural, queda modificado en los 
términos siguientes:

Uno. Se modifican las letras b) y c) del artículo 2.2, que quedan redactadas como 
sigue:

«b) Tener ámbito de actuación e implantación en todo el territorio nacional, 
recogido en sus estatutos.

c) Recoger explícitamente, entre sus fines estatutarios, al menos la 
formación y el desarrollo profesional y mejora de la cualificación en el medio 
rural.»

Dos. Se modifica el artículo 4.4.b), que queda redactado como sigue:

«b) Podrán realizarse con carácter presencial o en aula virtual, mediante 
teleformación y en régimen mixto (presencial o en aula virtual, combinado con 
teleformación).

Los sistemas de impartición mixtos deberán contemplar una parte presencial o 
en aula virtual con un mínimo de tres horas de duración, pudiendo realizarse estas 
tres horas en aula virtual.

La teleformación se basará en el desarrollo de contenidos a través de internet 
y deberá ofertar servicios formativos globales que contarán como mínimo con las 
siguientes utilidades: tutorías off line, sesiones on line, autoevaluaciones, foro de 
alumnos e indicadores de control.

La impartición de contenidos mediante "aula virtual" se considerará en todo 
caso como presencial. “Aula virtual” es el entorno de aprendizaje donde ponente y 
asistentes interactúan, de forma concurrente y en tiempo real, a través de un 
sistema de comunicación telemático de carácter síncrono que permita llevar a 
cabo un proceso de intercambio de conocimientos a fin de posibilitar un 
aprendizaje de las personas que participan en el aula.

Para la organización de las actividades mediante “aula virtual” se deberá 
cumplir con los siguientes requisitos:

1.º Garantizar en todo momento que exista conectividad sincronizada entre 
ponentes y asistentes, así como la bidireccionalidad en las comunicaciones.

2.º Contar con un registro de conexiones generado por la aplicación 
informática que sirva de soporte al aula virtual, en el que se identifique, para cada 
actividad realizada a través de este medio, los asistentes a la misma, así como sus 
fechas y tiempos de conexión. Cuando ello no sea posible, la participación se 
podrá constatar mediante declaración responsable del asistente o, de forma 
excepcional, mediante cualquier medio que acredite el número e identidad de los 
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asistentes, como capturas de pantalla realizadas durante el desarrollo de la 
actividad.

3.º Contar con un mecanismo que posibilite la conexión durante el tiempo de 
celebración del aula que pueda seguirse por los órganos de control, con el fin de 
realizar las actuaciones de seguimiento descritas en el artículo 17.

4.º Poner a disposición de los asistentes en cada actividad un número de 
teléfono y una dirección de correo electrónico destinados a la resolución de dudas 
en el manejo e incidencias técnicas relacionadas con el aula virtual. Proporcionar 
a ponentes y asistentes unas instrucciones de manejo relacionadas con el aula 
virtual, en caso de ser necesario, con anterioridad al desarrollo de la actividad.

5.º Deberá acreditarse debidamente la identidad de los asistentes en cada 
actividad, además de la edad, género y profesión de los mismos.»

Tres. Se modifican los apartados 2.º y 3.º del artículo 6.4.b), que quedan 
redactados como sigue:

«2.º Destinatarios del programa formativo y su perfil profesional.
3.º Relación de actividades, detallando para cada una: bloque temático en el 

que se encuadran, modalidad, duración, número de alumnos, provincia, trimestre 
del año en que se llevarán a cabo y coste de la actividad.»

Cuatro. Se modifica el artículo 9.2, que queda redactado como sigue:

«2. Los fondos presupuestarios disponibles iniciales se asignarán a los 
programas presentados de la siguiente forma:

a) El 60 por ciento del total de los créditos iniciales de los conceptos 
presupuestarios correspondientes se destinarán a subvencionar programas de 
formación de las organizaciones citadas en el artículo 2.1 a).

b) El 25 por ciento de los citados conceptos se destinarán a las 
organizaciones citadas en el artículo 2.1.b).

c) El 15 por ciento de los citados conceptos se destinará a las organizaciones 
citadas en el artículo 2.1.c).

En el caso de que exista sobrante del presupuesto asignado a algún grupo, los 
fondos se podrán transferir a los otros grupos.»

Cinco. Se modifica el artículo 9.4, que queda redactado como sigue:

«4. Ninguna entidad podrá percibir nunca más de lo solicitado.»

Seis. Se modifica el artículo 11.1, letra b), que queda redactado como sigue:

«b) Vocales: Un funcionario de cada una de las Direcciones Generales de la 
Secretaría General de Agricultura y Alimentación del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, designado por cada uno de los Directores Generales, con 
nivel mínimo 28; y dos vocales de aquellas comunidades autónomas que hayan 
trasladado a la Dirección General de Desarrollo Rural, Innovación y Formación 
Agroalimentaria su interés en participar. En caso de recibir más de dos solicitudes, 
se incluirán por el orden que determine cada convocatoria.»

Siete. Se modifica el artículo 16.2.a).3.º, que queda redactado como sigue:

«3.º Certificado de la entidad con la relación nominal del alumnado, en el que 
se exprese su profesión, fecha de nacimiento, domicilio, D.N.I, NIE o número de 
pasaporte en defecto del NIE, y número de afiliación a la Seguridad Social.»

Ocho. Se suprime el apartado 8.º del artículo 16.2.a).
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Nueve. Se modifica el artículo 16.2.b).3.º, que queda redactado como sigue:

«3.º Los gastos originados por la participación de equipos técnicos propios 
de las entidades beneficiarias en tareas de profesorado y coordinación se podrán 
justificar, en su caso, mediante certificado del responsable de la entidad, que 
acredite la condición de trabajadores de aquéllos y el gasto que se imputa a la 
actividad formativa correspondiente por dichas tareas, que será proporcional a la 
remuneración bruta del trabajador por el trabajo desarrollado.

En este supuesto, deberán acompañar las nóminas de los trabajadores, del 
mes o meses en que haya tenido lugar la realización de la actividad, así como los 
justificantes de otros gastos originados por el trabajador a la empresa en el 
ejercicio de las actividades formativas subvencionadas.

En caso de utilizar esta modalidad de justificación, los gastos a que dé lugar la 
participación de un técnico en una o varias actividades formativas, durante un 
período de tiempo, no podrán superar el coste total de gastos laborales que le 
suponga a la entidad durante el referido periodo.

Un mismo coordinador podrá llevar a cabo esta función en diferentes 
actividades formativas y no podrá simultanearla cuando coincida en la misma 
fecha y en distinta localidad.»

Diez. Se modifica el artículo 16.4 que queda redactado como sigue:

«4. En cada anualidad, una vez realizada la justificación y comprobación 
regulada en los apartados anteriores, se procederá al pago de las ayudas.»

Once. Se suprime el artículo 18.2.
Doce. Se modifica el apartado 2 del artículo 19, que queda redactado como sigue:

«2. A fin de posibilitar la realización de controles por la Administración 
General del Estado, las organizaciones y entidades gestoras de los programas de 
formación deberán comunicar por cualquier medio electrónico que acredite su 
recepción, con una antelación mínima de diez días naturales al inicio de la 
actividad formativa, a la Delegación del Gobierno correspondiente y a la 
Subdirección General de Dinamización del Medio Rural de la Dirección General de 
Desarrollo Rural, Innovación y Formación Agroalimentaria, el título de la actividad 
formativa, localidad, provincia, dirección del local de impartición de las clases o 
habilitación para el acceso al aula virtual o plataforma de teleformación, fechas, 
horarios lectivos, identificación del profesorado y de los coordinadores y número 
de alumnos previstos.»

Trece. Se añaden las siguientes disposiciones transitorias:

«Disposición transitoria primera. Régimen transitorio retroactivo para la 
convocatoria 2020.

Durante el año 2020 se aplicarán las siguientes excepciones en lo relativo al 
plazo de ejecución y justificación, así como el porcentaje de ejecución, con el fin 
de paliar las consecuencias derivadas del COVID-19, tanto a la resolución de 
concesión para el ejercicio 2020 como para las que resuelvan las eventuales 
reformulaciones al amparo de la disposición transitoria segunda de este real 
decreto, siempre que resulten favorables a los interesados.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo 16.1, en el caso de las 
subvenciones concedidas para el ejercicio 2020 por resolución de la Directora 
General de Desarrollo Rural, Innovación y Política Forestal, de 13 de marzo 
de 2020, a las entidades de ámbito nacional para la realización de programas 
plurirregionales de formación dirigidos a los profesionales del medio rural y que 
fueron convocadas por Orden de 19 de septiembre de 2019, el plazo de ejecución 
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y justificación finalizará el 21 de noviembre de la anualidad correspondiente a la 
justificación, a excepción de los supuestos en que se haya procedido al pago 
anticipado de la subvención de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del 
presente real decreto, en cuyo caso el plazo de ejecución y justificación finalizará 
el 31 de diciembre de la anualidad correspondiente a la justificación.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18.1, en el caso de las 
subvenciones concedidas para el ejercicio 2020 por resolución de la Directora 
General de Desarrollo Rural, Innovación y Política Forestal, de 13 de marzo 
de 2020, a las entidades de ámbito nacional para la realización de programas 
plurirregionales de formación dirigidos a los profesionales del medio rural y que 
fueron convocadas por Orden de 19 de septiembre de 2019, no será necesario 
ejecutar el 60 por cien de la cantidad asignada para las actuaciones aprobadas en 
el programa reformulado, aprobado por resolución.

Disposición transitoria segunda. Adaptación de los programas formativos que 
fueron aprobados por resolución de 13 de marzo de 2020 para el 
ejercicio 2020.

Las entidades beneficiarias a las que se les haya concedido una subvención 
mediante resolución de la Directora General de Desarrollo Rural, Innovación y 
Política Forestal de 13 de marzo de 2020, para el ejercicio 2020, dictada al 
amparo de Orden de convocatoria aprobada el 19 de septiembre de 2019, podrán, 
si lo estimaran necesario, adaptar el programa formativo aprobado mediante dicha 
resolución al contenido y requisitos establecidos en el presente real decreto. A 
estos efectos, las entidades dispondrán de un plazo de quince días a partir del día 
siguiente al de la publicación del Real Decreto 810/2020, de 8 de septiembre, para 
adaptar sus programas formativos. El documento se dirigirá al titular del 
Departamento y se presentará en la forma prevista en el artículo 6.

Los programas formativos adaptados no podrán conllevar en ningún caso la 
percepción de una cuantía mayor a la inicialmente concedida, ni contradecir la 
normativa básica o la normativa de la Unión Europea que pueda resultar de 
aplicación. Dichos programas se aprobarán mediante resolución del titular del 
Departamento u órgano en quien delegue, previa reunión de la comisión de 
valoración.»

Catorce. Se añade una nueva disposición final tercera con la siguiente redacción, 
renumerándose la actual tercera como cuarta:

«Disposición final tercera. Facultad de desarrollo reglamentario y modificación.

Se autoriza al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación a dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para el desarrollo reglamentario y ejecución del real 
decreto, así como para la modificación de sus anexos y de los plazos y criterios de 
selección contenidos en esta norma a fin de mantener su congruencia con el 
Derecho de la Unión Europea y la legislación interna.»
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Quince. Se modifica el título del anexo I y primeros párrafos, que queda redactado 
como sigue:

«ANEXO I

Actividades en modalidad presencial

Límites de los importes de los gastos subvencionables

En las actividades de modalidad mixta: la parte presencial (no desarrollada 
como aula virtual) tendrá los límites de importes subvencionables recogidos en 
este anexo.

En ningún caso, los gastos por concepto y componentes de éstos podrán 
superar los expresados a continuación:»

Dieciséis. Se modifica el título del anexo II y primeros párrafos, con la redacción 
siguiente:

«ANEXO II

Actividades en modalidad teleformación

Límites de los importes de los gastos subvencionables

El empleo de aula virtual equivalente con actividad presencial seguirá los 
límites de este anexo.

En las actividades de modalidad mixta: la parte presencial desarrollada como 
aula virtual y la parte de teleformación tendrán los límites de importes 
subvencionables recogidos en este anexo.

En ningún caso los gastos por concepto y componentes de éstos podrán 
superar los expresados a continuación:»

Diecisiete. Se modifica el anexo III, con la redacción siguiente:

«6
Actividades en régimen mixto o 
teleformación.
10 puntos.

Para aquellas entidades que programen más de un 10 % 
del total de actividades, con carácter mixto o 
teleformación.»

Artículo cuarto. Modificación de la Orden de 19 de septiembre de 2019, por la que se 
convocan subvenciones destinadas a programas plurirregionales de formación 
dirigidos a los profesionales del medio rural para los ejercicios 2019 y 2020.

La Orden de 19 de septiembre de 2019, por la que se convocan subvenciones 
destinadas a programas plurirregionales de formación dirigidos a los profesionales del 
medio rural para los ejercicios 2019 y 2020, queda modificada como sigue:

Uno. El dispositivo segundo.5.b) queda redactado como sigue:

«b) Podrán realizarse con carácter presencial o en aula virtual, mediante 
teleformación y en régimen mixto (presencial o en aula virtual, combinado con 
teleformación).

Los sistemas de impartición mixtos deberán contemplar una parte presencial o 
en aula virtual, con un mínimo de tres horas de duración pudiendo realizarse estas 
tres horas en aula virtual

La teleformación se basará en el desarrollo de contenidos a través de internet 
y deberá ofertar servicios formativos globales que contarán como mínimo con las 
siguientes utilidades: tutorías off line, sesiones on line, autoevaluaciones, foro de 
alumnos e indicadores de control.
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La impartición de contenidos mediante «aula virtual» se considerará en todo 
caso como presencial. «Aula virtual» es el entorno de aprendizaje donde ponente 
y asistentes interactúan, de forma concurrente y en tiempo real, a través de un 
sistema de comunicación telemático de carácter síncrono que permita llevar a 
cabo un proceso de intercambio de conocimientos a fin de posibilitar un 
aprendizaje de las personas que participan en el aula.

Para la organización de las actividades mediante “aula virtual” se deberá 
cumplir con los siguientes requisitos:

i. Garantizar en todo momento que exista conectividad sincronizada entre 
ponentes y asistentes, así como la bidireccionalidad en las comunicaciones.

ii. Contar con un registro de conexiones generado por la aplicación 
informática que sirva de soporte al aula virtual, en el que se identifique, para cada 
actividad realizada a través de este medio, los asistentes a la misma, así como sus 
fechas y tiempos de conexión. Cuando ello no sea posible, la participación se 
podrá constatar mediante declaración responsable de cada asistente o, de forma 
excepcional, mediante cualquier medio que acredite el número e identidad de los 
asistentes, como capturas de pantalla realizadas durante el desarrollo de la 
actividad.

iii. Contar con un mecanismo que posibilite la conexión durante el tiempo de 
celebración del aula que pueda seguirse por los órganos de control, con el fin de 
realizar las actuaciones de seguimiento descritas en el artículo 17.

iv. Poner a disposición de los asistentes en cada actividad un número de 
teléfono y una dirección de correo electrónico, destinados a la resolución de dudas 
en el manejo e incidencias técnicas relacionadas con el aula virtual. Proporcionar 
a los ponentes y asistentes unas instrucciones de manejo relacionadas con el aula 
virtual, en caso de ser necesario, con anterioridad al desarrollo de la actividad.

v. Deberá acreditarse debidamente la identidad de los asistentes en cada 
actividad, además de la edad, género y profesión de los mismos.»

Dos. El tercer párrafo del dispositivo tercero queda redactado como sigue:

«Las correspondientes a 2020, desde el 1 de enero y hasta el 21 de noviembre 
de dicho año, a excepción de los supuestos en que se haya procedido al pago 
anticipado de la subvención de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del 
Real Decreto 347/2019, de 17 de mayo, en cuyo caso podrán subvencionarse 
hasta el 31 de diciembre de dicho año.

Las actividades que se realicen en 2020 al amparo del régimen transitorio 
establecido para dicho ejercicio en las disposiciones transitorias primera y 
segunda del Real Decreto 347/2019, de 17 de mayo, podrán subvencionarse con 
carácter retroactivo desde el 1 de enero de 2020.»

Tres. El apartado 1 del dispositivo décimo queda redactado como sigue:

«1. En relación con la justificación de los gastos y pago es de aplicación lo 
establecido por el artículo 16 del Real Decreto 347/2019, de 17 de mayo. La 
entidad beneficiaria deberá presentar para cada una de las anualidades la 
justificación de la finalidad de la subvención y de los gastos y pagos realizados 
para cada una de las actividades antes del 15 de noviembre del año 
correspondiente de conformidad con las Instrucciones de Justificación, que se 
dicten por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, y que se publicarán 
en la página web del Ministerio.

No obstante, en el caso de las subvenciones concedidas para el ejercicio 2020 
por resolución de la Directora General de Desarrollo Rural, Innovación y Política 
Forestal, de 13 de marzo de 2020, a las entidades de ámbito nacional para la 
realización de programas plurirregionales de formación dirigidos a los 
profesionales del medio rural y que fueron convocadas por Orden de 19 de 
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septiembre de 2019, el plazo de justificación finalizará el 21 de noviembre de dicho 
año, a excepción de los supuestos en que se haya procedido al pago anticipado 
de la subvención de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del presente real 
decreto, en cuyo caso el plazo de justificación finalizará el 31 de diciembre de 
dicho año.»

Cuatro. Se suprime el apartado 2 del dispositivo décimo.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado», salvo los gastos de guardería previstos como gastos 
subvencionables en el nuevo apartado 9 de la parte I del anexo II del Real 
Decreto 146/2019, de 15 de marzo, que comenzarán a considerarse como tales a partir 
del 1 de enero de 2021.

Dado en Madrid, el 8 de septiembre de 2020.

FELIPE R.

El Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación,
LUIS PLANAS PUCHADES
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
10541 Resolución de 27 de agosto de 2020, de la Presidencia de la Agencia Estatal 

Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., por la que se publica el 
Convenio con la Universidad de Córdoba, para la realización conjunta del 
proyecto de I+D+i «COVID-19: acción anti-infecciosa y anti-inflamatoria de 
moléculas parasitarias inmunomoduladoras en formato sintético de uso 
seguro».

Suscrito el Convenio el 20 de julio de 2020, y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 8 del artículo 48 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho 
Convenio, que figura como anexo de esta resolución.

Madrid, 27 de agosto de 2020.–La Presidenta de la Agencia Estatal Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.

ANEXO

Convenio entre el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P. y la 
Universidad de Córdoba, para la realización conjunta del proyecto de I+D+i 

«COVID-19: acción anti-infecciosa y anti-inflamatoria de moléculas parasitarias 
inmunomoduladoras en formato sintético de uso seguro»

20 de julio de 2020.

INTERVIENEN

De una parte, doña Rosina López-Alonso Fandiño, en su condición de 
Vicepresidenta de Organización y Relaciones Institucionales del Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas, M.P. (CSIC), nombrada por Acuerdo del Consejo Rector del 
CSIC, en su reunión de 28 de noviembre de 2019 (BOE de 18 de diciembre de 2019. 
Res. Presidencia CSIC de 13 de diciembre de 2019, por el que se resuelve convocatoria 
de libre designación), actuando en nombre y representación de esta institución en virtud 
de las competencias que tiene delegadas por Resolución de 20 de abril de 2017, de la 
Presidencia del CSIC (BOE de 23 de mayo siguiente). Organismo con sede central en 
Madrid (CP 28006), domicilio institucional en calle de Serrano, 117 y NIF Q-2818002-D.

Y de otra, don José Carlos Gómez Villamandos, en su condición de Rector Magnífico 
de la Universidad de Córdoba, actuando en nombre y representación de la Universidad 
de Córdoba (UCO) en virtud de Decreto 140/2018, de 3 de julio (BOJA n.º 131, de 9 de 
julio), y en el ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 140.l) de los Estatutos 
de la Universidad de Córdoba, aprobados por Decreto 212/2017, de 26 de diciembre 
(BOJA n.º 4, de 5 de enero de 2018). Entidad con domicilio social en avda. Medina 
Azahara, 5, y NIF Q1418001B.

El Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P. y la Universidad de Córdoba, 
en adelante denominadas conjuntamente «las partes» o «entidades participantes», declaran 
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hallarse debidamente facultadas y con la capacidad necesaria para obligarse en los 
términos del presente Convenio, a cuyo efecto

EXPONEN

1. Que el CSIC es un Organismo Público de Investigación, adscrito al Ministerio de 
Ciencia e Innovación a través de la Secretaría General de Investigación. Su objetivo 
fundamental es desarrollar y promover investigaciones en beneficio del progreso 
científico y tecnológico, para lo cual está abierta a la colaboración con entidades 
españolas y extranjeras. Según su Estatuto (artículo 4), tiene como misión el fomento, la 
coordinación, el desarrollo y la difusión de la investigación científica y tecnológica, de 
carácter pluridisciplinar, con el fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo 
económico, social y cultural, así como a la formación de personal y al asesoramiento a 
entidades públicas y privadas en estas materias.

El Instituto de Recursos Naturales y Agrobiología de Salamanca (IRNASA) es un 
Instituto de investigación propio del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente 
al Área de Agrarias, cuya finalidad principal es llevar a cabo investigaciones científicas y 
desarrollos tecnológicos en el campo de la agricultura y ganadería.

El Grupo del CSIC Parasitosis de la ganadería y zoonosis parasitarias cuenta con 
gran experiencia y conocimientos en el campo de las enfermedades infecciosas.

2 Que la Universidad de Córdoba (UCO) es una entidad de Derecho público, que a 
la luz de lo establecido en el artículo 2.2.j) de la Ley Orgánica de Universidades y en el 
artículo 3.j) de sus Estatutos, cuenta entre sus funciones el establecimiento de relaciones 
académicas, culturales o científicas con entidades e instituciones nacionales e 
internacionales para la promoción y desarrollo de sus fines institucionales.

Que el Departamento de Anatomía y Anatomía Patológica y Toxicología de la UCO 
cuenta con gran experiencia y conocimientos en el campo de realización de estudios 
patológicos en diferentes modelos animales.

3. Que el CSIC, en virtud de la Resolución de 8 de abril de 2020, de la Presidencia 
del CSIC, por la que se conceden nuevas ayudas extraordinarias a proyectos de 
investigación en el marco de las medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19 (ayudas CSIC-COVID-19), ha propuesto para 
prefinanciación el proyecto titulado «COVID-19: acción anti-infecciosa y anti-inflamatoria 
de moléculas parasitarias inmunomoduladoras en formato sintético de uso seguro», cuyo 
beneficiario y coordinador es el IRNASA-CSIC y, de conformidad con la convocatoria de 
expresiones de interés para la financiación de proyectos de investigación sobre el SARS-
CoV-2 y la enfermedad COVID19 con cargo al Fondo – COVID19 por resolución de la 
Dirección del Instituto de Salud Carlos III (ISCIII), el Proyecto puede realizarse en 
cooperación de forma subcontratada con terceras instituciones ejecutoras. El CSIC y la 
UCO están interesados en colaborar mutuamente para llevar a cabo el citado Proyecto.

4. Que la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
regula en su artículo 34 la posibilidad de que los agentes públicos de financiación o 
ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidas las 
administraciones públicas, las universidades públicas, los organismos públicos de 
investigación de la Administración General del Estado, los consorcios y fundaciones 
participadas por las administraciones públicas, los organismos de investigación de otras 
administraciones públicas y los centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, 
puedan suscribir Convenios administrativos entre ellos o con agentes privados que 
realicen actividades de investigación científica y técnica, nacionales, supranacionales o 
extranjeros, para la realización conjunta de, entre otras, las siguientes actividades:

a) Proyectos y actuaciones de investigación científica, desarrollo e innovación.
c) Financiación de proyectos científico-técnicos singulares.
f) Uso compartido de inmuebles, de instalaciones y de medios materiales para el 

desarrollo de actividades de investigación científica, desarrollo e innovación.
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Por su parte, el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
ha establecido un régimen especial de tramitación y entrada en vigor de los convenios 
relacionados con el COVID-19, al que se sujeta el presente Convenio.

5.  Que, en atención a todo lo expuesto, se estima necesaria y justificada la 
suscripción de un Convenio que suponga la puesta en común, distribución y utilización 
conjunta y/o coordinada de medios, servicios y recursos pertenecientes a cada una de 
las entidades participantes y su ordenación para un fin compartido, bajo las premisas de 
interdisciplinariedad y eficiencia en la gestión de los recursos.

Por lo anteriormente expuesto, los intervinientes acuerdan la suscripción del presente 
Convenio para la realización conjunta de un proyecto de investigación, que se regirá por 
las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.

El objeto del presente Convenio es establecer la colaboración científico-técnica entre 
el CSIC, a través del IRNASA, y UCO en la realización conjunta del Proyecto de I+D+i 
«COVID-19: acción anti-infecciosa y anti-inflamatoria de moléculas parasitarias 
inmunomoduladoras en formato sintético de uso seguro» («el Proyecto»), consistente en 
las investigaciones necesarias para evitar la infección y la patología causadas por SARS-
CoV-2, en los términos establecidos por las partes en el Plan de Trabajo que éstas 
acuerden y al que se hace referencia en la cláusula segunda.

En particular, el Convenio regula los compromisos de las partes para la ejecución 
conjunta del Proyecto, incluyendo la organización del trabajo, la gestión y justificación del 
Proyecto, los derechos y obligaciones de las partes, la distribución de los fondos y la 
titularidad de los resultados, así como la responsabilidad y la resolución de los posibles 
conflictos.

El Proyecto cuenta con la prefinanciación indicada en el expositivo tercero por lo que, 
en su ejecución, justificación y difusión, las partes deberán cumplir con lo establecido en 
las bases reguladoras, convocatoria y/o concesión de la ayuda.

Segunda. Obligaciones de las partes.

1. La realización de las tareas objeto del Proyecto será detallada en un Plan de 
Trabajo que aprobarán las partes intervinientes en el presente Convenio, obligándose 
cada una de ellas a aportar e implementar los medios técnicos, humanos y materiales 
necesarios para la adecuada consecución de los objetivos propuestos y asumiendo las 
siguientes obligaciones generales:

– Ejecutar el Proyecto conforme a lo que establezca la resolución de concesión, 
ejerciendo el IRNASA-CSIC de entidad beneficiaria y coordinadora del Proyecto, 
asumiendo las obligaciones de coordinación y seguimiento del resto de entidades 
participantes así como su representación ante el agente financiador a efectos de cobro y 
distribución de la ayuda, su justificación y/o reintegro, en función de lo que establezca la 
concesión de la ayuda y el presente Convenio.

– Desarrollar las tareas previstas en el Plan de Trabajo de acuerdo con la 
metodología, el cronograma y los plazos que en el mismo se detallen.

– Entregar al resto de entidades participantes cuanta información sea necesaria para 
el correcto desarrollo de las diferentes actividades de I+D+i.

– Comunicar con celeridad al resto de participantes, sirviéndose si fuese preciso del 
mecanismo de seguimiento, cualquier información importante, hecho, problema o retraso 
que pueda afectar adversamente al Proyecto. Asimismo, las partes proporcionarán sin 
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demora toda la información que el mecanismo de seguimiento requiera razonablemente 
para llevar a cabo sus tareas.

– Facilitar los medios y las infraestructuras necesarias para la realización de los 
ensayos según la planificación prevista.

– Elaborar los Informes y Entregables generados durante la evolución de las 
investigaciones realizadas en los plazos y forma que se describan en el Plan de Trabajo.

– Garantizar la protección de los resultados de la investigación y promover la 
difusión que, en su caso, proceda.

2. Se nombran dos responsables que coordinarán el desarrollo del Proyecto.

– Por parte del CSIC/IRNASA, será el Investigador responsable del Proyecto 
«COVID-19: acción anti-infecciosa y anti-inflamatoria de moléculas parasitarias 
inmunomoduladoras en formato sintético de uso seguro».

– Por parte de la UCO será el Investigador responsable del Grupo AGR262.

Tercera. Desarrollo de los trabajos de investigación.

1. Cada una de las partes desarrollará en su propia sede e instalaciones los 
trabajos de investigación que le corresponda.

No obstante, podrá autorizarse el desplazamiento esporádico o no permanente de 
personal de una de ellas a la sede o instalaciones de otra, siempre que forme parte del 
equipo de investigación o de trabajo del Proyecto y cuando así lo aconseje o exija su 
buen fin, lo que se formalizará mediante las autorizaciones de estancia, comisiones de 
servicio u otras que procedan conforme a la normativa de cada una de las partes 
implicada.

2. Los responsables del Proyecto (identificados en la cláusula segunda del 
Convenio) tendrán la obligación de informar a los órganos competentes de la institución 
a la que pertenezcan de que puedan tramitarse las autorizaciones, comisiones de 
servicios y demás actuaciones que procedan, así como verificar y controlar el 
cumplimiento de las obligaciones que se recogen en el siguiente apartado.

3. El personal de cualquiera de las partes que realice sus actividades mediante una 
estancia temporal en las instalaciones de la otra:

– Mantendrá siempre su independencia orgánica y funcional respecto de la entidad 
participante en cuyas instalaciones realice la estancia, sin que en modo alguno pueda 
adquirir derechos laborales, salariales o de índole análoga respecto de dicha entidad por 
tal hecho ni por la colaboración conjunta que implica el objeto de este Convenio. La 
independencia funcional no impedirá la correcta organización en la asignación de tareas 
y en la forma de llevarlas a cabo por parte de quienes sean los responsables y los 
ejecutores del Proyecto según la jerarquía que se establezca y las necesidades de cada 
momento.

– Deberá estar en situación de alta en algún régimen público de Seguridad Social o 
asimilado, y contará con un seguro de responsabilidad civil (o mecanismo de 
responsabilidad por daños equivalente) y cualquier otro que pudiera ser preciso en 
atención a la naturaleza y riesgos de las tareas a desarrollar, según la normativa vigente 
al respecto. Las obligaciones anteriores serán por cuenta de la parte a la que, en cada 
caso, pertenezca el citado personal, quedando exonerada la parte que acoge al personal 
en estancia temporal de cualquier responsabilidad –sea cual fuere su naturaleza– que 
pudiera derivarse de la actividad que realice el citado personal en sus instalaciones.

– Cumplirá con las indicaciones en materia de prevención de riesgos laborales que 
se le realicen, para lo cual las entidades participantes serán responsables del 
cumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos laborales en relación 
con la estancia temporal y, en concreto, del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, en materia de coordinación de actividades empresariales.
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– Deberá respetar, además, mientras dure la estancia temporal las normas internas 
sobre uso de instalaciones y equipamientos, horarios, trámites procedimentales, etc.

Cuarta. Presupuesto del proyecto, distribución de fondos y ejecución.

1. El Proyecto consta de un presupuesto concedido de cien mil euros (100.000,00 
€), comprometiéndose el IRNASA-CSIC, en su condición de entidad beneficiaria de la 
ayuda y coordinadora del Proyecto, a la distribución y transferencia inmediata de los 
fondos necesarios para la ejecución del Proyecto entre las entidades participantes una 
vez recibidas las anualidades correspondientes por parte del agente financiador, en los 
términos establecidos en la resolución de concesión de la ayuda. La entidad beneficiaria 
de la ayuda y coordinadora del Proyecto no realizará ninguna aportación propia, 
limitándose a transferir los fondos recibidos del agente financiador.

La distribución de los fondos se realizará por la entidad beneficiaria de la ayuda y 
coordinadora del Proyecto conforme al siguiente cuadro:

Distribución de fondos por IRNASA-CSIC
(Importes en €)

 Anualidad
Año 1 Subtotal por entidades

Universidad de Córdoba. 10.000,00 10.000,00

 Total. 10.000,00 10.000,00

2. Las cantidades indicadas se harán efectivas mediante transferencia bancaria 
realizada por la entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto en la 
cuenta abierta a nombre de la UCO que esta indique y certifique (indicando en el 
concepto de la transferencia el acrónimo o código identificativo del Proyecto), y previa 
conformidad del ordenante del pago con el cumplimiento hasta ese momento del Plan de 
Trabajo y el calendario de pagos establecido.

El importe a abonar por CSIC a UCO no incluirá IVA, pues la cantidad no es en 
concepto de contraprestación directa y equivalente a los servicios que prestará, sino que 
estos carecen de onerosidad al tener como finalidad coadyuvar a la consecución del 
objeto común y a los fines del presente Convenio establecidos en la cláusula primera. En 
este sentido, la ausencia de onerosidad del objeto y actuaciones es clara y patente a la 
luz de los preceptos contenidos en los artículos 4.1 (sujeción de las entregas de bienes y 
prestaciones al impuesto) y 7.8 (no sujeción al impuesto cuando no existe 
contraprestación) de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido.

3. La entidad participante que reciba los fondos estará obligada a gestionarlos y 
ejecutarlos conforme a lo que se establezca en la resolución de concesión de la ayuda y 
en este Convenio, debiendo facilitar con diligencia a la entidad beneficiaria de la ayuda y 
coordinadora del Proyecto toda la documentación necesaria que acredite y justifique la 
aplicación de los fondos recibidos al objeto de realizar la justificación global del Proyecto.

En el caso de que el presente Convenio se extinguiera por alguna de las causas 
previstas en el mismo, las partes deberán reembolsar las cantidades que hayan recibido 
por el importe correspondiente a las tareas que no hubieran ejecutado, de conformidad 
con lo que se establezca por el mecanismo de seguimiento del Convenio. Además, si la 
mencionada extinción del Convenio se debiera a un incumplimiento de las obligaciones 
asumidas, la parte responsable asumirá los costes adicionales razonables y justificables 
que las otras partes deban asumir para llevar a cabo las tareas comprometidas y que se 
establecerá igualmente por el mecanismo de seguimiento.

Quinta. Confidencialidad de la información y de los resultados.

1. Las partes se comprometen a mantenerse recíprocamente informadas, tanto de 
los avances científico-técnicos alcanzados, como de cualquier otro resultado que sea 
relevante para la consecución del buen fin del Proyecto.
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2. Asimismo, cada una de las partes se compromete a no difundir, bajo ningún 
aspecto, las informaciones científicas, técnicas o comerciales pertenecientes a la otra 
parte a las que haya podido tener acceso en el desarrollo de las actuaciones realizadas 
al amparo del presente Convenio, incluido todo el personal participante en los trabajos 
objeto del mismo, salvo que:

a) La información recibida sea de dominio público.
b) La parte receptora pueda demostrar que conocía previamente la información 

recibida.
c) La parte receptora adquiriese esta información de un tercero sin compromiso de 

confidencialidad.

3. Los datos e informes obtenidos durante la realización del Proyecto, así como los 
resultados finales, tendrán carácter confidencial. Cuando una de las partes desee utilizar 
los resultados parciales o finales, en parte o en su totalidad, para su publicación como 
artículo, conferencia, etc. deberá solicitar la conformidad de la otra parte por escrito, 
mediante cualquier medio válido en derecho que permita acreditar su recepción por el 
responsable de cada una en el seguimiento del Proyecto.

La otra parte deberá responder en un plazo máximo de treinta días, comunicando su 
autorización, sus reservas o su disconformidad sobre la información contenida en el 
artículo o conferencia. Transcurrido dicho plazo sin obtener respuesta, se entenderá que 
el silencio es la tácita autorización para su difusión.

Como principio general de entendimiento, se estimará que no podrá ser difundida, ni 
presentada a público conocimiento, ninguna información que pudiera menoscabar los 
derechos de propiedad intelectual o industrial, incluida aquella que se decida proteger 
como secreto empresarial, que se deriven de la investigación común. Por ello, aquellos 
resultados que, no siendo en sí mismos objeto de patente u otra forma de protección, 
pudieran inhabilitar, por su publicación o difusión, el reconocimiento de propiedad sobre 
una obra, proceso, producto o modelo de utilidad, deberán ser considerados como 
materia reservada y no difundible.

4. Sin perjuicio de lo anteriormente establecido, la parte que reciba información 
confidencial de la otra podrá revelarla cuando tal revelación obedezca a un requerimiento 
o petición formal por parte de una autoridad judicial o cualquier otra autoridad 
gubernamental, siempre que previamente se le haya notificado tal petición a la parte que 
la haya revelado y se le haya dado a la misma (de ser posible) la oportunidad de 
oponerse a la necesidad de dicha revelación y/o se le haya permitido solicitar una orden 
protectora o medida cautelar al objeto de que la Información Confidencial revelada en 
virtud de esa petición se utilice única y exclusivamente para el objeto que se dictó en 
dicho requerimiento legal.

5. Las partes se comprometen a que todo su personal conozca y observe el 
compromiso de confidencialidad regulado por esta cláusula.

Sexta. Conocimientos previos de las partes.

Cada parte seguirá siendo propietaria de los Conocimientos Previos aportados al 
Proyecto. En virtud del presente Convenio no se entienden cedidos a la otra parte 
ninguno de los Conocimientos Previos aportados al Proyecto (se entiende por 
Conocimientos Previos todo dato, conocimiento técnico o información, cualquiera que 
sea su forma o naturaleza, tangible –a título de ejemplo, material biológico o químico– o 
intangible, incluido todo derecho, como los derechos de propiedad industrial e intelectual 
perteneciente a alguna de las partes con anterioridad a la entrada en vigor del Convenio 
y que sea necesario para la ejecución del Proyecto o para la explotación de sus 
resultados).

Cada una de las partes concede a la otra una licencia no exclusiva de uso de los 
Conocimientos Previos únicamente para llevar a cabo tareas de investigación en el 
marco del presente Convenio.
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Séptima. Propiedad de los resultados.

1. En el supuesto de que la actividad, investigadora o de otro tipo, desarrollada como 
consecuencia de la presente colaboración produjese resultados susceptibles de 
protección mediante patentes u otras formas de propiedad industrial o intelectual, la 
titularidad de las mismas corresponderá a las entidades firmantes del Convenio en 
proporción a su participación directa en la obtención del resultado, para lo que se tendrá 
en cuenta además lo previsto en el Plan de Trabajo y en la cláusula cuarta de este 
Convenio.

Los resultados del Proyecto objeto del presente Convenio, o partes del mismo que 
pudieran tener consideración independiente, serán propiedad de la entidad o entidades 
que lo hayan generado expresamente.

En cuanto a las distintas técnicas y metodologías de investigación, desarrolladas en 
el transcurso del Proyecto y como consecuencia del mismo, quedarán a libre disposición 
de las entidades participantes para su uso y empleo, con carácter general, en nuevas 
investigaciones.

En todo caso, cuando los resultados del Proyecto sean un medicamento o un 
producto sanitario, o productos intermedios para su ulterior transformación industrial en 
medicamentos o productos sanitarios, o los equipamientos, modelos, prototipos, 
sistemas o ingenierías de proceso necesarios para su desarrollo, que responda a 
necesidades derivadas de la emergencia sanitaria ocasionada por el coronavirus SARS-
CoV-2 y existan dificultades en la escalada y producción de los mismos, que puedan 
desembocar en situaciones de escasez de existencias para satisfacer la demanda 
interna será necesario concluir mecanismos de colaboración público-privada con objeto 
de superar estos obstáculos, de acuerdo con las reglas establecidas en la disposición 
adicional quinta del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo.

2. Obedeciendo al carácter de las entidades firmantes y al objeto de este Convenio, 
en la utilización de los resultados, parciales o finales, susceptibles de ser explotados 
comercialmente, las entidades participantes ostentarán el derecho de uso y explotación 
comercial, bien directamente o a través de terceros, en un marco de salvaguarda de los 
intereses de cada una de las partes, asegurándose que no se ocasionan daños o 
perjuicios mutuamente. Este marco de salvaguarda se establecerá entre ambas partes, 
que se comprometen a suscribir un contrato de cotitularidad en virtud del cual se 
establecerá entre las partes los porcentajes de titularidad de la patente u otros títulos de 
protección que se soliciten, la asunción de costes de solicitud, extensión internacional y 
mantenimiento de dichos títulos, la toma de decisiones con respecto a los contactos y 
negociaciones de contratos de licencia o colaboración con terceras partes relacionados 
con dichos títulos, el reparto de los potenciales ingresos generado por dichos contratos, 
así como cualesquiera otros aspectos referidos al marco de protección explotación de los 
resultados que considerasen de interés.

3. Tanto en publicaciones, como en patentes y otros títulos de propiedad industrial e 
intelectual, se respetará siempre la mención a los autores de las investigaciones que, en 
estas últimas, figurarán en calidad de inventores o autores intelectuales.

Octava. Vigencia.

De conformidad con el artículo 39.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, el presente Convenio se perfecciona y desplegará efectos desde el momento 
de su firma. Una vez firmado será objeto de inscripción en el Registro Electrónico estatal 
de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal y de publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado».

El presente Convenio tendrá una duración de un año, como plazo máximo para la 
ejecución del Proyecto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.1.a) y el 34.2 
de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en la 
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redacción dada por la por la disposición final 1.1 del Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de 
febrero, de medidas urgentes en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la 
Universidad.

En el caso de que no se hubiesen alcanzado los resultados previstos en el plazo 
establecido, y las partes considerasen oportuna su continuación, la citada duración podrá 
prorrogarse con anterioridad a la fecha de su finalización por un periodo no superior a 
otro año adicional, mediante acuerdo expreso y por escrito de las partes formalizado en 
una adenda.

Esta prórroga, así como cualquier eventual modificación al Convenio, deberá ser 
comunicada al Registro citado en el párrafo primero de la presente cláusula, en 
consonancia con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), además 
de cumplir con los restantes trámites preceptivos contemplados en ésta para su firma y 
eficacia.

En todo caso, aun cuando se produzca la finalización de la vigencia del Convenio, las 
partes mantendrán las obligaciones de información recíproca de los avances y 
resultados del Proyecto y de confidencialidad de la información y de los resultados, así 
como las relativas a la propiedad de tales resultados.

Novena. Modificación.

El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo acuerdo de las partes. La 
modificación se efectuará mediante la suscripción de la oportuna adenda al Convenio y 
siempre dentro del plazo de vigencia del mismo.

Décima. Extinción.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 51.1 de la LRJSP, este Convenio se 
extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir 
en alguna de las siguientes causas de resolución, según lo establecido en el apartado 2 
del mismo artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula cuarta (apartado tercero, 
segundo párrafo):

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de las partes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a los 
responsables del mecanismo de seguimiento regulado en la cláusula decimotercera.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la 
parte que lo dirigió notificará a la otra la concurrencia de la causa de resolución y se 
entenderá resuelto el Convenio. La resolución del Convenio por esta causa podrá 
conllevar la indemnización de los perjuicios causados en su caso.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en alguna Ley.

En el supuesto de que este Convenio se diera por resuelto antes del plazo previsto 
para su finalización, las partes se entregarán un Informe con toda la documentación 
elaborada hasta la fecha en que se dé por resuelto el Convenio, en virtud de este 
supuesto, siempre que, en su caso, se hayan abonado las contribuciones 
correspondientes a las investigaciones realizadas hasta el momento de la resolución.

En caso de que existiesen actuaciones en curso de ejecución, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 52.3 de la LRJSP, se podrá acordar la continuación y finalización 
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de éstas en un plazo improrrogable, transcurrido el cual el Convenio deberá liquidarse. 
Dicho plazo se fijaría por las partes cuando se resolviera el Convenio.

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de la LRJSP en relación con 
los efectos de la resolución de los Convenios, a lo que las partes firmantes quedan 
sometidas en lo que les sea de aplicación.

Undécima. Naturaleza jurídica y resolución de controversias.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, quedando sujeto a lo 
establecido en el capítulo VI del título preliminar de la LRJSP. Asimismo, este documento 
se ajusta a lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la mencionada ley, aplicándose lo 
previsto en el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

Las partes se comprometen a resolver de manera amistosa, o a través del 
mecanismo de seguimiento, cualquier desacuerdo que pudiera surgir en el desarrollo de 
este Convenio. En caso de no resolverse por las partes, dicha controversia podrá ser 
resuelta por los Tribunales competentes del orden jurisdiccional de lo contencioso-
administrativo.

No obstante lo anterior, en el exclusivo caso en que se formulen demandas en las 
que se ejerciten acciones relativas a propiedad industrial y propiedad intelectual su 
conocimiento recaerá en los Juzgados de lo Mercantil, de conformidad con los 
artículos 22 y 86 ter de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, siendo 
el orden contencioso-administrativo el competente para resolver cualquier otra cuestión 
referente al contenido del Convenio.

Duodécima. Protección de datos.

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD), 
aplicable desde el 25 de mayo de 2018, las partes hacen constar de manera expresa 
que se abstendrán de cualquier tipo de tratamiento de los datos personales de que 
dispongan como consecuencia de este Convenio, exceptuando aquel que sea 
estrictamente necesario para las finalidades del mismo. En este sentido se 
comprometen, especialmente, a no ceder a terceros los datos mencionados o los 
archivos que los contengan, así como a guardar estricta confidencialidad sobre los 
mismos. Asimismo, las partes quedan sometidas a lo dispuesto en la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, y demás normativa aplicable en materia de protección de datos.

Decimotercera. Mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del Convenio.

Los responsables del Proyecto previstos en el apartado segundo de la cláusula 
segunda, constituirán entre ellos el mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del 
presente Convenio.

Entre sus cometidos estará el de consensuar la solución de los problemas que 
puedan ir surgiendo respecto al modo de actuar en el desarrollo del Proyecto, debiendo 
resolver los problemas de interpretación y aplicación de los términos de este Convenio, 
mediante el seguimiento y control de su ejecución e incidencias. Asimismo, ejercerán las 
funciones que el capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, atribuye a dicho mecanismo en relación a los incumplimientos, extinción 
y resolución del Convenio.

En caso de que los citados responsables del Proyecto no llegasen a soluciones 
compartidas, habrán de acudir a sus correspondientes órganos directivos superiores a fin 
de que, en calidad de mecanismo de seguimiento, arbitren las que de mutuo acuerdo 
consideren más convenientes al Proyecto y mejor se adapten con lo previsto en el 
presente instrumento jurídico.
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Por parte del CSIC el órgano directivo será la Vicepresidencia de Investigación 
Científica y Técnica (VICYT) y por parte de la Universidad de Córdoba será el Rector 
Magnífico de la Universidad de Córdoba (UCO).

Y en prueba de conformidad, firman electrónicamente el presente Convenio, 
constando como fecha de suscripción la última realizada.–La Vicepresidenta de 
Organización y Relaciones Institucionales del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, M.P., Rosina López-Alonso Fandiño.–El Rector Magnífico de la Universidad 
de Córdoba, José Carlos Gómez Villamandos.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
10543 Resolución de 28 de agosto de 2020, de la Presidencia de la Agencia Estatal 

Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., por la que se publica el 
Convenio con la Consellería de Sanidad de la Xunta de Galicia, E.P.E. Augas 
de Galicia, la Universidad de Vigo, Geseco Aguas, SA, y SA, de Obras y 
Servicios Copasa, para la realización conjunta del proyecto de I+D+i 
«Detección de SARS-CoV-2 en estaciones depuradoras de aguas residuales 
y dominio público hidráulico a través de bioindicadores marinos».

Suscrito el Convenio el 21 de julio de 2020, y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 8 del artículo 48 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho 
Convenio, que figura como anexo de esta resolución.

Madrid, 28 de agosto de 2020.–La Presidenta del Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.

ANEXO

Convenio entre el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P. y la Xunta 
de Galicia a través de la Consellería de Sanidad y E.P.E. Augas de Galicia, la 

Universidad de Vigo, Geseco Aguas, S.A. y S.A. de Obras y Servicios Copasa, para 
la realización conjunta del proyecto de I+D+i «Detección de SARS-CoV-2 en 

estaciones depuradoras de aguas residuales y dominio público hidráulico a través 
de bioindicadores marinos»

21 de julio de 2020.

INTERVIENEN

De una parte, doña Rosina López-Alonso Fandiño, en su condición de vicepresidenta 
de Organización y Relaciones Institucionales del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, M.P. (CSIC), nombrada por Acuerdo del Consejo Rector del CSIC, en su 
reunión de 28 de noviembre de 2019 (BOE de 18 de diciembre de 2019. Res. 
Presidencia CSIC de 13 de diciembre de 2019, por el que se resuelve convocatoria de 
libre designación), actuando en nombre y representación de esta institución en virtud de 
las competencias que tiene delegadas por resolución de 20 de abril de 2017 de la 
Presidencia del CSIC (BOE de 23 de mayo siguiente). Organismo con sede central y 
domicilio institucional en Madrid, calle de Serrano 117, CP 28006 y NIF Q-2818002-D.

De otra, doña Ethel María Vázquez Mourelle, conselleira de Infraestructuras y 
Movilidad, nombrada por el Decreto 95/2018, de 26 de septiembre, en nombre y 
representación de la entidad pública empresarial Augas de Galicia, en su condición de 
presidenta de la entidad, en el ejercicio de las funciones atribuidas por los artículos 13 de 
la Ley 9/2010, de 4 de noviembre, de aguas de Galicia, y 6 del Estatuto de la entidad 
pública empresarial Augas de Galicia, aprobado por el Decreto 32/2012, de 12 de enero.

De otra, don Jesús Vázquez Almuiña, conselleiro de Sanidad, nombrado por el 
Decreto 125/2015, de 4 de octubre, en nombre y representación de la Consellería de 
Sanidad de la Xunta de Galicia, en virtud de las facultades atribuidas en el artículo 34 de 
la Ley 1/1983, de 23 de febrero, reguladora de la Xunta y de su Presidencia, modificada 
por la Ley 11/1988, de 20 de octubre, y por la Ley 12/2007, de 17 de julio, de 
conformidad con el Decreto 136/2019, de 10 de octubre, por el que se establece la 
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estructura orgánica de la Consellería de Sanidad, así como en lo establecido en 
la Ley 1/2016, de 18 de enero, de transparencia y buen gobierno de Galicia, y en la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público.

De otra, don Manuel Joaquín Reigosa Roger, rector de la Universidad de Vigo, 
nombrado según el Decreto de la Comunidad Autónoma de Galicia 59/2018, del 31 de 
mayo, publicado en el «Diario Oficial de Galicia» (DOG) núm. 109, do 8 de junio de 2018, 
de acuerdo con las competencias que le otorga el artículo 20 de la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades, y el artículo 29 de los Estatutos de la 
Universidad de Vigo, aprobados por el Decreto 13/2019, de 24 de enero, y publicados en 
el DOG núm. 38, de 22 de febrero de 2019. Con dirección en el Edificio Exeria, campus 
universitario, 36310 Vigo; que otorgan al rector la facultad para firmar convenios en 
nombre de la Universidad de Vigo.

De otra, don Alfredo Blanco López, en su condición de Consejero Delegado actuando 
en nombre y representación de Geseco Aguas, S.A., en virtud de la resolución del 
consejo de administración del 9 de julio de 2018, y en el ejercicio de las facultades que le 
confiere el consejo de administración actuando en forma solidaria según acuerdo del 
consejo de administración incluida en la escritura de elevación a público de acuerdos 
sociales. Entidad con sede en Avenida das Teixugeiras, número 13, Portal 4, Oficina 5, 
36212 Vigo (Pontevedra) y CIF A-36.994.309.

Y de otra, don José Luis González Gago, en su condición de Director de División 
Obra Civil II actuando en nombre y representación de S.A. de obras y servicios copasa, y 
en el ejercicio de las facultades que le confiere el poder con número de escritura 789 
de 10/05/2006 inscrita en el registro mercantil de Ourense tomo 676, libro 0, folio 74, 
hoja OR-2282, inscripción 63 en fecha 3/6/2006, entidad con sede central en Ourense y 
domicilio social en Rúa do Paseo, 25, 32003 Ourense y CIF A-32.015.844.

El Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., la Xunta de Galicia a través 
de la Consellería de Sanidad y la entidad pública empresarial Augas de Galicia, la 
Universidad de Vigo, Geseco Aguas, S.A. y S.A. de obras y servicios copasa, en 
adelante denominadas conjuntamente «las partes» o «entidades participantes», declaran 
hallarse debidamente facultadas y con la capacidad necesaria para obligarse en los 
términos del presente Convenio, a cuyo efecto

EXPONEN

1. Que el CSIC es un Organismo Público de Investigación, adscrito al Ministerio de 
Ciencia e Innovación a través de la Secretaría General de Investigación. Su objetivo 
fundamental es desarrollar y promover investigaciones en beneficio del progreso 
científico y tecnológico, para lo cual está abierta a la colaboración con entidades 
españolas y extranjeras. Según su Estatuto (artículo 4), tiene como misión el fomento, la 
coordinación, el desarrollo y la difusión de la investigación científica y tecnológica, de 
carácter pluridisciplinar, con el fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo 
económico, social y cultural, así como a la formación de personal y al asesoramiento a 
entidades públicas y privadas en esta materia.

El Instituto de Investigaciones Marinas es un instituto de investigación propio 
del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área Global Vida, cuya 
finalidad principal es llevar a cabo investigaciones científicas y desarrollos tecnológicos 
en el campo de las ciencias marinas.

Los investigadores del grupo de inmunología y genómica (Dres. Beatriz Novoa 
García y Antonio Figueras Huerta) y del grupo de Bioingeniería de procesos (Dres. Irene 
Otero-Muras y Antonio A. Alonso) cuentan con gran experiencia en el campo de análisis 
y detección de virus, por una parte, y en modelado y simulación de sistemas biológicos.

2. Que la entidad pública Augas de Galicia, entidad creada por la Ley 9/2010, de 4 
de noviembre, de aguas de Galicia y regulada por el Decreto 32/2012, de 12 de enero, 
por el que se aprueba su estatuto es una entidad pública empresarial del sector público 
autonómico de Galicia, adscrita a la Consellería de Infraestructuras y Movilidad, con 
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personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus 
fines, y constituye el medio, junto con el resto de órganos que integran la Administración 
hidráulica de Galicia, a través del cual la Comunidad Autónoma de Galicia ejerce sus 
competencias en materia de aguas y obras hidráulicas.

Augas de Galicia tiene competencias para adoptar medidas de protección de los 
recursos hídricos y de los ecosistemas acuáticos y le corresponden, como organismo de 
cuenca, las funciones de administración y control del dominio público hidráulico, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 9/2010, de 4 de noviembre, de aguas de Galicia y en 
el Texto refundido de la Ley de aguas, aprobado por el Real decreto legislativo 1/2001, 
de 20 de julio. En el ámbito del saneamiento y la depuración, le corresponde la 
ordenación de los servicios de saneamiento en alta entre otras.

3. Que la Ley 14/1986, de 25 de abril, general de sanidad obliga a las 
administraciones públicas sanitarias a orientar sus actuaciones prioritariamente a la 
promoción de la salud y a la prevención de las enfermedades. La misma ley indica que 
las actividades y productos que, directa o indirectamente, puedan tener consecuencias 
negativas para la salud sean sometidos al control de las administraciones públicas.

Por otra parte, la Ley 8/2008, de 10 de julio, de salud de Galicia, en su artículo 49 
configura a la Salud Pública como prestación sanitaria y, como tal, determina su 
contenido, que abarca desde la medición del nivel de salud de la población y la 
identificación de los problemas y riesgos para la salud, la investigación de las causas o 
determinantes de los problemas de salud que afectan a la población a través del 
establecimiento de los registros y análisis de datos que, respetando la normativa en 
materia de protección de datos personales, permitan analizar y conocer las situaciones 
que tienen influencias sobre la salud, incluyendo el ámbito laboral. En los registros que 
se elaboren, se tendrán en cuenta especialmente los casos de violencia de género, 
maltrato infantil y cualquier otra manifestación de violencia, incluyendo en las encuestas 
de salud indicadores sobre esta materia, los estudios epidemiológicos, la prevención y 
control de enfermedades, o la comunicación a la población de la información sobre su 
salud y de los determinantes principales que le afectan. Se promoverá la cultura sanitaria 
entre la población, hasta la prevención de los riesgos para la salud en casos de 
catástrofes medioambientales.

De conformidad con el Decreto 136/2019, de 10 de octubre, por el que se establece 
la estructura orgánica de la Consellería de Sanidad, dicha Consellería «es el órgano de 
la Administración autonómica responsable de la superior dirección y control de la 
ejecución de la política de la Xunta de Galicia en materia de salud, planificación y 
asistencia sanitaria y farmacéutica, así como el ejercicio de las competencias de la Xunta 
de Galicia para asegurar a la ciudadanía el derecho a la protección de la salud».

Dentro de la Consellería de Sanidad, corresponde a La Dirección General de Salud 
Pública la promoción y protección colectiva de la salud de la población gallega y el 
desarrollo de programas sanitarios en materia de salud pública.

Su misión es la mejora de la salud de la población gallega desde una perspectiva 
comunitaria. Para ello, identifica peligros para la salud, los problemas de salud y las 
poblaciones más susceptibles; evalúa los riesgos asociados a los peligros y los 
problemas de salud identificados; vigila y monitoriza los peligros, los riesgos y 
los problemas de salud que afectan a la población gallega y, de acuerdo con las políticas 
de salud de la Comunidad Autónoma de Galicia, propone, planifica y, si procede, 
desarrolla programas y actuaciones para controlar los riesgos de enfermar o morir 
prematuramente. Asimismo, llevará a cabo la evaluación del sistema sanitario y el 
abordaje de la protección radiológica, así como ejercer la Secretaría de la Comisión 
Gallega de Laboratorios y ejercer el control oficial en aquellos que realicen análisis 
relacionados con la seguridad alimentaria y la sanidad ambiental.

4. Que la Universidad de Vigo es una entidad de derecho público que tiene como 
fines prioritarios el fomento de la investigación y la innovación, así como la transferencia 
a la sociedad. Para el cumplimiento de estos fines, la Universidad de Vigo mantiene 
relaciones con centros de investigación y con instituciones culturales y sociales y 
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promueve la celebración de convenios de investigación y transferencia tecnológica y de 
conocimiento con entidades y organismos públicos y privados, así como de trabajos de 
carácter científico, técnico, artístico o docente.

5. Que Geseco Aguas, S.A. y S.A. de Obras y Servicio Copasa son compañías 
mercantiles y pertenecientes al mismo grupo empresarial, que cuentan entre sus 
funciones las de promoción, gestión y explotación de toda clase de concesiones 
administrativas.

Que ambas compañías cuentan con gran experiencia y conocimientos en el campo 
de explotación, mantenimiento y conservación de estaciones depuradoras de aguas 
residuales y redes de colectores, contando para ello con personal altamente cualificado 
para las labores tanto de control y supervisión del proceso depurativo, como de 
mantenimiento de las instalaciones. Dentro de la responsabilidad social corporativa del 
grupo se encuentra dar respuesta a la demanda de la sociedad. Para cumplir esa 
necesidad ha desarrollado e ideado este proyecto. La aportación de ambas compañías 
en este proyecto será la aportación del conocimiento y experiencia en el sector de las 
aguas residuales, aportación de técnicos para la elección de muestreo en campo y 
elaboración de informes técnicos

6. Que, considerando que las líneas de trabajo e investigación indicadas en los 
expositivos anteriores son complementarias y ofrecen la posibilidad de desarrollar 
avances interdisciplinares de impacto en la materia, el CSIC, la Xunta de Galicia a través 
de la Consellería de Sanidad y la E.P.E. Augas de Galicia, la Universidad de Vigo, 
Geseco Aguas, S.A. y S.A. de obras y servicios copasa están interesadas en colaborar 
mutuamente para llevar a cabo investigaciones sobre la presencia de virus SARS-CoV-2 
mediante análisis en redes de saneamiento, estaciones depuradoras y dominio público 
hidráulico.

7. Que la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
regula en su artículo 34 la posibilidad de que los agentes públicos de financiación o 
ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidas las 
administraciones públicas, las universidades públicas, los organismos públicos de 
investigación de la Administración General del Estado, los consorcios y fundaciones 
participadas por las administraciones públicas, los organismos de investigación de otras 
administraciones públicas y los centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, 
puedan suscribir convenios administrativos entre ellos o con agentes privados que 
realicen actividades de investigación científica y técnica, nacionales, supranacionales o 
extranjeros, para la realización conjunta de, entre otras, las siguientes actividades:

a) Proyectos y actuaciones de investigación científica, desarrollo e innovación.
c) Financiación de proyectos científico-técnicos singulares.
f) Uso compartido de inmuebles, de instalaciones y de medios materiales para el 

desarrollo de actividades de investigación científica, desarrollo e innovación.

Por su parte, el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
ha establecido un régimen especial de tramitación y entrada en vigor de los convenios 
relacionados con el COVID-19, al que se sujeta el presente Convenio.

8. Que, en atención a todo lo expuesto, se estima necesaria y justificada la 
suscripción de un convenio que suponga la puesta en común, distribución y utilización 
conjunta y/o coordinada de medios, servicios y recursos pertenecientes a cada una de 
las entidades participantes y su ordenación para un fin compartido, bajo las premisas de 
interdisciplinariedad y eficiencia en la gestión de los recursos.
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Por lo anteriormente expuesto, los intervinientes acuerdan la suscripción de este 
convenio para la realización conjunta de un proyecto de investigación, que se regirá por 
las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.

El objeto de este convenio es establecer la colaboración científico-técnica entre el 
CSIC, a través del Instituto de Investigaciones Marinas, la Xunta de Galicia a través de la 
Consellería de Sanidad y la entidad pública empresarial Augas de Galicia, la Universidad 
de Vigo, la mercantil Geseco Aguas, S.A. y la mercantil S.A. de obras y servicios copasa, 
en la realización conjunta del proyecto de I+D+i «Detección de SARS-CoV-2 en redes de 
saneamiento, en estaciones depuradoras de aguas residuales y en el dominio público 
hidráulico a través de bioindicadores marinos», consistente en las investigaciones 
necesarias para determinar la presencia de virus mediante análisis en las aguas 
residuales en plantas depuradoras y a través de bioindicadores marinos; en función de 
los resultados de los análisis se podrá estimar la carga viral y la infectividad del virus, así 
como hacer una modelización de la evolución de la enfermedad, en los términos 
establecidos por las partes en el Plan de Trabajo que éstas acuerden y al que se hace 
referencia en la cláusula segunda.

En particular, el convenio regula los compromisos de las partes para la ejecución 
conjunta del proyecto, incluyendo la organización del trabajo, la gestión y justificación del 
proyecto, los derechos y obligaciones de las partes, la distribución de los fondos y la 
titularidad de los resultados, así como la responsabilidad y la resolución de los posibles 
conflictos.

Segunda. Obligaciones de las partes.

1. La realización de las tareas objeto del proyecto se detalla en un plan de trabajo, 
obligándose cada una de las partes a aportar e implementar los medios técnicos, 
humanos y materiales necesarios para la adecuada consecución de los objetivos 
propuestos y asumiendo las siguientes obligaciones generales:

– Desarrollar las tareas previstas en el plan de trabajo de acuerdo con la 
metodología, el cronograma y los plazos que en el mismo se detallen.

– Entregar al resto de entidades participantes cuanta información sea necesaria para 
el correcto desarrollo de las diferentes actividades de I+D+i.

– Comunicar con celeridad al resto de participantes, sirviéndose si fuese preciso del 
mecanismo de seguimiento, cualquier información importante, hecho, problema o retraso 
que pueda afectar adversamente al proyecto. Asimismo, las partes proporcionarán sin 
demora toda la información que el mecanismo de seguimiento requiera razonablemente 
para llevar a cabo sus tareas.

– Facilitar los medios y las infraestructuras necesarias para la realización de los 
ensayos y/o trabajos según la planificación prevista.

– Elaborar los informes y entregables generados durante la evolución de las 
investigaciones realizadas en los plazos y forma que se describan en el Plan de Trabajo.

– Garantizar la protección de los resultados de la investigación y promover la 
difusión que, en su caso, proceda.

2. Se nombran seis responsables que coordinarán el desarrollo del proyecto.

– Por parte del CSIC/Instituto de Investigaciones Marinas, el Investigador 
responsable del proyecto.

– Por parte de E.P.E. Augas de Galicia, la persona titular de la Gerencia de Augas 
de Galicia.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 243 Viernes 11 de septiembre de 2020 Sec. III.   Pág. 76721

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
10

54
3

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

173



– Por parte de la Xunta de Galicia/Consellería de Sanidad, la persona titular de la 
Subdirección General de Programas de Control de Riesgos Ambientales para la Salud.

– Por parte de la Universidad de Vigo, el Grupo de Investigación BiotecnIA del 
Departamento de Ingeniería Química.

– Por parte de la Geseco aguas, S.A., el jefe de grupo del departamento de 
mantenimiento y explotación de servicios hidráulicos.

– Por parte de S.A. de obras y servicios copasa, la persona titular de la Dirección de 
División Obra Civil II.

Tercera. Desarrollo de los trabajos de investigación.

1. Cada una de las partes desarrollará en su propia sede e instalaciones los 
trabajos de investigación que le corresponda.

No obstante, podrá autorizarse el desplazamiento esporádico o no permanente de 
personal de una de ellas a la sede o instalaciones de otra, siempre que forme parte del 
equipo de investigación o de trabajo del proyecto y cuando así lo aconseje o exija su 
buen fin, lo que se formalizará mediante las autorizaciones de estancia, comisiones de 
servicio u otras que procedan conforme a la normativa de cada una de las partes 
implicada.

2. Los responsables del proyecto (identificados en la cláusula segunda del 
convenio) tendrán la obligación de informar a los órganos competentes de la institución a 
la que pertenezcan de las estancias temporales que vayan a realizarse en aplicación de 
este convenio, con el fin de que puedan tramitarse las autorizaciones, comisiones de 
servicios y demás actuaciones que procedan, así como verificar y controlar el 
cumplimiento de las obligaciones que se recogen en el siguiente apartado.

3. El personal de cualquiera de las partes que realice sus actividades mediante una 
estancia temporal en las instalaciones de la otra:

− Mantendrá siempre su independencia orgánica y funcional respecto de la entidad 
participante en cuyas instalaciones realice la estancia, sin que en modo alguno pueda 
adquirir derechos laborales, salariales o de índole análoga respecto de dicha entidad por 
tal hecho ni por la colaboración conjunta que implica el objeto de este convenio. La 
independencia funcional no impedirá la correcta organización en la asignación de tareas 
y en la forma de llevarlas a cabo por parte de quienes sean los responsables y los 
ejecutores del proyecto según la jerarquía que se establezca y las necesidades de cada 
momento.

– Deberá estar en situación de alta en algún régimen público de Seguridad Social o 
asimilado, y contará con un seguro de responsabilidad civil (o mecanismo de 
responsabilidad por daños equivalente) y cualquier otro que pudiera ser preciso en 
atención a la naturaleza y riesgos de las tareas a desarrollar, según la normativa vigente 
al respecto. Las obligaciones anteriores serán por cuenta de la parte a la que, en cada 
caso, pertenezca el citado personal, quedando exonerada la parte que acoge al personal 
en estancia temporal de cualquier responsabilidad –sea cual fuere su naturaleza– que 
pudiera derivarse de la actividad que realice el citado personal en sus instalaciones.

− Cumplirá con las indicaciones en materia de prevención de riesgos laborales que 
se le realicen, para lo cual las entidades participantes serán responsables del 
cumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos laborales en relación 
con la estancia temporal y, en concreto, del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, en materia de coordinación de actividades empresariales.

− Deberá respetar, además, mientras dure la estancia temporal las normas internas 
sobre uso de instalaciones y equipamientos, horarios, trámites procedimentales, etc.
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Cuarta. Presupuesto del proyecto, distribución de fondos y ejecución.

1. El coste total estimado para llevar a cabo el Proyecto de forma conjunta se valora 
económicamente en un total de sesenta y nueve mil cuatrocientos quince euros con 
cincuenta y ocho céntimos (69.415,58 €) de los cuales 3.265,58 euros representan la 
participación de Geseco Aguas, SA, 11.925 euros representan la participación del CSIC al 
proyecto, 3.225 euros representan la participación de la Universidad de Vigo, 18.000 euros 
representan la participación de EPE Aguas de Galicia, 18.000 euros representan la 
participación de la Consellería de Sanidad-Xunta de Galicia, y 15.000 euros representan 
la participación de Copasa, conforme a los siguientes cuadros estimativos de aportaciones:

Aportaciones económicas Geseco Aguas, S.A.
(Importes en €)

Aportación total para 3 
meses

Gastos marginales. 0

Costes de personal. 3.265,58

Viajes. 0

Otros gastos. 0

  Total. 3.265,58

Aportaciones económicas EPE Aguas de Galicia
(Importes en €)

Aportación total para 3 
meses

Gastos marginales de EPE Aguas de Galicia aportados a Geseco 
Aguas, S.A. 18.000

Costes de personal. 0

Viajes. 0

Otros gastos. 0

  Total. 18.000

Aportaciones económicas Consellería de Sanidad-Xunta de Galicia
(Importes en €)

Aportación total para 3 
meses

Gastos marginales de Consellería de Sanidad aportados a Geseco 
Aguas, S.A. 18.000

Costes de personal. 0

Viajes. 0

Otros gastos. 0

  Total. 18.000

Aportaciones económicas copasa
(Importes en €)

Aportación total para 3 
meses

Gastos marginales de CopaSa aportados a Geseco Aguas SA. 15.000

Costes de personal. 0

Viajes. 0

Otros gastos. 0

  Total. 15.000
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Aportaciones económicas Universidad de Vigo
(Importes en €)

Aportación total para 3 
meses

Gastos marginales. 0

Costes de personal. 3.225

Viajes. 0

Otros gastos. 0

  Total. 3.225

Aportaciones económicas CSIC
(Importes en €)

Aportación total para 3 
meses

Gastos marginales. 0

Costes de personal. 11.925

Viajes. 0

Otros gastos. 0

  Total. 11.925

2. Estas valoraciones económicas son equilibradas y no representan 
contraprestaciones económicas.

Las únicas aportaciones económicas derivadas de este Convenio, se desglosan en:

a) Las aportaciones de Augas de Galicia se realizan con cargo a la cuenta 
financiera 6232, estudios y trabajos técnicos. El pago se realizará una vez que por parte 
de los responsables que coordinan el desarrollo del proyecto se emita informe 
justificativo definitivo del cumplimiento de los objetivos del Convenio. El pago se 
ordenará a favor de GESECO AGUAS S.A., por la compra de material fungible, en cuya 
compra colabora Augas de Galicia, a estos efectos, en el informe justificativo deberá 
indicarse el número de cuenta para realizar el pago e incluirse la justificación del pago de 
las compras de material efectivamente realizadas. La cantidad máxima destinada por 
Augas de Galicia para la compra de material fungible que no superará 18.000 € se 
desglosa en las siguientes partidas:

Partida Descripción.

1. Material fungible para análisis de parámetros físico-químicos en las muestras de 
agua.

2. Determinación y análisis de sustancias orgánicas de control.
3. Kits de extracción de RNA.
4. Reactivos de retro-transcripción (retrotranscriptasa, buffer, DNASA).
5. Reactivos de PCR cuantitativa (taqpolimerasa, nucleótidos).
6. Material plástico de laboratorio (tubos libres de RNAasas, puntas con filtro, 

placas de PCR…) seleccionado para análisis de ARN.
7. Material fungible y de protección de laboratorio.
8. Otro material fungible de laboratorio y reactivos.

Se realizarán durante el desarrollo del proyecto 180 tomas de muestras para realizar 
su posterior análisis, los puntos de toma de muestra serán entrada, salida decantador, 
salida después de desinfección, fango espesado, agua del punto de vertido y 
bioindicadores salvajes o de acuicultura.

b) La aportación de la Consellería de Sanidad a la realización de la actividad 
conveniada ascenderá a un total de 18.000 € que se harán efectivos contra la aplicación 
presupuestaria 1202.413A.628.3, de los presupuestos generales de la Comunidad 
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Autónoma de Galicia, en la que existe crédito adecuado y suficiente. El pago se ordenará 
a favor de Geseco Aguas S.A., por la compra de material, a estos efectos, en el informe 
justificativo deberá indicarse el número de cuenta para realizar el pago e incluirse la 
justificación del pago de las compras de material efectivamente realizadas. Dicho importe 
se destinará a la adquisición del siguiente material inventariable:

Partida Descripción.

1. Sistema de toma de muestras en depuradoras de aguas.
2. Celda de separación y concentración de efluentes acuosos por membranas.
3. Centrifuga con rotor oscilante de 4 posiciones para 250 ml.

c) Las aportaciones realizadas por S.A. de Obras y Servicios, Copasa, se realizarán 
en favor de Geseco Aguas S.A. al mismo número de cuenta de la entidad indicado en el 
informe justificativo. Estas aportaciones se desglosan en las siguientes partidas.

Partida Descripción.

1. Toma de muestras en EDAR. Muestreo en entrada, antes y después de 
desinfección, y en línea de lodos. Instalación de sistema de toma muestras con 
integración.

2. Muestreo de agua de mar en punto de vertido de la depuradora.
3. Muestreo de bioindicadores marinos (bivalvos) en zona cercana a punto de 

vertido.
4. Sistema de toma muestras portátil elaborado con bomba peristáltica, 

temporizador, tapa protección, placa aislantes, botonera marcha paro, led de posición.
5. Medida en columna de agua con sonsa YSI (EXO2) de pH/redox/salinidad/

temperatura/oxígeno disuelto/clorofila.
6. Sistema refrigerador de almacenamiento de muestras modelo SE415M21XB 

COOLER o similar.
7. Bombas peristálticas para manejo de fluidos en la fase de prefiltración y 

concentración de muestras.
8. Sistema de filtrado y concentración de muestras.
9. Análisis de parámetros físico-químicos: pH, conductividad, DQO, TOC, nitrógeno, 

fósforo,…
10. Determinación y análisis de biomarcadores en muestras de agua por 

cromatografía.
11. Reactivos y material fungible de laboratorio.
12. Material de seguridad y EPIs para laboratorio.

Las funciones que desempeñan las partes vienen definidas en el plan de trabajo. Por 
su parte, la Universidad de Vigo y el Instituto de Investigaciones Marinas-CSIC realizarán 
el tratamiento y análisis de todas las muestras tomadas siguiendo lo indicado en dicho 
plan de trabajo.

Todos los importes abonados por Copasa, EPE Aguas de Galicia y Consellería de 
Sanidad a Geseco Aguas SA, no incluirá IVA, pues la cantidad no es en concepto de 
contraprestación directa y equivalente a los servicios que prestará, sino que éstos 
carecen de onerosidad al tener como finalidad coadyuvar a la consecución del objeto 
común y a los fines del presente Convenio establecidos en la cláusula primera. En este 
sentido, la ausencia de onerosidad del objeto y actuaciones es clara y patente a la luz de 
los preceptos contenidos en los artículos 4.1 (sujeción de las entregas de bienes y 
prestaciones al impuesto) y 7.8 (no sujeción al impuesto cuando no existe 
contraprestación) de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido.
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Quinta. Confidencialidad de la información y de los resultados.

1. Las partes se comprometen a mantenerse recíprocamente informadas, tanto de 
los avances científico-técnicos alcanzados, como de cualquier otro resultado que sea 
relevante para la consecución del buen fin del proyecto.

2. Asimismo, cada una de las partes se compromete a no difundir, bajo ningún 
aspecto, las informaciones científicas, técnicas o comerciales pertenecientes a las otras 
partes a las que hayan podido tener acceso en el desarrollo de las actuaciones 
realizadas al amparo del presente Convenio, incluido todo el personal participante en los 
trabajos objeto del mismo, salvo que:

a) La información recibida sea de dominio público.
b) La parte receptora pueda demostrar que conocía previamente la información 

recibida.
c) La parte receptora adquiriese esta información de un tercero sin compromiso de 

confidencialidad.

3. Los datos e informes obtenidos durante la realización del proyecto, así como los 
resultados finales, tendrán carácter confidencial. Cuando una de las partes desee utilizar 
los resultados parciales o finales, en parte o en su totalidad, para su publicación como 
artículo, conferencia, etc. deberá solicitar la conformidad de las demás partes por escrito, 
mediante cualquier medio válido en derecho que permita acreditar su recepción por el 
responsable de cada una en el seguimiento del proyecto.

Las partes deberán responder en un plazo máximo de treinta días, comunicando su 
autorización, sus reservas o su disconformidad sobre la información contenida en el 
artículo o conferencia. Transcurrido dicho plazo sin obtener respuesta, se entenderá que 
el silencio es la tácita autorización para su difusión.

Como principio general de entendimiento, se estimará que no podrá ser difundida, ni 
presentada a público conocimiento, ninguna información que pudiera menoscabar los 
derechos de propiedad intelectual o industrial, incluida aquella que se decida proteger 
como secreto empresarial, que se deriven de la investigación común. Por ello, aquellos 
resultados que, no siendo en sí mismos objeto de patente u otra forma de protección, 
pudieran inhabilitar, por su publicación o difusión, el reconocimiento de propiedad sobre 
una obra, proceso, producto o modelo de utilidad, deberán ser considerados como 
materia reservada y no difundible.

4.  Sin perjuicio de lo anteriormente establecido, la parte que reciba información 
confidencial de las otras podrá revelarla cuando tal revelación obedezca a un 
requerimiento o petición formal por parte de una autoridad judicial o cualquier otra 
autoridad gubernamental, siempre que previamente se le haya notificado tal petición a la 
parte que la haya revelado y se le haya dado a la misma (de ser posible) la oportunidad 
de oponerse a la necesidad de dicha revelación y/o se le haya permitido solicitar una 
orden protectora o medida cautelar al objeto de que la información confidencial revelada 
en virtud de esa petición se utilice única y exclusivamente para el objeto que se dictó en 
dicho requerimiento legal.

5. Las partes se comprometen a que todo su personal conozca y observe el 
compromiso de confidencialidad regulado por esta cláusula.

Sexta. Conocimientos previos de las partes.

Cada parte seguirá siendo propietaria de los conocimientos previos aportados al 
proyecto.

En virtud del presente Convenio no se entienden cedidos a la otra parte, ninguno de 
los conocimientos previos aportados al proyecto.

Se entiende por conocimientos previos todo dato, conocimiento técnico o 
información, cualquiera que sea su forma o naturaleza, tangible –a título de ejemplo, 
material biológico o químico– o intangible, incluido todo derecho, como los derechos de 
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propiedad industrial e intelectual perteneciente a alguna de las partes con anterioridad a 
la entrada en vigor del Convenio y que sea necesario para la ejecución del proyecto o 
para la explotación de sus resultados.

Cada una de las partes concede a las otras una licencia no exclusiva de uso de los 
conocimientos previos únicamente para llevar a cabo tareas de investigación en el marco 
de este Convenio.

Séptima. Propiedad de los resultados.

1. En el supuesto de que la actividad, investigadora o de otro tipo, desarrollada 
como consecuencia de la presente colaboración produjese resultados susceptibles de 
protección mediante patentes u otras formas de propiedad industrial o intelectual, la 
titularidad de las mismas corresponderá a las entidades firmantes del Convenio en 
proporción a su participación directa en la obtención del resultado, para lo que se tendrá 
en cuenta además lo previsto en el Plan de Trabajo y en la cláusula cuarta de este 
Convenio.

Los resultados del proyecto objeto del presente Convenio, o partes del mismo que 
pudieran tener consideración independiente, serán propiedad de la entidad o entidades 
que lo hayan generado expresamente.

En cuanto a las distintas técnicas y metodologías de investigación, desarrolladas en 
el transcurso del proyecto y como consecuencia del mismo, quedarán a libre disposición 
de las entidades participantes para su uso y empleo, con carácter general, en nuevas 
investigaciones.

2. Obedeciendo al carácter de las entidades firmantes y al objeto de este Convenio, 
en la utilización de los resultados, parciales o finales, susceptibles de ser explotados 
comercialmente, las entidades participantes ostentarán el derecho de uso y explotación 
comercial, bien directamente o a través de terceros, en un marco de salvaguarda de los 
intereses de cada una de las partes, asegurándose que no se ocasionan daños o 
perjuicios mutuamente. Este marco de salvaguarda se establecerá entre las partes, que 
se comprometen a suscribir un contrato de cotitularidad en virtud del cual se 
establecerán los porcentajes de titularidad de la patente u otros títulos de protección que 
se soliciten, la asunción de costes de solicitud, extensión internacional y mantenimiento 
de dichos títulos, la toma de decisiones con respecto a los contactos y negociaciones de 
contratos de licencia o colaboración con terceras partes relacionados con dichos títulos, 
el reparto de los potenciales ingresos generados por dichos contratos, así como 
cualesquiera otros aspectos referidos al marco de protección de explotación de los 
resultados que considerasen de interés.

3. Tanto en publicaciones, como en patentes y otros títulos de propiedad industrial e 
intelectual, se respetará siempre la mención a los autores de las investigaciones que, en 
estas últimas, figurarán en calidad de inventores o autores intelectuales.

Octava. Vigencia.

De conformidad con el artículo 39.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19, el presente Convenio se perfecciona y desplegará efectos desde el 
momento de su firma. Una vez firmado será objeto de inscripción en el Registro 
Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal 
y de publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Este Convenio tendrá una duración de 3 meses, como plazo para la ejecución del 
proyecto, no pudiendo exceder en cualquier caso de los 5 años de vigencia de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.1.a) y el 34.2 de la Ley 14/2011, de 1 de 
junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en la redacción dada por la por la 
disposición final 1.1 del Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de febrero, de medidas urgentes 
en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la Universidad.
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En el caso de que no se hubiesen alcanzado los resultados previstos en el plazo 
establecido, y las partes considerasen oportuna su continuación, la citada duración podrá 
prorrogarse con anterioridad a la fecha de su finalización por un periodo no superior a 
otros 3 meses adicionales, mediante acuerdo expreso y por escrito de las partes 
formalizado en una adenda.

Esta prórroga, así como cualquier eventual modificación al Convenio, deberá ser 
comunicada al registro citado en el párrafo primero de la presente cláusula, en 
consonancia con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, además de cumplir con los restantes trámites preceptivos 
contemplados en ésta para su firma y eficacia.

En todo caso, aun cuando se produzca la finalización de la vigencia del Convenio, las 
partes mantendrán las obligaciones de información recíproca de los avances y 
resultados del Proyecto y de confidencialidad de la información y de los resultados, así 
como las relativas a la propiedad de tales resultados.

Novena. Modificación.

Este Convenio podrá ser modificado por mutuo acuerdo de las partes. La 
modificación se efectuará mediante la suscripción de la oportuna adenda al Convenio y 
siempre dentro del plazo de vigencia del mismo.

Décima. Extinción.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 51.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, este Convenio se extinguirá por el cumplimiento de 
las actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir en alguna de las siguientes 
causas de resolución, según lo establecido en el apartado 2 del mismo artículo:

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de las partes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a los 
responsables del mecanismo de seguimiento regulado en la cláusula decimotercera.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la 
parte que lo dirigió notificará a la otra la concurrencia de la causa de resolución y se 
entenderá resuelto el Convenio. La resolución del Convenio por esta causa podrá 
conllevar la indemnización de los perjuicios causados en su caso.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en alguna ley.

En el supuesto de que este Convenio se diera por resuelto antes del plazo previsto 
para su finalización, las partes se entregarán un informe con toda la documentación 
elaborada hasta la fecha en que se dé por resuelto el Convenio, en virtud de este 
supuesto, siempre que, en su caso, se hayan abonado las contribuciones 
correspondientes a las investigaciones realizadas hasta el momento de la resolución.

En caso de que existiesen actuaciones en curso de ejecución, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 52.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, se podrá acordar la 
continuación y finalización de éstas en un plazo improrrogable, transcurrido el cual el 
Convenio deberá liquidarse. Dicho plazo se fijaría por las partes cuando se resolviera 
el Convenio.

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, en relación con los efectos de la resolución de los convenios, a lo que las partes 
firmantes quedan sometidas en lo que les sea de aplicación.
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Undécima. Naturaleza jurídica y resolución de controversias.

Este Convenio tiene naturaleza administrativa, quedando sujeto a lo establecido en el 
capítulo VI del Título Preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público. Asimismo, este documento se ajusta a lo dispuesto en los 
artículos 48 y 49 de la mencionada ley, aplicándose lo previsto en el artículo 39 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19.

Las partes se comprometen a resolver de manera amistosa, o a través del 
mecanismo de seguimiento, cualquier desacuerdo que pudiera surgir en el desarrollo de 
este Convenio. En caso de no resolverse por las partes, dicha controversia podrá ser 
resuelta por los tribunales competentes del orden jurisdiccional de lo contencioso-
administrativo.

No obstante, lo anterior, en el exclusivo caso en que se formulen demandas en las 
que se ejerciten acciones relativas a propiedad industrial y propiedad intelectual su 
conocimiento recaerá en los juzgados de lo mercantil, de conformidad con los 
artículos 22 y 86 ter de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, siendo 
el orden contencioso-administrativo el competente para resolver cualquier otra cuestión 
referente al contenido del Convenio.

Duodécima. Protección de datos.

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD), 
aplicable desde el 25 de mayo de 2018, las partes hacen constar de manera expresa que 
se abstendrán de cualquier tipo de tratamiento de los datos personales de que dispongan 
como consecuencia de este Convenio, exceptuando aquel que sea estrictamente necesario 
para las finalidades del mismo. En este sentido se comprometen, especialmente, a no ceder 
a terceros los datos mencionados o los archivos que los contengan, así como a guardar 
estricta confidencialidad sobre los mismos. Asimismo, las partes quedan sometidas a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales, y demás normativa aplicable en materia de 
protección de datos.

Decimotercera. Mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del Convenio.

Los responsables del proyecto previstos en el apartado segundo de la cláusula 
segunda, constituirán entre ellos el mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del 
presente Convenio.

Entre sus cometidos estará el de consensuar la solución de los problemas que 
puedan ir surgiendo respecto al modo de actuar en el desarrollo del proyecto, debiendo 
resolver los problemas de interpretación y aplicación de los términos de este Convenio, 
mediante el seguimiento y control de su ejecución e incidencias. Asimismo, ejercerán las 
funciones que el capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, atribuye a dicho mecanismo en relación con los incumplimientos, 
extinción y resolución del Convenio.

En caso de que los citados responsables del proyecto no llegasen a soluciones 
compartidas, habrán de acudir a sus correspondientes órganos directivos superiores a fin 
de que, en calidad de mecanismo de seguimiento, arbitren las que de mutuo acuerdo 
consideren más convenientes al proyecto y mejor se adapten con lo previsto en el 
presente instrumento jurídico.

Los órganos directivos superiores serán:

–  Por parte del CSIC, la Vicepresidencia de Investigación Científica y Técnica 
(VICYT).

–  Por parte de Augas de Galicia, la Dirección de Augas de Galicia.
–  Por parte de la Consellería de Sanidad, la Dirección General de Salud Pública.
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–  Por parte de la Universidad de Vigo, la Vicerrectora de Transferencia.
–  Por parte de la Geseco aguas, S.A., el Consejero Delegado del consejo de 

administración.
–  Por parte de S.A. de obras y servicios Copasa, la Dirección de Obra Civil II.

Decimocuarta. Publicidad.

Este Convenio será objeto de publicación de acuerdo con lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno, sin perjuicio de lo establecido en el primer párrafo de la cláusula octava, 
así como según lo previsto en el artículo 15 de la Ley 1/2016, de 18 de enero, de 
transparencia y buen gobierno, y en el Decreto 126/2006, de 20 de julio, por el que se 
regula el Registro de Convenios de la Xunta de Galicia. En este sentido, las partes 
prestan expresamente su consentimiento para que se le dé al presente Convenio la 
publicidad exigida.

Y en prueba de conformidad, firman electrónicamente el presente Convenio, 
constando como fecha de su firma la de la última realizada.–El Conselleiro de Sanidad 
de la Xunta de Galicia, Jesús Vázquez Almuiña.–La Vicepresidenta de Organización y 
Relaciones Institucionales del Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., 
Rosina López-Alonso Fandiño.–La Presidenta de Augas de Galicia, Ethel María Vázquez 
Mourelle.–El Rector de la Universidad de Vigo, Manuel Joaquín Reigosa Roger.–El 
Consejero Delegado de Geseco Aguas, S.A., Alfredo Blanco López.–El Director de Obra 
Civil II de S.A. de obras y servicios Copasa, José Luis González Gago.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
10544 Resolución de 31 de agosto de 2020, de la Presidencia de la Agencia Estatal 

Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., por la que se publica el 
Convenio con el Instituto de Investigacions Biomèdiques August Pi i Sunyer y 
la Universidad de Santiago de Compostela, para la distribución de la 
financiación otorgada por el Instituto de Salud Carlos III en referencia al 
proyecto de investigación «Desarrollo preclínico de vacunas innovadoras 
basadas en mRNA/MVA contra el SARS-CoV-2 (Covarna)».

Suscrito el Convenio el 20 de julio de 2020, y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 8 del artículo 48 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho 
Convenio, que figura como anexo de esta Resolución.

Madrid, 31 de agosto de 2020.–La Presidenta de la Agencia Estatal Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.

ANEXO

Convenio entre el Instituto de Investigacions Biomèdiques August Pi i Sunyer, el 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas y la Universidad de Santiago de 

Compostela para la distribución de la financiación otorgada por el Instituto de 
Salud Carlos III en referencia al proyecto de investigación «Desarrollo preclínico de 
vacunas innovadoras basadas en mRNA/MVA contra el SARS-CoV-2» (COVARNA)

REUNIDOS

De una parte, el Dr. Elías Campo Guerri, y la Sra. Rosa Vilavella, en su condición de 
Director y Apoderada, respectivamente, y actuando en nombre y representación 
mancomunada del Instituto de Investigaciones Biomédicas August Pi i Sunyer (de ahora 
en adelante, la «Entidad Coordinadora» o IDIBAPS), con CIF Q5856414G, y domicilio 
social en Barcelona, calle Rosselló, números 149-153, 08036, en virtud de la escritura 
pública otorgada en Barcelona el 5 de abril de 2017 ante el notario don Jaime Agustín 
Justribó, con número de su protocolo 852.

De otra parte, doña Rosina López-Alonso Fandiño, en su condición de 
Vicepresidenta de Organización y Relaciones Institucionales del Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas, M.P. (CSIC), nombrada por Acuerdo del Consejo Rector 
del CSIC, en su reunión de 28 de noviembre de 2019 (BOE 18/12/2019. Res. 
Presidencia CSIC de 13 de diciembre de 2019, por el que se resuelve convocatoria de 
libre designación), actuando en nombre y representación de esta institución en virtud de 
las competencias que tiene delegadas por resolución de 20 de abril de 2017 de la 
Presidencia del CSIC (BOE de 23 de mayo siguiente). Organismo con sede central y 
domicilio institucional en Madrid, calle de Serrano, 117, CP 28006 y NIF Q-2818002- D.

De otra parte, don Antonio López Díaz, en su calidad de Rector de la Universidad 
de Santiago, con domicilio en Pazo de San Xerome-Praza do Obradoiro, s/n, 15782 
Santiago de Compostela (A Coruña), y CIF Q-1518001-A, en nombre y 
representación de la misma según el nombramiento publicado en el 
Decreto 57/2018, del 31 de mayo, de la Xunta de Galicia (DOG de 5 de junio), y con 
poderes suficientes para la celebración de este acto en virtud de lo establecido en el 
artículo 20 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades (BOE 
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del 24), y en el artículo 85 de los Estatutos de la USC, aprobados por 
Decreto 14/2014, de 30 de enero, de la Xunta de Galicia (DOG de 12 de febrero).

Las partes intervinientes (de ahora en adelante, se denominarán conjuntamente las 
«Partes» e individualmente como la «Parte») se reconocen recíprocamente la capacidad 
en la que respectivamente intervienen para suscribir el presente Convenio de 
colaboración y de mutuo y común acuerdo

EXPONEN

I. Que con fecha 19 de marzo de 2020 el Instituto de Salud Carlos III, en el marco del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19, aprobó la convocatoria de expresiones 
de interés para financiación de proyectos de investigación sobre el SARS-CoV-2 y la 
enfermedad COVID-19.

II. Las propuestas presentadas debían ser adecuadas a la situación de emergencia 
y, por tanto, que permitieran una implementación y puesta en marcha inmediata en el 
Sistema Nacional de Salud, con resultados concretos, tempranos y aplicables a la 
situación, contribuyendo a un manejo eficiente del paciente y un mejor diagnóstico y 
tratamiento clínico de pacientes del SNS infectados por el SARS-CoV-19, así como a la 
preparación y respuesta de salud pública en el contexto de la pandemia en curso 
de SARS-CoV-2.

III. Que el 24 de marzo de 2020, el IDIBAPS presentó una propuesta con el título 
«Preclinical development of innovative mRNA / MVA vaccines against SARS-CoV-2» (en 
adelante, el «Proyecto») para solicitar financiación en el marco de la referida 
convocatoria.

IV. Que la mencionada propuesta fue evaluada favorablemente por el ISCIII y, de 
acuerdo con la resolución de 30 de abril de 2020, la financiación para la realización de 
este Proyecto ha sido aprobada con un importe global de 550.000 € (quinientos 
cincuenta mil euros). Se adjunta la resolución de concesión como Anexo 1.

V. Que de conformidad con los artículos 11.2 y 11.3 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, (i) la condición de beneficiario se puede extender 
a los miembros asociados del beneficiario que se comprometan a efectuar la totalidad o 
una parte de las actividades que fundamentan la concesión de la subvención en nombre 
y por cuenta del primero, o bien a (ii) las agrupaciones de personas jurídicas, públicas o 
privadas, que, aunque no tengan personalidad jurídica, puedan llevar a cabo los 
proyectos, actividades o comportamientos o estén en la situación que motiva la 
concesión de la subvención.

VI. Que, en consecuencia, se quiere establecer un Convenio entre instituciones que 
regule la distribución de la financiación del ISCIII a repartir entre los participantes IDIBAPS 
(Dr. Felipe Garcia Alcaide), CNB-CSIC (Dr. Mariano Esteban) y USC (Dra. María José 
Alonso), incluyendo el seguimiento y justificación económica según las indicaciones del 
ISCIII.

Que la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
regula en su artículo 34 la posibilidad de que los agentes públicos de financiación o 
ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidas las 
administraciones públicas, las universidades públicas, los organismos públicos de 
investigación de la Administración General del Estado, los consorcios y fundaciones 
participadas por las administraciones públicas, los organismos de investigación de otras 
administraciones públicas y los centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, 
puedan suscribir convenios administrativos entre ellos o con agentes privados que 
realicen actividades de investigación científica y técnica, nacionales, supranacionales o 
extranjeros, para la realización conjunta de, entre otras, las siguientes actividades:

a) Proyectos y actuaciones de investigación científica, desarrollo e innovación.
c) Financiación de proyectos científico-técnicos singulares.
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Por su parte, el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
ha establecido un régimen especial de tramitación y entrada en vigor de los convenios 
relacionados con el COVID-19, al que se sujeta el presente Convenio.

VII. La participación, derechos, obligaciones y compromisos que adquirirá cada 
participante para la realización de este Proyecto será objeto de un acuerdo entre socios, 
incluyendo, sin carácter limitativo, las tareas y funciones específicas que realizará cada 
uno de los participantes en las diferentes etapas del proyecto, derechos de propiedad 
intelectual e industrial, confidencialidad, divulgación y transferencia de materiales, entre 
otros.

VIII. Las partes aceptan que el IDIBAPS actúe como Entidad Coordinadora, 
asumiendo la dirección y coordinación del Proyecto así como la representación de la 
Agrupación ante la Administración.

Por todo lo expuesto, las Partes acuerdan formalizar el presente Acuerdo entre 
instituciones para la distribución de la financiación (en adelante, el «Convenio») 
conforme a las siguientes

CLÁUSULAS

1. Objeto

1.1 El objeto del presente Convenio es el de regular la distribución de la 
financiación y el seguimiento y justificación de estos importes ante el ISCIII.

1.2 Todas las Partes tendrán la condición de beneficiarios de la Financiación y 
deberán cumplir sus obligaciones como tales, según el Proyecto y la legislación 
aplicable.

2. Distribución de la financiación

2.1 La Entidad Coordinadora concentrará los ingresos de la Administración y 
abonará las transferencias a cada Parte, en función de la siguiente distribución:

2.1.1 Como entidad coordinadora, el IDIBAPS contará con un presupuesto 
de 150.000€ (ciento cincuenta mil euros).

2.1.2 CNB-CSIC: recibirá 300.000€ (tres cientos mil euros), a la siguiente cuenta 
corriente de la que es titular:

Cuenta Agencia Estatal en Banco de España.
Número: 9000 0001 20 0220000047.
IBAN: ES 07 9000 0001 2002 2000 0047.

2.1.3 USC: recibirá 100.000€ (cien mil euros), a la siguiente cuenta corriente de la 
que es titular:

Cuenta ABANCA Corporación Bancaria SA Número: 2080-0387-80-3110000209.
IBAN: ES27 2080 0387 8031 1000 0209.

2.2 La Entidad Coordinadora procederá al abono de las cantidades anteriores en 
una sola entrega. El pago a las Partes se hará en un plazo máximo de 10 días hábiles 
desde el ingreso de los fondos por parte del ISCIII y siempre y cuando se haya firmado el 
presente Convenio.

3. Seguimiento y justificación económica

3.1 Las Partes se comprometen a destinar al Proyecto la financiación recibida.
3.2 Los gastos deberán haberse efectuado entre el 30 de abril de 2020 y hasta 

el 30 de octubre de 2020, fecha que corresponde a los 6 meses de desarrollo del 
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proyecto establecidos en el cronograma de la solicitud. En el caso de que este 
cronograma de 6 meses se amplíe por necesidades del proyecto, y acorde a los informes 
de seguimiento científico quincenales enviados al ISCIII, se podrán imputar gastos 
dentro del nuevo periodo de ejecución aprobado.

3.3 Se considerará gasto realizado el que haya sido efectivamente pagado dentro 
del periodo establecido en la cláusula anterior.

3.4 En cualquier caso, los gastos generados con posterioridad a la finalización del 
Proyecto según el cronograma del mismo y/o sus correspondientes ampliaciones, serán 
asumidos por cada Parte.

3.5 Una vez distribuida la Financiación, las posibles modificaciones que afecten a la 
distribución inicial del presupuesto serán informadas previamente por las Partes a la 
Entidad Coordinadora y deben garantizar que están vinculadas con el proyecto 
presentado.

3.6 La Entidad Coordinadora remitirá las solicitudes de cambio al ISCIII y 
comunicará a las Partes su eventual autorización o denegación. Cualquier cambio 
referente al presupuesto se considerará incorporado al presente Convenio como un 
Anexo, una vez aceptado por parte de la Administración.

3.7 Las Partes aportarán toda la información y documentación necesaria a la 
Entidad Coordinadora para llevar a cabo un seguimiento del progreso técnico-económico 
del Proyecto, análisis de desviaciones sobre la planificación prevista y propuesta de 
acciones correctoras.

3.8 Las Partes colaborarán en la elaboración de los informes de seguimiento 
científico que deben remitirse a la Administración los días 15 y 30 de cada mes. La 
Entidad Coordinadora solicitará dicha información con suficiente antelación, en caso que 
fuera necesario su participación específica.

3.9 Las Partes colaborarán con la Entidad Coordinadora en cualquier interlocución 
adicional que pudiera solicitar el ISCIII.

3.10 La Entidad Coordinadora solicitará a las Partes un informe económico final a 
los 6 meses, o en la fecha que corresponda en caso de ampliación. La entidad 
coordinadora podrá solicitar un informe económico parcial a las partes durante la 
ejecución, avisando con una antelación previa de siete (7) días. Este informe económico 
parcial consistirá en una justificación simplificada del listado de gastos realizados hasta 
el momento.

3.11 Las Partes deberán presentar todas las facturas y demás documentos que 
acrediten los gastos y pagos correspondientes a su parte de Financiación, para la 
justificación económica final.

3.12 Las Partes se comprometen a colaborar con la Entidad Coordinadora y, en su 
caso, con la Administración, a efectos de la ejecución de las actividades de 
comprobación, revisión o auditoría de los gastos objeto de justificación.

3.13 En caso de que la Administración, tras comprobar la justificación técnica y 
económica, considere que una o más de las Partes no ha cumplido con las obligaciones 
que le corresponden según las normas y condiciones establecidas en la resolución de 
Financiación y en el presente Convenio, o bien que una o más de las Partes no cumpla 
con la obligación de presentar los correspondientes justificantes económicos gestionados 
a través de la Entidad Coordinadora y esto tenga como consecuencia la obligación de 
devolver total o parcialmente la Financiación, la Parte o Partes incumplidoras se 
comprometen a devolver el importe afectado que les corresponde en el plazo establecido 
por la Administración, por lo que no se vea afectada la correcta ejecución del Proyecto ni 
la responsabilidad del resto de las Partes.

3.14 Las Partes conservarán los documentos, comprobantes y facturas justificantes 
de actividades del Proyecto, obligación que se mantendrá aplicable durante toda la 
duración del Proyecto y durante los cuatro (4) años posteriores a su finalización. Esta 
documentación podrá ser requerida por la Intervención General de la Generalidad de 
Cataluña, la Sindicatura de Cuentas, o cualquier otro órgano de control de la 
Administración.
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4. Aspectos económicos de la ejecución de la Subvención

4.1 Con carácter general, la Financiación recibida podrá dedicarse a los siguientes 
tipos de gasto: personal y bienes y servicios (fungible, servicios científico-técnicos 
internos y subcontrataciones).

4.2 Personal:

4.2.1 El personal contratado con cargo al presupuesto de cada Parte quedará 
sujeto a las condiciones laborales que rijan en cada Parte.

4.2.2 La vinculación del personal contratado por cada Parte será en exclusiva con 
esta Parte y no implicará vinculación ni con las otras Partes ni con la Entidad 
Coordinadora ni con la Administración.

4.2.3 Cada Parte será responsable de las posibles contingencias que puedan surgir 
como fruto de la vinculación laboral (bajas laborales, indemnizaciones, finiquitos, 
resolución de conflictos laborales, etc.) del personal contratado con cargo a su 
presupuesto.

4.2.4 Cualquiera de las Partes podrá destinar personal en las instalaciones de las 
otras Partes para la ejecución de las actividades del Proyecto, y para ello podrán firmar 
acuerdos específicos si así lo estiman conveniente. En todo caso, la entidad de origen 
continuará asumiendo la remuneración y las obligaciones fiscales y laborales de dicho 
personal, sin perjuicio de que este personal tenga que cumplir con la normativa de la 
entidad de destino y coordinar previamente con esta los servicios de prevención de 
riesgos laborales.

4.2.5 Los contratos podrán ser de nueva contratación o ser anteriores a la fecha de 
este Convenio, pero en todo caso, los gastos deberán corresponder al periodo indicado 
en la cláusula 3.2 y deberán corresponder indudablemente al proyecto. Los contratos 
podrán ser a tiempo completo o parcial, y durante toda o parte de la duración del 
Proyecto.

4.2.6 Los importes correspondientes a la partida de personal se adecuarán a las 
tablas salariales vigentes en cada Parte. En el caso de no disponer de tablas salariales, 
su utilizarán las del ISCIII como referencia: a) Doctor 35.000€; b) Grado con Máster/
Licenciado: 29.500 €; c) Grado/Diplomado: 24.500 €; y d) Técnico FP: 21.000 €. Estos 
importes corresponden a un contrato anual a tiempo completo, anualidad 2020.

4.2.7 Con independencia a las tablas salariales aplicadas a los contratos, el único 
coste elegible dentro de la partida de personal será la retribución bruta salarial. Así pues, 
no se podrán imputar gastos de Cuota Patronal de la Seguridad Social, de incrementos 
salariales y/o de indemnización por finalización de contrato con cargo a la Financiación 
otorgada por el ISCIII y regulada en este Convenio.

4.2.8 Una vez realizadas las gestiones correspondientes para realizar las 
contrataciones, enviarán copia del contrato dentro de los quince (15) días siguientes a la 
contratación.

4.3 Bienes y Servicios: particularidades sobre la Subcontratación:

4.3.1 Cualquier nueva subcontratación no prevista en la propuesta deberá 
comunicarse a la Entidad Coordinadora, y quedará regulada por las cláusulas siguientes.

4.3.2 Los subcontratos otorgados por las Partes deberán formalizarse por escrito y 
cada una de las Partes se compromete a remitir a la Entidad Coordinadora estos 
documentos debidamente firmados en un plazo de treinta (30) días naturales desde su 
suscripción.

4.3.3 La Parte que subcontrate parte de su actividad comprometida en el Proyecto 
será responsable de cumplir la Ley de Contratación del Sector Público, así como de la 
actividad llevada a cabo por los subcontratados como si fuera realizada por esta Parte 
directamente.

4.3.4 Las Partes no podrán subcontratar entre sí las actividades del Proyecto.
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4.3.5 Cada Parte tiene responsabilidad completa de las Subcontrataciones que 
realice el desarrollo del Proyecto y se asegurará que sus subcontratistas cumplen 
minuciosamente con los requisitos y las obligaciones que se puedan proceder del 
Convenio de socios mencionado al exponendo VII. Las obligaciones que suscriba con el 
Subcontratista no podrán ser exigidas a la Entidad Coordinadora ni al resto de las 
Partes.

4.4 Bienes y Servicios: particularidades sobre los Servicios Científico-Técnicos 
internos. En caso de que fuera necesaria la contratación de servicios internos, las Partes 
se comprometen a imputar el coste habitualmente aplicado a las contrataciones internas 
de la misma naturaleza.

4.5 Costes indirectos: Ninguna Parte podrá imputar gastos indirectos con cargo a 
esta Financiación, al no ser considerados elegibles.

5. Responsabilidad financiera de las Partes

5.1 Cada Parte será responsable del cumplimiento de las actividades que se 
hubiera comprometido a realizar, así como del presupuesto asignado para llevarlas a 
cabo.

5.2 Cada Parte deberá responder de las obligaciones de reintegro o de las 
sanciones que puedan imponerse como consecuencia del incumplimiento de sus 
compromisos.

5.3 En el supuesto de que la Administración revocara la financiación concedida, las 
Partes afectadas por esta revocación se comprometen a devolver a través de la Entidad 
Coordinadora, en el tiempo y forma requeridos, el importe recibido (más los eventuales 
intereses de demora que estipule la Administración, que correrán a cargo de cada Parte 
hasta el pago del importe requerido), la justificación de la cual no hubiera sido admitida, 
sin que ello limite el derecho que en su caso los asista para la presentación de las 
alegaciones y justificaciones que estimen pertinentes. Esta devolución deberá efectuarse 
dentro del plazo máximo requerido por la Administración y comunicado oficialmente por 
parte de la entidad coordinadora.

6. Compatibilidades

6.1 En caso de que alguna de las Partes tenga intención de solicitar financiación 
adicional, diferente a la regulada en este Convenio, para realizar las tareas que debe 
llevar a cabo del Proyecto, lo comunicará a la Entidad Coordinadora antes de formalizar 
esta solicitud.

6.2 Si alguna de las Partes consigue alguna financiación adicional, lo comunicará a 
la Entidad Coordinadora en un plazo máximo de 5 días laborales, para que pueda ser 
informada al ISCIII.

7. Publicidad

7.1 Las Partes deberán hacer pública la financiación recibida por el ISCIII así como 
hacer constar la colaboración del ISCIII en todas las actividades de investigación y 
difusión de los resultados que se realicen en relación con el Proyecto.

7.2 En cumplimiento de la normativa de publicidad de la cofinanciación de los 
Fondos Europeos, las Partes estarán obligadas a adoptar las medidas de comunicación 
y publicidad de cofinanciación FEDER. Se deberá reconocer el apoyo de los Fondos 
Europeos, e implicará la inclusión del emblema de la Unión Europea, la referencia al 
Fondo FEDER y el lema correspondiente en todas las publicaciones científicas, 
comunicaciones y actuaciones de difusión del Proyecto. Así mismo, las Partes deberán 
informar al público del apoyo obtenido de los Fondos Europeos mediante publicidad a 
través de un cartel visible al público situado en sus instalaciones y una breve descripción 
del Proyecto en su sitio web.
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7.3 Las Partes deberán hacer constar la publicidad FEDER en toda la 
documentación que se derive (contratos laborales, licitaciones, facturas…) y el código 
oficial del proyecto: COV20/00214.

7.4 Esta normativa será extensiva en caso de contar con otras fuentes de 
financiación adicionales por el mismo proyecto, siempre y cuando se respete la 
normativa de compatibilidad.

8. Vigencia y modificación

8.1 De conformidad con el artículo 39.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19, el presente Convenio se perfecciona y desplegará efectos desde el 
momento de su firma. Una vez firmado será objeto de inscripción en el Registro 
Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal 
y de publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

8.2 El presente Convenio tendrá la duración prevista para el cierre científico y 
económico de la financiación recibida para el proyecto, que en ningún caso será superior 
a cinco años, como plazo máximo para la ejecución del proyecto, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 34.1.a) y el 34.2 de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, 
la Tecnología y la Innovación, en la redacción dada por la por la disposición final 1.1 del 
Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de febrero, de medidas urgentes en el ámbito de la 
Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la Universidad.

8.3 En el caso de que no se hubiesen alcanzado los resultados previstos en el 
plazo establecido, y las partes considerasen oportuna su continuación, la citada duración 
podrá prorrogarse con anterioridad a la fecha de su finalización por un periodo no 
superior a otro año adicional, mediante acuerdo expreso y por escrito de las partes 
formalizado en una adenda.

8.4 Esta prórroga, así como cualquier eventual modificación al Convenio, deberá 
ser comunicada al Registro citado en el párrafo primero de la presente cláusula, en 
consonancia con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la 
LRJSP, además de cumplir con los restantes trámites preceptivos que procedan.

8.5 En todo caso, aun cuando se produzca la finalización de la vigencia del 
Convenio, las partes mantendrán las obligaciones de información recíproca de los 
avances y resultados del proyecto y de confidencialidad de la información y de los 
resultados, así como las relativas a la propiedad de tales resultados.

8.6 El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo acuerdo de las partes. La 
modificación se efectuará mediante la suscripción de la oportuna adenda al Convenio y 
siempre dentro del plazo de vigencia del mismo.

9. Extinción

9.1 De acuerdo con lo previsto en el artículo 51.1 de la LRJSP, este Convenio se 
extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir 
en alguna de las siguientes causas de resolución, según lo establecido en el apartado 2 
del mismo artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula cuarta (apartado tercero, 
segundo párrafo):

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de las partes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a los 
responsables del mecanismo de seguimiento regulado en la cláusula decimotercera. Si 
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trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la parte 
que lo dirigió notificará a la otra la concurrencia de la causa de resolución y se entenderá 
resuelto el Convenio. La resolución del Convenio por esta causa podrá conllevar la 
indemnización de los perjuicios causados en su caso.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en alguna Ley.

9.2 En el supuesto de que este Convenio se diera por resuelto antes del plazo 
previsto para su finalización, las partes se entregarán un Informe con toda la 
documentación elaborada hasta la fecha en que se dé por resuelto el Convenio, en virtud 
de este supuesto, siempre que, en su caso, se haya abonado las contribuciones 
correspondientes a las investigaciones realizadas hasta el momento de la resolución.

9.3 En caso de que existiesen actuaciones en curso de ejecución, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 52.3 de la LRJSP, se podrá acordar la continuación y finalización 
de éstas en un plazo improrrogable, transcurrido el cual el Convenio deberá liquidarse. 
Dicho plazo se fijaría por las partes cuando se resolviera el Convenio.

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de la LRJSP en relación con 
los efectos de la resolución de los Convenios, a lo que las partes firmantes quedan 
sometidas en lo que les sea de aplicación.

10. Comunicaciones

10.1 Las comunicaciones y notificaciones entre las Partes que se requieran por 
aplicación de su contenido, serán válidas y tendrán plenos efectos siempre que se 
realicen por escrito y de manera que se permita probar razonablemente que la 
comunicación fue efectuada y el destinatario la recibió.

10.2 En general, las comunicaciones y notificaciones respecto a los aspectos 
regulados en este Acuerdo entre las Partes deberán ser remitidas a los siguientes 
domicilios y personas:

10.2.1 IDIBAPS.

At.: Ángel Freire.
Teléfono: 932275705.
E-mail: freire@clinic.cat/projecte@clinic.cat.
Dirección: C/ Rosselló, 149-153, 08036, Barcelona.

10.2.2 CSIC.

At.: Soraya Olmedilla / Daniel Martín.
Teléfonos: 915854673/915854859
E-mail: proyectos@cnb.csic.es
Dirección: C/ Darwin, 3. Campus de Cantoblanco. 28049 Madrid.

10.2.3 USC

At.: José Ramón Basante Barbazán.
Teléfono: 881816220
E-mail: joseramon.basante@usc.es
Dirección: edificio Cactus, 15782 Campus Vida, Santiago de Compostela.

11. Naturaleza Jurídica y Solución de controversias y jurisdicción

11.1 El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, quedando sujeto a lo 
establecido en el Capítulo VI del Título Preliminar de la LRJSP. Asimismo, este 
documento se ajusta a lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la mencionada ley, 
aplicándose lo previsto en el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
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medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19.

11.2 Las partes se comprometen a resolver amigablemente cualquier diferencia que 
sobre el presente Convenio pueda surgir, o a través del mecanismo de seguimiento.

11.3 Sin perjuicio de lo anterior, en caso de que no sea posible una solución 
amigable y resulte procedente un litigio judicial, dicha controversia podrá ser resuelta por 
los Tribunales competentes del orden jurisdiccional de lo contencioso-administrativo.

12. Protección de datos

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD), 
aplicable desde el 25 de mayo de 2018, las partes hacen constar de manera expresa 
que se abstendrán de cualquier tipo de tratamiento de los datos personales de que 
dispongan como consecuencia de este Convenio, exceptuando aquel que sea 
estrictamente necesario para las finalidades del mismo. En este sentido se 
comprometen, especialmente, a no ceder a terceros los datos mencionados o los 
archivos que los contengan, así como a guardar estricta confidencialidad sobre los 
mismos. Asimismo, las partes quedan sometidas a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, y demás normativa aplicable en materia de protección de datos.

13. Mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del Convenio

Los responsables del Proyecto constituirán entre ellos el mecanismo de seguimiento, 
vigilancia y control del presente Convenio.

Entre sus cometidos estará el de consensuar la solución de los problemas que 
puedan ir surgiendo respecto al modo de actuar en el desarrollo del Proyecto, debiendo 
resolver los problemas de interpretación y aplicación de los términos de este Convenio, 
mediante el seguimiento y control de su ejecución e incidencias. Asimismo, ejercerán las 
funciones que el capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, atribuye a dicho mecanismo en relación a los incumplimientos, extinción 
y resolución del Convenio.

En caso de que los citados responsables del Proyecto no llegasen a soluciones 
compartidas, habrán de acudir a sus correspondientes órganos directivos superiores a fin 
de que, en calidad de mecanismo de seguimiento, arbitren las que de mutuo acuerdo 
consideren más convenientes al proyecto y mejor se adapten con lo previsto en el 
presente instrumento jurídico.

Por parte del IDIBAPS el órgano directivo será Gerencia, por parte del CSIC el 
órgano directivo será la Vicepresidencia de Investigación Científica y Técnica (VICYT) y 
por parte de USC será el Vicerrectorado de Investigación e Innovación.

Y en prueba de conformidad, firman electrónicamente el presente Convenio los 
interesados, a 20 de julio de 2020.–El Director de IDIBAPS, Elías Campo Guerri.–La 
Apoderada de IDIBAPS, Rosa Vilavella.–La Vicepresidenta de Organización y 
Relaciones Institucionales del Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., 
Rosina López-Alonso Fandiño.–El Vicerrector de Investigación e Innovación de la 
Universidad de Santiago, Vicente Pérez Muñuzuri.

ANEXO 1

Resolución de concesión del ISCIII

Resolución de la Dirección del Instituto de Salud Carlos III, O.A., M.P., por la que se 
concede al Instituto de Investigaciones Biomédicas August Pi i Sunyer (IDIBAPS) una 
ayuda con cargo al Fondo COVID-19, por importe de 550.000,00 euros, para la ejecución 
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de proyectos de investigación SARS-CoV-2 y la enfermedad COVID-19 en el marco del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, y se establecen las 
condiciones de la concesión.

La pandemia de COVID-19 está suponiendo una emergencia sanitaria a nivel global. 
Ante la situación de emergencia de salud pública y pandemia internacional, el Gobierno 
adoptó el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 y 
aprobó el Real Decreto-ley 8/ 2020, de 17 de marzo, que contempla un paquete 
económico orientado entre otros objetivos a reforzar la lucha contra la enfermedad.

Concretamente, el Real Decreto-ley autoriza una serie de créditos extraordinarios 
para hacer frente a los retos científicos y de investigación derivados de la emergencia 
sanitaria, dotándose al Instituto de Salud Carlos III (en adelante, ISCIII) de los recursos 
presupuestarios precisos para ello.

A fin de garantizar la necesaria agilidad en los procedimientos de concesión de 
ayudas pública, el Real Decreto-ley 8/2020 exceptúa la aplicación de lo dispuesto en la 
Ley General de Subvenciones a aquellas disposiciones dinerarias realizadas por el 
Instituto a favor de personas públicas o privadas, nacionales o extranjeras, sin 
contraprestación directa de los beneficiarios.

El artículo 38.9 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, faculta a la Dirección 
del ISCIII a dictar cuantas disposiciones resulten precisas para dar lugar al desarrollo y 
ejecución de lo dispuesto en la precitada norma.

Con fecha 19 de marzo de 2020, previa aprobación del gasto el 18 de marzo, la 
Dirección del ISCIII aprobó la convocatoria de expresiones de interés para la financiación 
de proyectos de investigación sobre el SARS-CoV-2 y la enfermedad COVID-19 con 
cargo al Fondo COVID-19, en el marco del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19 (en adelante, Resolución COVID-19, de 19 de marzo).

La entidad Instituto de Investigaciones Biomédicas August Pi i Sunyer (IDIBAPS), 
con fecha 24 de marzo, ha presentado propuesta que, de conformidad con lo previsto 
en los artículos 5. y 6 de la Resolución COVID-19, de 19 de marzo, ha sido evaluada 
favorablemente por el Comité Científico-Técnico de Evaluación de Expresiones de 
Interés para Proyectos de Investigación en COVID-19 y SARS-CoV-2 (en adelante, 
CTE-COVID-19) en reunión de fecha 24 de abril de 2020.

Teniendo en cuenta lo anterior, visto el informe del CTE–COVID-19, de acuerdo con 
el artículo 38.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y de conformidad con lo 
previsto en el artículo 8 de la Resolución COVID-19, de 19 de marzo,

Esta Dirección resuelve:

Primero. Objeto.

Conceder al Instituto de Investigaciones Biomédicas August Pi i Sunyer 
(IDIBAPS), con CIF Q5856414G, una ayuda por importe de 550.000,00 euros, con 
cargo a la aplicación presupuestaria 28.107.465A.787 «Para subvenciones de 
concesión directa para proyectos y programas de investigación del virus SARS-CoV-2, 
causante del COVID-19», del presupuesto de gastos del ISCIII para el año 2020 
(Fondo COVID-19), para la financiación de las actividades de investigación sobre 
el SARS-CoV-2 y la enfermedad COVID-19 previstas en la propuesta con número de 
expediente COV20/00214 evaluada favorablemente por el CTE–COVID-19, cuyos 
apartados correspondientes al título del proyecto, ámbito de la propuesta y resumen 
del proyecto se acompañan como Anexo a esta Resolución.

La propuesta financiada resulta adecuada a la situación de urgencia, permitiendo y 
una implementación y puesta en marcha inmediata en el Sistema Nacional de Salud, con 
resultados concretos, tempranos y oportunos a la situación actual. Asimismo, da 
respuesta al interés social que motiva la presente concesión, contribuyendo a una mejor 
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preparación y respuesta de salud pública en el contexto de la pandemia en curso 
de SARS-CoV-2.

Segundo. Libramiento del importe de la ayuda.

El libramiento del importe concedido se realizará mediante pago anticipado, previa 
presentación de la declaración responsable prevista en el artículo 10.3 de la 
Resolución COVID-19, de 19 de marzo, y se hará efectivo a la entidad Instituto de 
Investigaciones Biomédicas August Pi I Sunyer (IDIBAPS) mediante transferencia 
bancaria.

Tercero. Obligaciones de la entidad beneficiaria.

1. Los fondos transferidos se destinarán a cubrir los gastos previstos en el 
artículo 11 de la Resolución COVID-19, de 19 de marzo, directamente relacionados con 
el desarrollo de las actividades recogidas en la propuesta con número de expediente 
COV20/00214.

2. La entidad beneficiaria se compromete a justificar la aplicación de los fondos, 
acreditar el cumplimiento de la finalidad de la subvención y la realización de las 
actividades subvencionadas, de acuerdo con lo dispuesto en esta Resolución.

3. La entidad beneficiaria deberá someterse a las actuaciones de comprobación y 
de control financiero que corresponden al órgano concedente de la subvención, a la 
Intervención General de la Administración del Estado y al Tribunal de Cuentas, así como 
a las previstas en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y en su 
Reglamento. Así mismo, deberá facilitar cuanta información sea requerida al efecto, para 
lo que deberá conservar las justificaciones de la aplicación de los fondos recibidos 
durante la ejecución de esta Resolución en un plazo mínimo de cuatro años a contar 
desde la finalización del plazo de justificación de la subvención.

4. La presente subvención es compatible con cualesquiera otras actuaciones del 
beneficiario, subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, 
procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales o 
de la Unión Europea o de organismos internacionales, siempre que la suma de las 
aportaciones recibidas, incluida la que se regula en la presente Resolución, no supere el 
coste total de la actividad incentivada. La entidad beneficiaria deberá comunicar la 
solicitud u obtención de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que financien 
las actividades subvencionadas, procedentes de la Administración del Estado u otras 
administraciones públicas, así como el importe de los mismos. Dicha comunicación se 
realizará tan pronto como se conozca, y en todo caso con anterioridad a la justificación 
de la aplicación de los fondos recibidos.

5. La entidad beneficiaria deberá hacer pública la financiación recibida del ISCIII así 
como hacer constar la colaboración del ISCIII en todas las actividades de investigación y 
difusión de los resultados que se realicen en relación con las actuaciones contempladas 
en esta Resolución. En cualquier caso, los medios de difusión de la subvención 
concedida así como su relevancia deberán ser análogos a los empleados respecto a 
otras fuentes de financiación.

El ISCIII podrá requerir la acreditación del cumplimiento de estas obligaciones. Su 
incumplimiento podrá conllevar la solicitud de reintegro de los fondos concedidos.

Cuarto. Ejecución de las actuaciones y de los gastos.

1. El periodo de ejecución de la actividad financiada será de 12 meses a contar 
desde la fecha de firma de esta resolución.

2. La ayuda concedida se destinará a cubrir los gastos imputables a las actividades 
descritas en la propuesta, que sean directamente relacionados con las mismas.
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3. De acuerdo con el artículo 14 de la Resolución COVID-19, de 19 de marzo, y el 
artículo 38.6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, se permite la subcontratación 
de la realización de la actividad financiada, previa autorización del ISCIII.

4. A los efectos de la presente resolución, se considerará gasto realizado el que 
haya sido efectivamente pagado, desde el inicio del periodo de ejecución y con 
anterioridad a la finalización del plazo de justificación de la ayuda.

Quinto. Seguimiento y justificación de la ayuda.

1. El órgano competente para el seguimiento y control de la justificación de la actividad 
financiada es la Dirección del ISCIII, y para ello se coordinará con la Subdirección General de 
Evaluación y Fomento de la investigación (SGEFI) y el CTE-COVID-19 para el seguimiento 
científico y con la Subdirección General de Redes y Centros de Investigación Cooperativa 
(SGRCIC) para el seguimiento económico.

2. Con motivo de la excepcionalidad de la situación actual respecto de la 
enfermedad COVID-19, y la extraordinaria necesidad de obtener resultados, se realizará 
un seguimiento científico estrecho y pormenorizado, monitorizando la evolución del 
proyecto y el cumplimiento del cronograma, con el objetivo de identificar de forma 
temprana demoras o limitaciones no previstas y poder proponer en su caso los cambios 
o reorientación de objetivos necesarios. Para realizar este seguimiento, deberá remitirse 
un informe a covid19.resolucion@isciii.es, utilizando la plantilla que se podrá descargar 
desde la página web del ISCIII (www.isciii.es).

3. Los informes de seguimiento del proyecto deberán remitirse los días 15 y 30 de 
cada mes, sin perjuicio de la interlocución más directa que se pudiera establecer desde 
la SGEFI.

4. La no presentación de los informes de seguimiento en los plazos señalados o la 
evaluación negativa de los mismos por parte del CTE–COVID-19 de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 6.2.h) de Resolución COVID-19, de 19 de marzo, podrá dar 
lugar al inicio de procedimiento de reintegro.

5. La justificación económica final, que incluirá los gastos efectivamente pagados y 
aplicados al fin para el que se concedió la ayuda, deberá efectuarse en un plazo no 
superior a tres meses desde su finalización.

Dicha justificación se realizará en régimen de cuenta justificativa simplificada que se 
presentará vía telemática a través de la aplicación de seguimiento (https://
seguimientoayudas.isciii.es).

En cualquier caso, la entidad beneficiaria deberá custodiar todas las facturas y 
demás documentos que acrediten los gastos y pagos objeto de la ayuda en que hayan 
incurrido, y tenerlos a disposición del órgano concedente y de los órganos de 
comprobación y control que podrán requerirlos para su comprobación.

Sexto. Reintegro de los fondos percibidos.

Procederá el reintegro de las cantidades percibidas por los beneficiarios en los 
supuestos previstos en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 90 del Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones, se entenderá por devolución voluntaria aquella que es realizada por el 
beneficiario sin previo requerimiento de la Administración. Cuando se produzca la 
devolución voluntaria, la Administración calculará los intereses de demora de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 38 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, desde el momento del pago de la subvención hasta el momento en que 
se produjo la devolución efectiva por parte del beneficiario.

Salvo en el caso de modificación de esta resolución, el cumplimiento parcial de las 
condiciones o la realización en plazo solo de una parte de la actividad subvencionada 
podrá dar lugar al reintegro parcial, aplicando la proporción en que se encuentre la 
actividad realizada respecto de la total, siempre y cuando el cumplimiento por el 
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beneficiario se aproxime de modo significativo al cumplimiento total y se acredite una 
actuación inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos.

Séptimo. Régimen de recursos.

Contra esta resolución podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante 
los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo, de conformidad con la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a 
su publicación; sin perjuicio del recurso potestativo de reposición, que podrá interponerse 
en el plazo de un mes a partir del día siguiente al de su publicación ante el mismo 
órgano que dictó la resolución, de conformidad con los artículos 123 y 124 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. En el caso de interponerse este recurso de reposición, no se 
podrá interponer el recurso contencioso administrativo hasta que aquel sea resuelto 
expresamente o se haya producido desestimación presunta del mismo.

No obstante lo anterior, de acuerdo con lo previsto en las disposiciones 
adicionales segunda y tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que 
se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, los plazos para la presentación de recursos quedan en 
suspenso hasta el momento en que pierda vigencia el citado real decreto o, en su 
caso, las prórrogas del mismo.

Octavo. Efectos y publicación en la Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS).

La presente resolución produce efectos desde la fecha de su firma y será objeto de 
publicación en la BDNS.

Noveno. Régimen jurídico.

La ayuda regulada por la presente resolución quedará sujeta, con carácter particular, 
a la Resolución COVID-19, de 19 de marzo, y al Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19 y, con carácter general, a la Ley 47/2003, de 27 de noviembre, 
General Presupuestaria y demás normativa que resulte de aplicación.

En Madrid, la Directora del Instituto de Salud Carlos III, O.A., M.P., Raquel Yotti 
Álvarez.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
10545 Resolución de 28 de agosto de 2020, de la Presidencia de la Agencia Estatal 

Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., por la que se publica el 
Convenio con la Universidad Autónoma de Madrid y la Fundación General 
CSIC, para la realización conjunta del proyecto de I+D+i «Desarrollo de una 
vacuna, MVA-COVID-19, expresando a antígenos del SARS-CoV-2».

Suscrito el Convenio el 20 de julio de 2020, y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 8 del artículo 48 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho 
Convenio, que figura como anexo de esta resolución.

Madrid, 28 de agosto de 2020.–La Presidenta del Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.

ANEXO

Convenio entre el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., la 
Universidad Autónoma de Madrid y la Fundación General CSIC, para la realización 

conjunta del proyecto de I+D+i «Desarrollo de una vacuna, MVA-COVID-19, 
expresando a antígenos del SARS-CoV-2» («MVA-COVID-19»)

En Madrid, a 20 de julio de 2020.

INTERVIENEN

De una parte, doña Rosina López-Alonso Fandiño, en su condición de 
Vicepresidenta de Organización y Relaciones Institucionales del Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas, M.P. (CSIC), nombrada por Acuerdo del Consejo Rector del 
CSIC, en su reunión de 28 de noviembre de 2019 (BOE de 18 de diciembre de 2019. 
Res. Presidencia CSIC de 13 de diciembre de 2019, por el que se resuelve convocatoria 
de libre designación), actuando en nombre y representación de esta institución en virtud 
de las competencias que tiene delegadas por resolución de 20 de abril de 2017 de la 
Presidencia del CSIC (BOE de 23 de mayo). Organismo con sede central en Madrid 
(CP 28006), domicilio institucional en calle de Serrano, 117, y NIF Q-2818002-D.

De otra, el don José Manuel González Sancho, en nombre y representación de la 
Universidad Autónoma de Madrid (UAM), con domicilio en calle Einstein, número 1, 
28049 Madrid y con NIF Q2818013A, en calidad de Vicerrector de Investigación, 
nombrado por Resolución rectoral de 29 de junio de 2017 y con competencias delegadas 
por el Rector, según Resolución de 16 de diciembre de 2019 (BOCM de 7 de enero 
de 2020).

Y de otra, don Álvaro Giménez Cañete, Director General de la Fundación General 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas (FGCSIC), actuando en nombre y 
representación de dicha Fundación en virtud de las competencias que el Director 
General tiene atribuidas (según escritura número 649 del Protocolo de la notaría de doña 
Isabel Griffo Navarro, de fecha 2 de abril de 2009), cargo que ostenta desde su 
nombramiento el 1 de enero de 2018. Entidad domiciliada en Madrid (CP 28001), calle 
del Príncipe de Vergara, 9,  2D y NIF: G-85562106, registrada en el Protectorado de 
Fundaciones del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, con fecha 23 de enero 
de 2009 y número de registro 1104.
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El Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P, la Universidad Autónoma de 
Madrid y la Fundación General CSIC, en adelante denominadas conjuntamente «las 
partes» o «entidades participantes», declaran hallarse debidamente facultadas y con la 
capacidad necesaria para obligarse en los términos del presente Convenio, a cuyo efecto

EXPONEN

1.  Que el CSIC es un Organismo Público de Investigación, adscrito al Ministerio de 
Ciencia e Innovación a través de la Secretaría General de Investigación. Su objetivo 
fundamental es desarrollar y promover investigaciones en beneficio del progreso 
científico y tecnológico, para lo cual está abierta a la colaboración con entidades 
españolas y extranjeras. Según su Estatuto (artículo 4), tiene como misión el fomento, la 
coordinación, el desarrollo y la difusión de la investigación científica y tecnológica, de 
carácter pluridisciplinar, con el fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo 
económico, social y cultural, así como a la formación de personal y al asesoramiento a 
entidades públicas y privadas en estas materias.

El Centro Nacional de Biotecnología («CNB») es un Instituto de investigación del 
CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de Biología y Biomedicina y 
Ciencias Agrarias, que trabaja para desvelar los secretos de los seres vivos y aplicar los 
resultados de sus investigaciones en el desarrollo de nuevos compuestos y tecnología, 
más seguros y efectivos que permitan mejorar la salud, la agricultura y el medio 
ambiente. El laboratorio «poxvirus y vacunas», perteneciente al Departamento de 
Biología Molecular y Celular del CNB del CSIC cuenta con gran experiencia y 
conocimientos en el campo de la virología y el desarrollo de vacunas.

2.  Que la UAM es una entidad de Derecho Público a la que corresponde, en el 
ámbito de sus competencias, el servicio público de la educación superior mediante la 
investigación, la docencia y el estudio. Está dotada de personalidad jurídica y patrimonio 
propio y hace de la autonomía seña fundamental de su identidad. Se define por su 
voluntad de innovación e implicación social, en coordinación y colaboración con otras 
universidades e instituciones.

3.  Que la FGCSIC es una institución privada sin ánimo de lucro, que tiene por 
finalidad, según el artículo 6 de sus Estatutos, cooperar con el CSIC y captar y articular 
financiación privada para el desarrollo de iniciativas público-privadas en el CSIC y otras 
entidades públicas de I+D, vinculadas a las funciones que tienen encomendadas.

4.  Que en el marco de la convocatoria Crue-CSIC-Santander «Fondo Supera 
COVID-19» para la financiación de proyectos de investigación que ayuden a comprender 
el virus SARS-CoV-2, a partir de resultados de aplicación inmediata o a corto plazo, y 
combatir la enfermedad que provoca (línea 1 de la convocatoria), el CSIC presentó una 
propuesta para desarrollar el Proyecto denominado «Desarrollo de una vacuna, MVA-
COVID-19, expresando a antígenos del SARS-CoV-2» («MVA-COVID-19» o el 
«Proyecto»), resultando dicha propuesta aprobada con un importe de 200.000 euros por 
el Comité Evaluador previsto en la convocatoria, con fecha 14 de julio de 2020.

El Proyecto será coordinado por el grupo de investigación del CNB (CSIC) referido 
en el expositivo 1, participando asimismo el grupo de investigación «Interacción Virus-
Célula» del Departamento de Medicina Preventiva, Salud Pública y Microbiología de la 
UAM.

La FGCSIC ejerce de entidad colaboradora en relación con el «Fondo Supera 
COVID-19» en virtud del Convenio de colaboración de 2 de enero de 2018, y sus 
correspondientes adendas, que esta tiene suscrito con Banco Santander, entidad 
promotora de la convocatoria Fondo Supera COVID-19, por lo que asume la distribución 
de los fondos de la ayuda entre la entidad beneficiaria y sus colaboradoras una vez los 
reciba del financiador.

El CSIC, la UAM y la FGCSIC están interesados en colaborar mutuamente para 
llevar a cabo el citado Proyecto, de acuerdo con lo establecido en la cláusula cuarta y en 
las restantes disposiciones de este Convenio.
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5.  Que la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
regula en su artículo 34 la posibilidad de que los agentes públicos de financiación o 
ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidas las 
administraciones públicas, las universidades públicas, los organismos públicos de 
investigación de la Administración General del Estado, los consorcios y fundaciones 
participadas por las administraciones públicas, los organismos de investigación de otras 
administraciones públicas y los centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, 
puedan suscribir convenios administrativos entre ellos o con agentes privados que 
realicen actividades de investigación científica y técnica, nacionales, supranacionales o 
extranjeros, para la realización conjunta de, entre otras, las siguientes actividades:

a) Proyectos y actuaciones de investigación científica, desarrollo e innovación.
c) Financiación de proyectos científico-técnicos singulares.
f) Uso compartido de inmuebles, de instalaciones y de medios materiales para el 

desarrollo de actividades de investigación científica, desarrollo e innovación.

Por su parte, el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
ha establecido un régimen especial de tramitación y entrada en vigor de los convenios 
relacionados con el COVID-19, al que se sujeta el presente Convenio.

6.  Que, en atención a todo lo expuesto, se estima necesaria y justificada la 
suscripción de un convenio que suponga la puesta en común, distribución y utilización 
conjunta y/o coordinada de medios, servicios y recursos pertenecientes a cada una de 
las entidades participantes y su ordenación para un fin compartido, bajo las premisas de 
interdisciplinariedad y eficiencia en la gestión de los recursos.

Por lo anteriormente expuesto, las partes acuerdan la suscripción del presente 
Convenio para la realización conjunta de un proyecto de investigación, que se regirá por 
las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.

El objeto del presente Convenio es regular los compromisos de las partes en relación 
con el Proyecto, incluyendo la organización del trabajo, la gestión y justificación del 
Proyecto, los derechos y obligaciones de las partes, la distribución de los fondos y la 
titularidad de los resultados, así como la responsabilidad y la resolución de los posibles 
conflictos.

En particular, el presente Convenio establece la colaboración científico-técnica entre 
el CSIC (a través del CNB) y la UAM (a través de su Departamento de Medicina 
Preventiva, Salud Pública y Microbiología) en la realización conjunta del Proyecto de I+D
+i «Desarrollo de una vacuna, MVA-COVID-19, expresando a antígenos del SARS-
CoV-2» («MVA-COVID-19» o el «Proyecto»), consistente en las investigaciones 
necesarias para el análisis de la inmunogenicidad inducida por la vacuna MVA-
COVID-19, frente a la COVID-19, en combinación con ISG15 y evaluación del impacto 
de la vacuna MVA-COVID-19 en los genes del hospedador, en los términos establecidos 
por las partes en el Plan de Trabajo que estas acuerden y al que se hace referencia en la 
cláusula segunda. Por su parte, se establece el papel de la FGCSIC, en virtud de su 
colaboración con Banco Santander, en la distribución de los fondos concedidos al resto 
de entidades participantes (CSIC y UAM) para la realización del Proyecto conforme a los 
términos recogidos en la cláusula cuarta del presente Convenio, así como en las labores 
de seguimiento y difusión del Proyecto.

El Proyecto cuenta con la financiación indicada en el expositivo cuarto por lo que, en 
su ejecución, justificación y difusión, las partes deberán cumplir con lo establecido en las 
bases reguladoras, convocatoria y/o concesión de la ayuda.
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Segunda. Obligaciones de las partes.

1. La realización de las tareas científico-técnicas objeto del Proyecto será llevada a 
cabo por CSIC y UAM y será detallada en un Plan de Trabajo que aprobarán ambas 
partes, obligándose cada una de ellas a aportar e implementar los medios técnicos, 
humanos y materiales necesarios para la adecuada consecución de los objetivos 
propuestos y asumiendo las siguientes obligaciones generales:

– Ejecutar el Proyecto conforme a lo que establezca la resolución de concesión, 
ejerciendo el CSIC de entidad beneficiaria y coordinadora del Proyecto, asumiendo las 
obligaciones de coordinación y seguimiento del resto de entidades participantes, así 
como su representación ante el agente financiador a efectos de justificación y/o 
reintegro, en función de lo que establezca la resolución de concesión de la ayuda y el 
presente Convenio.

– Desarrollar las tareas previstas en el Plan de Trabajo de acuerdo con la 
metodología, el cronograma y los plazos que en el mismo se detallen.

– Entregar al resto de entidades participantes cuanta información sea necesaria para 
el correcto desarrollo de las diferentes actividades de I+D+i.

– Comunicar con celeridad al resto de participantes, sirviéndose si fuese preciso del 
mecanismo de seguimiento, cualquier información importante, hecho, problema o retraso 
que pueda afectar adversamente al Proyecto. Asimismo, las partes proporcionarán sin 
demora toda la información que el mecanismo de seguimiento requiera razonablemente 
para llevar a cabo sus tareas.

– Facilitar los medios y las infraestructuras necesarias para la realización de los 
trabajos según la planificación prevista.

– Elaborar los Informes y Entregables generados durante la evolución de las 
investigaciones realizadas en los plazos y forma que se describan en el Plan de Trabajo

– Garantizar la protección de los resultados de la investigación y promover la 
difusión que, en su caso, proceda.

2. La FGCSIC será la encargada de:

– Distribuir los fondos entre el resto de entidades participantes (CSIC y UAM) del 
presente Convenio, de acuerdo con lo establecido en la cláusula cuarta.

– Realizar el seguimiento de la investigación desarrollada, para lo cual podrá solicitar 
en cualquier momento al CSIC información relativa a la misma, como entidad beneficiaria 
y coordinadora de la ayuda, incluida la Memoria final del Proyecto, así como toda aquella 
información que Banco Santander, entidad promotora de la convocatoria Fondo Supera 
COVID-19 y colaboradora de la FGCSIC, pudiera solicitar.

– Llevar a cabo actuaciones de difusión para proyectar y dar visibilidad al Proyecto, 
debiendo las partes científico-técnicas de la investigación (CSIC y UAM) colaborar en lo 
necesario con esta para este fin.

3. Se nombran tres responsables que coordinarán el desarrollo del Proyecto.

– Por parte del CSIC/CNB, será, el/la Investigador/a responsable del proyecto MVA-
COVID-19, adscrito/a al laboratorio «poxvirus y vacunas» del Departamento de Biología 
Molecular y Celular del CNB.

– Por parte de la UAM, será el/la Investigador/a que lidera el grupo de investigación 
«Interacción Virus-Célula» en el laboratorio d-9/11 del Departamento de Medicina 
Preventiva, Salud Pública y Microbiología de la facultad de Medicina.

– Por parte de la FGCSIC, será el/la Subdirector/a.

Tercera. Desarrollo de los trabajos de investigación.

1. Cada una de las partes científico-técnicas (CSIC y UAM) desarrollará en su 
propia sede e instalaciones los trabajos de investigación que le corresponda.
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No obstante, podrá autorizarse el desplazamiento esporádico o no permanente de 
personal de una de ellas a la sede o instalaciones de otra, siempre que forme parte del 
equipo de investigación o de trabajo del Proyecto y cuando así lo aconseje o exija su 
buen fin, lo que se formalizará mediante las autorizaciones de estancia, comisiones de 
servicio u otras que procedan conforme a la normativa de cada una de las partes 
implicada.

2. Los responsables del Proyecto (identificados en la cláusula segunda del 
Convenio) tendrán la obligación de informar a los órganos competentes de la institución 
a la que pertenezcan de las estancias temporales que vayan a realizarse en aplicación 
de este Convenio, con el fin de que puedan tramitarse las autorizaciones, comisiones de 
servicios y demás actuaciones que procedan, así como verificar y controlar el 
cumplimiento de las obligaciones que se recogen en el siguiente apartado.

3. El personal de cualquiera de las partes que realice sus actividades mediante una 
estancia temporal en las instalaciones de la otra:

− Mantendrá siempre su independencia orgánica y funcional respecto de la entidad 
participante en cuyas instalaciones realice la estancia, sin que en modo alguno pueda 
adquirir derechos laborales, salariales o de índole análoga respecto de dicha entidad por 
tal hecho ni por la colaboración conjunta que implica el objeto de este Convenio. La 
independencia funcional no impedirá la correcta organización en la asignación de tareas 
y en la forma de llevarlas a cabo por parte de quienes sean los responsables y los 
ejecutores del Proyecto según la jerarquía que se establezca y las necesidades de cada 
momento.

− Deberá estar en situación de alta en algún régimen público de Seguridad Social o 
asimilado, y contará con un seguro de responsabilidad civil (o mecanismo de 
responsabilidad por daños equivalente) y cualquier otro que pudiera ser preciso en 
atención a la naturaleza y riesgos de las tareas a desarrollar, según la normativa vigente 
al respecto. Las obligaciones anteriores serán por cuenta de la parte a la que, en cada 
caso, pertenezca el citado personal, quedando exonerada la parte que acoge al personal 
en estancia temporal de cualquier responsabilidad -sea cual fuere su naturaleza- que 
pudiera derivarse de la actividad que realice el citado personal en sus instalaciones.

− Cumplirá con las indicaciones en materia de prevención de riesgos laborales que 
se le realicen, para lo cual las entidades participantes serán responsables del 
cumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos laborales en relación 
con la estancia temporal y, en concreto, del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, en materia de coordinación de actividades empresariales.

− Deberá respetar, además, mientras dure la estancia temporal las normas internas 
sobre uso de instalaciones y equipamientos, horarios, trámites procedimentales, etc.

Cuarta. Presupuesto del proyecto, distribución de fondos y ejecución.

1. El Proyecto consta de un presupuesto concedido de doscientos mil euros 
(200.000,00 €), que se abonarán a favor de la FGCSIC, en su condición de entidad 
colaboradora de Banco Santander, promotora esta última de la correspondiente 
convocatoria Fondo Supera COVID-19. La FGCSIC se compromete a la distribución y 
transferencia inmediata de los fondos necesarios para la ejecución del Proyecto entre el 
resto de entidades participantes una vez recibidos por parte de Banco Santander y en 
cumplimiento con la resolución de concesión de la ayuda. La FGCSIC no realizará 
ninguna aportación propia, limitándose a transferir los fondos recibidos del agente 
financiador.
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La distribución de los fondos se realizará por la FGCSIC conforme al siguiente 
cuadro:

Distribución de fondos por FGCSIC
(Importes en euros)

CSIC. 100.000

Universidad Autónoma de Madrid (UAM). 100.000

  Total. 200.000

2. Las cantidades indicadas se harán efectivas mediante transferencia bancaria 
realizada por la FGCSIC en las cuentas abiertas a nombre del CSIC y de la UAM que 
estas indiquen y certifiquen (indicando en el concepto de la transferencia el acrónimo o 
código identificativo del Proyecto).

Los importes a abonar por FGCSIC a CSIC y UAM no incluirán IVA, pues las 
cantidades no son en concepto de contraprestación directa y equivalente a los servicios 
que prestarán, sino que estos carecen de onerosidad al tener como finalidad coadyuvar 
a la consecución del objeto común y a los fines del presente Convenio establecidos en la 
cláusula primera. En este sentido, la ausencia de onerosidad del objeto y actuaciones es 
clara y patente a la luz de los preceptos contenidos en los artículos 4.1 (sujeción de las 
entregas de bienes y prestaciones al impuesto) y 7.8 (no sujeción al impuesto cuando no 
existe contraprestación) de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Valor Añadido.

3. Las entidades participantes que reciben los fondos estarán obligadas a 
gestionarlos y ejecutarlos conforme a lo que se establezca en las bases reguladoras, 
Convocatoria y resolución de concesión de la ayuda y en este Convenio, debiendo 
facilitar con diligencia a la FGCSIC toda la documentación necesaria que acredite y 
justifique la aplicación de los fondos recibidos al objeto de realizar la justificación global 
del Proyecto.

En el caso de que el presente Convenio se extinguiera por alguna de las causas 
previstas en el mismo, las partes deberán reembolsar las cantidades que hayan recibido 
por el importe correspondiente a las tareas que no hubieran ejecutado, de conformidad 
con lo que se establezca por el mecanismo de seguimiento del Convenio. Además, si la 
mencionada extinción del Convenio se debiera a un incumplimiento de las obligaciones 
asumidas, la parte responsable asumirá los costes adicionales razonables y justificables 
que las otras partes deban asumir para llevar a cabo las tareas comprometidas y que se 
establecerá igualmente por el mecanismo de seguimiento.

Quinta. Confidencialidad de la información y de los resultados.

1. Las partes se comprometen a mantenerse recíprocamente informadas, tanto de 
los avances científico-técnicos alcanzados, como de cualquier otro resultado que sea 
relevante para la consecución del buen fin del Proyecto.

2. Asimismo, cada una de las partes se compromete a no difundir, bajo ningún 
aspecto, las informaciones científicas, técnicas o comerciales pertenecientes a las otras 
partes a las que haya podido tener acceso en el desarrollo de las actuaciones realizadas 
al amparo del presente Convenio, incluido todo el personal participante en los trabajos 
objeto del mismo, salvo que:

a) La información recibida sea de dominio público.
b) La parte receptora pueda demostrar que conocía previamente la información 

recibida.
c) La parte receptora adquiriese esta información de un tercero sin compromiso de 

confidencialidad.
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3. Los datos e informes obtenidos durante la realización del Proyecto, así como los 
resultados finales, tendrán carácter confidencial. Cuando una de las partes desee utilizar 
los resultados parciales o finales, en parte o en su totalidad, para su publicación como 
artículo, conferencia, etc. deberá solicitar la conformidad de las demás partes por escrito, 
mediante cualquier medio válido en derecho que permita acreditar su recepción por el 
responsable de cada una en el seguimiento del Proyecto.

Las partes deberán responder en un plazo máximo de treinta días, comunicando su 
autorización, sus reservas o su disconformidad sobre la información contenida en el 
artículo o conferencia. Transcurrido dicho plazo sin obtener respuesta, se entenderá que 
el silencio es la tácita autorización para su difusión.

Como principio general de entendimiento, se estimará que no podrá ser difundida, ni 
presentada a público conocimiento, ninguna información que pudiera menoscabar los 
derechos de propiedad intelectual o industrial, incluida aquella que se decida proteger 
como secreto empresarial, que se deriven de la investigación común. Por ello, aquellos 
resultados que, no siendo en sí mismos objeto de patente u otra forma de protección, 
pudieran inhabilitar, por su publicación o difusión, el reconocimiento de propiedad sobre 
una obra, proceso, producto o modelo de utilidad, deberán ser considerados como 
materia reservada y no difundible.

4. Sin perjuicio de lo anteriormente establecido, la parte que reciba información 
confidencial de las otras podrá revelarla cuando tal revelación obedezca a un 
requerimiento o petición formal por parte de una autoridad judicial o cualquier otra 
autoridad gubernamental, siempre que previamente se le haya notificado tal petición a la 
parte que la haya revelado y se le haya dado a la misma (de ser posible) la oportunidad 
de oponerse a la necesidad de dicha revelación y/o se le haya permitido solicitar una 
orden protectora o medida cautelar al objeto de que la Información Confidencial revelada 
en virtud de esa petición se utilice única y exclusivamente para el objeto que se dictó en 
dicho requerimiento legal.

5. Las partes se comprometen a que todo su personal conozca y observe el 
compromiso de confidencialidad regulado por esta cláusula.

Sexta. Conocimientos previos de las partes.

Cada parte seguirá siendo propietaria de los Conocimientos Previos aportados al 
Proyecto. En virtud del presente Convenio no se entienden cedidos a la otra parte 
ninguno de los Conocimientos Previos aportados al Proyecto (se entiende por 
Conocimientos Previos todo dato, conocimiento técnico o información, cualquiera que 
sea su forma o naturaleza, tangible –a título de ejemplo, material biológico o químico– o 
intangible, incluido todo derecho, como los derechos de propiedad industrial e intelectual 
perteneciente a alguna de las partes con anterioridad a la entrada en vigor del Convenio 
y que sea necesario para la ejecución del Proyecto o para la explotación de sus 
resultados).

Cada una de las partes concede a la otra una licencia no exclusiva de uso de los 
Conocimientos Previos únicamente para llevar a cabo tareas de investigación en el 
marco del presente Convenio.

Séptima. Propiedad de los resultados.

1. En el supuesto de que la actividad, investigadora o de otro tipo, desarrollada 
como consecuencia de la presente colaboración produjese resultados susceptibles de 
protección mediante patentes u otras formas de propiedad industrial o intelectual, la 
titularidad de las mismas corresponderá a las entidades firmantes del Convenio en 
proporción a su participación directa en la obtención del resultado, para lo que se tendrá 
en cuenta además lo previsto en el Plan de Trabajo y en la cláusula cuarta de este 
Convenio.
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Los resultados del Proyecto objeto del presente Convenio, o partes del mismo que 
pudieran tener consideración independiente, serán propiedad de la entidad o entidades 
que lo hayan generado expresamente.

En cuanto a las distintas técnicas y metodologías de investigación, desarrolladas en 
el transcurso del Proyecto y como consecuencia del mismo, quedarán a libre disposición 
de las entidades participantes para su uso y empleo, con carácter general, en nuevas 
investigaciones.

En todo caso, cuando los resultados del Proyecto sean un medicamento o un 
producto sanitario, o productos intermedios para su ulterior transformación industrial en 
medicamentos o productos sanitarios, o los equipamientos, modelos, prototipos, 
sistemas o ingenierías de proceso necesarios para su desarrollo, que responda a 
necesidades derivadas de la emergencia sanitaria ocasionada por el coronavirus SARS-
CoV-2 y existan dificultades en la escalada y producción de los mismos, que puedan 
desembocar en situaciones de escasez de existencias para satisfacer la demanda 
interna será necesario concluir mecanismos de colaboración público-privada con objeto 
de superar estos obstáculos, de acuerdo con las reglas establecidas en la Disposición 
adicional quinta del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo.

2. Obedeciendo al carácter de las entidades firmantes y al objeto de este Convenio, 
en la utilización de los resultados, parciales o finales, susceptibles de ser explotados 
comercialmente, las entidades participantes ostentarán el derecho de uso y explotación 
comercial, bien directamente o a través de terceros, en un marco de salvaguarda de los 
intereses de cada una de las partes, asegurándose que no se ocasionan daños o 
perjuicios mutuamente. Este marco de salvaguarda se establecerá entre ambas partes, 
que se comprometen a suscribir un contrato de cotitularidad en virtud del cual se 
establecerá entre las partes los porcentajes de titularidad de la patente u otros títulos de 
protección que se soliciten, la asunción de costes de solicitud, extensión internacional y 
mantenimiento de dichos títulos, la toma de decisiones con respecto a los contactos y 
negociaciones de contratos de licencia o colaboración con terceras partes relacionados 
con dichos títulos, el reparto de los potenciales ingresos generado por dichos contratos, 
así como cualesquiera otros aspectos referidos al marco de protección explotación de los 
resultados que considerasen de interés.

3. Tanto en publicaciones, como en patentes y otros títulos de propiedad industrial e 
intelectual, se respetará siempre la mención a los autores de las investigaciones que, en 
estas últimas, figurarán en calidad de inventores o autores intelectuales.

Octava. Vigencia.

De conformidad con el artículo 39.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, el presente Convenio se perfecciona y desplegará efectos desde el momento 
de su firma. Una vez firmado será objeto de inscripción en el Registro Electrónico estatal 
de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal y de publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado».

El presente Convenio tendrá una duración de cinco años, como plazo máximo para la 
ejecución del Proyecto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.1.a) y el 34.2 
de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en la 
redacción dada por la por la disposición final 1.1 del Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de 
febrero, de medidas urgentes en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la 
Universidad.

En el caso de que no se hubiesen alcanzado los resultados previstos en el plazo 
establecido, y las partes considerasen oportuna su continuación, la citada duración podrá 
prorrogarse con anterioridad a la fecha de su finalización por un periodo no superior a 
otros cinco años adicionales, mediante acuerdo expreso y por escrito de las partes 
formalizado en una adenda.
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Esta prórroga, así como cualquier eventual modificación al Convenio, deberá ser 
comunicada al Registro citado en el párrafo primero de la presente cláusula, en 
consonancia con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), además 
de cumplir con los restantes trámites preceptivos contemplados en ésta para su firma y 
eficacia.

En todo caso, aun cuando se produzca la finalización de la vigencia del Convenio, las 
partes mantendrán las obligaciones de información recíproca de los avances y 
resultados del Proyecto y de confidencialidad de la información y de los resultados, así 
como las relativas a la propiedad de tales resultados.

Novena. Modificación.

El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo acuerdo de las partes. La 
modificación se efectuará mediante la suscripción de la oportuna adenda al Convenio y 
siempre dentro del plazo de vigencia del mismo.

Décima. Extinción.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 51.1 de la LRJSP, este Convenio se 
extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen su objeto, que en todo 
caso se entenderán cumplidas cuando finalice el plazo de ejecución y justificación del 
Proyecto sin que se haya acordado su prórroga por la entidad concedente. Asimismo, se 
extinguirá por incurrir en alguna de las siguientes causas de resolución, según lo 
establecido en el apartado 2 del mismo artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la 
cláusula cuarta (apartado tercero, segundo párrafo):

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de las partes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a los 
responsables del mecanismo de seguimiento regulado en la cláusula decimotercera.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la 
parte que lo dirigió notificará a la otra la concurrencia de la causa de resolución y se 
entenderá resuelto el Convenio. La resolución del Convenio por esta causa podrá 
conllevar la indemnización de los perjuicios causados en su caso.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en alguna Ley.

En el supuesto de que este Convenio se diera por resuelto antes del plazo previsto 
para su finalización, las partes se entregarán un Informe con toda la documentación 
elaborada hasta la fecha en que se dé por resuelto el Convenio, en virtud de este 
supuesto, siempre que, en su caso, se hayan abonado las contribuciones 
correspondientes a las investigaciones realizadas hasta el momento de la resolución.

En caso de que existiesen actuaciones en curso de ejecución, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 52.3 de la LRJSP, se podrá acordar la continuación y finalización 
de éstas en un plazo improrrogable, transcurrido el cual el Convenio deberá liquidarse. 
Dicho plazo se fijaría por las partes cuando se resolviera el Convenio.

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de la LRJSP en relación con 
los efectos de la resolución de los Convenios, a lo que las partes firmantes quedan 
sometidas en lo que les sea de aplicación.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 243 Viernes 11 de septiembre de 2020 Sec. III.   Pág. 76752

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
10

54
5

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

204



Undécima. Naturaleza jurídica y resolución de controversias.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, quedando sujeto a lo establecido en 
el capítulo VI del título preliminar de la LRJSP. Asimismo, este documento se ajusta a lo 
dispuesto en los artículos 48 y 49 de la mencionada ley, aplicándose lo previsto en el 
artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias 
para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

Las partes se comprometen a resolver de manera amistosa, o a través del mecanismo de 
seguimiento, cualquier desacuerdo que pudiera surgir en el desarrollo de este Convenio. En 
caso de no resolverse por las partes, dicha controversia podrá ser resuelta por los Tribunales 
competentes del orden jurisdiccional de lo contencioso-administrativo.

No obstante lo anterior, en el exclusivo caso en que se formulen demandas en las que se 
ejerciten acciones relativas a propiedad industrial y propiedad intelectual su conocimiento 
recaerá en los Juzgados de lo Mercantil, de conformidad con los artículos 22 y 86 ter de la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, siendo el orden contencioso-
administrativo el competente para resolver cualquier otra cuestión referente al contenido del 
Convenio.

Duodécima. Protección de datos.

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD), 
aplicable desde el 25 de mayo de 2018, las partes hacen constar de manera expresa que se 
abstendrán de cualquier tipo de tratamiento de los datos personales de que dispongan como 
consecuencia de este Convenio, exceptuando aquel que sea estrictamente necesario para 
las finalidades del mismo. En este sentido se comprometen, especialmente, a no ceder a 
terceros los datos mencionados o los archivos que los contengan, así como a guardar estricta 
confidencialidad sobre los mismos. Asimismo, las partes quedan sometidas a lo dispuesto en 
la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, y demás normativa aplicable en materia de protección de datos.

Decimotercera. Mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del Convenio.

Los responsables del Proyecto previstos en el apartado segundo de la cláusula segunda, 
constituirán entre ellos el mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del presente 
Convenio.

Entre sus cometidos estará el de consensuar la solución de los problemas que puedan ir 
surgiendo respecto al modo de actuar en el desarrollo del Proyecto, debiendo resolver los 
problemas de interpretación y aplicación de los términos de este Convenio, mediante el 
seguimiento y control de su ejecución e incidencias. Asimismo, ejercerán las funciones que el 
capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
atribuye a dicho mecanismo en relación a los incumplimientos, extinción y resolución del 
Convenio.

En caso de que los citados responsables del Proyecto no llegasen a soluciones 
compartidas, habrán de acudir a sus correspondientes órganos directivos superiores a fin de 
que, en calidad de mecanismo de seguimiento, arbitren las que de mutuo acuerdo consideren 
más convenientes al Proyecto y mejor se adapten con lo previsto en el presente instrumento 
jurídico.

Por parte del CSIC el órgano directivo será la Vicepresidencia de Investigación Científica 
y Técnica (VICYT), por parte de la UAM será el Vicerrectorado de Investigación y por parte de 
la FGCSIC será la Dirección General.

Y en prueba de conformidad, firman el presente Convenio por triplicado ejemplar, en lugar 
y fecha indicados al inicio.–La Vicepresidenta de Organización y Relaciones Institucionales 
del Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., Rosina López-Alonso Fandiño.–El 
Vicerrector de Investigación de la Universidad Autónoma de Madrid, José Manuel González 
Sancho.–El Director General de la Fundación General CSIC, Álvaro Giménez Cañete.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
10546 Resolución de 1 de septiembre de 2020, de la Presidencia de la Agencia 

Estatal Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., por la que se 
publica el Convenio con la Universidad Autónoma de Madrid, para la 
realización conjunta del proyecto de I+D+i «Nuevos tejidos profilácticos 
eficientes contra SARS-COV-2 basados textiles no-tejidos modificados con 
grafeno y derivados (TEXGRAF)».

Suscrito el Convenio el 20 de julio de 2020, y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 8 del artículo 48 de la ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, procede la publicación en el Boletín Oficial del Estado de dicho 
Convenio, que figura como anexo de esta resolución.

Madrid, 1 de septiembre de 2020.–La Presidenta de la Agencia Estatal Consejo 
Superior de Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.

ANEXO

Convenio entre el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., y la 
Universidad Autónoma de Madrid para la realización conjunta del proyecto de 

I+D+i «Nuevos tejidos profilácticos eficientes contra SARS-COV-2 basados 
textiles no-tejidos modificados con grafeno y derivados (TEXGRAF)»

En Madrid, a 20 de julio de 2020.

INTERVIENEN

De una parte, la Sra. doña Rosina López-Alonso Fandiño, en su condición de 
vicepresidenta de Organización y Relaciones Institucionales del Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas, M.P. (CSIC), nombrada por Acuerdo del Consejo Rector del 
CSIC, en su reunión de 28 de noviembre de 2019 (BOE 18/12/2019. Res. Presidencia 
CSIC de 13 de diciembre de 2019, por el que se resuelve convocatoria de libre 
designación), actuando en nombre y representación de esta institución en virtud de las 
competencias que tiene delegadas por resolución de 20 de abril de 2017 de la 
Presidencia del CSIC (BOE de 23 de mayo siguiente). Organismo con sede central y 
domicilio institucional en Madrid, calle de Serrano 117, CP 28006 y NIF Q-2818002-D.

Y de otra, el Sr. don José Manuel González Sancho, en nombre y representación de 
la Universidad Autónoma de Madrid (UAM), con domicilio en calle Einstein, n.º 1, 28049 
Madrid, y con NIF: Q2818013A, en calidad de vicerrector de Investigación, nombrado por 
Resolución Rectoral de 29 de junio de 2017 y con competencias delegadas por el Rector, 
según resolución de 16 de diciembre de 2019 (B.O.C.M. de 7 de enero de 2020).

El CSIC y la UAM, en adelante denominadas conjuntamente «las partes» o 
«entidades participantes», declaran hallarse debidamente facultadas y con la capacidad 
necesaria para obligarse en los términos del presente Convenio, a cuyo efecto

EXPONEN

1. Que el CSIC es un Organismo Público de Investigación, adscrito al Ministerio de 
Ciencia e Innovación a través de la Secretaría General de Investigación. Su objetivo 
fundamental es desarrollar y promover investigaciones en beneficio del progreso 
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científico y tecnológico, para lo cual está abierta a la colaboración con entidades 
españolas y extranjeras. Según su Estatuto (artículo 4), tiene como misión el fomento, la 
coordinación, el desarrollo y la difusión de la investigación científica y tecnológica, de 
carácter pluridisciplinar, con el fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo 
económico, social y cultural, así como a la formación de personal y al asesoramiento a 
entidades públicas y privadas en estas materias.

El Centro Nacional de Biotecnología («CNB») es un instituto de investigación propio 
del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de Biología y 
Biomedicina, cuya finalidad principal es llevar a cabo investigaciones científicas y 
desarrollos tecnológicos en el campo de la biotecnología en todos sus ámbitos.

El Departamento de Estructura de Macromoléculas del CSIC cuenta con gran 
experiencia y conocimientos en el campo del Coronavirus: ultraestructura de virus y 
agregados moleculares.

2. Que la UAM es una es una entidad de Derecho Público a la que corresponde, en 
el ámbito de sus competencias, el servicio público de la educación superior mediante la 
investigación, la docencia y el estudio. Está dotada de personalidad jurídica y patrimonio 
propio y hace de la autonomía seña fundamental de su identidad. Se define por su 
voluntad de innovación e implicación social, en coordinación y colaboración con otras 
universidades e instituciones.

3. Que en el marco de la convocatoria Crue-CSIC-Santander Fondo Supera 
COVID-19, constituido por Banco Santander, las universidades españolas y el Consejo 
Superior de Investigaciones Científicas (CSIC) –entidades con las que el Banco 
Santander tiene suscrito convenio de colaboración–, dirigido a financiar programas, 
proyectos colaborativos y medidas de apoyo al ámbito universitario para minimizar el 
impacto de la crisis provocada por el coronavirus en los ámbitos sanitario, educativo y 
social, se ha concedido a la Universidad Autónoma de Madrid, como beneficiaria de la 
ayuda y coordinadora del proyecto, financiación para la realización del proyecto «Nuevos 
tejidos profilácticos eficientes contra SARS-COV-2 basados textiles no-tejidos 
modificados con grafeno y derivados» y, de conformidad con las bases reguladoras de 
dicha ayuda, será requisito indispensable que el grupo de investigación solicitante cuente 
o incorpore a grupos de investigación de otras universidades o del CSIC para aumentar 
los objetivos del proyecto original u obtener resultados en un tiempo más corto. El CSIC 
y la UAM están interesados en colaborar mutuamente para llevar a cabo el citado 
Proyecto, de acuerdo con lo establecido en la cláusula cuarta y en las restantes 
disposiciones de este Convenio.

4. Que la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
regula en su artículo 34 la posibilidad de que los agentes públicos de financiación o 
ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidas las 
administraciones públicas, las universidades públicas, los organismos públicos de 
investigación de la Administración General del Estado, los consorcios y fundaciones 
participadas por las administraciones públicas, los organismos de investigación de otras 
administraciones públicas y los centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, 
puedan suscribir convenios administrativos entre ellos o con agentes privados que 
realicen actividades de investigación científica y técnica, nacionales, supranacionales o 
extranjeros, para la realización conjunta de, entre otras, las siguientes actividades:

a) Proyectos y actuaciones de investigación científica, desarrollo e innovación.
c) Financiación de proyectos científico-técnicos singulares.
f) Uso compartido de inmuebles, de instalaciones y de medios materiales para el 

desarrollo de actividades de investigación científica, desarrollo e innovación.

Por su parte, el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
ha establecido un régimen especial de tramitación y entrada en vigor de los convenios 
relacionados con el COVID-19, al que se sujeta el presente Convenio.
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5.  Que, en atención a todo lo expuesto, se estima necesaria y justificada la 
suscripción de un convenio que suponga la puesta en común, distribución y utilización 
conjunta y/o coordinada de medios, servicios y recursos pertenecientes a cada una de 
las entidades participantes y su ordenación para un fin compartido, bajo las premisas de 
interdisciplinariedad y eficiencia en la gestión de los recursos.

Por lo anteriormente expuesto, los intervinientes acuerdan la suscripción del presente 
Convenio para la realización conjunta de un proyecto de investigación, que se regirá por 
las siguientes,

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.

El objeto del presente Convenio es establecer la colaboración científico-técnica entre 
el CSIC, a través del CNB, y la UAM, en la realización conjunta del Proyecto de I+D+i 
«Nuevos tejidos profilácticos eficientes contra SARS-COV-2 basados textiles no-tejidos 
modificados con grafeno y derivados» («TEXGRAF» o «el Proyecto»), consistente en las 
investigaciones necesarias para la preparación de tejidos profilácticos eficientes contra 
SARS-COV-2 basados en textiles no-tejidos de polipropileno y/o poliamida-poliméricos 
modificados con grafeno y óxido de grafeno orientados a la fabricación de máscaras, en 
los términos establecidos por las partes en el Plan de Trabajo que éstas acuerden y al 
que se hace referencia en la cláusula segunda.

En particular, el Convenio regula los compromisos de las partes para la ejecución 
conjunta del Proyecto, incluyendo la organización del trabajo, la gestión y justificación del 
Proyecto, los derechos y obligaciones de las partes, la distribución de los fondos y la 
titularidad de los resultados, así como la responsabilidad y la resolución de los posibles 
conflictos.

El Proyecto cuenta con la financiación indicada en el expositivo tercero por lo que, en 
su ejecución, justificación y difusión, las partes deberán cumplir con lo establecido en las 
bases reguladoras, convocatoria y/o concesión de la ayuda.

Segunda. Obligaciones de las partes.

1. La realización de las tareas objeto del Proyecto será detallada en un Plan de 
Trabajo que aprobarán las partes intervinientes en el presente Convenio, obligándose 
cada una de ellas a aportar e implementar los medios técnicos, humanos y materiales 
necesarios para la adecuada consecución de los objetivos propuestos y asumiendo las 
siguientes obligaciones generales:

– Ejecutar el Proyecto conforme a lo que establezca la resolución de concesión, 
ejerciendo la UAM de entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, 
asumiendo las obligaciones de coordinación y seguimiento del resto de entidades 
participantes, así como su representación ante el agente financiador a efectos de cobro y 
distribución de la ayuda, su justificación y/o reintegro, en función de lo que establezca la 
resolución de concesión de la ayuda y el presente Convenio.

– Desarrollar las tareas previstas en el Plan de Trabajo de acuerdo con la 
metodología, el cronograma y los plazos que en el mismo se detallen.

– Entregar al resto de entidades participantes cuanta información sea necesaria para 
el correcto desarrollo de las diferentes actividades de I+D+i.

– Comunicar con celeridad al resto de participantes, sirviéndose si fuese preciso del 
mecanismo de seguimiento, cualquier información importante, hecho, problema o retraso 
que pueda afectar adversamente al Proyecto. Asimismo, las partes proporcionarán sin 
demora toda la información que el mecanismo de seguimiento requiera razonablemente 
para llevar a cabo sus tareas.

– Facilitar los medios y las infraestructuras necesarias. El laboratorio «Ultraestructura 
de virus y agregados moleculares» en el CNB-CSIC incluye todos los equipos y 
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suministros necesarios para el trabajo de TEXGRAF. Cuenta con un equipamiento 
adecuado de: laboratorios para cultivos celulares y producción de virus, equipamiento 
para el aislamiento y purificación de virus y los microscopios electrónicos necesarios 
para el chequeo de muestras. El CNB proporciona las infraestructuras y equipos 
necesarios para la realización de los trabajos según la planificación prevista.

– Elaborar los Informes y Entregables generados durante la evolución de las 
investigaciones realizadas en los plazos y forma que se describan en el Plan de Trabajo.

– Garantizar la protección de los resultados de la investigación y promover la difusión 
que, en su caso, proceda.

2. Se nombran dos (2) responsables que coordinarán el desarrollo del proyecto.

– Por parte del CSIC/CNB, será el Investigador responsable del Grupo de 
Investigación «Ultraestructura de virus y agregados moleculares»;

– y por parte de la UAM, será el Investigador responsable del Grupo de Investigación 
«Materiales de baja dimensionalidad».

Tercera. Desarrollo de los trabajos de investigación.

1. Cada una de las partes desarrollará en su propia sede e instalaciones los 
trabajos de investigación que le corresponda.

No obstante, podrá autorizarse el desplazamiento esporádico o no permanente de 
personal de una de ellas a la sede o instalaciones de otra, siempre que forme parte del 
equipo de investigación o de trabajo del Proyecto y cuando así lo aconseje o exija su 
buen fin, lo que se formalizará mediante las autorizaciones de estancia, comisiones de 
servicio u otras que procedan conforme a la normativa de cada una de las partes 
implicada.

2. Los responsables del Proyecto (identificados en la cláusula segunda del 
Convenio) tendrán la obligación de informar a los órganos competentes de la institución 
a la que pertenezcan de las estancias temporales que vayan a realizarse en aplicación 
de este Convenio, con el fin de que puedan tramitarse las autorizaciones, comisiones de 
servicios y demás actuaciones que procedan, así como verificar y controlar el 
cumplimiento de las obligaciones que se recogen en el siguiente apartado.

3. El personal de cualquiera de las partes que realice sus actividades mediante una 
estancia temporal en las instalaciones de la otra:

– Mantendrá siempre su independencia orgánica y funcional respecto de la entidad 
participante en cuyas instalaciones realice la estancia, sin que en modo alguno pueda 
adquirir derechos laborales, salariales o de índole análoga respecto de dicha entidad por 
tal hecho ni por la colaboración conjunta que implica el objeto de este Convenio. La 
independencia funcional no impedirá la correcta organización en la asignación de tareas 
y en la forma de llevarlas a cabo por parte de quienes sean los responsables y los 
ejecutores del Proyecto según la jerarquía que se establezca y las necesidades de cada 
momento.

– Deberá estar en situación de alta en algún régimen público de Seguridad Social o 
asimilado, y contará con un seguro de responsabilidad civil (o mecanismo de 
responsabilidad por daños equivalente) y cualquier otro que pudiera ser preciso en 
atención a la naturaleza y riesgos de las tareas a desarrollar, según la normativa vigente 
al respecto. Las obligaciones anteriores serán por cuenta de la parte a la que, en cada 
caso, pertenezca el citado personal, quedando exonerada la parte que acoge al personal 
en estancia temporal de cualquier responsabilidad -sea cual fuere su naturaleza- que 
pudiera derivarse de la actividad que realice el citado personal en sus instalaciones.

– Cumplirá con las indicaciones en materia de prevención de riesgos laborales que 
se le realicen, para lo cual las entidades participantes serán responsables del 
cumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos laborales en relación 
con la estancia temporal y, en concreto, del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
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el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, en materia de coordinación de actividades empresariales.

– Deberá respetar, además, mientras dure la estancia temporal las normas internas 
sobre uso de instalaciones y equipamientos, horarios, trámites procedimentales, etc.

Cuarta. Presupuesto del proyecto, distribución de fondos y ejecución.

1. El Proyecto consta de un presupuesto concedido de ciento sesenta mil euros 
(160.000,00 €), comprometiéndose la UAM, en su condición de entidad beneficiaria de la 
ayuda y coordinadora del Proyecto, a la distribución y transferencia inmediata de los 
fondos necesarios para la ejecución del Proyecto entre las entidades participantes una 
vez recibidas las anualidades correspondientes por parte del agente financiador, en los 
términos establecidos en la resolución de concesión de la ayuda. La entidad beneficiaria 
de la ayuda y coordinadora del Proyecto no realizará ninguna aportación propia, 
limitándose a transferir los fondos recibidos del agente financiador.

La distribución de los fondos se realizará por la entidad beneficiaria de la ayuda y 
coordinadora del Proyecto conforme al siguiente cuadro:

Distribución de fondos por UAM
(importes en euros)

Anualidad
año 2020 Subtotal por entidades

UAM. 94.848,00 94.848,00

CNB-CSIC. 32.576,00 32.576,00

2. Las cantidades indicadas se harán efectivas mediante transferencia bancaria 
realizada por la entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto en la 
cuenta abierta a nombre del CSIC que ésta indique y certifique (indicando en el concepto 
de la transferencia el acrónimo o código identificativo del Proyecto), y previa conformidad 
del ordenante del pago con el cumplimiento hasta ese momento del Plan de Trabajo y el 
calendario de pagos establecido.

El importe a abonar por la UAM al CSIC no incluirá IVA, pues la cantidad no es en 
concepto de contraprestación directa y equivalente a los servicios que prestará, sino que 
éstos carecen de onerosidad al tener como finalidad coadyuvar a la consecución del 
objeto común y a los fines del presente Convenio establecidos en la cláusula primera. En 
este sentido, la ausencia de onerosidad del objeto y actuaciones es clara y patente a la 
luz de los preceptos contenidos en los artículos 4.1 (sujeción de las entregas de bienes y 
prestaciones al impuesto) y 7.8 (no sujeción al impuesto cuando no existe 
contraprestación) de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido.

3. La entidad participante que reciba los fondos estará obligada a gestionarlos y 
ejecutarlos conforme a lo que se establezca en las bases reguladoras, convocatoria y 
resolución de concesión de la ayuda y en este Convenio, debiendo facilitar con diligencia 
a la entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto toda la documentación 
necesaria que acredite y justifique la aplicación de los fondos recibidos al objeto de 
realizar la justificación global del Proyecto.

En el caso de que el presente Convenio se extinguiera por alguna de las causas 
previstas en el mismo, las partes deberán reembolsar las cantidades que hayan recibido 
por el importe correspondiente a las tareas que no hubieran ejecutado, de conformidad 
con lo que se establezca por el mecanismo de seguimiento del Convenio. Además, si la 
mencionada extinción del Convenio se debiera a un incumplimiento de las obligaciones 
asumidas, la parte responsable asumirá los costes adicionales razonables y justificables 
que las otras partes deban asumir para llevar a cabo las tareas comprometidas y que se 
establecerá igualmente por el mecanismo de seguimiento.
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Quinta. Confidencialidad de la información y de los resultados.

1. Las partes se comprometen a mantenerse recíprocamente informadas, tanto de 
los avances científico-técnicos alcanzados, como de cualquier otro resultado que sea 
relevante para la consecución del buen fin del Proyecto.

2. Asimismo, cada una de las partes se compromete a no difundir, bajo ningún 
aspecto, las informaciones científicas, técnicas o comerciales pertenecientes a la otra 
parte a las que hayan podido tener acceso en el desarrollo de las actuaciones realizadas 
al amparo del presente Convenio, incluido todo el personal participante en los trabajos 
objeto del mismo, salvo que:

a) La información recibida sea de dominio público.
b) La parte receptora pueda demostrar que conocía previamente la información 

recibida.
c) La parte receptora adquiriese esta información de un tercero sin compromiso de 

confidencialidad.

3. Los datos e informes obtenidos durante la realización del Proyecto, así como los 
resultados finales, tendrán carácter confidencial. Cuando una de las partes desee utilizar 
los resultados parciales o finales, en parte o en su totalidad, para su publicación como 
artículo, conferencia, etc. deberá solicitar la conformidad de las demás partes por escrito, 
mediante cualquier medio válido en derecho que permita acreditar su recepción por el 
responsable de cada una en el seguimiento del Proyecto.

Las partes deberán responder en un plazo máximo de treinta días, comunicando su 
autorización, sus reservas o su disconformidad sobre la información contenida en el 
artículo o conferencia. Transcurrido dicho plazo sin obtener respuesta, se entenderá que 
el silencio es la tácita autorización para su difusión.

Como principio general de entendimiento, se estimará que no podrá ser difundida, ni 
presentada a público conocimiento, ninguna información que pudiera menoscabar los 
derechos de propiedad intelectual o industrial, incluida aquella que se decida proteger 
como secreto empresarial, que se deriven de la investigación común. Por ello, aquellos 
resultados que, no siendo en sí mismos objeto de patente u otra forma de protección, 
pudieran inhabilitar, por su publicación o difusión, el reconocimiento de propiedad sobre 
una obra, proceso, producto o modelo de utilidad, deberán ser considerados como 
materia reservada y no difundible.

4. Sin perjuicio de lo anteriormente establecido, la parte que reciba información 
confidencial de la otra parte podrá revelarla cuando tal revelación obedezca a un 
requerimiento o petición formal por parte de una autoridad judicial o cualquier otra 
autoridad gubernamental, siempre que previamente se le haya notificado tal petición a la 
parte que la haya revelado y se le haya dado a la misma (de ser posible) la oportunidad 
de oponerse a la necesidad de dicha revelación y/o se le haya permitido solicitar una 
orden protectora o medida cautelar al objeto de que la Información Confidencial revelada 
en virtud de esa petición se utilice única y exclusivamente para el objeto que se dictó en 
dicho requerimiento legal.

5. Las partes se comprometen a que todo el personal de una y otra parte conozca y 
observe el compromiso de confidencialidad regulado por esta cláusula.

6. Las partes podrán dar información pública de la firma de este Convenio y de su 
colaboración en el marco del Proyecto.

Sexta. Conocimientos previos de las partes.

Cada parte seguirá siendo propietaria de los Conocimientos Previos aportados al 
Proyecto.

En virtud del presente Convenio no se entienden cedidos a la otra parte ninguno de 
los Conocimientos Previos aportados al Proyecto (se entiende por Conocimientos 
Previos todo dato, conocimiento técnico o información, cualquiera que sea su forma o 
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naturaleza, tangible –a título de ejemplo, material biológico o químico– o intangible, 
incluido todo derecho, como los derechos de propiedad industrial e intelectual 
perteneciente a alguna de las partes con anterioridad a la entrada en vigor del Convenio 
y que sea necesario para la ejecución del Proyecto o para la explotación de sus 
resultados).

Cada una de las partes concede a la otra una licencia no exclusiva de uso de los 
Conocimientos Previos únicamente para llevar a cabo tareas de investigación en el 
marco del presente Convenio.

Séptima. Propiedad de los resultados.

1. En el supuesto de que la actividad, investigadora o de otro tipo, desarrollada 
como consecuencia de la presente colaboración produjese resultados susceptibles de 
protección mediante patentes u otras formas de propiedad industrial o intelectual, la 
titularidad de las mismas corresponderá a las entidades firmantes del Convenio en 
proporción a su participación directa en la obtención del resultado, para lo que se tendrá 
en cuenta además lo previsto en el Plan de Trabajo y en la cláusula cuarta de este 
Convenio.

Los resultados del Proyecto objeto del presente Convenio, o partes del mismo que 
pudieran tener consideración independiente, serán propiedad de la entidad o entidades 
que lo hayan generado expresamente.

En cuanto a las distintas técnicas y metodologías de investigación, desarrolladas en 
el transcurso del Proyecto y como consecuencia del mismo, quedarán a libre disposición 
de las entidades participantes para su uso y empleo, con carácter general, en nuevas 
investigaciones.

En todo caso, cuando los resultados del Proyecto sean un medicamento o un 
producto sanitario, o productos intermedios para su ulterior transformación industrial en 
medicamentos o productos sanitarios, o los equipamientos, modelos, prototipos, 
sistemas o ingenierías de proceso necesarios para su desarrollo, que responda a 
necesidades derivadas de la emergencia sanitaria ocasionada por el coronavirus SARS-
COVID-2 y existan dificultades en la escalada y producción de los mismos, que puedan 
desembocar en situaciones de escasez de existencias para satisfacer la demanda 
interna será necesario concluir mecanismos de colaboración público-privada con objeto 
de superar estos obstáculos, de acuerdo con las reglas establecidas en la Disposición 
adicional quinta del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo.

2. Obedeciendo al carácter de las entidades firmantes y al objeto de este Convenio, 
en la utilización de los resultados, parciales o finales, susceptibles de ser explotados 
comercialmente, las entidades participantes ostentarán el derecho de uso y explotación 
comercial, bien directamente o a través de terceros, en un marco de salvaguarda de los 
intereses de cada una de las partes, asegurándose que no se ocasionan daños o 
perjuicios mutuamente. Este marco de salvaguarda se establecerá entre ambas Partes, 
que se comprometen a suscribir un contrato de cotitularidad en virtud del cual se 
establecerá entre las Partes los porcentajes de titularidad de la patente u otros títulos de 
protección que se soliciten, la asunción de costes de solicitud, extensión internacional y 
mantenimiento de dichos títulos, la toma de decisiones con respecto a los contactos y 
negociaciones de contratos de licencia o colaboración con terceras partes relacionados 
con dichos títulos, el reparto de los potenciales ingresos generado por dichos contratos, 
así como cualesquiera otros aspectos referidos al marco de protección explotación de los 
resultados que considerasen de interés.

3. Tanto en publicaciones, como en patentes y otros títulos de propiedad industrial e 
intelectual, se respetará siempre la mención a los autores de las investigaciones que, en 
estas últimas, figurarán en calidad de inventores o autores intelectuales.
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Octava. Vigencia.

De conformidad con el artículo 39.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, el presente Convenio se perfecciona y desplegará efectos desde el momento 
de su firma. Una vez firmado será objeto de inscripción en el Registro Electrónico estatal 
de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal y de publicación en 
el Boletín Oficial del Estado.

El presente Convenio tendrá una duración de 12 meses, como plazo máximo para la 
ejecución del Proyecto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.1.a) y el 34.2 
de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en la 
redacción dada por la disposición final 1.1 del Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de febrero, 
de medidas urgentes en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la 
Universidad.

En el caso de que no se hubiesen alcanzado los resultados previstos en el plazo 
establecido, y las partes considerasen oportuna su continuación, la citada duración podrá 
prorrogarse con anterioridad a la fecha de su finalización por un plazo máximo de cinco 
años mediante acuerdo expreso y por escrito de las partes formalizado en una adenda.

Esta prórroga, así como cualquier eventual modificación al Convenio, deberá ser 
comunicada al Registro citado en el párrafo primero de la presente cláusula, en consonancia 
con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), además de cumplir con los 
restantes trámites preceptivos contemplados en ésta para su firma y eficacia.

En todo caso, aun cuando se produzca la finalización de la vigencia del Convenio, las 
partes mantendrán las obligaciones de información recíproca de los avances y 
resultados del Proyecto y de confidencialidad de la información y de los resultados, así 
como las relativas a la propiedad de tales resultados.

Novena. Modificación.

El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo acuerdo de las partes. La 
modificación se efectuará mediante la suscripción de la oportuna adenda al Convenio y 
siempre dentro del plazo de vigencia del mismo.

Décima. Extinción.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 51.1 de la LRJSP, este Convenio se 
extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir 
en alguna de las siguientes causas de resolución, según lo establecido en el apartado 2 
del mismo artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula cuarta (apartado tercero, 
segundo párrafo):

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de las partes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a los 
responsables del mecanismo de seguimiento regulado en la cláusula decimotercera.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la 
parte que lo dirigió notificará a la otra la concurrencia de la causa de resolución y se 
entenderá resuelto el Convenio. La resolución del Convenio por esta causa podrá 
conllevar la indemnización de los perjuicios causados en su caso.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en alguna Ley.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 243 Viernes 11 de septiembre de 2020 Sec. III.   Pág. 76761

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
10

54
6

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

213



En el supuesto de que este Convenio se diera por resuelto antes del plazo previsto 
para su finalización, las partes se entregarán un Informe con toda la documentación 
elaborada hasta la fecha en que se dé por resuelto el Convenio, en virtud de este 
supuesto, siempre que, en su caso, se hayan abonado las contribuciones 
correspondientes a las investigaciones realizadas hasta el momento de la resolución.

En caso de que existiesen actuaciones en curso de ejecución, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 52.3 de la LRJSP, se podrá acordar la continuación y finalización 
de éstas en un plazo improrrogable, transcurrido el cual el Convenio deberá liquidarse. 
Dicho plazo se fijaría por las partes cuando se resolviera el Convenio.

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de la LRJSP en relación con 
los efectos de la resolución de los Convenios, a lo que las partes firmantes quedan 
sometidas en lo que les sea de aplicación.

Undécima. Naturaleza jurídica y resolución de controversias.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, quedando sujeto a lo 
establecido en el Capítulo VI del Título Preliminar de la LRJSP. Asimismo, este 
documento se ajusta a lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la mencionada ley, 
aplicándose lo previsto en el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

Las partes se comprometen a resolver de manera amistosa, o a través del 
mecanismo de seguimiento, cualquier desacuerdo que pudiera surgir en el desarrollo de 
este Convenio. En caso de no resolverse por las partes, dicha controversia podrá ser 
resuelta por los Tribunales competentes del orden jurisdiccional de lo contencioso-
administrativo.

No obstante lo anterior, en el exclusivo caso en que se formulen demandas en las 
que se ejerciten acciones relativas a propiedad industrial y propiedad intelectual su 
conocimiento recaerá en los Juzgados de lo Mercantil, de conformidad con los 
artículos 22 y 86 ter de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, de 1 de julio, siendo el 
orden contencioso-administrativo el competente para resolver cualquier otra cuestión 
referente al contenido del Convenio.

Duodécima. Protección de datos.

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD), 
aplicable desde el 25 de mayo de 2018, las partes hacen constar de manera expresa 
que se abstendrán de cualquier tipo de tratamiento de los datos personales de que 
dispongan como consecuencia de este Convenio, exceptuando aquel que sea 
estrictamente necesario para las finalidades del mismo. En este sentido se 
comprometen, especialmente, a no ceder a terceros los datos mencionados o los 
archivos que los contengan, así como a guardar estricta confidencialidad sobre los 
mismos. Asimismo, las partes quedan sometidas a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, y demás normativa aplicable en materia de protección de datos.

Decimotercera. Mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del Convenio.

Los responsables del Proyecto previstos en el apartado segundo de la cláusula 
segunda, constituirán entre ellos el mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del 
presente Convenio.

Entre sus cometidos estará el de consensuar la solución de los problemas que 
puedan ir surgiendo respecto al modo de actuar en el desarrollo del Proyecto, debiendo 
resolver los problemas de interpretación y aplicación de los términos de este Convenio, 
mediante el seguimiento y control de su ejecución e incidencias. Asimismo, ejercerán las 
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funciones que el capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, atribuye a dicho mecanismo en relación a los incumplimientos, extinción 
y resolución del Convenio.

En caso de que los citados responsables del Proyecto no llegasen a soluciones 
compartidas, habrán de acudir a sus correspondientes órganos directivos superiores a fin 
de que, en calidad de mecanismo de seguimiento, arbitren las que de mutuo acuerdo 
consideren más convenientes al Proyecto y mejor se adapten con lo previsto en el 
presente instrumento jurídico.

Por parte del CSIC el órgano directivo será la Vicepresidencia de Investigación 
Científica y Técnica (VICYT) y por parte de la Universidad Autónoma de Madrid será el 
Vicerrectorado de Investigación.

Y en prueba de conformidad, firman el presente Convenio en el lugar y fecha 
indicados al inicio.–La Vicepresidenta de Organización y Relaciones Institucionales del 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., Rosina López-Alonso Fandiño.–El 
Vicerrector de Investigación de la Universidad Autónoma de Madrid, José Manuel 
González Sancho.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
10547 Resolución de 27 de agosto de 2020, de la Presidencia de la Agencia Estatal 

Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., por la que se publica el 
Convenio con Navarrabiomed-Fundación Miguel Servet, para la realización 
conjunta del proyecto de I+D+i «Plataformas de desarrollo de vacunas 
bioseguras contra SARS-CoV-2 (COV20/00237)».

Suscrito el convenio el 2 de junio de 2020, y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 8 del artículo 48 de la ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho 
convenio, que figura como anexo de esta resolución.

Madrid, 27 de agosto de 2020.–La Presidenta de la Agencia Estatal Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.

ANEXO

Convenio entre Navarrabiomed-Fundación Miguel Servet y el Consejo Superior de 
Investigaciones Científicas, M.P., para la realización conjunta del proyecto de I+D+i 

«Plataformas de desarrollo de vacunas bioseguras contra SARS-CoV-2 
(COV20/00237)»

En Pamplona, a 2 de junio de 2020.

REUNIDOS

De una parte, don Iñigo Lasa Uzcudun, en su condición de director, actuando en 
nombre y representación de Navarrabiomed–Fundación Miguel Servet (en adelante 
«NB»), en virtud de nombramiento por el Consejero de salud el día 16 de noviembre 
de 2015, y en el ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 12 de los estatutos. 
Entidad con domicilio social en C/ Irunlarrea 3, Pamplona, código postal 31008 y NIF 
G-31187420.

Y de otra, doña Rosina López-Alonso Fandiño, en su condición de vicepresidenta de 
Organización y Relaciones Institucionales del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, M.P. (CSIC), nombrada por Acuerdo del Consejo Rector del CSIC, en su 
reunión de 28 de noviembre de 2019 (BOE 18/12/2019. Res. Presidencia CSIC de 13 de 
diciembre de 2019, por el que se resuelve convocatoria de libre designación), actuando 
en nombre y representación de esta institución en virtud de las competencias que tiene 
delegadas por resolución de 20 de abril de 2017 de la Presidencia del CSIC (BOE de 23 
de mayo siguiente). Organismo con sede central y domicilio institucional en Madrid, calle 
de Serrano 117, CP 28006 y NIF Q-2818002-D.

Navarrabiomed–Fundación Miguel Servet y el Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, M.P., en adelante denominadas conjuntamente «las partes» o «entidades 
participantes», declaran hallarse debidamente facultadas y con la capacidad necesaria 
para obligarse en los términos del presente Convenio, a cuyo efecto

EXPONEN

1.  Que el CSIC es un Organismo Público de Investigación, adscrito al Ministerio de 
Ciencia e Innovación a través de la Secretaría General de Investigación. Su objetivo 
fundamental es desarrollar y promover investigaciones en beneficio del progreso 
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científico y tecnológico, para lo cual está abierta a la colaboración con entidades 
españolas y extranjeras. Según su Estatuto (artículo 4), tiene como misión el fomento, la 
coordinación, el desarrollo y la difusión de la investigación científica y tecnológica, de 
carácter pluridisciplinar, con el fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo 
económico, social y cultural, así como a la formación de personal y al asesoramiento a 
entidades públicas y privadas en estas materias.

El Instituto de Agrobiotecnología («IdAB») es un instituto de investigación mixto del 
CSIC y el Gobierno de Navarra, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área 
de Vida (sub-área Ciencias Agrarias), cuya finalidad principal es llevar a cabo 
investigaciones científicas y desarrollos tecnológicos en el campo de la Biotecnología.

El Grupo del CSIC Sanidad Animal cuenta con gran experiencia y conocimientos en 
el campo de Sanidad Animal-Infecciones víricas en rumiantes y respuesta inmune 
asociada y en el desarrollo de vacunas frente a virus.

2.  Que la Fundación Miguel Servet, es una fundación pública constituida al amparo 
del Fuero Nuevo por voluntad del Gobierno de Navarra expresada en el Decreto 
Foral 211/1986, y que se rige por sus estatutos, con el objetivo de contribuir a la 
promoción de la investigación en la Comunidad Foral de Navarra como motor del 
desarrollo y la mejora continua en la protección de la salud de la población y de 
promover la utilización óptima de los recursos puestos al servicio de la investigación 
biomédica en la Comunidad Foral de Navarra.

La Fundación tiene como objetivo principal la contribución al fomento de la 
investigación sanitaria en la Comunidad Foral de Navarra, para lo que cuenta con los 
medios materiales y personales ubicados en el centro de investigación biomédica del 
Gobierno de Navarra, Navarrabiomed («NB»). La misión del centro es promover, facilitar 
y realizar investigación biomédica en la frontera del conocimiento para desarrollar 
terapias y tratamientos innovadores, que contribuyan a una mejor calidad de vida de la 
ciudadanía.

Actualmente, el centro cuenta con 42 grupos de investigación, de los cuales 15 son 
grupos propios y 27 son grupos vinculados, grupos que reciben apoyo, pero no 
desarrollan su labor en el centro. Todos los equipos persiguen un objetivo común: la 
obtención de terapias y tratamientos cada vez más efectivos que mejoren el bienestar de 
los ciudadanos.

NB participa en este proyecto con el Grupo de Investigación que lidera David Escors, 
investigador que cuenta con gran experiencia y conocimientos en el campo de la 
inmunoterapia.

3.  Que en el marco de la convocatoria de expresiones de interés para la 
financiación de proyectos de investigación sobre el SARS-COV-2 y la enfermedad 
COVID-19 con cargo al FONDO – COVID-19, en el marco del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, aprobada por Resolución de 19 de marzo de 2020 de 
la Dirección del Instituto de Salud Carlos III, O.A., M.P., se ha concedido a la Fundación 
Miguel Servet-Navarrabiomed, como entidad beneficiaria y coordinadora, una ayuda para 
la realización del proyecto «Plataformas de desarrollo de vacunas bioseguras contra 
SARS-CoV-2 (COV20/00237)» y, de conformidad con las bases de la convocatoria de 
dicha ayuda, el Proyecto puede realizarse en cooperación de forma subcontratada con 
terceras instituciones ejecutoras. El CSIC y NB están interesados en colaborar 
mutuamente para llevar a cabo el citado Proyecto, de acuerdo con lo establecido en la 
cláusula cuarta y en las restantes disposiciones de este Convenio.

4.  Que la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
regula en su artículo 34 la posibilidad de que los agentes públicos de financiación o 
ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidas las 
administraciones públicas, las universidades públicas, los organismos públicos de 
investigación de la Administración General del Estado, los consorcios y fundaciones 
participadas por las administraciones públicas, los organismos de investigación de otras 
administraciones públicas y los centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, 
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puedan suscribir convenios administrativos entre ellos o con agentes privados que 
realicen actividades de investigación científica y técnica, nacionales, supranacionales o 
extranjeros, para la realización conjunta de, entre otras, las siguientes actividades:

a) Proyectos y actuaciones de investigación científica, desarrollo e innovación.
c) Financiación de proyectos científico-técnicos singulares.
f) Uso compartido de inmuebles, de instalaciones y de medios materiales para el 

desarrollo de actividades de investigación científica, desarrollo e innovación.

Por su parte, el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
ha establecido un régimen especial de tramitación y entrada en vigor de los convenios 
relacionados con el COVID-19, al que se sujeta el presente Convenio.

5.  Que, en atención a todo lo expuesto, se estima necesaria y justificada la 
suscripción de un convenio que suponga la puesta en común, distribución y utilización 
conjunta y/o coordinada de medios, servicios y recursos pertenecientes a cada una de 
las entidades participantes y su ordenación para un fin compartido, bajo las premisas de 
interdisciplinariedad y eficiencia en la gestión de los recursos.

Por lo anteriormente expuesto, los intervinientes acuerdan la suscripción del presente 
Convenio para la realización conjunta de un proyecto de investigación, que se regirá por 
las siguientes,

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.

El objeto del presente Convenio es establecer la colaboración científico-técnica entre 
Navarrabiomed–Fundación Miguel Servet (NB) y el CSIC, a través del Instituto de 
Agrobiotecnología (IDAB), en la realización conjunta del Proyecto de I+D+i «Plataformas 
de desarrollo de vacunas bioseguras contra SARS-CoV-2 (COV20/00237)» («el 
Proyecto»), consistente en las investigaciones necesarias para el desarrollo de vacunas 
bioseguras contra SARS-CoV-2, en los términos establecidos por las partes en el Plan 
de Trabajo que éstas acuerden y al que se hace referencia en la cláusula segunda.

En particular, el Convenio regula los compromisos de las partes para la ejecución 
conjunta del Proyecto, incluyendo la organización del trabajo, la gestión y justificación del 
Proyecto, los derechos y obligaciones de las partes, la distribución de los fondos y la 
titularidad de los resultados, así como la responsabilidad y la resolución de los posibles 
conflictos.

El Proyecto cuenta con la financiación indicada en el expositivo tercero por lo que, en 
su ejecución, justificación y difusión, las partes deberán cumplir con lo establecido en las 
bases reguladoras, convocatoria y/o concesión de la ayuda.

Segunda. Obligaciones de las partes.

1. La realización de las tareas objeto del Proyecto será detallada en un Plan de 
Trabajo que aprobarán las partes intervinientes en el presente Convenio, obligándose 
cada una de ellas a aportar e implementar los medios técnicos, humanos y materiales 
necesarios para la adecuada consecución de los objetivos propuestos y asumiendo las 
siguientes obligaciones generales:

– Ejecutar el Proyecto conforme a lo que establezcan resolución de concesión, 
ejerciendo NB de entidad beneficiaria y coordinadora del Proyecto, asumiendo las 
obligaciones de coordinación y seguimiento del resto de entidades participantes así 
como su representación ante el agente financiador a efectos de cobro y distribución de la 
ayuda, su justificación y/o reintegro, en función de lo que establezcan la resolución de 
concesión de la ayuda y el presente Convenio.
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– Desarrollar las tareas previstas en el Plan de Trabajo de acuerdo con la 
metodología, el cronograma y los plazos que en el mismo se detallen.

– Entregar al resto de entidades participantes cuanta información sea necesaria para 
el correcto desarrollo de las diferentes actividades de I+D+i.

– Comunicar con celeridad al resto de participantes, sirviéndose si fuese preciso del 
mecanismo de seguimiento, cualquier información importante, hecho, problema o retraso 
que pueda afectar adversamente al Proyecto. Asimismo, las partes proporcionarán sin 
demora toda la información que el mecanismo de seguimiento requiera razonablemente 
para llevar a cabo sus tareas.

– Facilitar los medios y las infraestructuras necesarias para la realización de los 
trabajos según la planificación prevista.

– Elaborar los Informes y Entregables generados durante la evolución de las 
investigaciones realizadas en los plazos y forma que se describan en el Plan de Trabajo.

– Garantizar la protección de los resultados de la investigación y promover la difusión 
que, en su caso, proceda.

2. Se nombran dos responsables que coordinarán el desarrollo del Proyecto.

– Por parte de NB será el Investigador/a responsable del Proyecto de la Unidad de 
Investigación en Oncoinmunología.

– y por parte del CSIC/IdAB, será el Investigador/a responsable del Proyecto del 
Departamento de Biotecnología Microbiana-Grupo de virus en Sanidad Animal - Instituto 
de Agrobiotecnología.

Tercera. Desarrollo de los trabajos de investigación.

1. Cada una de las partes desarrollará en su propia sede e instalaciones los 
trabajos de investigación que le corresponda.

No obstante, podrá autorizarse el desplazamiento esporádico o no permanente de 
personal de una de ellas a la sede o instalaciones de otra, siempre que forme parte del 
equipo de investigación o de trabajo del Proyecto y cuando así lo aconseje o exija su 
buen fin, lo que se formalizará mediante las autorizaciones de estancia, comisiones de 
servicio u otras que procedan conforme a la normativa de cada una de las partes 
implicada.

2. Los responsables del Proyecto (identificados en la cláusula segunda del 
Convenio) tendrán la obligación de informar a los órganos competentes de la institución 
a la que pertenezcan de las estancias temporales que vayan a realizarse en aplicación 
de este Convenio, con el fin de que puedan tramitarse las autorizaciones, comisiones de 
servicios y demás actuaciones que procedan, así como verificar y controlar el 
cumplimiento de las obligaciones que se recogen en el siguiente apartado.

3. El personal de cualquiera de las partes que realice sus actividades mediante una 
estancia temporal en las instalaciones de la otra:

− Mantendrá siempre su independencia orgánica y funcional respecto de la entidad 
participante en cuyas instalaciones realice la estancia, sin que en modo alguno pueda 
adquirir derechos laborales, salariales o de índole análoga respecto de dicha entidad por 
tal hecho ni por la colaboración conjunta que implica el objeto de este Convenio. La 
independencia funcional no impedirá la correcta organización en la asignación de tareas 
y en la forma de llevarlas a cabo por parte de quienes sean los responsables y los 
ejecutores del Proyecto según la jerarquía que se establezca y las necesidades de cada 
momento.

− Deberá estar en situación de alta en algún régimen público de Seguridad Social o 
asimilado, y contará con un seguro de responsabilidad civil (o mecanismo de 
responsabilidad por daños equivalente) y cualquier otro que pudiera ser preciso en 
atención a la naturaleza y riesgos de las tareas a desarrollar, según la normativa vigente 
al respecto. Las obligaciones anteriores serán por cuenta de la parte a la que, en cada 
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caso, pertenezca el citado personal, quedando exonerada la parte que acoge al personal 
en estancia temporal de cualquier responsabilidad –sea cual fuere su naturaleza– que 
pudiera derivarse de la actividad que realice el citado personal en sus instalaciones.

− Cumplirá con las indicaciones en materia de prevención de riesgos laborales que 
se le realicen, para lo cual las entidades participantes serán responsables del 
cumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos laborales en relación 
con la estancia temporal y, en concreto, del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, en materia de coordinación de actividades empresariales.

− Deberá respetar, además, mientras dure la estancia temporal las normas internas 
sobre uso de instalaciones y equipamientos, horarios, trámites procedimentales, etc.

Cuarta. Presupuesto del proyecto, distribución de fondos y ejecución.

1. El Proyecto consta de un presupuesto concedido de ciento quince mil euros 
(115.00,00 €), comprometiéndose NB, en su condición de entidad beneficiaria y 
coordinadora, a la distribución y transferencia inmediata de los fondos necesarios para la 
ejecución del Proyecto entre las entidades participantes una vez recibidas las 
anualidades correspondientes por parte del agente financiador, en los términos 
establecidos en la resolución de concesión de la ayuda. NB no realizará ninguna 
aportación propia, limitándose a transferir los fondos recibidos del agente financiador.

La distribución de los fondos se realizará por NB conforme al siguiente cuadro:

Distribución de fondos por NB
(Importes en €) Año 2020

CSIC/IDAB. 29.500,00 €

 Total. 29.500,00 €

2. Las cantidades indicadas se harán efectivas mediante transferencia bancaria 
realizada por NB en la cuenta abierta a nombre del CSIC que ésta indique y certifique 
(indicando en el concepto de la transferencia el acrónimo o código identificativo del 
Proyecto), y previa conformidad del ordenante del pago con el cumplimiento hasta ese 
momento del Plan de Trabajo y el calendario de pagos establecido.

El importe a abonar por NB a CSIC no incluirá IVA, pues la cantidad no es en 
concepto de contraprestación directa y equivalente a los servicios que prestará, sino que 
éstos carecen de onerosidad al tener como finalidad coadyuvar a la consecución del 
objeto común y a los fines del presente Convenio establecidos en la cláusula primera. En 
este sentido, la ausencia de onerosidad del objeto y actuaciones es clara y patente a la 
luz de los preceptos contenidos en los artículos 4.1 (sujeción de las entregas de bienes y 
prestaciones al impuesto) y 7.8 (no sujeción al impuesto cuando no existe 
contraprestación) de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido.

3. La entidad participante que reciba los fondos estará obligada a gestionarlos y 
ejecutarlos conforme a lo que se establezca en la resolución de concesión de la ayuda y 
en este Convenio, debiendo facilitar con diligencia a NB toda la documentación 
necesaria que acredite y justifique la aplicación de los fondos recibidos al objeto de 
realizar la justificación global del Proyecto.

En el caso de que el presente Convenio se extinguiera por alguna de las causas 
previstas en el mismo, las partes deberán reembolsar las cantidades que hayan recibido 
por el importe correspondiente a las tareas que no hubieran ejecutado, de conformidad 
con lo que se establezca por el mecanismo de seguimiento del Convenio. Además, si la 
mencionada extinción del Convenio se debiera a un incumplimiento de las obligaciones 
asumidas, la parte responsable asumirá los costes adicionales razonables y justificables 
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que las otras partes deban asumir para llevar a cabo las tareas comprometidas y que se 
establecerá igualmente por el mecanismo de seguimiento.

Quinta. Confidencialidad de la información y de los resultados.

1. Las partes se comprometen a mantenerse recíprocamente informadas, tanto de 
los avances científico-técnicos alcanzados, como de cualquier otro resultado que sea 
relevante para la consecución del buen fin del Proyecto.

2. Asimismo, cada una de las partes se compromete a no difundir, bajo ningún 
aspecto, las informaciones científicas, técnicas o comerciales pertenecientes a la otra 
parte a las que haya podido tener acceso en el desarrollo de las actuaciones realizadas 
al amparo del presente Convenio, incluido todo el personal participante en los trabajos 
objeto del mismo, salvo que:

a) La información recibida sea de dominio público.
b) La parte receptora pueda demostrar que conocía previamente la información 

recibida.
c) La parte receptora adquiriese esta información de un tercero sin compromiso de 

confidencialidad.

3. Los datos e informes obtenidos durante la realización del Proyecto, así como los 
resultados finales, tendrán carácter confidencial. Cuando una de las partes desee utilizar 
los resultados parciales o finales, en parte o en su totalidad, para su publicación como 
artículo, conferencia, etc. deberá solicitar la conformidad de la otra parte por escrito, 
mediante cualquier medio válido en derecho que permita acreditar su recepción por el 
responsable de cada una en el seguimiento del Proyecto.

La otra parte deberá responder en un plazo máximo de treinta días, comunicando su 
autorización, sus reservas o su disconformidad sobre la información contenida en el 
artículo o conferencia. Transcurrido dicho plazo sin obtener respuesta, se entenderá que 
el silencio es la tácita autorización para su difusión.

Como principio general de entendimiento, se estimará que no podrá ser difundida, ni 
presentada a público conocimiento, ninguna información que pudiera menoscabar los 
derechos de propiedad intelectual o industrial, incluida aquella que se decida proteger 
como secreto empresarial, que se deriven de la investigación común. Por ello, aquellos 
resultados que, no siendo en sí mismos objeto de patente u otra forma de protección, 
pudieran inhabilitar, por su publicación o difusión, el reconocimiento de propiedad sobre 
una obra, proceso, producto o modelo de utilidad, deberán ser considerados como 
materia reservada y no difundible.

4. Sin perjuicio de lo anteriormente establecido, la parte que reciba información 
confidencial de la otra podrá revelarla cuando tal revelación obedezca a un requerimiento 
o petición formal por parte de una autoridad judicial o cualquier otra autoridad 
gubernamental, siempre que previamente se le haya notificado tal petición a la parte que 
la haya revelado y se le haya dado a la misma (de ser posible) la oportunidad de 
oponerse a la necesidad de dicha revelación y/o se le haya permitido solicitar una orden 
protectora o medida cautelar al objeto de que la Información Confidencial revelada en 
virtud de esa petición se utilice única y exclusivamente para el objeto que se dictó en 
dicho requerimiento legal.

5. Las partes se comprometen a que todo su personal conozca y observe el 
compromiso de confidencialidad regulado por esta cláusula.

Sexta. Conocimientos previos de las partes.

Cada parte seguirá siendo propietaria de los Conocimientos Previos aportados al 
Proyecto. En virtud del presente Convenio no se entienden cedidos a la otra parte 
ninguno de los Conocimientos Previos aportados al Proyecto (se entiende por 
Conocimientos Previos todo dato, conocimiento técnico o información, cualquiera que 
sea su forma o naturaleza, tangible –a título de ejemplo, material biológico o químico– o 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 243 Viernes 11 de septiembre de 2020 Sec. III.   Pág. 76769

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
10

54
7

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

221



intangible, incluido todo derecho, como los derechos de propiedad industrial e intelectual 
perteneciente a alguna de las partes con anterioridad a la entrada en vigor del Convenio 
y que sea necesario para la ejecución del Proyecto o para la explotación de sus 
resultados).

Cada una de las partes concede a la otra una licencia no exclusiva de uso de los 
Conocimientos Previos únicamente para llevar a cabo tareas de investigación en el 
marco del presente Convenio.

Séptima. Propiedad de los resultados.

1. En el supuesto de que la actividad, investigadora o de otro tipo, desarrollada 
como consecuencia de la presente colaboración produjese resultados susceptibles de 
protección mediante patentes u otras formas de propiedad industrial o intelectual, la 
titularidad de las mismas corresponderá a las entidades firmantes del Convenio en 
proporción a su participación directa en la obtención del resultado, para lo que se tendrá 
en cuenta además lo previsto en el Plan de Trabajo y en la cláusula cuarta de este 
Convenio.

Los resultados del Proyecto objeto del presente Convenio, o partes del mismo que 
pudieran tener consideración independiente, serán propiedad de la entidad o entidades 
que lo hayan generado expresamente.

En cuanto a las distintas técnicas y metodologías de investigación, desarrolladas en 
el transcurso del Proyecto y como consecuencia del mismo, quedarán a libre disposición 
de las entidades participantes para su uso y empleo, con carácter general, en nuevas 
investigaciones.

2. Obedeciendo al carácter de las entidades firmantes y al objeto de este Convenio, 
en la utilización de los resultados, parciales o finales, susceptibles de ser explotados 
comercialmente, las entidades participantes ostentarán el derecho de uso y explotación 
comercial, bien directamente o a través de terceros, en un marco de salvaguarda de los 
intereses de cada una de las partes, asegurándose que no se ocasionan daños o 
perjuicios mutuamente. Este marco de salvaguarda se establecerá entre ambas partes, 
que se comprometen a suscribir un contrato de cotitularidad en virtud del cual se 
establecerá entre las Partes los porcentajes de titularidad de la patente u otros títulos de 
protección que se soliciten, la asunción de costes de solicitud, extensión internacional y 
mantenimiento de dichos títulos, la toma de decisiones con respecto a los contactos y 
negociaciones de contratos de licencia o colaboración con terceras partes relacionados 
con dichos títulos, el reparto de los potenciales ingresos generado por dichos contratos, 
así como cualesquiera otros aspectos referidos al marco de protección explotación de los 
resultados que considerasen de interés.

3. Tanto en publicaciones, como en patentes y otros títulos de propiedad industrial e 
intelectual, se respetará siempre la mención a los autores de las investigaciones que, en 
estas últimas, figurarán en calidad de inventores o autores intelectuales.

Octava. Vigencia.

De conformidad con el artículo 39.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, el presente Convenio se perfecciona y desplegará efectos desde el momento 
de su firma. Una vez firmado será objeto de inscripción en el Registro Electrónico estatal 
de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal y de publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado».

El presente Convenio tendrá una duración de 1 año, como plazo máximo para la 
ejecución del Proyecto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.1.a) y el 34.2 
de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en la 
redacción dada por la por la disposición final 1.1 del Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de 
febrero, de medidas urgentes en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la 
Universidad.
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En el caso de que no se hubiesen alcanzado los resultados previstos en el plazo 
establecido, y las partes considerasen oportuna su continuación, la citada duración podrá 
prorrogarse con anterioridad a la fecha de su finalización por un periodo no superior a 
otro año adicional, mediante acuerdo expreso y por escrito de las partes formalizado en 
una adenda.

Esta prórroga, así como cualquier eventual modificación al Convenio, deberá ser 
comunicada al Registro citado en el párrafo primero de la presente cláusula, en 
consonancia con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), además 
de cumplir con los restantes trámites preceptivos contemplados en ésta para su firma y 
eficacia.

Las obligaciones de las cláusulas quinta y séptima subsistirán después de la 
terminación del presente Convenio.

Novena. Modificación.

El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo acuerdo de las partes. La 
modificación se efectuará mediante la suscripción de la oportuna adenda al Convenio y 
siempre dentro del plazo de vigencia del mismo.

Décima. Extinción.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 51.1 de la LRJSP, este Convenio se 
extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir 
en alguna de las siguientes causas de resolución, según lo establecido en el apartado 2 
del mismo artículo y sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula cuarta (apartado tercero, 
segundo párrafo):

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de las partes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a los 
responsables del mecanismo de seguimiento regulado en la cláusula decimotercera.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la 
parte que lo dirigió notificará a la otra la concurrencia de la causa de resolución y se 
entenderá resuelto el Convenio. La resolución del Convenio por esta causa podrá 
conllevar la indemnización de los perjuicios causados en su caso.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en alguna Ley.

En el supuesto de que este Convenio se diera por resuelto antes del plazo previsto 
para su finalización, las partes se entregarán un Informe con toda la documentación 
elaborada hasta la fecha en que se dé por resuelto el Convenio, en virtud de este 
supuesto, siempre que, en su caso, se haya abonado las contribuciones 
correspondientes a las investigaciones realizadas hasta el momento de la resolución.

En caso de que existiesen actuaciones en curso de ejecución, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 52.3 de la LRJSP, se podrá acordar la continuación y finalización 
de éstas en un plazo improrrogable, transcurrido el cual el Convenio deberá liquidarse. 
Dicho plazo se fijaría por las partes cuando se resolviera el Convenio.

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de la LRJSP en relación con 
los efectos de la resolución de los Convenios, a lo que las partes firmantes quedan 
sometidas en lo que les sea de aplicación.
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Undécima. Naturaleza jurídica y resolución de controversias.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, quedando sujeto a lo establecido 
en el Capítulo VI del Título Preliminar de la LRJSP. Asimismo, este documento se ajusta a 
lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la mencionada ley, aplicándose lo previsto en el 
artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

Las partes se comprometen a resolver de manera amistosa, o a través del mecanismo de 
seguimiento, cualquier desacuerdo que pudiera surgir en el desarrollo de este Convenio. En 
caso de no resolverse por las partes, dicha controversia podrá ser resuelta por los Tribunales 
competentes del orden jurisdiccional de lo contencioso-administrativo.

No obstante lo anterior, en el exclusivo caso en que se formulen demandas en las 
que se ejerciten acciones relativas a propiedad industrial y propiedad intelectual su 
conocimiento recaerá en los Juzgados de lo Mercantil, de conformidad con los 
artículos 22 y 86 ter de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, de 1 de julio, siendo el 
orden contencioso-administrativo el competente para resolver cualquier otra cuestión 
referente al contenido del Convenio.

Duodécima. Protección de datos.

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD), 
aplicable desde el 25 de mayo de 2018, las partes hacen constar de manera expresa 
que se abstendrán de cualquier tipo de tratamiento de los datos personales de que 
dispongan como consecuencia de este Convenio, exceptuando aquel que sea 
estrictamente necesario para las finalidades del mismo. En este sentido se 
comprometen, especialmente, a no ceder a terceros los datos mencionados o los 
archivos que los contengan, así como a guardar estricta confidencialidad sobre los 
mismos. Asimismo, las partes quedan sometidas a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, y demás normativa aplicable en materia de protección de datos.

Decimotercera. Mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del convenio.

Los responsables del Proyecto previstos en el apartado segundo de la cláusula segunda, 
constituirán entre ellos el mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del presente 
Convenio.

Entre sus cometidos estará el de consensuar la solución de los problemas que puedan ir 
surgiendo respecto al modo de actuar en el desarrollo del Proyecto, debiendo resolver los 
problemas de interpretación y aplicación de los términos de este Convenio, mediante el 
seguimiento y control de su ejecución e incidencias. Asimismo, ejercerán las funciones que el 
capítulo vi de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, atribuye 
a dicho mecanismo en relación a los incumplimientos, extinción y resolución del Convenio.

En caso de que los citados responsables del Proyecto no llegasen a soluciones 
compartidas, habrán de acudir a sus correspondientes órganos directivos superiores a fin 
de que, en calidad de mecanismo de seguimiento, arbitren las que de mutuo acuerdo 
consideren más convenientes al Proyecto y mejor se adapten con lo previsto en el 
presente instrumento jurídico.

Por parte de NB el órgano directivo será el Director y por parte del CSIC será la 
Vicepresidencia de Investigación Científica y Técnica (VICYT).

Y en prueba de conformidad, firman el presente Convenio en el lugar arriba indicado. 
Las partes reconocen que la firma electrónica del presente documento tendrá la misma 
validez y efecto que el intercambio de firmas manuales originales.–La Vicepresidenta de 
Organización y Relaciones Institucionales del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, M.P., Rosina López-Alonso Fandiño.–El Director de Navarrabiomed–Fundación 
Miguel Servet, Iñigo Lasa Uzcudum.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
10548 Resolución de 28 de agosto de 2020, de la Presidencia de la Agencia Estatal 

Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., por la que se publica el 
Convenio con la Fundació Institut Hospital del Mar d'Investigacions Mèdiques 
y la Fundació Institut d'Investigació en Ciències de la Salut Germans Trias i 
Pujol, para la realización conjunta del proyecto de I+D+i «Tests point-of-care 
para la detección rápida de SARS-CoV-2».

Suscrito el convenio el 20 de julio de 2020, y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 8 del artículo 48 de la ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho 
convenio, que figura como anexo de esta resolución.

Madrid, 28 de agosto de 2020.–La Presidenta de la Agencia Estatal Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.

ANEXO

Convenio entre el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P. (CSIC), la 
Fundació Institut Hospital del Mar d'Investigacions Mèdiques (FIMIM) y la Fundació 
Institut d’Investigació en Ciències de la Salut Germans Trias i Pujol (IGTP), para la 
realización conjunta del proyecto de I+D+i «Tests point-of-care para la detección 

rápida de SARS-CoV-2»

20 de julio de 2020.

INTERVIENEN

De una parte, doña Rosa Menéndez López, en su condición de presidenta del 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P. (CSIC), nombrada por Real 
Decreto 993/2017, de 17 de noviembre (BOE de 18 de noviembre de 2017), actuando en 
nombre y representación de esta institución en ejercicio de las facultades que le confiere 
el artículo 11.2, letras e) e i) del Estatuto del CSIC, aprobado por Real 
Decreto 1730/2007, de 21 de diciembre (BOE de 14 de enero de 2008). Organismo con 
sede central en Madrid (CP 28006), domicilio institucional en calle de Serrano 117 y NIF 
Q-2818002-D.

De otra, don Andreu Fort Robert, en su condición de gerente, en nombre y 
representación de la Fundació Institut Hospital del Mar d'Investigacions Mèdiques 
(FIMIM), en virtud de los poderes otorgados ante el notario de Barcelona, don Carlos 
Mateo Martínez de Bartolomé el 7 de febrero de 2019, bajo el protocolo número 329. 
Entidad con domicilio social en calle Doctor Aiguader 88, 08003 de Barcelona y NIF 
G-60072253.

Y de otra, don Carles Esquerré Victori, en su condición de Representante Legal, 
actuando en nombre y representación de la Fundació Institut d’Investigació en Ciències 
de la Salud Germans Trias i Pujol (IGTP), fundación constituida de acuerdo con la ley de 
fundaciones de Cataluña, con domicilio en Ctra. de Can Ruti, camí de les Escoles, s/n, 
08916 Badalona (Barcelona) y con CIF G60805462, actuando en nombre y 
representación de la misma por poder otorgado por el Patronato de la fundación ante el 
notario de Barcelona Sr. Francisco Armas Omedes.

El Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., la Fundació Institut Hospital 
del Mar d'investigacions Mèdiques y la Fundació Institut d’investigació en Ciències de La 
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Salut Germans Trias i Pujol, en adelante denominadas conjuntamente «las partes» o 
«entidades participantes», declaran hallarse debidamente facultadas y con la capacidad 
necesaria para obligarse en los términos del presente Convenio, a cuyo efecto

EXPONEN

1. Que el CSIC es un Organismo Público de Investigación, adscrito al Ministerio de 
Ciencia e Innovación a través de la Secretaría General de Investigación. Su objetivo 
fundamental es desarrollar y promover investigaciones en beneficio del progreso 
científico y tecnológico, para lo cual está abierta a la colaboración con entidades 
españolas y extranjeras. Según su Estatuto (artículo 4), tiene como misión el fomento, la 
coordinación, el desarrollo y la difusión de la investigación científica y tecnológica, de 
carácter pluridisciplinar, con el fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo 
económico, social y cultural, así como a la formación de personal y al asesoramiento a 
entidades públicas y privadas en estas materias.

El Instituto de Microelectrónica de Barcelona (IMB-CNM) es un instituto de 
investigación propio del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de 
Ciencia y Tecnología Físicas, cuya finalidad principal es llevar a cabo investigaciones 
científicas y desarrollos tecnológicos en el campo del diseño y fabricación de circuitos, 
sistemas y componentes micro y nanoelectrónicos.

El Grupo de Transductores Químicos (GTQ) del IMB-CNM cuenta con gran 
experiencia y conocimientos en el campo de desarrollo de sensores químicos mediante 
el uso de tecnología microelectrónica.

El Instituto de Química Avanzada de Catalunya (IQAC) es un instituto de 
investigación propio del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de 
Ciencia y Tecnología Químicas, cuya finalidad principal es llevar a cabo investigaciones 
científicas y desarrollos tecnológicos en el campo de la química biológica, los 
surfactantes y la nanobiotecnología.

El Grupo Nanobiotecnología para el Diagnóstico (Nb4D) del IQAC cuenta con gran 
experiencia y conocimientos en el campo de la inmunoquímica y el desarrollo de 
sistemas de diagnóstico basados en inmunorreactivos para los ámbitos clínico, de 
seguridad alimentaria y del medio ambiente.

El Grupo de Ácidos Nucleicos (NAg) del IQAC cuenta con gran experiencia y 
conocimientos en el campo del diseño y síntesis de ácidos nucleicos para su uso en 
terapia.

El Grupo de Sistemas Multivalentes para Nanomedicina (MS4N) del IQAC cuenta 
con gran experiencia y conocimientos en el campo de las plataformas químicas 
multivalentes (oligómeros, dendrímeros, polímeros, micelas y nanovesículas lipídicas).

El Instituto de Ciencia de Materiales de Aragón (ICMA) es un instituto de 
investigación mixto del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de 
Ciencia y Tecnología de Materiales, cuya finalidad principal es llevar a cabo 
investigaciones científicas y desarrollos tecnológicos en el campo de los materiales 
magnéticos, orgánicos para funcionales, para aplicaciones biológicas y para aplicaciones 
de energía y procesado láser.

El Grupo de Biofuncionalización de Nanopartículas y Superficies (BIONANOSURF) 
del ICMA cuenta con gran experiencia y conocimientos en el campo de nuevas 
herramientas de diagnóstico basadas en nanotecnología más sensibles, eficaces y 
capaces de ofrecer un diagnóstico más precoz de las patologías.

2. Que la FIMIM es una organización cuyo objetivo es la investigación y la 
enseñanza en el campo de la biomedicina y en las ciencias de la salud y la vida. En 
particular, y según lo previsto en sus Estatutos, la FIMIM promueve la investigación 
científica y técnica y la innovación tecnológica en el Hospital del Mar, además de 
contribuir a la gestión adecuada de los proyectos relacionados con la investigación y la 
transferencia de innovaciones científicas al sector de las innovaciones tecnológicas.
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El Grupo Patología Infecciosa y Antibioterapia cuenta con gran experiencia y 
conocimientos en el campo de las enfermedades infecciosas.

3. Que IGTP tiene por objeto genérico impulsar, promover y favorecer la 
investigación, el conocimiento científico y tecnológico, la docencia y la formación en el 
ámbito de las ciencias de la salud del Hospital Universitari Germans Trias i Pujol.

El Servicio de Microbiología del IGTP cuenta con gran experiencia y conocimientos 
en el campo de la validación clínica de sistemas de diagnóstico contra enfermedades 
infecciosas.

4. Que por resolución de 3 abril de 2020 de la Presidencia del CSIC, por la que se 
conceden ayudas extraordinarias a proyectos de investigación en el marco de las 
Medidas Urgentes Extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19 (Ayudas CSIC-COVID-19), y de conformidad con la Resolución de la 
Presidencia del CSIC por la que se aprueba la normativa de fecha 8 de octubre de 2009 
sobre convocatoria de proyectos intramurales especiales, la Presidencia del CSIC ha 
resuelto conceder el proyecto de referencia 202050E090 titulado «Point-of-care tests for 
the rapid detection of SARS-CoV-2 (POC4CoV)» (en adelante, el Proyecto).

5. Que tal y como se establece en la memoria del Proyecto, la FIMIM y el IGTP son 
entidades colaboradoras en el desarrollo del Proyecto.

6. Que la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
regula en su artículo 34 la posibilidad de que los agentes públicos de financiación o 
ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidas las 
administraciones públicas, las universidades públicas, los organismos públicos de 
investigación de la Administración General del Estado, los consorcios y fundaciones 
participadas por las administraciones públicas, los organismos de investigación de otras 
administraciones públicas y los centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, 
puedan suscribir convenios administrativos entre ellos o con agentes privados que 
realicen actividades de investigación científica y técnica, nacionales, supranacionales o 
extranjeros, para la realización conjunta de, entre otras, las siguientes actividades:

a) Proyectos y actuaciones de investigación científica, desarrollo e innovación.
c) Financiación de proyectos científico-técnicos singulares.
f) Uso compartido de inmuebles, de instalaciones y de medios materiales para el 

desarrollo de actividades de investigación científica, desarrollo e innovación.

Por su parte, el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
ha establecido un régimen especial de tramitación y entrada en vigor de los convenios 
relacionados con el COVID-19, al que se sujeta el presente Convenio.

7. Que, en atención a todo lo expuesto, se estima necesaria y justificada la 
suscripción de un convenio que suponga la puesta en común, distribución y utilización 
conjunta y/o coordinada de medios, servicios y recursos pertenecientes a cada una de 
las entidades participantes y su ordenación para un fin compartido, bajo las premisas de 
interdisciplinariedad y eficiencia en la gestión de los recursos.

Por lo anteriormente expuesto, los intervinientes acuerdan la suscripción del presente 
Convenio para la realización conjunta de un proyecto de investigación, que se regirá por 
las siguientes,

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.

El objeto del presente Convenio es establecer la colaboración científico-técnica entre 
el CSIC, a través de IMB-CNM, IQAC e ICMA, la FIMIM y el IGTP, en la realización 
conjunta del Proyecto de I+D+i «Point-of-care tests for the rapid detection of SARS-
CoV-2» («POC4CoV» o «el Proyecto»), consistente en las investigaciones necesarias 
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para desarrollar nuevos sistemas eficaces para una detección rápida del virus causante 
de la Covid-19, así como para la obtención de información sobre el estadio de la 
infección en que se encuentra el paciente, en los términos establecidos por las partes en 
el Plan de Trabajo que éstas acuerden y al que se hace referencia en la cláusula 
segunda.

En particular, el Convenio regula los compromisos de las partes para la ejecución 
conjunta del Proyecto, incluyendo la organización del trabajo, la gestión y justificación del 
Proyecto, los derechos y obligaciones de las partes, la distribución de los fondos y la 
titularidad de los resultados, así como la responsabilidad y la resolución de los posibles 
conflictos.

El Proyecto cuenta con la financiación indicada en el expositivo cuarto por lo que, en 
su ejecución, justificación y difusión, las partes deberán cumplir con lo establecido en las 
bases reguladoras, convocatoria y/o concesión de la ayuda.

Segunda. Obligaciones de las partes.

1. La realización de las tareas objeto del Proyecto será detallada en un Plan de 
Trabajo que aprobarán las partes intervinientes en el presente Convenio, obligándose 
cada una de ellas a aportar e implementar los medios técnicos, humanos y materiales 
necesarios para la adecuada consecución de los objetivos propuestos y asumiendo las 
siguientes obligaciones generales:

– Ejecutar el Proyecto conforme a lo que establezca la resolución de concesión, 
ejerciendo el CSIC de entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, 
asumiendo las obligaciones de coordinación y seguimiento del resto de entidades 
participantes así como su representación ante el agente financiador a efectos de cobro y 
distribución de la ayuda, su justificación y/o reintegro, en función de lo que establezca la 
resolución de concesión de la ayuda y el presente Convenio.

– Desarrollar las tareas previstas en el Plan de Trabajo de acuerdo con la 
metodología, el cronograma y los plazos que en el mismo se detallen.

– Entregar al resto de entidades participantes cuanta información sea necesaria para 
el correcto desarrollo de las diferentes actividades de I+D+i.

– Comunicar con celeridad al resto de participantes, sirviéndose si fuese preciso del 
mecanismo de seguimiento, cualquier información importante, hecho, problema o retraso 
que pueda afectar adversamente al Proyecto. Asimismo, las partes proporcionarán sin 
demora toda la información que el mecanismo de seguimiento requiera razonablemente 
para llevar a cabo sus tareas.

– Facilitar los medios y las infraestructuras necesarias (Unidades 2 y 3 de la ICTS 
NANBIOSIS, Sala blanca de clase 100-10000 del CNM, entre otros) para la realización 
de los trabajos según la planificación prevista.

– Elaborar los Informes y Entregables generados durante la evolución de las 
investigaciones realizadas en los plazos y forma que se describan en el Plan de Trabajo

– Garantizar la protección de los resultados de la investigación y promover la 
difusión que, en su caso, proceda.

2. Se nombran 5 responsables que coordinarán el desarrollo del proyecto.

– Por parte del CSIC/IMB-CNM, será el/la Investigadora responsable del proyecto 
POC4CoV del Grupo GTQ.

– Por parte del CSIC/IQAC, será el/la Investigador/a responsable del proyecto 
POC4CoV del Grupo Nb4D.

– Por parte del CSIC/ICMA, será el/la Investigador/a responsable del proyecto 
POC4CoV del Grupo BIONANOSURF.

– Por parte de FIMIM, será el/la Investigador/a responsable del proyecto POC4CoV 
del Grupo Patología Infecciosa y Antibioterapia.
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– Por parte de HUGTIP, será el/la Investigador/a responsable del proyecto 
POC4CoV del Servicio de Microbiología del IGTP.

Tercera. Desarrollo de los trabajos de investigación.

1. Cada una de las partes desarrollará en su propia sede e instalaciones los 
trabajos de investigación que le corresponda.

No obstante, podrá autorizarse el desplazamiento esporádico o no permanente de 
personal de una de ellas a la sede o instalaciones de otra, siempre que forme parte del 
equipo de investigación o de trabajo del Proyecto y cuando así lo aconseje o exija su 
buen fin, lo que se formalizará mediante las autorizaciones de estancia, comisiones de 
servicio u otras que procedan conforme a la normativa de cada una de las partes 
implicada.

2. Los responsables del Proyecto (identificados en la cláusula segunda del 
Convenio) tendrán la obligación de informar a los órganos competentes de la institución 
a la que pertenezcan de las estancias temporales que vayan a realizarse en aplicación 
de este Convenio, con el fin de que puedan tramitarse las autorizaciones, comisiones de 
servicios y demás actuaciones que procedan, así como verificar y controlar el 
cumplimiento de las obligaciones que se recogen en el siguiente apartado.

3. El personal de cualquiera de las partes que realice sus actividades mediante una 
estancia temporal en las instalaciones de la otra:

− Mantendrá siempre su independencia orgánica y funcional respecto de la entidad 
participante en cuyas instalaciones realice la estancia, sin que en modo alguno pueda 
adquirir derechos laborales, salariales o de índole análoga respecto de dicha entidad por 
tal hecho ni por la colaboración conjunta que implica el objeto de este Convenio. La 
independencia funcional no impedirá la correcta organización en la asignación de tareas 
y en la forma de llevarlas a cabo por parte de quienes sean los responsables y los 
ejecutores del Proyecto según la jerarquía que se establezca y las necesidades de cada 
momento.

− Deberá estar en situación de alta en algún régimen público de Seguridad Social o 
asimilado, y contará con un seguro de responsabilidad civil (o mecanismo de 
responsabilidad por daños equivalente) y cualquier otro que pudiera ser preciso en 
atención a la naturaleza y riesgos de las tareas a desarrollar, según la normativa vigente 
al respecto. Las obligaciones anteriores serán por cuenta de la parte a la que, en cada 
caso, pertenezca el citado personal, quedando exonerada la parte que acoge al personal 
en estancia temporal de cualquier responsabilidad –sea cual fuere su naturaleza– que 
pudiera derivarse de la actividad que realice el citado personal en sus instalaciones.

− Cumplirá con las indicaciones en materia de prevención de riesgos laborales que 
se le realicen, para lo cual las entidades participantes serán responsables del 
cumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos laborales en relación 
con la estancia temporal y, en concreto, del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, en materia de coordinación de actividades empresariales.

− Deberá respetar, además, mientras dure la estancia temporal las normas internas 
sobre uso de instalaciones y equipamientos, horarios, trámites procedimentales, etc.

Cuarta. Presupuesto del proyecto, distribución de fondos y ejecución.

1. El Proyecto consta de un presupuesto concedido de ochocientos diecinueve mil 
seiscientos euros (819.600,00 €), comprometiéndose el CSIC, en su condición de 
entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, a la distribución y 
transferencia inmediata de los fondos necesarios para la ejecución del Proyecto entre las 
entidades participantes una vez recibidas las anualidades correspondientes por parte del 
agente financiador, en los términos establecidos en la resolución de concesión de la 
ayuda. La entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto no realizará 
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ninguna aportación propia, limitándose a transferir los fondos recibidos del agente 
financiador.

La distribución de los fondos se realizará por la entidad beneficiaria de la ayuda y 
coordinadora del Proyecto conforme al siguiente cuadro:

Distribución de fondos por CSIC Anualidad 2020 (€) Anualidad 2021 (€) Subtotal por entidades (€)

CSIC. 521.095,17 207.904,83 729.000,00

FIMIM. 25.399,50 10.000,50 35.400,00

IGTP. 39.223,33 15.976,67 55.200,00

 Total. 585.718,00 233.882,00 819.600,00

2. Las cantidades indicadas se harán efectivas mediante transferencia bancaria 
realizada por el CSIC, la entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, en 
las respectivas cuentas abiertas a nombre de la FIMIM e IGTP que éstas indiquen y 
certifiquen (indicando en el concepto de la transferencia el acrónimo o código 
identificativo del Proyecto), y previa conformidad del ordenante del pago con el 
cumplimiento hasta ese momento del Plan de Trabajo y el calendario de pagos 
establecido.

Los importes a abonar por el CSIC no incluirán IVA, pues las cantidades no son en 
concepto de contraprestación directa y equivalente a los servicios que prestará, sino que 
éstos carecen de onerosidad al tener como finalidad coadyuvar a la consecución del 
objeto común y a los fines del presente Convenio establecidos en la cláusula primera. En 
este sentido, la ausencia de onerosidad del objeto y actuaciones es clara y patente a la 
luz de los preceptos contenidos en los artículos 4.1 (sujeción de las entregas de bienes y 
prestaciones al impuesto) y 7.8 (no sujeción al impuesto cuando no existe 
contraprestación) de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido.

3. La entidad participante que reciba los fondos estará obligada a gestionarlos y 
ejecutarlos conforme a lo que se establezca en el Plan de Trabajo, resolución de 
concesión de la ayuda y en este Convenio, debiendo facilitar con diligencia a la entidad 
beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto toda la documentación necesaria 
que acredite y justifique la aplicación de los fondos recibidos al objeto de realizar la 
justificación global del Proyecto.

En el caso de que el presente Convenio se extinguiera por alguna de las causas 
previstas en el mismo, las partes deberán reembolsar las cantidades que hayan recibido 
por el importe correspondiente a las tareas que no hubieran ejecutado, de conformidad 
con lo que se establezca por el mecanismo de seguimiento del Convenio. Además, si la 
mencionada extinción del Convenio se debiera a un incumplimiento de las obligaciones 
asumidas, la parte responsable asumirá los costes adicionales razonables y justificables 
que las otras partes deban asumir para llevar a cabo las tareas comprometidas y que se 
establecerá igualmente por el mecanismo de seguimiento.

Quinta. Confidencialidad de la información y de los resultados.

1. Las partes se comprometen a mantenerse recíprocamente informadas, tanto de 
los avances científico-técnicos alcanzados, como de cualquier otro resultado que sea 
relevante para la consecución del buen fin del Proyecto.

2. Asimismo, cada una de las partes se compromete a no difundir, bajo ningún 
aspecto, las informaciones científicas, técnicas o comerciales pertenecientes a las otras 
partes a las que hayan podido tener acceso en el desarrollo de las actuaciones 
realizadas al amparo del presente Convenio, incluido todo el personal participante en los 
trabajos objeto del mismo, salvo que:

a) La información recibida sea de dominio público.
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b) La parte receptora pueda demostrar que conocía previamente la información 
recibida.

c) La parte receptora adquiriese esta información de un tercero sin compromiso de 
confidencialidad.

3. Los datos e informes obtenidos durante la realización del Proyecto, así como los 
resultados finales, tendrán carácter confidencial. Cuando una de las partes desee utilizar 
los resultados parciales o finales, en parte o en su totalidad, para su publicación como 
artículo, conferencia, etc. deberá solicitar la conformidad de las demás partes por escrito, 
mediante cualquier medio válido en derecho que permita acreditar su recepción por el 
responsable de cada una en el seguimiento del Proyecto.

Las partes deberán responder en un plazo máximo de treinta días, comunicando su 
autorización, sus reservas o su disconformidad sobre la información contenida en el 
artículo o conferencia. Transcurrido dicho plazo sin obtener respuesta, se entenderá que 
el silencio es la tácita autorización para su difusión.

Como principio general de entendimiento, se estimará que no podrá ser difundida, ni 
presentada a público conocimiento, ninguna información que pudiera menoscabar los 
derechos de propiedad intelectual o industrial, incluida aquella que se decida proteger 
como secreto empresarial, que se deriven de la investigación común. Por ello, aquellos 
resultados que, no siendo en sí mismos objeto de patente u otra forma de protección, 
pudieran inhabilitar, por su publicación o difusión, el reconocimiento de propiedad sobre 
una obra, proceso, producto o modelo de utilidad, deberán ser considerados como 
materia reservada y no difundible.

4. Sin perjuicio de lo anteriormente establecido, la parte que reciba información 
confidencial de las otras partes podrá revelarla cuando tal revelación obedezca a un 
requerimiento o petición formal por parte de una autoridad judicial o cualquier otra 
autoridad gubernamental, siempre que previamente se le haya notificado tal petición a la 
parte que la haya revelado y se le haya dado a la misma (de ser posible) la oportunidad 
de oponerse a la necesidad de dicha revelación y/o se le haya permitido solicitar una 
orden protectora o medida cautelar al objeto de que la Información Confidencial revelada 
en virtud de esa petición se utilice única y exclusivamente para el objeto que se dictó en 
dicho requerimiento legal.

5. Las partes se comprometen a que todo su personal conozca y observe el 
compromiso de confidencialidad regulado por esta cláusula.

Sexta. Conocimientos previos de las partes.

Cada parte seguirá siendo propietaria de los Conocimientos Previos aportados al 
Proyecto.

En virtud del presente Convenio no se entienden cedidos a las otras partes ninguno 
de los Conocimientos Previos aportados al Proyecto (se entiende por Conocimientos 
Previos todo dato, conocimiento técnico o información, cualquiera que sea su forma o 
naturaleza, tangible –a título de ejemplo, material biológico o químico– o intangible, 
incluido todo derecho, como los derechos de propiedad industrial e intelectual 
perteneciente a alguna de las partes con anterioridad a la entrada en vigor del Convenio 
y que sea necesario para la ejecución del Proyecto o para la explotación de sus 
resultados).

Cada una de las partes concede a las otras una licencia no exclusiva de uso de los 
Conocimientos Previos únicamente para llevar a cabo tareas de investigación en el 
marco del presente Convenio.

Séptima. Propiedad de los resultados.

1. En el supuesto de que la actividad, investigadora o de otro tipo, desarrollada 
como consecuencia de la presente colaboración produjese resultados susceptibles de 
protección mediante patentes u otras formas de propiedad industrial o intelectual, la 
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titularidad de las mismas corresponderá a las entidades firmantes del Convenio en 
proporción a su participación directa en la obtención del resultado, para lo que se tendrá 
en cuenta además lo previsto en el Plan de Trabajo y en la cláusula cuarta de este 
Convenio.

Los resultados del Proyecto objeto del presente Convenio, o partes del mismo que 
pudieran tener consideración independiente, serán propiedad de la entidad o entidades 
que lo hayan generado expresamente.

En cuanto a las distintas técnicas y metodologías de investigación, desarrolladas en 
el transcurso del Proyecto y como consecuencia del mismo, quedarán a libre disposición 
de las entidades participantes para su uso y empleo, con carácter general, en nuevas 
investigaciones.

En todo caso, cuando los resultados del Proyecto sean un medicamento o un 
producto sanitario, o productos intermedios para su ulterior transformación industrial en 
medicamentos o productos sanitarios, o los equipamientos, modelos, prototipos, 
sistemas o ingenierías de proceso necesarios para su desarrollo, que responda a 
necesidades derivadas de la emergencia sanitaria ocasionada por el coronavirus SARS-
CoViD-2 y existan dificultades en la escalada y producción de los mismos, que puedan 
desembocar en situaciones de escasez de existencias para satisfacer la demanda 
interna será necesario concluir mecanismos de colaboración público-privada con objeto 
de superar estos obstáculos, de acuerdo con las reglas establecidas en la Disposición 
adicional quinta del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo.

2. Obedeciendo al carácter de las entidades firmantes y al objeto de este Convenio, 
en la utilización de los resultados, parciales o finales, susceptibles de ser explotados 
comercialmente, las entidades participantes ostentarán el derecho de uso y explotación 
comercial, bien directamente o a través de terceros, en un marco de salvaguarda de los 
intereses de cada una de las partes, asegurándose que no se ocasionan daños o 
perjuicios mutuamente. Este marco de salvaguarda se establecerá entre las partes, que 
se comprometen a suscribir un contrato de cotitularidad en virtud del cual se establecerá 
entre las partes los porcentajes de titularidad de la patente u otros títulos de protección 
que se soliciten, la asunción de costes de solicitud, extensión internacional y 
mantenimiento de dichos títulos, la toma de decisiones con respecto a los contactos y 
negociaciones de contratos de licencia o colaboración con terceras partes relacionados 
con dichos títulos, el reparto de los potenciales ingresos generado por dichos contratos, 
así como cualesquiera otros aspectos referidos al marco de protección explotación de los 
resultados que considerasen de interés.

3. Tanto en publicaciones, como en patentes y otros títulos de propiedad industrial e 
intelectual, se respetará siempre la mención a los autores de las investigaciones que, en 
estas últimas, figurarán en calidad de inventores o autores intelectuales.

Octava. Vigencia.

De conformidad con el artículo 39.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, el presente Convenio se perfecciona y desplegará efectos desde el momento 
de su firma. Las actuaciones que las partes firmantes del mismo hayan realizado como 
consecuencia de la resolución de concesión de la ayuda desde el 22 de junio de 2020 se 
entenderán amparadas por lo previsto en el presente Convenio desde la fecha de su 
firma. Una vez firmado, el Convenio será objeto de inscripción en el Registro Electrónico 
estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal y de 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

El presente Convenio tendrá una duración de un año, como plazo máximo para la 
ejecución del proyecto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.1.a) y el 34.2 
de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en la 
redacción dada por la por la disposición final 1.1 del Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de 
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febrero, de medidas urgentes en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la 
Universidad.

En el caso de que no se hubiesen alcanzado los resultados previstos en el plazo 
establecido, y las partes considerasen oportuna su continuación, la citada duración podrá 
prorrogarse con anterioridad a la fecha de su finalización por un periodo no superior a 
cinco años adicionales, mediante acuerdo expreso y por escrito de las partes formalizado 
en una adenda.

Esta prórroga, así como cualquier eventual modificación al Convenio, deberá ser 
comunicada al Registro citado en el párrafo primero de la presente cláusula, en 
consonancia con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), además 
de cumplir con los restantes trámites preceptivos contemplados en ésta para su firma y 
eficacia.

En todo caso, aun cuando se produzca la finalización de la vigencia del Convenio, las 
partes mantendrán las obligaciones de información recíproca de los avances y 
resultados del Proyecto y de confidencialidad de la información y de los resultados, así 
como las relativas a la propiedad de tales resultados.

Novena. Modificación.

El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo acuerdo de las partes. La 
modificación se efectuará mediante la suscripción de la oportuna adenda al Convenio y 
siempre dentro del plazo de vigencia del mismo.

Décima. Extinción.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 51.1 de la LRJSP, este Convenio se 
extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir 
en alguna de las siguientes causas de resolución, según lo establecido en el apartado 2 
del mismo artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula cuarta (apartado tercero, 
segundo párrafo):

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de las partes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a los 
responsables del mecanismo de seguimiento regulado en la cláusula decimotercera.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la 
parte que lo dirigió notificará a la otra la concurrencia de la causa de resolución y se 
entenderá resuelto el Convenio. La resolución del Convenio por esta causa podrá 
conllevar la indemnización de los perjuicios causados en su caso.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en alguna Ley.

En el supuesto de que este Convenio se diera por resuelto antes del plazo previsto 
para su finalización, las partes se entregarán un Informe con toda la documentación 
elaborada hasta la fecha en que se dé por resuelto el Convenio, en virtud de este 
supuesto, siempre que, en su caso, se hayan abonado las contribuciones 
correspondientes a las investigaciones realizadas hasta el momento de la resolución.

En caso de que existiesen actuaciones en curso de ejecución, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 52.3 de la LRJSP, se podrá acordar la continuación y finalización 
de éstas en un plazo improrrogable, transcurrido el cual el Convenio deberá liquidarse. 
Dicho plazo se fijaría por las partes cuando se resolviera el Convenio.
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Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de la LRJSP en relación con 
los efectos de la resolución de los Convenios, a lo que las partes firmantes quedan 
sometidas en lo que les sea de aplicación.

Undécima. Naturaleza jurídica y resolución de controversias.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, quedando sujeto a lo 
establecido en el Capítulo VI del Título Preliminar de la LRJSP. Asimismo, este 
documento se ajusta a lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la mencionada ley, 
aplicándose lo previsto en el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

Las partes se comprometen a resolver de manera amistosa, o a través del 
mecanismo de seguimiento, cualquier desacuerdo que pudiera surgir en el desarrollo de 
este Convenio. En caso de no resolverse por las partes, dicha controversia podrá ser 
resuelta por los Tribunales competentes del orden jurisdiccional de lo contencioso-
administrativo.

No obstante lo anterior, en el exclusivo caso en que se formulen demandas en las 
que se ejerciten acciones relativas a propiedad industrial y propiedad intelectual su 
conocimiento recaerá en los Juzgados de lo Mercantil, de conformidad con los 
artículos 22 y 86 ter de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, de 1 de julio, siendo el 
orden contencioso-administrativo el competente para resolver cualquier otra cuestión 
referente al contenido del Convenio.

Duodécima. Protección de datos.

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD), 
aplicable desde el 25 de mayo de 2018, las partes hacen constar de manera expresa 
que se abstendrán de cualquier tipo de tratamiento de los datos personales de que 
dispongan como consecuencia de este Convenio, exceptuando aquel que sea 
estrictamente necesario para las finalidades del mismo. En este sentido se 
comprometen, especialmente, a no ceder a terceros los datos mencionados o los 
archivos que los contengan, así como a guardar estricta confidencialidad sobre los 
mismos. Asimismo, las partes quedan sometidas a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, y demás normativa aplicable en materia de protección de datos.

Decimotercera. Mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del convenio.

Los responsables del Proyecto previstos en el apartado segundo de la cláusula 
segunda, constituirán entre ellos el mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del 
presente Convenio.

Entre sus cometidos estará el de consensuar la solución de los problemas que 
puedan ir surgiendo respecto al modo de actuar en el desarrollo del Proyecto, debiendo 
resolver los problemas de interpretación y aplicación de los términos de este Convenio, 
mediante el seguimiento y control de su ejecución e incidencias. Asimismo, ejercerán las 
funciones que el capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, atribuye a dicho mecanismo en relación a los incumplimientos, extinción 
y resolución del Convenio.

En caso de que los citados responsables del Proyecto no llegasen a soluciones 
compartidas, habrán de acudir a sus correspondientes órganos directivos superiores a fin 
de que, en calidad de mecanismo de seguimiento, arbitren las que de mutuo acuerdo 
consideren más convenientes al Proyecto y mejor se adapten con lo previsto en el 
presente instrumento jurídico.
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Por parte del CSIC el órgano directivo será la Vicepresidencia de Investigación 
Científica y Técnica (VICYT), por parte de FIMIM será la Dirección y por parte de IGTP 
será la Dirección Científica.

Y en prueba de conformidad, firman electrónicamente el presente Convenio, 
constando como fecha de suscripción la última realizada.–La Presidenta del Consejo 
Superior de Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.–El Gerente de la 
Fundació Institut Hospital del Mar d'Investigacions Mèdiques, Andreu Fort Robert.–El 
Gerente de la Fundació Institut d’Investigació en Ciències de la Salud Germans Trias i 
Pujol, Carles Esquerré Victori.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
10548 Resolución de 28 de agosto de 2020, de la Presidencia de la Agencia Estatal 

Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., por la que se publica el 
Convenio con la Fundació Institut Hospital del Mar d'Investigacions Mèdiques 
y la Fundació Institut d'Investigació en Ciències de la Salut Germans Trias i 
Pujol, para la realización conjunta del proyecto de I+D+i «Tests point-of-care 
para la detección rápida de SARS-CoV-2».

Suscrito el convenio el 20 de julio de 2020, y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 8 del artículo 48 de la ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho 
convenio, que figura como anexo de esta resolución.

Madrid, 28 de agosto de 2020.–La Presidenta de la Agencia Estatal Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.

ANEXO

Convenio entre el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P. (CSIC), la 
Fundació Institut Hospital del Mar d'Investigacions Mèdiques (FIMIM) y la Fundació 
Institut d’Investigació en Ciències de la Salut Germans Trias i Pujol (IGTP), para la 
realización conjunta del proyecto de I+D+i «Tests point-of-care para la detección 

rápida de SARS-CoV-2»

20 de julio de 2020.

INTERVIENEN

De una parte, doña Rosa Menéndez López, en su condición de presidenta del 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P. (CSIC), nombrada por Real 
Decreto 993/2017, de 17 de noviembre (BOE de 18 de noviembre de 2017), actuando en 
nombre y representación de esta institución en ejercicio de las facultades que le confiere 
el artículo 11.2, letras e) e i) del Estatuto del CSIC, aprobado por Real 
Decreto 1730/2007, de 21 de diciembre (BOE de 14 de enero de 2008). Organismo con 
sede central en Madrid (CP 28006), domicilio institucional en calle de Serrano 117 y NIF 
Q-2818002-D.

De otra, don Andreu Fort Robert, en su condición de gerente, en nombre y 
representación de la Fundació Institut Hospital del Mar d'Investigacions Mèdiques 
(FIMIM), en virtud de los poderes otorgados ante el notario de Barcelona, don Carlos 
Mateo Martínez de Bartolomé el 7 de febrero de 2019, bajo el protocolo número 329. 
Entidad con domicilio social en calle Doctor Aiguader 88, 08003 de Barcelona y NIF 
G-60072253.

Y de otra, don Carles Esquerré Victori, en su condición de Representante Legal, 
actuando en nombre y representación de la Fundació Institut d’Investigació en Ciències 
de la Salud Germans Trias i Pujol (IGTP), fundación constituida de acuerdo con la ley de 
fundaciones de Cataluña, con domicilio en Ctra. de Can Ruti, camí de les Escoles, s/n, 
08916 Badalona (Barcelona) y con CIF G60805462, actuando en nombre y 
representación de la misma por poder otorgado por el Patronato de la fundación ante el 
notario de Barcelona Sr. Francisco Armas Omedes.

El Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., la Fundació Institut Hospital 
del Mar d'investigacions Mèdiques y la Fundació Institut d’investigació en Ciències de La 
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Salut Germans Trias i Pujol, en adelante denominadas conjuntamente «las partes» o 
«entidades participantes», declaran hallarse debidamente facultadas y con la capacidad 
necesaria para obligarse en los términos del presente Convenio, a cuyo efecto

EXPONEN

1. Que el CSIC es un Organismo Público de Investigación, adscrito al Ministerio de 
Ciencia e Innovación a través de la Secretaría General de Investigación. Su objetivo 
fundamental es desarrollar y promover investigaciones en beneficio del progreso 
científico y tecnológico, para lo cual está abierta a la colaboración con entidades 
españolas y extranjeras. Según su Estatuto (artículo 4), tiene como misión el fomento, la 
coordinación, el desarrollo y la difusión de la investigación científica y tecnológica, de 
carácter pluridisciplinar, con el fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo 
económico, social y cultural, así como a la formación de personal y al asesoramiento a 
entidades públicas y privadas en estas materias.

El Instituto de Microelectrónica de Barcelona (IMB-CNM) es un instituto de 
investigación propio del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de 
Ciencia y Tecnología Físicas, cuya finalidad principal es llevar a cabo investigaciones 
científicas y desarrollos tecnológicos en el campo del diseño y fabricación de circuitos, 
sistemas y componentes micro y nanoelectrónicos.

El Grupo de Transductores Químicos (GTQ) del IMB-CNM cuenta con gran 
experiencia y conocimientos en el campo de desarrollo de sensores químicos mediante 
el uso de tecnología microelectrónica.

El Instituto de Química Avanzada de Catalunya (IQAC) es un instituto de 
investigación propio del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de 
Ciencia y Tecnología Químicas, cuya finalidad principal es llevar a cabo investigaciones 
científicas y desarrollos tecnológicos en el campo de la química biológica, los 
surfactantes y la nanobiotecnología.

El Grupo Nanobiotecnología para el Diagnóstico (Nb4D) del IQAC cuenta con gran 
experiencia y conocimientos en el campo de la inmunoquímica y el desarrollo de 
sistemas de diagnóstico basados en inmunorreactivos para los ámbitos clínico, de 
seguridad alimentaria y del medio ambiente.

El Grupo de Ácidos Nucleicos (NAg) del IQAC cuenta con gran experiencia y 
conocimientos en el campo del diseño y síntesis de ácidos nucleicos para su uso en 
terapia.

El Grupo de Sistemas Multivalentes para Nanomedicina (MS4N) del IQAC cuenta 
con gran experiencia y conocimientos en el campo de las plataformas químicas 
multivalentes (oligómeros, dendrímeros, polímeros, micelas y nanovesículas lipídicas).

El Instituto de Ciencia de Materiales de Aragón (ICMA) es un instituto de 
investigación mixto del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de 
Ciencia y Tecnología de Materiales, cuya finalidad principal es llevar a cabo 
investigaciones científicas y desarrollos tecnológicos en el campo de los materiales 
magnéticos, orgánicos para funcionales, para aplicaciones biológicas y para aplicaciones 
de energía y procesado láser.

El Grupo de Biofuncionalización de Nanopartículas y Superficies (BIONANOSURF) 
del ICMA cuenta con gran experiencia y conocimientos en el campo de nuevas 
herramientas de diagnóstico basadas en nanotecnología más sensibles, eficaces y 
capaces de ofrecer un diagnóstico más precoz de las patologías.

2. Que la FIMIM es una organización cuyo objetivo es la investigación y la 
enseñanza en el campo de la biomedicina y en las ciencias de la salud y la vida. En 
particular, y según lo previsto en sus Estatutos, la FIMIM promueve la investigación 
científica y técnica y la innovación tecnológica en el Hospital del Mar, además de 
contribuir a la gestión adecuada de los proyectos relacionados con la investigación y la 
transferencia de innovaciones científicas al sector de las innovaciones tecnológicas.
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El Grupo Patología Infecciosa y Antibioterapia cuenta con gran experiencia y 
conocimientos en el campo de las enfermedades infecciosas.

3. Que IGTP tiene por objeto genérico impulsar, promover y favorecer la 
investigación, el conocimiento científico y tecnológico, la docencia y la formación en el 
ámbito de las ciencias de la salud del Hospital Universitari Germans Trias i Pujol.

El Servicio de Microbiología del IGTP cuenta con gran experiencia y conocimientos 
en el campo de la validación clínica de sistemas de diagnóstico contra enfermedades 
infecciosas.

4. Que por resolución de 3 abril de 2020 de la Presidencia del CSIC, por la que se 
conceden ayudas extraordinarias a proyectos de investigación en el marco de las 
Medidas Urgentes Extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19 (Ayudas CSIC-COVID-19), y de conformidad con la Resolución de la 
Presidencia del CSIC por la que se aprueba la normativa de fecha 8 de octubre de 2009 
sobre convocatoria de proyectos intramurales especiales, la Presidencia del CSIC ha 
resuelto conceder el proyecto de referencia 202050E090 titulado «Point-of-care tests for 
the rapid detection of SARS-CoV-2 (POC4CoV)» (en adelante, el Proyecto).

5. Que tal y como se establece en la memoria del Proyecto, la FIMIM y el IGTP son 
entidades colaboradoras en el desarrollo del Proyecto.

6. Que la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
regula en su artículo 34 la posibilidad de que los agentes públicos de financiación o 
ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidas las 
administraciones públicas, las universidades públicas, los organismos públicos de 
investigación de la Administración General del Estado, los consorcios y fundaciones 
participadas por las administraciones públicas, los organismos de investigación de otras 
administraciones públicas y los centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, 
puedan suscribir convenios administrativos entre ellos o con agentes privados que 
realicen actividades de investigación científica y técnica, nacionales, supranacionales o 
extranjeros, para la realización conjunta de, entre otras, las siguientes actividades:

a) Proyectos y actuaciones de investigación científica, desarrollo e innovación.
c) Financiación de proyectos científico-técnicos singulares.
f) Uso compartido de inmuebles, de instalaciones y de medios materiales para el 

desarrollo de actividades de investigación científica, desarrollo e innovación.

Por su parte, el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
ha establecido un régimen especial de tramitación y entrada en vigor de los convenios 
relacionados con el COVID-19, al que se sujeta el presente Convenio.

7. Que, en atención a todo lo expuesto, se estima necesaria y justificada la 
suscripción de un convenio que suponga la puesta en común, distribución y utilización 
conjunta y/o coordinada de medios, servicios y recursos pertenecientes a cada una de 
las entidades participantes y su ordenación para un fin compartido, bajo las premisas de 
interdisciplinariedad y eficiencia en la gestión de los recursos.

Por lo anteriormente expuesto, los intervinientes acuerdan la suscripción del presente 
Convenio para la realización conjunta de un proyecto de investigación, que se regirá por 
las siguientes,

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.

El objeto del presente Convenio es establecer la colaboración científico-técnica entre 
el CSIC, a través de IMB-CNM, IQAC e ICMA, la FIMIM y el IGTP, en la realización 
conjunta del Proyecto de I+D+i «Point-of-care tests for the rapid detection of SARS-
CoV-2» («POC4CoV» o «el Proyecto»), consistente en las investigaciones necesarias 
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para desarrollar nuevos sistemas eficaces para una detección rápida del virus causante 
de la Covid-19, así como para la obtención de información sobre el estadio de la 
infección en que se encuentra el paciente, en los términos establecidos por las partes en 
el Plan de Trabajo que éstas acuerden y al que se hace referencia en la cláusula 
segunda.

En particular, el Convenio regula los compromisos de las partes para la ejecución 
conjunta del Proyecto, incluyendo la organización del trabajo, la gestión y justificación del 
Proyecto, los derechos y obligaciones de las partes, la distribución de los fondos y la 
titularidad de los resultados, así como la responsabilidad y la resolución de los posibles 
conflictos.

El Proyecto cuenta con la financiación indicada en el expositivo cuarto por lo que, en 
su ejecución, justificación y difusión, las partes deberán cumplir con lo establecido en las 
bases reguladoras, convocatoria y/o concesión de la ayuda.

Segunda. Obligaciones de las partes.

1. La realización de las tareas objeto del Proyecto será detallada en un Plan de 
Trabajo que aprobarán las partes intervinientes en el presente Convenio, obligándose 
cada una de ellas a aportar e implementar los medios técnicos, humanos y materiales 
necesarios para la adecuada consecución de los objetivos propuestos y asumiendo las 
siguientes obligaciones generales:

– Ejecutar el Proyecto conforme a lo que establezca la resolución de concesión, 
ejerciendo el CSIC de entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, 
asumiendo las obligaciones de coordinación y seguimiento del resto de entidades 
participantes así como su representación ante el agente financiador a efectos de cobro y 
distribución de la ayuda, su justificación y/o reintegro, en función de lo que establezca la 
resolución de concesión de la ayuda y el presente Convenio.

– Desarrollar las tareas previstas en el Plan de Trabajo de acuerdo con la 
metodología, el cronograma y los plazos que en el mismo se detallen.

– Entregar al resto de entidades participantes cuanta información sea necesaria para 
el correcto desarrollo de las diferentes actividades de I+D+i.

– Comunicar con celeridad al resto de participantes, sirviéndose si fuese preciso del 
mecanismo de seguimiento, cualquier información importante, hecho, problema o retraso 
que pueda afectar adversamente al Proyecto. Asimismo, las partes proporcionarán sin 
demora toda la información que el mecanismo de seguimiento requiera razonablemente 
para llevar a cabo sus tareas.

– Facilitar los medios y las infraestructuras necesarias (Unidades 2 y 3 de la ICTS 
NANBIOSIS, Sala blanca de clase 100-10000 del CNM, entre otros) para la realización 
de los trabajos según la planificación prevista.

– Elaborar los Informes y Entregables generados durante la evolución de las 
investigaciones realizadas en los plazos y forma que se describan en el Plan de Trabajo

– Garantizar la protección de los resultados de la investigación y promover la 
difusión que, en su caso, proceda.

2. Se nombran 5 responsables que coordinarán el desarrollo del proyecto.

– Por parte del CSIC/IMB-CNM, será el/la Investigadora responsable del proyecto 
POC4CoV del Grupo GTQ.

– Por parte del CSIC/IQAC, será el/la Investigador/a responsable del proyecto 
POC4CoV del Grupo Nb4D.

– Por parte del CSIC/ICMA, será el/la Investigador/a responsable del proyecto 
POC4CoV del Grupo BIONANOSURF.

– Por parte de FIMIM, será el/la Investigador/a responsable del proyecto POC4CoV 
del Grupo Patología Infecciosa y Antibioterapia.
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– Por parte de HUGTIP, será el/la Investigador/a responsable del proyecto 
POC4CoV del Servicio de Microbiología del IGTP.

Tercera. Desarrollo de los trabajos de investigación.

1. Cada una de las partes desarrollará en su propia sede e instalaciones los 
trabajos de investigación que le corresponda.

No obstante, podrá autorizarse el desplazamiento esporádico o no permanente de 
personal de una de ellas a la sede o instalaciones de otra, siempre que forme parte del 
equipo de investigación o de trabajo del Proyecto y cuando así lo aconseje o exija su 
buen fin, lo que se formalizará mediante las autorizaciones de estancia, comisiones de 
servicio u otras que procedan conforme a la normativa de cada una de las partes 
implicada.

2. Los responsables del Proyecto (identificados en la cláusula segunda del 
Convenio) tendrán la obligación de informar a los órganos competentes de la institución 
a la que pertenezcan de las estancias temporales que vayan a realizarse en aplicación 
de este Convenio, con el fin de que puedan tramitarse las autorizaciones, comisiones de 
servicios y demás actuaciones que procedan, así como verificar y controlar el 
cumplimiento de las obligaciones que se recogen en el siguiente apartado.

3. El personal de cualquiera de las partes que realice sus actividades mediante una 
estancia temporal en las instalaciones de la otra:

− Mantendrá siempre su independencia orgánica y funcional respecto de la entidad 
participante en cuyas instalaciones realice la estancia, sin que en modo alguno pueda 
adquirir derechos laborales, salariales o de índole análoga respecto de dicha entidad por 
tal hecho ni por la colaboración conjunta que implica el objeto de este Convenio. La 
independencia funcional no impedirá la correcta organización en la asignación de tareas 
y en la forma de llevarlas a cabo por parte de quienes sean los responsables y los 
ejecutores del Proyecto según la jerarquía que se establezca y las necesidades de cada 
momento.

− Deberá estar en situación de alta en algún régimen público de Seguridad Social o 
asimilado, y contará con un seguro de responsabilidad civil (o mecanismo de 
responsabilidad por daños equivalente) y cualquier otro que pudiera ser preciso en 
atención a la naturaleza y riesgos de las tareas a desarrollar, según la normativa vigente 
al respecto. Las obligaciones anteriores serán por cuenta de la parte a la que, en cada 
caso, pertenezca el citado personal, quedando exonerada la parte que acoge al personal 
en estancia temporal de cualquier responsabilidad –sea cual fuere su naturaleza– que 
pudiera derivarse de la actividad que realice el citado personal en sus instalaciones.

− Cumplirá con las indicaciones en materia de prevención de riesgos laborales que 
se le realicen, para lo cual las entidades participantes serán responsables del 
cumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos laborales en relación 
con la estancia temporal y, en concreto, del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, en materia de coordinación de actividades empresariales.

− Deberá respetar, además, mientras dure la estancia temporal las normas internas 
sobre uso de instalaciones y equipamientos, horarios, trámites procedimentales, etc.

Cuarta. Presupuesto del proyecto, distribución de fondos y ejecución.

1. El Proyecto consta de un presupuesto concedido de ochocientos diecinueve mil 
seiscientos euros (819.600,00 €), comprometiéndose el CSIC, en su condición de 
entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, a la distribución y 
transferencia inmediata de los fondos necesarios para la ejecución del Proyecto entre las 
entidades participantes una vez recibidas las anualidades correspondientes por parte del 
agente financiador, en los términos establecidos en la resolución de concesión de la 
ayuda. La entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto no realizará 
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ninguna aportación propia, limitándose a transferir los fondos recibidos del agente 
financiador.

La distribución de los fondos se realizará por la entidad beneficiaria de la ayuda y 
coordinadora del Proyecto conforme al siguiente cuadro:

Distribución de fondos por CSIC Anualidad 2020 (€) Anualidad 2021 (€) Subtotal por entidades (€)

CSIC. 521.095,17 207.904,83 729.000,00

FIMIM. 25.399,50 10.000,50 35.400,00

IGTP. 39.223,33 15.976,67 55.200,00

 Total. 585.718,00 233.882,00 819.600,00

2. Las cantidades indicadas se harán efectivas mediante transferencia bancaria 
realizada por el CSIC, la entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, en 
las respectivas cuentas abiertas a nombre de la FIMIM e IGTP que éstas indiquen y 
certifiquen (indicando en el concepto de la transferencia el acrónimo o código 
identificativo del Proyecto), y previa conformidad del ordenante del pago con el 
cumplimiento hasta ese momento del Plan de Trabajo y el calendario de pagos 
establecido.

Los importes a abonar por el CSIC no incluirán IVA, pues las cantidades no son en 
concepto de contraprestación directa y equivalente a los servicios que prestará, sino que 
éstos carecen de onerosidad al tener como finalidad coadyuvar a la consecución del 
objeto común y a los fines del presente Convenio establecidos en la cláusula primera. En 
este sentido, la ausencia de onerosidad del objeto y actuaciones es clara y patente a la 
luz de los preceptos contenidos en los artículos 4.1 (sujeción de las entregas de bienes y 
prestaciones al impuesto) y 7.8 (no sujeción al impuesto cuando no existe 
contraprestación) de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido.

3. La entidad participante que reciba los fondos estará obligada a gestionarlos y 
ejecutarlos conforme a lo que se establezca en el Plan de Trabajo, resolución de 
concesión de la ayuda y en este Convenio, debiendo facilitar con diligencia a la entidad 
beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto toda la documentación necesaria 
que acredite y justifique la aplicación de los fondos recibidos al objeto de realizar la 
justificación global del Proyecto.

En el caso de que el presente Convenio se extinguiera por alguna de las causas 
previstas en el mismo, las partes deberán reembolsar las cantidades que hayan recibido 
por el importe correspondiente a las tareas que no hubieran ejecutado, de conformidad 
con lo que se establezca por el mecanismo de seguimiento del Convenio. Además, si la 
mencionada extinción del Convenio se debiera a un incumplimiento de las obligaciones 
asumidas, la parte responsable asumirá los costes adicionales razonables y justificables 
que las otras partes deban asumir para llevar a cabo las tareas comprometidas y que se 
establecerá igualmente por el mecanismo de seguimiento.

Quinta. Confidencialidad de la información y de los resultados.

1. Las partes se comprometen a mantenerse recíprocamente informadas, tanto de 
los avances científico-técnicos alcanzados, como de cualquier otro resultado que sea 
relevante para la consecución del buen fin del Proyecto.

2. Asimismo, cada una de las partes se compromete a no difundir, bajo ningún 
aspecto, las informaciones científicas, técnicas o comerciales pertenecientes a las otras 
partes a las que hayan podido tener acceso en el desarrollo de las actuaciones 
realizadas al amparo del presente Convenio, incluido todo el personal participante en los 
trabajos objeto del mismo, salvo que:

a) La información recibida sea de dominio público.
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b) La parte receptora pueda demostrar que conocía previamente la información 
recibida.

c) La parte receptora adquiriese esta información de un tercero sin compromiso de 
confidencialidad.

3. Los datos e informes obtenidos durante la realización del Proyecto, así como los 
resultados finales, tendrán carácter confidencial. Cuando una de las partes desee utilizar 
los resultados parciales o finales, en parte o en su totalidad, para su publicación como 
artículo, conferencia, etc. deberá solicitar la conformidad de las demás partes por escrito, 
mediante cualquier medio válido en derecho que permita acreditar su recepción por el 
responsable de cada una en el seguimiento del Proyecto.

Las partes deberán responder en un plazo máximo de treinta días, comunicando su 
autorización, sus reservas o su disconformidad sobre la información contenida en el 
artículo o conferencia. Transcurrido dicho plazo sin obtener respuesta, se entenderá que 
el silencio es la tácita autorización para su difusión.

Como principio general de entendimiento, se estimará que no podrá ser difundida, ni 
presentada a público conocimiento, ninguna información que pudiera menoscabar los 
derechos de propiedad intelectual o industrial, incluida aquella que se decida proteger 
como secreto empresarial, que se deriven de la investigación común. Por ello, aquellos 
resultados que, no siendo en sí mismos objeto de patente u otra forma de protección, 
pudieran inhabilitar, por su publicación o difusión, el reconocimiento de propiedad sobre 
una obra, proceso, producto o modelo de utilidad, deberán ser considerados como 
materia reservada y no difundible.

4. Sin perjuicio de lo anteriormente establecido, la parte que reciba información 
confidencial de las otras partes podrá revelarla cuando tal revelación obedezca a un 
requerimiento o petición formal por parte de una autoridad judicial o cualquier otra 
autoridad gubernamental, siempre que previamente se le haya notificado tal petición a la 
parte que la haya revelado y se le haya dado a la misma (de ser posible) la oportunidad 
de oponerse a la necesidad de dicha revelación y/o se le haya permitido solicitar una 
orden protectora o medida cautelar al objeto de que la Información Confidencial revelada 
en virtud de esa petición se utilice única y exclusivamente para el objeto que se dictó en 
dicho requerimiento legal.

5. Las partes se comprometen a que todo su personal conozca y observe el 
compromiso de confidencialidad regulado por esta cláusula.

Sexta. Conocimientos previos de las partes.

Cada parte seguirá siendo propietaria de los Conocimientos Previos aportados al 
Proyecto.

En virtud del presente Convenio no se entienden cedidos a las otras partes ninguno 
de los Conocimientos Previos aportados al Proyecto (se entiende por Conocimientos 
Previos todo dato, conocimiento técnico o información, cualquiera que sea su forma o 
naturaleza, tangible –a título de ejemplo, material biológico o químico– o intangible, 
incluido todo derecho, como los derechos de propiedad industrial e intelectual 
perteneciente a alguna de las partes con anterioridad a la entrada en vigor del Convenio 
y que sea necesario para la ejecución del Proyecto o para la explotación de sus 
resultados).

Cada una de las partes concede a las otras una licencia no exclusiva de uso de los 
Conocimientos Previos únicamente para llevar a cabo tareas de investigación en el 
marco del presente Convenio.

Séptima. Propiedad de los resultados.

1. En el supuesto de que la actividad, investigadora o de otro tipo, desarrollada 
como consecuencia de la presente colaboración produjese resultados susceptibles de 
protección mediante patentes u otras formas de propiedad industrial o intelectual, la 
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titularidad de las mismas corresponderá a las entidades firmantes del Convenio en 
proporción a su participación directa en la obtención del resultado, para lo que se tendrá 
en cuenta además lo previsto en el Plan de Trabajo y en la cláusula cuarta de este 
Convenio.

Los resultados del Proyecto objeto del presente Convenio, o partes del mismo que 
pudieran tener consideración independiente, serán propiedad de la entidad o entidades 
que lo hayan generado expresamente.

En cuanto a las distintas técnicas y metodologías de investigación, desarrolladas en 
el transcurso del Proyecto y como consecuencia del mismo, quedarán a libre disposición 
de las entidades participantes para su uso y empleo, con carácter general, en nuevas 
investigaciones.

En todo caso, cuando los resultados del Proyecto sean un medicamento o un 
producto sanitario, o productos intermedios para su ulterior transformación industrial en 
medicamentos o productos sanitarios, o los equipamientos, modelos, prototipos, 
sistemas o ingenierías de proceso necesarios para su desarrollo, que responda a 
necesidades derivadas de la emergencia sanitaria ocasionada por el coronavirus SARS-
CoViD-2 y existan dificultades en la escalada y producción de los mismos, que puedan 
desembocar en situaciones de escasez de existencias para satisfacer la demanda 
interna será necesario concluir mecanismos de colaboración público-privada con objeto 
de superar estos obstáculos, de acuerdo con las reglas establecidas en la Disposición 
adicional quinta del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo.

2. Obedeciendo al carácter de las entidades firmantes y al objeto de este Convenio, 
en la utilización de los resultados, parciales o finales, susceptibles de ser explotados 
comercialmente, las entidades participantes ostentarán el derecho de uso y explotación 
comercial, bien directamente o a través de terceros, en un marco de salvaguarda de los 
intereses de cada una de las partes, asegurándose que no se ocasionan daños o 
perjuicios mutuamente. Este marco de salvaguarda se establecerá entre las partes, que 
se comprometen a suscribir un contrato de cotitularidad en virtud del cual se establecerá 
entre las partes los porcentajes de titularidad de la patente u otros títulos de protección 
que se soliciten, la asunción de costes de solicitud, extensión internacional y 
mantenimiento de dichos títulos, la toma de decisiones con respecto a los contactos y 
negociaciones de contratos de licencia o colaboración con terceras partes relacionados 
con dichos títulos, el reparto de los potenciales ingresos generado por dichos contratos, 
así como cualesquiera otros aspectos referidos al marco de protección explotación de los 
resultados que considerasen de interés.

3. Tanto en publicaciones, como en patentes y otros títulos de propiedad industrial e 
intelectual, se respetará siempre la mención a los autores de las investigaciones que, en 
estas últimas, figurarán en calidad de inventores o autores intelectuales.

Octava. Vigencia.

De conformidad con el artículo 39.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, el presente Convenio se perfecciona y desplegará efectos desde el momento 
de su firma. Las actuaciones que las partes firmantes del mismo hayan realizado como 
consecuencia de la resolución de concesión de la ayuda desde el 22 de junio de 2020 se 
entenderán amparadas por lo previsto en el presente Convenio desde la fecha de su 
firma. Una vez firmado, el Convenio será objeto de inscripción en el Registro Electrónico 
estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal y de 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

El presente Convenio tendrá una duración de un año, como plazo máximo para la 
ejecución del proyecto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.1.a) y el 34.2 
de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en la 
redacción dada por la por la disposición final 1.1 del Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de 
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febrero, de medidas urgentes en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la 
Universidad.

En el caso de que no se hubiesen alcanzado los resultados previstos en el plazo 
establecido, y las partes considerasen oportuna su continuación, la citada duración podrá 
prorrogarse con anterioridad a la fecha de su finalización por un periodo no superior a 
cinco años adicionales, mediante acuerdo expreso y por escrito de las partes formalizado 
en una adenda.

Esta prórroga, así como cualquier eventual modificación al Convenio, deberá ser 
comunicada al Registro citado en el párrafo primero de la presente cláusula, en 
consonancia con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), además 
de cumplir con los restantes trámites preceptivos contemplados en ésta para su firma y 
eficacia.

En todo caso, aun cuando se produzca la finalización de la vigencia del Convenio, las 
partes mantendrán las obligaciones de información recíproca de los avances y 
resultados del Proyecto y de confidencialidad de la información y de los resultados, así 
como las relativas a la propiedad de tales resultados.

Novena. Modificación.

El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo acuerdo de las partes. La 
modificación se efectuará mediante la suscripción de la oportuna adenda al Convenio y 
siempre dentro del plazo de vigencia del mismo.

Décima. Extinción.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 51.1 de la LRJSP, este Convenio se 
extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir 
en alguna de las siguientes causas de resolución, según lo establecido en el apartado 2 
del mismo artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula cuarta (apartado tercero, 
segundo párrafo):

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de las partes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a los 
responsables del mecanismo de seguimiento regulado en la cláusula decimotercera.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la 
parte que lo dirigió notificará a la otra la concurrencia de la causa de resolución y se 
entenderá resuelto el Convenio. La resolución del Convenio por esta causa podrá 
conllevar la indemnización de los perjuicios causados en su caso.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en alguna Ley.

En el supuesto de que este Convenio se diera por resuelto antes del plazo previsto 
para su finalización, las partes se entregarán un Informe con toda la documentación 
elaborada hasta la fecha en que se dé por resuelto el Convenio, en virtud de este 
supuesto, siempre que, en su caso, se hayan abonado las contribuciones 
correspondientes a las investigaciones realizadas hasta el momento de la resolución.

En caso de que existiesen actuaciones en curso de ejecución, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 52.3 de la LRJSP, se podrá acordar la continuación y finalización 
de éstas en un plazo improrrogable, transcurrido el cual el Convenio deberá liquidarse. 
Dicho plazo se fijaría por las partes cuando se resolviera el Convenio.
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Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de la LRJSP en relación con 
los efectos de la resolución de los Convenios, a lo que las partes firmantes quedan 
sometidas en lo que les sea de aplicación.

Undécima. Naturaleza jurídica y resolución de controversias.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, quedando sujeto a lo 
establecido en el Capítulo VI del Título Preliminar de la LRJSP. Asimismo, este 
documento se ajusta a lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la mencionada ley, 
aplicándose lo previsto en el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

Las partes se comprometen a resolver de manera amistosa, o a través del 
mecanismo de seguimiento, cualquier desacuerdo que pudiera surgir en el desarrollo de 
este Convenio. En caso de no resolverse por las partes, dicha controversia podrá ser 
resuelta por los Tribunales competentes del orden jurisdiccional de lo contencioso-
administrativo.

No obstante lo anterior, en el exclusivo caso en que se formulen demandas en las 
que se ejerciten acciones relativas a propiedad industrial y propiedad intelectual su 
conocimiento recaerá en los Juzgados de lo Mercantil, de conformidad con los 
artículos 22 y 86 ter de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, de 1 de julio, siendo el 
orden contencioso-administrativo el competente para resolver cualquier otra cuestión 
referente al contenido del Convenio.

Duodécima. Protección de datos.

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD), 
aplicable desde el 25 de mayo de 2018, las partes hacen constar de manera expresa 
que se abstendrán de cualquier tipo de tratamiento de los datos personales de que 
dispongan como consecuencia de este Convenio, exceptuando aquel que sea 
estrictamente necesario para las finalidades del mismo. En este sentido se 
comprometen, especialmente, a no ceder a terceros los datos mencionados o los 
archivos que los contengan, así como a guardar estricta confidencialidad sobre los 
mismos. Asimismo, las partes quedan sometidas a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, y demás normativa aplicable en materia de protección de datos.

Decimotercera. Mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del convenio.

Los responsables del Proyecto previstos en el apartado segundo de la cláusula 
segunda, constituirán entre ellos el mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del 
presente Convenio.

Entre sus cometidos estará el de consensuar la solución de los problemas que 
puedan ir surgiendo respecto al modo de actuar en el desarrollo del Proyecto, debiendo 
resolver los problemas de interpretación y aplicación de los términos de este Convenio, 
mediante el seguimiento y control de su ejecución e incidencias. Asimismo, ejercerán las 
funciones que el capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, atribuye a dicho mecanismo en relación a los incumplimientos, extinción 
y resolución del Convenio.

En caso de que los citados responsables del Proyecto no llegasen a soluciones 
compartidas, habrán de acudir a sus correspondientes órganos directivos superiores a fin 
de que, en calidad de mecanismo de seguimiento, arbitren las que de mutuo acuerdo 
consideren más convenientes al Proyecto y mejor se adapten con lo previsto en el 
presente instrumento jurídico.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 243 Viernes 11 de septiembre de 2020 Sec. III.   Pág. 76782

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
10

54
8

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

245



Por parte del CSIC el órgano directivo será la Vicepresidencia de Investigación 
Científica y Técnica (VICYT), por parte de FIMIM será la Dirección y por parte de IGTP 
será la Dirección Científica.

Y en prueba de conformidad, firman electrónicamente el presente Convenio, 
constando como fecha de suscripción la última realizada.–La Presidenta del Consejo 
Superior de Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.–El Gerente de la 
Fundació Institut Hospital del Mar d'Investigacions Mèdiques, Andreu Fort Robert.–El 
Gerente de la Fundació Institut d’Investigació en Ciències de la Salud Germans Trias i 
Pujol, Carles Esquerré Victori.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
10550 Resolución de 31 de agosto de 2020, de la Presidencia de la Agencia Estatal 

Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., por el que se publica el 
Convenio con la Universidad de Navarra-Clínica Universidad de Navarra y la 
Fundación para la Investigación Médica Aplicada, para la realización conjunta 
del proyecto de I+D+i «Estudio clínico de tratamiento con andrografólido en 
pacientes con infección por coronavirus SARS-CoV-2» («CAPRICORN»).

Suscrito el Convenio el 20 de julio de 2020, y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 8 del artículo 48 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho 
Convenio, que figura como anexo de esta Resolución.

Madrid, 31 de agosto de 2020.–La Presidenta de la Agencia Estatal Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.

ANEXO

Convenio entre el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., la 
Universidad de Navarra-Clínica Universidad de Navarra y la Fundación para la 

Investigación Médica Aplicada, para la realización conjunta del proyecto de I+D+i 
«Estudio clínico de tratamiento con andrografólido en pacientes con infección por 

coronavirus SARS-CoV-2» («CAPRICORN»)

20 de julio de 2020.

INTERVIENEN

De una parte, doña Rosina López-Alonso Fandiño, en su condición de vicepresidenta 
de Organización y Relaciones Institucionales del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, M.P. (en adelante, CSIC), nombrada por Acuerdo del Consejo Rector del 
CSIC, en su reunión de 28 de noviembre de 2019 (BOE 18 de diciembre de 2019. Res. 
Presidencia CSIC de 13 de diciembre de 2019, por el que se resuelve convocatoria de 
libre designación), actuando en nombre y representación de esta institución en virtud de 
las competencias que tiene delegadas por resolución de 20 de abril de 2017 de la 
Presidencia del CSIC (BOE de 23 de mayo siguiente). Organismo con sede central en 
Madrid (CP 28006), domicilio institucional en calle de Serrano, 117, y NIF Q-2818002-D.

De otra parte, doña María Icíar Astiasarán Anchía y don Francisco Javier Mata 
Rodríguez, respectivamente en su condición de vicerrectora de Investigación y 
representante legal, en nombre y representación de la Universidad de Navarra-Clínica 
Universidad de Navarra (en adelante, UNAV-CUN), en virtud de la escritura de poder 
otorgada en fecha 25 de septiembre de 2012, ante el notario de Pamplona don Felipe 
Pou Ampuero, bajo el número 1.092 de su protocolo. Entidad con NIF R3168001J, 
domiciliada en Campus Universitario, s/n, C.P. 31009 Pamplona, Navarra, inscrita con la 
denominación oficial Universidad de Navarra, con el número de registro 1781-SE/C en el 
Registro de entidades religiosas de la Dirección General de Asuntos Religiosos del 
Ministerio de Justicia en fecha 1 de julio de 1983.

Y de otra, doña María Pilar Civeira Murillo, actuando en nombre y representación de 
la Fundación para la Investigación Médica Aplicada (en adelante, FIMA), en su condición 
de directora del Centro de Investigación Médica Aplicada (CIMA), propiedad de dicha 
Fundación, en virtud de la escritura de poder otorgada en fecha 1 de febrero de 2018, 
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ante el notario de Pamplona, don Enrique Pons Canet, bajo el número 247 de su 
protocolo. Entidad con domicilio social en Av. de Pío XII, 55, 31008 Pamplona, Navarra, y 
NIF G82198524, constituida en virtud de la escritura de fecha 10 de diciembre de 1998, 
ante el notario de Madrid, don Víctor Manuel Garrido de Palma, bajo el número 3002 de 
su protocolo. Inscrita en el Registro de Fundaciones de Navarra con el n.º 174.

El Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., la Universidad de Navarra-
Clínica Universidad de Navarra y la Fundación para la Investigación Médica Aplicada, en 
adelante denominadas conjuntamente «las partes» o «entidades participantes», declaran 
hallarse debidamente facultadas y con la capacidad necesaria para obligarse en los 
términos del presente Convenio, a cuyo efecto,

EXPONEN

1.  Que el CSIC es un Organismo Público de Investigación, adscrito al Ministerio de 
Ciencia e Innovación a través de la Secretaría General de Investigación. Su objetivo 
fundamental es desarrollar y promover investigaciones en beneficio del progreso 
científico y tecnológico, para lo cual está abierta a la colaboración con entidades 
españolas y extranjeras. Según su Estatuto (artículo 4), tiene como misión «el fomento, 
la coordinación, el desarrollo y la difusión de la investigación científica y tecnológica, de 
carácter pluridisciplinar, con el fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo 
económico, social y cultural, así como a la formación de personal y al asesoramiento a 
entidades públicas y privadas en estas materias».

El Instituto de Tecnología Química (ITQ) es un instituto de investigación mixto del 
CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de Ciencias y Tecnologías 
Químicas, cuya finalidad principal es llevar a cabo investigaciones científicas y 
desarrollos tecnológicos en el campo de la Química.

El Instituto de Tecnología Química (ITQ) cuenta con gran experiencia y 
conocimientos en el campo de Química Farmacéutica y Nanomedicina.

2.  Que la UNAV-CUN es una institución privada sin ánimo de lucro que tiene entre 
sus fines la promoción de la investigación científica en los distintos campos del saber, en 
beneficio de la labor docente y como forma de aportar conocimiento a la sociedad y de 
favorecer la innovación y el desarrollo.

Que el Servicio de Microbiología Clínica de la UNAV-CUN cuenta con gran 
experiencia y conocimientos en el campo del estudio y tratamiento del paciente con 
enfermedades infecciosas.

3.  Que la FIMA es una entidad sin ánimo de lucro legalmente constituida, que 
dirige la actividad del Centro de Investigación Médica Aplicada (CIMA), propiedad de la 
Fundación. Tiene entre sus objetivos el impulso de iniciativas de investigación y 
desarrollo y la promoción de la investigación en el campo de la salud y la biomedicina, 
así como la colaboración en la promoción de todo tipo de actividades centradas en la 
educación universitaria, la investigación en cualquier rama del conocimiento y la cultura 
llevada a cabo en el ámbito de la Universidad de Navarra.

Que el programa de terapia génica y terapias moleculares de la FIMA cuenta con 
gran experiencia y conocimientos en el campo de la generación y testado in vitro de 
derivados del Andrografólido.

4.  Que al amparo de la «Línea 1: Investigación aplicada/específica COVID-19», 
apartado 1.2., «Proyectos nuevos de investigación» en el marco de la Convocatoria 
Crue-CSIC-Santander Fondo Supera Covid-19, se ha concedido a UNAV-CUN, como 
beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, una ayuda para la realización del 
proyecto «Estudio Clínico de tratamiento con Andrografólido en Pacientes con Infección 
por coronavirus SARS-CoV-2» (en adelante, «CAPRICORN» o el «Proyecto») y, de 
conformidad con las bases reguladoras de dicha ayuda, el Proyecto puede realizarse con 
la colaboración de terceras instituciones ejecutoras. La UNAV-CUN, el CSIC y FIMA 
están interesados en colaborar mutuamente para llevar a cabo el citado Proyecto, de 
acuerdo con lo establecido en este Convenio.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 243 Viernes 11 de septiembre de 2020 Sec. III.   Pág. 76790

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
10

55
0

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

248



5.  Que la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
regula en su artículo 34 la posibilidad de que los agentes públicos de financiación o 
ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidas las 
administraciones públicas, las universidades públicas, los organismos públicos de 
investigación de la Administración General del Estado, los consorcios y fundaciones 
participadas por las administraciones públicas, los organismos de investigación de otras 
administraciones públicas y los centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, 
puedan suscribir Convenios administrativos entre ellos o con agentes privados que 
realicen actividades de investigación científica y técnica, nacionales, supranacionales o 
extranjeros, para la realización conjunta de, entre otras, las siguientes actividades:

«a) Proyectos y actuaciones de investigación científica, desarrollo e innovación.
c) Financiación de proyectos científico-técnicos singulares.
f) Uso compartido de inmuebles, de instalaciones y de medios materiales para el 

desarrollo de actividades de investigación científica, desarrollo e innovación.»

Por su parte, el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
ha establecido un régimen especial de tramitación y entrada en vigor de los Convenios 
relacionados con el COVID-19, al que se sujeta el presente Convenio.

6.  Que, en atención a todo lo expuesto, se estima necesaria y justificada la 
suscripción de un Convenio que suponga la puesta en común, distribución y utilización 
conjunta y/o coordinada de medios, servicios y recursos pertenecientes a cada una de 
las entidades participantes y su ordenación para un fin compartido, bajo las premisas de 
interdisciplinariedad y eficiencia en la gestión de los recursos.

Por lo anteriormente expuesto, los intervinientes acuerdan la suscripción del presente 
Convenio para la realización conjunta de un proyecto de investigación, que se regirá por 
las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.

El objeto del presente Convenio es establecer la colaboración científico-técnica entre 
el CSIC, a través del ITQ, la UNAV-CUN y la FIMA, en la realización conjunta del 
Proyecto de I+D+i «Estudio Clínico de tratamiento con Andrografólido en Pacientes con 
Infección por coronavirus SARS-CoV-2» («CAPRICORN» o «el Proyecto»), consistente 
en las investigaciones necesarias para determinar el efecto terapéutico del 
Andrografólido, el principal componente bio-activo de la Andrographis Paniculata, basado 
en su efecto inhibidor de IL6, en enfermos con COVID-19, en los términos establecidos 
por las partes en el Plan de Trabajo que éstas acuerden y al que se hace referencia en la 
cláusula segunda.

En particular, el Convenio regula los compromisos de las partes para la ejecución 
conjunta del Proyecto, incluyendo la organización del trabajo, la gestión y justificación del 
Proyecto, los derechos y obligaciones de las partes, la distribución de los fondos y la 
titularidad de los resultados, así como la responsabilidad y la resolución de los posibles 
conflictos.

El Proyecto cuenta con la financiación indicada en el expositivo cuarto por lo que, en 
su ejecución, justificación y difusión, las partes deberán cumplir con lo establecido en las 
bases reguladoras, convocatoria y/o concesión de la ayuda.

Cada parte actuará independientemente y no como el agente de cualquiera de las 
otras partes. Nada contenido en este Convenio constituirá una sociedad, organización 
comercial formal o entidad legal entre las partes.
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Segunda. Obligaciones de las partes.

1. La realización de las tareas objeto del Proyecto están detalladas en un Plan de 
Trabajo presentado en el momento de la solicitud, obligándose cada una de las partes a 
aportar e implementar los medios técnicos, humanos y materiales necesarios para la 
adecuada consecución de los objetivos propuestos y asumiendo las siguientes 
obligaciones generales:

– Ejecutar el Proyecto conforme a lo que establezca la resolución de concesión, 
ejerciendo la UNAV-CUN de entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del 
Proyecto, asumiendo las obligaciones de coordinación y seguimiento del resto de 
entidades participantes así como su representación ante el agente financiador a efectos 
de cobro y distribución de la ayuda, su justificación y/o reintegro, en función de lo que 
establezca la resolución de concesión de la ayuda y el presente Convenio.

– Desarrollar las tareas previstas en el Plan de Trabajo de acuerdo con la 
metodología, el cronograma y los plazos que en el mismo se detallen.

– Entregar al resto de entidades participantes cuanta información sea necesaria para 
el correcto desarrollo de las diferentes actividades de I+D+i.

– Comunicar con celeridad al resto de participantes, sirviéndose si fuese preciso del 
mecanismo de seguimiento, cualquier información importante, hecho, problema o retraso 
que pueda afectar adversamente al Proyecto. Asimismo, las partes proporcionarán sin 
demora toda la información que el mecanismo de seguimiento requiera razonablemente 
para llevar a cabo sus tareas.

– Facilitar los medios y las infraestructuras necesarias para la realización de los 
trabajos según la planificación prevista.

– Elaborar los Informes y Entregables generados durante la evolución de las 
investigaciones realizadas en los plazos y forma que se describan en el Plan de Trabajo 
y requeridos para las justificaciones del Proyecto de acuerdo a la Convocatoria.

– Garantizar la protección de los resultados de la investigación y promover la 
difusión que, en su caso, proceda.

– Responsabilizarse del destino de los fondos conforme a las condiciones de 
concesión de la ayuda.

– Realización de las auditorías, en caso de que fueran necesarias atendiendo a la 
normativa de aplicación.

– Cumplir con la normativa aplicable en materia de difusión y publicaciones.
– Reintegro de la ayuda, y en su caso de los intereses de demora, en supuestos de 

incumplimiento de los requisitos de las condiciones de concesión.

2. Se nombran tres responsables que coordinarán el desarrollo del Proyecto.

– Por parte del CSIC/ITQ, será el/la Investigador/a responsable del Proyecto.
– Por parte de la UNAV-CUN, será la persona titular de la Dirección de la unidad de 

medicina clínica y traslacional.
– y por parte de la FIMA, será la persona titular de la Dirección del programa de 

terapias moleculares.

Tercera. Desarrollo de los trabajos de investigación.

1. Cada una de las partes desarrollará en su propia sede e instalaciones los 
trabajos de investigación que le corresponda.

No obstante, podrá autorizarse el desplazamiento esporádico o no permanente de 
personal de una de ellas a la sede o instalaciones de otra, siempre que forme parte del 
equipo de investigación o de trabajo del Proyecto y cuando así lo aconseje o exija su 
buen fin, lo que se formalizará mediante las autorizaciones de estancia, comisiones de 
servicio u otras que procedan conforme a la normativa de cada una de las partes 
implicada.
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2. Los responsables del Proyecto (identificados en la cláusula segunda del 
Convenio) tendrán la obligación de informar a los órganos competentes de la institución 
a la que pertenezcan de las estancias temporales que vayan a realizarse en aplicación 
de este Convenio, con el fin de que puedan tramitarse las autorizaciones, comisiones de 
servicios y demás actuaciones que procedan, así como verificar y controlar el 
cumplimiento de las obligaciones que se recogen en el siguiente apartado.

3. El personal de cualquiera de las partes que realice sus actividades mediante una 
estancia temporal en las instalaciones de la otra:

–  Mantendrá siempre su independencia orgánica y funcional respecto de la entidad 
participante en cuyas instalaciones realice la estancia, sin que en modo alguno pueda 
adquirir derechos laborales, salariales o de índole análoga respecto de dicha entidad por 
tal hecho ni por la colaboración conjunta que implica el objeto de este Convenio. La 
independencia funcional no impedirá la correcta organización en la asignación de tareas 
y en la forma de llevarlas a cabo por parte de quienes sean los responsables y los 
ejecutores del Proyecto según la jerarquía que se establezca y las necesidades de cada 
momento.

– Deberá estar en situación de alta en algún régimen público de Seguridad Social o 
asimilado, y contará con un seguro de responsabilidad civil (o mecanismo de 
responsabilidad por daños equivalente) y cualquier otro que pudiera ser preciso en 
atención a la naturaleza y riesgos de las tareas a desarrollar, según la normativa vigente 
al respecto. Las obligaciones anteriores serán por cuenta de la parte a la que, en cada 
caso, pertenezca el citado personal, quedando exonerada la parte que acoge al personal 
en estancia temporal de cualquier responsabilidad –sea cual fuere su naturaleza– que 
pudiera derivarse de la actividad que realice el citado personal en sus instalaciones.

– Cumplirá con las indicaciones en materia de prevención de riesgos laborales que 
se le realicen, para lo cual las entidades participantes serán responsables del 
cumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos laborales en relación 
con la estancia temporal y, en concreto, del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, en materia de coordinación de actividades empresariales.

– Deberá respetar, además, mientras dure la estancia temporal las normas internas 
sobre uso de instalaciones y equipamientos, horarios, trámites procedimentales, etc.

Cuarta. Presupuesto del proyecto, distribución de fondos y ejecución.

1. El Proyecto consta de un presupuesto concedido de doscientos cuarenta mil 
euros (240.000,00 €) comprometiéndose la UNAV-CUN, en su condición de entidad 
beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, a la distribución y transferencia 
inmediata de los fondos necesarios para la ejecución del Proyecto entre las entidades 
participantes una vez recibidos por parte del Agente Financiador, en los términos 
establecidos en la resolución de concesión de la ayuda y en el plazo máximo de dos 
meses desde la recepción de la ayuda concedida. La entidad beneficiaria de la ayuda y 
coordinadora del Proyecto no realizará ninguna aportación propia, limitándose a 
transferir los fondos recibidos del agente financiador.

La distribución de los fondos se realizará por la entidad beneficiaria de la ayuda y 
coordinadora del Proyecto conforme al siguiente cuadro:

Participante
Porcentaje de 
participación 

presupuestaria

Importe asignado 
dentro del 
proyecto

Universidad de Navarra-Clínica Universidad de Navarra. 76 181.818,18 €

Fundación para la Investigación Médica Aplicada. 9 21.818,18 €

CSIC. 15 36.363,64 €
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2. Las cantidades indicadas se harán efectivas mediante transferencia bancaria 
realizada por la entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto en la 
cuenta abierta a nombre del CSIC y FIMA que éstas indiquen y certifiquen (indicando en 
el concepto de la transferencia, el acrónimo o código identificativo del Proyecto), y previa 
conformidad del ordenante del pago con el cumplimiento hasta ese momento del Plan de 
Trabajo y el calendario de pagos establecido. Será requisito imprescindible la 
presentación de la documentación sobre la justificación técnico-económica del Proyecto.

El importe a abonar por UNAV-CUN a CSIC y FIMA no está sujeto al IVA (Impuesto 
sobre el Valor Añadido), pues la cantidad no es en concepto de contraprestación directa 
y equivalente a los servicios que prestará, sino que éstos carecen de onerosidad al tener 
como finalidad coadyuvar a la consecución del objeto común y a los fines del presente 
Convenio establecidos en la cláusula primera. En este sentido, la ausencia de 
onerosidad del objeto y actuaciones es clara y patente a la luz de los preceptos 
contenidos en los artículos 4.1 (sujeción de las entregas de bienes y prestaciones al 
impuesto) y 7.8 (no sujeción al impuesto cuando no existe contraprestación) de la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

3. La entidad participante que reciba los fondos estará obligada a gestionarlos y 
ejecutarlos conforme a lo que se establezca en las bases reguladoras, convocatoria y 
resolución de concesión de la ayuda y en este Convenio, debiendo facilitar con diligencia 
a la entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto toda la documentación 
necesaria que acredite y justifique la aplicación de los fondos recibidos al objeto de 
realizar la justificación global del Proyecto.

En el caso de que el presente Convenio se extinguiera por alguna de las causas 
previstas en el mismo, las partes deberán reembolsar las cantidades que hayan recibido 
por el importe correspondiente a las tareas que no hubieran ejecutado, de conformidad 
con lo que se establezca por el mecanismo de seguimiento del Convenio. Además, si la 
mencionada extinción del Convenio se debiera a un incumplimiento de las obligaciones 
asumidas, la parte responsable asumirá los costes adicionales razonables y justificables 
que las otras partes deban asumir para llevar a cabo las tareas comprometidas y que se 
establecerá igualmente por el mecanismo de seguimiento.

4. Si durante la ejecución del Proyecto y/o su posterior justificación, el Agente 
Financiador reclamase, por causa justificada, la devolución total o parcial de la ayuda 
concedida a uno o varios Socios Participantes, el Socio o Socios Participantes 
incumplidores se comprometen a proceder a la devolución de las cantidades que el 
Agente Financiador les reclame, por causa justificada, incluyéndose los importes por 
sanciones o intereses que sean de aplicación, manteniendo indemne tanto al 
coordinador del Proyecto como a los demás Socios Participantes.

En relación con el régimen de responsabilidades de los Socios Participantes, cada 
uno de estos responderá en exclusiva y de manera individual de las obligaciones de 
reintegro que le sean atribuidas. En caso de que uno de los Socios no respondiera de 
tales obligaciones de reintegro, el resto de Socios no quedarán obligados respecto de 
dichas responsabilidades, asumiendo cada uno de ellos en exclusiva la responsabilidad 
inherente a su obligación de reintegro.

Quinta. Confidencialidad de la información y de los resultados.

1. Las partes se comprometen a mantenerse recíprocamente informadas, tanto de 
los avances científico-técnicos alcanzados, como de cualquier otro resultado que sea 
relevante para la consecución del buen fin del Proyecto.

2. Asimismo, cada una de las partes se compromete a no difundir, bajo ningún 
aspecto, las informaciones científicas, técnicas o comerciales pertenecientes a las otras 
partes a las que haya podido tener acceso en el desarrollo de las actuaciones realizadas 
al amparo del presente Convenio, incluido todo el personal participante en los trabajos 
objeto del mismo, salvo que:

a) La información recibida sea de dominio público.
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b) La parte receptora pueda demostrar que conocía previamente la información 
recibida.

c) La parte receptora adquiriese esta información de un tercero sin compromiso de 
confidencialidad.

3. Los datos e informes obtenidos durante la realización del Proyecto, así como los 
resultados finales, tendrán carácter confidencial. Cuando una de las partes desee utilizar 
los resultados parciales o finales, en parte o en su totalidad, para su publicación como 
artículo, conferencia, etc. deberá solicitar la conformidad de las demás partes por escrito, 
mediante cualquier medio válido en derecho que permita acreditar su recepción por el 
responsable de cada una en el seguimiento del Proyecto.

Las partes deberán responder en un plazo máximo de treinta días, comunicando su 
autorización, sus reservas o su disconformidad sobre la información contenida en el 
artículo o conferencia. Transcurrido dicho plazo sin obtener respuesta, se entenderá que 
el silencio es la tácita autorización para su difusión.

Como principio general de entendimiento, se estimará que no podrá ser difundida, ni 
presentada a público conocimiento, ninguna información que pudiera menoscabar los 
derechos de propiedad intelectual o industrial, incluida aquella que se decida proteger 
como secreto empresarial, que se deriven de la investigación común. Por ello, aquellos 
resultados que, no siendo en sí mismos objeto de patente u otra forma de protección, 
pudieran inhabilitar, por su publicación o difusión, el reconocimiento de propiedad sobre 
una obra, proceso, producto o modelo de utilidad, deberán ser considerados como 
materia reservada y no difundible.

4. Sin perjuicio de lo anteriormente establecido, la parte que reciba información 
confidencial de las otras podrá revelarla cuando tal revelación obedezca a un 
requerimiento o petición formal por parte de una autoridad judicial o cualquier otra 
autoridad gubernamental, siempre que previamente se le haya notificado tal petición a la 
parte que la haya revelado y se le haya dado a la misma (de ser posible) la oportunidad 
de oponerse a la necesidad de dicha revelación y/o se le haya permitido solicitar una 
orden protectora o medida cautelar al objeto de que la información confidencial revelada 
en virtud de esa petición se utilice única y exclusivamente para el objeto que se dictó en 
dicho requerimiento legal.

5. Las partes se comprometen a que todo su personal conozca y observe el 
compromiso de confidencialidad regulado por esta cláusula.

Sexta. Conocimientos previos de las partes.

Cada parte seguirá siendo propietaria de los conocimientos previos aportados al 
Proyecto.

En virtud del presente Convenio no se entienden cedidos a la otra parte ninguno de 
los Conocimientos Previos aportados al Proyecto (se entiende por conocimientos previos 
todo dato, conocimiento técnico o información, cualquiera que sea su forma o naturaleza, 
tangible –a título de ejemplo, material biológico o químico– o intangible, incluido todo 
derecho, como los derechos de propiedad industrial e intelectual perteneciente a alguna 
de las partes con anterioridad a la entrada en vigor del Convenio y que sea necesario 
para la ejecución del Proyecto o para la explotación de sus resultados).

Cada una de las partes concede a las otras una licencia no exclusiva de uso de los 
conocimientos previos únicamente para llevar a cabo tareas de investigación en el marco 
del presente Convenio.

Séptima. Propiedad de los resultados.

1. En el supuesto de que la actividad, investigadora o de otro tipo, desarrollada como 
consecuencia de la presente colaboración produjese resultados susceptibles de protección 
mediante patentes u otras formas de propiedad industrial o intelectual, la titularidad de las 
mismas corresponderá a las entidades firmantes del Convenio en proporción a su 
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participación directa en la obtención del resultado, para lo que se tendrá en cuenta 
además lo previsto en el Plan de Trabajo y en la cláusula cuarta de este Convenio.

Los resultados del Proyecto objeto del presente Convenio, o partes del mismo que 
pudieran tener consideración independiente, serán propiedad de la entidad o entidades 
que lo hayan generado expresamente.

En cuanto a las distintas técnicas y metodologías de investigación, desarrolladas en el 
transcurso del Proyecto y como consecuencia del mismo, quedarán a libre disposición de las 
entidades participantes para su uso y empleo, con carácter general, en nuevas investigaciones.

En todo caso, cuando los resultados del Proyecto sean un medicamento o un 
producto sanitario, o productos intermedios para su ulterior transformación industrial en 
medicamentos o productos sanitarios, o los equipamientos, modelos, prototipos, 
sistemas o ingenierías de proceso necesarios para su desarrollo, que responda a 
necesidades derivadas de la emergencia sanitaria ocasionada por el coronavirus SARS-
CoViD-2 y existan dificultades en la escalada y producción de los mismos, que puedan 
desembocar en situaciones de escasez de existencias para satisfacer la demanda 
interna será necesario concluir mecanismos de colaboración público-privada con objeto 
de superar estos obstáculos, de acuerdo con las reglas establecidas en la Disposición 
adicional quinta del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo.

2. Obedeciendo al carácter de las entidades firmantes y al objeto de este Convenio, 
en la utilización de los resultados, parciales o finales, susceptibles de ser explotados 
comercialmente, las entidades participantes ostentarán el derecho de uso y explotación 
comercial, bien directamente o a través de terceros, en un marco de salvaguarda de los 
intereses de cada una de las partes, asegurándose que no se ocasionan daños o 
perjuicios mutuamente. Este marco de salvaguarda se establecerá entre todas las 
partes, que se comprometen a suscribir un contrato de cotitularidad en virtud del cual se 
establecerá entre las partes los porcentajes de titularidad de la patente u otros títulos de 
protección que se soliciten, la asunción de costes de solicitud, extensión internacional y 
mantenimiento de dichos títulos, la toma de decisiones con respecto a los contactos y 
negociaciones de contratos de licencia o colaboración con terceras partes relacionados 
con dichos títulos, el reparto de los potenciales ingresos generado por dichos contratos, 
así como cualesquiera otros aspectos referidos al marco de protección explotación de los 
resultados que considerasen de interés.

3. Tanto en publicaciones, como en patentes y otros títulos de propiedad industrial e 
intelectual, se respetará siempre la mención a los autores de las investigaciones que, en 
estas últimas, figurarán en calidad de inventores o autores intelectuales.

Octava. Vigencia.

De conformidad con el artículo 39.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, el presente Convenio se perfecciona y desplegará efectos desde el momento 
de su firma.

Las actuaciones que las partes firmantes del mismo hayan realizado como 
consecuencia de la resolución de concesión de la ayuda desde el 4 de junio de 2020 se 
entenderán amparadas por lo previsto en el presente Convenio desde la fecha de su firma.

Una vez firmado, el Convenio será objeto de inscripción en el Registro Electrónico 
estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal y de 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

El presente Convenio se mantendrá en vigor hasta que se hayan efectuado todos los 
informes y pagos y se hayan cumplido todas las obligaciones de la Convocatoria en el 
marco del Proyecto, no pudiendo exceder su duración de los 5 años de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 34.1.a) y el 34.2 de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la 
Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en la redacción dada por la disposición final 1.1 
del Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de febrero, de medidas urgentes en el ámbito de la 
Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la Universidad.
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En el caso de que no se hubiesen alcanzado los resultados previstos en el plazo 
establecido, y las partes considerasen oportuna su continuación, la citada duración podrá 
prorrogarse con anterioridad a la fecha de su finalización por un periodo no superior a 
otros 5 años adicionales, mediante acuerdo expreso y por escrito de las partes 
formalizado en una adenda.

Esta prórroga, así como cualquier eventual modificación al Convenio, deberá ser 
comunicada al Registro citado en el párrafo primero de la presente cláusula, en consonancia 
con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), además de cumplir con los 
restantes trámites preceptivos contemplados en ésta para su firma y eficacia.

En todo caso, aun cuando se produzca la finalización de la vigencia del Convenio, las 
partes mantendrán las obligaciones de información recíproca de los avances y 
resultados del Proyecto y de confidencialidad de la información y de los resultados, así 
como las relativas a la propiedad de tales resultados.

Novena. Modificación.

El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo acuerdo de las partes. La 
modificación se efectuará mediante la suscripción de la oportuna adenda al Convenio y 
siempre dentro del plazo de vigencia del mismo.

Décima. Extinción.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 51.1 de la LRJSP, este Convenio se 
extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir 
en alguna de las siguientes causas de resolución, según lo establecido en el apartado 2 
del mismo artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula cuarta (apartado tercero, 
segundo párrafo):

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de las partes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a los 
responsables del mecanismo de seguimiento regulado en la cláusula decimocuarta.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la 
parte que lo dirigió notificará a la otra la concurrencia de la causa de resolución y se 
entenderá resuelto el Convenio. La resolución del Convenio por esta causa podrá 
conllevar la indemnización de los perjuicios causados en su caso.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en alguna Ley.

En el supuesto de que este Convenio se diera por resuelto antes del plazo previsto 
para su finalización, las partes se entregarán un Informe con toda la documentación 
elaborada hasta la fecha en que se dé por resuelto el Convenio, en virtud de este 
supuesto, siempre que, en su caso, se hayan abonado las contribuciones 
correspondientes a las investigaciones realizadas hasta el momento de la resolución.

En caso de que existiesen actuaciones en curso de ejecución, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 52.3 de la LRJSP, se podrá acordar la continuación y finalización 
de éstas en un plazo improrrogable, transcurrido el cual el Convenio deberá liquidarse. 
Dicho plazo se fijaría por las partes cuando se resolviera el Convenio.

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de la LRJSP en relación con 
los efectos de la resolución de los Convenios, a lo que las partes firmantes quedan 
sometidas en lo que les sea de aplicación.
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Undécima. Nombres o signos distintivos.

Las Partes acuerdan que para el empleo de los nombres, marcas, logotipos, 
símbolos o cualesquiera otros elementos identificativos de cada una de ellas en la 
publicidad, explotación, comercialización o difusión de los resultados obtenidos como 
consecuencia del Convenio será necesaria autorización escrita previa de las entidades 
afectadas.

Duodécima. Naturaleza jurídica y resolución de controversias.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, quedando sujeto a lo 
establecido en el Capítulo VI del título preliminar de la LRJSP. Asimismo, este 
documento se ajusta a lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la mencionada ley, 
aplicándose lo previsto en el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

Las partes se comprometen a resolver de manera amistosa, o a través del 
mecanismo de seguimiento, cualquier desacuerdo que pudiera surgir en el desarrollo de 
este Convenio. En caso de no resolverse por las partes, dicha controversia podrá ser 
resuelta por los Tribunales competentes del orden jurisdiccional de lo Contencioso-
administrativo.

No obstante lo anterior, en el exclusivo caso en que se formulen demandas en las 
que se ejerciten acciones relativas a propiedad industrial y propiedad intelectual su 
conocimiento recaerá en los Juzgados de lo Mercantil, de conformidad con los 
artículos 22 y 86 ter de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, de 1 de julio, siendo el 
orden contencioso-administrativo el competente para resolver cualquier otra cuestión 
referente al contenido del Convenio.

Decimotercera. Protección de datos.

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD), 
aplicable desde el 25 de mayo de 2018, las partes hacen constar de manera expresa 
que se abstendrán de cualquier tipo de tratamiento de los datos personales de que 
dispongan como consecuencia de este Convenio, exceptuando aquel que sea 
estrictamente necesario para las finalidades del mismo. En este sentido se 
comprometen, especialmente, a no ceder a terceros los datos mencionados o los 
archivos que los contengan, así como a guardar estricta confidencialidad sobre los 
mismos. Asimismo, las partes quedan sometidas a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, y demás normativa aplicable en materia de protección de datos.

Decimocuarta. Mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del Convenio.

Los responsables del Proyecto previstos en el apartado segundo de la cláusula 
segunda, constituirán entre ellos el mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del 
presente Convenio.

Entre sus cometidos estará el de consensuar la solución de los problemas que 
puedan ir surgiendo respecto al modo de actuar en el desarrollo del Proyecto, debiendo 
resolver los problemas de interpretación y aplicación de los términos de este Convenio, 
mediante el seguimiento y control de su ejecución e incidencias. Asimismo, ejercerán las 
funciones que el capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, atribuye a dicho mecanismo en relación a los incumplimientos, extinción 
y resolución del Convenio.

En caso de que los citados responsables del Proyecto no llegasen a soluciones 
compartidas, habrán de acudir a sus correspondientes órganos directivos superiores a fin 
de que, en calidad de mecanismo de seguimiento, arbitren las que de mutuo acuerdo 
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consideren más convenientes al Proyecto y mejor se adapten con lo previsto en el 
presente instrumento jurídico.

Por parte del CSIC el órgano directivo será la Vicepresidencia de Investigación 
Científica y Técnica (VICYT), por parte de la UNAV-CUN será el Vicerrectorado de 
Investigación y por parte de la FIMA será la Unidad de Transferencia e Innovación.

Y en prueba de conformidad, firman electrónicamente el presente Convenio, 
constando como fecha de suscripción la última realizada.–La Vicepresidenta de 
Organización y Relaciones Institucionales del CSIC, Rosina López-Alonso Fandiño.–La 
Directora del CIMA, María Pilar Civeira Murillo.–El Representante legal de la UNAV-CUN, 
Francisco Javier Mata Rodríguez.–La Vicerrectora de Investigación de la UNAV-CUN, 
María Iciar Astiasarán Anchía.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
11121 Resolución de 11 de septiembre de 2020, de la Presidencia de la Agencia 

Estatal Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., por la que se 
publica el Convenio con la Universitat de València, para la realización 
conjunta del proyecto de I+D+i «Aproximación multidisciplinar para bloquear 
la entrada de SARS-CoV-2 a través de antivirales y fragmentos señuelo de 
ACE2».

Suscrito el convenio el 17 de julio de 2020, y en cumplimiento de lo dispuesto en el 
apartado 8 del artículo 48 de la ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, procede la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de dicho 
convenio, que figura como anexo de esta resolución.

Madrid, 11 de septiembre de 2020.–La Presidenta de la Agencia Estatal Consejo 
Superior de Investigaciones Científicas, M.P., Rosa Menéndez López.

ANEXO

Convenio entre la Universitat de València y el Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, M.P., para la realización conjunta del proyecto de I+D+i «Aproximación 
multidisciplinar para bloquear la entrada de SARS-CoV-2 a través de antivirales y 

fragmentos señuelo de ACE2»

En Valencia, a 17 de julio de 2020.

INTERVIENEN

De una parte, el Excmo. Sr. don Carlos Hermenegildo Caudevilla, Vicerrector de 
Investigación de la Universitat de València (en adelante UV), con NIF Q4618001D y 
domicilio en Avda. Blasco Ibáñez, 13, Valencia 46010, en nombre y representación de 
este organismo, en virtud de las competencias delegadas por la Rectora mediante 
resolución del Rectorado de fecha 19 de junio de 2019 (publicada en el DOGV el 27 de 
junio de 2019).

De otra parte, doña Rosina López-Alonso Fandiño, en su condición de vicepresidenta 
de Organización y Relaciones Institucionales del Consejo Superior de Investigaciones 
Científicas, M.P. (CSIC), nombrada por Acuerdo del Consejo Rector del CSIC, en su 
reunión de 28 de noviembre de 2019 (BOE 18/12/2019. Res. Presidencia CSIC de 13 de 
diciembre de 2019, por el que se resuelve convocatoria de libre designación), actuando 
en nombre y representación de esta institución en virtud de las competencias que tiene 
delegadas por resolución de 20 de abril de 2017 de la Presidencia del CSIC (BOE de 23 
de mayo siguiente). Organismo con sede central en Madrid (CP 28006), domicilio 
institucional en calle de Serrano 117 y NIF Q-2818002-D.

La Universitat de València y el Consejo Superior de Investigaciones Científicas, M.P., 
en adelante denominadas conjuntamente «las partes» o «entidades participantes», 
declaran hallarse debidamente facultadas y con la capacidad necesaria para obligarse 
en los términos del presente Convenio, a cuyo efecto

EXPONEN

1. Que la UV es una Entidad de Derecho Público de carácter multisectorial y 
pluridisciplinar que desarrolla actividades de docencia, investigación y desarrollo 
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científico y tecnológico, interesada en colaborar con los sectores socioeconómicos para 
asegurar uno de los fines de la docencia e investigación, que es la innovación y la 
modernización del sistema productivo.

El Instituto de Biología Integrativa de Sistemas («I2SYSBIO») asimismo, es un 
instituto de investigación mixto CSIC-Universidad de Valencia, sin personalidad jurídica 
propia, perteneciente al Área de Biología y Biomedicina, cuyos programas científicos se 
focalizan en la investigación sobre la estructura, función, dinámica, evolución y 
manipulación de sistemas biológicos complejos, pretendiendo así aportar soluciones a 
problemas en los sectores farmacéutico, biotecnológico, biomédico y agroindustrial. El 
programa de Biología de Sistemas de Patógenos lleva a cabo una exploración integrante 
de las interacciones establecidas entre los microorganismos y sus portadores y cómo 
pueden ser entendidas estas relaciones dentro del contexto de las redes reguladoras y 
las interacciones de las proteínas y los genes tanto con el parásito como su portador, así 
como las consecuencias y limitaciones que estas interacciones pueden tener a otros 
niveles de organización biológica, especialmente a niveles de población y comunidad.

Por otra parte, el Departamento de Microbiología y Ecología de la UV posee varios 
grupos de investigación en diferentes áreas de la microbiología, incluyendo la virología. 
El grupo de investigación registrado «Infecciones Gastrointestinales» (INFECTGUT, 
GIUV2016-272) se encuentra adscrito a la Sección Departamental de la Facultad de 
Medicina y Odontología. Entre sus líneas de investigación se encuentran la 
epidemiología molecular de virus humanos, el estudio de la respuesta inmune a las 
infecciones virales y el estudio de las interacciones virus-hospedador entre otras.

2.  Que el CSIC es un Organismo Público de Investigación, adscrito al Ministerio de 
Ciencia e Innovación a través de la Secretaría General de Investigación. Su objetivo 
fundamental es desarrollar y promover investigaciones en beneficio del progreso 
científico y tecnológico, para lo cual está abierta a la colaboración con entidades 
españolas y extranjeras. Según su Estatuto (artículo 4), tiene como misión el fomento, la 
coordinación, el desarrollo y la difusión de la investigación científica y tecnológica, de 
carácter pluridisciplinar, con el fin de contribuir al avance del conocimiento y al desarrollo 
económico, social y cultural, así como a la formación de personal y al asesoramiento a 
entidades públicas y privadas en estas materias.

El Instituto de Química Médica (IQM) es un instituto de investigación propio del CSIC, 
sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de Ciencias y Tecnologías 
Químicas, cuya finalidad principal es el diseño y síntesis de nuevos fármacos.

El Instituto de Biomedicina de Valencia (IBV) es un instituto propio de investigación 
del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente al Área de Biología y 
Biomedicina. Su objeto es la investigación biomédica conectando conocimientos 
biológicos básicos con los avances médicos en el campo de la salud. Son áreas de 
particular interés las patologías metabólicas y de la piel, la genómica comparada y 
genética aplicada a la patología humana, los estudios de biología estructural y 
bioinformáticas sobre señalización celular, así como la búsqueda y caracterización de 
dianas para el desarrollo de antibióticos y antivenenos. El IBV es también un nodo 
importante en el estudio de la fisiopatología de las enfermedades raras.

El Centro de Investigaciones Biológicas Margarita Salas (CIB Margarita Salas) es un 
instituto propio de investigación del CSIC, sin personalidad jurídica propia, perteneciente 
a las Áreas de Biología y Biomedicina y Ciencias Agrarias. El CIB Margarita Salas ha 
estado a la vanguardia de la investigación en biología desde su creación en 1953. La 
actividad inicial del CIB Margarita Salas se orientó principalmente en estudios de biología 
y biomedicina pero en la actualidad, realiza investigación multidisciplinar abordando 
proyectos de Biología Celular y del desarrollo, biología estructural y funcional de 
proteínas, replicación y expresión del material genético, biología molecular de parásitos y 
virus animales y vegetales, mecanismos de patogenicidad de bacterias, biología del 
sistema inmune y de la respuesta antitumoral, genética molecular de patologías 
humanas, biología de plantas y protección vegetal, biocombustibles y biotecnología 
microbiana medioambiental. Es un centro activo y dinámico, en constante evolución.
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3.  Que en el marco de la Convocatoria Crue-CSIC-Santander «Fondo Supera 
COVID-19» para la financiación de proyectos de investigación que ayuden a comprender 
el virus SARS-COV-2, a partir de resultados de aplicación inmediata o a corto plazo, y 
combatir la enfermedad que provoca (Línea 1 de la Convocatoria), se ha concedido a la 
UV, como beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, una ayuda para la 
realización del proyecto «BlockAce, Multidisciplinary approach to blocking SARS-CoV-2 
entry through antivirals and Decoy-ACE2 fragments», resultando dicha propuesta 
aprobada con un importe de 150.000 euros por el Comité Evaluador previsto en la 
Convocatoria.

El Proyecto será coordinado por el grupo de investigación del I2SYSBIO (CSIC-UV) 
referido en el expositivo 1, participando asimismo el grupo de investigación de la 
Universitat de Valencia (INFECTGUT, GIUV2016-272) y los institutos del CSIC a través 
de sus correspondientes grupos de investigación, conforme a lo expresado en los 
expositivos 1 y 2 del presente Convenio.

La UV ejerce de entidad colaboradora en relación con el «Fondo Supera COVID-19» 
en virtud del Convenio de colaboración de 22 de julio de 2019, y sus correspondientes 
Adendas, que esta tiene suscrito con Banco Santander, entidad promotora de la 
Convocatoria Fondo Supera COVID-19, por lo que asume la distribución de los fondos 
de la ayuda entre la entidad beneficiaria y sus colaboradoras.

La UV y el CSIC están interesados en colaborar mutuamente para llevar a cabo el 
citado Proyecto, de acuerdo con lo establecido en la cláusula cuarta y en las restantes 
disposiciones de este Convenio.

4.  Que la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, 
regula en su artículo 34 la posibilidad de que los agentes públicos de financiación o 
ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, incluidas las 
administraciones públicas, las universidades públicas, los organismos públicos de 
investigación de la Administración General del Estado, los consorcios y fundaciones 
participadas por las administraciones públicas, los organismos de investigación de otras 
administraciones públicas y los centros e instituciones del Sistema Nacional de Salud, 
puedan suscribir convenios administrativos entre ellos o con agentes privados que 
realicen actividades de investigación científica y técnica, nacionales, supranacionales o 
extranjeros, para la realización conjunta de, entre otras, las siguientes actividades:

a) Proyectos y actuaciones de investigación científica, desarrollo e innovación.
c) Financiación de proyectos científico-técnicos singulares.
f) Uso compartido de inmuebles, de instalaciones y de medios materiales para el 

desarrollo de actividades de investigación científica, desarrollo e innovación.

Por su parte, el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
ha establecido un régimen especial de tramitación y entrada en vigor de los convenios 
relacionados con el COVID-19, al que se sujeta el presente Convenio.

5.  Que, en atención a todo lo expuesto, se estima necesaria y justificada la 
suscripción de un convenio que suponga la puesta en común, distribución y utilización 
conjunta y/o coordinada de medios, servicios y recursos pertenecientes a cada una de 
las entidades participantes y su ordenación para un fin compartido, bajo las premisas de 
interdisciplinariedad y eficiencia en la gestión de los recursos.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 253 Miércoles 23 de septiembre de 2020 Sec. III.   Pág. 80440

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
11

12
1

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

260



Por lo anteriormente expuesto, los intervinientes acuerdan la suscripción del presente 
Convenio para la realización conjunta de un proyecto de investigación, que se regirá por 
las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.

El objeto del presente Convenio es establecer la colaboración científico-técnica entre 
la UV y el CSIC, a través del IBV, IQM, CIB e I2SYSBIO (este último, instituto mixto 
CSIC-UV), en la realización conjunta del Proyecto de I+D+i «BlockAce, Multidisciplinary 
approach to blocking SARS-CoV-2 entry through antivirals and Decoy-ACE2 fragments» 
(o «el Proyecto»), consistente en las investigaciones necesarias para identificar 
antivirales o fragmentos de ACE2 que inhiben la entrada del virus en la célula, en los 
términos establecidos por las partes en el Plan de Trabajo que éstas acuerden y al que 
se hace referencia en la cláusula segunda.

En particular, el Convenio regula los compromisos de las partes para la ejecución 
conjunta del Proyecto, incluyendo la organización del trabajo, la gestión y justificación del 
Proyecto, los derechos y obligaciones de las partes, la distribución de los fondos y la 
titularidad de los resultados, así como la responsabilidad y la resolución de los posibles 
conflictos.

El Proyecto cuenta con la financiación indicada en el expositivo tercero por lo que, en 
su ejecución, justificación y difusión, las partes deberán cumplir con lo establecido en las 
bases reguladoras, convocatoria y/o concesión de la ayuda.

Segunda. Obligaciones de las partes.

1. La realización de las tareas objeto del Proyecto será detallada en un Plan de 
Trabajo que aprobarán las partes intervinientes en el presente Convenio, obligándose 
cada una de ellas a aportar e implementar los medios técnicos, humanos y materiales 
necesarios para la adecuada consecución de los objetivos propuestos y asumiendo las 
siguientes obligaciones generales:

– Ejecutar el Proyecto conforme a lo que establezca la resolución de concesión, 
ejerciendo la UV de entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto, 
asumiendo las obligaciones de coordinación y seguimiento del resto de entidades 
participantes así como su representación ante el agente financiador a efectos de cobro y 
distribución de la ayuda, su justificación y/o reintegro, en función de lo que establezca la 
resolución de concesión de la ayuda y el presente Convenio.

– Desarrollar las tareas previstas en el Plan de Trabajo de acuerdo con la 
metodología, el cronograma y los plazos que en el mismo se detallen.

– Entregar al resto de entidades participantes cuanta información sea necesaria para 
el correcto desarrollo de las diferentes actividades de I+D+i.

– Comunicar con celeridad al resto de participantes, sirviéndose si fuese preciso del 
mecanismo de seguimiento, cualquier información importante, hecho, problema o retraso 
que pueda afectar adversamente al Proyecto. Asimismo, las partes proporcionarán sin 
demora toda la información que el mecanismo de seguimiento requiera razonablemente 
para llevar a cabo sus tareas.

– Facilitar los medios y las infraestructuras necesarias para la realización de los 
ensayos según la planificación prevista.

– Elaborar los Informes y Entregables generados durante la evolución de las 
investigaciones realizadas en los plazos y forma que se describan en el Plan de Trabajo

– Garantizar la protección de los resultados de la investigación y promover la difusión 
que, en su caso, proceda.
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2. La UV por su parte será la encargada de:

– Distribuir los fondos entre el resto de entidades participantes (CSIC) del presente 
Convenio, de acuerdo con lo establecido en la cláusula cuarta.

– Realizar el seguimiento de la investigación desarrollada, para lo cual podrá solicitar 
en cualquier momento al CSIC información relativa a la misma, como entidad beneficiaria 
y coordinadora de la ayuda, incluida la Memoria final del Proyecto, así como toda aquella 
información que Banco Santander, entidad promotora de la Convocatoria FONDO 
SUPERA COVID-19 y colaboradora de la UV, pudiera solicitar.

– Llevar a cabo actuaciones de difusión para proyectar y dar visibilidad al Proyecto, 
debiendo las partes científico-técnicas de la investigación (UV y CSIC) colaborar en lo 
necesario con esta para este fin.

3. Se nombran cuatro responsables que coordinarán el desarrollo del Proyecto.

– Por parte de la UV, será el/la investigador/a responsable del grupo Biología Viral, 
ocupando el cargo de Investigador/a Ramón y Cajal.

– Por parte del CSIC/IQM, será el/la investigador/a responsable del Proyecto.
– Por parte del CSIC/IBV, será el/la investigador/a responsable del Proyecto.
– Por parte del CSIC/CIB Margarita Salas, será el/la investigador/a responsable del 

Proyecto.

Tercera. Desarrollo de los trabajos de investigación.

1. Cada una de las partes desarrollará en su propia sede e instalaciones los 
trabajos de investigación que le corresponda.

No obstante, podrá autorizarse el desplazamiento esporádico o no permanente de 
personal de una de ellas a la sede o instalaciones de otra, siempre que forme parte del 
equipo de investigación o de trabajo del Proyecto y cuando así lo aconseje o exija su 
buen fin, lo que se formalizará mediante las autorizaciones de estancia, comisiones de 
servicio u otras que procedan conforme a la normativa de cada una de las partes 
implicada.

2. Los responsables del Proyecto (identificados en la cláusula segunda del 
Convenio) tendrán la obligación de informar a los órganos competentes de la institución 
a la que pertenezcan de las estancias temporales que vayan a realizarse en aplicación 
de este Convenio, con el fin de que puedan tramitarse las autorizaciones, comisiones de 
servicios y demás actuaciones que procedan, así como verificar y controlar el 
cumplimiento de las obligaciones que se recogen en el siguiente apartado.

3. El personal de cualquiera de las partes que realice sus actividades mediante una 
estancia temporal en las instalaciones de la otra:

− Mantendrá siempre su independencia orgánica y funcional respecto de la entidad 
participante en cuyas instalaciones realice la estancia, sin que en modo alguno pueda 
adquirir derechos laborales, salariales o de índole análoga respecto de dicha entidad por 
tal hecho ni por la colaboración conjunta que implica el objeto de este Convenio. La 
independencia funcional no impedirá la correcta organización en la asignación de tareas 
y en la forma de llevarlas a cabo por parte de quienes sean los responsables y los 
ejecutores del Proyecto según la jerarquía que se establezca y las necesidades de cada 
momento.

− Deberá estar en situación de alta en algún régimen público de Seguridad Social o 
asimilado, y contará con un seguro de responsabilidad civil (o mecanismo de 
responsabilidad por daños equivalente) y cualquier otro que pudiera ser preciso en 
atención a la naturaleza y riesgos de las tareas a desarrollar, según la normativa vigente 
al respecto. Las obligaciones anteriores serán por cuenta de la parte a la que, en cada 
caso, pertenezca el citado personal, quedando exonerada la parte que acoge al personal 
en estancia temporal de cualquier responsabilidad -sea cual fuere su naturaleza- que 
pudiera derivarse de la actividad que realice el citado personal en sus instalaciones.
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− Cumplirá con las indicaciones en materia de prevención de riesgos laborales que 
se le realicen, para lo cual las entidades participantes serán responsables del 
cumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos laborales en relación 
con la estancia temporal y, en concreto, del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, en materia de coordinación de actividades empresariales.

− Deberá respetar, además, mientras dure la estancia temporal las normas internas 
sobre uso de instalaciones y equipamientos, horarios, trámites procedimentales, etc.

Cuarta. Presupuesto del proyecto, distribución de fondos y ejecución.

1. El Proyecto consta de un presupuesto concedido de 150.000 euros (150.000,00 
€), comprometiéndose la UV, en su condición de entidad beneficiaria de la ayuda y 
coordinadora del Proyecto, a la distribución y transferencia inmediata de los fondos 
necesarios para la ejecución del Proyecto entre las entidades participantes una vez 
recibidas las anualidades correspondientes por parte del agente financiador, en los 
términos establecidos en la resolución de concesión de la ayuda. La entidad beneficiaria 
de la ayuda y coordinadora del Proyecto no realizará ninguna aportación propia, 
limitándose a transferir los fondos recibidos del agente financiador.

La distribución de los fondos se realizará por la entidad beneficiaria de la ayuda y 
coordinadora del Proyecto conforme al siguiente cuadro:

Distribución
de fondos por UV (Importes en €)

UV. 56.000

CSIC.

94.000
31.000 al IQM_CSIC
38.000 al IBV_CSIC
25.000 al CIB_CSIC

 Total. 150.000

2. Las cantidades indicadas se harán efectivas mediante transferencia bancaria 
realizada por la entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto en la 
cuenta abierta a nombre del CSIC que ésta indique y certifique (indicando en el concepto 
de la transferencia el acrónimo o código identificativo del Proyecto), y previa conformidad 
del ordenante del pago con el cumplimiento hasta ese momento del Plan de Trabajo y el 
calendario de pagos establecido.

El importe a abonar por la UV al CSIC no incluirá IVA, pues la cantidad no es en 
concepto de contraprestación directa y equivalente a los servicios que prestará, sino que 
éstos carecen de onerosidad al tener como finalidad coadyuvar a la consecución del 
objeto común y a los fines del presente Convenio establecidos en la cláusula primera. En 
este sentido, la ausencia de onerosidad del objeto y actuaciones es clara y patente a la 
luz de los preceptos contenidos en los artículos 4.1 (sujeción de las entregas de bienes y 
prestaciones al impuesto) y 7.8 (no sujeción al impuesto cuando no existe 
contraprestación) de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido.

3. La entidad participante que reciba los fondos estará obligada a gestionarlos y 
ejecutarlos conforme a lo que se establezca en las bases reguladoras, convocatoria y 
resolución de concesión de la ayuda y en este Convenio, debiendo facilitar con diligencia 
a la entidad beneficiaria de la ayuda y coordinadora del Proyecto toda la documentación 
necesaria que acredite y justifique la aplicación de los fondos recibidos al objeto de 
realizar la justificación global del Proyecto.

En el caso de que el presente Convenio se extinguiera por alguna de las causas 
previstas en el mismo, las partes deberán reembolsar las cantidades que hayan recibido 
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por el importe correspondiente a las tareas que no hubieran ejecutado, de conformidad 
con lo que se establezca por el mecanismo de seguimiento del Convenio. Además, si la 
mencionada extinción del Convenio se debiera a un incumplimiento de las obligaciones 
asumidas, la parte responsable asumirá los costes adicionales razonables y justificables 
que las otras partes deban asumir para llevar a cabo las tareas comprometidas y que se 
establecerá igualmente por el mecanismo de seguimiento.

Quinta. Confidencialidad de la información y de los resultados.

1. Las partes se comprometen a mantenerse recíprocamente informadas, tanto de 
los avances científico-técnicos alcanzados, como de cualquier otro resultado que sea 
relevante para la consecución del buen fin del Proyecto.

2. Asimismo, cada una de las partes se compromete a no difundir, bajo ningún 
aspecto, las informaciones científicas, técnicas o comerciales pertenecientes a la otra 
parte a las que haya podido tener acceso en el desarrollo de las actuaciones realizadas 
al amparo del presente Convenio, incluido todo el personal participante en los trabajos 
objeto del mismo, salvo que:

a) La información recibida sea de dominio público.
b) La parte receptora pueda demostrar que conocía previamente la información 

recibida.
c) La parte receptora adquiriese esta información de un tercero sin compromiso de 

confidencialidad.

3. Los datos e informes obtenidos durante la realización del Proyecto, así como los 
resultados finales, tendrán carácter confidencial. Cuando una de las partes desee utilizar 
los resultados parciales o finales, en parte o en su totalidad, para su publicación como 
artículo, conferencia, etc. deberá solicitar la conformidad de la otra parte por escrito, 
mediante cualquier medio válido en derecho que permita acreditar su recepción por el 
responsable de cada una en el seguimiento del Proyecto.

La otra parte deberá responder en un plazo máximo de treinta días, comunicando su 
autorización, sus reservas o su disconformidad sobre la información contenida en el 
artículo o conferencia. Transcurrido dicho plazo sin obtener respuesta, se entenderá que 
el silencio es la tácita autorización para su difusión.

Como principio general de entendimiento, se estimará que no podrá ser difundida, ni 
presentada a público conocimiento, ninguna información que pudiera menoscabar los 
derechos de propiedad intelectual o industrial, incluida aquella que se decida proteger 
como secreto empresarial, que se deriven de la investigación común. Por ello, aquellos 
resultados que, no siendo en sí mismos objeto de patente u otra forma de protección, 
pudieran inhabilitar, por su publicación o difusión, el reconocimiento de propiedad sobre 
una obra, proceso, producto o modelo de utilidad, deberán ser considerados como 
materia reservada y no difundible.

4. Sin perjuicio de lo anteriormente establecido, la parte que reciba información 
confidencial de la otra podrá revelarla cuando tal revelación obedezca a un requerimiento 
o petición formal por parte de una autoridad judicial o cualquier otra autoridad 
gubernamental, siempre que previamente se le haya notificado tal petición a la parte que 
la haya revelado y se le haya dado a la misma (de ser posible) la oportunidad de 
oponerse a la necesidad de dicha revelación y/o se le haya permitido solicitar una orden 
protectora o medida cautelar al objeto de que la Información Confidencial revelada en 
virtud de esa petición se utilice única y exclusivamente para el objeto que se dictó en 
dicho requerimiento legal.

5. Las partes se comprometen a que todo su personal conozca y observe el 
compromiso de confidencialidad regulado por esta cláusula.
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Sexta. Conocimientos previos de las partes.

Cada parte seguirá siendo propietaria de los Conocimientos Previos aportados al 
Proyecto.

En este sentido, la UV es titular de los siguientes derechos, en adelante 
Conocimientos Previos al Proyecto, obtenidos por los Grupos de Investigación dirigidos 
por el Dr. Ron Geller y por el Dr. Jesús Rodríguez Díaz que se consideran necesarios 
para la realización del Proyecto y explotación de Resultados:

El grupo de investigación del Dr. Ron Geller ha puesto a punto sistemas de cribado 
de alto rendimiento para evaluar inhibidores y anticuerpos que inhiben SARS-CoV-2 
basados en vectores derivados del virus de la estomatitis vesicular, optimizando los 
vectores virales, las condiciones de producir el virus, el cribado, y el análisis de los 
resultados. Además, el grupo del Dr. Ron Geller ha preparado protocolos para evaluar 
antivirales y anticuerpos usando el SARS-CoV-2.

Por su parte el laboratorio dirigido por el Dr. Jesús Rodríguez Díaz (grupo JRD) 
posee amplia experiencia en la producción y caracterización de proteínas glicosiladas en 
el sistema de baculovirus. El grupo JRD ha expresado hasta la fecha más de 20 
proteínas virales en el sistema de baculovirus. El grupo JRD también posee amplia 
experiencia en la purificación de las proteínas producidas mediante técnicas 
cromatográficas y en la caracterización de las interacciones moleculares 
proteína::proteína y proteína::glúcido mediante técnicas citológicas, inmunológicas y 
biofísicas.

La solicitud de patente P202030427 presentada el 12/05/2020 ante la Oficina 
Española de Patentes y Marcas (OEPM) con título «Polipéptido sintético derivado de la 
proteína «S» del virus SARS-CoV-2 y ácido nucleico que lo codifica» es titularidad de la 
UV.

Por otro lado, el CSIC es titular de los siguientes derechos, en adelante 
Conocimientos Previos al Proyecto, obtenidos por los Grupos de Investigación del IBV-
CSIC, dirigidos por los Drs. Alberto Marina Moreno, Vicente Rubio Zamora, Jerónimo 
Bravo Sicilia y José Luis LLacer Guerri, del IQM-CSIC, dirigido por María Jesús Pérez 
Pérez, y del CIB Margarita Salas-CSIC, dirigido por Sonsoles Martín Santamaría, que se 
consideran necesarios para la realización del proyecto y explotación de Resultados:

Los grupos de investigación del IBV-CSIC poseen amplia experiencia en la 
producción y caracterización de proteínas víricas y eucariotas glicosiladas en el sistema 
de baculovirus. Los grupos del IBV-CSIC han expresado hasta la fecha más de una 
centena de proteínas humanas en el sistema de baculovirus incluyendo más de 40 
correspondientes a variantes del receptor del virus SARS-COV-2, así como diferentes 
variantes de las proteínas de la espícula de dicho virus. Los grupos del IBV-CSIC 
también poseen amplia experiencia en la purificación de las proteínas producidas tanto 
de su fuente natural como recombinantes en diferentes sistemas de expresión 
incluyendo el de baculovirus y en la caracterización de las interacciones moleculares 
proteína::proteína, proteína::ligando y proteína:::inhibidor mediante técnicas biofísicas. 
Además, los grupos del IBV-CSIC poseen una amplia experiencia en la determinación de 
la estructura tridimensional a resolución atómica de macromoléculas biológicas y 
complejos de éstas utilizando técnicas de difracción de rayos X en cristales de las 
macromoléculas y técnicas de crio-microscopía electrónica de partícula única.

Asimismo, el grupo del IQM-CSIC posee amplia experiencia en el diseño, síntesis y 
caracterización molecular de moléculas orgánicas como antivirales. El grupo posee una 
amplia colección propia de compuestos de distinta naturaleza: dendrímeros, péptidos, 
heterociclos, mono y disacáridos, polifenoles, etc. En muchos casos el grupo dispone de 
datos previos de actividad antiviral frente a distintos virus y datos de citotoxicidad. 
También ha generado los archivos para facilitar el cribado virtual de una amplia parte de 
sus moléculas y ligandos similares. Posee experiencia en la síntesis de compuestos 
tanto en disolución, asistida por microondas como síntesis en fase sólida, así como 
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distintas técnicas cromatográficas para la purificación de los compuestos. Igualmente 
dispone de ensayos para la determinación de la solubilidad y estabilidad química de los 
compuestos. También ha desarrollado una estrategia profármaco basada en la liberación 
del fármaco mediada por DPPIV/CD26 que se ha aplicado con éxito en fármacos 
portadores de grupos OH y NH2.

El grupo del CIB Margarita Salas-CSIC posee amplia experiencia en el estudio 
computacional de procesos de reconocimiento molecular, cribado virtual y diseño de 
fármacos, especialmente centrados en receptores de la inmunidad innata. Aporta 
protocolos computacionales propios para estos estudios, una quimioteca 3D de fármacos 
genéricos, previamente preparada y optimizada por el grupo, y la quimioteca 3D de 
moléculas y ligandos seleccionados del grupo del IQM-CSIC, preparada y optimizada a 
partir de los archivos proporcionados (código SMILES).

En virtud del presente Convenio no se entienden cedidos a la otra parte ninguno de 
los Conocimientos Previos aportados al Proyecto (se entiende por Conocimientos 
Previos todo dato, conocimiento técnico o información, cualquiera que sea su forma o 
naturaleza, tangible -a título de ejemplo, material biológico o químico- o intangible, 
incluido todo derecho, como los derechos de propiedad industrial e intelectual 
perteneciente a alguna de las partes con anterioridad a la entrada en vigor del Convenio 
y que sea necesario para la ejecución del Proyecto o para la explotación de sus 
resultados).

Cada una de las partes concede a la otra una licencia no exclusiva de uso de los 
Conocimientos Previos únicamente para llevar a cabo tareas de investigación en el 
marco del presente Convenio.

Séptima. Propiedad de los resultados.

1. En el supuesto de que la actividad, investigadora o de otro tipo, desarrollada 
como consecuencia de la presente colaboración produjese resultados susceptibles de 
protección mediante patentes u otras formas de propiedad industrial o intelectual, la 
titularidad de las mismas corresponderá a las entidades firmantes del Convenio en 
proporción a su participación directa en la obtención del resultado, para lo que se tendrá 
en cuenta además lo previsto en el Plan de Trabajo y en la cláusula cuarta de este 
Convenio.

Los resultados del Proyecto objeto del presente Convenio, o partes del mismo que 
pudieran tener consideración independiente, serán propiedad de la entidad o entidades 
que lo hayan generado expresamente.

En cuanto a las distintas técnicas y metodologías de investigación, desarrolladas en 
el transcurso del Proyecto y como consecuencia del mismo, quedarán a libre disposición 
de las entidades participantes para su uso y empleo, con carácter general, en nuevas 
investigaciones.

En todo caso, cuando los resultados del Proyecto sean un medicamento o un 
producto sanitario, o productos intermedios para su ulterior transformación industrial en 
medicamentos o productos sanitarios, o los equipamientos, modelos, prototipos, 
sistemas o ingenierías de proceso necesarios para su desarrollo, que responda a 
necesidades derivadas de la emergencia sanitaria ocasionada por el coronavirus SARS-
CoViD-2 y existan dificultades en la escalada y producción de los mismos, que puedan 
desembocar en situaciones de escasez de existencias para satisfacer la demanda 
interna será necesario concluir mecanismos de colaboración público-privada con objeto 
de superar estos obstáculos, de acuerdo con las reglas establecidas en la Disposición 
adicional quinta del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo.

2. Obedeciendo al carácter de las entidades firmantes y al objeto de este Convenio, 
en la utilización de los resultados, parciales o finales, susceptibles de ser explotados 
comercialmente, las entidades participantes ostentarán el derecho de uso y explotación 
comercial, bien directamente o a través de terceros, en un marco de salvaguarda de los 
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intereses de cada una de las partes, asegurándose que no se ocasionan daños o 
perjuicios mutuamente. Este marco de salvaguarda se establecerá entre ambas partes, 
que se comprometen a suscribir un contrato de cotitularidad en virtud del cual se 
establecerá entre las partes los porcentajes de titularidad de la patente u otros títulos de 
protección que se soliciten, la asunción de costes de solicitud, extensión internacional y 
mantenimiento de dichos títulos, la toma de decisiones con respecto a los contactos y 
negociaciones de contratos de licencia o colaboración con terceras partes relacionados 
con dichos títulos, el reparto de los potenciales ingresos generado por dichos contratos, 
así como cualesquiera otros aspectos referidos al marco de protección explotación de los 
resultados que considerasen de interés.

3. Tanto en publicaciones, como en patentes y otros títulos de propiedad industrial e 
intelectual, se respetará siempre la mención a los autores de las investigaciones que, en 
estas últimas, figurarán en calidad de inventores o autores intelectuales.

Octava. Vigencia.

De conformidad con el artículo 39.2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, el presente Convenio se perfecciona y desplegará efectos desde el momento 
de su firma. Una vez firmado será objeto de inscripción en el Registro Electrónico estatal 
de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal y de publicación en 
el Boletín Oficial del Estado.

El presente Convenio extenderá su vigencia hasta la fecha de finalización del 
Proyecto, prevista para el 30 de agosto de 2021. En cualquier caso, la duración de este 
documento no podrá sobrepasar los 5 años, como plazo máximo para la ejecución del 
Proyecto, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.1.a) y el 34.2 de la 
Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, en la redacción 
dada por la por la disposición final 1.1 del Real Decreto-ley 3/2019, de 8 de febrero, de 
medidas urgentes en el ámbito de la Ciencia, la Tecnología, la Innovación y la 
Universidad.

En este sentido, el Convenio no quedará extinguido hasta que se hayan efectuado 
todos los informes y pagos previstos y se hayan cumplido todas las obligaciones con la 
entidad financiadora, y, en todo caso, aun cuando se produzca la finalización de la 
vigencia del Convenio, las partes mantendrán las obligaciones de información recíproca 
de los avances y resultados del Proyecto y de confidencialidad de la información y de los 
resultados, así como las relativas a la propiedad de tales resultados.

En el supuesto de que no se hubiesen alcanzado los resultados previstos en el plazo 
establecido, y las partes considerasen oportuna su continuación, la citada duración podrá 
prorrogarse con anterioridad a la fecha de su finalización por un periodo no superior a 
otros 5 años adicionales, mediante acuerdo expreso y por escrito de las partes 
formalizado en una adenda.

Esta prórroga, así como cualquier eventual modificación al Convenio, deberá ser 
comunicada al Registro citado en el párrafo primero de la presente cláusula, en 
consonancia con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), además 
de cumplir con los restantes trámites preceptivos contemplados en ésta para su firma y 
eficacia.

Este Convenio constituye el acuerdo íntegro entre las Partes con respeto al Proyecto 
y una vez iniciada su vigencia reemplaza todos los anteriores compromisos de 
negociación y documentos acerca del Proyecto.

Novena. Modificación.

El presente Convenio podrá ser modificado por mutuo acuerdo de las partes. La 
modificación se efectuará mediante la suscripción de la oportuna adenda al Convenio y 
siempre dentro del plazo de vigencia del mismo.
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Décima. Extinción.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 51.1 de la LRJSP, este Convenio se 
extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen su objeto o por incurrir 
en alguna de las siguientes causas de resolución, según lo establecido en el apartado 2 
del mismo artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula cuarta (apartado tercero, 
segundo párrafo):

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de las partes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a los 
responsables del mecanismo de seguimiento regulado en la cláusula decimotercera.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la 
parte que lo dirigió notificará a la otra la concurrencia de la causa de resolución y se 
entenderá resuelto el Convenio. La resolución del Convenio por esta causa podrá 
conllevar la indemnización de los perjuicios causados en su caso.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en alguna Ley.

En el supuesto de que este Convenio se diera por resuelto antes del plazo previsto 
para su finalización, las partes se entregarán un Informe con toda la documentación 
elaborada hasta la fecha en que se dé por resuelto el Convenio, en virtud de este 
supuesto, siempre que, en su caso, se hayan abonado las contribuciones 
correspondientes a las investigaciones realizadas hasta el momento de la resolución.

En caso de que existiesen actuaciones en curso de ejecución, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 52.3 de la LRJSP, se podrá acordar la continuación y finalización 
de éstas en un plazo improrrogable, transcurrido el cual el Convenio deberá liquidarse. 
Dicho plazo se fijaría por las partes cuando se resolviera el Convenio.

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52 de la LRJSP en relación con 
los efectos de la resolución de los Convenios, a lo que las partes firmantes quedan 
sometidas en lo que les sea de aplicación.

Undécima. Naturaleza jurídica y resolución de controversias.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, quedando sujeto a lo 
establecido en el Capítulo VI del Título Preliminar de la LRJSP. Asimismo, este 
documento se ajusta a lo dispuesto en los artículos 48 y 49 de la mencionada ley, 
aplicándose lo previsto en el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

Las partes se comprometen a resolver de manera amistosa, o a través del 
mecanismo de seguimiento, cualquier desacuerdo que pudiera surgir en el desarrollo de 
este Convenio. En caso de no resolverse por las partes, dicha controversia podrá ser 
resuelta por los Tribunales competentes del orden jurisdiccional de lo contencioso-
administrativo.

No obstante lo anterior, en el exclusivo caso en que se formulen demandas en las 
que se ejerciten acciones relativas a propiedad industrial y propiedad intelectual su 
conocimiento recaerá en los Juzgados de lo Mercantil, de conformidad con los 
artículos 22 y 86 ter de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, de 1 de julio, siendo el 
orden contencioso-administrativo el competente para resolver cualquier otra cuestión 
referente al contenido del Convenio.
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Duodécima. Protección de datos.

De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016 (Reglamento General de Protección de Datos o RGPD), 
aplicable desde el 25 de mayo de 2018, las partes hacen constar de manera expresa 
que se abstendrán de cualquier tipo de tratamiento de los datos personales de que 
dispongan como consecuencia de este Convenio, exceptuando aquel que sea 
estrictamente necesario para las finalidades del mismo. En este sentido se 
comprometen, especialmente, a no ceder a terceros los datos mencionados o los 
archivos que los contengan, así como a guardar estricta confidencialidad sobre los 
mismos. Asimismo, las partes quedan sometidas a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, y demás normativa aplicable en materia de protección de datos.

Decimotercera. Mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del convenio.

Los responsables del Proyecto previstos en el apartado segundo de la cláusula 
segunda, constituirán entre ellos el mecanismo de seguimiento, vigilancia y control del 
presente Convenio.

Entre sus cometidos estará el de consensuar la solución de los problemas que 
puedan ir surgiendo respecto al modo de actuar en el desarrollo del Proyecto, debiendo 
resolver los problemas de interpretación y aplicación de los términos de este Convenio, 
mediante el seguimiento y control de su ejecución e incidencias. Asimismo, ejercerán las 
funciones que el capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, atribuye a dicho mecanismo en relación a los incumplimientos, extinción 
y resolución del Convenio.

En caso de que los citados responsables del Proyecto no llegasen a soluciones 
compartidas, habrán de acudir a sus correspondientes órganos directivos superiores a fin 
de que, en calidad de mecanismo de seguimiento, arbitren las que de mutuo acuerdo 
consideren más convenientes al Proyecto y mejor se adapten con lo previsto en el 
presente instrumento jurídico.

Por parte de la UV el órgano directivo será el Vicerrectorado de Investigación y por 
parte del CSIC será la Vicepresidencia de Investigación Científica y Técnica (VICYT).

Y en prueba de conformidad, firman el presente Convenio en duplicado ejemplar, en 
el lugar y fecha arriba indicados.–El Vicerrector de Investigación de la Universitat de 
València, Carlos Hermenegildo Caudevilla.–La Vicepresidenta de Organización y 
Relaciones Institucionales del Consejo Superior de Investigaciones Científicas, Rosina 
López-Alonso Fandiño (consta asimismo la firma del investigador responsable del 
proyecto a los solos efectos de manifestar su conocimiento del convenio y su 
conformidad con el contenido del mismo).
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE HACIENDA
10124 Orden HAC/809/2020, de 1 de septiembre, por la que se determina la cuantía 

de la distribución definitiva entre las Comunidades Autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla de los recursos previstos en la letra c) del apartado 2 del 
artículo 2 del Real Decreto-ley 22/2020, de 16 de junio, por el que se regula 
la creación del Fondo COVID-19 y se establecen las reglas relativas a su 
distribución y libramiento.

La presente orden tiene como objeto determinar la cuantía de la distribución definitiva 
entre las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla de los recursos del 
tramo 3, previsto en la letra c) del apartado 2 del artículo 2 del Real Decreto-ley 22/2020, 
de 16 de junio, por el que se regula la creación del Fondo COVID-19 y se establecen las 
reglas relativas a su distribución y libramiento.

El Fondo COVID-19 se configura como un fondo excepcional de carácter 
presupuestario, cuyo objeto es dotar de mayor financiación, mediante transferencias, a 
las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, para hacer frente a la 
incidencia presupuestaria derivada de la crisis originada por el COVID-19.

Con este fin, se dota un crédito extraordinario en la aplicación 
presupuestaria 32.01.941O.459.00 «Fondo COVID-19», cuya distribución territorial se 
articula de acuerdo a los tramos y criterios de distribución recogidos en el artículo 2.2 del 
Real Decreto-ley 22/2020, de 16 de junio.

El importe del tramo 3, de 2.000.000.000 de euros, se repartirá sobre la base de los 
criterios establecidos en la letra c) del apartado 2 del artículo 2 del citado real decreto-
ley, fundamentalmente asociados al gasto en Educación.

Por lo que se refiere a la habilitación normativa para determinar la cuantía de la 
distribución definitiva entre las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla 
de los recursos del tramo 3, el apartado 3 del artículo 3 del mencionado real decreto-ley 
atribuye esta potestad a la persona titular del Ministerio de Hacienda.

En su virtud, dispongo:

Artículo único. Distribución definitiva entre las Comunidades Autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla de los recursos previstos en la letra c) del apartado 2 del artículo 2 del 
Real Decreto-ley 22/2020, de 16 de junio.

1. Conforme al apartado 3 del artículo 3 del Real Decreto-ley 22/2020, de 16 de 
junio, por la presente orden se determina la cuantía de la distribución definitiva entre las 
Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla de los recursos del tramo 3, 
previsto en la letra c) del apartado 2 del artículo 2 del citado real decreto-ley, de acuerdo 
con los criterios establecidos en dicho apartado.

2. Los cálculos efectuados por aplicación de los criterios previstos en el real 
decreto-ley respecto al tramo 3, sobre la base de los datos que figuran en el anexo, 
implican la siguiente distribución territorial de recursos con cargo a la aplicación 
presupuestaria 32.01.941O.459.00 «Fondo COVID-19»:

Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla

Importes (miles 
de euros)

Cataluña. 337.438,19

Galicia. 92.987,53

Andalucía. 383.856,98
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Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla

Importes (miles 
de euros)

Principado de Asturias. 32.529,93

Cantabria. 22.141,31

La Rioja. 13.204,99

Región de Murcia. 73.820,12

Comunitat Valenciana. 214.185,03

Aragón. 53.448,02

Castilla-La Mancha. 89.185,60

Canarias. 87.368,30

Extremadura. 43.295,39

Illes Balears. 50.280,26

Madrid. 291.696,57

Castilla y León. 84.043,55

País Vasco. 87.230,70

Navarra. 29.287,53

Melilla. 7.000,00

Ceuta. 7.000,00

 Total. 2.000.000,00

3. De acuerdo a lo establecido en el apartado 6 del artículo 3 del real decreto-ley, el 
libramiento de estos recursos se hará efectivo antes de finalizar el mes de septiembre 
de 2020, tras la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de la presente orden.

4. La participación de la Comunidad Autónoma del País Vasco y de la Comunidad 
Foral de Navarra en el tramo 3 del fondo y su libramiento se establecen de acuerdo a los 
términos, criterios y plazos previstos en el Real Decreto-ley 22/2020, de 16 de junio. 
Dicha participación se establecerá, respectivamente, en la Comisión Mixta del Concierto 
Económico y en la Comisión Coordinadora del Convenio Económico, esta última 
conforme a los términos del Acuerdo de 30 de julio de 2020, firmado entre la 
Administración del Estado y la Comunidad Foral de Navarra en aplicación de la 
disposición adicional primera del Real Decreto-ley 22/2020, de 16 de junio.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Madrid, 1 de septiembre de 2020.–La Ministra de Hacienda, María Jesús Montero 
Cuadrado.

ANEXO

Población Padrón de 0 a 16 años

En la tabla adjunta se muestra la población de 0 a 16 años de cada Comunidad 
en 2019, según las cifras del Padrón para cada Comunidad Autónoma, a 1 de enero 
de 2019, de acuerdo con la definición contenida en el artículo 9.b) de la Ley 22/2009, 
de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las comunidades 
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autónomas de régimen común y ciudades con estatuto de autonomía y se modifican 
determinadas normas tributarias.

Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla

Población 
Padrón 0 a 16 

años

Cataluña. 1.329.036

Galicia. 363.843

Andalucía. 1.504.333

Principado de Asturias. 126.933

Cantabria. 87.752

La Rioja. 52.136

Región de Murcia. 291.663

Comunitat Valenciana. 841.029

Aragón. 209.270

Castilla-La Mancha. 347.558

Canarias. 331.140

Extremadura. 165.655

Illes Balears. 196.446

Madrid. 1.151.021

Castilla y León. 325.138

País Vasco. 345.386

Navarra. 114.916

Melilla. 22.063

Ceuta. 19.603

 Total. 7.824.921

Población Padrón de 17 a 24 años

En la tabla adjunta se muestra la población de 17 a 24 años de cada Comunidad 
en 2019, según las cifras del Padrón para cada Comunidad Autónoma, a 1 de enero 
de 2019, de acuerdo con la definición equivalente a la contenida en el artículo 9.b) de la 
Ley 22/2009, de 18 de diciembre.

Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla

Población 
Padrón 17 a 24 

años

Cataluña. 611.111

Galicia. 172.938

Andalucía. 709.412

Principado de Asturias. 61.162

Cantabria. 39.066

La Rioja. 23.675

Región de Murcia. 131.961
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Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla

Población 
Padrón 17 a 24 

años

Comunitat Valenciana. 392.739

Aragón. 99.142

Castilla-La Mancha. 168.531

Canarias. 182.750

Extremadura. 87.615

Illes Balears. 94.062

Madrid. 524.219

Castilla y León. 163.317

País Vasco. 154.556

Navarra. 53.866

Melilla. 9.574

Ceuta. 8.660

 Total. 3.688.356
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE INCLUSIÓN, SEGURIDAD SOCIAL
Y MIGRACIONES

11361 Resolución de 25 de septiembre de 2020, del Instituto Social de la Marina, 
sobre las prórrogas otorgadas a la validez de los certificados preceptivos para 
el sector marítimo-pesquero, con motivo del COVID-19.

La Resolución de 21 de abril de 2020, del Instituto Social de la Marina, por la que se 
actualizan determinadas medidas, con motivo del COVID-19, en relación con las 
prestaciones y servicios específicos para el sector marítimo-pesquero, amplió la vigencia 
de distintos certificados preceptivos para garantizar la actividad del sector marítimo-
pesquero durante la declaración de estado de alarma y sus sucesivas prórrogas.

La transición a la nueva normalidad con la reapertura de los centros de sanidad 
marítima y la corrección de los obligados desfases en las actividades de los centros 
producidos durante la crisis sanitaria, hacen preciso rescindir las medidas adoptadas en 
relación a las prórrogas de los certificados emitidos por el Instituto Social de la Marina.

Por ello y en virtud de las facultades atribuidas por el artículo 7.1 del Real 
Decreto 504/2011, de 8 de abril, de estructura orgánica y funciones del Instituto Social de 
la Marina, esta Dirección resuelve:

Primero. Certificados de formación sanitaria específica.

La validez de los certificados de formación sanitaria específica se considerará 
prorrogada hasta el día 31 de diciembre de 2020, salvo que la prórroga de seis meses 
que se hubiera aplicado como consecuencia de las medidas adoptadas por el COVID-19 
venciera con anterioridad a dicha fecha, en cuyo caso no cabrá una nueva prórroga.

Segundo. Certificados de revisión de los botiquines preceptivos a bordo.

La validez de los certificados de revisión de los botiquines preceptivos a bordo, se 
considerará prorrogada hasta el día 31 de diciembre de 2020, salvo que la prórroga de 
seis meses que se hubiera aplicado como consecuencia de las medidas adoptadas por 
el COVID-19 venciera con anterioridad a dicha fecha, en cuyo caso no cabrá una nueva 
prórroga.

Todo ello sin perjuicio del aplazamiento previsto en el artículo 7.1 del Real 
Decreto 258/1999, de 12 de febrero, por el que se establecen condiciones mínimas 
sobre la protección de la salud y la asistencia médica de los trabajadores del mar.

Tercero. Certificados médicos de aptitud para el embarque marítimo.

El tiempo de vigencia de los certificados médicos de aptitud para el embarque 
marítimo regulados en el Real Decreto 1696/2007, de 14 de diciembre, por el que se 
regulan los reconocimientos médicos de embarque marítimo, se considerará prorrogado 
hasta el día 31 de octubre de 2020 salvo que la prórroga de seis meses que se hubiera 
aplicado como consecuencia de las medidas adoptadas por el COVID-19 venciera con 
anterioridad a dicha fecha, en cuyo caso no cabrá una nueva prórroga.

No obstante lo anterior, en el caso de tripulantes enrolados en buques de navegación 
internacional, si el periodo de validez del certificado expira durante una travesía, el 
certificado seguirá siendo válido hasta la fecha de llegada al próximo puerto de escala 
donde el marino interesado pueda obtener un certificado médico expedido por un 
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facultativo del Instituto Social de la Marina, a condición de que esta prolongación de 
validez no exceda de tres meses.

Cuarto. Derogación.

Se deroga la Resolución de 21 de abril de 2020, del Instituto Social de la Marina, por 
la que se actualizan determinadas medidas, con motivo del COVID-19, en relación con 
las prestaciones y servicios específicos para el sector marítimo-pesquero, publicada en 
el «Boletín Oficial del Estado», número 113, de 23 de abril de 2020.

Quinto. Entrada en vigor.

La presente resolución entrará en vigor en el momento de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 25 de septiembre de 2020.–El Director del Instituto Social de la Marina, Luis 
Casqueiro Barreiro.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE INCLUSIÓN, SEGURIDAD SOCIAL
Y MIGRACIONES

11362 Resolución de 25 de septiembre de 2020, de la Secretaría de Estado de la 
Seguridad Social y Pensiones, por la que se amplían, como consecuencia de 
la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, las actividades 
preventivas de la Seguridad Social previstas en la Resolución de 28 de marzo 
de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se 
establece el Plan general de actividades preventivas de la Seguridad Social a 
aplicar por las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social en la 
planificación de sus actividades para el año 2019.

La situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 constituye 
una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud que ha determinado la 
declaración del estado de alarma mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, y el 
establecimiento de diferentes medidas encaminadas a proteger la salud y seguridad de 
los ciudadanos, así como para contener la progresión de la enfermedad y reforzar el 
sistema de salud pública.

En esta línea, se ha adoptado un amplio conjunto de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del coronavirus y 
contrarrestar los efectos de esta situación excepcional nunca sufrida antes, a fin de 
combatirla, paliarla o incluso minimizar los efectos negativos de la misma.

Las actividades preventivas de las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, 
configuradas en el artículo 82.3 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, como 
prestaciones asistenciales a favor de los empresarios asociados y de sus trabajadores 
dependientes, así como de los trabajadores por cuenta propia adheridos, que no 
generan derechos subjetivos, dirigidas a asistir a los mismos en el control y, en su caso, 
reducción de los accidentes de trabajo y de las enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social, se concretan en el Real Decreto 860/2018, de 13 de julio, por el que 
se regulan las actividades preventivas de la acción protectora de la Seguridad Social a 
realizar por las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

Estas actividades comprenden el asesoramiento a las empresas asociadas y a los 
trabajadores autónomos adheridos, actuaciones para el control y, en su caso, reducción 
de los accidentes de trabajo y de las enfermedades profesionales de la Seguridad Social, 
así como actividades de investigación, desarrollo e innovación a realizar directamente 
por las mutuas, dirigidas a la reducción de las contingencias profesionales de la 
Seguridad Social.

En la actual situación de pandemia derivada del coronavirus y teniendo en cuenta la 
naturaleza esencial de las actividades desarrolladas por las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social en la ejecución del plan general de actividades preventivas, así como el 
carácter dinámico y el contexto de elevada incertidumbre que caracteriza la evolución de 
esta crisis sanitaria, con objeto de contribuir al control de la pandemia en el ámbito 
laboral y a la promoción de las actividades preventivas que se requieren para que la 
reincorporación de las empresas y de los trabajadores autónomos al desarrollo de sus 
respectivas actividades se lleve a cabo en condiciones adecuadas de seguridad, se 
considera necesario actualizar los programas de actividades preventivas de la Seguridad 
Social contemplados para 2019 en la Resolución de 28 de marzo de 2019, de la 
entonces Secretaría de Estado de la Seguridad Social, que, de acuerdo con lo dispuesto 
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en el último párrafo del artículo 4.2 del Real Decreto 860/2018, de 13 de julio, se 
encuentran prorrogados para el año 2020.

La actualización de los referidos programas tiene por objeto que las mutuas, en el 
marco de sus planes de actividades preventivas que vienen desarrollando, puedan 
ayudar, a través de las acciones que comprenden aquellos programas a sus empresas 
asociadas, principalmente PYMES, y trabajadores autónomos adheridos, a evitar los 
perjuicios que pudieran derivarse para las personas trabajadoras y las empresas, ante la 
necesidad de establecer en un amplio abanico de sectores de actividad medidas 
preventivas adicionales destinadas a una reincorporación segura de los trabajadores a la 
empresa y a evitar la incidencia del COVID-19. Igualmente, con las actuaciones 
desarrolladas por las mutuas, se pretende asegurar el mantenimiento adecuado de las 
medidas preventivas frente a esta situación de los trabajadores de empresas que no han 
visto detenida o limitada su actividad.

En consecuencia, esta Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 2 del Real Decreto 497/2020, de 28 de abril, por 
el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Inclusión, Seguridad 
Social y Migraciones, y de conformidad con las facultades atribuidas por el artículo 4.2 
del Real Decreto 860/2018, de 13 de julio, por el que se regulan las actividades 
preventivas de la acción protectora de la Seguridad Social a realizar por las mutuas 
colaboradoras con la Seguridad Social, en relación con lo establecido en el artículo 82.3 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, resuelve modificar la citada 
Resolución de 28 de marzo de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, 
a cuyo efecto se dispone lo siguiente:

Primero. Modificación del plan general de actividades preventivas a desarrollar por las 
mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

Se modifica el apartado primero de la Resolución de 28 de marzo de 2019, de la 
Secretaría de Estado de la Seguridad Social, en los siguientes términos:

1. Se añade un nuevo epígrafe d) al párrafo 1, relativo al programa de 
asesoramiento técnico a pymes y empresas de sectores preferentes [artículo 2.2.a).1.º 
del Real Decreto 860/2018, de 13 de julio, por el que se regulan las actividades 
preventivas de la acción protectora de la Seguridad Social a realizar por las mutuas 
colaboradoras con la Seguridad Social], con la siguiente redacción:

«d) En las empresas de menos de 50 trabajadores se llevarán a cabo 
actuaciones de asesoramiento para promover la implantación de las medidas 
preventivas establecidas por el Ministerio de Sanidad para el mantenimiento o la 
reincorporación de la actividad de las empresas y sus trabajadores con motivo de 
la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, preferentemente en las 
pertenecientes a aquellos sectores que se reincorporan a la actividad con 
importantes modificaciones de sus procedimientos de trabajo (como los de 
hostelería, comercio, etc.) y a sectores con especial exposición al virus (como los 
de tipo sanitario y asistencial).

Esta actividad se podrá realizar, cuando sea posible, mediante medios 
telemáticos u otros medios de comunicación, sin que, en su caso, sea necesaria 
una asistencia presencial».

2. Se añade a un nuevo inciso al final del párrafo 2, relativo al programa de 
asesoramiento a empresas o actividades concurrentes [artículo 2.2.a).2.º del Real 
Decreto 860/2018, de 13 de julio], con la siguiente redacción:

«Asimismo, se asesorará a aquellas empresas que, por sus características, 
particularidades, prestación de servicios o recepción de los mismos puedan 
contribuir a potenciar el riesgo de contagio por COVID-19».
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3. Se añade un nuevo epígrafe j) al párrafo 6, relativo a las actividades de 
investigación, desarrollo e innovación para la reducción de las contingencias 
profesionales [artículo 2.2.c) del Real Decreto 860/2018, de 13 de julio], con la siguiente 
redacción:

«j) Actividades sobre las distintas acciones establecidas por el Ministerio de 
Sanidad para el mantenimiento y la reincorporación segura a la empresa de los 
trabajadores, así como medidas y acciones a realizar con posterioridad, con 
motivo del COVID-19, que comprenderá la realización de las siguientes 
actuaciones:

1. Vinculadas al artículo 2.2.c)1.º del Real Decreto 860/2018, de 13 de julio:

Elaboración y ensayo de procedimientos de investigación de casos de 
contagios orientados a conocer su comportamiento epidemiológico en el ámbito de 
las empresas asociadas a la mutua y corregir las condiciones o hechos 
relacionados con dicho contagio, como actividad complementaria a la prevista 
normativamente para los servicios de prevención.

Diseño de análisis de bigdata, a través de la Asociación de Mutuas de 
Accidentes de Trabajo (AMAT) y previa suscripción del convenio de cesión de 
datos que proceda, en casos confirmados de SARS-CoV2 en sectores de riesgo 
del ámbito sanitario cuya ocurrencia podría llegar, en su caso, a calificarse como 
enfermedad profesional, así como en los casos de accidente de trabajo, en los 
supuestos considerados en el artículo 9 del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de 
mayo, por el que se adoptan medidas complementarias en materia agraria, 
científica, económica, de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los 
efectos del COVID-19, en el caso del personal que presta servicios en centros 
sanitarios o socio-sanitarios y que, en el ejercicio de su profesión, haya contraído 
el virus.

Elaboración de sistemas innovadores de gestión integrada de empresas 
seguras de contagio de COVID-19.

2. Vinculadas al artículo 2.2.c)3.º del Real Decreto 860/2018, de 13 de julio:

Elaboración de procedimientos de análisis de riesgos potenciales para la salud 
de los trabajadores ligados a actividades de teletrabajo, comercio digital, pequeña 
distribución, etc., en general que afronten los riesgos de una sociedad que por 
necesidad va a ser más digital.

Innovación en desarrollos metodológicos para el diseño de planes 
empresariales de contingencia en materia de necesidades preventivas, 
anticipándose a las situaciones de alerta.

Elaboración de procedimientos y herramientas innovadores de protección 
colectiva que permitan reducir el riesgo de contagio en empresas.

Elaboración, difusión de códigos de buenas prácticas y realización de 
actividades divulgativas sobre las distintas acciones establecidas por el Ministerio 
de Sanidad».

Segundo. Presentación por las mutuas de la ampliación del plan de actividades 
preventivas a desarrollar en el año 2020.

En el plazo de los quince días siguientes a la publicación de esta resolución, las 
mutuas colaboradoras con la Seguridad Social presentarán ante la Dirección General de 
Ordenación de la Seguridad Social, para su aprobación, la ampliación del plan de 
actividades preventivas individual con los programas y actividades a desarrollar durante 
el año 2020, en aplicación de los criterios y prioridades establecidos en la Resolución 
de 28 de marzo de 2019 y en esta resolución, especificando los sectores y las empresas 
a los que van dirigidos, así como el número de trabajadores afectados y el coste previsto 
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de desarrollo de cada uno de dichos programas y actividades; información que se 
aportará por cada mutua de acuerdo con la estructura que a tal efecto se determine por 
la mencionada Dirección General.

Los planes individuales de las mutuas, una vez aprobados a la mayor brevedad 
posible por la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social, así como la 
aplicación de los mismos, se publicarán por aquéllas en sus respectivas páginas web.

Tercero. Información sobre la ejecución del plan de actividades preventivas a 
desarrollar en 2020.

Durante el primer trimestre del año 2021, las mutuas deberán facilitar a la Dirección 
General de Ordenación de la Seguridad Social información detallada sobre la ejecución 
en 2020 de los programas establecidos en la Resolución de 28 de marzo de 2019, de la 
entonces Secretaría de Estado de la Seguridad Social, prorrogados para el año 2020 en 
virtud de lo dispuesto en el último párrafo del artículo 4.2 del Real Decreto 860/2018, 
de 13 de julio, y actualizados de acuerdo con lo previsto en esta resolución.

Cuarto. Facultades de aplicación.

Se autoriza a la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social para 
adoptar las medidas e instrucciones que pudieran ser necesarias para la aplicación de lo 
dispuesto en esta resolución.

Quinto. Entrada en vigor.

La presente resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 25 de septiembre de 2020.–El Secretario de Estado de la Seguridad Social y 
Pensiones, Israel Arroyo Martínez.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y TURISMO
11422 Real Decreto 866/2020, de 29 de septiembre, por el que se regula la 

concesión directa de subvenciones a diversos organismos y entidades del 
sector turístico por el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, durante el 
ejercicio presupuestario 2020.

Actualmente la pandemia de COVID-19 está suponiendo una emergencia sanitaria a 
nivel global, su rápida propagación por todo el mundo ha derivado en la transmisión de la 
crisis sanitaria a la economía y a la sociedad a gran velocidad, afectando tanto a la 
actividad productiva como a la demanda y al bienestar de los ciudadanos. Ante la 
situación de emergencia de salud pública y pandemia internacional, el Gobierno adoptó 
el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

La situación generada por la evolución del COVID-19 ha requerido adoptar medidas 
de contención extraordinarias por las autoridades de salud pública que junto con las 
adoptadas por otros países están teniendo un impacto económico, que se proyecta, en 
particular, sobre determinadas empresas y sectores de la economía española, 
especialmente sobre el turismo.

Dada la especial incidencia de la crisis sanitaria en el turismo, este año es necesario 
más que nunca seguir apoyando a estas asociaciones, que entre sus actuaciones han 
incluido acciones para la reducción del contagio por el coronavirus SARS-CoV-2 en el 
sector turístico.

El artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones 
posibilita la concesión de forma directa de subvenciones cuando se acrediten razones de 
interés público, social, económico o humanitario, u otras debidamente justificadas que 
dificulten su convocatoria pública.

En el ámbito de las competencias que ostenta la Secretaria de Estado de Turismo, se 
regulan mediante este real decreto ocho subvenciones en que se dan las circunstancias 
previstas en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, que justifican que 
la opción más adecuada sea la concesión directa por su interés público, social y 
económico.

La subvención que se otorga al Instituto para la calidad turística Española (ICTE) 
persigue mantener o expandir del Sistema de Calidad Turístico Español, así como de su 
marca, la «Q» de calidad turística, por nuestro territorio, lo cual se debería traducir en la 
mejora de la competitividad y sostenibilidad del tejido turístico español, y la elaboración 
de protocolos higiénico sanitarios frente al COVID-19 en el ámbito del turismo.

La subvención otorgada a la Asociación Instituto Tecnológico Hotelero (ITH) persigue 
cumplir con los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 y con las 
necesidades del sector hotelero con respecto a mejorar la implantación de buenas 
prácticas que conviertan e incrementen la sostenibilidad ambiental, social y económica 
del sector hotelero en España, a través de un modelo de cooperación público privada 
como el que se establece con el ITH, así como planes de mejora y adaptación Post 
COVID-19.

La subvención otorgada a la Federación Española de Municipios y Provincias 
(FEMP) está destinada para contribuir a la financiación de la sección Spain Convention 
Bureau en 2020, que constituye el instrumento más adecuado para mantener el apoyo 
de la Secretaría de Estado de Turismo al desarrollo del turismo de incentivos, reuniones 
y congresos.
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La subvención otorgada al Grupo de Ciudades Patrimonio de la Humanidad de 
España (GCPHE) busca contribuir a la generación de un empleo desestacionalizado y a 
la desconcentración de la oferta turística española.

La subvención otorgada a la Asociación Saborea España está destinada a 
desarrollar herramientas de promoción y comercialización del producto gastronómico 
mediante material promocional de diversa tipología; la realización de eventos 
gastronómicos, campaña y acciones de comunicación, así como acciones de mejora de 
la competitividad del producto mediante el desarrollo del mismo a través de las Rutas 
Gastronómicas Saborea España y la organización de jornadas gastronómicas al efecto.

La subvención otorgada a la Asociación Española de Pequeñas y Medianas 
Ciudades Vitivinícolas (ACEVIN) se concede para fomentar el enoturismo y el 
mantenimiento del club de producto Rutas del Vino de España que ha inducido la 
creación de rutas del vino en 31 denominaciones de origen.

La subvención otorgada a la Asociación de Ecoturismo en España se concede para 
implantar el observatorio del ecoturismo en más empresas turísticas y destinos de 
ecoturismo, lo cual se debería traducir en mejorar el conocimiento sobre el consumidor 
del ecoturismo, sobre las empresas de turismo y sobre la gestión de los destinos de 
ecoturismo, facilitando a las administraciones indicadores que orienten sus 
intervenciones en la promoción de los espacios naturales protegidos como destinos de 
ecoturismo.

Por último, se otorga una subvención a la Asociación de Educación Ambiental y del 
Consumidor (ADEAC) para financiar la campaña Banderas Azules 2020, que constituye 
el instrumento más adecuado para favorecer la promoción y mejora de la calidad 
ambiental, la accesibilidad, y los servicios turísticos de nuestras playas y puertos.

La presente norma se adecua a los principios de buena regulación previstos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, entre otros, a los de necesidad y eficacia, al estar 
justificada por razones de interés general, basarse en una identificación clara de los fines 
perseguidos y resultar el instrumento más adecuado para garantizar la consecución de 
sus objetivos; así como a los principios de proporcionalidad y seguridad jurídica, ya que 
la norma aborda los extremos exigidos por las normas que regulan este tipo de 
subvenciones, estableciendo la regulación necesaria de acuerdo con dicha normativa. 
Cumple también esta norma con el principio de transparencia, ya que identifica 
claramente su objeto y finalidad, tanto en este preámbulo, como en las memorias que la 
acompañan. Finalmente, el proyecto se ajusta al principio de eficiencia, ya que se ha 
llevado a cabo una racionalización de la gestión de los recursos públicos.

Este real decreto no impone obligaciones relevantes a los destinatarios, por lo que no 
procede la consulta pública previa, prevista en el artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 
de noviembre, del Gobierno.

Igualmente, no es preciso realizar el trámite de información pública y audiencia a los 
ciudadanos, prevista en el artículo 26.6 de la citada Ley 50/1997, de 27 de noviembre, ya 
que esta norma no afecta a sus derechos e intereses legítimos.

Este real decreto se ha sometido a informe de la Abogacía del Estado y de la 
Secretaría General Técnica del Departamento, así como del Ministerio de Hacienda, a 
efectos de lo previsto en el artículo 28.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. 
Asimismo, en relación con los aspectos relacionados en el artículo 26.9 de la 
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, se ha requerido informe de la Oficina de 
Coordinación y Calidad Normativa.

El presente real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia para dictar las bases 
y coordinación de la planificación general de la actividad económica

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Industria, Comercio y Turismo, previo 
informe de la Ministra de Hacienda, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 29 de septiembre de 2020,
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DISPONGO:

Artículo 1. Objeto.

Este real decreto tiene por objeto regular la concesión directa de subvenciones, con 
carácter excepcional y por razones de interés público, social y económico, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, en relación con el artículo 28.2 y 3 de la misma Ley, y el artículo 67 del 
Reglamento de la Ley General de Subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio.

Artículo 2. Régimen jurídico aplicable.

Estas subvenciones se regirán, además de por lo particularmente dispuesto en este 
real decreto, y en las correspondientes resoluciones de concesión, por lo previsto en la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre y su Reglamento de desarrollo, aprobado mediante 
Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, salvo en lo que afecte a los principios de 
publicidad y concurrencia; por lo previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas; por la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y por lo previsto 
en las demás disposiciones legales y reglamentarias que resulten de aplicación.

Artículo 3. Procedimiento de concesión.

1. Las subvenciones se concederán de forma directa al amparo de lo previsto en el 
artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, mediante resolución de la 
Secretaria de Estado de Turismo, que se dictará previa presentación, por parte de la 
entidad beneficiaria, de un presupuesto estimativo desagregado por conceptos, así como 
una declaración responsable por la cual acredite el cumplimiento de los requisitos 
necesarios para obtener la condición de beneficiario, en los términos establecidos por el 
artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

2. Las resoluciones de concesión recogerán, en todo caso, el objeto, las 
actuaciones concretas subvencionables, el crédito presupuestario y la cuantía, el pago y 
el plazo y la forma de la justificación de las correspondientes subvenciones, con base en 
lo determinado en este proyecto de real decreto. Asimismo, podrán determinar el modo 
en que se llevarán a cabo dichos actos y también otros si así se prevé en el real decreto.

3. La concesión de las subvenciones será objeto de publicación en la Base de 
Datos Nacional de Subvenciones, en los términos dispuestos por los artículos 18 y 20.4 
de la Ley 38/2003, de 7 de noviembre, el artículo 30 de su Reglamento, aprobado por el 
Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, y en el artículo 6 del Real Decreto 130/2019, de 8 
de marzo, por el que se regula la Base de Datos Nacional de Subvenciones y la 
publicidad de las subvenciones y demás ayudas públicas.

Artículo 4. Cuantías y financiación.

Las cuantías y financiación de las subvenciones serán las siguientes:

a) Asociación Española de Pequeñas y Medianas Ciudades Vitivinícolas (ACEVIN): 
El importe de la subvención será de 35.000 euros, con cargo a la partida 
presupuestaria 20.04.432A.786.02 de la Secretaría de Estado de Turismo, de la 
Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, 
prorrogados para 2020.

b) Instituto para la calidad turística Española (ICTE): El importe de la subvención 
será de 200.000 euros con cargo a la partida presupuestaria 20.04.432A.786.11 de la 
Secretaría de Estado de Turismo, de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2018, prorrogados para 2020.
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c) Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP): El importe de la 
subvención será de 25.000 euros, con cargo a la partida 
presupuestaria 20.04.432A.786.05 de la Secretaría de Estado de Turismo, de la 
Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, 
prorrogados para 2020.

d) Asociación de Ecoturismo en España: El importe de la subvención será 
de 30.000 euros, con cargo a la partida presupuestaria 20.04.432A.786.13 de la 
Secretaría de Estado de Turismo, de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2018, prorrogados para 2020.

e) Asociación Instituto Tecnológico Hotelero (ITH): El importe de la subvención será 
de 80.000 euros, con cargo a la partida presupuestaria 20.04.432A.786.08 de la 
Secretaría de Estado de Turismo, de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2018, prorrogados para 2020.

f) Grupo de Ciudades Patrimonio de la Humanidad de España (GCPHE): El importe 
de la subvención será de 30.000 euros, con cargo a la partida 
presupuestaria 20.04.432A.786.12 de la Secretaría de Estado de Turismo, de la 
Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, 
prorrogados para 2020.

g) Asociación Saborea España: El importe de la subvención será de 50.000 euros, 
con cargo a la partida presupuestaria 20.04.432A.786.03 de la Secretaría de Estado de 
Turismo, de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2018, prorrogados para 2020.

h) Asociación de Educación Ambiental y del Consumidor (ADEAC): El importe de la 
subvención será de 35.000 euros, con cargo a la partida 
presupuestaria 20.04.432A.786.01 de la Secretaría de Estado de Turismo, de la 
Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, 
prorrogados para 2020.

Artículo 5. Beneficiarios y actuaciones subvencionables.

Las entidades beneficiarias de estas subvenciones desarrollarán respectivamente las 
siguientes actuaciones por los importes que se indican a continuación.

a) Asociación Española de Pequeñas y Medianas Ciudades Vitivinícolas (ACEVIN):

1.º Nueva estrategia de marketing digital: 15.500 euros.
Conllevará la definición de una nueva estrategia de marketing digital, la creación de 

la nueva web del club de producto Rutas del Vino de España y un programa de 
generación de contenidos de calidad y copywriting.

2.º Campañas de promoción en redes sociales: 12.000 euros.
Incluye el plan de social media Rutas del Vino de España, campañas de promoción 

en facebook e instagram para el mercado nacional y la compra de publicidad Ads en 
redes sociales.

3.º Programa de formación y revitalización de las rutas del vino: 4.000 euros.
Jornadas de formación de gerentes y técnicos de las rutas del vino de España para 

revitalizar las rutas.
4.º Eventos enoturísticos a pequeña escala: 3.500 euros.
Desarrollo de buenas prácticas para la organización de eventos.

Las cantidades asignadas a cada una de las actuaciones anteriores que no sean 
utilizadas podrán ser asignadas a otra u otras de las actuaciones subvencionables 
anteriores, siempre y cuando no se exceda el máximo de variación de un 20 por ciento 
por encima o por debajo de cada actuación y siempre que no se supere el total de la 
subvención concedida.

Los gastos subvencionables de alojamiento y manutención previstos en las 
actuaciones a realizar no superarán la cuantía de las indemnizaciones que, para el grupo 
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primero, fija el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón 
del servicio, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio de la 
Secretaría de Estado de Turismo. Igualmente, los desplazamientos deberán ser en clase 
turista o equivalente, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio 
de la Secretaría de Estado de Turismo.

b) Instituto para la calidad turística Española (ICTE):

1.º Redacción de documentación de los protocolos higiénico-sanitarios frente al 
COVID-19 en el sector del turismo: 85.000 euros.

2.º Actividades de comunicación y promoción en materia de calidad turística: 
45.000 euros.

3.º Actividades de normalización en materia de calidad turística: 20.000 euros.
4.º Soporte y suministros tecnológicos en materia de calidad turística: 35.000 euros.
5.º Actividades de acreditación en materia de calidad turística: 15.000 euros.

Las cantidades asignadas a cada una de las actuaciones anteriores que no sean 
utilizadas podrán ser asignadas a otra u otras de las actuaciones subvencionables 
anteriores, siempre y cuando no se exceda el máximo de variación de un 20 por ciento 
por encima o por debajo de cada actuación y siempre que no se supere el total de la 
subvención concedida.

Los gastos subvencionables de alojamiento y manutención previstos en las 
actuaciones a realizar no superarán la cuantía de las indemnizaciones que, para el grupo 
primero, fija el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón 
del servicio, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio de la 
Secretaría de Estado de Turismo. Igualmente, los desplazamientos deberán ser en clase 
turista o equivalente, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio 
de la Secretaría de Estado de Turismo. Cualquier gasto imputado por estos motivos 
(desplazamiento, alojamiento y manutención) a personal ajeno al ICTE debe ser hecho 
con el conocimiento expreso de la persona de que sus gastos son financiados con cargo 
a la subvención objeto de este real decreto. A tales efectos, se presentarán los 
justificantes de haber dado traslado de dicha información al interesado.

c) Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP):

1.º Jornada Híbrida en el Mercado Italiano, Milán y Roma. Segundo semestre: 
8.000 euros.

2.º Jornada Híbrida en el Mercado Francés, París. Segundo semestre: 8.000 euros.
3.º Jornada Híbrida en el Mercado Británico, Londres. Segundo semestre: 9.000 

euros.

Estas Jornadas «híbridas», serán Jornadas que combinen la formación y la 
promoción de los destinos de turismo de reuniones asociados al Spain Convention 
Bureau, que se realizarán preferiblemente de manera virtual utilizando herramientas 
digitales, aunque podrán realizarse físicamente si las condiciones post COVID-19 lo 
permitieran. Las Jornadas se llevarán a cabo en los tres mercados europeos reseñados, 
en coordinación con las Oficinas Españolas de Turismo.

Las cantidades asignadas a cada una de las actuaciones anteriores que no sean 
utilizadas podrán ser asignadas a otra u otras de las actuaciones subvencionables 
anteriores, siempre y cuando no se exceda el máximo de variación de un 20 por ciento 
por encima o por debajo de cada actuación y siempre que no se supere el total de la 
subvención concedida.

Los gastos subvencionables de alojamiento y manutención previstos en las 
actuaciones a realizar no superarán la cuantía de las indemnizaciones que, para el grupo 
primero, fija el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón 
del servicio, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio de la 
Secretaría de Estado de Turismo. Igualmente, los desplazamientos deberán ser en clase 
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turista o equivalente, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio 
de la Secretaría de Estado de Turismo.

d) Asociación de Ecoturismo en España:

1.º Ajuste y mantenimiento del Observatorio de Ecoturismo en España para medir 
impacto y cambios en la oferta y la demanda de ecoturismo: 14.000 euros.

a) Revisión, ajuste y mantenimiento de la herramienta de encuestación on-line de la 
demanda real, ecoturistas consumidores de los servicios de empresas adheridas al Club, 
para el seguimiento del perfil del consumidor. Se incluirán preguntas sobre aspectos 
específicos derivados de la crisis COVID-19. (incluidos gastos de uso y mantenimiento 
de la plataforma, gastos de materiales y envíos de flyers a las empresas colaboradoras, 
gastos de personal específicamente dedicado).

b) Diseño y ejecución de un cuestionario de demanda potencial de ecoturismo 
sobre intención de viaje y aspectos más valorados a la hora de elegir tipo de viaje y 
destino. Se incluirán preguntas sobre aspectos específicos derivados de la crisis 
COVID-19. (incluidos gastos de personal específicamente dedicado).

c) Ejecución de cuestionarios a las empresas adheridas al Club para medir impacto 
de la crisis del COVID-19 y analizar la evolución y grado de recuperación del sector 
desde el reinicio de la actividad. (incluidos gastos de personal específicamente 
dedicado).

d) Ejecución de un cuestionario a gestores de destinos para recopilar datos de 
impacto de la crisis del COVID-19 (número de turistas, empresas, etv.) y medidas 
adoptadas para hacer frente a la crisis. (incluidos gastos de personal específicamente 
dedicado).

e) Divulgación del Observatorio mediante videoconferencias con los gestores y 
empresarios de los destinos (para captar más participantes en los cuestionarios y lograr 
una mayor implicación en las campañas).

f) Análisis y divulgación de los resultados obtenidos en cada uno de los 
cuestionarios ejecutados. Elaboración de informes detallados e informes resumen-
divulgativos con los resultados. (incluidos gastos de uso y mantenimiento de la 
plataforma, gastos de personal específicamente dedicado, contratación de proveedores 
externos).

2.º Promoción del Club Ecoturismo en España y fidelización de la demanda 
(ecoturistas), con el objeto de apoyar a los destinos y empresas adheridas frente a la 
crisis derivada del COVID-19: 16.000 euros.

a) Mejora de la web del Club Ecoturismo en España para transmitir los valores 
diferenciales del ecoturismo tras la crisis COVID-19 y ofrecer experiencias seguras a los 
ecoturistas. Mejorar la imagen, funcionalidad y contenidos de la web sobre destinos, 
empresas y experiencias en español e inglés. (incluye gastos de personal 
específicamente dedicado y contratación de proveedores externos).

b) Campaña #SoyEcoturista con sorteos de experiencias seguras para ecoturistas 
consumidores de actividades, ecoturistas potenciales y colaboradores del cuestionario 
de demanda del Observatorio. (incluye gastos de personal específicamente dedicado, 
gastos de servicios de las experiencias/premios, y contratación de proveedores 
externos).

c) Campaña en RRSS y newsletter, específicas post-crisis COVID-19, para animar 
a los ecoturistas a viajar a los destinos del Club y consumir servicios de las empresas 
adheridas, por ofrecer garantías de seguridad, calidad y sostenibilidad. (incluye gastos 
de personal específicamente dedicado, gastos de publicidad en RRSS y contratación de 
proveedores externos).

d) Elaboración de materiales promocionales del Club Ecoturismo en España a 
utilizar en las distintas acciones y campaña de promoción on-line y offline del Club 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 259 Miércoles 30 de septiembre de 2020 Sec. I.   Pág. 82272

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
11

42
2

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

285



Ecoturismo en España. (incluye gastos de personal específicamente dedicado, 
contratación de proveedores externos y gastos de envío de materiales).

Las cantidades asignadas a cada una de las actuaciones anteriores que no sean 
utilizadas podrán ser asignadas a otra u otras de las actuaciones subvencionables 
anteriores, siempre y cuando no se exceda el máximo de variación de un 20 por ciento 
por encima o por debajo de cada actuación y siempre que no se supere el total de la 
subvención concedida.

Los gastos subvencionables de alojamiento y manutención previstos en las 
actuaciones a realizar no superarán la cuantía de las indemnizaciones que, para el grupo 
primero, fija el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón 
del servicio, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio de la 
Secretaría de Estado de Turismo. Igualmente, los desplazamientos deberán ser en clase 
turista o equivalente, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio 
de la Secretaría de Estado de Turismo.

e) Asociación Instituto Tecnológico Hotelero (ITH):

1.º Revisión del cuestionario y el check list del modelo de sostenibilidad ITH 
definido, incluyendo, en la coyuntura 2020, una valoración del cumplimiento de las 
«Medidas para la reducción de riesgos higiénico-sanitarios para la reapertura de 
establecimientos alojativos (hoteles) post COVID-19». En la lista de chequeo se 
añadirían para algunos parámetros cómo las medidas o buenas prácticas contribuyen a 
los Objetivos de desarrollo Sostenible ODS: 16.500 euros.

2.º Diseño de contenido y desarrollo de app, web app o herramienta similar móvil, 
para facilitar al hotelero el cumplimiento y validación del check list del modelo de 
sostenibilidad que incluye el protocolo de reapertura de establecimientos alojativos post 
COVID-19 y los Objetivos de desarrollo Sostenible ODS. Con preguntas básicas que 
caractericen el tipo de establecimiento (tipo de hotel, tamaño, zonas comunes, medidas 
de higiene adoptadas, etc.) y check list en el móvil de las medidas del modelo: 22.000 
euros.

3.º Selección de al menos tres establecimientos para realizar auditorías energéticas 
de cara a la validación del modelo. Revisión del protocolo de reapertura de 
establecimientos post COVID-19 incluido en el punto anterior: 18.500 euros.

4.º Diseño, desarrollo escalable y puesta en marcha de una herramienta de gestión 
de proyectos para el control y ejecución de los proyectos iSave Hotel de rehabilitación 
energética que se están ejecutando en establecimientos turísticos, como resultado de la 
aplicación del Modelo de sostenibilidad turística ITH: 21.000 euros.

5.º Comunicación y difusión. Acciones divulgativas y de comunicación del proyecto 
y de sus resultados para fomentar su difusión y conseguir la adhesión de hoteleros y 
empresarios alojativos: 2.000 euros.

Las cantidades asignadas a cada una de las actuaciones anteriores que no sean 
utilizadas podrán ser asignadas a otra u otras de las actuaciones subvencionables 
anteriores, siempre y cuando no se exceda el máximo de variación de un 20 por ciento 
por encima o por debajo de cada actuación y siempre que no se supere el total de la 
subvención concedida.

Los gastos subvencionables de alojamiento y manutención previstos en las 
actuaciones a realizar no superarán la cuantía de las indemnizaciones que, para el grupo 
primero, fija el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón 
del servicio, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio de la 
Secretaría de Estado de Turismo. Igualmente, los desplazamientos deberán ser en clase 
turista o equivalente, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio 
de la Secretaría de Estado de Turismo.
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f) Grupo de Ciudades Patrimonio de la Humanidad de España (GCPHE):

1.º Realización estudio «estrategias para la reactivación del turismo cultural y 
patrimonial (escenario post COVID-19)»: 27.500 euros, para la elaboración de un informe 
ejecutivo con el siguiente desglose:

a) Introducción y análisis de impactos en las ciudades del Grupo Ciudades 
Patrimonio de la Humanidad de España: impacto macroeconómico, perfil de viajeros, 
previsiones de su movilidad y escenarios de recuperación en las ciudades del grupo: 
10.000 euros.

b) Estrategias de reactivación para las ciudades del Grupo Ciudades Patrimonio de 
la Humanidad de España: captación, fidelización y gasto: 7.000 euros.

c) Planes de acción: Oferta; Producto; canales; marca; publicidad y promoción: 
7.500 euros.

d) Conclusiones, resumen ejecutivo del estudio y sesiones de trabajo con los 
responsables políticos y técnicos de las 15 ciudades del GCPHE: 3.000 euros.

2.º Continuación bases para el estudio de un sistema de señalética informativa de 
los bienes patrimonio mundial en las ciudades del GCPHE y su inserción en el 
planeamiento urbano, segunda fase: 2.500 euros.

Las cantidades asignadas a cada una de las actuaciones anteriores que no sean 
utilizadas podrán ser asignadas a otra u otras de las actuaciones subvencionables 
anteriores, siempre y cuando no se exceda el máximo de variación de un 20 por ciento 
por encima o por debajo de cada actuación y siempre que no se supere el total de la 
subvención concedida.

Los gastos subvencionables de alojamiento y manutención previstos en las 
actuaciones a realizar no superarán la cuantía de las indemnizaciones que, para el grupo 
primero, fija el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón 
del servicio, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio de la 
Secretaría de Estado de Turismo. Igualmente, los desplazamientos deberán ser en clase 
turista o equivalente, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio 
de la Secretaría de Estado de Turismo.

g) Asociación Saborea España:

1.º Campaña y acciones de comunicación: 26.500 euros con el siguiente desglose:

a) Campaña de recuperación del turismo gastronómico en España: 18.500 euros.
b) Material promocional web saborea España: 3.500 euros.
c) Material promocional campaña de promoción: 4.500 euros.

2.º Eventos gastronómicos –Día mundial de la tapa–: 12.500 euros.
3.º Mejora de la competitividad del producto: 11.000 euros con el siguiente 

desglose:

a) Jornadas gastronómicas saborea España: 2.000 euros.
b) Desarrollo de producto: 9.000 euros.

Las cantidades asignadas a cada una de las actuaciones anteriores que no sean 
utilizadas podrán ser asignadas a otra u otras de las actuaciones subvencionables 
anteriores, siempre y cuando no se exceda el máximo de variación de un 20 por ciento 
por encima o por debajo de cada actuación y siempre que no se supere el total de la 
subvención concedida.

Los gastos subvencionables de alojamiento y manutención previstos en las 
actuaciones a realizar no superarán la cuantía de las indemnizaciones que, para el grupo 
primero, fija el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón 
del servicio, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio de la 
Secretaría de Estado de Turismo. Igualmente, los desplazamientos deberán ser en clase 
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turista o equivalente, salvo por motivos excepcionales debidamente justificados a criterio 
de la Secretaría de Estado de Turismo.

h) Asociación de Educación Ambiental y del Consumidor (ADEAC):

1.º Abono del coste de la primera bandera azul 2020: 11.500 euros.
2.º Abono de la tarifa y de las tasas por bandera azul 2020 que las que las 

organizaciones internacionales participantes en el programa bandera azul deben abonar 
a la foundation for environmental education (fee), en concepto de pertenencia y tasa por 
galardón obtenido: 23.500 euros.

Artículo 6. Formalización y pago de las subvenciones.

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 34.4 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, el pago de las subvenciones se efectuará de forma anticipada, como 
financiación necesaria para llevar a cabo las actuaciones con cargo a la subvención.

2. El pago de las subvenciones se hará sin necesidad de constitución de fianza o 
garantía.

3. Con carácter previo al pago de las subvenciones, las entidades beneficiarias 
deberán acreditar el cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 13 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, para obtener la condición de beneficiarios de la 
subvención, así como estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias y frente a la Seguridad Social, de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 18 y 19 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, aprobado por real 
decreto 887/2006, de 21 de julio, así como no ser deudor por procedimientos de 
reintegro.

4. La presentación de la solicitud de subvención conllevará la autorización del 
solicitante para que el órgano concedente obtenga de forma directa la acreditación de las 
circunstancias previstas en los artículos 18 y 19 del Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, a través de 
certificados telemáticos, en cuyo caso el solicitante no deberá aportar la correspondiente 
certificación.

No obstante, el solicitante podrá denegar expresamente el consentimiento, debiendo 
aportar entonces la certificación en los términos previstos en el artículo 22 del citado 
Reglamento.

Artículo 7. Obligaciones de los beneficiarios.

Las entidades beneficiarias de estas subvenciones estarán sujetas a las obligaciones 
previstas en los artículos 13 y 14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en particular 
a las siguientes, respectivamente:

1. Asociación Española de Pequeñas y Medianas Ciudades Vitivinícolas (ACEVIN):

a) Realizar las actuaciones para las que se le concede la presente subvención, 
entendiéndose cumplido el objeto de la subvención cuando el beneficiario acredite el 
destino de los fondos percibidos a dichas actuaciones.

b) Presentar la justificación correspondiente.
c) Someterse a la normativa vigente sobre supervisión, seguimiento y control de 

subvenciones, así como facilitar toda la información requerida por los órganos 
competentes.

d) La Asociación ACEVIN financiará con cargo a la subvención regulada en el 
presente real decreto la totalidad o parte de las actuaciones.

e) En caso de que proceda, en la selección y retribución del personal, la Asociación 
ACEVIN respetará los principios de mérito, capacidad, e igualdad de trato entre hombres 
y mujeres.

f) Para ser objeto de financiación, las actividades deberán ser realizadas en los 
ejercicios 2020 y 2021, y estar finalizadas a fecha 30 de abril de 2021.
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g) El plazo de justificación se establece en tres meses a partir del día siguiente al 
de la conclusión del plazo de ejecución.

2. Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP):

a) Realizar las actuaciones para las que se le concede la presente subvención, 
entendiéndose cumplido el objeto de la subvención cuando el beneficiario acredite el 
destino de los fondos percibidos a dichas actuaciones.

b) Presentar la justificación correspondiente.
c) Someterse a la normativa vigente sobre supervisión, seguimiento y control de 

subvenciones, así como facilitar toda la información requerida por los órganos 
competentes.

d) La Federación Española de Municipios y Provincias financiará con cargo a la 
subvención regulada en el presente real decreto la totalidad o parte de las actuaciones.

e) En caso de que proceda, en la selección y retribución del personal, la Federación 
Española de Municipios y Provincias respetará los principios de mérito, capacidad, e 
igualdad de trato entre hombres y mujeres.

f) Para ser objeto de financiación, las actividades habrán de realizarse dentro del 
año 2020 y estar finalizadas el 31 de diciembre de 2020.

g) El plazo de justificación se establece en tres meses a partir del día siguiente al 
de la conclusión del plazo de ejecución.

3. Instituto para la calidad turística Española (ICTE):

a) Realizar las actuaciones para las que se le concede la presente subvención, que 
se establecen en este real decreto, entendiéndose cumplido el objeto de la subvención 
cuando el beneficiario acredite el destino de los fondos percibidos a dichas actuaciones.

b) Presentar la justificación correspondiente en los términos previstos en este real 
decreto.

c) Someterse a la normativa vigente sobre supervisión, seguimiento y control de 
subvenciones, así como facilitar toda la información requerida por los órganos 
competentes.

d) El Instituto para la calidad turística Española financiará con cargo a la 
subvención regulada en el presente real decreto la totalidad o parte de las actuaciones 
detalladas.

e) Cuando proceda, en la selección y retribución del personal, el Instituto para la 
calidad turística Española respetará los principios de mérito, capacidad, e igualdad de 
trato entre hombres y mujeres.

f) Para ser objeto de financiación, las actividades deberán ser realizadas en el 
ejercicio 2020 y estar finalizadas a fecha 31 de diciembre de ese mismo año.

g) El plazo de justificación se establece en seis meses a partir del día siguiente al 
de la conclusión del plazo de ejecución, debido a la complejidad de las acciones 
financiadas y para permitir eficazmente su completa justificación.

4. Asociación de Ecoturismo en España:

a) Realizar las actuaciones para las que se le concede la presente subvención, que 
se establecen en este real decreto, entendiéndose cumplido el objeto de la subvención 
cuando el beneficiario acredite el destino de los fondos percibidos a dichas actuaciones.

b) Presentar la justificación correspondiente en los términos previstos en este real 
decreto.

c) Someterse a la normativa vigente sobre supervisión, seguimiento y control de 
subvenciones, así como facilitar toda la información requerida por los órganos 
competentes.

d) La Asociación de Ecoturismo en España financiará con cargo a la subvención 
regulada en el presente real decreto la totalidad o parte de las actuaciones detalladas, 
sin superar los importes indicados.
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e) En caso de que proceda, en la selección y retribución del personal, la Asociación 
de Ecoturismo en España respetará los principios de mérito, capacidad, e igualdad de 
trato entre hombres y mujeres.

f) Para ser objeto de financiación, las actividades deberán ser realizadas en los 
ejercicios 2020 y 2021, y estar finalizadas a fecha 31 de mayo de 2021.

g) El plazo de justificación se establece en tres meses a partir del día siguiente al 
de la conclusión del plazo de ejecución.

5. Asociación Instituto Tecnológico Hotelero (ITH):

a) Realizar las actuaciones para las que se le concede la presente subvención, que 
se establecen en este real decreto, entendiéndose cumplido el objeto de la subvención 
cuando el beneficiario acredite el destino de los fondos percibidos a dichas actuaciones.

b) Presentar la justificación correspondiente en los términos previstos en este real 
decreto.

c) Someterse a la normativa vigente sobre supervisión, seguimiento y control de 
subvenciones, así como facilitar toda la información requerida por los órganos 
competentes.

d) El ITH financiará con cargo a la subvención regulada en el presente real decreto 
la totalidad o parte de las actuaciones detalladas, sin superar los importes indicados.

e) En caso de que proceda, en la selección y retribución del personal, el ITH 
respetará los principios de mérito, capacidad, e igualdad de trato entre hombres y 
mujeres.

f) Para ser objeto de financiación, las actividades deberán ser realizadas en los 
ejercicios 2020 y 2021, y estar finalizadas a fecha 31 de mayo de 2021.

g) El plazo de justificación se establece en tres meses a partir del día siguiente al 
de la conclusión del plazo de ejecución.

6. Grupo de Ciudades Patrimonio de la Humanidad de España:

a) Realizar las actuaciones para las que se le concede la presente subvención, que 
se establecen en este real decreto, entendiéndose cumplido el objeto de la subvención 
cuando el beneficiario acredite el destino de los fondos percibidos a dichas actuaciones.

b) Presentar la justificación correspondiente en los términos previstos en este real 
decreto.

c) Someterse a la normativa vigente sobre supervisión, seguimiento y control de 
subvenciones, así como facilitar toda la información requerida por los órganos 
competentes.

d) La Asociación Grupo de Ciudades Patrimonio de la Humanidad de España 
financiará con cargo a la subvención regulada en el presente real decreto la totalidad o 
parte de las actuaciones detalladas.

e) En caso de que proceda, en la selección y retribución del personal, la Asociación 
Grupo de Ciudades Patrimonio de la Humanidad de España respetará los principios de 
mérito, capacidad, e igualdad de trato entre hombres y mujeres.

f) Para ser objeto de financiación, las actividades deberán ser realizadas en los 
ejercicios 2020 y 2021, y estar finalizadas a fecha 30 de junio de 2021.

g) El plazo de justificación se establece en tres meses a partir del día siguiente al 
de la conclusión del plazo de ejecución.

7. Asociación Saborea España:

a) Realizar las actuaciones para las que se le concede la presente subvención, que 
se establecen en este real decreto, entendiéndose cumplido el objeto de la subvención 
cuando el beneficiario acredite el destino de los fondos percibidos a dichas actuaciones.

b) Presentar la justificación correspondiente en los términos previstos en este real 
decreto.
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c) Someterse a la normativa vigente sobre supervisión, seguimiento y control de 
subvenciones, así como facilitar toda la información requerida por los órganos 
competentes.

d) La Asociación Saborea España financiará con cargo a la subvención regulada en 
el presente real decreto la totalidad o parte de las actuaciones detalladas.

e) En caso de que proceda, en la selección y retribución del personal, la Asociación 
Saborea España respetará los principios de mérito, capacidad, e igualdad de trato entre 
hombres y mujeres.

f) Para ser objeto de financiación, las actividades deberán ser realizadas en los 
ejercicios 2020 y 2021, y estar finalizadas a fecha 31 de marzo del 2021.

g) El plazo de justificación se establece en tres meses a partir del día siguiente al 
de la conclusión del plazo de ejecución.

8. Asociación de Educación Ambiental y del Consumidor (ADEAC):

a) Realizar las actuaciones para las que se le concede la presente subvención, que 
se establecen en este real decreto, entendiéndose cumplido el objeto de la subvención 
cuando el beneficiario acredite el destino de los fondos percibidos a dichas actuaciones.

b) Presentar la justificación correspondiente en los términos previstos en este real 
decreto.

c) Someterse a la normativa vigente sobre supervisión, seguimiento y control de 
subvenciones, así como facilitar toda la información requerida por los órganos 
competentes.

d) La Asociación de Educación Ambiental y del Consumidor financiará con cargo a 
la subvención regulada en el presente real decreto la totalidad o parte de las actuaciones 
detalladas.

e) En caso de que proceda, en la selección y retribución del personal, la Asociación 
de Educación Ambiental y del Consumidor respetará los principios de mérito, capacidad, 
e igualdad de trato entre hombres y mujeres.

f) Para ser objeto de financiación, las actividades deberán ser realizadas en el 
ejercicio 2020 y estar finalizadas a fecha 31 de diciembre de ese mismo año.

g) El plazo de justificación se establece en tres meses a partir del día siguiente al 
de la conclusión del plazo de ejecución.

Artículo 8. Publicidad de la subvención.

Las entidades beneficiarias deberán dar publicidad o difundir la financiación pública 
de las actividades o actuaciones objeto de la subvención. Las entidades beneficiarias 
deben hacer constar de forma visible en cualquier documentación o publicación de 
cualquier índole y soporte, actuación de comunicación o visibilidad que utilicen para la 
difusión de la actividad o actuación subvencionada y en las publicaciones que puedan 
derivarse de ellas. En la resolución de concesión podrá establecerse el logotipo a incluir.

Artículo 9. Régimen de justificación.

1. La justificación del cumplimiento de las ayudas concedidas a las entidades 
beneficiarias, se realizará mediante cuenta justificativa de los gastos realizados, cuyo 
contenido se ajustará a lo previsto en el artículo 72 del Reglamento de la Ley General de 
Subvenciones, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.

2. Las entidades beneficiarias, tras la finalización de la ejecución de las actuaciones 
subvencionables, justificarán ante el órgano gestor la aplicación de la subvención 
percibida y presentarán una Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las 
condiciones impuestas en la resolución de concesión, con indicación de las actuaciones 
realizadas y de los resultados obtenidos.
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Presentarán también una Memoria económica justificativa del coste total de todas las 
actuaciones realizadas, que contendrá:

a) Una Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones 
impuestas en la concesión de la subvención, con indicación de las actuaciones 
realizadas y de los resultados obtenidos.

b) Una Memoria económica justificativa del coste total de todas las actuaciones 
realizadas, que contendrá:

1.º Una relación clasificada de los costes de la actuación, con identificación del 
acreedor y del documento, su importe, fecha de emisión y fecha de pago.

2.º Nóminas, facturas o documentos de valor probatorio equivalente en el tráfico 
jurídico mercantil o con eficacia administrativa incorporados en la relación a que se hace 
referencia en el párrafo anterior y la documentación acreditativa del pago.

c) Una relación detallada de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado 
las actuaciones subvencionadas con indicación del importe y su procedencia.

d) En su caso, los tres presupuestos que, en aplicación del artículo 31.3 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, deba de haber solicitado el beneficiario a contratistas 
o proveedores de obras, suministros o servicios.

e) En su caso, la carta de pago de reintegro en el supuesto de remanentes no 
aplicados, así como de los intereses de demora derivados de los mismos.

La resolución de concesión determinará el plazo de presentación de esta Memoria 
final y los requisitos que ha de cumplir la documentación acreditativa de las actividades 
realizadas y de los gastos efectuados.

La Secretaría de Estado de Turismo examinará la justificación presentada y, en su 
caso, dará su conformidad a la misma siempre que constate que se han realizado las 
actuaciones contempladas en el artículo 5, recabando, en caso contrario, las 
subsanaciones que sean pertinentes y, si fuera procedente, iniciando el procedimiento de 
reintegro.

Artículo 10. Incumplimientos y reintegros.

1. De conformidad con lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora 
correspondiente, desde el momento del pago de la subvención hasta el momento en que 
se acuerde el reintegro, cuando concurra alguna de las causas previstas en el artículo 37 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

2. En el supuesto de incumplimiento parcial, la fijación de la cantidad que debe ser 
reintegrada a la Secretaría de Estado de Turismo se determinará en aplicación del 
principio de proporcionalidad y teniendo en cuenta el hecho de que el cumplimiento se 
aproxime significativamente al cumplimiento total y se acredite por la Entidad beneficiaria 
una actuación inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos. A estos 
efectos, para poder considerar el incumplimiento parcial será necesario que se acredite 
la realización de un mínimo del setenta por ciento de las actuaciones.

3. El procedimiento de reintegro se regirá por lo dispuesto en los artículos 41 a 43 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre y en el capítulo II del título III del Reglamento de 
la Ley General de Subvenciones, aprobado por real decreto 887/2006, de 21 de julio, 
siendo el órgano competente para exigir el reintegro de la subvención concedida la 
Secretaria de Estado de Turismo.
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Artículo 11. Compatibilidad con otras ayudas y subvenciones.

1. Las subvenciones son compatibles con otras subvenciones, ayudas, ingresos o 
recursos que se obtengan para la misma finalidad, procedentes de cualquiera 
Administraciones públicas o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea 
o de organismos internacionales.

El importe de la subvención en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, 
aisladamente o en concurrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, 
supere el coste de la actividad subvencionada.

2. Las entidades beneficiarias de estas subvenciones deberán comunicar la 
obtención de los recursos a los que se hace referencia en el apartado anterior. Esta 
comunicación deberá efectuarse tan pronto como se conozca y, en todo caso, con 
anterioridad a la justificación de la aplicación dada a los fondos percibidos según 
establece el artículo 14.d) de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

3. Cuando las actividades hayan sido financiadas, además de con esta subvención, 
con fondos propios u otras subvenciones o recursos, deberá acreditarse en la 
justificación el importe, procedencia y aplicación de tales fondos a las actividades 
subvencionadas según el artículo 30.4 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

Artículo 12. Régimen sancionador.

Las posibles infracciones que pudiesen ser cometidas por las entidades beneficiarias 
se sancionarán de acuerdo con lo establecido en el título IV de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, y título IV de su Reglamento de desarrollo, aprobado por Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio.

Disposición final primera. Título competencial.

El presente real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia para dictar las bases 
y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

Disposición final segunda. Habilitación para el desarrollo reglamentario.

Se faculta a la Ministra de Industria, Comercio y Turismo para adoptar las 
disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y ejecución de este real 
decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 29 de septiembre de 2020.

FELIPE R.

La Ministra de Industria, Comercio y Turismo,
MARÍA REYES MAROTO ILLERA
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y TURISMO
11423 Resolución de 28 de septiembre de 2020, de la Secretaría General de 

Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa, referente a los equipos de 
protección individual en el contexto de la crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.

La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la 
situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia 
internacional. La crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud que la 
propagación del citado virus provocó en España, determinó que en dicho mes de marzo 
se aplicara lo previsto en el artículo cuatro, apartado b) de la Ley Orgánica 4/1981, de los 
estados de alarma, excepción y sitio, declarando el Gobierno el estado de alarma 
mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. La última prórroga del estado de 
alarma fue declarada mediante el Real Decreto 555/2020, de 5 de junio, expirando 
finalmente el pasado 21 de junio de 2020.

Posteriormente, fue aprobado el Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas 
urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19 tiene por objeto establecer las medidas urgentes de 
prevención, contención y coordinación necesarias para hacer frente a la crisis sanitaria 
ocasionada por la COVID-19, así como prevenir posibles rebrotes.

Uno de los aspectos que se regulan en el Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, 
está relacionado con los equipos de protección individual (EPI), como mecanismo de 
protección de los trabajadores en sus centros de trabajo.

Por ello, establecía en su artículo 2, que sería de aplicación en todo el territorio 
nacional y que las medidas contempladas en los capítulos II, III, IV, V, VI y VII y en la 
disposición adicional sexta hasta que el Gobierno declare de manera motivada y de 
acuerdo con la evidencia científica disponible, previo informe del Centro de Coordinación 
de Alertas y Emergencias Sanitarias, la finalización de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, declaración que no se ha producido aún.

El Ministerio de Industria, Comercio y Turismo es el Departamento competente para 
la propuesta y ejecución de la política del Gobierno en materia de industria.

En concreto, corresponde a la Secretaría General de Industria y de la Pequeña y 
Mediana Empresa la elaboración de programas e iniciativas en el ámbito de la calidad y 
seguridad industrial, que contribuyan a la competitividad y la eliminación de barreras 
técnicas y la elaboración y propuesta de las disposiciones reglamentarias de ordenación 
de las actividades industriales y de la infraestructura para la calidad y seguridad 
industrial, y dentro de ella y a través de la Dirección General de Industria y PYME la 
elaboración, seguimiento y desarrollo de programas y actuaciones en materia de calidad 
y seguridad industrial y el desarrollo de infraestructuras técnicas asociadas a éstas, todo 
ello de acuerdo a lo establecido en el Real Decreto 998/2018, de 3 de agosto, por el que 
se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Industria, Comercio y 
Turismo.

Visto el Reglamento (UE) 2016/425 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de 
marzo de 2016, relativo a los equipos de protección individual.

Vista la Recomendación (UE) 2020/403 de la Comisión, de 13 de marzo de 2020, 
relativa a la evaluación de la conformidad y los procedimientos de vigilancia del mercado 
en el contexto de la amenaza que representa el COVID-19.

Vista la Resolución de 20 de marzo de 2020, de la Secretaría General de Industria y 
de la Pequeña y Mediana Empresa, sobre especificaciones alternativas a las mascarillas 
EPI con marcado CE europeo.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 259 Miércoles 30 de septiembre de 2020 Sec. I.   Pág. 82281

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
11

42
3

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

294



Vista la Resolución de 23 de abril de 2020, de la Secretaría General de Industria y de 
la Pequeña y Mediana Empresa, referente a los Equipos de Protección Individual en el 
contexto de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Dada la situación de escasez en los últimos meses de Equipos de Protección 
Individual (EPI) con el marcado CE reglamentario con base en normas armonizadas, 
surgida como consecuencia de la situación de COVID-19, y atendiendo a la 
Recomendación (UE) 2020/403 de la Comisión Europea, la Secretaría General de 
Industria y de la Pequeña y Mediana publicó la Resolución de 20 de marzo de 2020, 
posteriormente sustituida por la Resolución de 23 de abril de 2020, cuyos objetivos 
fueron facilitar la llegada de EPI a los colectivos que los necesitaban urgentemente, 
debiendo mantener estos productos un nivel adecuado de salud y seguridad de 
conformidad con los requisitos esenciales establecidos en el Reglamento (UE) 2016/425 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de marzo de 2016.

Dichas resoluciones tuvieron un carácter excepcional y temporal, de forma que se 
permitiera el abastecimiento de Equipos de Protección Individual seguros, mientras se 
esperaba que la oferta de dichos productos se ajustara a la demanda en un corto periodo 
de tiempo, debiendo los fabricantes adaptar sus procesos de producción y su oferta de 
EPI con marcado CE a la demanda del mercado.

En estos momentos, se ha constatado que el abastecimiento de estos productos ha 
mejorado considerablemente. No obstante, queda pendiente determinar lo que debe 
suceder con las últimas unidades de productos en stock que aun pueda haber en el 
mercado con autorizaciones temporales otorgadas, así como con las compras públicas 
pendientes de recepcionar que se hubieran adquirido al amparo de las resoluciones 
anteriormente citadas.

Por otra parte, la Resolución de 23 de abril de 2020 aborda solamente la puesta en el 
mercado y comercialización de estos productos, y no aborda el uso personal que se 
pueda hacer de una unidad de producto ya adquirida previamente. Por lo que, salvo 
disposición reglamentaria en contra, estos productos una vez adquiridos se pueden 
utilizar posteriormente (atendiendo a sus instrucciones, indicaciones del fabricante y 
limitaciones de uso, fecha de caducidad, etc.), aunque no puedan seguir siendo 
comercializados a terceros una vez superados los plazos indicados.

Considerando todo lo anterior, y atendiendo a que el próximo 30 de septiembre 
dejarán de ser aplicables las medidas establecidas en la Resolución de 23 de abril 
de 2020, resuelvo:

Primero. Fijación de plazos para los productos recogidos en la Resolución de 23 de 
abril de 2020, de la Secretaría General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, referente a los equipos de protección individual en el contexto de la crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19.

El apartado primero de la Resolución de 23 de abril de 2020 recoge un total de tres 
supuestos, para cada uno de los cuales se aplicará lo siguiente:

1. La recepción de EPI correspondientes a compras o adquisiciones públicas ya 
efectuadas con anterioridad al 1 de octubre de 2020, conforme a los requisitos del 
supuesto 1 del apartado primero de la Resolución de 23 de abril (apartado 8 de la 
Recomendación (UE) 2020/403), se podrá realizar hasta el 31 de diciembre de 2020.

2. La comercialización de EPI conforme al supuesto 2 del apartado primero de la 
Resolución de 23 de abril (apartado 7 de la Recomendación (UE) 2020/403), podrá 
seguir realizándose hasta el 31 de diciembre de 2020, limitándose ésta únicamente a las 
unidades de producto en stock que puedan demostrar que ya se encontraban en 
territorio español con anterioridad al 1 de octubre de 2020, y que hubieran obtenido con 
anterioridad a dicha fecha la correspondiente autorización temporal. Además, se deberá 
informar fehacientemente de esta situación al destinatario final del producto.

3. En relación a los EPI con marcado CE sobre la base de una especificación 
técnica distinta de las normas armonizadas, conforme al supuesto 3 del apartado primero 
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de la Resolución de 23 de abril de 2020 (apartados 3 y 4 de la Recomendación (UE) 
2020/403), los organismos notificados españoles deberán atender a lo que disponga la 
Comisión Europea, así como a lo que se acuerde en los grupos europeos de 
coordinación de organismos notificados, a la hora de emitir certificados de examen UE 
de tipo, así como para fijar la fecha de validez de dichos certificados.

Segundo. Recursos.

Esta resolución no pone fin a la vía administrativa, por lo que, en el plazo de un mes, 
se podrá interponer recurso de alzada ante la Ministra de Industria, Comercio y Turismo, 
de conformidad con lo establecido en los artículos 121 y 122 en relación con el 112.1 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Tercero. Eficacia y vigencia.

La presente resolución será eficaz desde el momento de su firma.
Las medidas establecidas en la presente resolución serán aplicables hasta el 31 de 

diciembre de 2020.

Madrid, 28 de septiembre de 2020.–El Secretario General de Industria y de la 
Pequeña y Mediana Empresa, Raül Blanco Díaz.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DEL INTERIOR
10726 Orden INT/851/2020, de 14 de septiembre, por la que se prorroga la Orden 

INT/657/2020, de 17 de julio, por la que se modifican los criterios para la 
aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde 
terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen por 
razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria 
ocasionada por la COVID-19.

La Recomendación (UE) 2020/912 del Consejo, de 30 de junio, sobre la restricción 
temporal de los viajes no esenciales a la Unión Europea y el posible levantamiento de 
dicha restricción, estableció un listado de terceros países cuyos residentes quedaban 
exentos de las restricciones de viaje a la Unión Europea, así como un conjunto de 
categorías específicas de personas también exentas de esas restricciones, 
independientemente de su lugar de procedencia. Esta Recomendación ha sido 
modificada en sucesivas ocasiones para ir reduciendo el listado de terceros países en 
vista del empeoramiento de la situación epidemiológica en varios de ellos.

La Recomendación del Consejo y sus modificaciones han sido aplicadas en España 
mediante la Orden INT/595/2020, de 2 de julio, por la que se modifican los criterios para 
la aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde terceros 
países a la Unión Europea y países asociados Schengen por razones de orden público y 
salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, la Orden 
INT/657/2020, de 17 de julio, con el mismo título, y las modificaciones y prórrogas de 
ésta mediante la Orden INT/734/2020, de 30 de julio, y la Orden INT/805/2020, de 28 de 
agosto, que extendían sus efectos hasta las 24:00 horas del 16 de septiembre.

Por la presente se prorroga hasta el 30 de septiembre la validez de la Orden 
INT/657/2020, sin realizar modificaciones, dado que tampoco las ha sufrido la 
Recomendación (UE) de la que trae causa.

En su virtud, dispongo:

Artículo único. Prórroga de la Orden INT/657/2020, 17 de julio, por la que se modifican 
los criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes no 
imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados 
Schengen por razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis 
sanitaria ocasionada por la COVID-19.

La disposición final única de la Orden INT/657/2020, 17 de julio, por la que se 
modifican los criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes no 
imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen 
por razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada 
por la COVID-19, queda modificada como sigue:

«Esta orden surtirá efectos desde las 24:00 horas del 22 de julio hasta 
las 24:00 horas del 30 de septiembre de 2020, sin perjuicio de su eventual 
modificación para responder a un cambio de circunstancias o a nuevas 
recomendaciones en el ámbito la Unión Europea.»
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Disposición final única. Efectos.

Esta orden surtirá efectos el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Madrid, 14 de septiembre de 2020.–El Ministro del Interior, Fernando Grande-
Marlaska Gómez.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DEL INTERIOR
11421 Orden INT/913/2020, de 29 de septiembre, por la que se prorroga la Orden 

INT/657/2020, de 17 de julio, por la que se modifican los criterios para la 
aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde 
terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen por 
razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria 
ocasionada por la COVID-19.

La Recomendación (UE) 2020/912 del Consejo, de 30 de junio, sobre la restricción 
temporal de los viajes no esenciales a la Unión Europea y el posible levantamiento de 
dicha restricción, estableció un listado de terceros países cuyos residentes quedaban 
exentos de las restricciones de viaje a la Unión Europea, así como un conjunto de 
categorías específicas de personas también exentas de esas restricciones, 
independientemente de su lugar de procedencia. Esta Recomendación ha sido 
modificada en sucesivas ocasiones para ir reduciendo el listado de terceros países en 
vista del empeoramiento de la situación epidemiológica en varios de ellos.

La Recomendación del Consejo y sus modificaciones han sido aplicadas en España 
mediante la Orden INT/595/2020, de 2 de julio, por la que se modifican los criterios para 
la aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde terceros 
países a la Unión Europea y países asociados Schengen por razones de orden público y 
salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, la Orden 
INT/657/2020, de 17 de julio, del mismo título, y las modificaciones y prórrogas de ésta 
mediante la Orden INT/734/2020, de 30 de julio, la Orden INT/805/2020, de 28 de 
agosto, y la Orden INT/851/2020, de 14 de septiembre, que extendían sus efectos hasta 
las 24:00 horas del 30 de septiembre.

Por la presente se prorroga hasta el 31 de octubre la eficacia de la Orden 
INT/657/2020, sin realizar modificaciones, dado que tampoco las ha sufrido la 
Recomendación (UE) de la que trae causa.

En su virtud, dispongo:

Artículo único. Prórroga de la Orden INT/657/2020, 17 de julio, por la que se modifican 
los criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes no 
imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados 
Schengen por razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis 
sanitaria ocasionada por la COVID-19.

La disposición final única de la Orden INT/657/2020, 17 de julio, por la que se 
modifican los criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes no 
imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen 
por razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada 
por la COVID-19, queda modificada como sigue:

«Esta orden surtirá efectos desde las 24:00 horas del 22 de julio hasta 
las 24:00 horas del 31 de octubre de 2020, sin perjuicio de su eventual 
modificación para responder a un cambio de circunstancias o a nuevas 
recomendaciones en el ámbito la Unión Europea.»
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Disposición final única. Efectos.

Esta orden surtirá efectos el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Madrid, 29 de septiembre de 2020.–El Ministro del Interior, Fernando Grande-
Marlaska Gómez.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE JUSTICIA
10521 Resolución de 27 de agosto de 2020, de la Dirección de Seguridad Jurídica y 

Fe Pública, que deja sin efecto la de 27 de julio de 2020, por la que se 
acuerda el restablecimiento de medidas en caso de rebrotes de COVID-19 en 
el Registro de Totana.

Mediante Resolución de 27 de julio de 2020 la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública acordó el restablecimiento de medidas en caso de rebrotes de 
COVID-19 en el Registro de Totana, tras ser dictada en fecha 23 de julio de 2020 la 
Orden de la Consejería de Salud de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
por la que se adoptaban medidas específicas y temporales por razón de salud pública 
para la contención del rebrote de COVID-19 aparecido en el municipio de Totana.

En fecha 13 de agosto de 2020 la Consejería de Salud de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia ha dictado la Orden por la que se adoptan medidas específicas 
de carácter temporal por razón de salud pública para la contención del rebrote de 
COVID-19 aparecido en el municipio de Totana, en la cual se levantan algunas de las 
medidas adoptadas con anterioridad, en particular las relativas a la libertad de 
movimiento y horario de apertura de locales.

En su virtud, y de acuerdo con las competencias atribuidas por el Real 
Decreto 453/2020, de 10 de marzo, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica 
del Ministerio de Justicia, y se modifica el reglamento del Servicio Jurídico del Estado, 
aprobado por el Real Decreto 997/3003 de 25 de julio, la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública acuerda dejar sin efecto las medidas adoptadas para el caso de 
rebrotes de COVID-19 en el Registro de Totana y la vuelta a su régimen ordinario, de 
acuerdo con su solicitud.

Madrid, 27 de agosto de 2020.–La Directora General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, Sofía Puente Santiago.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE JUSTICIA
10522 Resolución de 28 de agosto de 2020, de la Dirección General de Seguridad 

Jurídica y Fe Pública, por la que se acuerda el restablecimiento de medidas 
en caso de rebrotes de COVID-19 en el Registro de Telde.

El aumento de casos de Covid 19 en las últimas semanas en Canarias ha 
repercutido en el funcionamiento normal del Registro de Telde, que cuenta con varios 
miembros de su plantilla afectados por la situación generada por la pandemia.

Vista la Resolución Circular de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
de 13 de abril de 2015, relativa al traslado de los locales de las oficinas de los Registros 
de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles, que recoge el modo de proceder en 
los casos de fuerza mayor en los que se podrán interrumpir o prorrogar los plazos.

En virtud de las competencias atribuidas por el Real Decreto 453/2020, de 10 de 
marzo, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia, y 
se modifica el reglamento del Servicio Jurídico del Estado, aprobado por el Real 
Decreto 997/3003, de 25 de julio, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública acuerda aprobar el restablecimiento de las siguientes medidas respecto del 
Registro de Telde, de acuerdo con su solicitud:

Primero.

Restablecimiento de la medida Segunda de la Resolución de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública de 13 de marzo de 2020, por la que se aprueba el Plan 
de Contingencia recogido en el Plan de continuidad de los servicios registrales 
COVID-19 sobre medidas tras la declaración del estado de alarma, relativa al plazo de 
calificación y despacho, que dispone:

Segundo.

En todo caso queda prorrogado en 15 días más el plazo ordinario de calificación y 
despacho durante la vigencia del asiento presentación, de acuerdo con el artículo 18 de 
la Ley Hipotecaria, para todos los documentos que se presenten desde el día de hoy y 
hasta que se dicte nueva resolución por esta Dirección General de Seguridad Jurídica y 
Fe Pública cuando las autoridades sanitarias levanten las medidas restrictivas 
actualmente en curso

Asimismo, se amplía el plazo de expedición de publicidad formal recibida a través del 
Floti por 24 horas más.

Dichas medidas dejarán de estar vigentes para el Registro de Telde tan pronto como 
cese la situación de alerta sanitaria que las ha generado, lo que se comunicará a la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública para que declare que quedan sin 
efecto.

Madrid, 28 de agosto de 2020.–La Directora General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, Sofía Puente Santiago.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL Y FUNCIÓN PÚBLICA
10819 Resolución de 24 de julio de 2020, de la Secretaría General de Coordinación 

Territorial, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de 
Cooperación Administración General del Estado-Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, en relación con el Decreto-Ley de la Región de Murcia 
3/2020, de 23 de abril, de mitigación del impacto socioeconómico del 
COVID-19 en el área de la vivienda e infraestructuras.

Conforme a lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 
octubre, del Tribunal Constitucional, modificado por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de 
enero, esta Secretaría General dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
del Acuerdo que se transcribe como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 24 de julio de 2020.–La Secretaria General de Coordinación Territorial, 
Miryam Álvarez Páez.

ANEXO

Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del 
Estado-Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en relación con el Decreto-

Ley de la Región de Murcia 3/2020, de 23 de abril, de mitigación del impacto 
socioeconómico del COVID-19 en el área de la vivienda e infraestructuras

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia ha adoptado el siguiente Acuerdo:

1.º Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en relación 
con los artículos 1 (apartados 2, 3, 5 y 8), 2 (apartado 6) y 4 (apartados 26 y 27) del 
Decreto-Ley de la Región de Murcia 3/2020, de 23 de abril, de mitigación del impacto 
socioeconómico del COVID-19 en el área de la vivienda e infraestructuras.

2.º Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 
Cooperación la solución que proceda.

3.º Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional por cualquiera de los 
órganos mencionados en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, 
a los efectos que en el propio precepto se contemplan, así como insertar el presente 
Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Boletín Oficial de la Región de 
Murcia».
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL Y FUNCIÓN PÚBLICA
10820 Resolución de 24 de julio de 2020, de la Secretaría General de Coordinación 

Territorial, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Bilateral de 
Cooperación Administración General del Estado-Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, en relación con el Decreto-Ley 5/2020, de 7 de mayo de 
mitigación del impacto socioeconómico del Covid-19 en el área de medio 
ambiente, que modifica la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de Protección 
Ambiental Integrada, de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

Conforme a lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 
octubre, del Tribunal Constitucional, modificado por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de 
enero, esta Secretaría General dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
del Acuerdo que se transcribe como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 24 de julio de 2020.–La Secretaria General de Coordinación Territorial, 
Miryam Álvarez Páez.

ANEXO

Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del 
Estado-Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en relación con el Decreto-
Ley 5/2020, de 7 de mayo de mitigación del impacto socioeconómico del Covid-19 

en el área de medio ambiente, que modifica la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de 
Protección Ambiental Integrada, de la Comunidad Autónoma de la Región de 

Murcia

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia ha adoptado el siguiente Acuerdo:

1.º Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en relación 
con los apartados Uno, Dos, Quince, Diecisiete, Diecinueve, Veinte y Veintidós del 
Artículo Único del Capítulo I del Decreto-Ley 5/2020, de 7 de mayo de mitigación del 
impacto socioeconómico del Covid-19 en el área de medio ambiente, que modifica la 
Ley 4/2009, de 14 de mayo, de Protección Ambiental Integrada, de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

2.º Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 
Cooperación la solución que proceda.

3.º Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional por cualquiera de los 
órganos mencionados en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, 
a los efectos que en el propio precepto se contemplan, así como insertar el presente 
Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Boletín Oficial de la Región de 
Murcia».
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL Y FUNCIÓN PÚBLICA
11473 Resolución de 3 de septiembre de 2020, de la Secretaría General de 

Coordinación Territorial, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión 
Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad 
Autónoma de Extremadura en relación con el Decreto-ley 9/2020, de 8 de 
mayo, por el que se aprueba una subvención para refuerzo del sistema de 
garantías de Extremadura, se establecen ayudas financieras a autónomos y 
empresas, y se adoptan medidas en materia de espectáculos públicos y 
actividades recreativas y de patrimonio histórico y cultural, para afrontar los 
efectos negativos del COVID-19.

Conforme a lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 
octubre, del Tribunal Constitucional, modificado por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de 
enero, esta Secretaría General dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
del Acuerdo que se transcribe como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 3 de septiembre de 2020.–La Secretaria General de Coordinación Territorial, 
Miryam Álvarez Páez.

ANEXO

Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del 
Estado-Comunidad Autónoma de Extremadura en relación con el Decreto-

ley 9/2020, de 8 de mayo, por el que se aprueba una subvención para refuerzo del 
sistema de garantías de Extremadura, se establecen ayudas financieras a 
autónomos y empresas, y se adoptan medidas en materia de espectáculos 
públicos y actividades recreativas y de patrimonio histórico y cultural, para 

afrontar los efectos negativos del COVID-19

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad 
Autónoma de Extremadura ha adoptado el siguiente Acuerdo:

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en relación 
con la disposición final segunda del Decreto-ley 9/2020, de 8 de mayo, que supone la 
modificación del apartado 5 del artículo 41 de la Ley 2/1999, de Patrimonio Histórico y 
Cultural de Extremadura.

2. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 
Cooperación la solución que proceda.

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos en el 
artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, así 
como insertar el presente Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Diario 
Oficial de Extremadura».
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL Y FUNCIÓN PÚBLICA
11477 Resolución de 3 de septiembre de 2020, de la Secretaría General de 

Coordinación Territorial, por la que se publica el Acuerdo de la Subcomisión 
de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de la 
Comisión Bilateral Generalitat-Estado en relación con el Real Decreto-ley 
11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19.

Conforme a lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 
octubre, del Tribunal Constitucional, modificado por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de 
enero, esta Secretaría General dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
del Acuerdo que se transcribe como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 3 de septiembre de 2020.–La Secretaria General de Coordinación Territorial, 
Miryam Álvarez Páez.

ANEXO

Acuerdo de la Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de 
Conflictos de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado en relación con el Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 

complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19

La Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de 
la Comisión Bilateral Generalitat-Estado ha adoptado el siguiente Acuerdo:

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias competenciales suscitadas 
respecto a la Disposición adicional séptima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19.

2. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Subcomisión la solución que 
proceda.

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos en el 
artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, así 
como insertar el presente Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Diari Oficial 
de la Generalitat de Catalunya».
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL Y FUNCIÓN PÚBLICA
11582 Resolución de 11 de septiembre de 2020, de la Secretaría General de 

Coordinación Territorial, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión 
Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad 
Autónoma de Illes Balears en relación con el Decreto-ley 8/2020, de 13 de 
mayo, de medidas urgentes y extraordinarias para el impulso de la actividad 
económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las 
administraciones públicas de las Illes Balears para paliar los efectos de la 
crisis ocasionada por la COVID-19.

Conforme a lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 
octubre, del Tribunal Constitucional, modificado por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de 
enero, esta Secretaría General dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
del Acuerdo que se transcribe como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 11 de septiembre de 2020.–La Secretaria General de Coordinación 
Territorial, Miryam Álvarez Páez.

ANEXO

Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del 
Estado-Comunidad Autónoma de Illes Balears en relación con el Decreto-

ley 8/2020, de 13 de mayo, de medidas urgentes y extraordinarias para el impulso 
de la actividad económica y la simplificación administrativa en el ámbito de las 
administraciones públicas de las Illes Balears para paliar los efectos de la crisis 

ocasionada por la COVID-19

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad 
Autónoma de Illes Balears ha adoptado el siguiente Acuerdo:

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias suscitadas en relación con 
los artículos 7, 14, 15.1, 16, 17, 18 y 39, las disposiciones adicionales primera y quinta y 
las disposiciones finales tercera, quinta y séptima del Decreto-ley 8/2020, de 13 de mayo 
de medidas urgentes y extraordinarias para el impulso de la actividad económica y la 
simplificación administrativa en el ámbito de las administraciones públicas de las Illes 
Balears para paliar los efectos de la crisis ocasionada por la COVID-19.

2. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 
Cooperación la solución que proceda.

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos en el 
artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, así 
como insertar el presente Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Boletín 
Oficial de las Illes Balears».
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE SANIDAD
11590 Resolución de 30 de septiembre de 2020, de la Secretaría de Estado de 

Sanidad, por la que se da publicidad al Acuerdo del Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud sobre la Declaración de Actuaciones Coordinadas 
en Salud Pública para responder ante situaciones de especial riesgo por 
transmisión no controlada de infecciones causadas por el SARS-Cov-2, de 
fecha 30 de septiembre de 2020.

El Pleno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, en su reunión 
de 30 de septiembre de 2020, ha aprobado el Acuerdo del Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud sobre la Declaración de Actuaciones Coordinadas en salud 
pública para responder ante situaciones de especial riesgo por transmisión no controlada 
de infecciones causadas por el SARS-Cov-2.

A los efectos de dar publicidad y transparencia al mencionado Acuerdo,
Esta Secretaría de Estado de Sanidad ha resuelto disponer la publicación del mismo 

en el «Boletín Oficial del Estado» como anexo a esta resolución.

Madrid, 30 de septiembre de 2020.–La Secretaria de Estado de Sanidad, Silvia 
Calzón Fernández.

ANEXO

Acuerdo del Consejo Interterritoral del Sistema Nacional de Salud sobre la 
declaración de actuaciones coordinadas en salud pública para responder ante 
situaciones de especial riesgo por transmisión no controlada de infecciones 

causadas por el SARS-Cov-2

La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la 
situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia 
internacional.

La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e internacional, requirió 
la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer frente a esta crisis sanitaria sin 
precedentes y de enorme magnitud. En este sentido, el estado de alarma declarado 
mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, permitió hacer frente a la situación 
de emergencia sanitaria con medidas para proteger la salud y la seguridad de los 
ciudadanos, contener la propagación de la enfermedad y reforzar el Sistema Nacional de 
Salud.

El día 21 de junio finalizó el proceso de desescalada y la vigencia del estado de 
alarma, entrando el país en la etapa de nueva normalidad. En este escenario de control 
fue preciso adoptar una serie de medidas para seguir haciendo frente a la pandemia y 
evitar un nuevo incremento de casos. Con este objetivo se aprobó el Real Decreto-
ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y 
coordinación para hacer frente a la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, 
donde se establecen las medidas generales de prevención y control que se deben 
mantener durante esta nueva normalidad.

Asimismo, con el fin de intensificar las medidas de prevención, seguimiento y control 
de la epidemia y ofrecer una respuesta coordinada del conjunto de Administraciones, el 
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud aprobó el pasado 16 de julio 
de 2020 el Plan de respuesta temprana en un escenario de control de la pandemia por 
COVID-19, en el que se prevé que, al objeto de «reducir al máximo la transmisión del 
virus, minimizando su impacto en la salud y en la sociedad, las instituciones deben estar 
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preparadas para responder a cualquier escenario de riesgo para la salud pública, 
asumiendo que es necesaria la coordinación y la toma de decisiones conjunta en función 
de los diferentes escenarios».

En este Plan de Respuesta se asumió el compromiso de garantizar una capacidad 
de detección y control suficiente para detectar el incremento de la transmisión en la 
población mediante el funcionamiento adecuado del sistema de alerta precoz y vigilancia 
epidemiológica, permitiendo una identificación y aislamiento precoz de las fuentes de 
infección. Entre otras medidas, en dicho Plan se acordó garantizar una capacidad 
suficiente de recursos humanos en los servicios de Salud Pública y Atención Primaria 
dedicados a la respuesta de COVID-19, disponer de planes de contingencia para 
asegurar una continuidad de la actividad de Salud Pública y Atención Primaria ante un 
posible incremento de la transmisión, identificar de forma precoz los contagios, buscar 
activamente los casos y aplicar medidas efectivas de aislamiento en los domicilios o en 
establecimientos designados por las autoridades.

Si bien es cierto que las autoridades sanitarias de las Comunidades Autónomas han 
hecho y continúan haciendo importantes esfuerzos en el seguimiento y vigilancia de la 
epidemia, con grandes avances en los sistemas de detección temprana de la 
enfermedad, el refuerzo de los servicios de salud pública y la adopción de diferentes 
medidas dirigidas a controlar los brotes y frenar los contagios, es cierto que desde 
principios de agosto comenzó a detectarse un incremento de la incidencia de la 
enfermedad en todas las comunidades autónomas que incluyó un componente de 
transmisión comunitaria.

Con la finalidad de dar respuesta a estas situaciones, el Pleno del Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud acordó, por consenso, con fecha 14 de 
agosto que fueran declaradas una serie de medidas como actuaciones coordinadas en 
salud pública para responder a la situación de especial riesgo derivada del incremento 
de casos positivos por COVID-19.

En concreto, se acordaron medidas de control en relación con los locales de ocio 
(cierre de discotecas, salas de baile y bares de copas), con los establecimientos de 
hostelería y restauración (previsión de la 1:00 como hora máxima de cierre), respecto a 
los centros sociosanitarios de carácter residencial (limitación de las visitas a una persona 
por residente y limitación de las salidas de los residentes, entre otras), en relación con 
los eventos y actividades multitudinarios, respecto a cribados con PCR en grupos 
específicos, en relación con el consumo de alcohol no autorizado en la vía pública 
(previsión de refuerzo de los controles y de aplicación de las sanciones) y el consumo de 
tabaco y asimilados (prohibición de fumar en la vía pública o espacios al aire libre 
cuando no se pueda respetar una distancia mínima interpersonal de, al menos, 2 
metros). Asimismo, se propusieron tres recomendaciones en la línea de limitar los 
encuentros sociales fuera del grupo de convivencia estable, así como realizar 
periódicamente pruebas PCR a los trabajadores de los centros sociosanitarios que 
estuvieran en contacto con residentes. Por último, se recogía una indicación con la 
finalidad de garantizar los medios y capacidades de los sistemas sanitarios para el 
cumplimiento de lo previsto en el Plan de Respuesta Temprana.

Posteriormente, el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, acordó el 
pasado 27 de agosto, que fueran declaradas por el Ministro de Sanidad actuaciones 
coordinadas en salud pública frente al COVID-19, tanto para centros educativos durante 
el curso 2020-2021, como en relación con la vacunación frente a la gripe estacional. El 
primero de dichos Acuerdos fue adoptado en coordinación con la Conferencia Sectorial 
de Educación, con el objetivo de retomar de forma prioritaria la actividad educativa 
presencial, pero adoptando una serie de medidas de prevención, higiene y promoción de 
la salud frente al COVID-19 que garanticen que la misma se realiza de la manera más 
segura posible. El segundo de estos Acuerdos tenía por objetivo el adelanto de las 
actividades de vacunación en el tiempo, ya que la vacunación temprana del personal 
sanitario y de las personas vulnerables, contribuye a captar mejor a la población diana 
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de la vacunación. De esta manera se pretende impulsar la consecución de los objetivos 
fijados para esta campaña.

Finalmente, el pasado día 9 de septiembre, el Consejo Interterritorial del Sistema 
Nacional de Salud acordó que fueran declaradas nuevas actuaciones coordinadas para 
garantizar la aplicación correcta y equitativa de las medidas de prevención que estarán 
disponibles en los próximos meses, como la vacuna frente a la COVID-19, así como la 
realización de tres nuevas rondas del Estudio Nacional de Seroprevalencia ENE-COVID. 
Asimismo, se acordaron actuaciones en relación con los cribados en asintomáticos, los 
cuales deben realizarse cuando se estime necesario y siempre bajo el criterio de la 
unidad de Salud Pública de la comunidad o ciudad autónoma, recomendándose que, 
siempre que sea posible, las pruebas a utilizar en los cribados sean aquellas en las que 
el proceso de validación se haya realizado en colaboración con el Instituto de Salud 
Carlos III y la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios. Finalmente, 
se acordaron medidas y recomendaciones para reforzar la coordinación con las 
Entidades Locales.

La necesidad y oportunidad de adoptar estas medidas conjuntas se considera 
siempre a partir del seguimiento continuo que el Ministerio de Sanidad, en coordinación 
con las comunidades y ciudades autónomas, realiza de la evolución del virus y de su 
impacto en la capacidad de los sistemas sanitarios autonómicos, con el fin de detectar y 
actuar ante brotes o escenarios de transmisión comunitaria, y con el objetivo último de 
proteger la salud y la seguridad de los ciudadanos, contener la propagación de la 
enfermedad y reforzar el Sistema Nacional de Salud.

Dentro de esta tarea de seguimiento continuo de la evolución de la epidemia, se 
viene observando en las últimas semanas una situación de transmisión comunitaria en 
diversos territorios del SARS-Cov-2 y un aumento significativo de las tasas de 
hospitalización e ingresos en unidades de cuidados intensivos. Por este motivo, además 
de las medidas de prevención y protección individuales y colectivas ya establecidas, es 
necesario considerar la implementación de medidas más estrictas que permitan facilitar 
el control de la epidemia en aquellos territorios más afectados por la misma.

En ausencia de una vacuna segura y eficaz para proteger a la población, las medidas 
no farmacológicas o medidas de distanciamiento social son las intervenciones de salud 
pública más eficaces contra los riesgos del COVID-19. Para maximizar su efectividad 
deben implementarse conjuntamente una serie de medidas de forma simultánea y 
asegurar las capacidades que permitan detectar y actuar ante los casos.

El objetivo de las medidas de distanciamiento social, tanto en espacios públicos 
como privados, y de restricción de la movilidad es disminuir o interrumpir la transmisión 
del SARS-Cov-2 para proteger especialmente a aquellos grupos vulnerables con mayor 
riesgo y evitar superar la capacidad de atención del sistema sanitario.

Es recomendable que estas medidas más estrictas se dirijan específicamente a 
aquellos territorios o zonas geográficas con mayor propagación, en los que las medidas 
adoptadas en el marco del Plan de Respuesta Temprana y otros protocolos de actuación 
no han dado el resultado esperado. Todo ello con la finalidad de lograr el mayor beneficio 
para la salud pública y minimizar el impacto social y económico para el conjunto de la 
población.

Medidas similares ya fueron implementadas en el país en fases anteriores de la 
epidemia y se observaron útiles. Estas intervenciones son acordes con las orientaciones 
de la Organización Mundial de la Salud.

La incidencia de COVID-19 en España en la última semana ha superado los 250 
casos por 100.000 habitantes (con un rango entre las diferentes comunidades 
autónomas que oscila desde 107 a 784 casos por 100.000, a día 29 de septiembre), muy 
por encima de las tasas propuestas en la Unión Europea para países de riesgo (60 
casos por 100.000 habitantes). Esta incidencia observada además de no ser homogénea 
entre las comunidades autónomas, tampoco lo es dentro del territorio de cada una de 
ellas, viéndose esta tasa influenciada, en muchos casos, por municipios con incidencias 
muy superiores a la media de la Comunidad Autónoma.
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Si bien es cierto que la incidencia de COVID-19 en un territorio no es el único 
indicador para valorar el riesgo poblacional y que las propuestas de actuación deben 
considerar también criterios de transmisión, de gravedad de la enfermedad, de 
capacidad de detección precoz y del sistema asistencial, de disponibilidad y aplicación 
de medidas de control de la transmisión y de protección de grupos vulnerables, también 
es cierto que la incidencia es un indicador prioritario, reconocido y recomendado por 
organismos internacionales, que permite valorar la efectividad de las medidas de control 
implementadas.

Una tasa de incidencia por encima de los 250 casos por 100.000 habitantes puede 
considerarse un indicador de alto riesgo de transmisión descontrolada en el territorio 
afectado y, por lo tanto, se debe garantizar un alto nivel de capacidad de detección, 
control de la transmisión y refuerzo asistencial para evitar un gran impacto en la 
población y, en particular, en los grupos más vulnerables. La concurrencia de una tasa 
superior a la señalada demuestra que tanto las medidas de control como las de refuerzo 
de capacidades, no han logrado alcanzar en los territorios afectados por esa incidencia 
el efecto deseado para hacer frente a la evolución ascendente de la curva epidémica. En 
particular, una tasa de incidencia superior a los 500 casos por 100.000 habitantes, que 
duplica la considerada de alto riesgo, permite establecer un umbral significativamente 
elevado a partir del cual puede calificarse la situación como extrema, y da perfecta 
cuenta de la enorme gravedad de la propagación de la enfermedad en las unidades 
territoriales que la experimentan. A partir de este umbral, resulta imprescindible la 
adopción con urgencia de medidas de choque dirigidas a tratar de controlar en el menor 
tiempo posible la situación extrema generada. Todo ello, sin perjuicio de recordar la 
conveniencia de actuar en todo caso con medidas proporcionales de intensidad variable 
desde el momento mismo en que la incidencia sobrepasa las tasas establecidas por los 
organismos internacionales en sus recomendaciones.

De esta manera, incidencias superiores a las mencionadas en el párrafo anterior en 
núcleos poblacionales grandes, con más volumen de intercambio de personas con otras 
zonas de la comunidad autónoma o del país, reducen substancialmente la capacidad de 
control de la transmisión, haciendo necesaria la implementación de medidas más 
severas. El control de la transmisión en estos núcleos poblacionales en situación de muy 
alto riesgo tendría además un impacto beneficioso importante en el resto del territorio.

En la actualidad hay en España 11 municipios de más de 100.000 habitantes, que 
incluyen 4.988.601 habitantes, con tasas de incidencia superiores a los 500 casos 
por 100.000 habitantes. La tasa promedio de estos municipios es de 892 casos 
por 100.000 en los 14 días valorados, más de tres veces la incidencia nacional, si bien la 
situación de estos territorios no es homogénea en términos de capacidad diagnóstica y 
asistencial. Esta incidencia representa un total de 44.518 casos notificados en estos 11 
municipios en un periodo de 14 días, aproximadamente un 33 % del total de casos 
notificados en toda España en ese periodo. Estas cifras no incluyen la transmisión que 
estos casos han podido generar en otros territorios.

Esta situación conlleva un impacto importante en los sistemas asistenciales tanto de 
atención primaria como hospitalarios, que ya tienen ocupaciones de camas en unidades 
de cuidados intensivos del 18% a nivel nacional, con cinco comunidades autónomas que 
superan ya el 25 % y una por encima del 40 %. Dado que el impacto en UCI se 
incrementa y mantiene hasta dos y tres semanas después del máximo pico de 
transmisión, el esfuerzo de control se debe mantener más allá del punto de inflexión de 
la curva epidémica para reducir suficientemente el impacto en el sistema sanitario.

Otro de los indicadores que establece el Centro Europeo para la Prevención y 
Control de Enfermedades (ECDC, en sus siglas en inglés) como indicador de tendencia 
preocupante en su último informe, es el porcentaje de resultados positivos en el total de 
pruebas de diagnóstico de infección activa realizados, señalando como riesgo cuando 
este porcentaje es mayor o igual al 3 %.

En este contexto, es necesario coordinar a nivel general medidas de control que 
garanticen la homogeneidad suficiente para afrontar las situaciones extremas 
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descritas y evitar que la evolución de la epidemia en una parte del territorio pueda 
tener un efecto negativo en otras partes del mismo. En concreto, aunque es 
importante implementar medidas de control en todos los municipios con transmisión 
de SARS-Cov-2, sea cual sea su nivel, es especialmente urgente implementar las 
medidas necesarias para controlar la transmisión en los municipios con poblaciones 
mayores de 100.000 habitantes que presenten incidencias superiores a los 500 casos 
por 100.000 habitantes (salvo en los supuestos en que un porcentaje muy significativo 
de estos casos estén asociados a brotes bien identificados y controlados), con un 
porcentaje de positividad en los resultados de las pruebas diagnósticas de infección 
activa realizadas en las dos semanas previas superior al 10 %, y en los que la 
comunidad autónoma a la que pertenezca el municipio presente una ocupación de 
camas por pacientes COVID-19 en unidades de cuidados intensivos superior al 35% 
de la dotación habitual (época pre-COVID-19) de camas de cuidados críticos en los 
centros hospitalarios existentes a la fecha de adopción del presente Acuerdo. Del 
mismo modo, se considera también conveniente que las autoridades autonómicas 
aprueben planes especiales de actuación en municipios de menos de 100.000 
habitantes con una elevada incidencia acumulada de nuevos casos. Todo ello con el 
objetivo de proteger al máximo a las poblaciones afectadas, preservar la capacidad 
asistencial y minimizar el riesgo de exportación de una situación epidemiológica grave 
de un territorio a otro, tratando, en definitiva, de reducir las tasas de transmisión por 
debajo de los niveles de riesgo establecidos por los organismos internacionales.

El artículo 65 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, prevé que la declaración de 
actuaciones coordinadas corresponde al Ministerio de Sanidad, previo acuerdo del 
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, con audiencia de las comunidades 
directamente afectadas.

En la Declaración de Actuaciones Coordinadas, habrán de incluirse únicamente las 
medidas que se consideran estrictamente necesarias e imprescindibles para atajar la 
situación de especial riesgo para la salud pública derivada del incremento de casos 
positivos por COVID-19, y que, por su naturaleza, se considera que tienen un impacto 
muy significativo en el objetivo de prevenir y controlar la expansión de la enfermedad.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 65.2.c) de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, 
mediante esta Declaración se establecerán una serie de estándares mínimos que las 
comunidades autónomas deberán adoptar con el objetivo de intervenir sobre la situación 
de salud pública existente. Asimismo, mediante esta Declaración se activará una 
estrategia de actuación inmediata para afrontar la emergencia sanitaria en todas las 
comunidades autónomas, de acuerdo con lo previsto en el artículo 65.2.e).

El objetivo de minimizar el riesgo de exportación de una situación epidemiológica 
grave de un territorio a otro justifica la adopción de una serie de estándares mínimos 
para todas las comunidades autónomas.

En concreto, y con el objetivo de responder de forma efectiva a la situación de 
especial riesgo o alarma para la salud pública que se ha descrito, se establecerán nueve 
medidas de control y respuesta y dos recomendaciones.

Todas estas medidas son necesarias para alcanzar el objetivo de controlar la 
expansión de la enfermedad y reducir la presión asistencial sobre el sistema sanitario, 
constituyen actuaciones proporcionales a la finalidad perseguida y están avaladas por 
razones y criterios de carácter epidemiológico y sanitario.

En concreto, la limitación del contacto social entre personas que residen en 
diferentes municipios, pretende disminuir la probabilidad de transmisión entre zonas con 
distinta situación epidemiológica. Es una medida de urgencia para evitar la cadena de 
transmisión del virus y su expansión.

En relación con la reducción a 6 personas de la participación en agrupaciones de 
personas, salvo en el caso de convivientes, la evidencia empírica en relación con el 
ámbito de ocurrencia de los brotes existentes señala que en su mayoría éstos tienen un 
carácter social, relacionado con reuniones familiares y amigos. En este sentido, esta 
medida pretende disminuir esta interacción en personas no convivientes.
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La limitación de aforos en distintos ámbitos, pretende garantizar un distanciamiento 
interpersonal en los espacios en los que se concurra, siendo esta medida una de las más 
eficaces para evitar la transmisión junto con la higiene de manos y el uso de la 
mascarilla. El horario de cierre de los establecimientos, locales comerciales y servicios 
abiertos al público forma parte también de las medidas preventivas de contención que 
persiguen reducir el riesgo de transmisión, evitando o reduciendo la posibilidad de 
contagio en contextos y situaciones sociales que han demostrado ser importantes focos 
de transmisión.

Por último, las capacidades para la detección precoz y el control de la enfermedad, 
así como en el ámbito de la atención sanitaria, son indispensables para hacer frente a la 
situación de urgencia. Estas capacidades crean una estructura sólida para dar respuesta 
a escenarios de mayor transmisión. Un sistema sanitario capaz de hacer una actuación 
precoz frente a los casos y sus contactos a través de la coordinación entre los diferentes 
sectores y garantizando los recursos humanos asistenciales, sociales junto a recursos 
hoteleros o de estancia para personas que no tienen medios materiales, proporciona una 
respuesta adecuada que contribuye al control de la transmisión.

En definitiva, el objetivo final de las medidas propuestas es mantener un control 
suficiente de la transmisión del SARS-Cov-2 que evite la necesidad de imponer 
restricciones de mayor impacto con el consiguiente efecto negativo en la sociedad y en 
la economía del país.

La Declaración de Actuaciones Coordinadas vendrá referida a un ámbito material en 
el que la Administración General del Estado tiene atribuidas funciones de coordinación 
general de la sanidad, de acuerdo con el orden constitucional de distribución de 
competencias, incluirá a todas las comunidades y ciudades autónomas y surtirá los 
efectos previstos en el artículo 65 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y 
calidad del Sistema Nacional de Salud.

A la vista de lo anterior, en su sesión de 30 de septiembre de 2020, el Pleno del 
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud acuerda:

Primero.

Que sean declaradas como actuaciones coordinadas en salud pública para 
responder a la situación de especial riesgo por transmisión no controlada de infecciones 
por COVID-19, de acuerdo con lo establecido en el artículo 65 de la Ley 16/2003, de 28 
de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, las siguientes:

1. Objeto y ámbito de aplicación.

1.1 La declaración de actuaciones coordinadas obligará a las comunidades 
autónomas a adoptar, al menos, las medidas que se prevén en el apartado 2 en los 
municipios de más de 100.000 habitantes que formen parte de su territorio, cuando 
concurran las tres circunstancias siguientes:

a) El municipio presente una incidencia de 500 casos o más por 100.000 habitantes 
en 14 días (medida hasta 5 días antes de la fecha de valoración).

Este criterio no será de aplicación si al menos el 90% de los casos detectados en el 
municipio se corresponden con brotes no familiares perfectamente identificados y 
controlados, y si estos han sido convenientemente comunicados al Centro de 
Coordinación de Alertas y Emergencias del Ministerio de Sanidad.

b) El municipio presente un porcentaje de positividad en los resultados de las 
pruebas diagnósticas de infección activa por COVID-19 realizadas en las dos semanas 
previas superior al 10%.

c) La comunidad autónoma a la que pertenezca el municipio presente una 
ocupación de camas por pacientes COVID-19 en unidades de cuidados intensivos 
superior al 35% de la dotación habitual (época pre-COVID-19) de camas de cuidados 
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críticos en los centros hospitalarios existentes a la fecha de adopción del presente 
Acuerdo.

1.2 La concurrencia de las circunstancias descritas en el apartado anterior se 
determinará por la comunidad autónoma en base a la información que esta posea y, en 
todo caso, a partir de los datos comunicados al Ministerio de Sanidad sobre evolución de 
la enfermedad por el coronavirus (COVID-19), que son la base de los informes diarios 
que publica.

1.3 Las medidas previstas en el apartado 2 constituyen un mínimo a aplicar por las 
comunidades autónomas, sin perjuicio de otras medidas que estas puedan aplicar en 
ejercicio de sus competencias. Asimismo, las comunidades autónomas podrán aplicar 
criterios más restrictivos en relación con las medidas previstas en el apartado 2.

2. Medidas de obligado cumplimiento.

A) Contacto social.

1) Se restringirá la entrada y salida de personas de los municipios previstos en el 
apartado 1.1, salvo para aquellos desplazamientos, adecuadamente justificados, que se 
produzcan por alguno de los siguientes motivos:

a) Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios.
b) Cumplimiento de obligaciones laborales, profesionales, empresariales o legales.
c) Asistencia a centros universitarios, docentes y educativos, incluidas las escuelas 

de educación infantil.
d) Retorno al lugar de residencia habitual.
e) Asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con 

discapacidad o personas especialmente vulnerables.
f) Desplazamiento a entidades financieras y de seguros que no puedan aplazarse.
g) Actuaciones requeridas o urgentes ante los órganos públicos, judiciales o 

notariales.
h) Renovaciones de permisos y documentación oficial, así como otros trámites 

administrativos inaplazables.
i) Realización de exámenes o pruebas oficiales inaplazables.
j) Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad.
k) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza, debidamente acreditada.

La circulación por carreteras y viales que transcurran o atraviesen los municipios 
previstos en el apartado 1.1, será posible, siempre y cuando tenga origen y destino fuera 
de los mismos.

La circulación de personas residentes dentro de los municipios previstos en el 
apartado 1.1 será posible, siempre respetando las medidas de protección individual y 
colectiva establecidas por las autoridades sanitarias competentes, sin perjuicio de lo 
previsto en la recomendación establecida en el apartado 3.1.

2) La participación en agrupaciones de personas para el desarrollo de cualquier 
actividad o evento de carácter familiar o social, tanto en la vía pública como en espacios 
públicos y privados, se reducirá a un número máximo de seis personas, salvo que se 
trate de convivientes, y excepto en el caso de actividades laborales e institucionales o en 
el de actividades en que se establezcan límites o medidas específicas.

B) Aforo máximo, distancia y horario.

3) Lugares de culto:

El aforo máximo será de un tercio, garantizando en todo caso la distancia mínima 
interpersonal de 1,5 metros.
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4) Velatorios:

a) Aforo máximo de quince personas en espacios al aire libre o diez en espacios 
cerrados, sean o no convivientes.

b) La participación en la comitiva para el enterramiento o despedida para la 
cremación de la persona fallecida se restringirá a un máximo de quince personas.

5) Establecimientos, locales comerciales y servicios abiertos al público:

a) Aforo máximo del cincuenta por ciento.
b) La hora de cierre no podrá superar las 22:00 horas, salvo las excepciones que 

se prevean.

6) Establecimientos de hostelería y restauración y de juegos y apuestas:

a) El aforo máximo será del cincuenta por ciento en espacios interiores y del 
sesenta por ciento en espacios exteriores.

b) El consumo en barra no estará permitido.
c) Las mesas o agrupaciones de mesas deberán guardar una distancia de, al 

menos, 1,5 metros respecto a las sillas asignadas a las demás mesas o agrupaciones de 
mesas.

d) La ocupación máxima será de seis personas por mesa o agrupación de mesas.
e) No podrán admitirse nuevos clientes a partir de las 22:00 horas y la hora de 

cierre no podrá superar las 23:00 horas, a excepción de servicios de entrega de comida 
a domicilio.

7) Academias, autoescuelas y centros privados de enseñanzas no regladas y 
centros de formación no incluidos en el ámbito de aplicación del artículo 9 del Real 
Decreto Ley 21/2020, de 9 de junio:

El aforo máximo será del cincuenta por ciento.

8) Instalaciones deportivas, tanto al aire libre como de interior.

a) El aforo máximo será del cincuenta por ciento en espacios interiores y del 
sesenta por ciento en espacios exteriores.

b) La práctica deportiva en grupos se reducirá a un máximo de seis personas.
c) En las competiciones oficiales de ámbito estatal y carácter no profesional y las 

competiciones internacionales que estén bajo la tutela organizativa de las Federaciones 
deportivas españolas que se desarrollen en los municipios previstos en el apartado 1.1, 
será de aplicación el Protocolo de actuación para la vuelta de competiciones oficiales de 
ámbito estatal y carácter no profesional en la temporada 2020/2021, elaborado por el 
Consejo Superior de Deportes.

C) Capacidades.

9) Las comunidades autónomas con municipios en los que concurran las 
circunstancias enumeradas en el apartado 1.1, reforzarán sus capacidades para la 
detección precoz y el control de la enfermedad, así como en el ámbito de la atención 
sanitaria, de acuerdo a lo establecido en el Plan de respuesta temprana en un escenario 
de control de la pandemia por COVID-19.

3. Recomendaciones.

1. Se realizará una recomendación explícita de evitar todo movimiento o 
desplazamiento innecesario en los municipios a que se refiere el apartado 1.1.

2. Se recomienda que las comunidades y ciudades autónomas aprueben planes 
especiales de actuación para controlar la expansión de los contagios en aquellos 
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municipios de menos de 100.000 habitantes en los que concurra la circunstancia prevista 
en el apartado 1.1.a).

Segundo.

En los supuestos en que la ejecución de las actuaciones contempladas en la 
Declaración de Actuaciones Coordinadas requiera de la adopción, por parte de las 
comunidades autónomas, de algún acto o disposición, estas se adoptarán antes de que 
transcurran 48 horas desde que se tenga conocimiento de la concurrencia de las 
circunstancias previstas en el apartado 1.1.

En este sentido, si a la fecha de notificación a la comunidad autónoma de la 
Declaración de Actuaciones Coordinadas ya existieran municipios en los que concurren 
las circunstancias previstas en el apartado 1.1, la comunidad autónoma correspondiente 
adoptará los actos y disposiciones que resulten precisos para dar cumplimiento a lo 
establecido en dicha Declaración en un plazo máximo de 48 horas desde en el momento 
en el que se produzca dicha notificación.

Tercero.

Las medidas contempladas en la Declaración de Actuaciones Coordinadas se 
adoptarán por las comunidades autónomas por un plazo limitado, podrán ser revisadas 
por éstas antes de la finalización de dicho plazo en los términos señalados en el párrafo 
siguiente, y, en su caso, prorrogadas si persistieran las circunstancias previstas en el 
apartado 1.1.

En este sentido, cada comunidad autónoma afectada y el Ministerio de Sanidad 
revisarán semanalmente de manera conjunta la situación epidemiológica de los 
municipios a los que se aplique la Declaración de Actuaciones Coordinadas. En el marco 
de esta relación bilateral se valorará la modificación del ámbito de aplicación de las 
medidas contenidas en la Declaración, siempre y cuando se observe una reducción 
suficiente de la incidencia acumulada en los términos establecidos en esta y teniendo en 
cuenta también los factores de corrección que pudieran afectarla.

Cuarto.

Las comunidades autónomas de Cataluña, Galicia, Andalucía, Comunidad de Madrid 
y la ciudad autónoma de Ceuta han formulado voto particular negativo a este Acuerdo y 
la Región de Murcia ha formulado voto particular de abstención a este Acuerdo.

Conforme al segundo párrafo del artículo 151.2.a) de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dado que este Acuerdo viene referido a 
un ámbito material en el que la Administración General del Estado tiene atribuidas 
funciones de coordinación general de la sanidad, de acuerdo con el orden constitucional 
de distribución de competencias, este Acuerdo será de obligado cumplimiento para todas 
las comunidades y ciudades autónomas integrantes del Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud, con independencia del sentido de su voto.

Quinto.

La Declaración de Actuaciones Coordinadas producirá efectos desde su notificación 
a las comunidades y ciudades autónomas y hasta que se apruebe por el Ministro de 
Sanidad, previo acuerdo del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, con 
audiencia de todas las comunidades y ciudades autónomas, la finalización de su 
vigencia.

Madrid, 30 de septiembre de 2020.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE TRANSPORTES, MOVILIDAD
Y AGENDA URBANA

11464 Resolución de 23 de septiembre de 2020, conjunta de las Subsecretarías de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana y de Hacienda, sobre emisión y 
puesta en circulación de cuatro series de sellos de correo denominadas «12 
Meses 12 Sellos.-2020. Melilla y Palencia», «COVID-19.- 2020», 
«Reconocimiento.-2020. Coleccionistas filatélicos» y «Patrimonio 
Mundial.-2020. Paisaje cultural de Risco Caído y las montañas sagradas de 
Gran Canaria y Ciudad Califal de Medina Azahara».

De conformidad con lo establecido en la disposición adicional cuarta de la 
Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio postal universal, de los derechos de los 
usuarios y del mercado postal, y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 7.2.g) y 17 
del Real Decreto 1637/2011, de 14 de noviembre, por el que se establece la 
composición, competencias y régimen de funcionamiento de la Comisión Filatélica del 
Estado y se regulan las emisiones de sellos de correo y otros signos de franqueo, se 
dicta la presente Resolución sobre emisión y puesta en circulación de cuatro series de 
sellos de correo denominadas «12 Meses 12 Sellos. 2020. Melilla y Palencia», 
«COVID-19. 2020», «Reconocimiento. 2020. Coleccionistas filatélicos» y «Patrimonio 
Mundial. 2020. Paisaje cultural de Risco Caído y las montañas sagradas de Gran 
Canaria y Ciudad Califal de Medina Azahara».

En su virtud, hemos resuelto:

Primero. Estampación.

Por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda se procederá 
a la estampación de cuatro series de sellos de correo denominadas «12 Meses 12 
Sellos. 2020. Melilla y Palencia», «COVID-19. 2020», «Reconocimiento. 2020. 
Coleccionistas filatélicos» y «Patrimonio Mundial. 2020. Paisaje cultural de Risco Caído y 
las montañas sagradas de Gran Canaria y Ciudad Califal de Medina Azahara».

Segundo. Características.

«12 Meses 12 Sellos. 2020. Melilla y Palencia»

Dentro de la serie denominada «12 Meses 12 Sellos», el día 1 de octubre de 2020, 
se emitirán dos sellos de correo autoadhesivos dedicados, respectivamente, a «Melilla» 
y a «Palencia».

Características Técnicas de ambos sellos:

– Procedimiento de impresión: Offset.
– Soporte: Autoadhesivo fosforescente.
– Formato del sello: 35 x 24,5 mm (horizontal).
– Efectos en pliego: 50 sellos adhesivos.
– Valor postal del sello: Tarifa A.
– Tirada: Ilimitada.

«COVID-19. 2020»

El día 1 de octubre de 2020 se emitirá una hoja bloque, con un sello de correo, 
denominada «COVID-19». El fondo de la hoja bloque está ilustrado con la imagen de 
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varios sanitarios y un paciente. El sello de correo se ilustra con la imagen de las manos 
estrechadas de sanitarios y paciente.

Características técnicas:

– Procedimiento de impresión: Offset.
– Soporte: Estucado, engomado, fosforescente.
– Formato del sello: 40,9 x 28,8 mm (horizontal).
– Dentado del sello: 133/4 (horizontal) y 131/4 (vertical).
– Formato de la hoja bloque: 150 x 104,5 mm.
– Efectos en pliego: 1 hoja bloque con un sello.
– Valor postal de la hoja bloque: 5 euros.
– Tirada: Ilimitada.

«Reconocimiento. 2020. Coleccionistas filatélicos»

El día 2 de octubre de 2020 se emitirá una hoja bloque, con un sello de correo de la 
serie «Reconocimiento», dedicado a los «Coleccionistas filatélicos».

Características técnicas:

– Procedimiento de impresión: Offset + efecto lupa + troquelado.
– Soporte: Cartulina, engomado.
– Formato del sello: irregular (vertical).
– Dentado del sello: 31/2 (horizontal) y 31/4 (vertical).
– Formato de la hoja bloque: 104,5 x 150 mm (vertical).
– Efectos en pliego: sello individual.
– Valor postal de la hoja bloque: 4 euros.
– Tirada: 160.000 hojas bloque.

«Patrimonio Mundial. 2020. Paisaje cultural de Risco Caído y las montañas sagradas 
de Gran Canaria y Ciudad Califal de Medina Azahara»

Dentro de la serie denominada «Patrimonio Mundial», el día 5 de octubre de 2020 se 
emitirá una hoja bloque, con un sello de correo, dedicada al «Paisaje Cultural de Risco 
Caído y las montañas sagradas de Gran Canaria», declarado Patrimonio Mundial por la 
UNESCO en el año 2019. Tanto la hoja bloque como el sello de correo reproducen 
imágenes de este paisaje situado en el centro de la isla de Gran Canaria.

Asimismo, el día 5 de octubre de 2020 se emitirá una hoja bloque, con un sello de 
correo, dedicada a la «Ciudad Califal de Medina Azahara», declarada Patrimonio 
Mundial por la UNESCO en el año 2018. En la hoja bloque y en el sello de correo se 
reproduce una imagen del yacimiento arqueológico de esta majestuosa ciudad palatina, 
construida en el siglo X como sede del califato de Córdoba.

Características técnicas del sello «Paisaje cultural de Risco Caído y las montañas 
sagradas de Gran Canaria»:

– Procedimiento de impresión: Calcografía y Offset.
– Soporte: Estucado, engomado, fosforescente, mate.
– Formato del sello: 47 x 63,50 mm (vertical).
– Dentado: 133/4 (horizontal) y 133/4 (vertical).
– Formato de la hoja bloque: 150 x 104,5 mm (horizontal).
– Valor postal de la hoja bloque: 4 euros.
– Efectos en pliego: 1 hoja bloque con un sello.
– Tirada: 125.000 hojas bloque.

Características técnicas del sello «Ciudad Califal de Medina Azahara»:

– Procedimiento de impresión: Calcografía y Offset.
– Soporte: Estucado, engomado, fosforescente, mate.
– Formato del sello: 40 x 70 mm (vertical) acabado en arco.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 259 Miércoles 30 de septiembre de 2020 Sec. III.   Pág. 82479

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
11

46
4

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

318



– Dentado: 131/2 (horizontal) y 131/2 (vertical).
– Formato de la hoja bloque: 150 x 104,5 mm (horizontal).
– Valor postal de la hoja bloque: 4 euros.
– Efectos en pliego: 1 hoja bloque con un sello.
– Tirada: 125.000 hojas bloque.

Tercero. Puesta en circulación y distribución.

1. La venta y puesta en circulación de las cuatro series se iniciará, 
respectivamente, el día 1 (las dos primeras series), el día 2 (la tercera) y el día 5 de 
octubre de 2020 la cuarta serie.

2. La distribución a los puntos de venta de las cuatro series cesará el 31 de 
diciembre de 2022, no obstante, conservarán indefinidamente su valor a efectos de 
franqueo, hasta que se dicte orden en contrario. Una vez alcanzada dicha fecha, la 
sociedad estatal Correos y Telégrafos, S.A., podrá interesar de la Fábrica Nacional de 
Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda la inutilización de los sellos sobrantes de la 
emisión.

Cuarto. Reservas.

De todos estos efectos la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la 
Moneda reservará a disposición de la sociedad estatal Correos y Telégrafos, S.A., un 
mínimo de 2.500 unidades de cada efecto, para atender los compromisos derivados de 
la pertenencia a la Unión Postal Universal y a otros organismos internacionales, así 
como para su incorporación a los fondos filatélicos del Museo Postal y Telegráfico y para 
la promoción de la filatelia.

Otras 500 unidades de estos efectos serán reservadas a la Fábrica Nacional de 
Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda, para atenciones de intercambio con los 
organismos emisores de otros países, integración en los fondos filatélicos del Museo de 
dicha Fábrica y promoción filatélica nacional e internacional.

Quinto. Material utilizado para la impresión.

Por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda se procederá 
a la destrucción de los proyectos, maquetas, dibujos, pruebas, planchas y cualquier otro 
elemento o material utilizado, una vez realizada la emisión. Sin embargo, cuando resulte, 
a juicio de la Fábrica, que alguno de los elementos empleados en la preparación o 
estampillado de la emisión encierra gran interés histórico o didáctico, podrá ser 
destinado, convenientemente inutilizado, a dotar el Museo de la Fábrica, el Museo Postal 
y Telegráfico o cualquier otro museo de interés en la materia. En tal caso se extenderá el 
acta correspondiente, tanto de la inutilización como de los elementos que en calidad de 
depósito se integren en alguno de los indicados museos.

Madrid, 23 de septiembre de 2020.–El Subsecretario de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana, Jesús Manuel Gómez García.–La Subsecretaria de Hacienda, Pilar 
Paneque Sosa.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE TRANSPORTES, MOVILIDAD
Y AGENDA URBANA

11464 Resolución de 23 de septiembre de 2020, conjunta de las Subsecretarías de
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana y de Hacienda, sobre emisión y 
puesta en circulación de cuatro series de sellos de correo denominadas «12 
Meses 12 Sellos.-2020. Melilla y Palencia», «COVID-19.- 2020», 
«Reconocimiento.-2020. Coleccionistas filatélicos» y «Patrimonio 
Mundial.-2020. Paisaje cultural de Risco Caído y las montañas sagradas de 
Gran Canaria y Ciudad Califal de Medina Azahara».

De conformidad con lo establecido en la disposición adicional cuarta de la 
Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio postal universal, de los derechos de los 
usuarios y del mercado postal, y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 7.2.g) y 17 
del Real Decreto 1637/2011, de 14 de noviembre, por el que se establece la 
composición, competencias y régimen de funcionamiento de la Comisión Filatélica del 
Estado y se regulan las emisiones de sellos de correo y otros signos de franqueo, se 
dicta la presente Resolución sobre emisión y puesta en circulación de cuatro series de 
sellos de correo denominadas «12 Meses 12 Sellos. 2020. Melilla y Palencia», 
«COVID-19. 2020», «Reconocimiento. 2020. Coleccionistas filatélicos» y «Patrimonio 
Mundial. 2020. Paisaje cultural de Risco Caído y las montañas sagradas de Gran 
Canaria y Ciudad Califal de Medina Azahara».

En su virtud, hemos resuelto:

Primero. Estampación.

Por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda se procederá 
a la estampación de cuatro series de sellos de correo denominadas «12 Meses 12 
Sellos. 2020. Melilla y Palencia», «COVID-19. 2020», «Reconocimiento. 2020. 
Coleccionistas filatélicos» y «Patrimonio Mundial. 2020. Paisaje cultural de Risco Caído y 
las montañas sagradas de Gran Canaria y Ciudad Califal de Medina Azahara».

Segundo. Características.

«12 Meses 12 Sellos. 2020. Melilla y Palencia»

Dentro de la serie denominada «12 Meses 12 Sellos», el día 1 de octubre de 2020, 
se emitirán dos sellos de correo autoadhesivos dedicados, respectivamente, a «Melilla» 
y a «Palencia».

Características Técnicas de ambos sellos:

– Procedimiento de impresión: Offset.
– Soporte: Autoadhesivo fosforescente.
– Formato del sello: 35 x 24,5 mm (horizontal).
– Efectos en pliego: 50 sellos adhesivos.
– Valor postal del sello: Tarifa A.
– Tirada: Ilimitada.

«COVID-19. 2020»

El día 1 de octubre de 2020 se emitirá una hoja bloque, con un sello de correo, 
denominada «COVID-19». El fondo de la hoja bloque está ilustrado con la imagen de 
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varios sanitarios y un paciente. El sello de correo se ilustra con la imagen de las manos 
estrechadas de sanitarios y paciente.

Características técnicas:

– Procedimiento de impresión: Offset.
– Soporte: Estucado, engomado, fosforescente.
– Formato del sello: 40,9 x 28,8 mm (horizontal).
– Dentado del sello: 133/4 (horizontal) y 131/4 (vertical).
– Formato de la hoja bloque: 150 x 104,5 mm.
– Efectos en pliego: 1 hoja bloque con un sello.
– Valor postal de la hoja bloque: 5 euros.
– Tirada: Ilimitada.

«Reconocimiento. 2020. Coleccionistas filatélicos»

El día 2 de octubre de 2020 se emitirá una hoja bloque, con un sello de correo de la 
serie «Reconocimiento», dedicado a los «Coleccionistas filatélicos».

Características técnicas:

– Procedimiento de impresión: Offset + efecto lupa + troquelado.
– Soporte: Cartulina, engomado.
– Formato del sello: irregular (vertical).
– Dentado del sello: 31/2 (horizontal) y 31/4 (vertical).
– Formato de la hoja bloque: 104,5 x 150 mm (vertical).
– Efectos en pliego: sello individual.
– Valor postal de la hoja bloque: 4 euros.
– Tirada: 160.000 hojas bloque.

«Patrimonio Mundial. 2020. Paisaje cultural de Risco Caído y las montañas sagradas 
de Gran Canaria y Ciudad Califal de Medina Azahara»

Dentro de la serie denominada «Patrimonio Mundial», el día 5 de octubre de 2020 se 
emitirá una hoja bloque, con un sello de correo, dedicada al «Paisaje Cultural de Risco 
Caído y las montañas sagradas de Gran Canaria», declarado Patrimonio Mundial por la 
UNESCO en el año 2019. Tanto la hoja bloque como el sello de correo reproducen 
imágenes de este paisaje situado en el centro de la isla de Gran Canaria.

Asimismo, el día 5 de octubre de 2020 se emitirá una hoja bloque, con un sello de 
correo, dedicada a la «Ciudad Califal de Medina Azahara», declarada Patrimonio 
Mundial por la UNESCO en el año 2018. En la hoja bloque y en el sello de correo se 
reproduce una imagen del yacimiento arqueológico de esta majestuosa ciudad palatina, 
construida en el siglo X como sede del califato de Córdoba.

Características técnicas del sello «Paisaje cultural de Risco Caído y las montañas 
sagradas de Gran Canaria»:

– Procedimiento de impresión: Calcografía y Offset.
– Soporte: Estucado, engomado, fosforescente, mate.
– Formato del sello: 47 x 63,50 mm (vertical).
– Dentado: 133/4 (horizontal) y 133/4 (vertical).
– Formato de la hoja bloque: 150 x 104,5 mm (horizontal).
– Valor postal de la hoja bloque: 4 euros.
– Efectos en pliego: 1 hoja bloque con un sello.
– Tirada: 125.000 hojas bloque.

Características técnicas del sello «Ciudad Califal de Medina Azahara»:

– Procedimiento de impresión: Calcografía y Offset.
– Soporte: Estucado, engomado, fosforescente, mate.
– Formato del sello: 40 x 70 mm (vertical) acabado en arco.
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– Dentado: 131/2 (horizontal) y 131/2 (vertical).
– Formato de la hoja bloque: 150 x 104,5 mm (horizontal).
– Valor postal de la hoja bloque: 4 euros.
– Efectos en pliego: 1 hoja bloque con un sello.
– Tirada: 125.000 hojas bloque.

Tercero. Puesta en circulación y distribución.

1. La venta y puesta en circulación de las cuatro series se iniciará, 
respectivamente, el día 1 (las dos primeras series), el día 2 (la tercera) y el día 5 de 
octubre de 2020 la cuarta serie.

2. La distribución a los puntos de venta de las cuatro series cesará el 31 de 
diciembre de 2022, no obstante, conservarán indefinidamente su valor a efectos de 
franqueo, hasta que se dicte orden en contrario. Una vez alcanzada dicha fecha, la 
sociedad estatal Correos y Telégrafos, S.A., podrá interesar de la Fábrica Nacional de 
Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda la inutilización de los sellos sobrantes de la 
emisión.

Cuarto. Reservas.

De todos estos efectos la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la 
Moneda reservará a disposición de la sociedad estatal Correos y Telégrafos, S.A., un 
mínimo de 2.500 unidades de cada efecto, para atender los compromisos derivados de 
la pertenencia a la Unión Postal Universal y a otros organismos internacionales, así 
como para su incorporación a los fondos filatélicos del Museo Postal y Telegráfico y para 
la promoción de la filatelia.

Otras 500 unidades de estos efectos serán reservadas a la Fábrica Nacional de 
Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda, para atenciones de intercambio con los 
organismos emisores de otros países, integración en los fondos filatélicos del Museo de 
dicha Fábrica y promoción filatélica nacional e internacional.

Quinto. Material utilizado para la impresión.

Por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda se procederá 
a la destrucción de los proyectos, maquetas, dibujos, pruebas, planchas y cualquier otro 
elemento o material utilizado, una vez realizada la emisión. Sin embargo, cuando resulte, 
a juicio de la Fábrica, que alguno de los elementos empleados en la preparación o 
estampillado de la emisión encierra gran interés histórico o didáctico, podrá ser 
destinado, convenientemente inutilizado, a dotar el Museo de la Fábrica, el Museo Postal 
y Telegráfico o cualquier otro museo de interés en la materia. En tal caso se extenderá el 
acta correspondiente, tanto de la inutilización como de los elementos que en calidad de 
depósito se integren en alguno de los indicados museos.

Madrid, 23 de septiembre de 2020.–El Subsecretario de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana, Jesús Manuel Gómez García.–La Subsecretaria de Hacienda, Pilar 
Paneque Sosa.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 259 Miércoles 30 de septiembre de 2020 Sec. III.   Pág. 82480

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
11

46
4

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

https://www.boe.es BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO D. L.: M-1/1958 - ISSN: 0212-033X

322



III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE TRANSPORTES, MOVILIDAD
Y AGENDA URBANA

11465 Resolución de 23 de septiembre de 2020, conjunta de las Subsecretarías de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana y de Hacienda, sobre emisión y 
puesta en circulación de dos tarjetas prefranqueadas de correo de los tipos 
«Tarjeta del Correo (80-42)» y «Tarjeta del Correo (10-01)» denominadas, 
respectivamente, «COVID-19.-2020» y «Cáceres Medieval. Orden de los 
Fratres.- 2020».

De conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional cuarta de la 
Ley 43/2010, de 30 de diciembre, del servicio postal universal, de los derechos de los 
usuarios y del mercado postal y de acuerdo con lo establecido en los artículos 7.2.g) y 17 
del Real Decreto 1637/2011, de 14 de noviembre, por el que se establece la 
composición, competencias y régimen de funcionamiento de la Comisión Filatélica del 
Estado y se regulan las emisiones de sellos de correo y otros signos de franqueo, se 
dicta la presente Resolución sobre emisión y puesta en circulación de dos tarjetas 
prefranqueadas de correo, de los tipos «Tarjeta del Correo (80-42)» y «Tarjeta del Correo 
(10-01)» denominadas, respectivamente, «COVID-19. 2020» y «Cáceres Medieval. 
Orden de los Fratres. 2020».

En su virtud, hemos resuelto:

Primero. Estampación.

La Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda procederá a la 
estampación de dos tarjetas prefranqueadas de correo de los tipos «Tarjeta del Correo 
(80-42)» y «Tarjeta del Correo (10-01)» denominadas, respectivamente, «COVID-19. 
2020» y «Cáceres Medieval. Orden de los Fratres. 2020».

Segundo. Características.

«COVID-19. 2020»

a) El día 1 de octubre de 2020 se emitirá una tarjeta prefranqueada de correo, del 
tipo «Tarjeta del Correo (80-42)» denominada «COVID-19».

b) La tarjeta está ilustrada, en su anverso, con la imagen de unas manos 
estrechadas y el lema «Esta tarjeta es darnos la mano para estar unidos».

c) El reverso, está franqueado con la imagen del sello de correo de la serie 
«COVID-19», del año 2020.

d) Características técnicas:

– Procedimiento de impresión: Offset.
– Soporte: Estucado una cara 350 gramos.
– Formato de la tarjeta: 160 x 110 mm (horizontal).
– Formato del sello: 40,9 x 28,8 mm (horizontal).
– Valor postal: 5 €.
– Tirada: 10.000 tarjetas.

«Cáceres Medieval. Orden de los Fratres. 2020»

a) El día 28 de octubre de 2020 se emitirá una tarjeta prefranqueada de correo, del 
tipo «Tarjeta del Correo (10-01)» denominada «Cáceres Medieval. Orden de los Fratres».
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b) La tarjeta está ilustrada, en su anverso, con una imagen de la Torre de Bujaco y 
los símbolos de esta Orden medieval.

c) El signo de franqueo, en el reverso, reproduce la imagen del sello de correo de la 
serie «Orden de los Fratres de Cáceres», del año 2020.

d) Características técnicas:

– Procedimiento de impresión: Offset + metalizado.
– Soporte: Estucado una cara 350 gramos.
– Formato de la tarjeta: 160 x 110 mm (horizontal).
– Formato del sello: 28,8 x 40,8 mm (irregular forma de escudo).
– Valor postal: 1,55 €.
– Tirada: 10.000 tarjetas.

Tercero. Puesta en circulación y distribución.

1. La venta y puesta en circulación, de las dos tarjetas, se iniciará, 
respectivamente, el día 1 y 28 de octubre de 2020.

2. La distribución a los puntos de venta, de ambas tarjetas, cesará el 31 de 
diciembre de 2022, no obstante, mantendrán indefinidamente su valor a efectos de 
franqueo, hasta que se dicte orden en contrario.

Cuarto. Reservas.

De estas tarjetas quedarán reservadas en la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-
Real Casa de la Moneda 100 unidades, de cada una de ellas, a disposición de la 
sociedad estatal Correos y Telégrafos, S.A., para atender los compromisos 
internacionales derivados de la pertenencia a la Unión Postal Universal y de los 
intercambios con otras Administraciones Postales, así como para su incorporación a los 
fondos filatélicos del Museo Postal y Telegráfico y para la promoción de la filatelia.

Quinto. Material utilizado para la impresión.

Por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda se procederá 
a la destrucción de los proyectos, maquetas, dibujos, pruebas, planchas y cualquier otro 
elemento o material utilizado, una vez realizada la emisión. Sin embargo, cuando resulte, 
a juicio de la Fábrica, que alguno de los elementos empleados en la preparación o 
estampillado de la emisión encierra gran interés histórico o didáctico, podrá ser 
destinado, convenientemente inutilizado, a dotar el Museo de la Fábrica, el Museo Postal 
y Telegráfico o cualquier otro museo de interés en la materia. En tal caso se extenderá el 
acta correspondiente, tanto de la inutilización como de los elementos que en calidad de 
depósito se integren en alguno de los indicados museos.

Madrid, 23 de septiembre de 2020.–El Subsecretario de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana, Jesús Manuel Gómez García.–La Subsecretaria de Hacienda, Pilar 
Paneque Sosa.
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